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Acuerdo  nombrando  Cot^ueces  para  el  año  de  mü  ochocientos 

sesenta  y  nueve. 

En  esta  ciudad  de  Buenos  Aires  á  siete  de  Enero  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  nueve,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos 
los  Sres.  Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
Nacional  abajo  firmados,  con  el  objeto  de  nombrar  Conjueces, 
en  cumplimiento  del  art.  23  de  la  Ley  de  Procedimientos, 
acordaron  nombrar  á  los  Sres.  Dres.  D.  Valentín  Alsina,  D. 
Lorenzo  Torres,  D.  Ángel  Navarro,  D.  José  Roque  Pérez,  D. 
Miguel  Esteves  Sagui,  D.  Luis  Saens  Peña,  D.  Federico  Pi- 
nedo, D.  Rufino  de  Elizalde,  D.  Manuel  M.  Escalada,  D.  Victor 
Martínez,  D.  Carlos  Tejedor,  D.  Juan  María  Gutiérrez,  D. 
Eduardo  Costa,  D.  Marcelino  ligarte,  D.  Daniel  María  Cazón, 
D.  Octavio  Garrígós,  D.  Exequiel  Pereira,  D.  Juan  Agustín 
García,  D.  Seferíno  Araujo,  D.  Manuel  Quintana,  D.  Delfin 
B.  Huergo,  D.  Pablo  Cárdenas,  D.  Bernardo  de  Irigoyen,  D. 
Vicente  G.  Quesadas,  y  D.  Andrés  Ugarríza.  Todo  lo  cual 
dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  registrase  en  el  libro 
correspondiente^  y  que  se  publicase,  firmándolo  ante  mí. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
María  del  Carril. — ^Francisco  Delgado. 
Josa  Barros  Pazos. — Benito  Carrasco. 

N.    Rejo. 

Secretario. 


VI 

Acuerdo  prescribiendo  la  manera  como  deben  los  Jueces 
de  Sección  espedir  los  informes  en   los  recursos  de  queja. 

En  esta  ciudad  de  Buenos  Aires  á  seis  de  Abril  de  4869, 
reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  los  señores  Presidente  y  Vo- 
cales de  la  Suprema  Corte  digeron :  que  habiéndose  observado 
que  en  los  recursos  de  queja  de  que  hablan  los  arts.  229  y  230 
de  la  Ley  de  Procedimientos,  se  está  introduciendo  la  práctica 
de  remitir  los  autos  como  único  informe,  con  perjuicio  de  la 
pronta  administración  de  justicia,  acordaron  que  por  Secre- 
taria se  hiciera  saber  á  los  Jueces  de  Sección  que  en  los  di- 
ehos^informes  deben  sujetarse  estrictamente  á  los  mencionados 
artículos,  no  remiiiendo  los  autos  sino  cuando  espresamente 
se  los  pidan.  Igualmente  ordenaron  que  este  acuerdo  se  pu- 
blicara en  uno  de  los  diarios  de  esta  ciudad;  así  lo  dispusie- 
ron, mandaron  y  firmaron  por  ante  mi. 

Francisco  de  las  Carreras. -^  Salva- 
dor María  del  Carril.  — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 

'      '         N.    Rojo. 

Secretario. 


Acuerdo  designando  la  manera  de  cobrar  las  costas 

en  los  Juzgados  de  Sección. 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires  á  siete  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  nueve,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos,  los 
señores  Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte,  dijeron : 
que  habiéndose  .observado  que  se  está  introduciendo  la  práctica 
de  cargar  á  las.  partes  en  las  planillas  de  costas  de  los  espe- 
dientes que  corren  por  los  Juzgados  Nacionales,  un  derecho 
por  las  notas  de  corresponde  que  se  ponen  en  todas  las  fojas  de 
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los  escritos  y  de  las  de  reposición  de  sellos,  viniendo  á  resultar 
que  en  las  oficinas  curiales  se  les  cobra  un  nuevo  impuesto 
por  cada  sello,  sin  que  este  recargo  de  las  costas  procesales 
se  encuentre  justificado  por  la  disposición  del  arancel  que  se- 
ñala un  derecho  por  las  notas;  pues  no  ha  podido  ^referirse  á 
á  las  de  corresponde  y  reposición  de  sellos  que  tienen  por 
objeto  hacer  constar  que  los  Escribanos  han  cumplido  el  de- 
ber que  personalmente  les  incumbe  de  no  recibir  escritos,  ni 
documentos  que  no  sean  estendidos  en  el  sello  de  ley,  y  que 
pueden  cumplir,  espresándolo  así,  una  sola  vez,  en  la  primera 
foja,  sino  á  aquellas  notas  que  sean  necesarias  para  constatar 
las  diligencias  relativas  á  la  actuación;  resolvieron  que  de- 
bian  declarar,  como  en  efecto  declaran,  que  los  Escribanos  de 
los  Juzgados  Nacionales  no  están  autorizados  por  el  arancel 
para  cobrar  á  las  partes  ningún  derecho  por  las  notas  de  cor- 
responde y  de  reposición  de  sellos^  que  ponen  en  los  escritos, 
fojas  de  reposición  y  documentos  que  se  les  entreguen  para 
presentarlos  al  despacho  de  los  Jueces.  — Igualmente  ordena- 
ron que  este  acuerdo  se  comunicase  á  los  Juzgados  de  Sec- 
ción y  se  publicase  en  los  diarios  de  esta  ciudad.  Todo  lo  cual 
ordenaron  y  firmaron  por  ante  mi   el   infrascrito  Secretario. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.-- 
Benito  Carrasco. 

N.   Rejo. 

Secretario. 
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CAUSA  I. 


Don  Adolfo  Señorans  con  Don  Pascual  Rosas  y  el  Fisco 
Nacional,  sobre  nulidad  de  procedimientos  en  un 

juicio  de  expropiación. 

• 

Sumario,  —  l^  Nadie  puede  ser  declarado  parte  en  un 
juicio^  mientras  no  se  presente  título  bastante  que  justiGque 
la  personería. 

2®  Concluido  un  juicio  de  expropiación,  ei  Fisco  deja  de 
ser  parte  en  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  mejor  dere-^ 
cho  al  precio  del  bien  expropiado. 

3^  Este  ultimo  juicio  no  puede  [^seguirse  ante  los  Tribunales 
Nacionales,  si  no  se  justifica  previamente  alguna  de  las  causa- 
les que  surten  fuero  nacional. 

T.  vil.  .    9. 
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Ca9o. — En  el  Juzgado  Nacional  de  Santa  Fé  se  siguió  bd 
juicio  de  expropiación  de  unos  terrenos^  de  los  concedidos  á 
la  empresa  del  Ferro-carril  Central  Argentino,  pertenecientes 
á  don  Pascual  Rosas  y  á  la  testamentaría  de  don  Dámaso  Cen- 
teno^ cuyo  albacea  fué  declarado  rebelde  en  el  juicio. 
'  Hecha  la  expropiación,  el  Juez  Nacional^  á  solicitud  del  de 
lo  Civil  de  la  Ciudad  del  Rosario,  embargó  uña  parte  del 
precio  que  correspondía  á  la  testamentaria  de  Centeno,  y  man- 
dó depositar  otra  parte,  valor  de  una  superposición  de  terreno 
que  se  jestionaba  con  D.  Rufino  Guido,  todo  próvia  la  liqui- 
dación correspondiente  aprobada  por  el  Juzgado. 

En  este  estado,  se  presentó  D.  Estovan  Señorans,  que  se 
decia  comprador  del  terreno  qufi  figura  á  nombre  de  la  testa- 
meWaría  Centeno,  diciendo  de  nulidad  en  todo  lo  actuado, 
después  del  juicio  de  expropiación,  fondado  en  que  el  precio 
del  campo  se  habia  liquidado  y  dividido,  sin  citación  ni  in- 
tervención de  su  parte. 

Pidió  se  declarase  nulo  todo  lo  actuado,  y  se  depositase 
íntegro  el  precio,  para  ser  dividido  con  audiencia  de  todos 
los  dueños. 

Presentó  como  justificativo  de  su  derecho  un  título  de  venta 
otorgado  á  su  favor  por  la  viuda  de  D.  Dámaso  Centeno. 

El  Procurador  Fiscal  pidió  se  rechazara  la  solicitud  de  Se- 
ñorans,  por  no  ser  parte  en  el  juicio,  pues  no  habia  justifi- 
cado la  calidad  de  comprador  que  se  atribula. 

Don  Pascual  Rosas  adhirió  á  la  vista  del  Procurador  Fis- 
cal, agregando  que  era  ante  los  Tribunales  de  la  Provincia  de 
Santa  Fó,  donde  Señorans  debia  hacer  valer  las  acciones  que 
pretendía  ejercitar,  pues  que  el  fuero  federal  no  estaba  justi- 
ficado por  razón  de  las  personas. 


Fallo  del   JUnea  #e  Becelon. 


Y  vistos  *  con  lo  espuesto  por  las  partes  en  el  jutcio  verbal 
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celebrado  el  dnco  del  comente,  y  considerando ;  i»,  que  si 
D.  Adolfo  Señoraos  no  fué  reconocido  como  parte  al  celebrar 
el  juicio  de  expropiación,  entre  el  Fisco  de  la  Nación,  Don 
Pascual  Rosas  y  la  testamentaría  de  Centeno,  en  TÍrjlud  de 
no  haber  exhibido  títulos  al  efecto,  no  hay  razón  para  que 
boy  que  los  presenta,  como  comprador  á  dicha  testamentaría, 
se^  excluido  de  toda  participación  en  las  tramitaciones  y  me- 
didas tendentes  á  dar  cumplimiento  á  la  sentencia  ejecuto- 
riada que4)uso  fin  al  juicio  de  expropiación;  2^«  que  aunque 
la  liquidación  reclamada  por  Señorans  se  considere  por  el 
Juzgado  bien  practicada,  por  lo  que  hace  á  la  división  entre 
las  partes  que  figuraban  entonces  en  el  juicio  y  en  especial 
al  Fisco  que  aparece  ageno  á  las  cuestiones  que  se  suscitan 
entre  D.  Pascual  Rosas  y  Señorans  sobre  la  división  del  pre- 
do  recibido  por  loa  interesados ;  no  obstante  la  precedente 
eonsideracíon,  no  puede  el  Juzgado  obstar  de  modo  alguno 
i  que  los  Sres.  Rosas  y  Senocans  ventilen  en  juicio  con 
la  mas  completa  libertad,  las  acciones  y  denechios  que  puedan 
leuer  respecCo  á  taí  d  cual  parte  de  ese  valor,  definitiva- 
mente establecido  al  campo  expropiado,  /estése  á  la  liquida- 
eioA  practíeada,  dejando  sin  embargo,  á  salvo  los  derechos 
que  fHiedan  ite«er  D.  Adolfo  Señorans  y  D.  Pascual  Rosas  en 
bi  f>arte  de  precio  que  deba  corresponderles  lejítimaroente 
en  la  venta  del  ájrea  expropiada,  pudiendo  deducir  sus  -accio- 
nes ante  quien  corresponda  y  como  vieren  convenirles.  Re- 
póngase los  sellos» 

Zuviria. 

Apelado  este  auto  por  la  parte  de  Señorans  fué  confirmado 
por  el  siguiente 

Vallo  de    la  Siiprem»  Corte. 

Buenos  Aires,  Enero  12  de  1869. 

Vistos,  y  considerando ;   Primero^  que  el  Juez  de  lo  Civil 
del  Rosario^  á  cuya  disposición  se  puso  una  parte  del  precio 
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de  la  expropiación,  y  que  la  ha  afectado  á  las  responsabilidad  I 

des  de  los  juicios  promovidos  ante  él  por  don  Rufino  Guido 
y  los  señores  Palacios^  es  el  único  competente  para  conocer 
de  toda  petición  tendente  á  desligar  esa  suma  de  las  obliga-  *  < 
cienes  que  le  ha  impuesto,  sin  que  las  irregularidades  que  se 
objetan  al  procedimiento  del  Juez  de  Sección  que  le  trasfirid 
la  drden  del  depósito,  le  obliguen  á  someterse  á  las  declara- 
ciones que  este  pudiera  hacer  para  dejar  sin  efecto  las  provi- 
dencias que  hubiese  dictado  en  uso  de  su  jurisdicción,  que  es 
independiente  de  la  que  ejercen  los  Tribunales  de  la  Nación; 
Segundo,  que  estando  ya  verificada  la  entrega  de  la  otra 
parte  del  precio,  que  se  juzgó  corresponder  á  don  Pascual 
Rosas,  por  su  condominio  en  el  terreno  espropiado,  y  no  siendo 
el  Juez  de  Sección  competente  para  resolver  las  cuestiones 
sobre  la  distribución  del  dicho  ^precio  entre  los  interesados, 
si  no  se  justifica  previamente  alguna  de  las  causales  qne  sur-* 
ten  fuero  nacional,  lo  que  no  se  ha  hecho  al  presente,  el 
Juez  a  quo  ha  obrado  bien  ab«»teniéndose  de  pronunciarse  so- 
bre la  devolución  al  depósito  de  la  suma  entregada  á  Rosas; 
por  estos  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
ciento  cuarenta  y  seis,  estendiéndose  su  declaración,  de  que 
las  partes  ocurran  donde  corresponda,  á  todos  los  puntos 
eomprendidos  en  la  petición  de  foja  ciento  treinta  y  cinco  ; 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  — Sal- 
DOR  María  del  Carril.— Francisco 
Delgado.  —José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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C.lUilA    II. 


Cortil  Riva  y  C*  contra  Enrique  Hall  y  C*, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — No  negándose  que  un  asunto  es  emergencia  de 
otro,  cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  tribunales  de 
Provincia,  debe  aquel  también  ser  juzgado  por  estos. 


Caso.  ^Corúj  Riva  y  C%  presentaron  una  cuenta  de  57,726 
^  m/c.  por  artículos  suministrados  á  Enrique  Hall  y  C^  para 
sus  lanchas,  y  pidieron  su  reconocimiento. 

D.  Miguel  Dooley  firmante  de  aquella  la  reconoció. 

Corti,  Riva  y  C>,  entablaron  juicio  ejecutivo,  y  el  Juzgado 
dictó  el  auto  de  solvendo. 

En  seguida  los  demandantes  con  fecha  de  28  de  Noviembre 
de  1868  pidieron  el  mandamiento  de  ejecución. 

Fallo  del  Jlues  Secelonal. 

Buenos  Aires,  Noviembre  28  do  1868. 

Habiéndose  resuelto  por  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  que 
es  el  Juzgado  de  Comercio  el  competente  para  entender  en  la 
causa  que  se  sigue  contra  los  Sres.  E.  Hall  y  C^  y  D.  Miguel 
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Dooley,  de  que  la  presente  es  una  emergencia,  ocurra  donde 
corresponda. 

Eguía. 

Corti,  Riva  y  C*  apelaron^  y  concedido  el  recurso  en  relación, 
se  dictó  el  sigiente  : 


FaIIo  de  te  9upreiiiA   Corto. 


Buenos  Aires,  Enero  14  de  1869. 

Vistos;  no  habiéndose  negado  por  los  demandantes  el  he- 
cho que  sirve  de  fundamento  al  auto  apelado  de  foja  siete, 
se  confirma  este  con  costas ;  y  satisfechas  estas  y  repuestos 
los  sellos,  deTuéivanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor MarU  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  — José  Barros  Pazos.  — 
Benito  .Carrasco. 
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CAUSA  111. 


El  Convento  de  Santo  Domingo  de  Mendoza  contra  D.  Gabriel 

Forrees  y  sobre  pago  de  censo. 


Sumaino.  —  l^'  Para  que  los  tribunales  de  la  Nación  puedan 
tomar  conocimiento  de  una  demanda,  debe  previamente  pro- 
barse que  el  caso  cae  bajo  su  jurisdicción. 

2^  La  falta  de  ese  requisito  previo,  vicia  de  nulidad  los 
procedimientos  ulteriores. 


Caso. — En  la  Ciudad  de  Mendoza, for  escritura  de  Julio  15  de 
1840  D.  Bernardino  Fornes,  constituyó  á  favor  del  Convento  de 
Santo  Domingo  un  censo  de^'  500  $  con  interés  de  5  por  Vo 
anual^  á  pagarse  el  rédito  cada  ^o  y  con  obligación  de  de- 
volver capital  é  intereses  en  caso  de  no  pagar  aquellos  pun- 
tualmente. 

El  representante  del  Convento  de  Santo  Domingo,  alegando 
que  D.  Gabriel  Fornes  heredero  de  D.  Bernardino  Fomes  no 
habia  pagado  puntualmente  el  rédito,  lo  demandó  por  el  pago 
del  capital,  entablando  juicio  ejecutivo. 

Tramitado  el  juicio,  y  practicadas  algunas  diligencias  pro- 
batorias, se  dictó  el  siguiente : 
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FaIIp  del  Jíwes  Secctoiíal. 


Mendoza,  Setiembre  36  de  1868. 

Habiéndose  afirmado  por  escrito  de  f.  4,  que  D.  Gabriel  For- 
nes  ha  estado  abonando  hasta  ese  día  los  intereses  del  capital 
de  la  escritora  en  testimonio  de  f.  1^,  y  pedídose  declarara 
bajo  de  juramento  si  él  como  heredero  de  D.  Bernardino 
Fomes  había  pagado  hasta  el  1^  de  Marzo  del  corriente  año 
los  espresados  intereses ;  y  resultando  por  los  recibos  exhibí- 
dos  y  corrientes  en  copia  á  f.  16  vuelta,  que  en  efecto  se  ha 
pagado  hasta  el  5  de  Diciembre  del  año  anterior,  espresán- 
dose en  el  de  Febrero  del  mismo  año  que  los  réditos  abona- 
dos según  dicho  recibo  habian  vencido  el  31  de  Octubre,  por 
lo  cual  aparece  variada  la  época  señalada  en  la  escritura. 

Y  considerando  que  según  lo  declarado  por  auto  de  16  de 
Mayo  último,  no  puede  obligarse  al  pago  del  capital  al  cen- 
satorio  que  pagó  puntualmente  los  réditos;  que  aun  que  en 
lel  presente  caso  los  cargos  aparecen  que  no  se  han  hecho  el 
mismo  dia  del  vencimiento,  tampoco  se  ha  alegado  ni  menos 
probado  que  el  censatario  se  haya  resistido  á  su  pago,  habien- 
do purgado  su  mora  con  el  que  hizo  y  consta  de  los  recibos : 
declaro  no  haber  lugar  á  despacharse  la  ejecución  que  se  so- 
licita. Repóngase. 

Franklin  Villamieva. 

El  representante  del  Convento  de   Santo  Domingo  apeló  y 
le  fué  concedido  el  recurso  en  relación. 

El  auto  del  Juez  de  Sec¿fon  fué  anulado  por  el  siguiente : 


Vallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Enero  H  de  1869. 

Vistos,  y  considerando ;  que  para  que  los  Tribunales  de  la 
Nación  puedan  tomar   conocimiento  de  una  demanda,  debe 
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previamente  probarse  que  el  caso  cae  bajo  la  jurisdicción  que 
les  compete,  según  el  artículo  segundo  de  la  ley  de  procedir 
mientes ,  y  que  no  consta  de  los  presentes  autos  que  se  baya 
llenado  este  requisito ;  se  declara  nulo  todo  lo  obrado  por  el 
Juez  de  Sección ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 
devu(^lvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril.  —Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 

« 

Benito  Carrasco. 


CAUSA    IV. 


non  Lorenzo  Jordana  con  D.  Francisco  Saenz  Valiente^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — No  mejorándose  el  recurso  de  apelación  en  el 
término  del  emplazamiento,  se  declarará  este  desierto,  á  la 
primera  rebeldía  acusada. 


Caso.  —  En  la  causa  seguida  por  JD.  Lorenzo  Jordana,  con- 
tra D.   Francisco  Saenz  Valiente  por  cobro  de  pesos,  no  ha- 
biendo este  espresado  agravios  dentro  del  término  competente, 
,  á  solicitud  del  primero,  la  Suprema  Corte  dictó  lo  que  sigue  : 
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Buenos  Aires^  Enero  14  de  1869. 

Por  lo  que  resulta  del  precedeote  certificado,  declárase  de- 
sierto el  recurso  de  apelación,  y  satisfechas  las  costas  por  el 
apelante  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Carreras. 


CAUSA  T* 


Crimifialf  torUra  Apolinario  Lapez^  par  rebelión. 


Sumario* —  Eu  una  causa  criminal,  no  mejorándose  el  re- 
curso de  apelación  en  el  término  del  emplazamiento^  se  decla- 
rará este  desierto^  á  la  primera  rebeldía  acusada. 


Caso.  —  En  la  causa  criminal  seguida  á  Apolinario  López, 
no  habiendo  este  mejorado  el  recurso  de  apelación,  á  solicitud 
del  Señor  Procurador  General,  la  Suprema  Corte  proveyó  lo 
siguiente : 

'Buenos  Aires,  Enero  16  de  1869. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado,  declárase  de- 
sierto el  recurso,  y  devuélvase. 

Cabreras. 
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CAUSA    VI. 


ElDr.  D.  José  F.  López  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia 

de  Santa  Fe,  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  — 1<>  Los  honorarios  que  puede  mandar  regular 
un  Juez,  son  los  que  se  devangan  en  ua  juicio  ante  él«  por 
defensas  hechas  como  abogado. 

2?  Para  que  un  contrato  hecho  por  un  Gobernador  de  Pro^ 
Tincia  obligue  á  esta,  es  necesario  que  sea  hecho  Constitn- 
cionalmente  y  con  arreglo  á  las  leyes,  porque  el  Poder  Eje- 
cutivo no  puede  disponer  del  Tesoro  Público  sino  con  arreglo 
á  ellas. 


Caso.  —  El  Dr.  D.  José  F.  López  se  presentó  ante  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia  esponiendo :  que  el  Gobierno  de  la 
ProtJncia  de  Santa  ¥é  le  encomendó  la  defensa  de  la  sobera- 
nía de  la  Provincia,  y  su  derecho  para  darse  la  ley  del  Matri- 
monio Civil,  con  motivo  del  conflicto  ocurrido  con  el  Obispo 
del  Paraná,  y  su  proclamación^  escolmungando  la  ley  y  el 
Cuerpo  Político  que  la  dictó ;  obteniendo  su  trabajo  la  apro- 
bación del  Gobierno  hasta  el  punto  de  ser  declarada  texto  de 
lectura  en  las  escuelas  de  ia  Provincia. 
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Que  á  cucnla  de  los  honorarios  solo  recibió  un  libramiento 
de  400  ^  fls.  que  el  mismo  Gobierno  ha  negado  pagar  des- 
pués. 

Que  habiendo  pasado  al  Gobierno  su  cuenta  por  honorarios, 
que  estima  en  cien  mil  pesos  moneda  corriente,  y  ha- 
biendo sido  esta  rechazada,  entablaba  formal  demanda  contra 
la  mencionada  Provincia,  para  que  fuese  condenada  al  pago 
de  lo  que  estimase  el  Abogado  regulador  que  la  Suprema 
Corte  nombrara. 

Acompañó  á  la  demanda  un  folleto  en  que  se  consignan  sus 
trabajos. 

No  habiendo  el  apoderado  de  la  Provincia  contestado  la 
demanda,  en  rebeldía,  la  Suprema  Corte  puso  la  causa  á  prue- 
ba sobre  los  hechos  siguientes : 

I""  Si  el  Gobierno  de  Santa  Fé  encargó  al  demandante  es- 
cribiese la  defensa  que  adjunta  del  Matrimonio  Civil. 

2^  Si  se  estipuló  honorario  por  este  trabajo. 

3^  Y  en  caso  de  existir  esta  estipulación,  qué  suma  se  fijó 
en  ella. 

Prueba  del  Dr.  D.  Delfín  Huergo  por  el  Gobierno  de  Santa  Fé. 

1^  Un  certificado  espedido  por  el  Oficial  I''  del  ministerio 
de  Gobierno  de  la  Provincia,  diciendo  que  en  el  libro  de 
Acuerdos  á  su  cargo,  se  registran  dos  decretos  cuya  parte 
dispositiva  es  del  tenor  siguiente : 

Santa  Fé,  Octubre  i»  de  1868. 

Art.  1^  Declárase  atentatoria  á  la  soberanía  Nacional  y  Pro- 
vincial, y  por  consiguiente,  subversiva  del  orden  público  €la 
protesla  y  declaración  del  Obispo  del  Paraná  >  de  fecha  21 
de  Setiembre  último. 

Art.  2""  Los  ejemplares  que  de  ese  líbelo  infamatorio  se  en- 
contraren en  parajes  públicos,  en  cualquier  punto  de  la  Pro- 
vincia, serán  mandados  recojer  por  las  autoridades  superiores 
de  las  respectivas  localidades. 

Art.  3""  Todo  individuo  que  -circulase  ó  hiciese  circular  ejemj 


DE  JUSTICIA   NACIONAL.  21 

piares  de  la  referida  protesta,  será  aprehendido  en  el  acto  por 
Ja  Policía  y  puesto  á  dispodsion  del  tribunal  correspondiente. 

Art.  ip  Y  por  cuanto  la  mencionada  protesta  importa  el 
desconocimiento  de  las  facultades  Constitucionales  en  virtud 
de  las  cualea  el  Poder  Lejislativo  y  Ejecutivo  de  la  Provincia 
han  sancionado  una  ley  de  carácter  civil ;  constituyase  en  la 
Capital  de  la  República  un  agente  especial  para  que,  á  nom- 
bre del  Gobierno  de  la  Provincia,  entable  ante  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  Federal,  la  acusación  correspondiente,  en 
conformidad  al  derecho  común  y  á  las  leyes  de  patronato  vi* 
gentes. 

Art.  5^  Dése  cuenta  á  la  Asamblea  Lejislativa,  publíquese 
por  bando  solemne,  comuniqúese  á  las  autoridades  de  la 
Provincia,  y  dése  al  Rejistro  OGcial. 

OroSo.  —  Tesandro  Santa  Ana. 

Santa  Fé,  Noviembre  18  de  1867. 

Art.  1^  Imprímase  por  cuenta  del  Estado  en  folleto  especial, 
y  en  número  de  1000  ejemplares,  el  escrito  del  Dr.  D.  José 
F.  López  titulado :  <  Defensa  del  Gobierno  de  Santa  Fé  y  de 
los  derechos  de  esta  Provincia^  en  la  ciiestion  del  Matrimonio 
Civil^  »  con  S.  S.  Ima.  el  Obispo  del  Paraná. 

Art.  2"*  Este  folleto  se  distribuirá  en  las  o6 ciñas  públicas  y 
en  los  establecimientos  de  educación  de  la  Provincia,  en 
donde  servirá  de  texto  de  enseñanza. 

Art.  3""  Dése  al  autor  las  mas  espresivas  gracias  á  nombre 
del  Gobierno,  por  el  importante  servicio  que  ha  prestado  á 
la  Provincia,  dirijiéndosele  una  nota  especial  por  el  Ministerio, 
con  transcripción  del  présete  decreto. 

Art.  4^  Oportunamente  se  comunicará  esta  disposición  á  la 
H.  C.  L.  solicitando  los  fondos  para  costear  la  espresada  pu- 
blicación. 

Art.  5""  Publíquese  y  dése  al  Rejistro  Oficial. 

OroSo.  —  Tesandro  Santa  Aíia. 

2o  Un  certificado  del  mismo  empleado,  diciendo  que  no  existe 
encargo  oficial  por  parte  del  Gobierno  al  Dr   López  para  ha- 
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cer  la  defensa,  porque  cobra  honorarios,  no  existiendo  por 
consiguiente  estipulación  ai  respecto ;  que  en  el  Rejistro  de 
leyes  de  la  Provincia  no  figura  ninguna  que  autorize  al  P.  E. 
para  invertir  cantidades  en  ese  objeto;  que  en  Octubre  de 
i 868  el  Ejecutivo  solicitó  de  la  H.  C.  L.,  aprobación  del  de- 
creto de  la  misma  fecha  ya  trascripto,  y  autorización  para  ha- 
cer las  erogaciones  que  su  ejecución  demandase,  y  que  la 
H.  L.  no  habia  prestado  aprobación  al  citado  decreto. 

3<>  Un  folleto  igual  al  presentado  por  el  Dr.  López,  publi- 
cado en  Santa  Fé  por  la  imprenta  del  cTiempo^»  en  1867. 

Prueba  del  Dr,   López. 

1<*  Un  decreto,  debidamente  autenticado»  fecha  Noviembre 
18  de  1867,  igual  al  presentado  por  el  Dr.  Huergo. 

2»  Un  libramiento  por  400  f  ils.  espedido  el  22  de  Febrero 
de  1868,  por  la  Contaduría  General  de  Santa  Fé  á  favor  del 
Dr.  López,  por  cuenta  de  los  trabajos  que  por  encargo  del 
Gobierno  habia  hecho,  sobre  la  defensa  de  los  derechos  de  la 
Provincia  en  la  cuestión  con  S.  S.  I.  el  Obispo  del  Paraná, 
con  ocasión  de  la  ley  de  Matiimonio  Civil,  según  orden  su- 
perior. 

3^  Un  interrogatorio  absnelto  por  el  ex-Gobernador  de  Santa 
Fé,  D.  Nícacio  Oroño  y  el  ex-Ministro  D.  Tesandro  San- 
tana. 

lo  Digan  si  el  decreto  mandando  imprimir  la  defensa  hecha 
por  encargo  del  Gobierno^  cuando  el  primero  era  Gobernador 
y  el  segundo  Ministro,  y  cuya  copia  legalizada  se  acompafia, 
es  el  mismo  que  autorizaron  en  aquel  carácter,  y  la  misma 
que  le  fué  espedida  á  López  por  el  Ministerio. 

Contestaron  que  era  cierta  la  pregunta. 

2"  Diga  el  Sr.  Oroño  si  fué  también  bajo  su  autorización  que 
se  hizo  la  ampliación  de  dicha  defensa,  mandándola  insertar 
en  la  colección  de  escritos  sobre  el  matrimonio  civil,  y  que 
es  to  misma  del  folleto. 

Declaró  que  fué  por  an  autorización^  aunque  <m  caHUster 
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privado,  que  se  hizo  la  ampliación  de  dicha  defensa,  mandado 
insertar  en  la  colección  de  escritos  sobre  el  matrimonio  civil^ 
y  que  es  la  misma  del  folleto  acompañado. 

3<>  Si  es  cierto  que  no  se  hizo  arreglo  ni  iguala  sobre  el 
monto  del  honorario,  ignorándose  las  dimenciones  y  el  trabajo* 
de  la  defensa  del  Gobierno  y  de  la  institución  del  matrimonio 
civil. 

Contestó  el  Sr.  Oroño  que  no  se  hizo  arreglo  sobre  el  mon- 
to del  honorario  que  le  correspondería  al  Dr.  López  por  su 
trabajo^  cuya  importancia  no  le  era  posible  apreciar  al  Go- 
bierno, desde  que  dicho  trabajo  aun  no  se  había  hecho  en  la 
época  en  que  faé  encomendado.  —  Y  el  Sr.  Santana  que  no 
se  habia  hecho  arreglo  alguno. 

4o  Declare  el  Sr.  Santana  si  es  suya  la  firma  ilel  adjunto 
libramiento  que  pidió  á  cuenta,  en  atención  á  la  situación 
exhausta  del  JErarío,  durante  la  revolución,  y  que  tampoco  fuá 
pagado. 

Contestó  que  es  suya  la  firma ;  que  cómo  Ministro  recibió 
una  carta  del  Dr.  López  en  que  pedia  esa  cantidad ;  lo  hizo 
presente  al  Sr.  Oroño,  y  mandó  estender  el  libramiento,  el 
cual  no  se  ha  pagado,   siendo  este  á  cuenta. 

Alegando  el  Dr.  López  en  mérito  de  la  proeba,  dice  q«e 
el  primer  punto  se  justifica  por  el  decreto  oficial  debidamente 
refirendado,  «a  que  espontáneamente  y  sin  que  lo  bubieae  pe-* 
dido  se  Redara  que  el  trabajo  le  foé  encomendado  por  el  Go* 
bierno ;  y  que  Á  habia  llenado  satisfacioiíameiite  las  exigen- 
cias ée  su  cometido^  liasta  el  grado  de  ordenarse  que  sirviera 
de  texto  de  enseñanza  en  los  establecimientOB  de  educación 
en  la  ProTincia,  á  lo  que  se  agrega  la  declaración  contente 
de  los  dos  testigos  presentados. 

Que  por  las  mismas  declaracknDes  se  comprueba  «que  ningua 
honorario  se  estipuló,  por  no  podoree  preveer  la  extencion  y 
y  dificultad  del  trabajo,  que  asi  como  que  la  ampliacioii  ijmi 
contiene  el  folleto  últimamente  (publicado  fué  por  orden  del 
Gobierno^  que  lo  hizo  insertar  en  la  colección  de  aiticiilos  so- 
bre el  matrimonio  civil. 
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Que  estando  debidamente  probada  la  acción  entablada,  la 
Suprema  Corte  debía  mandarle  pagar  sus  honorarios  y  conde- 
nar en  costas  al  Gobierno  de  Santa  Fé. 

El  Dr.  Huergo,  alegando  por  una  parte,  dice,  que  en  cuanto 
á  los  dos  primeros  puntos  del  auto  de  prueba,  no  queda  duda 
alguna,  tanto  por  la  prueba  producida,  cuanto  por  la  misma 
confesión  del  Dr.  López. 

Que  para  demostrar  que  el  Gobierno  no  encargó  al  Dr.  Ló- 
pez que  escribiese  la  memoria  presentada,  se  ha  producido 
ademas  un  informe  del  Oficial  l^  del  Ministerio  de  Gobierno, 
en  que  consta  que  no  existe  en  los  archivos  antecedente  al- 
guno que  revele  la  existencia  de  una  autorización  oficial  para 
que  el  demandante  defendiese  por  la  prensa  el  matrhnonio 
civil,  siendo  el  propósito  del  Gobieriñ)  solo  constituir  un 
agente  para  hacer  ante  la  Suprema  Corte,  la  defensa  judicial 
de  los  derechos  de  patronato  de  aquella  Provincia,  defensa 
que  no  llegó  el  caso  de  hacer. 

Que  por  los  términos  puramente  honoríficos  del  decreto 
del  18  de  Noviembre,  consta  que  el  Gobierno  de  Santa  Fé  no 
tuvo  el  propósito  de  señalar  al  folleto  ninguna  compensación 
pecuniaria,  puesto  que  era  entonces  la  oportunidad  de  haberla 
fijado,  si  se  hubiese  tenido  la  intención  de  acordarla. 

Que,  por  otra  parte,  el  Gobierno  de  Santa  Fé  no  puede 
disponer  de  los  fondos  fiscales  sino  á  objetos  que  le  hayan 
sido  señalados  por  la  ley  del  Presupuesto,  y  la  Legislatura  no 
ha  votado  ninguna  suma  para  ser  aplicada  á  la  defensa  que  se 
hiciere  por  la  prensa  del  Matrimonio  Civil ;  y  es  por  esto  que 
con  pesar  se  ha  visto  obligado  aquel  Gobierno  á  rehusar  el 
pago  del  libramiento  acompañado. 

Que  el  art,  12  de  la  ley  del  Presupuesto  de  la  Provincia, 
hace  personalmente  responsables  el  Gobernador  y  su  Ministro, 
por  toda  espedicion  de  pago  de  una  cantidad  que  no  estuviese 
girada  por  gastos  ó  servicios  votados  para  el  ejercicio  sobre 
cuyo  presupuesto  se  gira,  por  cuya  razón  el  Gobierno  no  ha 
podido  aceptar  el  cobro  que  se  le  hace  ni  aun  el  libramiento 
por  400  fís. 
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Pidió  no  se  hiciera  lugar  á  la  demanda  entablada  contra  la 
Provincia  de  Santa  Fd. 


Fallo  de  la  Supreaia  Corte. 


Buenos  Aires,  Enero  44  de  1869. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  el  Doctor  Don  José  Fran- 
cisco López  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Santa  Fé  por 
cobro  de  honorarios,  fundándose  en  que  los  trabajos  por  la 
prensa,  sosteniendo  la  doctrina  del  Matrimonio  Civil  y  la  Ley 
que  sobre  él  dictó  la  Lejislatura  de  dicha  Provincia,  lo  hizo 
y  publicó  en  un  folleto  que  acompaña,  por  habérselo  enco* 
mendado  su  Gobierno,  que  ahora  se  niega  á  pagarle,  así 
como  un  libramiento  que  se  le  entregó  por  cuatro  cientos 
pesos  fuertes  á  cuenta  de  sus  honorarios  por  la  defensa  de 
los  derechos  de  la  Provincia  en  la  cuestión  con  Su  Señoría 
Ilustrísima  el  Obispo  del  Paraná,  pidiendo  en  virtud  de  esto 
que  se  le  manden  pagar  cien  mil  pesos  moneda  corriente, 
que  es  en  lo  que  estima  su  honorario,  ó  se  nombre  regulador 
para  determinar  su  importancia. — No  habiéndose  contestado 
la  demanda  en  el  término  legal,  se  recibió  la  causa  á  prueba 
designándose  los  puntos  siguientes :  Primero^  si  el  Gobierno 
de  Santa  Fé  encargó  al  demandante,  escribiese  la  defensa 
que  adjunta  del  Matrimonio  Civil;  Segundo^  si  se  estipuló 
honorario  por  este  trabajo  ;  Tercero^  y  en  caso  de  existir  esti- 
pulación, qué  suma  se  fijó  en  ella.  Ambas  partes  la  han  produ^ 
cido,  presentando  el  demandante  una  copia  de  un  decreto  del 
Gobierno  de  Santa  Fé,  fecha  diez  y  ocho  de  -Noviembre  de 
mil  ocho  cientos  sesenta  y  siete',  foja  setenta  y  nueve,  un  li- 
bramiento por  cuatro  cientos  pesos  fu'!rtes,  con  el  visto  bue- 
no del  Ministro  entonces  del  Gobierno,  foja  ochenta  y  una, 
reconocidos  por  el  Ex-Gobernador  don  Nicacio  Oroño  y  el  Ex- 
Ministro,  don  Tesandro  Santana,  que  también  declaran  á  foja 

T.  VII.  3. 
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noventa  y  dos  y  ciento  diez  y  seis  sobre  el  interrogatorio  pre- 
sentado ;  y  el  apoderado  de  la  Provincia  demandada,  presenta 
un  certificado  del  Oficial  primero  del  Ministerio,  en  el  que  se 
incluye  copia  del  mismo  decreto  de  diez  y  ocho  de  Noviembre 
y  de  otro  de  primero  de  Octubre  de  mil  ocho  cientos  sesenta 
y  siete,  manifestando  que  no  existe  en  dicho  Ministerio  ante- 
cedente alguno  de  arreglo  con  el  Doctor  López  sobre  esta 
materia,  ni  autorización  de  la  Lejislatura  para  que  el  Gobier- 
no hiciera  gastos  con  este  motivo^  habiéndose  pasado  á  la 
aprobación  de  la  Lejislatura  el  decreto  de  primero  de  Octubre 
sin  que  se  hubiera  obtenido ;  presenta  taiñbien  un  ejemplar 
del  folleto  impreso  en  Santa  Fé;  se  opone  al  pago  de  los  ho- 
norarios demandados^  fundándose  en  que  no  se  ha  encomen- 
dado el  trabajo  por  el  Gobierno,  ni  estipulado  compensación 
alguna  pecuniaria,  habiéndole  dado  las  gracias  y  hechose  las 
honoríficas  declaraciones  que  contiene  el  decreto  de  diez  y 
ocho  de  Noviembre  sin  hablar  de  otro  género  de  retribución ; 
que  tanto  la  que  se  pide  como  el  libramiento  mismo  que  se 
acompaña,  no  puede  ser  pagado  por  el  Gobierno  sin  autoriza- 
ción de  la  Lejislatura  de  la  Provincia,  que  se  ha  probado  no 
existir.  —  Considerando;  Primero ^  que  el  Doctor  López  no 
cobra  honorarios  por  defensa  hecha  en  juicio,  patrocinando  una 
causa  como  abogado,  que  son  los  que  corresponde  mandarse 
regular  por  el  Juez  que  de  ella  conoce  en  los  casos  de  que  habla 
el  titulo  segundo  del  Arancel  de  veinte  y  seis  de  Agosto  de 
mil  ocho  cientos  sesenta  y  tres,  sino  de  publicaciones  por  la 
prensa,  que  como  cualquier  otro  trabajo  está  sujeto  al  conve- 
nio que  lejitimamente  pueden  hacer  los  interesados ;  Segundo, 
que  por  esta  razón  se  necesitó  recibir  la  causa  á  prueba  para 
establecerse  si  habia  existido  ó  no  dicho  convenio,  habiendo 

m 

el  mismo  demandante  reconocido  espresamente  á  fója  ciento 
veinte  y  dos  que  este  era  el  único  y  justo  medio  de  plantear 
la  presente  cuestión ;  Tercero,  que  de  la  prueba  producida  no 
resultan  justificados  los  puntos  demarcados,  pues  que  el  de- 
creto de  primero  de  Octubre  que  dictó  el  Gobierno  de  Santa 
Fé,  no  nombró  ni  autorizó  al  Doctor  López  para  escribir  el 
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folleto,  ni  se  designó  la  persona  que  debería  represenlar  á  la 
Provincia  en  el  caso  que  la  Lejislalura  lo  hubiera  aprobado, 
para  llevar  á  efecto  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarto,  y  aun 
cuando  en  el  primer  considerando  del'  decreto  de  diez  y  ocho 
de  Noviembre  se  dice  c  que  al  encargarse  al  Abogado  Argén- 
€  tino  Doctor  Don  José  Francisco  López  la  defensa^  etcétera  > 
esto  no  basta,  atenta  la  declaración  de  foja  ciento  diez  y  seis 
del  Señor  Senador  Oroño,  que  dice  haberse  hecho  el  trabajo 
por  su  autorización,  en  su  carácter  privado ;  y  lo  que  el  mis- 
mo demandante  dice  en  la  pajina  seis  del  folleto  por  él  pre- 
sentado, que  su  encargo  fué  el  de  defender  los  derechos  de 
la  Provincia  ante  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Federal^  contra 
la  actitud  agresiva  de  Su  Señoría  Uustrísima  el  Obispo^  del 
Paraná,  pero  que  cree  de  su  deber  como  miembro  de  la  So- 
cied  Argentina  abogar  por  la  causa  se  sus  instituciones ; 
Cuarto^  que  aun  cuando  se  hubiese  probado  plenamente  que 
el  Gobernador  de  la  Provincia  ó  su  Ministro  habian  estipulado 
una  compensación  pecuniaria  por  un  trabajo  encomendado, 
para  que  obligue  á  la  Provincia  era  necesario  que  esta  esti- 
pulación la  hubiera  hecho  constitucionalmente,  y  con  arreglo 
á  las  Leyes,  porque  el  Poder  Ejecutivo  no  puede  dispouer  del 
lesoro'  público  sino  con  arreglo  á  ellas,  no  habiéndose  pro- 
ducido la  menor  prueba  que  conduzca  á  establecer  que  la 
Provincia  se  obligase,  apareciendo  por  el  contrario  que  solo 
autorizó  el  trabajo  el  Gobernador^  en  su  carácter  privado  :  se 
declara  (fue  él  demandante  Doctor  Don  José  Francisco  López 
no  ha  probado  su  aodon  come  le  convenía,  habiéndolo  he- 
eho  el  Dodor  Don  Delfin  Huergo,  en  representación  de  la 
Provincia  4e  Santa  Fé  con  sus  excepciones,  y  en  coDsoenen- 
ciase  absuelve  ¿  |eaia  de  la  presente  demanda,  y  satisfechas 
Im  costas  y  re^uesíos  los  sellos,  archívese. 

Francisco  de  las  Carheras.— Salyadror 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.—José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 
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CAUSA    Til. 


Críminalj  cofitra  D.  Zenon  MoyanOj  par  ddüo  de  rd^eliofi. 


Sumario.  —  ^^  Haber  sido  sargento  y  alférez  de  los  rebeldes 
;  desempeñado  una  comisión  de  arrebatar  animales  en  servicio 
de  aquellos,  importa  delito  de  rebelión  en  clase  de  mero  eje- 
cutor. 

2*  El  no  haber  abusado  de  dicha  comisión  en  su  provecho, 

y  haber  sufrido  prisión  por  largo  tiempo,  dá   lugar  á  una  di- 
minocion  de  pena. 


Caso.  —  Don  Zenon  Moyano  fué  acusado  por  el  procurador 
fiscal  de  la  Sección  de  Mendoza  como  reo  de  rebelión. 

Espuso  el  fiscal  que  el  acusado  estaba  confeso  de  haber 
servido  en  la  rebelión  á  las  órdenes  del  comandante  Rufino, 
encabezando  una  partida  armada  para  sustraer  animales. 

Que  aunque  Moyano  alegaba  haber  sustraido  animales  en 
virtud  de  orden  del  Gefe  de  Policía  D.  José  Reta,  orden  que 
ilecia  haber  sido  vista  de  D.  Basilio  Mur,  y  D.  Antonio  Segura, 
esta  no  le  exoneraba  sino  de  la  pena  que  la  ley  impone  á  los 
cuatreros  de  grei  y  á  los  ladrones  consuetudinarios. 

Que  por  lo  espuesto  pedia  se  le  aplicase  la  pena  de  4  años 
de  servicio  militar  en  la  frontera  ó  de  600  fts.  de  miulta,  y 
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se  le  condenara  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  en 
las  costas. 

£1  defensor  de  Moyano  contestó  que  este,  durante  dos  me- 
ses, anduvo  huyendo  de  los  rebeldes,  refujiándose  en  casa  de 
D.  Juan  de  la  Cruz  Videla ;  que  de  allí  fué  sacado  y  puesto 
al  servicio  de  los  rebeldes,  á  quienes  tuvo  que  obedecer  para 
salvar  su  vida. 

Que  asi  ejecutó  sus  órdenes,  pero  que  nada  hizo  en  bene- 
ficio propio^  esplotando  su  comando,  y  siempre  buscó  oca- 
sión para  separarse  de  los  rebeldes,  como  lo  hizo,  acompa- 
ñando á  Chile  á  D.  Saturnino  Ferreira. 

Producidas  las  pruebas  convenientes  se  dictó  el  siguiente : 

Falto  del   Jíuea   SeeeloiMil. 

Mendoza,  Mayo  30  de  1868. 

Vistos:  estos  autos  seguidos  (Contra  Zenon  Moyano  por 
complicidad  en  la  rebelión,  que  principió  en  el  motin  de  9  de 
Noviembre  de  1866,  resulta  de  ellos  por  confesión  del  pro- 
cesado que  ha  andado  al  servicio  de  las  fuerzas  al  comando 
de  D.  Juan  de  Dios  Rufino,  y  fué  en  comisión  con  cinco 
hombres  mas  á  sacar  ganado  de  donde  lo  hubiera,  con  orden 
del  Gefe  de  Policía  D.  José  Reta,  y  que  sacó  diez  animales 
vacunos  de  la  hacienda  de  D.  Pericles  Ortiz,  94  de  la  de 
Pedro  Rosas,  y  19  de  la  de  D.  Nicolás  Suares,  cuyos  ani- 
males dice  que  los  entregó  al  mismo  Gefe  de  Policía  y  que 
llevó  50  de  ellos  para  San  Juan  y  los  entregó  al  Coronel 
Videla,  f.  1^  y  vuelta.  Dos  testigos  declaran  haber  visto  la  or- 
den á  que  se  refiere  el  procesado,  fojas  34  vuelta  y  35  vuelta. 
Confiesa  igualmente  éste  que  cuando  salió  en  la  anledicha 
comisión,  recibió  también. orden  de  sacar  caballos  paramen- 
tar la  comisión,  y  sacó  áos  de  la  casa  de  D.  Nicolás  Suares 
y  4  de  otra  que  no  sabe  de  quien  es,  f.  !■  vuelta,  que  era 
Saínente  y  ascendió  á  Porta,  y  que  ninguna  espedicion  ha 
hecho,  f.  1«  vuelta. 

El  Fiscal  dice  que  Moyano  está  confeso  de  haber  servido 
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á  la  rebelión  á  las  órdenes  del  titaládd  Comandante  Juan  de 
Dios  Rufino,  y  de  haber  encabezado  una  partida  con  la 
que  snstrajó  animales  de  varios  indttidtios  en  tirtud  de  or- 
den de  D.  José  Heta,  Jefe  de  Policía  en  la  rebelión;  que  e\ 
hecho  de  haber  estraido  esos  animales  Violando  I  a  propiedad 
en  virtud  de  lina  orden  inconstitucional,  y  emanada  de  nna 
autoridad  de  la  rebelión,  lo  hace  reo  del  delito  de  ese  nom- 
bre^ y  debe  imponérsele  la  pena  dú  servicio  militar  en  la 
frontera  por  cuatro  afios  6  tina  multa  de  600  fts.,  que  1á  ley 
señala  á  los  meros  ejecutores,  con  la  obligación  de  indemni- 
zar los  daños  y  perjuicios,  y  satisfacer  las  costas  del  proceso; 
pues  que  sin  la  orden  con  que  se  escusa  el  reo  merecería 
la  última  pena  como  cuatrero  de  grei  y  ladrón  consuetudinario; 
que  ha  considerado  á  Moyano  como  mero  ejecutor,  porque, 
aunque  debe  calificarse  de  robo  á  mano  armada  el  delito  que 
ha  cometido,  deja  de  tener  este  carácter  en  circunstancias  en 
que  se  obedece  á  personas  constituidas  en  autoridad,  que 
siempre  tienen  los  medios  de  hacer  complir  sus  órdenes ;  que 
sin  embargo  el  reo  ha  causado  daños  que  pudo  evitar,  y  esta 
circunstancia  aumenta  su  culpabilidad. 

El  defensor  pide  la  absolución  de  Moyano,  de  toda  pena 
y  cat'go  por  las  razones  siguientes:  Esta  causa,  dice,  fué 
pí*omovida  por  D.  Agusthi  Agnirre  con  el  solo  objeto  de  des- 
cubrir á  los  verdaderos  autores  de  los  arrebatos  de  ganadt) 
que  le  hicieron  con  motivo  de  la  rebelión,  y  no  con  el  de 
perseguir  á  Moyano  que  fia  sido  una  victima  de  esta,  en  \k 
que  no  ha  tenido  participación  por  su  propia  voluntad ,  pués 
que  después  de  dos  meses  que  anduvo  huyendo  dé  los  revo- 
lucionarios, tina  partida  lo  sacó  de  casa  de  D.  Juan  de  la  CrU^. 
Yidela  donde  se  había  refujiado,  y  que  atendiendo  á  su  pro^ 
pia  conservación  tuvo  que  obedecer  á  las  autoridades  rebel- 
des ;  que  este  es  su  delito,  y  si  se  considerara  como  meros 
ejecutores  á  todos  los  que  les  obedecieron,  no  quedaría -en 
la  Provincia  persona  alguna  que  no  fuese  reo  de  rebelión, 
porque  todo  habitante  tuvo  que  obedecer  á  las  autoridades  re- 
fractarias, cediendo  á  fuerza  mayor;  (|ue  es  un  hecho  indtida^ 
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bit  que  Moyaoo  nada  hko  en  beneficio  propio,  apiolando 
su  eomando,  desde  que  no  hay  quien  lo  acuse  de  ello;  que 
siempre  buscó  ocasión  de  separarse  de  los  rebeldes,  lo  que 
luto  acompañando  á  Chile  á  D.  Saturnino  Ferreyra,- porque 
prefería  trabajar  de  peón  ganan  antes  que  aparecer  sostene- 
dor de  una  revuelta  de  vándalos,  á  que  como  hombre  honra* 
do  y  trabajador  jamas  ha  pertenecido  ni  pertenecerá  á  pesar 
de  la  iiqosta  prisión  que  hoy  sufre^  sin  mas  motivo  que  el 
8ér  ud  pobre  sin  recursos,  que  no  pudo  por  cinco  meses 
vivir  escondido  á  sus  eapepsas,  y  finalmente^  que  obedeció  á 
los  rebeldes  ejecutando  órdenes  que  no  podia  resistir  sin  pe- 
ligro de  muerte. 

Y  considerando ;  i""^  que  aun  cuando  se  ha  alegado  en  de* 
fensa  del  acusado  que  después  de  dos  meses  que  andubo  bu* 
yendo  de  los  revolucionarios,  una  partida  lo  sacó  de  casa  de 
D.  Juan  de  la  Cruz  Videla,  donde  se  habia  refujiado,  esto 
aserto  no  ha  sido  probado,  apareciendo  por  el  contrario,  por 
el  recibo  de  f.  5,  presentado  por  el  acusado,  que  ya  en  8  de 
Enero  de  1867,  babia  ejecutado  las  extorciones  de  que  está 
confeso,  y  habia  ido  á  llevar  á  San  Juan  los  50  animales  de 
que  habla  á  f.  1>  vuelta;  2^,  que  no  se  ha  probado  tampoco 
que  el  acusado  hubiese  sido  obligado  á  servir  á  las  autorida- 
des rebeldes ;  ni  aquello  ha  enunciado  siqui^a  en  su^decla- 
ración  y  confesión,  habiendo  dicho  en  la  primera  que  era  Sar- 
gento y  ascendió  á  Porta,  lo  que  no  se  hace  sino  con  los 
que  sirven  con  actitud  y  buena  voluntad ;  S"",  que  aun  cuando 
no  se  ha  probado  que  el  acusado  entregase  al  gefe  de  Policía 
revolucionario  los  animales  que  por  su  orden,  dice  que  sacó, 
tampoco  se  le  ha  acusado  ni  menos  probado  que  ios  emplease 
en  su  provecho;  4^,  que  aun  existiendo  la  orden  con  que  se  es< 
cusa,  el  procesado  no  pudo  cometer  las  extorciones  menciona- 
das, porque  además  de  la  incompelencia  de  la  autoridad  de  que  se 
dice  que  emanaba,  ella  era  inconstitucional  por  no  haber  sido  es- 
pedida en  virtud  de  ley  ni  de  sentencia  fundada  en  Ley;  5^,  que  el 
hecho  de  haber  obedecido  á  los  rebeldes  no  es  lo  que  consti- 
tuye el  delito  del  acusado,  sino  haber  tomado  las  armas  en 
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8u  servicio  y  haber  estraído  animales,  ñolando  las  garaiitiaá 
acordadas  por  la  Coastitucion ;  pues  que  si  el  haber  obedeció 
do,  como  subalterno  fuese  bastante  para  quedar  exento  de 
pena,  la  ley  la  hubiera  impuesto  únicamente  á  los  caudillos 
principales,  y  no  á  los  subalternos  y  meros  ejecutores,  como 
lo  ha  hecho ;  &*,  y  Analmente  que  aun  cuando  no  consta  que 
el  acusado  tomase  parte  en  ninguno  de  los  combates  'en  que 
se  resistió  á  la  autoridad  y  fuerzas  Nacionales,  confiesa  que 
bajo  las  drdenes  de  su  comandante  Rufino  fué  en  su  grado 
de  Porta  á  San  Luis^  fojas  16  y  21,  lo  que  basta  para  decla- 
rarlo incurso  en  el  delito  de  rebelión,  previsto  y  penado  por 
la  tey  que  designa  los  crímenes  cugo  juzgamiento  compete  á 
los  tríbuntiles  Nacionales  y  establece  su  penalidad^  por  cuanto 
aquella  espedicion  tenia  por  objeto  despojar  de  su  autoridad 
constitucional  al  Exmo«  Sr.  Presidente  de  la  Nación,  empe- 
zando por  el  ataque  y  resistencia  de  su  comisionado.  En  vir- 
tud de  lo  dispuesto  por  el  art.  15  de  la  ley  citads,  con  reU'- 
cion  á  los  que  exijieren  contribuciones,  por  el  16  con  res- 
pecto á  los  que  ejercieren  un  mando  subalterno  en  la  rebelión, 
y  por  el  91  sobre  la  reparación  ó  indemnización  de  daños  y 
perjuicios ;  fallo,  de  deber  condenar  y  condeno  al  reo  Zenon 
Moyano  á  la  pena  de  cinco  años  de  destierro  que  deberá 
empezarse  á  contar  desde  el  dia  de  su  prisión,  á  pagar  una 
multa  de  2000  fls.,  á  la  reparación  de  daños  y  perjuicios  que 
resulta  haber  causado  ;  y  al  pago  de  las  costas  del  proceso,  y 
por  esta  mi  sentencia  definitivamente  juzgando,  así  lo  mando 
y  firmo  en  Mendoza  á  30  de  Mayo  de  1868. 

Franklin  Villanueva* 

El  defensor  de  Moyano  apeló  y  se  le  concedió  el. recurso 
libremente. 

En  la  espresion  de  agravios  dijo  que  el  único  cargo  contra 
Moyano  era  haber  dado  cumplimiento  á  las  órdenes  de  su 
superior  de  hecho. 

Que  por  ese  cargo  era  atroz  la  pena  impuesta  por  la  senten- 
cia apelada,  pues  la  rebelión  de  Cuyo  produjo  el  terror,  y  hubo 
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á  las  Órdenes  de  los  rebeldes  mas  de  3,000  hombres  arras^ 
Irados  por  la  violencia. 

Que  eslo  sucedió  con  Bloyano,  quien  además  habia  sufrido 
ya  dos  años  de  prisión « 

El  Sr.  Procurador  General  contestó  que  estaba  probado  el 
hecho  de  haber  Moyano  pertenecido  á  las  tropas  rebeldes  en 
clase  de  sargento  y  después  de  alférez,  y  desempeñado  la  co- 
misión de  arrebatar  novillos  y  caballos  de  los  potreros  parti- 
culares para  el  servicio  de  la  rebelión. 

Que  el  haber  él  mandado  la  partida,  y  elejido  los  potreros, 
pues  la  orden  que  se  le  dio  no  designaba  ninguno,  probaba 
que  habia  obrado  sin  violencia. 

Que  sin  embargo  no  habia  mérito  en  el  proceso  para  con- 
siderar á  Moyano  como  ejerciendo  mando  en  la  rebelión,  y 
aplicarle  la  pena  del  art.  16  de  la  ley  Nacional  penal. 

Que  no  podia  considerársele  sino  como  un  mero  ejecutor, 
y  por  esto,  debia  reformarse  la  sentencia  apelada,  condenando 
á  Moyano  al  servicio  militar  en  las  fronteras  por  cuatro  años, 
á  la  indemnización  de  los  danos  causados,  y  al  pago  de  costas. 


Fallo  de   I*  SupreMí*  Corte* 


Buenos  Aires,  Enero  19  de  1869. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  por  el  señor  Pro- 
curador General,  pero  teniendo  en  consideración  hs  circuns- 
tancia de  no  haber  el  procesado  abusado  de  su  posición  de 
ejecutor  tomando  animales-para  sí,  y  el  tiempo  de  prisión  su- 
frido ;  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  cuarenta  y  dos» 
en  cuanto  á  la  pena  que  impone,  y  se  condena  á  Zenon  Mo- 
yano con  arreglo  al  artículo  diez  y  siete  de  la  ley  penal  de 
catorce  de  Setiembre  de  mil  ocho  cientos  sesenta  y  tres,  á  tres 
años  de  servicio  en  la  frontera,  indemnización  de   daños  y 
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peijtticiost  eoatos  y  costas ;   conumiquese  al  Poder  Ejecutivo 
y  devuélvase. 

Frangisgo  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  DEL  Carril. —  Frakgisco 
Delegado. —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 


CAUSA    TIll 


Stephens  y  Kay  con  D.  Leopoldo  Arteaga  sobre  moratorias. 


Sumario. — No  espresando  agravios  el  apelante  en  el  término 
de  la  ley,  á  la  primera  rebeldía  se  declara  desierto  el  re- 
curso. 


Caso — En  su  incidente  sobre  moratorias  seguido  por  D.  Leo- 
poldo Arteaga  y  los  Sres.  Stephens  y  Kay,  no  habiendo  el  primero 
esperado  agravios  en  el  término  competORte,  á  solicitud  de  di- 
chos Sres.  Stephens  y  Kay,  la  Suprema  Corte  decretó  lo  si* 
guíenle : 

Buenos  Aires,  Eaero  21  de  1869. 

Declárase  desierto  el  recurso,  y  devuélvanse  previo  pago  de 
costos  y  reposición  de  sellos. 

Carreras. 
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CAUSA  nL. 


D.  Nicolás  Videla  contra  D.  Casimiro  Solanet,  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario. — í^  En  las  cansas  mercantiles  de  mayor  cnantía^ 
debe  ser  rechazada  toda  demanda  que  no  se  funde  en  un  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito. 

2o  En  estas  causas,  manifestando  el  demandante  que  carece 
de  resguardo  por  escrito,  es  inútil  producir  prueba* 

S""  La  providencia  de  autos,  dictada  por  el  Juez  después  de  la 
contestación  de  la  demanda,  puede  ser  para  definitiva  6  para 
poner  la  causa  á  prueba. 


Caso. — En  16  de  Abril  de  i868,  D.  Lorenzo  Muzzio  en  re- 
presentación de  D.  Nicolás  Yidela,  demandd  ante  el  Juez  Na- 
cional de  la  Sección  de  Buenos  Aires  á  D.  Casimiro  Solanel, 
por  la  suma  de  9258  ps.  m/c.  provenientes  del  predio  de  37 
caballos  que  un  señor  Zeballos  habia  vendido  á  Solanet  y  por 
la  que  habia  dado  un  recibo  que  se  habia  endozado  á  su  fa- 
vor, pero  que  no  se  acompañaba. 

£1  Procurador  Reynal  por  Solanet  contesté  que  en  los  ne- 
gocios que  habia  tenido  con  Zeballos,  jamas  le  había  suscrito 
docamentos  de  carácter  endozable*  Que  no  era  cierto  tampoco 
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que  debiera  nada  por  caballos,  antes  el  contrario  él  era  acree- 
dor á  Zeballos. 

Que  no  acompañándose  á  la  demanda  un  principio  de  prueba 
por  escrito,  esta  debía  ser  rechazada  con  costas. 

Después  de  llamar  autos,  el  Juzgado  para  mejor  proveer, 
hizo  comparecer  á  Videla^  y  le  interrogó  si  tenia  en  su  poder 
carta  ü  otro  documento  en  comprobación  de  la  cantidad  que 
reclamaba,  ;  con  la  ^contestación  negativa,  dictó  el  siguiente  : 

9mMMm  ftol  Jíuea  ge— loairf. 

Buenos  Aires,  Noviembre  3  de  1868.     ' 

Y  vistos  los  presentes  autos  promovidos  por  D.  Nicolás  Vi- 
dela,  representado  por  D.  Lorenzo  A.  Muzzio  contra  D.  Casi- 
miro Solanet  por  cobro  de  9250  ps.  m/c.»  importe  de  37 
caballos  á  250  ps.  cada  uno.  Considerando :  i''  que  el  de- 
mandado niega  la  deuda,  y  afirma  que  entre  él  y  Yidela  no 
ha  habido  jamas  negocio  alguno  de  caballos:  ^  que  este 
mismo  concepto  está  confirmado  por  el  demandado,. en  su  es- 
crito de  f.  1,  estableciendo  el  origen  de  la  deuda,  y  dice  que 
es  procedente  de  un  recibo  por  treinta  y  siete  caballos,  en- 
dozado  á  su  favor :  S^  que  según  aparece  de  la  contestación 
que  precede,  D.  Nicolás  Yidela,  no  tiene  como  apoyar  su  de- 
manda, en  principio  de  prueba  escrita,  como  lo  exije  termi- 
nantemente el  art.  193  del  Código  de  Comercio,  inc.  2*',  y 
que  por  consiguiente,  ella  carece  de  justificación. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  absolviendo  á  D.  Casimiro 
Solanet  de  la  presente  demanda,  condenando  en  las  costas 
del  juicio  al  demandante  Yidela. 

Carlos   Eguia. 

Notificado  Muzzio,  interpuso  los  recursos  tie  apelación  y 
nulidad,  fundando  este  último  en  que  se  hablan  omitido  en  el 
juicio  tramitaciones  esenciales,  como  el  no  haberse  recibido 
la  causa  á  prueba  después  de  la  contestación  á  la  demanda,  y 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  37 


no  haberse  tampoco  llamado  autos  para  definitiva  como  lo 
ordena  la  ley. 


Fallo  de  la  Supreana  Corto. 

Buenos  Aires ,  Enero  23  de  1869. 

Vt^to^:  por  sus  fundamentos,  y  considerando  además  que 
no  es  exacto  lo  que  alega  el  apelante,  de  que  se  hayan  omitido 
trámites  esenciales  del  juicio  en  1^  instancia;  pues  la  provi-* 
dencia  llamando  los  autos  para  definitiva  existe  á  foja  cincuen- 
ta y  nueve  vuelta,  y  la  recepción  de  la  causa  á  prueba  era 
innecesaria  desde  que  el  demandante  habia  confesado  que  no 
tenia  principio  de  prueba  por  escrito,  y  es  terminante  la  dis- 
posición del  Código  de  Com<*.rcio  que  cita  el  Juez  de  Sección,  y 
que  manda  rechazar  toda  demanda  de  mayor  cuantía  que  ca- 
rece de  este  resguardo.;  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
sesenta  y  una  vuelta,  con  costas,  y  satisfechas  estas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse* 

Francisgo  de  las  Carreras. — Salva- 
dor MARfA  DEL  Carril. — I^rancis- 
00  Delgado. — José  Barros  Pazos. 
— Benito  Carrasco. 


mm» 
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CAUSA 


D'  Manud  Jtúdriguez  amtra  D.  Francisco  Alvam  y  O^.  María 
A.  de  Jknuwan  sobre  tercería  de  oposician. 


Sumario. — !•  En  l08  casos  de  jarisdieckNi  eoBonnreDle,  h 
fttmenci&ñ  Hk  el  conoeiniieiito  de  la  cansa  tenada  por  el  Jnet 
de  ProTmeia,  le  dá  oaa  eompetencia  eidosÍTa  em  ella. 

2^  El  embargo  decretado  por  el  Jingado  Nackmtl  sobre  ana 
cosa,  objeto  del  pleito  sometido  á  la  jvisdiccioa  del  Jaez  de 
ProTinda^  y  que  este  ha  pnesto  i  sa  orden  para  responder  del 
resultado  del  jaido,  no  tiene  valor  I^L 

3^  Los  derechos  preferentes  que  se  invoquen  sobre  aquella^ 
deben  ser  ventilados  ante  el  Juez  de  Provincia.    • 


Caso. — D.  Manuel  Rodríguez  demandó  ante  los  Tribunales 
de  Provincia  de  Buenos  Aires  á  D*.  Haría  Atkins  de  Donovan 
pidiendo  la  entrega  de  una  majada  de  ovejas,  que  esta  habia 
vendido  á  D.  Andrés  Ramos  y  Otero,  y  este  al  demandante* 

Por  sentencia  de  14  de  Octubre  de  1867,  confirmada  por 
otra  del  Superior  Tribunal  de  Justicia  de  8  de  Junio  de  1868, 
la  Sra.  de  Donovan  Tué  condenada  á  entregar  la  majada,  y  al 
pago  de  costas,  debiendo  Rodríguez  entregar  á  su  vez  el  saldo 
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que  reBüItase  á  favor  de  la  vendedora,  deducida  la  parle  de 
precio  pagado  ya  pot  Ramos  y  Otero. 

Mientras  tanto  á  consecuencia  de  un  pleito  que  D.  Francisco 
Alvarez  seguia  ante  el  Juzgado  de  Sección  contra  D.  María  A. 
de  Donovan  por  pago  de  arrendamiento,  se  habia  embargado 
la  majada,  como  dé  propiedad  de  aquella,  y  ordenado  su  venta 
en  remate. 

A  petición  de  Rodríguez  el  Juez  de  1^  Instancia  ofició  al  de 
Sección  para  que  suspendiese  el  remate  y  desembwgara  la 
majada. 

Este  ordenó  la  suspensión  del  remate,  y  el  auto  de  su  re^ 
ferencia  fué  revocado  por  la  Suprema  Corte  por  el  fello  de  Agos- 
to 23  de  1868. 

£ntonces  Rodríguez  entaKló  tercería  de  oposición  ategando 
dominio  sobre  la  majada  por  título  de  compra. 

El  ejecutante  Alvarez  contestó  que  la  compra  no  trasfería  el 
dominio,  resultando  de  ello  solo  un  jns  ad  rem^  y  por  el  cen- 
Irario  el  tenia  sobre  la  majada  la  hi|»oteca  tácita  que  le  con« 
cedia  la  ley  5,  tít.  8,  Part.  5/ 

El  defensor  de  la  ejecutada  sostuvo  que  Rodríguez  era  dutno 
de  la  majada»  y  que  debía  entregársele  previo  pagp  de  los 
afrendaipjieiitos  vencidos  por  ol  tienipo  que  aquella  estuvo  en 
el  campo  de  Alvarez. 

Buenos  Aires^  Noviembre  17  de  1866. 

Y  vistos  los  presentes  autos  de  tercería  de  oposición^  inir 
ciados  por  D.  Manuel  Rodríguez  contra  la  ejecución  seguida 
por  D.  Francisco  Alvarez  contra  la  ausente  D^.  María  A.  de 
Donovan  iiobre  lo  príncipal  de  una  majada  de  ovejas  reembar- 
gada  por  orden  del  Juzgado :  considerando;  1^  que  consta  de 
los  autos  traídos  ad  effecttim  videndi  f.  135  y  f.  174  que  la 
majada  reembargada  se  ha  declarado  de  la  propiedad  exclusiva 
del  tercer  opositor^  D.  Manuel  Rodríguez ;  i^  que  en  virtud 
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de  esas  sentencias,  el  señorío  ó  dominio  le  corresponde  á  D. 
Manuel  Rodríguez,  y  como  derecho  real,  sometido  á  su  vo- 
luntad y  acción,  ha  deducido  ante  el  Juzgado  de  Provincia  los 
qne  le  correspondia  para  obtener  la  declaración  de  ese  señorío 
y  dominio  en  la  majada  y  que  ha  obtenido  un  éxito  favorable 
y  completo;  3^  que  respecto  al  arrendamiento  del  campo  en 
que  se  hallan  las  ovejas,  es  el  mismo  que  contrató  D*.  María 
A.  de  Donovan,  y  ella  fué  condenada  al  pago  de  los  qne  de- 
bía, según  su  contrato ;  que  por  consiguiente  D.  Manuel  Ro* 
dríguez  solo  debe  abonar  los  que  se  hayan  devengado  áespues 
de  vencido  el  término  de  ese  contrato  hasta  la  fecha  en  que 
deje  libre  el  campo,  y  por  el  mismo  precio ;  porque  no  es 
culpa  suya  ni  es  su  voluntad,  si  el  pleito  ha  demorado  la  en* 
trega  material  de  las  ovejas,  que  él  hubiera  traspuesto  donde 
mejor  le  conviniera,  lo  mismo  que  el  Sr.  Alvarez  pudo,  en 
uso  de  su  derecho  exigir  el  desalojo  si  le  perjudicaban,  ó  ma- 
yor merced;  4^  que  por  la  sentencia  ejecutoriada  yá  citada  de 
f.  135,  se  dispone  que  Rodríguez  es  responsable  por  el  exceso 
de  precio  que  resulte. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  eje- 
cución en  cuanto  al  embaído  de  propiedad  de  D.  Manuel  Ro- 
dríguez, alzando  el  embargo  en  ello  trabado,  debiendo  este 
abonar  á  Alvarez  los  arrendamientos  en  proporción,  á  los  que 
pagó  D^.  María  A.  de  Donovan,  previa  liquidación  que  prac- 
ticará el  actuarío,  contándose  desde  el  dia  en  que  feneció  el 
contrato  con  D^.  María  A.  de  Donovan  hasta  la  fecha  en  que 
saque  las  ovejas  del  campo  de  Alvarez,  con  mas,  exceso  del 
precio  que  resulte  adeudar  Rodríguez  á  D^.  María  A.  de  Dono- 
van por  la  compra  de  las  ovejas.  Y  devuélvanse  los  autos 
traídos,  al  Juez  oríginario,  con  el  correspondiente  oficio,  re- 
poniéndose el  sello. 

Carlos   Eguía. 

Alvarez  apeló  de  esta  sentencia  y  se  concedió  el  recurso  en 
relación. 
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Pall^  de  ln  Supremn  €7orte. 

Buenos  Aires,  Enero  23  de  1869. 
Yiftíos,  y  considerando ;  Primero^  que  consta  por  los  autos 
agregados,  que  don  Manuel  Rodríguez  demandó  á  Boña  María 
A  Dono\an,  ante  uno  de  los  Juzgados  civiles  de  esta  Pro- 
vincia, sobre  la  entrega  de  la  majada,  que  al  presente  recla- 
ma, por  haberla  comprado  y  haber  pagado  una  parte  del 
precio ;  y  que  pidió  y  obtuvo  su  embargo  á  disposición  de 
dicho  Juzgado ;  Segundo^  que  la  demanda  y  el  embargo  tu- 
vieron lugar  mucho  tiempo  antes  del  segundo  embargo  orde- 
nado por  el  Juez  de  Sección  en  pleito  sobre  arrendamiento, 
entre  la  señora  Donovan  y  don  Francisco  Alvarez ;  Tercero^ 
que  siendo  el  primer  caso  de  jurisdicción  concurrente^  la 
prevención  en  el  conocimiento  que  tomó  el  Juez  Provincial, 
le  dio  una  competencia  exclusiva  en  la  causa  según  los  ar- 
tículos doce  y  catoree  de  la  ley  sobre  jurisdicción  de  los  tri- 
bunales Nacionales ;  Cuarto^  que  siendo  esto  así,  el  embargo 
decretado  por  el  Juez  de  Sección,  ignorando  los  procedimien- 
tos del  provincial  respecto  de  la  majada,  no  ha  tenido  valor 
legal,  y  no  ha  sido  eficaz  para  sacar  de  la  jurisdicción  de 
este  una  cosa^  que  era  objeto  del  pleito  sobre  cumplimiento 
del  contrato  de  venta,  y  que  además  él  habia  puesto  á  su 
orden  esclusiva  para  responder  de  su  resultado ;  Quinto^  que 
hallándose  este  pleito  en  estado  de  llevarse  á  ejecución,  el 
auto,  definitivo  que  manda  entregar  á  Rodríguez  la  majada, 
esta  se  halla  actualmente  á  disposición  AA  mismo  Juez  Pro- 
vincial, y  ante  él,  únicamente  pueden  ventilarse  «los  derechos 
prefei*entes  que  se  opongan  al  cumplimiento  de  su  propia  re- 
solución ejecutoriada  ;  por  estos  fundamentos,  se  confirma  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  sesenta  y  seis  vuelta,  solamente 
en  la  parte  que  manda  alzar  el  embargo  de  la  referida  ma- 
jada, que  queda  á  disposición  del  Juez  que  conoce  de  los 
autos  agregados,  á  quien  se  devolverán,  pudiendo  los  intere- 
sados si  les  conviniere,  deducir,  ante  él,  los  derechos  que 
T.  vu.  4, 
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t 
I 

crean  corresponderles ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. —  Salvador 
María  del  Carril.— Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 


€AU#A    líLl. 


Criminal^  contra  Juan  Pescara,  por  complicidad  en 

la  rebelión. 


Sumario. — 1^  Una  insubordinación  militar  de  un  oficial 
de  guardia  nacional  sin  el  ánimo  de  favorecer  la  rebelión,  no 
basta  para  constituir  á  ser  autor,  cómplice  de  ese  delito. 

2<>  El^  servicio  de  patrullas  prestado  durante  la  rebelion> 
sin  ofender  la  propiedad,  ni  las  personas  de  los  vecino^^  no 
es  un  delito. 
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Caso. — £a  Octubre  do  1867,  fué  preso  en  la  ciudad  de 
Mendoza,  Juan  Pescara,  por  creérsele  cómplice  en  la  rebelión. 

Llamado  á  declarar  dijo,  que  ocho  ó  diez  dias  después  de 
haber  entallado  la  revolución  de  Mendoza,  el  capitán  D.  To- 
más Maure  le  ordenó  que  reuniese  la  gente  de  la  compañía 
de  que  el  declarante  era  alférez;  que  reunidos  desde  por  la 
mañana  25  hombres,  á  la  tarde  estos  reclamaron  que  se  les 
diese  de  comer;  que  con  este  mismo  objeto  él  se  retiró  á 
una  casa  vecina,  habiéndose  propasado  en  el  uso  del  vino 
durante  la  comida ;  que  en  este  estado  tuvo  una  disputa  con 
Maure,  en  la  que  este  lo  declaró  destituido  de  su  empleo  y 
ordenó  á  la  tropa  que  lo  prendiera ;  que  la  tropa  no  obedeció 
á  Maure  ni  al  declarante  que  dio  igual  orden  respecto  á 
Maure,  concluyendo  la  disputa  con  la  intervención  de  algu- 
nos vecinos  y  con  la  dispersión  de  la  tropa. 

Que  mas  tarde  Maure  recibió  órdeo  del  gefe  rebelde  de 
reunir  la  gente,  cuya  orden  fué  trasmitida  al  declarante  que 
reunió  seis  hombres ;  pero  que  habiendo  obtenido  permiso 
para  no  marchar  con  el  ejército,  se  quedó  en  Santa  Rosa 
en  donde  lo  encargaron  de  patrullar  al  vecindario  y  de  reu- 
nir los  mañeros  que  no  querian  presentarse,  y  que  fuera 
de  esto  no  habia  prestado  servicio  alguno  á  la  rebelión. 

Se  tomaren  varias  declaraciones  contrarias  unas  y  favorables 
otras  al  procesado,  y  con  ellas  el  Procurador  fiscal  acusó 
diciendo :  que  el  reo  se  habia  sublevado  contra  su  capitán 
D.  Tomás  Maure,  y  habia  prestado  servicio  á  los  rebeldes 
cumpliendo  sus  órdenes ;  que  en  estos  hechos  habia  un  delito 
militar,  el  de  la  insubordinación,  y  el  de  complicidad  en  la 
rebelión  de  competencia  del  Juzgado ;  pidió  que  por  este  se 
impusiera  al  reo  la  pena  de  servicio  militar  en  la  frontera 
por  dos  años  ó  una  multa  de  300  j^fts.,  y  que  se  remitiese  á 
la  Inspección  de  Armas,  copia  del  proeeso  para  el  juzgamien-< 
to  del  delito  militar. 

£1  defensor  contestó  que  no  era  delito  de  rebelión  el  ha- 
ber prestado  servicio  de  patrullas  para  conservar  el  orden 
durante  la  revolución,  y  que  si  lo  fuera,  rebelde  seria  todo 
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el  vecindario  de  Mendoza  que,  para  conservar  sus  bienes, 
sus  vidas  y  el  honor  de  sus  familias,  se  prestó  á  patrullar 
de  noche  durante  la  rebelión. 

Que  el  único  cargo  que  podría  pesar  sobre  el  acusado, 
seria  el  haber  desobedecido  al  capitán  Maure;  pero  que  la 
desobediencia  provino  de  una  disputa  promovida  por  Maure, 
sin  tomar  en  cuenta  que  Pescara  se  habia  excedido  en  el  uso 
del  vino. 


Fallo  del    Jíues  de  Sección. 


Mendoza,  Setiembre  7  de  1868. 

Vistos  estos  autos  seguidos  contra  Juan  Pescara,  por  com- 
plicidad en  la  rebelión  del  año  anterior. 

Resulta  de  ellos  que  el  procesado,  después  de  haber  de- 
sobedeciitó  á  su  superior,  el  capitán  Don  Tomás  Maure,  de- 
lante de  la  tropa  que  le  habia  ordenado  reunir,  sirvió  á  los 
rebeldes  tomando  á  los  mañeros  (ó  los  que  huian  y  se  ocul^ 
taban)  que  desobedecieron  las  órdenes,  como  dicen  los  tes- 
tigos Jacinto  Escalante  f.  57  vuelta  y  Leandro  Escudero  f.  65 
vuelta,  retiñiendo  gente,  y  que  saben  salió  á  disolver  una 
moni:onera  de  cien  hombres  que  habían  bajado-al  Tunuyan 
con  caramañolas,  y  armados  de  tercerola,  ^abte  y  tanza,  f. 
22,  bajó  las  órdenes  del  ca|)ilan  Cecilio  Lnqne,  á  quienes 
los  revolucionarios  colocaron  en  lugar  de  D.  Tomás  Maure. 

Y  considerando  ;  i^,  que  aunque  el  procesado  se  escusa 
diciendo,  que  al  desobedecer  á  su  capitán  estaba  malo  de  la 
cabeza,  se  vé  por  lo  demás  que  hizo  en  esa  ocasión,  que  si 
habia  tomado  al^un  licor,  no  estaba  Riera  de  su  razón,  y 
que,  por  consiguiente;  que  era  falta  de  voluntad  la  que  \o 
decidió  á  obrar  asi,  mientras  que  no  hay  constancia  de  que 
presentase '  escusas  de  ninguna  clase  á  los  revolucionarios, 
icu'ando  marchó  á  las  órdenes  de  Luque,  reemplazante  de 
Maure;  habiendo  por  et  contrario,   salido  voluntariamente  á 
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disolver  lo  que  él  llamaba  montonera ;  2^,  qné  en  servicios 
de  los  mismos  encabezó  comisiones  para  reunir  gente,  fojas 
26  vuelta,  57  vuelta  y  65  vuelta^  lo  cual  lo  constituye  reo  de 
rebelión,  y  3^^  que,  ^egun  aparece  del  proceso,  ha  «sufrido  ya 
mas  de  once  meses  de  prisión  ;  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
por  los  artículos  17  y  93  de  la  ley  que  designa  los  crímenes 
cuyo  juzgamiento  compete  á  los  Tribunales  Federales  y  esta- 
blece su  penalidad,  :declaro  compurgado  el  delito  del  proce-* 
sado  Juan  Pescara  con  el  tiempo  de  la  prisión  que  ha  sufrido, 
debiendo  abonarse  por  éste  las  costas.  Pásese  copia  auto-, 
rizada  de  este  proceso  al  Sr.  Inspector  de  armas^  según  lo 
indica  el  Fiscal,  para  los  efectos  que  hubiese  lugar;  y  por 
esta  mi  sentencia  definitivamente  juzgando  asi  lo  mando  y 
firmo  en  Mendoza,  fecha  ui  supra.  Repóngase. 

Franklin  Vülanaeva. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  defensor,  fué  revocada  poi' 
el  siguiente: 


F*llo  de  ta  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires^ .  Enero  28  de  1869. 

Vistos :  considerando,  que  el  primer  cargo  que  se  formula 
contra  el  procesado  Juan  Pescara,  es  el  haber  desobedecido 
la  orden  del  capitán  Don  Tomás  Maure,  para  que  condujese 
la  gente  perteneciente  á  su'  compañía  á  Junin  á  las  órdenes 
del  comandante  Moyano  ;  que  este  cargo  no  tiene  otro  carác- 
ter que  el  de  una  insubordinación  militar,  desde  que  ni  el  acu- 
sador, ni  ninguno  de  los  testigos,  le  atribuye  la  intención  de  dar 
acción  á  la  sublevación  de  la  fuerza  reunida,  ni  menos  que 
lo  hubiera  Ifecho  con  el  ánimo  de  favorecer  por  este  medio 
la  rebelión,  circunstancia  necesaria  para  que  por  ese  hecho 
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se  constituyera  cómplice  de  ella  con  arreglo  al  artículo  cuarto 
de  la  ley  penal  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres,  resultando  por  el  contrario,  de  las  declara- 
ciones del  proceso,  que  Pescara  reunió  la  compañía  cum- 
pliendo la  ónien  de  su  capitán,  y  que  si  después  lo  desobe- 
deció fué  á  consecuencia  de  una  disputa  personal  con  él, 
ocasionada  en  parte  por  la  exitacíon  que  le  producía  el  ha  • 
berse  excedido  de  vino  en  la  comida  ;  que  el  segundo 
cargo  es  por  haber  servido  á  los  rebeldes,  no  habiéndose 
justificado  que  hubiese  prestado  otro  servicio  que  el  de  pa- 
trullar el  vecindario,  pues  que  de  todas  las  declaraciones 
aparece  que  se  reunió  á  los  gefes  rebeldes  cumpliendo  órdenes 
del  mismo  capitán  Maure,  que  en  el  momento  se  retiró  y  que 
en  el  servicio  de  patrullas  no  ofendió  ni  la  propiedad  ni  las 
personas  de  los  vecinos,  no  habiendo  ni  una  sola  declaración 
que  diga  que  habia  reclutado  gente  para  engrosar  la  rebelión; 
que  de  lo  espuesto  aparece  la  presente  causa  sin  la  menor 
prueba  que  pueda  servir  de  fundamento  para  condenar  al 
procesado  á  pena  alguna,  correspondiendo  en  tal  caso  su  ab- 
solución ;  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  ochenta  y 
ocho  y  se  absuelve  á  Don  Juan  Pescara  de  toda  culpa  y  cargo, 
debiendo  ser  puesto  en  libertad ;  y  devuélvase  el  proceso  al 
Juez  de  Sección  de  la  Provincia  de  Mendoza. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos.  — Benito 
Carrasco. 


Mitin 
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€AMJñA   ILMM. 


Don  Fernando  Plaza  contra  Don  David  Suasnabar^ 
sobre  rescisión  de  un  contrato  é  indemnización 

de  perjuicios. 


Sumario.  —  I»  Todo  contrato  comercial,  aunque  se  celebre 
entre  personas  no  comerciantes,  debe  ser  regido  por  el  Cddigo 
de  Comercio. 

S**  En  los  contratos  comerciales  de  mayor  cuantía^  la  prue- 
ba testimonial  solo  se  admite  existiendo  principio  de  prueba 
por  escrito. 

3^  No  son  un  principio  de  prueba  por  escrito,  las  anota- 
ciones de  los  libros  informales  de  quien  la  alega. 

4""  La  verdad  sabida  de  los  casos  judiciales,  de  cualquiera 
naturaleza  que  sean,  es  la  que  resulla  de  las  pruebas  auto- 
rizadas por  la  ley. 


Caso.—H&ñ  Femando  Plaza,  estrangero,  se  presentó  ante 
el  Juez  Nacional  de  la  Sección  de  Córdoba,  diciendo  que 
habia  comprado  al  barraquero  don  David  Snasnabar,  «argén- 
tino,  ocbo  fardos  de  cerda»  los  que  remitidos  al  litoral, 
habia  resultado  ser  de  pelo  de  curtiembre. 

Que  siendo  dolosa  la  conducta  del  vendedor  en  este  caso, 
lo  demandaba,  pidiendo  la  rescisión  del  contrato  de  compra 
de  los  ocho  fardos  mencionados,  al  precio  de  cinco  pesos 
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arroba,  los  intereses  desde  el  dia  del  pago  y  los  danos  y 
perjuicios,  costos  y  costas. 

A  la  demanda  acompañó  una  información  levantada  en  Bue- 
nos Aires,  á  solicitud  de  Don  Emilio  M.  Castro,  en  la  que 
consta  que  cinco  fardos  de  cerda  remitidos  del  Rosario  á  su 
consignación  por  D.  Emilio  Trapani,  eran  de  pelo  de  curtiem- 
bre, cubierto  con  cerda. 

Conferido  traslado,  Suasnabar  negó  los  hechos  en  que  se 
funda  la  demanda :  dijo  que  jamás  habia  hecho  negocios  de 
cerda  con  el  demandante  y  que  ni  directa  ni  indirectamente 
babia  intervenido  en  negocio  de  esta  naturaleza;  que  la 
información  producida  en  Buenos  Aires  nada  probaba  contra 
él,  por  lo  que  pedia  se  le  absolviera  de  la  demanda,  y  se 
condenara  el  actor  en  costas,  daños  y  perjuicios  por  su  te- 
meridad. 

En  seguida  se  puso  á  prueba  el  hecho  de  la  efectividad  del 
contrato  de  compra-venta,  y  que  el  demandado  habia  sido  el 
vendedor. 

La  prueba  que  se  produjo  fuá  testimonial,  con  excepción 
de  una  certificación  estraida  de  los  libros  de  Plaza,  los  cua- 
les, según  certificado  del  actuario  eran  llevados  con  informa- 
lidad. 


Vallo  del  Jíuea  de  Seeeloii. 


Córdoba,  Agosto  31  de  1868. 

Vistos:  y  considerando,  que  la  presente  demanda  versa 
sobre  un  acto  de  comercio,  que  tiene  que  ser  rejido  por  el 
Código  de  la  materia,  aunque  hubiese  pasado  entre  personas 
no  comerciantes,  según  los  artículos  6  y  7  del  Código ;  que, 
además,  el  valor  de  la  cosa  que  se  disputa  excede  con  mucho 
la  cantidad  de  doscientos  pesos  fuertes,  puesto  que  se  trata 
de  la  compra-venta  de  ocho  fardos  de  cerda  al   precio  de 
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cinco  pesos  arroba ;  qué,  segnn  el  articulo  ciento  noventa  y 
tres  del  mismo  Código,  ctratándose  de  asuntos  de  mayor  cuaa. 
tía,  la  prueba  testimonial  solo  será  admitida  existiendo  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito  » ;  y  que^  en  la  presente  cansa^ 
no  se  ha  presentado  prueba  alguna  por  escrito,  ni  principio 
de  prueba  dé  esta  clase  que  pueda  autorizar  "á  tomar  en  con- 
sideración la  testimonial  que  únicamente  se  ha  alegado ; 
por  estos  fundamentos,  se  declara :  que  el  demandante  no 
ha  justificado  legalmente  su  demanda,  de  que  queda  absuelto; 
por  tanto  el  demandado,  debiendo  además  indemnizársele 
las  costas  y  costos  que  se  le  han  irrogado,  y  quedándole  á 
salvo  al  demandante  su  derecho  para  ocurrir  ante  quien  y  por 
las  acciones  qu^  correspondan. 

Saturnino  M.  Laspiur. 

De 'esta  sentencia  apeló  Plaza,  y  el  recurso  se  concedió  li- 
bremente. 

En  la  segunda  instancia,  el  apelante  alegó  que  la  certifica* 
cion  estraida  de  los  libros  de  su  parte  era  un  principio  de 
prueba  por  escrito,  y  que,  sobre  todo^  en  los  contratos  mer* 
cantiles  se  debia  estar  á  verdad  sabida  y  buena  fé  guardada^ 
sin  exigirse  el  rigorismo  de  procedimientos  que  en  los  contra- 
tos civiles. 


Fallo  de  1»  9uprem*  €orte< 


Buenos  Aires,  Enero  30  de  1869. 

Vistos  :  y  considerando^  Primero,  que  las  anotaciones  de  los 
libros  informales  del  demandante,  que  se  han  compulsado,  no 
consiiluyen  un  principio  de  prueba  instrumental  de  su  acción, 
p<>rque  ni  se  hace  referencia  en  ellos  del  contrato  entre  Pla- 
za y  Suasnabar  sobre  la  cerda»  ni  tendrían  valor  ninguno» 
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segnn  el  artículo  sesenta  y  siete  del  Código  de  Comercio^  en 
favor  de  Plaza  á  quien  los  libros  pertenecen,  aunque  contu- 
viesen aquella  referencia;  ni  son  constancias  que  ba  consi- 
gnado allí  el  demandado,  ó  quien  tenga  interés  en  la  contes- 
tación á  la  demanda,  como  lo  requiere  el  artículo  doscientos 
cuatro;  Segundo^  que  la  verdad  sabida  en  los  casos  judi- 
ciales, de  cualquiera  naturaleza  que  sean,  es  la  que  resulta 
de  las  pruebas  autorizadas  por  la  ley :  por  estos  fundamentos 
y  los  del  auto  apelado  de  fojas  setenta  y  cinco  se  conQrma 
éste,  con  costas,  satisfechas  las  cuales  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 


*—* 
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CAUSA    ULIII. 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa  Fé  con 
Don  Juan  Bernabé  Molina^    sobre  expropiación 

de  un  campo. 


Sumario,  -n- 1<*  Consentido  en  primera  instancia  el  auto  en 
que  se  aprueba  el  nombramiento  de  peritos  tasadores^  no 
puede  en  la  segunda,  tacharse  la  pericia,  so  pretesto  de  que 
uno  de  los  nombrados  no  era  competente. 

2^  En  las  expropiaciones  autorizadas  por  la  ley  de  13  de 
Setiembre  de  1866^  debe  abonarse,  á  mas  del  valor  del  cam- 
po, el  de  las  casas  de  material  que  tenga,  á  justa  tasación. 


Caso.  —  En  11  de  Enero  de  1867,  el  Procurador  Fiscal  de 
la  Sección  de  Santa  F¿,  se  presentó  al  Juez  Nacional  diciendo 
que  Don  Juan  B.  Molina  era  dueño  de  una  área  de  13,933 
varas  de  frente  por  6,000  de  fondo,  de  los  campos  cedidos 
á  la  empresa  del  c  Ferro-Carril  Central  Argentino  i ;  y  que, 
no  habiendo  podido  avenirse,  era  llegado  el  caso  de  citarlo  á 
juicio  verbal,  para  nombrar  peritos  tasadores. 

En  el  comparendo ,  el  Procurador  Fiscal  nombró  por,  el 
Fisco  á  Don  Santiago  Wilde  y  Molina  á  Don  Santiago  Ben- 
golea. 
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Wilde  señaló  como  precio,  incluyendo  daños  y  perjuicios^ 
la  suma  de  8,000  ^  bs.,  por  cada  legua  cuadrada. 

Bengolea  avaluó  el  campo,  á  razón  de  16,000  its.  la  legua 
cuadrada:  y  los  perjuicios  del  modo  siguiente:  en  5,000  fls. 
el  desuiériio  en  el  fraccionamitínlo  del  campo  en  la  parle  que 
quedaba  sin  espropiarse ;  en  3,000  fls.  el  menor  valor  de  las 
poblaciones;  en  7,500  Tts.  la  remoción  y  aquerenciamienlo 
del  ganado  vacuno  ;  en  i, 000  la  de  ganado  lanar  ;  y  en  1,200 
la  de  los  ganados  yeguarisos,  encenada  etc.,  no  compren- 
diendo los  puestos  y  corrales  existentes  en  el  campo  espro- 
piado  que  serian  avaluados  y  pagados  por  quien  corresp'^pda. 

Después  de  un  nuevo  juicio  verbal  en  que  ambas  partes 
reiteraron  respectivamente  los  informes  de  los  peritos,  y  de  una 
\ista  de  ojos  practicada  por  el  Juez,  se  pronunció  el  si- 
guiente : 


Fallo  del  Jíiiez  de  Seeeloii. 


Rosario,  Noviembre  16  de  1868. 

Autos  y  vistos :  Con  lo  informado  por  los  peritos,  obser- 
vaciones y  conocimientos  que  ha  suministrado  la  vista  de 
ojos  practicada  el  8  del  corriente,  y  que  decretó  el  Juzgado 
de  oflcio  para  mejor  proveer ;  y  rcbultando ;  1*",  que  el  cam- 
po á  espropiar  en  el  presente  caso  es  bueno,  de  pasto  tierno 
en  su  mayor  parte,  aunque,  como  los  terrenos  adyacentes; 
tenga  también  pasto  entreverado  y  aún  fuerte  en  algunas  lo- 
calidades, sin  que  esto  importe  un  desmérito  en  la  calidad 
del  campo  en  general,  ni  tampoco  un  perjuicio  apreciablé 
causado  por  la  espropiacion  de  parte  de  él,  en  razón  de  que 
no  ha  podido  una  gran  zona  de  estensas  lineas  geográficas 
tomar  en  cuenta  la  clase  de  pastos  de  ésta  ó  aquella  porción 
pequeña  de  tierra ;  siendo,  por  los  dcmas^  digno  de  consul- 
tarse á  este  respecto  el  plano  bosquejado  á  f....,  que  marca, 
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con  minuciosa  exactitud,  la  calidad  ^de  los  pastos  en  toda  la 
área  á  espropiar^  demostrando  ese  cuidadoso  trabajo,  que  no 
es  exacto  haj'a  tomado  la  espropiacion  una  área  de  mas  de 
dos  leguas  de  solo  pasto  tierno  y  dejado  otra  al  propietario, 
de  menos  de  una,  con  solo  pasto  fuerte ;  2%  (\ne  los  perjui- 
cios por  fraccionamiento  no  son  dignos  de  atención  en  cuanto 
se  refieren  al  hecho  de  haber  quedado  dividido  el  campo, 
por  la  espropiacion,  en  dos  porcioneá  separadas  y  distantes, 
haciendo  imposible  la  constitución  de  un  establecimiento  for- 
mado de  ambos,  porque  aunque  sea  esta  la  verdad,  no  es 
toda  la  verdad,  en  razón  de  que  una  de  esas  porciones  es 
tan  pequeña  y  apartada,  que  no  puede  entrar  en  ningún  cál- 
culo de  población,  como  lo  insinúa  el  perito  del  propietario; 
pudiendo  servir  solo  ese  pequeñísimo  triángulo,  sobrante  de 
solo  mil  varas*  cuadradas  de  superGcie,  para  ser  incluido  en 
la  espropiacion  por  el  precio  que  se  asigne  en  esta,  según 
lo  ofrece  la  parte  del  Pisco,  haciendo  é\  mismo  estensiva  su 
oferta  á  todo  el  campo  que  queda  al  propietario ;  S*",  que 
respecto  al  perjuicio  real  que,  sin  duda,  resulta  en  este  caso 
de  la  espropiacion  de  la  mayor  área  del  terreno,  pequenez 
^el  que  ha  de  conservar  el  espropiado,  y  renovación  de  los 
ganados  que  no  hubiese  de  vender,  conviene,  ante  todo, 
averiguar  el  número  de  los  mismos,  para*  deducid  de  alH,  si 
es  ó  no  posible  su  conservación  en  la  fracción  de  una  legM 
cuadrada!  que  aproximadamente  queda  de  propiedad  *particn- 
lar,  con' su  aguaita  permanente  sobre  el  Rio  Caroarañá,  y 
en  caso  de  remoción,  loque  ella  importaría;  i'\  que  no  hay 
otros  datos  judiciales,  que  lá  aseveración  que  se  hace  por  el 
interesado,  de  existir  en  el  campo,  cinco  mil  cabezas  de 
ganado  vacuno,  y  doce  á  quince  mil  de  ganado  lanar,  por  lo 
que,  y  estando  á  este  informe,  parece  evidente  que  tal  nú- 
mero de  ganados  no  podrían  alimentarse  en  la  escasa  legua 
que  queda  al  propietario,  y  habría  que  remover,  particular- 
mente el  vacuno,  si  ha  escapado  á  la  general  mortandad, 
que  redujo  este  año  á  la  mitad  y  aun  menos,  el  número  de 
cabezas  de  ganado  que  contenían  los  establecimientos  de  cam- 
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po  de  este  Departamenta ;  por  lo  qoe  toca  al  lanar,  parece 
que  no  se  considerase  muy  costosa  su  remoción^  ó  que  su 
número  no  fuese  el  manifestado,  cuando  el  perito^  en  el 
final  de  su  informe,  avalúa  solo  en  1«000  $  fts.  el  perjuicio 
proveniente  de  aquella  remoción,  debiendo,  en  consecuencia, 
estimarse  con  especialidad  los  gastos  que  origine  la  trasla-* 
cion  del  ganado  vacuno ;  &>,  que  el  edificio  de  estancia  de 
Don  Juan  B.  Molina,  queda  fuera  de  la  concesión,  en  poder 
del  propietario  y  destinado  al  servicio  de  un  establecimiento 
de  campo,  de  cerca  de  una  legua  cuadrada,  con  frente  al  Rio 
Carcarañá,  útil  y  conveniente  para  la  cria  de  ovejas,  no  me- 
nos que  para  grandes  sementeras,  y  que,  bajo  este  concepto, 
no  es  el  edificio  tan  impoitante  ni  tan  vasto  que  pueda  tener 
en  si  nada  superfino  6  inconveniepte  para  la  marcha  de  un 
establecimiento  reducido  á  las  proporciones  en  que  lo  deja 
la  espropiacion^  pues  es  notorio  que  nunca  tuvo  ganado  en 
número  proporcionado  á  su  esteusion  de  tres  leguas  cuadra- 
das. 

Y  considerando  respecto  al  precio ;  1^,  que  á  mediados  de 
1$63,  compró  el  actual  propietario  las  enunciadas  tres  leguas 
de  campo,  corrales,  manguera,  todo  de  ñandubay^  puesiosr, 
quinta  y  demás  enceres,  en  catorce  mil  pesos  (14,000)  de 
17  en  onza  de  oro,  de  las  que,  deducidas  al  menos  cinco  mil 
^r  el  edificio  y  materiales  del  establecimiento,  dan  á  cada 
legua  de  ese  campo,  un  valor  de  3,000  f  de  17  en  onza  de 
pro ;  2%  que  respecto  al  aumento  que  haya  tenido  el  valor 
de  los  caiQpos  incluidos  á  la  zona  de  tierras  cedidas  á  la 
Empresa  del  Ferro-canil  Central,  no  hay  mejor  ni  mas  ra- 
cional regla  de  criterio,  que  la  comparación  con  los  precios 
de  compra  de  esas  mismas  tierras,  ya  en  virtud  de  convenios 
y  arreglos  particulares  entre  los  interesados,  ya  por  actos  ju^^ 
diciales  en  los  litigios  habidos  para  la  espropiacion^  actos 
consentidos,  casi  todos,  por  las  partes  al  pronunciarse  en  1* 
instancia  y  ejecutoriados  allí  sin  interposición  de  recurso  al- 
guno, lo  que  induce  á  suponerlos,  cuando  menos,  exentos, 
en  los  mas  de  los   casos,  de  serio  gravamen  ó  perjuicios 


DE  4USTI€1A  NAGlONAt.  55 

apreciables;  S^^  que  ni  por  convenio  ni  por  sentencia,  en 
virtud  de  un  juicio,  ha  llegado  á  pagarse,  ni  aproximadamente, 
porción  alguna  de  tierras,  cercana  ó  distante  de  ia  de  Molina, 
por  el  exhorbitante  precio  en  que  pretende  le  sea  comprada, 
siendo  evidente  y  notorio  que,^  la  escala  de  los  precios  en  las 
tierras  espropiadas  ha  sido  desde  2,650  f  bolivianos,  el  mí- 
nimum, hasta  15,000  j^  el  máximum,  incluso  perjuicios;  no 
habiendo  ocurrido  otra  excepción  á  esta  regla,  que  la  compra 
de  una  novena  parte  de  legua,  espropiada  á  Don  Manuel  Car- 
ies^ á  razón  de  20,000  ^bolivianos  la  legua  cuadrada;  y  esto, 
en  virtud  de  que,  puestos  ambos  peritos  de  acuerdo  en  ese 
precio,  sin  duda,  en  consideración  á  la  pequenez  del  área 
espropiada,  su  posicipn  á  cuatro  leguas  de  esta  Ciudad,  y  pe- 
quenez del  terreno  que  quedaba  al  propietario,  tuvo  el  Juzgado 
á  bien  establecer  ese  precio  en  caso  tan  excepcional,  sin  que 
debiese  servir  de  regia,  como  no  ha  servido  en  caso  alguno 
posterior;  4«,  que  dados  estos  antecedentes,  y  el  de  que  \oé 
terrenos  separados  del  de  Molina  por  solo  la  línea  íérrea ; 
siendo,  por  lo  demás,  tan  semejantes  entre  si  cuanto  puede 
serlo  un  campo  de  su  propia  continuación,  ha  sido  espropiado 
á  razón  de  13,250  0  bolivianos  legua  cuadrada,  inclusos  per- 
juicios, no  obstante  privarles  la  espropiacion  de  su  única 
aguada  permanente  sobre  el  Rio  Carcarañá,  y  la  misma  que 
queda  integra  al  campo  de  Molina,  sin  orijinarle,  en  esta 
parte,  el  mas  leve  perjuicio ;  5''»  que  los  terrenos  de  la  caña- 
da de  Gómez,  colindantes  con  el  de  Molina,  y  á  los  que  la 
espropiacion  privé  de  toda  su  aguada,  siendo,  por  lo  demás, 
de  muy  buenos  pastos,  han  sido  pagados  á  razón  de  cinco  mil 
pesos  bolivianos  por  legua  cuadrada,  incluso  los  perjuicios; 
6^,  que,  no  obstante  esto,  es  justo  considerar  é  indemnizar, 
debidamente,  el  perjuicio  real  que  resulta,  en  este  ^so,  al 
propietario  con  la  venta  de  algo  mas  de  dos  terceras  partes 
de  un  campo  que  formaba  con  anterioridad  una  área  vasta  y 
conveniente  para  un  gran  establecimiento,  sin  que  la  legua 
escasa  que  le  queda  pueda  llamarse  la  mejor,  aun  que  la 
límite  el  Río  Carcarañá,  y  cons^ve  en  él  su  agusMla  perma- 
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neatey  si  bien  que  no  ha  de  tampoco  perderse  de  vista  que, 
al  lado  del  perjuicio  qae  sufre  un  campo  con  el  desprendi- 
miento de  la  parte  espropiada,  están  las  ventajas  y  el  bene- 
ficio especial  qoe  recibe  por  su  proximidad  á  la  línea  férrea, 
7  que,  en  el  caso  de  Molina,  es  ann  mayor  por  la  inmedia- 
ción de  su  campo  á  la  estación  misma  del  Carcarañá,  dis- 
tante solo  dos  leguas  del  edificio  central  de  la  estancia, 
ventaja  inapreciable  para  la  importación  y  esportacion  de  va- 
lores de  on  establecimiento  colocado,  por  este  medio,  al 
habla  de  la  rejiou  interior  del  país  y  de  los  puertos  flaviales  ; 
circunstancia  de  que  no  se  hace  mérito  alguno,  no  obstante 
ser  fundamental ;  ?<>,  que  para  la  avualacion  del  monto  de  los 
perjuicios  por  remoción,  se  ha  tenido  por  re¿;la,  en  lo  mas 
de  los  casos,  fijar  el  10  o/,  de  los  valores  i  remover,  en  gana- 
dos, y  que  si  puede  no  ser  bastante,  en  el  presente  caso, 
determinar  la  compensación  sobre  esa  base  de  cálculo,  no  es 
tampoco  justo  ni  equitativo  alejarse  mucho  de  ella,  ni  menos 
aceptar  la  exajerada  avaluación  practicada  al  respecto. 

Por  esto:^  fundamentos,  se  establece  el  precio  de  12,000 
pesos  bolivianos  por  cada  legua  cuadrada  del  lerreno  á  espro- 
piar  á  D.  Juan  B.  Molina,  que,  compuesto  de  8:2,398,000 
varas,  dá  el  precio  de  27,466  ^,  én  totalidad  del  área.  Désele 
igualmente  en  compensación  de  los  perjuicios  que  sufre  por 
la  espropiacion  y  de  los  que  ya  se  hizo  mérito,  la  cantidad  de 
3,000  i$f  bs. ,  por  cada  legua,  que  considerada  con  la  área 
total  á  espropiarse,  forma  la  suma  de  34,332  f  bol.  50  es.,  va* 
lor  total  del  campo  que  loma  la  espropiacion,  incluso  los 
perjuicios.  Recíbase  dicha  cantidad  por  toda  indemnización, 
conforme  al  artículo  octavo  de  la  ley  de  13  de  Setiembre  de 
1866,  siendo  las  costas  de  este  juicio  á  cargo  de  la  Nación, 
conforme  el  artículo  diez  y  ocho  de  la  misma,  y  hágase  sa- 
ber. 

José  M.  Zuviria. 

De  esta  sentencia  apelaron  el  Procurador  Fiscal,  y  D*  Juan 
B.  Molina,  concediéndose  el  recurso  en  relación. 
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Ed  el  informe  in  voce  ante  la  Suprema  Corle,  Molina 
tachó  al  perito  Wilde  por  no  ser,  decia,  inteligente  en  materia 
de  estancias,  ni  tener  motivo  de  conocer  el  valor  de  los 
campos  en  la  Provincia  de  Santa  Fé ;  y  se  quejó,  además,  de 
que  la  sentencia  de  1^  instancia,  nada  le  concedía  por  las 
poblaciones  importantes  que  habia  en  el  campo  á  espropiarse. 


FüllQ  €•  lü  Suprenuí  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  4  de  1869. 

Vistos:  considerando,  que  después  de  ejecutoriado  el  auto 
que  nombró  los  peritos,  el  Juez  debe  apreciar  el  mérito  de 
su  dictamen  con  prescindencia  de  sf,  los  que  se  nombraron 
eran  ó  no  competentes ;  pues  que  habia  pasado  la  oportunidad 
de  tratarse  sobre  esto:  que  en  la  sentencia  apelada  de  foja 
cuarenta,  se  toman  debidamente  en  consideración  las  circuns- 
tancias del  terreno  espropiado,  sobre  su  valor  é  indemniza- 
ción de  perjuicios,  habiéndose  omitido  solamente  mencionar 
las  poblaciones  que  se  dicen  existir  en  el  campo  espropiado; 
por  estos  y  los  fundamentos  de  la  citada  sentencia,  se  confir- 
ma, con  declaración  que  además  deben  pagarse  á  justa  tasa- 
ción las  casas  de  material,  que  tenga  el  terreno,  pudiendo 
si  le  conviene  sacar  las  de  madera  si  las  hubiese;  ;  satis- 
iecbas  las  costas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Caaheras.— Salva- 
dor María  del  Carril. —  Frangís^ 
00  Delgado. — José  Barros  Pazos. 
—Benito  Carrasco. 


T.  vu 
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CAUSA  xrr. 


Contra  Don  Juan  Bernabé  Molina^  por  falla  de  respeto 
á  la  dignidad  de  la  Suprema  Corte. 


Sumario,  —  U  El  hecho  de  romper  la  parte.  la  cádola  en 
qoe  el  ngter  va  á  notificarle  ona  proTÍdencia^  importa  una 
falta  de  respeto  á  la  dignidad  del  Tribunal. 

2^  Esta  falta  puede  ser  penada  con  cincuenta  pesos  fuertes 
de  multa,  ó  prisión  de  ocho  dias. 


«■te 


Caso.^^k]  notificar  el  ugier  la  sentencia  recaída  en  la 
causa  anterior,  D.  Juan  B.  fifolina,  despechado,  hizo  pedaxos 
la  cédula  en  que  debía  constar  la  notificación. 

El  ugier  dtd  cuenta  á  la  Secretaría  y  esta  con  la  nota 
correspondiente,  puso  los  autos  al  acuerdo. 


nilto  4e   te  ftwarmlÉii  O^rte. 


Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1869. 

Importando  el  acto  de  que  dá  cuenta  el  Ugier  en  la  pre- 
cedente noia,  cometido  por  don  Juan  Bernabé  Molina,  una 
falta  de  respeto  á  la  dignidad  de  la  Suprema  Corte,  obstru- 
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yendo  el  careo  de  la  justicia,  caso  previsto  en  el  articulo 
diez  y  nueve  de  la. ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  de  la  Nación,  con  arreglo  ^  esta  disposición, 
se  le  condena  á  pagar  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas  des- 
pues  de  la  notificación,  la  cantidad  de  cincuenta  pesos  fuertes, 
6  á  sufrir  una  prisión  en  la  cárcel  de  deudores  de  ocho  dias, 
dándose  por  notificada  á  él  la  sentencia  definitiva  de  foja 
cincuenta  y  dos  vuelta,  transcripta  en  el  cedulón  que  ha 
roto. 

Francisco  de  las  Carreras. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros 
Pazos. — Benito  Carrasco. 


CAUSA    ILW, 


Don     aniel  V,  y  Correas^  reclamando  de  un  decreto 
espedido  por  el  Gobierno  de  la  Provincia 

de  Mendoza. 


Sumario. — Los  Tribunales  -nacionales  son  incompetentes 
para  conocer  de  los  abusos  que  las  autoridades  provinciales 
puedan  cometer  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  coando 
esos  abusos  atañen  solo  á  los  individuos  ó  á  los  intereses 
locales. 
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Caso.  —  A  cons(^cuencia  de  ud  decreto  espedido  por  el  Go 
bierno  de  Mendoza  con  fecha  12  de  Setiembre  de  1868,  se 
presentó  ante  el  Juzgado  Seccional  de  esa  Provincia,  Don 
Daniel  Y.  y  Correas,  pidiendo  al  Juez  lo  eihonerase  del 
compiimiento  de  dicho  decreto. 

Acompañó  á  su  solicitud,  varios  documento^ :  un  decreto 
del  Gobierno  de  la  Provincia  nombrando  los  empleados  amo- 
vibles, en  los  que  se  incluia  al  esponente  como  Fiscal  Pú- 
blico; y  cuatro  notas:  una  del  Ministro  de  Gobierno,  trascri- 
biendo al  solicitante  un  decreto  en  que  se  le  exhonera  del  cargo 
de  Fiscal;  la  segunda,  copia  de  una  dirijida  por  el  mismo 
Correas  al  Ministro,  manifestándole  no  entablar  acusación 
contra  el  Vicario  Eclesiástico  por  no  encontrar  causa;  la 
tercera,  del  Ministro  al  Fiscal  Correas  haciéndole  saber  que 
el  Vicario  se  encuentra  preso  por  orden  del  Gobierno,  por 
perturbar  la  tranquilidad  política  y  por  haber  violado  el  inciso 
16,  del  art.  19  de  la  Constitución  Provincial  ;  y  la  cuarta 
del  Fiscal  Correas  al  Ministro  de  Gobierno,  desconociendo 
en  el  Poder  Ejecutivo  la  facultad  de  destituirlo  sin  juicio 
previo. 

Dice  el  solicitante,  que  por  el  art.  ^i,  del  tit.  19  del  Re- 
glamento de  Administración  de  Justicia  de  la  Provincia,  se 
dispone,  que  del  1^  al  15  de  Mayo  de  cada  año,  el  Gobierno 
nombrará  los  empleados  públicos ;  que  el  Gobierno  lo  ha 
destituido  sin  formación  de  causa,  por  no  haber  encontrado 
motivo  justificado  para  acusar  al  Vicario  Eclesiástico,  habiendo 
dicho  Gobierno  reiterado  su  destitución  cuando  reclamó  de 
ella. 

Que  con  estos  antecedentes^  ocurría  al  Juzgado,  para  que 
osando  de  la  facultad  que  le  dá  el  inciso  1»  de  art.  ^  de  la 
ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales, resolviese  declarando  que  no  estaba  obligado  á  cum- 
plir el  decreto  en  que  se  le  destituía  de  su  empleo  de  Fis- 
cal de  la  Provincia. 
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Attte   4el   JFues  Seceleiml. 

Mendoza,  Octubre  29  de  1868. 

Siendo  las  autoridades  de  Provincia  independientes  de  las 
de  la  Nación  en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones,  y  no  pu- 
diendo  por  esta  razón,  los  Tribunales  nacionales  conocer  de 
los  abusos  de  aquellos,  mientras  solo  perjudiquen  á  indivi  - 
dúos  ó  intereses  locales,  pues  que  dichos  abusos  deben  ser 
castigados  con  arreglo  á  las  instituciones  provinciales  y  por 
las  autoridades  que  ellas  establezcan  al  efecto,  según  lo  ha 
resuelto  ya  la  Exma.  Corte  Suprema,  declaro  que  este  Juzga* 
do  es  incompetente  para  juzgar  el  caso  de  la  presente  de- 
manda. Devuélvase  este  espediente  á  la  parte  que  lo  ha  pre- 
sentado, previo  el  abono  de  las  costas. 

Franklin  Vülanueva. 

Habiendo  apelado  de  esa  resolución  Videla  Correas,  y  hst- 
biéndosele  concedido  el  recurso  en  relación,  la  Suprema 
Corte  dictó  el  siguiente  : 


Fall«  Am  la  SuiíreBui  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1869. 

Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  apelado 
de  fojas  nueve ;  y  devuélvanse  adjuntándose  la  planilla  de  las 
causadas  en  esta  instancia  para  que  el  Juez  de  Sección  exija 
su  pago  y  haga  reponer  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  Benito  Carrasco. 
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CAUSA  JLWM, 


Don  Damián  Cuyas  con  Don,  Francisco  Elias^ 
sobre  devolución  de  prendar. 


Sumario. — No  se  puede  dar  curso  á  la  demanda^  si  ges- 
tionándose  un  derecho  que  no  sea  propio,  no  se  acompañan 
los  documentos  que  acrediten  la  personalidad  del  demandante. 


Caso.  —  Don  Damián  Cuyas  por  sí  y  por  su  Sra.  madre, 
ofreciendo  caución  en  la  persona  de  Don  Guillermo  Matti, 
demandó  á  Don  Francisco  Elias,  pidiendo  la  devolución  de 
uQa  prenda  que  el  padre  del  demandante  Don  José  Cuyas  le 
habia  entregado  en  garantía  de  una  deuda. 

Don  Francisco  Elias  opuso  falla  de  personería  en  el  de- 
mandante, por  no  comprobar  que  é\  y  su  Sra.  madre  er^n 
lejítimos  sucesores  de  Don  José  Cuyas. 
-  Don  Damián  Cuyas  contestó,  acompañando  la  partida  de 
defunción  de  Don  José  Cuyas,  que  su  personalidad  quedaba 
garantida  con  la  caución  ofrecida  en  la  persona  del  Sr.  Matti. 

T%Um  éml   Jíuea   SecetonAl.* 

m 

Buenos  Aires,  Diciembre  4  de  1867. 

Y  vistos:  considerando;  1^  que  la  falta  de  personalidad, 
excepción  comprendida  eo  el  art.  73  de  la  ley  de  procedimien- 
|0S  se  refiere  únicamente  al  demandante,  respecto  de  si  es 
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• 

ó  no  persona  hábil  para  estar  en  juicio,  y  respecto  al  Procu- 
rador sobre  si  tiene  ó  no  poder ;  2»,  que  en  el  presente  caso 
se  trata  dg  gestión  por  derecho  propio,  y  no  consta  ni  se 
ha  opuesto  por  el  demandado  que  el  demandante  sea  persona 
que  no  pueda  comparecer  en  juicio  por  sí  ó^  por  otro ;  3», 
que  por  consecuencia,  la  excepción  opuesta  no  es  de  las  que 
el  derecho  considera  dilatorias,  puesto  que  probada  destruiría 
la  acción  intentada. 

Por  estos  fundamentos  no  ha  lugar  al  articulo  promovido  ; 
viértanse  al  idioma  del  país  los  documentos  agregados,  nóm- 
brase al  traductor  público  Don  Pablo  Frugoni,  é  intímese  á 
Don  Francisco  Elias  conteste  derechamente  la  demanda.  Re- 
póngase el  sello. 

MantJíel  Zavaleta. 

Elias  apelóf  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 

Buenos  Aires,  Febrero  13  de  1869. 

Vistos:  y  considerando,  que  el  derecho  que  demanda  don 
Damián  Cuyas,  á  nombre  de  su  madre,  perteneció  orijin^ria* 
mente  á  don  José  Cuyas,  y  que  no  se  acompañan  los  com- 
probaiUes  de  que  baya  sido  trasmitido  á  la  que  se  dice  su 
viuda,  como.  lo  prescribe  espresamente  el  artículo  cuarto  de 
la  ley  de  procedimiealos,  para  que  se  dé  curso  i  la  demanda, 
se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  diez  y  "^eis  vuelta,  y  se 
declara  que  don  Francisco  Elias  no  está  obligado  á  contes- 
tar la  demanda ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Francisco  de  us  Garreras.^Salva- 
DOR  María  BEL  Garhiu— Francisco 
Delgado. — Joft¿  Barros  Pazos. 


64  FALLOS  DB  LA  SUPREMA  COETB 


CAUSA  SLTIl* 


Dan  [Guillermo  Cano  contra  Don  Carlos  Heinze^ 

sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de 

arrendamiento. 


Sumario.  —  En  un  contrato  de  arrendamiento,  faltando  el 
arrendatario  á  las  obligaciones  que  se  impuso,  el  arrendador 
tiene  derecho  á  exi|irle  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Caso.  —  En  24  de  Enero  de  1868,  Don  Francisco  Monas- 
terio por  Don  Guillermo  Cano,  argentino,  se  presentó  ante 
el  Juez  Nacional  de  Mendoza  esponiendo,  que  su  represen- 
tado habia  arrendado  á  Don  Carlos  Heinze,  estrangero,  un 
establecimiento  de  molinos  por  el  término  de  cuatro  años 
que  habia  vencido  el  dia  3  de  Enero  del  corriente. 

Que  desde  el  dia  del  vencimiento  habia  reconvenido  varías 
veces  al  arrendatario  por  la  entrega  del  establecimiento,  lo 
que  no  habia  podido  conseguir. 

Que  esta  conducta  de  Heinze  le  habia  ocasionado  perjuicios 
de  consideración,  principalmente  por  no  haber  podido  con- 
tratar depósitos  de  trigo,  pues  que  habiendo  pasado  ya  la 
estación,  los  sembradores  habían  contratado  con  otros  mo- 
lineros. 

Que  reservándose  para  después  la  acción  sobre  daños  y 
perjuicios,  pedia  se  ordenase  á  Heinze  la  entrega,  dentro  de 
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tercero  dia,  del  establecimiento  mencionado  y  se  le  conde- 
nara en  las  costas. 

Corrido  traslado,  Don  Pascual  Ruiz,  por  Don  Carlos  Heinze 
contestó :  qae  por  su  parte  babia  cumplido  todas  las  obli- 
gaciones qne  se  impuso  en  el  contrato ;  que  no  era  cierto 
que  hubiese  sido  requerido  á  la  entrega  del  establecimiento 
luego  de  vencido  el  término  ;  pues  que,  por  el  contrario, 
él  babia  solicitado  de  Cano  que  se  recibiese  del  estableció 
miento  viendo  que  iba  á  transcurrir  un  mes  después  de  ven- 
cido el  plazo ;  que  efectivamente  Cano  lo  recibió  el  dia  3  de 
£nero  á  su  satisfacción,  abonándole,  además,  el  valor  de 
algunas  herramientas  no  comprendidas  en  lo  que  debia  en- 
tregar; y  que  si  el  establecimiento  estaba  abandonado  sería 
por  capricho  del  propietario. 

El  Juez  ordenó  que  Cano  se  recibiese  de  los  molinos  bajo 
prolijo  inventario,  y  puso  la  causa  á  prueba  sobre  loa  pun- 
tos siguientes : 

1<^  Que  se  ha  reconvenido  á  Heinze  por  la  entrega  del  es- 
tablecimiento y  por  el  cumplimiento  de  las  demás  obligacio- 
nes del  contrato ;  2»,  El  detalle  y  justificación  de  los  daños 
y  perjuicios  ocasionados  por  la  falta  de  cumplimiento  de 
dichas  obligaciones;  3"",  que  Don  Guillermo  Cano  fué  opor- 
tunamente requerido  para  que  «e  recibiese  del  establecimiento, 
y  ¥,  que  la  entrega  se  hizo  efectivamente  el  dia  3  de  Enero. 

Con  la  prueba  producida  por  ambas  partes,  el  Juzgado 
pronunció   la  siguiente  sentencia. 


WwXñm  ém\  Jíues  Secetoiud. 


Mendoza,  Octubre  6  de  1868. 

Vistos :  Don  Guillermo  Cano  representado  por  D«  Francisco 
R.  Monasterio,  demanda  á  D.  Carlos  Heinze  para  que  le 
entregue  el   establecimiento  de  molinos  que   le  arrendó  su 
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representado,  y  cumpla  con  las  demás  obligaciones  que  se 
impuso  por  el  contrato  de  f.  2,  reservándose  deducir  su  ac- 
ción de  daños  ^  perjuicios  cuando  se  le  haya  hecho  la  en* 
Irega. 

Heinze,  por  medio  de  su  apoderado  D.  Pascual  Ruiz,  con» 
testa  que  ha  cumplido  fiel  y  relijiosamente  con  todas  y  cada 
una  de  las  obligaciones  que  el  contrato  le  imponía,  y  agrega 
que  su  representado  avisó  oportunamente  á  Cano  para  que  se 
recibiese  de  ¿I,  y  volvid  á  requerirlo,  cuando  ya  se  iba  á 
vencer  un  mes  después  de  terminado  el  contrato  ;  que  no  fué 
por  culpa  de  su  representado  que  Cano  no  se  recibió  de  su 
establecimiento  hasta  el  3  de  Enero  de  este  año,  como  efec- 
tivamente lo  hizo,  quedando  en  poder  del  Sr.  Cano,  y  su 
representado  libre  de  toda  responsabilidad,  desde  que  la  «n» 
trega  se  babia  hecho  con  arreglo  á  lo  estipulado,  en  el  con- 
trato, y  á  entera  satisfacción  del  propietario,  el  cual  abonó 
á  su  representado  el  valor  de  algunas  herramientas  no  com- 
prendidas entre  las  que  debia  entregar,  hecho  que  prueba  que 
esa  entrega  se  hizo  buena  y  pacíficamente  á  satisfacción  de 
ambos  contrayentes,  quedando  cumplidas  todas  las  obligacio- 
nes del  contrato. 

£1  Juzgado  decretó  que  Cano  se  recibiese  del  establecimien- 
to bajo  un  prolijo  y  detallado  inventario  que  debia  formarse 
con  asistencia  de  la  autoridad  judicial  del  lugar  y  dos  vecinos 
inteligentes;  con  citación  de  Heinze,  y  recibió  la  causa  á 
prueba ;  de  la  rendida  por  las  partes  resulta,  que  el  dia  3  de 
Enero  del  corriente  año,  dia  en  que  por  parte  del  demandado 
se  afirma  que  se  hizo  la  entrega  del  molino,  no  se  hizo  en 
realidad ;  que  en  ese  dia  estuvo  Heinze  moliendo  trigo  de  su 
propiedad,  y  que  al  dia  siguiente  ya  estaba  derrumbada  la 
azequia  del  molino. 

Y  considerando ;  1^,  que  aunque  el  demandado  lachsL*  los 
testigos  D.  Rejino  Moyano  y  D.  Eloi  Maldonado,  no  ha^ pro- 
bado la  tacha  puesta  al  primero ;  y  con  respecto  al  segundo 
se  nota  que  á  f.  36,  lo  ofrece  también  por  su  parte  como 
testigo  i  S'',  el  3  de  Man(0,  dia  en  que  dicho  testigo  declaró. 
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MU  no  era  subdelegado  de  Janin  D.  Guillermo  A.  Cano, 
como  lo  comprueba  la  notificación  de  f.  37  vuelta,  firmada  en 
la  oficina  el  día  cuatro,  y  las  notas  de  fojas  2&  y  23,  por  las 
lue  se  \é  que  aun  el  10  de  Marzo  funcionaba  como  sub- 
delegado Don  Benjamín  Reta,  y  que  por  consiguiente,  no 
habia  la  dependencia  que  se  le  atribuye ;  3^,  que  ningun^tes- 
tigo  ha  afirmado  que  le  constase  que  la  entrega  del  molino  se 
hiciera  el  dia  3  de  Enero,  como  se  sostiene  por  parte  del 
demandado,  habiendo  prueba  bastante  para  establecer  lo  con- 
trarío, pues  consta  que  dicho  dia  estuvo  Heinze  moliendo  trigo 
de  su  propiedad ;  4<',  que  de  estas  consideraciones  y  del  in- 
ventario, corriente  á  f.  20,  comparado  con  el  contrato  de  f.  2, 
resulta  que  el  demandado  no  ha  cumplido  con  todas  las 
obligaciones  que  por  dicho  contrato  se  impuso ;  y  5®,  que  aun 
cuando  se  ha  alegado,  no  se  ha  intentado  probar  que  el  de- 
mandado avisd*  oportunamente  á  Cano  que  fuera  á  recibirse 
de  su  molino;  fallo,  que  Don  Carlos  Heinze  ha  faltado  al 
contrato  celebrado  con  Don  Guillermo  Cano,  por  no  haber 
entregado  el  establecimiento  de  molino,  según  lo  estipulado 
en  él,  y  que  en  consecuencia  estando  ya  hecha  dicha  entrega, 
en  conformidad  á  lo  dispuesto  por  las  leyes  7*,  8^  y  18,  títu- 
los 8^  3*»,  14,  P.  5 ;  y  1»  tít.  !«,  lib.  10,  N.  R.,  debo  condenar 
y  condeno  al  susodicho  Heinze  á  pagar  el  último  dividendo 
del  precio  del  arrendamiento ;  á  hacer  dentro  del  término  de 
cinco  meses  lo  que  se  obligó  á  dejar  hecho  á  la  espiración 
del  contrato  de  f.  2,  y  que  aun  no  haya  efectuado,  y  á  in- 
demnizar á  D.  Guillermo  Cano  los  daños  y  perjuicios  que  se 
le  hayan  orijiuado  de  su  falta  de  cumplimiento,  debiendo 
tratarse  de  la  liquidación  de  estos  en  otro  juicio ;  las  costas 
serán  pagadas  por  el  demandado.   Repóngase  los  sellos. 

Franklin  ViUanaeva. 


Apelada  por  Heinze  esta  sentencia  y  concedidosele  el  recur« 
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80  en  relación,  la  Saprema  Corte,  la  confirmó  por  el   si- 
guiente : 


Viill»  €•  1a  Suprema  Corle. 


Buenos  Aires,  Febrero  16  de  1869. 

■ 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado, 
de  foja  cincuenta  y  nueve  vuelta,  con  costas;  y  satisfechas 
estas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor HarIa  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA  UVIIt. 


Contienda  de  competemúi  entre  el  Juzgado  Nacional  de  la 
Sección  de  Enlre-Rios  y  el  Juez  de  í*  Instancia 

de  Nogoyá. 


Sumario. — I''  Las  cuestioaes  de  competencia  pueden  pro- 
ponerse ocurriendo  al  juez  que  se  cree  competente  y  pidién- 
dole que  dirija  oficio  al  que  se  eslima  no  serlo,  para  que 
se  inhiba  y  remita  el  espediente. 

2»  En  los  pleitos  en  que  un  estranjero  es  demandado  por 
un  ciudadano  argentino,  la  competencia  de  la  jurisdicción  na- 
cional depende  de  la  contestación  á  la  demanda. 

S""  Negándose  el  estrangero  á  contestar  la  demanda  ante  el 
Juez  de  Sección^  la  resistencia  de  este  á  inhibirse  en  el  cono- 
cimiento de  la  causa  es  infundada. 


Caso. — Don  Pió  Godoy,  argentino,  entabló  contra  Don  Luis 
Bilbao,  español,  vecino  de  Nogoyá,  ante  el  Juzgado  Nacional 
de  Entre  Rios,  una  demanda  sobre  nulidad  y  rescisión  de  un 
contrato  de  compra-venta. 

El  Juez  de  Sección  confirió  traslado  de  la  demanda  y  diri» 
jió  un  exhorto  al  juez  de  i"^  Instancia  de  Nogoyá  emplazando 
á  Bilbao,  á  contestarla* 

El  juez  de  1^  Instancia  de  Nogoyá  á  instancia  de  Bilbao  se 
negó  á  cumplir  el  exhorto  y  entabló  contienda  de  competen- 
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cia,  pidiendo  al  juez  Nacional  le  remitiese  el  conocimiento 
de  la  causa,  fundándose  .\1^  en  que  no  se  habian  acompañado 
al  exhorto  los  recaudos  necesarios ;  2^,  en  que  siendo  el  de- 
mandado estrangero,  podia  renunciar  al  fuero  federal,  como 
lo  renunciaba  en  escrito  presentado  á  su  juzgado ;  y  3%  en 
que  se  habia  ventilado  la  cuestión  ante  los  Tribunales  de  la 
Provincia  que  habian  declarado  lejítimo  el  contrato  de  compra 
venta,  y  ordenado  su  cumplimiento. 


Fallo  del  J'uem  Aeeeloiial, 


Autos  y  vistos,  y  resultando  que  el  juzgado  de  la  ^  cir- 
cunscripción judicial  de  eMa  Provincia,  funda  la  competencia 
promovida,  en  los  hechos  de  no  haberse  adjuntado  al  exhorto 
ios  documentos  que  acrediten  la  respectiva  nacionalidad  del 
demandante  y  demandado,  y  de  estar  este  asunto  sentenciado 
por  las  autoridades  de  la  Provincia  y  pasado  en  autoridad  de 
cosa  juzgada,  agregando  la  consideración  de  que  el  fuero  Na- 
cional es  un  privilegio  acordado  al  estrangero,  cuyo  privilegio 
puede  renunciarse  por  el  agraciado  aun  cont/a  la  voluntad 
de  la  oontra-parte ;  que  tramitado  este  incidente  y  oídos  al 
interesado  y  al  ájente  fiscal  ad  hoc  Dr.  Malarin,  el  primero 
pide,  y  el  segundo  aconseja,  se  reitere  el  exhorto  de  fecha  13  de 
Noviembre  del  año  ppdo.  Y  considerando,  que  ordenando  termi- 
nantemente el  art.  2o  de  la  ley  de  Procedimientos  que  la  demanda 
vaya  acompañada  de  documentos  ó  informaciones  que  acrediten 
que  el  caso  entra  en  la  justicia  Nacional,  el  juez  exhortado  ba  de- 
bido comprender  que  estaba  llenado  este  requisito  desde  que  se 
habia  admitido  la  demanda  de  Godoy,  porque  de  It»  contrario  seria 
inferir  una  injuria  gratuita  á  este  juzgada  suponiéndolo  capaz  de 
proceder  contra  la  ley ;  que  la  falta  de  no  hfaber  acompañado 
esos  documentos  no  ha  podido  autorizar  jamás  al  juzgado  de  No- 
goyá^para  entablar  competencia,  porque  esa  falta  no  traería 
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responsabilidad  algana  sobre  el  joez  de  Provincia   que  man- 
daba cumplir  un  exliorto  de  citadon,  desde  que  no  es  á   ios 
majisirados  de  Provincia,  sino  á  los  de  la  Nación  á  quienes 
la  ley  impone  el  deber  de  eiijir  y  examinar   esos  recaudos ; 
que  si  esto  no   obstante,  el  juez  exhortado  creyó    necesario 
que  se  acompañasen  dichos  documentos,  ha  debido  pedirlos 
previamente  y  no  promover  desde  ya  la  competencia^  como 
es  de  práctica,  mucho  mas  desde  que  por  confesión  misma 
del   demandado   en  el   escrito   inserto    en  su  contestación, 
consta  que  en  este  asunto  son  partes  un  argentino  y  un  estran- 
gero ;  que  el  fuero  Nacional  no  se  ha  establecido  en  privile- 
gio privativo  del  esirangero  litigante^  ún&  también  en  honor 
de  la   Nación  y  en  beneficio  de  la  justicia  como  lo  ensena 
Story,  y  que  aunque  asi  no  fuese^  no  podria  renunciarse  por 
el   estrangero  demandado  sin    consentimiento  del  ciudadano 
demandante,  pon|ue  esto  vendría  á   constituir  dos  privilegios, 
en  su  favor,  mientras  que  la  ley  solo  le  ha  concedido  uno ; 
que    siendo  por  punto  general,   odioso   todo  privilegió,  ad- 
mitido   el    principio    sentado  por  el   juez   de  Nogoyá,   re- 
sultaría que  se  ampliaba  una  cosa  odiosa  contra  la  disposi- 
ción de  la  ley  y  contra  la  regla  favorabilia  suni  amplianda, 
odiosa  vero  restringenda ;  que  por  otra  parte,  cuando  al  con* 
cederse  un  beneficio  se   establecen    otros  derechos  y  obliga- 
ciones, no  puede  el  agraciado  renunciarlo  á  so  antojo  en  per- 
juicio de    los  derechos  ú  obligaciones  establecidas,  y  que  la 
ley  de  jurísdiccion  y  competencia  que  ratifica  el  fuero  Nacional 
creado  por  la  Constilucioo  en  el  caso  de  que  sean  partes  un 
ciudadano  y  un  estrangero,  atribuye  én  sus  artículos  2  y  12, 
á  los  jueces  de  Sección,  jurisdicción    privativa  en  esta  clase 
de  asuntos;  que  esta  jurisdicción,  siendo  cootpnciosa,  como  lo 
es  en  este  asunto,  no  puede  prorogarse  sin  el  consentimiento 
espontáneo  de  ambos   litigantes,  como  lo  sostienen  Zúñiga  y 
García  Goyena  fundándose  en  la  terminante  disposición  de  la  ley 
32,  tít.  2^  Par.  3»,  y  20  tít.  2%  Libro  4«,  R.  C. ;  que  no  puede 
promoverse  competencia,  porque  un  asunto  haya  sido  senten- 
ciado y  pasado    en  autoridad   de  cosa  juzgada,  desde  que  él 
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juez  que  lo  haya  sentenciado  no  tiene  jurisdicción  -para  avo*- 
carse  de  nuevo  su  conocimiento,  y  que  en  este  caso  cesa 
del  todo  el  p.eligro  que  existe  en  la  litis  pendencia  de  que 
puedan  pronunciarse  dos  sentencias  distintas  ó  contrarias  en 
un  mismo  asunto,  desde  que  cualquiera  que  sea  el  juez  á 
cuyo  conocimiento  se  sugete,  tendrá  que  respetar  lo  pasado 
en  autoridad  de  cosa  juzgada;  y  finalmente,  que  en  el  su- 
puesto afirmado  por  el  juez  requerido,  el  demandado  tendría 
el  derecho  de  deducir  la  excepción  de  cosa  juzgada  en  la  for- 
ma establecida  por  las  leyes,  6Ín  necesidad  de  la  intervención 
de  ningún  otro  tribunal,  que   aquel  que  conoce  del  asuuto. 

Por  lo  tanto,  y  aplicando  las  citadas  disposiciones,  fallo,  que 
debo  reiterar  y  en  efecto  ordeno  se  reitere  en  la  forma  de 
ley,  el  exhorto  de  fecha  13  de  Noviembre  del  año  ppdo.,  re- 
comendándose al  juez  requerido,  se  sirva  dar  cumplimiento 
lo  mas  pronto  posible.   Hágase  saber  y  Repóngase. 

Paraná,  Junio  25  de  1868. 

Echagüe. 

El  Juez  de  Nogoyá  sin  contestar  al  nuevo  exhorto,  pasó 
oficio  al  de  Sección  comunicándole  que  por  decreto  de  1^^ 
de  Octubre  de  1868,  babia  ordenado  se  elevaran  los  autos  al 
Superior  Tribunal  de  justicia  de  la  Provincia. 

El  juez  de  Sección  después  de  oido  al  fiscal  y  á  [Godoy, 
dictó  el  siguiente  auto. 


Auto  áéí  Jíues  de  Se^elon. 

Paraná,  Noviembre  13  de  1868. 

Autos  y  vistos :  y  considerando,  que  concluida  la  tramita- 
ción de  esta  competencia  suscitada  entre  un  juez  Nacional  y 
uno  de  Provincia,  debe  uno  y  otro  elevar  á  la  Suprema  Corte 
para  su  decisión  como  lo  establece  espresamente  el  art.'  52 
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ie  la  ley  sobre  procedimieDlos ,  que  el  juez  de  la  ^  cir- 
canscripcion  de  esta  Provincia  al  remitir  los  obrados  ante  su 
juzgado  en  este  asunto,  al  Superior  Tribunal  de  la  misma,  ha 
infringido  abiertamente  tan  terminante  disposición ;  que  el 
conocimiento  y  decisión  de  esta  clase  de  competencia  corres- 
ponde á  la  Suprema  Corte  de  justicia  según  el  art.  17  de  la 
ley  sobre  f  jurisdicción  y  competencia  >  y  que  cualquiera  dis- 
posición que  á  este  respecto  adopten  los  Superiores  Tribu- 
nales de  Provincia,  será  ilegal  y  nula  porque  no  tienen  para 
ello  jurisdicción^  y  finalmente^  que  este  principio  se  deduce 
clara  y  terminantemente  del  art.  100  de  la  Ipy  fundamental 
de  la  República,  por  el  que  se  atribuye  á  la  justicia  nacional  el 
conocimiento  y  decisión  de  todas  las  causas  regidas  por  la 
misma  constitución  ó  por  las  leyes  de  la  Nación,  las  que 
han  establecido  y  reglamentado  la  jurisdicción  de  los  jueces 
Seccionales. 

Por  lo  tanto,  y  aplicando  las  citadas  disposiciones  declaro, 
que  deben  elevarse,  y  en  efecto  ordeno  se  eleven  estos  autos 
á  la  Suprema  Corte  de  justicia  Nacional^  para  que  se  sirva 
resolver  sobre  esta  competencia,  y  adoptar  si  lo  creyese  con- 
veniente las  disposiciones  necesarias  para  hacer  entrar  en  el 
camino  demarcado  por  la  ley  al  referido  juez  á  quien  se  co- 
municará esta  resolución  por  medio  de  la  nota  correspon- 
diente. Hágase  saber. 

Echague, 

Remitidos  los  autos,  se  pasaron  en  vista  al  Sr.  Procurador 
General,  quien  dijo  que  la  competencia  no  se  habia  suscitado 
de  una  manera  regular^  porque  ni  se  habia  opuesto  la  escep- 
cion  de  incompetencia  ante  el  Juez  de  Sección,  ni  se  habia 
excitado  el  oficio  del  Juez  de  Nogoyá  por  una  demanda  ú 
otro  recurso  regular. 

Que  este  juez  habia  negado  al  de  Sección  la  competencia, 
procediendo  de  oficio^  pues  el  escrito  presentado  por  Bilbao 
no  era  un  recurso  regular. 

T.  VII  o 
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Que  lo  mas  lamentable  era  la  desconfianza  del  juez  de  No- 
goyá  elevando  la  cuestión  de  competencia  al  Superior  Tribu- 
nal de  la  Provincia,  cuando  la  ley  atribuye  á  la  Suprema 
Corte  la  facultad  de  dirimirla. 

Que  el  caso  entre  un  argentino  y  un  estranjero  es  de  fuero 
federal,  y  si  la  acción  deducida  por  Godoy  era  la  misma  que 
se  decia  juzgada  por  los  Tribunales  Provinciales,  daría  lugar 
á  la  escepcion  de  cosa  juzgada,  á  oponerse  ante  el  juez  de 
la  causa.  , 

Que  la  distribución  de  la  jurisdicción  judicial  no  era  un 
privilegio  estal^lecido  á  favor  de  los  individuos,  sino  por  ra- 
zones de  interés  público  que  las  partes  no  podían  trastornar 
por  st|  sola  voluntad  con  una  renuncia. 

Que  cuando  un  estrangero  es  emplazado  por  un  juez  de 
Sección^  ejercia  este  su  jurisdicción  evidente,  que  no  podia 
serle  desconocida  sin  violar  la  Constitución. 

Pidió  se  declarara  que  el  caso  correspondia  al  juzgado  de 
Sección. 


Fallo  de   la    Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  4  G  de  1869. 

Vistos:  y  considerando.  Primero^  que  por  el  espediente 
que  ha  remitido  á  la  Suprema  Corte  la  Excelentísima  Cámara 
de  Justicia  de  la  Provincia  de  Entre-Rios  consta^  que  la 
cuestión  de  competencia  ha  sido  propuesta  de  un  modo  legal; 
pues  el  apoderado  del  subdito  estranjero,  don  Luis  Bilbao, 
después  de  notificado  del  exhorto  dirijido  por  el  juez  de 
Sección  al  de  primera  instancia  de  Nogoyá^  ocurrió  á  este 
pidiéndole  que  la  entablase,  exijiendo  de  aquel,  á  cuya  juris- 
dicción rehusaba  someterse^  que  le  remitiese  lo  que  hubiese 
obrado  en  el  pleito  que  le  habia  promovido  don   Pío  Godoy, 
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sobre  la  rescisión  de  un  contrato^  de  compra-venta,  y  se 
inhibiera  de  su  conocimiento ;  proceder  que  antoriza  el  artí^ 
culo  cuarenta  y  cinco  de  la  ley  de  procedimientos,  .en  su  se^ 
gunda  cláusula ;  Segundo^  que  reparada  por  la  Excelentísima 
Cámara  de  Justicia  de  Entré-Riosla  falta  que  cometió  el  Juez 
de  primera  instancia  elevándole  el  espediente  que  debió  re- 
mitir á  la  Suprema  Corte,  la  cuestión  do  competencia  se 
baila  en  estado  de  resolución  ;  Tercero^  que  en  los  pleitos  en 
que  un  estranjero  es  demandado  por  un  ciudadano  de  la  Re- 
pública, la  competencia  de  la  jurisdicción  nacional  depende 
de  la  contestación  de  la  demanda,  como  en  varias  ocasiones 
lo  ha  declarado  la  Suprema  Corte  de  acuerdo  con  la  dispo- 
sición espresa  del  artículo  cuarto  de  la  ley  sobre  jurisdicción 
y  competencia  de  los  Tribunales  de  la  Nación ;  y  Cuarto^ 
que,  por  consiguiente^  después  de  la  negativa  del  demandado 
á  contestar  la  demanda  anie  el  juez  de  Sección,  la  resisten- 
cia de  este  á  inhibirse  es  infundada;  por  estas  consideracio- 
nes se  declara  que  el  conocimiento  del  pleito,  que  ha  dado 
ocasión  á  este  incidente,  compete  al  juez  de  primera  instan- 
cia de  la  segunda  circunspricion  de  la  Provincia  de  Entre-Rios, 
á  quien  se  remitirán  los  espedientes  obrados  en  ambos  juz- 
.gados,  'haciéndose  saber  por  secretaría  al  de  Sección  del 
Paraná  la  presenté  resolución,  previo  el  pago  de  costas  y  re- 
posición de  sellos. 

• 

Francisco  de  las  Carreras.  ^-  Sal- 
vador M,  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos. 
—  Benito  Carrasco. 
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CAUSA   JLWJL 


Contra  Don  Bernabé  Molina,  sobre  pago  de  una  multa. 


Sumario.  —  Los  desacatos  á  los  Tribunales  no  se  escusaa 
alegando  acaloramientos  producidos  por  el  desconocimiento 
de  lo  que  las  partes  creen  un  derecho. 


Caso.  —  (1)  Don  Juan  B.  Molina  fué  condenado  por  la  Su- 
prema Corte  á  pagar  cincuenta  pesos  fuertes  de  multa  ú  ocho 
dias  de  prisión,  por^  falta  de  respeto  al  Tribunal. 

Notificado  Molina  se  escusó  diciendo  que  habia  roto  la 
cédula  de  la  notificación  en  un  momento  de  acaloramiento, 
producido  porque  no  se  le  habia  reconocido  todo  lo  que  él 
creia  ser  su  derecho^  y  pidió  se  le  exonerase  de  la  multa 
que  se  le  habia  impuesto. 


Falto  de  la  Huprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  16  de  1869. 


No  pudiendo  admitirse  la  escusacioh  de  don  Juan  Bernabé 
Molina  para  exonerarse  de  la  pena  impuesta  por  la  Suprema 

(1)  Véase  las  causas  XIII  y  XIV  de  este  año. 
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Corte  en  reparo  del  desacato  cometido,  ¡atimesele  que  pa- 
gue la  mulla  en  el  acto  de  la  notificación,  y  no  verificán- 
dola condúzcasele  á  la  cárcel  de  Jos  deudores. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  del  Carril.— Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


CAUSA     :SLX. 


D.  Osear  Vázquez  contra  D.  Nicolás  Ftietites^  por  cobro  de  fletes. 


Sumario. — En  caso  de  avería  parcial  de  la  carga,  el  con- 
ductor debe  abonar  el  valor  en  que  se  estime  el  deterioro. 


Caso. — D.  Osear  Vasquez  tjropero,  demandó  á  D.  Nicolás 
Fuentes  por  el  pago  de  721  pesos  bolivianos  por  fletes  desde 
el  Rosario  á  Tucuman. 

Espuso  que  en  el  Rosario  habia  recibido  de  D.  Rudeciudo 
Jbaseta  para  entregar  á  D.  Nicolás  Fuentes  carga  para  tres 
carretas,  las  que,  habiéndose  enfermado  el  demaniante  en  el 
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camino»  fueron,  llevadas  por  sus  peones  en  compañía  de  una 
tropa  de  carros  pertenecientes  á  D.  Durval  Vázquez,  entre- 
gándose la  carga  en  buena  condición  al  Sr.  Fuentes. 

Que  éste  se  resistía  á  abonar  la  cuenta,  porque  Ibaceta  por 
error  puso  el  conocimiento  á  nombre  de  D.  Durval  Yasquez  y 
no  de  D.  Osear. 

Que  la  deuda  de  Fuentes  era  do  721  pesos  fuertes,  calcu- 
lando siete  arrobas  por  cada  bulto. 

Conferido  traslado,  Fuentes  contestó  que  no  había  pagado 
el  flete,  porque  el  tropero  no  se  habia  presentado  á  arreglar  la 
averia  que  Fuentes  reclamó  en  tiempo  de  D,  Balbin  Vasquez 
socio  de  D.  Durval,  de  quien  recibió  la  carga. 

Que  al  abrir  las  mercaderías.  Fuentes  hizo  reconocer  la 
averia  por  D.  Matias  Maciel  y  D.  Ángel  Pacheco,  y  que  estaba 
pronto  á  pagar  el  flete,  siempre  que  el  tropero  pagase  tas  ave- 
rías. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba. 

Fuentes  presentó  \^  una  pericia  firmada  por  D.  Matias  Ma- 
ciel, D.  Ángel  Pacheco  y  D.  Florencio  Yidela,  sobre  la  exis- 
tencia de  averia  interior  en  los  bultos  conducido:»  por  Vasquez. 

2^  Una  carta  citando  á  D.  Balbin  Vasquez  para  asistir  á  la 
abertura  de  los  bultos. 

3^  La  tasación  judicial  de  peritos  avaluando  las  averias  en  un 
25  p.  <>/o  de  desmérito. 

D.  Osear  Vasquez  manifestó  que  se  sometía  al  dictamen  de 
los  peritos. 

Fuentes  dijo  que  no  era  aceptable  la  tasación,  porque  no  se 
había  tasado  el  valor  do  los  efectos  en  estado  ordinario,  y  por- 
que las  mercaderías  habían  quedado  completamente  inútiles, 
por  lo  que  debía  Vasquez  abonarle  su  valor  .íntegro. 

Falto    ilel    Jíuee   Secetomil. 

Tucuman,  Octubre  5  de  1868. 

Vistos  estos  autos :  de  una  parte  D.  Osear  Vasquez  y  de  la 
otra  D.  Nicolás  Fuentes  demandando  el  l\  el  pago  de  fletes 
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por  mercaderías  conducidas  desde  la  ciudad  del  Rosario  hasta 
esta  plaza,  y  negándose  el  segundo  al  abono  del  flete  recla- 
mado^ en  razón  de  averias  sufridas  en  dichas  mercaderías  do 
ranie  el  viaje,  y  aun  demandando  á  su  vez  el  valor  total  do  aque- 
llas   contra  el    espresado    conductor  y    demandante,    y  te- 
niendo  en  consideración:    Primero  —  Que   aun  cuando    D. 
Osear  Yasquez^  afirmaba  en  su  demanda  de  f.  6  que  las  merca- 
derías que   hacen  el  asunta  de  la  presente  cuestión,  habian- 
Ikgado  enjulas  y  bien    acondicionadas,  ha  resultado  por  las 
pruebas  producidas  en  autos,  que  la  mencionada  carga  habia 
realmente  sufrido  averias,  como  se  observa  por  el  testimonio  de 
f.  22  de  tres  vecinos  que  las  presenciaron  y  fueron  reclamadas 
oportunamente,  así  como  por  las  deposiciones  juradas  de  los 
mismos  reconociendo  sus  firmas  que  corren  á  f.  15  y  16,  y 
á  mas  el  informe  de  f.  25  de  los  peritos  nombrados  por  las  par* 
tes,  y  que  sobre  el  asuato  en  cuestión  se  espidieron  en  debida 
iorma:  Segundo— Que  sin  embargo  de  haber  asegurado  Vasquez 
en  su  demanda  referida,  que  las  mercaderías  hablan  llegado 
sin  deterioro,  ha  venido  después  en  sus  alegatos  de  f.  26  y  28 
á  confesar  la  realidad  de  tales  averías,  asi  como  en  aceptar  y 
conformarse  con  las  pruebas  producidas  al  respecto   por   D. 
Nicolás  Fuentes  su  contraparte,  y  finalmente  en  la  valuación 
practicada  por  los  peritos  sobre  el  importe  de  aquel  deterioro: 
Tercero — Que  á  pesar  de  todos  estos  hechos  probados,  no  es 
atendible  la  pretensión  de  dicho  D.  Nicolás  Fuentes  manifes- 
tada en  su  escrito  de  f.  27,  al  objeto,  que  D.  Osear  Yasqnez  le 
abono  todo  el  valor  de  las  mercaderías,  particularmente  el  de 
la  yerba — 1^  porque  de    las  pruebas  presentadas   por  aquel, 
solo  resulta  que  en  los  efectos  conducidos  hubieron  averías, 
pero  no  que  estas  hubieran  sido  totales,  hasta  el  estremo  de 
quedar  viútíles  para  la  venta  y  consumo  en  los  objetos  propios 
de  su  uso^  circunslancia  indispensable^  que  para  ser  atendido 
dicho  reclamo  exije  testualmenle  el  artículo  173  del  C<Í4Ugo 
Mercantil:  2^  porque  muy  al  contrario,  según  aparece  de  la 
inspección  é  informe  de  los  peritos  que  corre  á  f.  25  vuelta  se 
deduce  claramente,  que  la  averia  no  es  tolal^  puesto  que  solo 
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la  araloan  en  on  25  ptn  cienio  eo  razón  de  so  desnérito:  j 
39  porque  en  estos  casos  solo  debe  abonarse  por  el  condnctor 
de  la  cirga  el  valor  en  qoe  se  estíme  el  deterioro  de  la  mer- 
cadería aTeriada,  segnn  las  terminantes  palabras  del  mismo 
Código  qoe  en  so  artícolo  ^%  dice  así: — c  Coando  el  efecto 
de  las  aTcrías  6  daños  sea  solo  disminocion  en  el  Talor  de  los 
efectos,  la  obligación  del  conductor  se  redoce  á  abonar  lo  qoe 
importa  el  menoscabo  á  juicio  de  peritos^  etc.  > 

Por  tales  íondamentos  y  de  mas  qoe  se  ba  tenido  en  vista  y 
consideración,  se  declara,  qoe  D.  Nicolás  Foentes,  debe  pagar 
á  D.  Osear  Vasqoez,  el  importe  del  Oete  estipolado  por  la 
coodnccion  de  las  mercaderías  qoe  bacen  el  asonto  de  la  pre- 
sente coestion,  y  qoe  asi  mismo  D.  Osear  Vasqoez  debe  abo- 
nar á  D.  Nicolás  Poentes,  el  deterioro  qoe  ba  esperimentado 
dicha  cai^  segon  «e  baila  probado  en  aotos,  debiendo  para 
este  abono  qoe  será  on  veinte  y  dnco  por  ciento^  según  el 
avalúo  de  los  peritos,  temarse  por  base,  el  precio  corriente 
por  mayor  qoe  bobiesen  tenido  esas  mismas  mercaderías  en 
esta  plaza  el  dia  en  qoe  foeron  entregadas;  bagase  saber  y  re- 
póngase el  sello. 

Aguslin  Jtislo  de  la  Vega. 

Concedido  el  recurso  de  esta  sentencia  á  petición  de  Fuentes, 
fué  aquella  confirmada  por  el 


WmU0  de  la  fluprema  f:;arte 


Buenos  Aires,  Febrero  18  de  1869. 

Vistos,  y  considerando:  Primero  que  los  peritos  que  recono- 
cieron los  efectos  trasportados  por  el  demandante,  fueron  nom- 
brados por  Don  Nicolás  Fuentes,  y  que  su  informe  es  la  única 
prueba  de  la  naturaleza  é  importancia  de  la  avería  que  sufrieron 
en  el  camino:  Segundo  que  esta  es  calificada  por  los  reconoce- 
dores  como  parcial,    y  siendo  así,  el   caso  debe  resolverse, 
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según  lo  ha  verificado  el  Juez  de  Sección,  aplicando  el  articulo 
ciento  setenta  y  dos  del  Código  de  Comercio,  y  no  el  ciento 
setenta  y  tres  como  lo^  pretende  el  apelante;  por  estos  y  por 
sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto,  apelado  de 
fojas  doscientos  veinte  y  nueve,  y  satisfechas  aquellas,  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salva- 
dor María  del  Carril.  —  Francis- 
co Delgado. — José  Barros  Pazos. 
—Benito  Carrasco. 


-  -  -  -¿  --^-^^-^ 


CAUSA  :SLyLE. 


El  Fisco  Nacional  contra  Oríiz,  Ratns  y  C^,  sobre  cobro 

de  paga  indebida. 


Sumario.  —  I**  No  existe  paga  indebida  en  un  préstamo  en 
el  cual  los  prestamistas  entregaron  y  los  prestatarios  devol- 
vieron la  cantidad  y  calidad  de  dinero  convenido  en  el  contrato, 
aunque  la  cantidad  y  calidad  del  dinero  devuelto  sea  superior 
á  la  del  entregado. 
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2«  Mucho  mas  cuando  bo  eatá  plenamenle  probado  que  la 
calidad  del  dinero  entregado  fiíere  diferenle  de  la  del  devuelto. 

3^  En-  caso  de  ambigüedad  los  hechos  subsiguientes  al  con- 
trato son  la  mejor  esplicacion  de  la  intención  de  las  partes 
al  tiempo  de  celebrarlo. 

4^  Las  condiciones  onerosas  de  un  contrato  de  préstamo  no 
justifican  la  acción  de  paga  indebida. 


Caso.  —  En  30  de  Mayo  de  1861,  el  Ministro  de  Hacienda 
del  Gobierno  de  la  Confederación  Argentina  en  el  Paraná,  D. 
Vicente  del  Castillo,  celebró 'con  Ortiz,  Rams  y  C%  un  contrato 
de  empréstito,  para  atender  los  gastos  de  la  espedicion  del 
Dr.  Derqui  á  Córdoba,  y  otros  urgentes  que  tenia  que  ¿acer 
el  Gobierno. 

Los  prestamistas  se  obligaron  á  entregar  la  cantidad  real 
de  400,000  pesos,  con  la  primado  25porVo  y  el  interés  de 
1  Vi  P-%  mensual. 

Las  entregas  debian  hacerse  de  este  modo : 

En  1®  de  Junio  de  1861,  15,000  pesos  en  metálico, 
10,000  pesos  en  una  letra  á  15  dias  vista,  y 

25,000  en  libramientos 0  50,000 

Eli  30  de  Julio  de  1861 c  50,000 

€    31  de  Agosto        c «  40,000 

€   30  de  Setiembre    «       «  34,000 

«    31  de  Octubre      «      • c  34,000 

«   30  de  Noviembre  «       «  34,000 

«    31   de  Diciembre   «       í  34,000 

«   31  de  Enero  de  1862 «  34,000 

«    29  de  Febrero       «       «  34,000 

«  31  de  Marzo  «       ' .  .  c  34,000 

«   30  de  Abril  < f  22,000 

g  400,000 
Los  prestamistas  se  obligaron  también  á  aceptar  los  giros 
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del  Gobierno,  que  coa  anticipación  á  las  fechas  estipuladas 
hiciera  por  cuenta  del  empréstito. 

La  especie  de  dinero  en  que  debía  efectuarse  el  empréstito 
se.  conirino  en  que  fuera  c  plata  corriente  en  el  comercio  >. 

La  garantía  que  para  la  devolución  dio  el  Gobierno,  fueron 
las  rentas  de  varias  aduanas. 

Los  prestamistas  cumplieron  con  las  entregas,  y  cubrieron 
giros  anticipados. 

El  Gobierno  les  dio  letras  de  aduana  en  parte  de  lo  que 
hablan  entregado. 

Caido  el  Gobierno  del  Paraná^  los  prestamistas  quedaron 
acreedores  por  una  gran  parte  del  dinero  prestado,  y  presen- 
taron á  la  Comisión  clasificadora  de  la  deuda  nacional  un 
reclamo  por  309,096  $  67  es. 

La  Comiáion  clasificadora  reconoció  como  de  legítimo  abo- 
no la  suma  do  307,045  g,  aconsejando  la  consolidación  de 
la  deuda  con  fondos  públicos. 

El  Gobierno  Nacional  con  decreto  de  20  de  Julio  de  ISBi 
reconoció  el  crédito.  Hecho  el  reconocimiento  la  Contaduría 
observó  que  los  400,000  ^  entregados  lo  fueron  en  plata  boli- 
viana,' y  que  el  Gobierno  habla  devuelto  500,000  8,  parte  en 
plata  y  parte  en  fondos  públicos  con  dinero  de  17  en  onza, 
lo  que  constituía  un  premio  de  25  p.  V»  que  los  prestamistas 
debían  devolver. 

Los  prestamistas  negaron  haber  entregado  plata  boliviana, 
diciendo  que  algunas  partidas,  que  por  las  cuentas  del  Go- 
bierno aparecían  entregadas  en  boliviano,  (mn  en  cambio  del 
cobre  que  tenían  á  disposición  del  Gobierno,  y  que  este  les 
encargaba  cambiar  en  moneda  boliviana;  pero  que  todas  las 
entregas  fueron  hechas  en  plata  nacional. 

El  Procurador  del  tesoro  se  adhirió  á  la  opinión  de  la 
Contaduría,  y  pidió  que  se  liquidase  la  diferencia  de  moneda, 
para  cobrar  su  importe  á  los  prestamistas. 

La  Contaduría  hizo  la  liquidación,  durante  la  que  se  hi- 
cieron observaciones  por  una  y  otra  parte,  y  se  agregó  una 
carta  del  ex-Ministro  Castillo  diciendo  ^que  la  moneda  corriente 
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en  el  comercio  con  que  se  había  hecho  el  empréstito  era 
para  el  Gobierno  la  moneda  legal  de  17  pesos  en  onza. 

Se  agregó  también  un  informe  del  ex-Hinistro  Holinas,  co- 
misionado  del  Gobierno  Nacional  en  el  Rosario  en  1861,  di- 
ciendo que  el  dinero  que  se  le  entregó  en  el  Rosario  á  con- 
secuencia del  empréstito,  fué  en  moneda  boliviana  que  era 
la  corriente  en  el  comercio ;  y  que  las  entregas  que  se  hicie- 
ron en  oro  lo  fueron  á  razón  de  22  y  22  Vs  pesos  bolivianos 
por  onza. 

Finalmente  se  agregó  una  declaración  de  los  Sres.  Aldao  y 
Cullen  diciendo  que  recibieron  del  Ministro  Molinas  en  el 
Rosario  varias  letras  á  cargo  de  los  prestamistas,  que  repre- 
sentaban moneda  nacional ;  y  que  todos  los  tenedores  de  igua- 
les  giros  en  el  Rosario  fueron  pagos  por  los  prestamistas  en 
fondos  públicos  con  un  quebrante  de  33  p.  Vo« 

El  P.  E.  con  decreto  de  13  de  Setiembre  de  1866,  ordenó 
que  Ortiz,  Rams  y  C^,  devolviesen  106^352  i^  moneda  nacional 
en  fondos  públicos. 

Habiéndose  negado  á  ello  los  prestamistas,  el  Procurador 
fiscal  de  la  Sección  de  Rueños  Aires  los  demandó  ante  el 
Juzgado  Nacional,  pidiendo  fueran  condenados  á  la  devolución 
de  dicha  suma. 

Ortiz  Rams  y  C^  contestaron  que  el  empréstito  fué  hecho  en 
moneda  nacional,  y  ellos  entregaron  esta  moneda,  no  siendo 
responsables  de  los  errores  que  podian  haber  cometido  las 
oficinas  nacionales^  en  los  asientos  de  las  partidas^  anotando 
algunas  como  entregas  de  moneda  boliviana. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  ordenándose  que  el  demandante 
probase  las  partidas  que  se  decian  entregadas  en  boliviano,  ó 
en  oro  por  su  valor  corriente  en  boliviano ;  y  los  demanda- 
dos, que  las  entregas  de  todas  las  sumas  parciales  para  el  pago 
del  empréstito  lo  fueron  en  moneda  legal  ó  corriente  en  el 
comercio  por  su  valor  relativo  al  tipo  de  17  ^  plata  por  onza. 

El  demandante  no  produjo  prueba  alguna,  y  los  demanda- 
dos produjeron  las  que  se  apreciaron  en  él. 
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FaIIo    éiel  Jues    Seccional. 


Buenos  Aires,  Noviembre  4  de  1868. 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  el  Procurador  fiscal  y  los 
Sres.  Ortiz,  Rams  y  Cf,  resulta :  que  el  Procurador  fiscal 
adjuntando  los  antecedentes  que  corren  de  foja....  demanda  á 
Ortíz,  Rams  y  C*,  prestamistas  del  Gobierno  de  la  Confedera- 
ción, la  devolución  de  106,352  pesos  en  fondos  públicos  y 
los  intereses  de  estos^  que  dijo  habérseles  entregado  de  mas 
al  pagárseles  cantidad  de  pesos,  de  que  eran  acreedores  por 
empréstito  hecho  á  aquel  Gobierno,  cantidad  á  que  asciende 
la  diferencia  que,  sobre  la  de  510,682  pesos  56  centavos,  hay 
entre  la  moneda  boliviana  en  que  se  hizo  este  y  la  moneda 
de  17  pesos  en  onza  de  oro  en  que  se  ha  pagado  á  ios  pres- 
limistas,  aduciendo  los  siguientes  fundamentos. 

ío  Que  la  deuda  debe  pagarse  en  la  misma  moneda  en  que 
se  hicieron  las  entregas  por  cuenta  del  empréstito. 

2o  Que  este  fué  contratado  en  moneda  boliviana,  como  lo 
prueban  las  palabras  pesos  plata  corriente  en  el  comercio^  que 
solo  pueden  aplicarse  á  aquella  moneda,  única  corriente  cu 
el  comercio  en  la  época  del  contrato,  y  ser  esta  la  única  en 
que  fué  cubierto  el  empréstito,  como  lo  demuestra  el  hecho 
de  haberse  entregado  varias  cantidades  en  dicha  moneda, 
según  lo  hace  saber  la  Contaduría  en  su  informe  de  f. 

S''  Que  á  los  prestamistas  se  ha  pagado  en  moneda  de  17 
pesos  en  onza  de  oro,  de  valor  superior  á  la  boliviana^  impor- 
tando la  diferencia  entre  una  y  otra,  sobre  510,682  $  56  es.  á 
que  ascendió  el  empréstito  con  premio  ¿  intereses,  la  cantidad 
de  106^352  $  que  reclama. 

Los  demandados  niegan  los  hechos  en  que  se  apoya  la  de- 
manda, sosteniendo  que  el  empréstito  fué  contratado  en  mo- 
neda nacional  como  todos  los  contratos  de  aquel  Gobierno 
(el  de  la  Confederación),  y  que  en  la  misma  moneda  fueron 


i_  _ 
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hechas  las  enlregas,  sin  que  paeda  alegarse  en  contrario  e) 
hecho  de  haberse  entregado  algunas  pequeñas  cantidades  en 
moneda  boliviana,  por  ser  operaciones  practicadas  á  solicitud 
del  mismo  Gobierno,  y  con  perjuicio  de  los  prestamistas,  que 
pudiendo  cubrir  el  empréstito  en  moneda  nacional  de  cobre, 
tuvieron  que  cambiar  esta  por  boliviano  que  valia  mas  que  aquel, 
y  concluyen  pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda. 

Recibida  la  causa  á  prueba  al  objeto  de  que  los  demanda- 
dos acreditaran  que  las  entregas  de  todas  las  sumas  parciales 
para  el  pago  total  del  empréstito  se  hicieron  en  moneda  de  17 
pesos  en  onza  de  oro  y  al  de  que  el  demandante  acreditase 
que  todas  y  cada  una  de  las  partidas  hablan  sido  entregadas 
en  moneda  boliviana,  sin  ser  reducidas  al  tipo  de  aquella,  los 
demandados  han  producido  la  testimonial  que  corre  de  fojas 
74  á  la  186  inclusive,  presentando  además  como  parte  de  prue- 
ba los  espedientes  H  núm:  404  y  G  núm,  214  y  Vt  que  solici- 
taron fueran  agregados,  sin  que  el  demandante  haya  adelantado 
los  antecedentes  en  que  apoyó  la  demanda,  y  que  consisten 
en  las  investigaciones  practicadas  por  la  Contaduría  y  que  . 
corren  de  foja  1^  á  60. 

De  dichas  pruebas  resulla: 

lo  Que  el  contrato  de  empréstito  era  por  400,000^  m/c. 
en  el  comercio,  á  entregar  en  diversas  épocas,  parte  en  li- 
bramientos  de  Gobierno  de  la  Confederación,  y  el  resto  en 
metálico  comprometiéndose  á  aceptar  los  giro^  que  sobre  él 
hiciere  el  prestatario,  comprometiéndose  este  á  abonarles  qui- 
nientos mil  pesos,  y  los  intereses  en  letras  de  aduana,  art.  1^, 
2«  y  3»  del  contrato  de  f.  1«. 

Que  tanto  los  libramientos  que  debian  entregar  Ortiz,  Rams 
y  C^  por  cuenta  del  empréstito,  como  las  letras  de  aduana 
que  debia  el  Gobierno  entregarles  en  pago  eran  en  moneda 
nacional  de  17  pesos  por  onzas  de  oro,  lo  cual  resulta  del 
informe  de  la  Contaduría  Nacional  corriente  á  fojas  225  vuelta 
y  226. 

Que  Ortiz,  Raras  y  C^  entregaron  erecli^amenle  los  25,000 
pesos  en   libramientos  espresados  en  el  contrato,   aceptaron 
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letras  del  Gobierno  por  la  caDtidad  273,930  pesos  32  centavos, 
y  entregaron  varias  cantidades  en  bolivianos  por  valor  de 
27,li4  pesos  cinco  centavos  fuertes,  como  lo  demuestra  la  Con- 
taduría en  el  espediente  letra  B  No  99. 

Que  las  entregas  en  bolivianos  se  hicieron  según  las  decla- 
raciones del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  D.  Vicente  del  Castillo, 
y  del  Sub-Secretario  del  mismo  departamento  D.  Teófilo  Garcia 
(f.  117  á  220  y  97  y  98)  en  virtud  del  pedido  del  mismo  Go- 
bierno y  en  reemplazo  de  la  moneda  nacional  de  cobre  que 
tenia  obligación  de  recibir,  por  tener  este  menor  valor  en  plaza. 

Y  finalmente  que  Ortiz,  Rams  y  C^  fueron  pagados  en  mo- 
neda nacional,  sin  que  se  les  hiciera  el  menor  descuento  por 
diferencia  de  moneda,  y  que  sus  créditos  fuesen  reconocidos 
por  el  Gobierno  actual  en  la. propia  forma. 

Y  considerando --1  o  Que  la  prueba  de  que  se  pagó  indebi- 
damente á  Ortiz,  Rams  y  C^  la  cantidad  que  reclama  el  Procu- 
rador Fiscal^  corresponde  á  este  funcionario  con  «arreglo  á  la 
ley  29,  titulo  ii,  partida  5». 

2^  Que  dicha  prueba  no  puede  obtenerse  sino  acreditando, 
ó  que  Ortiz,  Rams  y  C^  entregaron  en  otra  moneda  que  en  la 
que  se  obligaron,  ó  que  se  les  ha  pagado  indebidamente  ón 
moneda  nacional  del  tipo  de  17  pesos  por  onza  de  oro,  por 
cuanto  si  entregaron  en  la  moneda  en  qiie  contrataron,  y  si 
se  les  pagó  en  la  que  el  Gobierno  se  comprometió  á  hacerlo, 
seria  indudable  que  el  contrato  habia  sido  fielmente  cumplido 
por  ambas  partes,  y  por  consecuencia  que  no  ha  habido  exceso 
en  el  pago. 

S""  Que  ni  el  Procurador  fiscal  ni  la  Contaduría  sostienen 
que  los  demandados  no  hubiesen  entregado  las  cantidades 
del  empréstito  en  la  moneda  en  que  se  obligaron,  sino  al  con- 
trario^ partiendo  de  que  han  pagado  en  la  moneda  en  que  se 
obligaron,  alegan  que  se  les  ha  pagado  el  empréstito  con  un 
exceso. 

40  Que  cualquiera  que  sea  la  moneda  en  que  los  demanda- 
dos debieron  entregar  el  empréstito,  del  art.  3^,  del  emprés- 
tito se  deduce  que  á'  ellos  debian    abonárseles   la  cantidad 

Si 
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monto  de  aquel  premio  é  interés,  en  letras,  de  aduana  por 
igual  suma,  como  lo  demuestra  el  hecho  de  haberse  obligado 
el  Gobierno  á  entregarles  en  pago  500«000  pesos  y  sus  intere- 
ses en  letras  de  aduana  esto  es,  en  moneda  de  diez  y  siete  en 
onza  en  que  se  otorgaban  las  letras,  pues  no  es  de  presumir 
que  no  se  estipulara  el  cambio  á  que  el  boliviano  seria  redu- 
cido á  pesos  íl,  8i  tal  reducción  debía  hacerse;  y  esta  de- 
ducción está^  por  otra  parte  conforme  con  los  hechos  subsi- 
guientes al  contrato,  hechos  que,  en  caso  de  ambigüedad  li 
oscuridad  en  las  cláusulas  de  las  convenciones,  son  la  mejor 
explicación  de  la  intención  de  las  partes  al  tiempo  de  cele- 
brarlas, de  acuerdo  con  el  inciso  4'',  artículo  29  del  Código 
de  Comercio* 

5o  Que  aunque  de  esta  interpretación  resultaría  que  los  sus- 
critores  del  empréstito  obtenian  un  beneflcio  considerable  por 
la  diferencia  en  moneda^  si  es  qiie  realmente  no  estaban 
obligados  sin<5  á  entregar  en  boliviano,  este  beneficio  nada 
arguye  contra  aquella  interpretación  pues  los  Gobiernos 
contraen  empréstitos  á  las  condiciones  que  les  crean  su  propio 
crédito,  la  falta  de  capitales  y  de  seguridad  del  reembolso^ 
y  las  necesidades  mas  ó  menos  apremiantes  en  que  se  en^ 
cuentran,  y  este  caso  no  seria  el  único  en  el  Gobierno  de  la 
Confederación,  pues  según  la  Contaduría  en  su  informe  que 
corre  en  el  espediente  letra  B  núm.  90  en  igual  condición  se 
encontraban  otros  préstamos  contraidos  por  aquel  Gobierno  y 
entre  ellos  el  de  Peñalosa  y  Carbonel  que  hablan  entregado 
en  boliviano  y  se  les  pagaba  en  moneda  nacional^  y  á  mas  un. 
veinte  y  cinco  por  ciento  de  premio,  y  no  es  de  presumir  que 
varias  veces  se  repitiera  el  error  de  pagar  en  una  moneda  su- 
perior á  la  determinada  por  el  contrato, 

6o  Que  por  otra  parte,  solo  está  probada  la  entrega  en 
boliviano  de  la  cantidad  de  27 4i^  pesos  cinco  centavos^  sin 
que  pueda  admitirse  como  prueba  de  que  el  -resto  debia  ser 
en  la  misma  moneda,  por  d  que  no  se  suman  cantidades  hete- 
reogéneas^  por  las  siguientes  razones:  1°  Porque  esas  canti- 
dades han  podido  ser  entregadas  en  moneda  boliviana   á  pe- 
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dido  del  Gobierno  en  reemplazo  de  la  moneda  nacional  dé 
cobre,  como  lo  declara  el  ex-Minislro  y  el  ex-sub-Secretario 
del  Deparlamento  de  Hacienda^  citadis  anteriormente;  2% 
porque  el  hecho  de  espresarse  en  los  asuntos  dé  la  Tesorería 
que  dichas  entregas  eran  en  pesos  bolivianos,  sin  hacer  igual 
declaración  respecto  de  las  demás,  hace  presumir  que  estas 
debian  ser  en  moneda  diferente  de  aquellas,  esto  es,  en  nacio- 
nal que  era  en  la  que  se  llevaba  la  contabilidad  pública  y 
en  que  se  trataban  los  créditos  y  se  decretaban  los  pagos;  3% 
porque  el  mismo  contrato  de  f.  1^,  nos  suministraría  según  la 
contaduría  la  prueba  de  que  si  por  regla  general  no  pueden 
sumarse  cantidades  hetereogéneas,  se  suman  sin  embargo 
cuando  por  la  convención  ó  por  la  ley  son  consideradas  de 
igual  valor,  pues  que  la  Contaduría  sostiene  que  el  empréstito 
fué  contratado  en  boliviano,  *en  cuyo  caso  las  sumas  en 
esta  moneda  estarían  agregadas  á  otras  parciales,  Como  los 
25,000  pesos  en  libramientos  en  moneda  nacional,  sin  que 
la  suma  total  sea  otra  que  la  que  serian  si  fuesen  de  igual 
moneda  de  aquella,  á  lo  que  se  agrega  que  recibiendo  como 
recibía  el  Gobierno  la  moneda  de  cobre  al  tipo  de  17  pesos 
la  onza  de  oro,  debian  sumarse  cantidades  de  oro  y  en. 
cobre,  á  pesar  de  que  este  tenia  menos  valor  en  plaza  que 
el  boliviano  mismo;  4"",  finalmente,  porque  los  individuos  á 
cuyo  favor  se  jiraron  letras  por  valor  de  263,930  pesos  afir- 
man que  eran  en  moneda  nacional  (declaraciones  de  fojas 
99,  100,  165  á  166,  199  y  205);  siendo  de  notar  que  la 
Contaduría  carga  el  valor  de  dichas  letras  en  las  cuentas  de 
Bilbao^  Freyre  y  Aldao,  y  Oroño,  como  si  fueran  en  moneda 
nacional  según  se  vé  en  el  espediente  niinu  99  letra  B. 

Que  tampoco  es  una  prueba  de  que  todas  las  entregas  se 
hicieron  en  boliviano,  la  carta  del  ex-Ministro  Dr.  Molina, 
no  solo  por  ser  un  solo  testigo,  sino  porque  no  ha  sido  exa- 
minado con  las  formalidades  legales,  á  lo  que  se  agrega  que  su 
testimonio  está  contradicho  por  el  de  su  secretario  D.  Manuel 
Martínez  Fontes  en  su  declaración  de  (.  113  vuelta,  y  por  el 
de  los  tenedores  de  las  letras  de  que  se  ha  hecho  antes  re- 

T.  vil.  7. 
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ferencia,  siendo  de  notar  además  que  ni  en  la  cuenta  de  in- 
versión de  los  gastos  de  su  comisión  en  el  Rosario,  ni  en  la 
nota  de  remisión  se  egresa  que  las  entregas  fueron  en  moneda 
diferente  de  la  Nacional. 

Que  aun  admitiendo  que  todas  las*  cantidades  que  entregaron 
Ortiz^  Rams  y  C^,  como  suscriiores  del  empréstito  fueron  en 
moneda  boliviana,  no  estaría  debidamente  justificada  la  acción 
de  pago  indebido,  deducida  por  el  Procurador  fiscal  porque 
como  se  ha  demostrado  mas  antes,  del  contrato  se  deduce  que 
el  Gobierno  debia  entregar  en  moneda  nacional  igual  suma 
á  la  que  importaba  el  empréstito  con  el  premio  convenido,  y 
los  hechos  posteriores  de  haberse  pagado  en  diferente  monada 
de  la  que  se  recibió^  revelarían  que  tal  fué  la  mente  de  los 
^contratantes. 

Que  aunque  es  verdad  que  en  dicho  caso  el  contrato  se 
habría  celebrado  con  condiciones  onerosas  para  el  Gobierno, 
estas  no  justificarían  la  acción  de  pago  indebido. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  á  Ortiz,  Rams  y 
C^  de  la  demanda  que  contra  ellos  ha  deducido  el  Procura- 
dor fiscal.   Repónganse  los  sel  tos. 

Manuel  Zavaleta. 

Apelada  por  el  Procurador  fiscal,  esta  sentencia  fué  con- 
firmada por  el  siguiente 


Fallo  ele  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1869. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  ape* 
lada  de  foja  doscientos  y  once,   y  satisfechas  las    costas    y 
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repuestos   los  sellos,   devuélvanse,   debiendo   remitirse   á  la 
Contaduría  General/ios  espedientes  que  corren  agregados. 

Francisco  de  las  Caureras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.—José  Barros  Pazos.  — Benito 
Carrasco. 


m^ 


CAUSA    1L%.U. 


Don  Pedro  Duché  contra  el  Cónsul  Francés  D.  Julio  Doazan^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. —  lo  Los  Jueces  de  Sección  son  competentes  para 
conocer  de  las  causas  que  versan  sobre  negocios  particulares 
de  los  Cónsules. 

2^  La  ley  nacional  de   16  de  Octubre  de  1862  ha  sido  re- 
formada por  la  de  14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdic-    « 
cion  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales. 


Caso.  —  Don  Pedro  Galleteau  por  D.  Pedro  Duché,  deman- 
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dó  ante  el  Juez  de  la  Sección  de  Buenos  Aires,  &  Don  Julio 
Doazan,  Cónsul  de  Francia,  el  pago  de  una  cuenta  de  la  socie- 
dad «Orpheon  Fran^aisi»,  de  que  el  Cónsul  era  presidente. 


FaUo  élel  Jiies  ele  Sección. 


Buenos  Aires,  Enero  29  de  1869. 

Con  arreglo  al  art.  7^  de  la  ley  de  16  de  Octubre  de  1862, 
'Ocurra  esta  parte  donde  corresponda. 

Ugarriza. 

Galleteau  pidió  revocatoria  ó  apelación  en  subsidio  para  ante 
la  Suprema  Corte,  diciendo :  que  aunque  es  cierto  que  por 
el  art.  1^  de  la  ley  de  16  de  Octubre  de  1862,  la  Suprema 
Corte  conoce  orijinariamente  de  las  causas  concernientes  á 
Cónsules  estrangeros,  ó  en  los  que  alguna  provincia  fuese 
parte,  [ele*;  en  esta  demanda  se  trata  de  una  acción  privada 
de  un  particular  contra  un  Cónsul  estrangero,  siendo  á  este 
caso  donde  verdaderamente  debe  aplicarse  el  inciso  3o  del 
art.  S""  de  la  ley  de  Setiembre  de  1863. 

Concedida  que  fué  la  apelación  en  relación,  la  Suprema 
Corte,  revocó  el  auto  apelado  por  el  siguiente : 


FaUo  ele  te'SupreniA  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1869. 

Y  vistos,  considerando:  Primero^  que  según  el  artículo 
segundo,  inciso  tercero,  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  tribunales  de  la  Nación,  los  jueces  de  Sección 
conocen  de  las  causas  que  versan  sobre  negocios  particulares 
de  los  Cónsules ;  Segundo^  que  de  esta  naturaleza  es  la  deuda 
que  se  demanda  al  Cónsul    de  Francia  don    Julio  Doazan ; 
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Tercero,  que  la  ley  que  cita  el  Juez  de  Sección  ha  sido  refor^ 
mada  por  la  antes  mencionada  de  catorce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres ;  por  estos  fundamentos,  se  re- 
voca el  auto  apelado  de  foja  ocho,  y  satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse  al  juez  a  quo  para  que^ 
reasumiendo  su  jurisdicción,  conozca  de  la  demanda^  y  resuelva 
oportunamente  lo  que  corresponda  por  derecho. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 


CAUSA  SÍ^ÜLIII. 


El  Dr.  Don  José  FraítcUco  López  contra  el  Gobierno  de  Sania-' 
Fé^  por  cobro  de  pesos.    Recurso  de  revisión^ 


Sumario. — 1^  £1  recurso  de  revisión  solo  puede  admitirse 
en  los  casos  determinados  en  el  título  XXIII  de  la  ley  de 
Procedimientos. 

^^  No  están  comprendidos  en  ese  titulo  los  documentos  de 
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fecha  anterior  que  ae  han  dado  al  público  impresos  ni  los 
incondacentes  á  !a  cuestión. 


Caso* — Rechazada  por  la  Suprema  Corte  la  demanda  enta- 
blada contra  el  Gobierno  de  Santa-Fé,  por  el  Dr.  Don  José 
Francisco  López  por  cobro  de  pesos  ('),  este  entabló  e}  re- 
curso de  revisión  fundado  en  los  documentos  que  acompañó 
y  que  fueron:  1^  Un  ejemplar  del  presupuesto  de  aquella 
Provincia  para  el  ano  de  1867,  que  contiene  un  inciso  para 
procuraciones  fuera  de  esa  Provincia,  con  una  suma  de 
3,000  $  en  gastos  de  abogados  y  costas  judiciales.  2»  Una 
<irden  de  la  Contaduría  de  Santa-Fé,  fecha  Marzo  14  de  1868^ 
para  que  se  pagase  á  D.  Alejandro  Bernheim  la  suma  de  420  ^ 
36  es.  por  valor  de  ejemplares  referentes  al  Matrimonio 
Civil.  3^^  Un  folleto^  publicado  por  la  imprenta  de  Bernheim 
en  1868,  conteniendo  varios  escritos  en  defensa  del  Matri- 
monio Civil,  y  4^  Una  carta  del  Sr.  Gobernador  Oroño  al  Dr. 
López,  fecha  1«  de  Diciembre  de  1867  en  que  dice  remitir- 
le un  ejemplar  del  folleto  c Defensa  del  Gobierno»  y  lo  au- 
toriza para  hacer   algunas  correcciones. 

Dice  que  habiendo  resuelto  la  Suprema  Corte  en  mérito 
de  los  documentos  presentados  por  el  Abogado  de  la  Pro- 
vincia, que  no  existia  antecedente  alguno  de  que  el  Gobier- 
no hubiese  podido  conslitucionalmente  encargarle  la  defensa 
del  Matrimonio  Civil,  presentaba  estos  documentos  para  com- 
probar ese  hecho. 

Pidió  que  admitiéndose  el  recurso  de  revisión,  se  fallara 
como  lo  pidió  en  la   demanda. 

Corrido  traslado,  el  Dr.  Huergo  contestó  que  el  recurso 
de  revisión  solo  puede  entablarse  en  los  casos  espresamente 
determinados  en  el  art.  241  de  la  ley  de  procedimientos, 
entre  los  que  no  están  comprendido  los  documentos  presen- 
tados; 1^  porque  el    presupuesto  de  una  provincia  es  uno 


O  Véase  la  Causa  núm.  VI  de  este  año. 
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de  los  actos  que  tiene  mas  publicidad  en  su  discusión  y 
sanción,  y  el  Dr.  López  no  podia  presentar  como  documen- 
to estraviado,  ignorado  ó  detenido  por  faerza  mayor  una 
ley  de  semejante  notoriedad,  á  lo  que  se  agrega  que  el  gas- 
to autorizado  por  el  presupuesto  es  para  pagar  abogado  y 
costas  judiciales,  y  el  Dr.  López  no  ha  defendido  ningún 
pleito  del  Gobierno  de  Santa-Fé ;  y  ^  porque  los  otros  do- 
cumentos eran  impertinentes  en  la  cuestión.  Pidió  se  re- 
chazara el  recurso  con  espresa  condenación  de  costas. 


Fallo  ele  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  25  de  1869. 

Vistos :  considerando  que  el  recurso  de  revisión  solo  puede 
admitirse  en  los  casos  determinados  en  el  título  veinte  y  tres 
de  la. Ley  Nacional  de  Procedimientos:  que  los  documentos 
nuevamente  presentados  no  revisten  las  calidades  que  exige 
el  inciso  tercero  del  articulo  doscientos  cuarenta  y  uno  de  la 
citada  ley^  por  cuanto  los  unos  son  dados  al  público  impresos 
y  los  otros  inconducentes  á  la  presente  cuestión :  no  ha  logar 
al  recurso  entablado  y  estése  á  lo  resuelto  á  foja  ciento  y 
cuarenta. 

Francisco  de  las  Garberas.  ^- Salva- 
dor María  DEL  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.. — 
Benito  Carrasco. 


■•MiM 
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CAUSA    ÜLILIV. 


Juan  Morris  é  hijo  contra  Don  Leopoldo  Arieaga^ 

por  cobro  de  peses. 


Sumario.  —  El  abono  de  las  deudas  contraidas  en  favor  de 
un  buque  está  á  cargo  de  su  propietario. 


Caso,  —  Juan  Morris  é  hijo  presentaron  una  cuenta  de  su- 
ministros hechos  al  vapor  «Adelai»  desde  8  de  Mayo  á29  de 
Agosto  de  1868  importante  la  suma  de  6,S91  ^  m/c. 

Reconocida  Ja  cuenta  por  el  capitán,  Don  Miguel  Delíino. 
entablaron  juicio  ejecutivo  por.  su  pago  contra  D.  Leopoldo 
Arteaga  propietario  del  vapor. 

En  la  estación  oportuna  del  juicio,  Arteaga  opuso  la  excep- 
ción de  inhabilidad  del  título,  alegando  que  la  cuenta  era  par- 
ticular del  capitán,  y  que  el  vapor  no  era  de  su  propiedad 
en  la  fecha  de  la  cuenta. 

Se  abrió  á  prueba  la  causa. 

Los  puntos  señalados  fueron ; 

l^  Si  la  deuda  fué  contraida  durante  el  último  viaje. 

2»  Si  el  buque  fué  vendido  por  Arteaga  y^  navegó  sesents^ 
dias  después  de  su  salida  del  puerto  por  cuenta  del  nuevo 
propietario,  y  si  hubo  protesta  por  parte  del  acreedor. 

3^  Quién  era  el  propietario  del  vapor  «Adela»  en  la  épocq 
que  se  contrajo  el  crédito  cuyo  abono  se  demanda. 
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Arteaga  presentó  la  declaración  del  capitán  Delfino  que  era 
parlicular  de  él  la  cuenta,  y  no  del  buque ;  y  un  certificado 
del  escribano  de  marina  que  el  vapor  ^cAdela)»  fué  vendido  al 
Banco  de  Maná  y  C»  en  10  de  Julio  de  1868. 

Morris  é  hijo  hicieron  compulsar  la  cuenta  demandada  en 
sus  libros;  la  declaración  de  Delfino  de  haber  contraido  la 
deuda  como  c^ipitan  del  buque,  de  ser  esta  á  causa  de  sumi- 
nistros hechos  para  varios  viajes  desde  Mayo  hasta  principio 
de  Agosto,  y  en  parte  por  el  último  viaje  que  hizo  el  decla- 
rante ;  y  un  certificado  del  escribano  de  marina  de  que  estaba 
otorgada  la  matricula  nacionabdel  vapor  c Adela»  á  favor  de 
Arteaga  en  28  de  Junio  de  1867. 


Fallo  élel    Jíiies    Scceional. 

Buenos  Aires,  Febrero  10  de  1869. 

Y  vistos:  considerando.  I»,  que  la  excepción  opuesta  por 
el  ejecutado  solo  ha  sido  justificada  en  parte,  por  cuanto  del 
certificado  de  f.  42,  espedido  por  el  escribano  de  marina, 
consta  que  el  vapor  cAdelai»  ha  sido  de  la  propiedad  de  Ds 
Leopoldo  Arteaga  desde  Junio  de  1867  hasta  el  10  de  Julio 
de  1868,  dentro  de  cuyas  fechas  ha  sido  contraida  la  mayor 
parte  déla  deuda,* cuyo  cobro  ejecutivo  persiguen  los  Sres. 
Morris  é  hijo ;  2^,  que  á  cargo  de  los  propietarios  es  el  abono  * 
de  las  deudas  contraidas  por  sus  buques,  sin  perjuicio  de  las 
accionen  reales  que  competen  ademas  ó  puedan  competir  á 
los  acreedores ;  por  estos  fundamentos :  fallo,  ordenando  se 
'leve  adelante  la  ejecución,  hasta  el  completo  pago  á  Morris 
é  hijo  del  importe  de  la  cuenta  de  fojas  1*  á  3^,  sus  intereses 
y  costas,  previniéndose  que  se  deducirá  de  dicho  importe  el 
valor  de  los  artículos  suministrados  después  del  1^  de  Julio 
último,  imputándose  al  saldo  las  cantidades  que  con  fecha 
anterior  fueron  entregados  á  cuenta.  Repóngase  el  sello. 

Manuel  Zavaleta. 
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Apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente 


Fallo  ele  la  Suprema  |}orte. 


Buenos  Aires^  Febrera 27  de  [1869. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  cinco ;  y  satisfechas  aquellas^ 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. — Benito 
Caarasco. 


DE    JUSTICIA    NACIONAL.  99 


CAUSA   ÜLÜLV. 


El  Capitán  Don  Augusto  Führitig  del  bergantín  Alemán 

tMinister  Windhorsti^  contra  Don  Ángel  Texo, 

por  cobro  de  falso  flete. 


Sumario,  —  Los  contratos  de  fletamento,  conteniendo  obli- 
gaciones recíprocas^  no  producen  acción  ejecutiva,  si  antes 
no  se  ha  demostrado  el  cumplimiento  de  las  del  demandante. 


Caso. — En  10  de  Febrero  de  1869  el  capitán  D.  Augusto 
Fñbríng,  del  bergantín  alemán  cMinister  Windhorst»,  demandiT 
ante  el  Juez  de  la  Sección  de  Buenos  Aires  á  D.  Ángel  Texo, 
para  que  se  declarase  rescindido  un  contrato  de  fletamento 
que  habia  celebrado  con  él,  y  para  que  se  le  condenase  á 
pagar  dentro  de  tercero  día  la  suma  de  ^,080  g  fls.  que  le  adeu- 
daba por  falso  flete. 

Declarado  rescindido  el  contrato,  en  virtud  del  contenido 
de  una  carta  acompañada  por  el  demandante  á  la  carta  de 
fletamento,  el  Juzgado  dictó  este 

Auto  del  Juez  de   Seeelon. 

Buenos  Aires,  Febrero  15  de  1869. 

Traslado,  y  repóngase  el  sello^  debiendo  el  demandante 
constituir  domicilio  legal  en  el  acto  de  la  notilicacíon. 

Z  aválela. 
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« 

El  capitán  pidió  revocatoria  de  este  auto  ó  apelación  en 
subsidio.  Dice  qoe  el  contrato  de  fletamento  surte  todos  sus 
efectos  respecto  á  lo  estipulado^  como  una  escritura  pública 
que  trae  aparejada  ejecución. 

Que  además  es  menester  tener  presente  que  los  capitanes 
de  buques  quedarían  colocados  en  una  posición  muy  desven- 
tajosa, si  no  obstante  presentar  todos  sus  papeles  en  forma, 
^hubiesen  de  ser  obligados  á  seguir  un  juicio  ordinario  con 
todas  sus  demoras,  para  cobrar  lo  que  se  les  adeuda. 

Concedido  el  recurso  en  relación,  se  dictó  el  siguiente : 


Fallo   de  te   Suprema  Certei 


Buenos  Aires,  Marzo  3  de  1869. 

Vistos,  y  considerando  :  Primero^  que  los  contratos  de  fle- 
tamento contienen  obligaciones  reciprocas ;  Segundo^  que  los 
contratos  de  esta  naturaleza  no  producen  acción  ejecutiva  en 
favor  de  ninguna  de  las  partes  que  los  han  celebrado ;  porque 
el  derecho  para  exijir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  del 
contrario,  nace  del  cumplimiento  que  el  demandante  haya 
dado  á  las  que  le  incumben  ;  resultando  de  aqui,  que  la  re- 
solución de  la  causa,  supone  la  apreciación,  y  por  consiguien- 
te la  discusión  de  los  hechos  en  que  se  fundan  las  excepciones; 
por  estos  fundamentos,  se  conGrma  con  costas,  el  auto  de 
foja  trece,  en  la  parte  apelada  y  satisfechas  aquellas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. —  Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 
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CAUSA    HHVl 


Don  Pedro  Correa  con  Don  José  Mamiel  Moreno, 

sobre  competencia. 


Sumario.  —  l^'  La  competencia  de  la  Justicia  Nacional  no 
se  rije  por  las  leyes  del  derecho  común,  sino  por  las  pres- 
cripciones de  la  Constitución  y  leyes  nacionales. 

2o  Según  las  mismas  los  Tribunales  de  la  Nación  son  com- 
petentes para  conocer  de  los  casos^  en  que  los  interesados 
son  vecinos  de  distintas  Provincias. 

3o  Un  individuo  no  puede  ser  vecino  de  dos  provincias  á  la 
vez. 

A^  La  vecindad  supone  la  residencia  con  ánimo  de  perma- 
necer. 

5o  En  el  art.  11  de  la  ley  sobre  competencia  de  los*  tribu- 
nales nacionales  se  enumeran  las  circunstancias  de  que  debe 
hallarse  acompañada  la  residencia  para  inferir  de  ellas  el  áni- 
mo de  permanecer. 

6^  La  residencia  con  su  familia  y  el  establecimiento  de  sus 
principales  negocios  en  un  lugar,  demuestra  ánimo  de  perma- 
necer  y  constituye  vecindad  de  dicho  lugar. 


Caso.  —  En  la  Ciudad  del  Rosario  ante  el  Gobernador  de  la 
Provincia  de  Santa-F¿,  los  Sres.  D.  Pedro  Correa  y  D.  José 
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Manuel  Moreno  convinieron :  l'^  en  no  entrar,  ni  mandar  gente 
al  campo  del  otro  contratante  sin  su  consentimiento  espreso ; 
2o,  en  dar  rodeo  toda  vez  que  alguno  de  los  contratantes 
necesitase  apartar  ganado  que  estuviese  en  el  campo  del  otro; 
3o,  en  sacar  el  ganado  que  estuviese  en  el  campo  del  otro 
dentro  de  dos  meses,  debiendo  el  duefio  del  campo  poner  la 
mitad  de  los  peones  necesarios ;  4""^  en  pagar  la  multa  de  mi| 
pesos  fuertes  él  que  no  observase  el  convenio. 

Don  Pedro  Correa  alegando  que  Don  José  Manuel  Moreno 
habia  faltado  al  contrato,  lo  demandó  ante  la  justicia  pro- 
vincial del  Rosario  por  el  pago  de  la  multa  de  1.000  fts., 
daños,  perjuicios  y  costas. 

Moreno  declinó  de  jurisdicción,  diciendo  que  el  asunto  cor- 
respondia  á  la  Justicia  Nacional  por  ser  entre  dos  vecinos  de 
distintas  provincias. 

Alegó  que  él  era  vecino  de  Buenos  Aires  donde  tenia  su 
familia,  su  principal  casa  de  comercio  que  constituia  el  centro 
de  sus  negocios,  .y  algunos  bienes  raices. 

Que  antes  de  ser  vecino  de  Buenos  Aires,  lo  habia  sido  de 
San  Juan,  pero  nunca  del  Rosario. 

Que  la  celebración  del  convenio  que  motivaba  la  cuestión, 
hecho  en  el  Rosario,  no  hacia  otra  cosa  que  deferir  el  conoci- 
miento de  la  causa  al  Juez  del  Sección  del  Rosario,  pero  no 
cambiaba  la  vecindad^  del  demandado. 

Correa  sostuvo  la  competencia  de  los  tribunales  de  Provin- 
cia, diciendo  que  Moreno  debia  considerarse  vecino  del  Ro- 
sario por  tener  allí  bienes  raices,  el  establecimiento  relativa- 
mente al  cual  se  hizo  el  convenio  que  motivaba  la  cuestión, 
y  habian  allí  celebrado  el  mismo  convenio. 

El  Juez  de  1^  Instancia,   dictó  este  auto. 

Rosario,  Agosto  i 4  de  1867. 

Y  vistos,  resulta  que  los  hechos  aGrmados  por  la  parte  de 
D.  José  Manuel  Moreno  en  su  escrito  de  declinatoria  no  son 
negados  por  la  escritura.     Y  considerando:  que  si  bien  el 
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art.  U  de  la  ley  Nacional  de  14  de  Setiembre  de  1863,  de- 
termina el  modo  de  adquirir  vecindad  para  los  efectos  del 
fuero,  atendiendo  el  espíritu  de  su  mismo  artículo,  Don  José 
Manuel  Moreno  es  vecino  legal  de  esta  Provincia  sin  dejar  de 
serlo  en  el  mismo  modo  de  las  otras  que  espresa ;  y  que  por 
consiguiente  este  Juzgado  se  halla  en  el  ca^o  de  sostener  su 
competencia  fundándose  para  ello  en  la  razón  contra  produ- 
ducentem^  que  en  su  contra  se  opone.  No  ha  lugtr  á  la  de- 
clinatoria de  jurisdicción. 

#  Carlos  Paz. 

Moreno  apeló  y  la  Cámara  de  Justicia  dictó  el  siguiente 
auto  conGrmatorio. 

Vistos  en  relación,  y  considerando :  l^*,  que  uno  de  los 
medios  de  surtir  fuero,  según  la  ley  32,  tít.  ^^  P.  S**  es  el 
del  lugar  del  contrato,  ó  él  en  que  tiene  propiedades 
raices  el  demandado ;  2'',  que  el  contrato  de  que  se  trata  en 
el  presente  caso,  ha  sido  celebrado  en  la  ciudad  del  Rosario^ 
donde  el  demandado  tiene  además  propiedades  raices;  S"",  que 
siendo  esto  así,  se  halla  sujeto  por  este  doble  vínculo  á  la 
jurisdicción  ordinaria  de  aquel  lugar;  ¥^  que  el  fuero  Na- 
cional que  se  alega  por  razón  de  la  vecindad  en  Buenos  Aires 
no  obsta  á  la  jurisdicción  provincial;  1<>,  porque  esta  surte 
del  contrato  y  de  la  posesión  de  bienes  raices  en  la  Provincia; 
2^,  porque  esta  jurisdicción  lejos  de  estar  destruida  por  la 
ley  sobre  Justicia  Nacional,  se  halla  confirmada  por  el  art.  11 
de  la  misma  en  que  establece  la  posesión  de  bienes  raices  en 
un  lugar  como  un  medio  de  adquirir  vecindad  en  el  mismo 
para  los  efectes  del  fuero,  razón  por  la  cual  D.  Manuel  Mo- 
reno debe  considerarse  sujeto  á  la  jurisdicción  de  los  jueces 
de  Provincia.  Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad 
con  las  leyes  citadas,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado. 

Grana. — Basabilbaso. — Ibargtiren. 

Moreno  suplicó,  y  en  súplica  fué  confirmada  por  sus  fun- 
damentos la  sentencia  de  vista. 
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Apeló    entonces   para  anle  la    Suprema   CoÁe  dé  Justida 
Nacional,  y  le  fué  concedida  la  apelación. 


Fnllo  de  «la   Suprema   Corte. 

Buenos  Aires^  Marzo  4  de  1869. 

Vistos,  f  considei'ando  i  Primero^  que  la  competencia  de 
la  Justicia  Nacional^  no  se  rije  por  las  leyes  del  derecho  co- 
mún, sino  por  las  prescripciones  de  la  Constitución  Nacional, 
y  de  las  leyes  sancionadas  por  el  Congreso;  Segundo^  que, 
según  estas  disposiciones,  los  tribunales  de  ia  Nación  son 
competentes  para  conocer  de  los  casos  en  que  ios  interesados 
son  vecinos  de  distintas  Provincias ;  Tercero^  que  un  individuo 
no  puede  ser  vecino  de  dos  Provincias  á  la  vez ;  porque  la 
vecindad  supone  h  residencia  con  ánimo  de  permanecer ;  Cuar- 
to, que  esto  se  deduce  claramente  del  artículo  once  dé  la 
ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  ios  Tribunales  de  la 
Nación,  en  el  cual  se  enumeran  las  circunstancias  de  que  debe 
hallarse  acompañada  la  residencia  para  que  produzca  vecindad, 
por  inferirse  el  ánimo  de  permanecer;  Quinto,  que  consta  de 
ios  presentes  autos  que  Don  Manuel  Moreno  tiene  su  residen- 
cia con  su  familia  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  donde 
además  ha  establecido  sus  principales  negocios,  lo  que  de- 
muestra su  ánimo  de  permanecer  en  ella ;  por  estos  fundamentos, 
se  revoca  el  auto  apelado  del  Superior  Tribunal  de  la  Pro- 
vincia de  Santa  Fé,  que  se  registra  á  foja  ochenta,  y  se  de- 
clara que  el  conocimiento  de  este  asunto  corresponde  al  Juez 
de  Sección  residente  eñ  la  ciudad  del  Rosario,  devolviéndose 
con  oficio  satisfechas  que  sean  las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.—  José  Barros  Pazos. —  Benito 
Carrasco. 
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CAUSA    HLHiril. 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa-Fé  contra  el 
Dr.  D.  Ma7iuel   Quintana,  sobre  espropiacion. 


Sumario.  —  U  En  los  juieios  de  espropiacioo,  el  Juez  com- 
peteute  es  el  del  lugar  en  que  eslá  el  fundo  que  debe  espro- 
piarse,  aunque  el  propietario  tenga  su  domicilio  en  otra 
jurisdicción. 

2o  En  estos  juicios  el  procedimiento  que  marca  la  ley  es  su- 
mario. 


Caso,  —  Don  Eladio  Quintana^  en  representación  de  su  hijo 
el  Dr.  D.  Manuel  Quintana,  se  presentó  ante  el  Juez  Nacional 
de  la  Sección  de  Buenos  Aires,  esponiendo :  que  su  mencio- 
nado hijo  era  dueño  de  un  campo  de  los  que  se  trataba  de 
espropiar  en  Santa-Fé  para  el  Ferro-Carril  Central  Argentino; 
que  á  los  objetos  de  la  ley  de  13  de  Setiembre  de  1866,  se 
había  librado  un  exhorto  por  el  Juez  de  Santa-Fé  para  que  le 
intimase  comparecer  ante  él  á  estar  á  derecho  en  el  juicio  de 
la  espropiacion. 

Que  no  pudieudo  ser  demandado  sino  ante  el  iuet  de 
Buenos  Aires  en  donde  tenia  su  domicilio,  pedia  se  le  ampa- 
rase en  su  derecho,  y  se  librase  exhorto  al  Juez  del  Rosario 
para  que  se  inhibiera  de  conocer  en  el  asunto  y  remitiera  el 
espediente. 

T.  m  6. 


106  FALLOS  DB  LA  SDPRBMA  GOIlTB 


Vülle  del  Jínes  Sccciei 


Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1869. 

Resultando  de  la  espoeicion  qoe  esta  parte  presenta,  que 
la  demanda  del  Procurador  Fiscal  es  relativa  á  terrenos  si- 
tuados en  la  Provincia  de  Santa-Fé,  lo  que  funda  la  jurisdic- 
ción competente  del  señor  Juez  Nacional  de  la  Sección  del 
Rosario,  ley  32,  tít.  2**,  Part.  3«,  no  ha  lugar  á  la  remisión 
del  exhorto  que  se  solicita. 

ügarriza. 

Quintana  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 

Elevados  los  autos,  y  habiendo  Quintana  mejorado  el  re- 
curso fuera  del  término  señalado,  la  Suprema  Corte  dio  vista 
al  Sr.  Procurador  General,  quien  la  evacuó  diciendo  que  la 
ley  ha  dispuesto  que  los  juicios  sobre  espropiacion  de  terre- 
nos para  el  Ferro-Carril  Central  Argentino,  eran  sumarios, 
por  lo  que  se  debía  resolver  la  apelación  en  relación  y  sin 
roas  trámite. 

Wmllm  de  te  Suprema  €erte. 


Buenos  Aires,  Marzo  6  de  18G9. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  y  con  arreglo  á  los  artículos 
seis  y  diez  de  la  ley  de  trece  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  seis,  se  conflrma  con  costas^  el  auto  apelado  de  foja 
cinco^  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal* 
vador  m.  del  carril.  — francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco, 
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CAUSA  H^VIII. 


Ferreira,  Lqvalle  y  C*,  con  el  Dr.  D.  Juan  Carlos  Gómez 
representante  del  Concurso  Casa  y  C",  sobre  cobro 

de  honorarios. 


Sumario.  —  í^  Las  sumas  realizadas  en  el  juicio  ejecutivo 
no  pueden  aplicarse  á  otros  objetos,  que  á  la  reintegración 
del  acreedor  ejecutante. 

2^  Se  esceptua  el  caso  de  las  costas  del  mismo  juicio,  y  de 
otro  crédito  declarado  preferente  por  ejecutoria. 


Caso.  —  En  la  cuestión  de  Ferreira,  Lavalle  y  C^,  contra 
Casa  y  C^,  resuella  por  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  25  de 
Junio  de  1868,  el  representante  de  los  primeros,  pidió  regu- 
lación de  honorarios  y  costas,  y  demandó  su  pagó  al  Dr. 
Gómez  representante  de  los  segundos. 

Despachado  el  mandamiento,  el  Dr.  Gómez  manifestó  que 
en  el  Banco  de  la  Provincia  habia  fondos  de  sus  representados, 
y  consistían  en  el  producto  de  la  venta  del  vapor  cZenobia», 
cuyos  fundos  presentaba  al  embargo. 

Los  ejecutantes,  á  quienes  se  conGrió  vista,  dijeron  que, 
sin  renunciará  su  derecho  contra  el  Dr.  Gómez,  se  librase 
oficio  al  Banco  para  la  estraccion  de  la  suma  correspondiente 
á  la  ejecución. 
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El  Juez  de  Sección  mandó  certificar  al  actuario,  si  existía 
en  el  Banco  dinero  de  Casa  y  C*. 

El  acluario  cerliGcó  que  existía  á  disposición  del  Juzgado 
la  cantídad  de  pesos  fuertes,  en  que  fué  vendido  el  t Zenobia» 
en  virtud  de  la  ejecución  seguida  por  Polmar  y  C«  contra 
Casa  y  C». 


Fullo  del  Jíuea  Seceloüiil, 


Buenos  Aires,  Febrero  17  de  1869. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  no  ha  lugar 
á  lo  pedido. 

Z aválela. 

El  Dr.  Gómez  apeló,    y  se  le  concedió  el  recurso  en  rela- 
ción. 


Fall»  de  l«  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Mano  14  de  1869. 

Vistos:  resultando  del  certificado  de  foja  setenta  y  cinco 
vuelta,  que  el  vapor  de  que  se  trata  fué  vendido  por  orden 
judicial  y  en  prosecusion  del  juicio  ejecutívo  que  entablaron 
los  señores  Folmar  y  Compañía :  y  considerando  que  según 
el  articulo  doscientos  noventa  y  ocho  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, no  pueden  aplicarse  las  sumas  realizadas  á  otros  ob- 
jetos que  á  la  reintegración  del  acreedor  ejecutante  á  menos 
que  sea  para  las  costas  del  mismo  juicio^  ó  para  otro  crédito 
declarado  preferente  por  ejecutoria ;  que  en  el  presente  caso 
se  trata  de  un  incidente  distínto  del  juicio  ejecutivo,  que  no 
tíene  preferencia  respecto  del  crédito  á  que  está  afecto  el 
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precio  del  buque,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de 
foja  setenta  y  seis,  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril.  —  Francis^ 
Go  Delgado. — José  Barros  Pazos. 
— Benito  Carrasco. 


CAUSA  USLIU, 


Fer reirá j  Lavalle  y  C^  contra  los  propietarios  del  vapor 
fi Zenobias  ^  sobre  danos  "^  perjuicios  y  cobro  di  pesos. 


Sumario,  —  1"  La  sentencia  definitiva  debe  notificarse  á 
los  que  han  litigado  en  primera  instancia. 

2^  Se  entiende  que  ha  litigado  en  primera  instancia  él  que 
ha  contestado  la  demanda,  ha  producido  pruebas  y  alegado, 
de  conformidad  de  los  demás  interesados. 


Caso.  —  Ferreira,  Lavalle  yC^,  demandaron  á  los  propieta- 
rois  y  representantes  del  vapor  cZenobia»,  por, pago  de  una 
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multa  y  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  procedentes  de 
falta  de  cumplimiento  á  un  contrato  de  arriendo  de  dicho 
vapor,  celebrado  con  Folmar  y  C*,  quienes  vendieron  el  va- 
por con  el  citado  contrato  á  Casa  y  C^. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  los  demandantes  acusa- 
ron rebeldía  al  capitán  del  vapor  D.  N.  Freeman,  quieu  con- 
testó la  demanda  dentro  del  término  legal. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  y  á  petición  de  los  actores  el 
auto  de  prueba,  que  fué  notificado  al  capitán  Freeman,  lo 
fué  también  al  Dr.  D.  Juan  C.  Gómez,  representante  del  Con- 
curso de  Casa  y  C*. 

El  mismo  auto  de. prueba  fué  notificado  á  Folmar  y  C^,  á 
petición  del  Dr.  Gómez,  quien  alegó  que  estaba  pendiente  la 
cuestión  si  Folmar  y  C^  eran  ó  no  los  dueños   del  vapor. 

En  seguida  el  capitán  Freeman,  Folmar  y  C^  y  el  Dr.  Gó- 
mez, manifestaron  haber  convenido  que  la  prueba  seria  pro- 
ducida por  el  primero,  á  lo  que  se  accedió  por  el  juzgado. 

El  capitán  Freeman  produjo  pruebas,  y  alegó. 

Se  dictó  sentencia  definitiva  que  fué  notificada  á  Ferreira, 
Lavalle  y  C^  y  al  capitán  Freeman. 

Ferreira  Lavalle  y  C«  manifestaron  que  la  sentencia  no  de- 
bía notificarse  al  capitán  Freeman,  porque  este  habia  inter- 
venido en  el  juicio,  como  capitán  del  vapor  puesto  por  Fol- 
mar y  C%  como  propietarios  del  buque,  y  se  habia  dictado 
por  la  Suprema  Corte  un  tallo  declarando  que  los  propietarios 
eran  Casa  y  C*. 

Que  tampoco  debia  notificarse  al  Dr.  Gómez,  porque  este 
habia  declarado  qué  le  hablan  sido  revocados  los  poderes  por 
los  síndicos  del  Concurso  Casa  y  C«. 

Que  por  consiguiente,  la  sentencia  debia  ser  notificada  á 
los  síndicos  del  Concurso  en  Montevideo,  librándose  oficio  á 
las  autoridades  de  ese  punto. 

El  capitán  Freeman  sostuvo  que  debia  serle  notificada  la 
sentencia,  porque  por  acuerdo  de  Folmar  y  C*,  y  Casa  y  C*  te- 
nia la  representación  del  que  resultase  interesado  en  el  juicio. 
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Falle   diel  Jíuea    Se^eton*!. 

Buenos  Aires»  Febrero  17  de  1869. 

Notífiqnesele. 

Zavaleta. 

Don  Ambrosio  P.  Lezica  cenionario  de  los  derechos  de  Fer- 
reira,  Lavalle  y  C«  apeló,  diciendo  que  ese  decreto  importaba 
declarar  que  el  capitán  Freeman  era  todavía  parte  en  el  asunto, 
cuando  por  la  venta  del  cZenobia»  había  cesado  de  ser  capi- 
tán del  mismo,  y  Folmar  y  C^,  de  los  cuales  era  un  agente,  no 
eran  parte. 

Se  concedió  el  recurso  en  relación. 


Vmiúm  die  1«  Suprenuí  €)orte 


Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1869. 

Vistos:  considerando  que  los  demandantes  entablaron  su 
acción  contra  el  vapor  «Zenobia»,  su  capitán,  dueños  ó  con- 
signatarios foja  veinte  y  tres  vuelta,  y  que  acusada  rebeldía  a 
capitán,  contestó  la  demanda»  y  á  foja  setenta  fué  declarado 
parte  legítima  en  representación  d^l  vapor  y  sus  dueños,  de 
conformidad  de  todos,  en  cuyo  carácter  produjo  prueba  y 
alegó :  que  según  los  términos  de  la  demanda,  procedimientos 
subsiguientes,  y  pedido  de  los  mismos  demandantes,  se  han 
considerado  partes  en  el  juicio  al  capitán  y  al  Concurso  de 
Gasa  y  Compañía  representado  por  el  Doctor  Don  Juan  Carlos 
Gómez,  no  habiéndose  hasta  ahora  deelaradose  lo  contrario : 
que  en  tal  caso  lo  que  corresponde  es  notificar  la  sentencia 
definitiva  á  todos  los  que  han  litigado,  en  primera  instancia, 
de  conformidad  á  lo  dispuesto  por  las  leyes  veinte  y  tres,  título 
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quinto^  y  tercera,  título  veinte  y  tres^  partida  tercera,  qne  es 
lo  que  se  ha  hecho,  notificándose  al  Síndico  del  Concurso  por 
haberse  manifestado  poc  los  demandantes,  sin  contradicción 
alguna,  que  el  Doctor  Gómez  ya  no  lo  representa ;  por  estos 
fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  doscientos 
sesenta  y  cinco  vuelta,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.—  Benito  Carrasco. 


CAUSA 


Don  Domingo  Spimtto  contra  la  Comisión  de  la  obra 
del  Templo  de  Monserrat  de  Bíienos   AireSy 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  !<>  El  cambio  de  los  miembros  directores  de  una 
corporación,  no  estinguA  las  obligaciones  de  esta. 

2°  El  hecho  de  entregarse  al  acreedor  un  recibo  para  que 
lo  firme,  conteniendo  una  cantidad  líquida,  importa  el  reconoci- 
miento de  una  deuda  por  esa  cantidad,  aun  cuando  el  pago 
se  ofresca  bajo  condición. 
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Caso. — En  15  de  Setiembre  de  1868,  Don  Mariano  Gutié- 
rrez, por  Don  Domingo  Spinetto,  estrangero,  se  presentó  al 
Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires  con  una  cuenta  valer  de 
T7,370jfm/c.,  diciendo  que  la  Comisión  del  Templo  del  Mon- 
serrat  le  adeudaba  esa  cantidad  por  materiales  de  construcción 
suministrados;  y  que  negándose  el  presidente  Don  Manuel 
Yelarde  á  pagarle,  lo  demandaba  para  que  oportunamente  fuese 
condenado  al  pago,  con  los  intereses  y  costas. 

Corrido  traslado,  lo  evacuó  Don  Manuel  Velarde,  diciendo 
que  él  era  ahora  presidente  de  una  nueva  comisión  del  Tem- 
plo^ la  que  se  habia  encargado  de  la  obra,  bajo  la  condición 
de  no  entender  en  los  asuntos  que  habia  dejado  pendientes  la 
antigua ;  pero  que  como  presidente  que  habia  sido  de  esta, 
pasaba  á  contestar  la  demanda. 

Que  la  Comisión  antigua  nunca  habia  llevado  una  contabili- 
dad arreglada ;  y  que  habiendo  muerto  el  Tesorero,  carecía  de 
medios  paja  formar  juicio  sobre  el  reclamo  de  Spinetto ;  sin 
embargo  de  lo  que  creia  que  nada  se  le  debia^  por  los  datos 
que  habia  podido  tomar. 

Que  era  verdad  que  Spinetto  habia  presentada  á  la  estinguida 
Comisión  una  cuenta  de  que  resultaba  ser  acreedor ;  pero  que 
esta  nunca  fué  reconocida  por  no  haberse  presentado  las  pa- 
peletas de  las  entrega  de  los  artículos  que  cobraba^  ni  otro 
comprobante  de  ninguna  clase. 

Que  ante  esa  negativa,  Spinetto  se  dio  por  satisfecho  con  la 
cantidad  de  121 ,616  #  que  habia  recibido. 

Que  en  virtud  de  estas  consideraciones  creia  que  nada  se 
debia  al  demandante,  por  lo  que  debia  rechasarse  con  costas 
la  acción  deducida. 

El  Juzgado  puso  la  causa  á  prueba  á  efecto  de  acreditar  la 
existencia  de  la  deuda. 

En  la  prueba  Spinetto  defirió  posición  á  Yelarde  que  confesó, 
que  Spinetto  habia  suministrado  materiales  de  construcción  en 
los  años  58,  59  y  60,  no  recordando  si  también  lo  hizo  en 
el  ano  61 ;  que  Spinetto  habia  reclamado  un  saldo  que  nó  se 
le    reconoció  mientras  no  presentase   justificación;  que  ha- 


114       FALLOS  DS  LA  SUPBEMA  CORTE 

hiendo  insistido  el  demandante,  la  Comisión  en  el  interés  de 
terminar  el  negocio,  y  por  un  acto  de  deferencia  habia  pro- 
puesto á  Spinetto  que  se  le  pagaría  nna  parte  de  su  cuenta 
con  la  obligación  de  que  habia  de  esperar  por  el  resto  hasta 
que  la  Iglesia  tuviese  fondos,  convenio  que  formuló  el  decla- 
rante en  un  recibo  que  existia  en  poner  del  actor  sin  haberlo 
firmado. 

Estos  mismos  hechos  y  el  de  haberse  recibido  materiales  de 
Spinetto  para  la '  construcción  del  templo,  fueron  probados 
por  este  con  varios  testigos  que  presentó  de  los  miembros  de 
la  antigua  comisión. 

Después  de  vencido  el  término  de  la  prueba,  el  Juzgado, 
para  mejor  proveer  ordenó  que  el  demandante  presentase  la 
cuenta  detallada  que  antes  habia  pasado  á  la  Comisión  ;  la 
que  en  efecto  se  presentó  copiada  de  sos  ftbros. 


nillo  del  Jíuea  de  Seeelon 


Buenos  Aires,  Febrero  25  de  1869. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  Domingo  Spinetto,  contra 
el  Presbítero  Don  Manuel  Yelarde,  como  Presidente  de  la  Co- 
misión del  Templo  de  Monserrat,  por  cobro  de  pesos,  proce- 
dentes de  materiales  que  dice  aquel  haber  suministrado  para 
la  obra  en  los  años  de  «ail  ocho  cientos  cincuenta  y  ocho, 
cincuenta  y  nueve,  sesenta  y  sesenta  y  uno,  y  resultando : 

Primero^  que  la  excepción  alegada  por  el  Presidente  de  la 
nueva  Comisión,  de  que  solo  aceptó  su  cargo  bajo  la  condi- 
ción de  no  reconocer  las  cuentas  pendientes  de  la  anterior, 
na  puede  oponerse  el  demandante,  quien  tiene  espedila  su 
acción  contra  la  nueva  Comisión,  siempre  que  pruebe  su  deu- 
da ;  Segundo,  que  el  Presbítero  Yelarde  no  ha  negado  la 
existencia  de  ésta,  sosteniendo  solamente  que  no  se  ha  justi- 
ficado por  Spinetto  su  importe  con  comprobantes  suficientes, 
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según  consta  de  su  declaración  de  f.  24,  absolviendo  las  po- 
siciones de  f.  21 ;  Tercero^  que  igualmente  consta  la  existen- 
cia do  la  deuda  por  las  declaraciones  de  los  testigos  D.  Jacinto 
Tallaferro^  f.  26^  Luis  Cero,  f.  28,  y  Mariano  Gonzales  Catan, 
f.  30,  contestando  á  las  preguntas  1*  y  2^  del  interrogatorio 
de  f.  17;  Cuarto^  que  en  cuanto  á  la  cantidad  liquida  de  la 
deuda,  queda  ella  establecida  por  el  recibo  de  f.  20,  que  ha 
reconocido  á  f.  24,  el  demandado  como  escrito  de  su  mano^ 
lo  que  supone  un  reconocimiento  de  la  deuda^  pues,  no  es 
de  suponer  que  el  Presidente  de  la  Comisión  de  la  obra  del 
Templo  de  Honserrat  quisiese  perjudicar  á  ésta,  comprome- 
tiéndose á  pagar  lo  que  no  iiebia,  y  Quinto^  que  según  apa- 
rece de  la  cuenta  de  f.  67,  el  importe  de  la  deuda  aparece 
de  los  libros  de  Spinetto,  al  paso  que  el  Cura  Velarde,  con- 
fiesa que  la  contabilidad  de  la  anterior  Comisión  era  muy  de- 
fectuosa; fallo,  que  Don  Domingo  Spinetto  ha  probado  su 
acción,  condenando  á  la  obra  del  Templo  de  Honserrat  al 
pago  de  los  setenta  y  siete  mil  trescientos  setenta  pesos  mone- 
da corriente  que  se  le  demandan,  sin  especial  condenación 
en  costas ;  y  hágase  saber,  reponiéndose  los  sellos. 

Andrés  Ugarríza. 

Apelada  en  relación  esta  sentencia  portel  Sr«  Cura  Velarde, 
para  ante  la  Suprema  Corte,   fué  confirmada  por  el  siguiente : 

Wmüm  de  la   Suprema  Carie. 

Buenos  Aires,  Abril  i®  de  1869. 
*  Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el   auto  apelado 
de  foja  setenta  y  seis ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos. 
—  Benito  Carrasco. 
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CAUSA 


D*  Federico  Palacios  contra  A.  Cerelti  y  O.  por  cobro  de  pesos. 


Sumario— i^  El  mandato  para  endosar  nna  letra  pnede  vali- 
damente otorgarse  por  cartas. 

99  La  declaración  de  on  endosante  de  pertenecerle  la  letra 
endosada  es  de  ningnn  valor  para  anolar  la  trasmisión  de  sn 
propiedad  hecha  al  endosatorio. 

3^  La  simulación  ó  fraude  empleado  entre  un  endosante  y 
endosatorio  no  perjudica  al  endosatorio  posterior,  si  no  se 
prueba  que  este  participó  ó  tuvo  conocimiento  de  la  mala  fé  de 
aquellos. 

4p  La  orden  judicial  de  retener  una  letra  que  haya  sido 
endosada  antes  de  dicha  orden,  no  puede  impedir  su  cobro,  á 
menos  que  no  se  prueba  la  antidata  del  endoso  para  eludirla. 


•  Caso — ^A  consecuencia  del  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  2 
de  Abril  de  1868,  el  Juez  de  Sección  de  Mendoza  tomó  cono- 
cimiento del  juicio  ejecutivo  iniciado  por  D.  Federico  Palacios 
contra  la  casa  de  Anjel  Ceretli  y  C^.  por  cobro  de  una  letra  de 
5,000  ps.  fts.  de  fecha  2i  de  Junio  de  186(5,  pagadera  en  30 
de  Noviembre  del  mismo  año. 

Dicha  letra  habia  llegado  á  poder  de  D.  Federico  Palacios 
por  medio  de  los  siguientes  giros. 

D.  Carlos  Croquet  del  Rosario  la  giró  contra  A.  Ceretli  y  C^. 
de  Mendoza  á  favor  de  Barth  y  Wolk  de  Buenos  Aires. 
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D.  Carlos  Giroquet  firmando  por  Barlh  ;  Wolk  la  giró  á 
favor  de  D.  Mariano  Yillanueva  en  22  de  Junio  de  1866. 

D.  Mariano  Villanueva  á  favor  de  Barlhe  y  Woik  en  3  de 
Julio  de  1866. 

D.  Carlos  Croquet  firmando  por  poder  de  Barth  y  Wolk  la 
giró  á  favor  del  Banco  de  Londres  en  el  Bosario  en  17  de  Julio 
de  1866. 

El  Banco  de  Londres  á  favor  de  D.  Carlos  M.  Palacios  del 
Bosario  en  3  de  Noviembre  de  1866;  y  D.  Carlos  M.  Palacios 
la  endosó  á  favor  de  D.  Federico  Palacios  de  Mendoza  en  15 
de  Noviembre  del  mismo  año. 

Hecho  el  embargo  y  citado  de  remate  el  ejecutado^  opuso 
la  escepcion  de  inhabilidad  del  titulo  fundado  en  que  por 
resolución  del  Juez  de  Comercio  del  Rosario  se  habia  prohibido 
el  pago  de  la  letra  sin  previo  endoso  de  D.  Nicolás  Sotoma- 
yor,  quien  la  habia  satisfecho  á  Gorsse;  y  en  que  era  nulo  el 
endoso  hecho  por  Croquet  al  Banco  de  Londres. 

El  ejecutante  contestó  que  las  letras  debian  pagarse  á  su 
tenedor,  siempre  que  no  se  tachasen  de  falsas,  lo  que  no  se 
habia  hecho;  y  que  la  cuestión  del  pago  á  Gorsse  y  de  la  nu- 
lidad del  endoso  hecho  por  Croquet,  constituian  la  cuestión 
pendiente  ante  los  Tribunales  del  Bosario,  que  nada  tenia  qne 
ver  con  la  actual. 

Sé  abrió  á  prueba  la  escepcion. 

Los  ejecutados  presentaron  copia  de  un  espediente  seguido 
por  D.  Nicolás  Soiemayor  contra  D.  Carlos  Gorsse  en  el  Ro- 
sario, en  el  cual  pidió  el  primero  que  se  ordenase  á  la  casa 
de  Gorsse  de  no  pagar  ninguna  de  las  letras  giradas  á  favor 
de  Barth  y  Wolk  sin  el  endoso  del  demandante,  en  virtud 
de  haber  este  pagado  á  Barth  y  Wolk  el  importe  de  las  mer- 
caderías por  el  cual  Gorsse  les  habia  firmado  nueve  letras  de 
5,000  ps.  fls.  siendo  una  de  ellas  la  que  fundaba  la  ejecución 
de  D.  Federico  Palacios. 

En  dicho  espediente  resultaba  admitida  la  demanda  de  Soto- 
mayor. 

Presentaron  unas  posiciones  absueltas  por  el  gerente  del 
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Banco  de  Londres  en  el  Rosario,  confesando  qne  la  letra  eje- 
cutada por  D.  Federico  Palacios  fué  endosada  por  el  Banco  á 
D.  Carlos  M.  Palacios  para  cobrarla  por  cuenta  y  orden  del 
mismo  Banco  contra  Ceretti  y  C^. 

Presentaron  un  convenio  hecho  entre  Sotomayor  y  Gorsse  en 
7  de  Enero  de  1867,  por  el  cual  Gorsse  y  Ceretti  y  C^.  que- 
daban desligados  de  todo  compromiso  respecto  de  las  letras 
giradas  á  Barth  y  Wolk,  por  haber  sido  pagada  por  Sotoma- 
yor la  deuda  de  aquellos  á  estos. 

Acompañaron  finalmente  un  periódico  del  Rosario,  donde 
por  orden  del  juez  de  Comercio  de  aquella  localidad  se  habia 
publicado  por  treinta  dias  ni  citado  convenio  con  arreglo  al 
artículo  492  del  Código  de  Comercio. 

El  ejecutante  no  presentó  prueba  alguna. 


Falle    del    Jíues    SeectoiíAl. 


Mendoza,  Octubre  13  de  1868. 

Vistos:  D.  Carlos  F.  Gorsse  compró  á  los  señores  Barth  y 
Wolk  de  Buenos  Aires  con  la  garantía  de  D.  Nicolás  Sotomayor 
una  cantidad  de  mercaderías,  otorgándoles  dicho  Gorsse  varias 
letras  por  valor  de  cuarenta  y  cinco  mil  pesos  á  cargo  de  su 
casa  de  esta  ciudad  representada  por  los  señores  Ángel  Ceretti 
y  C^.  La  girada  el  30  de  Noviembre  de  1866  por  cinco  mil 
pesos  plata  boliviana,  aparece  endosada  por  D.  Carlos  Croquet, 
como  apoderado  de  los  señores  Barth  y  Wolk  á  D.  Mauricio 
Yillanueva  en  22  de  junio  de  1866  aceptada  en  2  de  julio  por 
los  señores  Ángel  Ceretti  y  C^.,  endoza  nuevamente  á  los  seño- 
res Barth  y  Wolk  el  día  3  y  después  por  Croquet  al  Banco  de 
Londres  y  Rio  de  la  Plata  en  17  del  mismo  mes,  y  en  seguida 
por  el  gerente  de  dicho  Banco  á  D.  Carlos  H.  Palacios  en  13 
de  Noviembre  de  1866,  y  en  el  mismo  dia  por  este  á  D.  Fede- 
rico Palacios  (f.  2,  40  y  147.) 


HR  JUSTICIA   NAGIONAh.  119 

*  Sotoihayor  convÍDo  con  los  señores  Barth  y  Wolk  en  qne  las 
mencionadas  letras  quedaran  de  sa  sola  y  esclusiva  propiedad 
por  haberles  entregado  85,000  pesos  de  17  en  onza,  en  letras 
del  General  D.  Jasto  José  de  Urquiza,  por  total  abono  y  satis- 
facción de  su  garantía,  dándole  los  últimos  una  orden  con 
fecha  23  de  junio  de  1866,  para  D.  Garlos  Croquet,  su  apode-^ 
rado  en  el  Rosario,  con  el  objeto  de  que  le  entregara  los  paga- 
res  que  Gorsse  le  hubiese  dado  por  cuenta  de  ellos,  según  el 
convenio  de  20  del  mismo  mes. 

En  esta  virtud  y  á  consecuencia  de  no  haberle  entregado 
Croquet  las  letras  de  Gorsse,  Soiomayor  presentó  la  orden  y 
convenio  mencionado  y  pidió  que  se  ootiGcara  á  la  casa  de 
Gorsse,  que  no  pagara  ninguna  de  dichas  letras,  ni  por  si,  ni  á 
nombre  de  la  casa  de  esta  ciudad^  sin  que  fuera  autorizada 
con  su  endoso,  y  el  juzgado  de  Comercio  del  Rosario,  previo 
traslado  que  confirió  á  Croquet  y  Gorsse,  que  el  pfimero  se 
negó  á  recibir  y  que  evacuó  favorablemente  el  segundo,  defirió 
á  lo  solicitado  por  Sotomayor^  cuyo  auto  fué  notificado  en  27 
de  Octubre  de  1866,  habiéndose  también  n<3gado  Croquet  á 
firmar  la  notificación  (f.  146.) 

En  7  de  Enero  de  1867  arreglaron  sus  cuentas  Sotomayor  y 
Gorsse,  y  como  una  consecuencia  de  dicho  arreglo,  que  fué 
publicado  por  la  prensa  en  el  Rosario,  se  estableció  en  la 
escritura  otorgada  con  ese  motivo,  que  Gorsse  y  los  señores 
Ángel  Ceretti  y  C^.  de  esta  ciudad  quedaban  libres  y  exentos 
dé  la  obligación  contraída  sobre  el  pago  de  las  letras  valor  de 
45,000  ps.  As.  que  tenian  firmadas  á  los  señores  Barth  y  Wolk 
de  Buenoá  Aires,  según  su  convenio  de  20  de  junio  citado  en 
razón  de  haber  pagado  Sotomayor  á  estos  la  garantía  que  les 
tenia  dada  por  Grossc,  cuyas  letras  quedaban  nulas  (f.  162.) 

En  30  de  Noviembre  de  1866  se  presentaron  los  señores  Ángel 
Ceretti  y  C^.  al  Tribunal  de  Comercio  de  esta  ciudad  pidiendo 
se  notificase  á  D.  Federico  Palacios  ó  los  tenedores  de  una 
ó  dos  de  las  antedichas  letras,  el  auto  de  27  de  Octubre  de 

1866  ya  citado,  y  en  efecto  le  fué  notificado  el  26  de  junio  de 

1867  (f.  153  á  158.) 
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eslo  ftQcedia  Gonse  entabló  demanda  en  el 
contra  D.  Pedro  Líodor  Ramayo,  poseedor  de  siete  de  las  men- 
cionadas letras,  y  contra  el  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la 
Plata  poseedor  de  ona  de  ellas,  para  que  se  le  restitoyesen, 
como  á  so  único  y  lejítimo  dueño,  y  pidió  y  el  juzgado  de  1^ 
Instancia  decretó  que  se  hiciera  saber  á  los  demandados  con- 
serraran  en  su  poder  las  letras  basta  la  resolución  sobre  lo 
principal,  lo  que  les  fué  notificado  el  6  de  Mayo  de  1867  (f.  40.); 
Sin  embargo  de  todo  lo  cual  en  29  de  Agosto  del  mencionado 
año,  D.  Federico  Palacios  por  medio  de  su  apoderado  D. 
Círiaco  Guíraldes,  pidió  ejecución  con  la  letra  jirada  al  30  de 
Noviembre  de  1866  (f.  7)  la  que  habia  sido  protestada  en  1»  de 
Diciembre  del  mismo  año,  porque  los  señores  Ángel  Ceretti  y 
C*.  dijeron  que  no  lo  pagaban  por  no  reconocer  en  D.  Horacio 
Miranda,  tenedor  de  ella,  personería  legal  por  falta  de  poder 
ó  endoso  de  la  letra  por  Palacios,  y  también  porque,  según  la 
resolución  de  27  de  Octubre  citada  se  habia  ordenado  no  ^e 
pagase  sin  endoso  ú  orden  de  Sotomayor  (f.  36.) 

.  A  consecuencia  de  haberse  entablado  dicha  ejecución,  Gorsse 
pidió  se  llevase  original  la  letra  de  que  era  tenedor  el  Banco 
de  Londres  y  Rio  de  la  Plata  por  haber  promovido  esa  ejecu- 
ción no  obstante  el  mandato  que  se  le  habia  notificado  de  con- 
servarla en  su  poder,  á  lo  que  defirió  el  juzgado  de  1^  Instan- 
cia en  lo  Civil  de  la  ciudad  del  Rosario,  por  su  auto  de  9  de 
Octubre  de  1867  mandando  se  librase  el  correspondiente 
exhorto  (f.  67.) 

Cuando  este  llegó  aqui;  ya  los  señores  Ángel  Ceretti  y  C^ 
hablan  sido  citados  de  remate,  y  se  hablan  opuesto  á  la  ejecu- 
ción con  la  excepción  de  inhabilidad  del  título,  á  causa  de 
la  ilegitimidad  de  la  trasmisión  de  la  letra,  ó  mas  claro  (dicen), 
por  no  hallarse  ella  en  poder  de  su  lejítimo  dueño  (f.  34  y  72.) 

Giraldes  sé  opuso  al  exhorto  antedicho,  alegando  que*  el 
endoso  habia  sido  hecho  á  su  representado  por  D.  Carlos  M. 
Palacios,  en  conformidad  al  articulo  803  del  Código  de  Comer- 
cio, y  que  el  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata  y  Gorsse 
eran  personas  estrañas  en  la  cuestión  con  los  señores  Ángel 


D8    iOSTIGlA  NACIONAL.  121 

Ceretli  y  O.,  y  contestando  al  escrito  de  oposición,  dice  que  la 
aceptación  de  una  letra,  puesta  en  debida  forma,  constituye  al 
aceptante  en  la  obligación  de  pagarla  á  su  vencimiento^  no 
teniendo  otro  recurso,  para  dejar  ineficaz  la  aceptación,  que 
eldepi^obar  que  la  letra  es  falsa,  escepcion  que  no  han  dedu- 
cido los  ejecutados.  Que  á  la  de  haber  sido  pagada  por  Gorsse 
á  Sotomayor,  y  á  la  de  ser  falso  el  endoso  puesto  por  Grognet, 
por  carecer  de  instrucciones,  contesta  que  el  pago  de  una 
letra  debe  hacerse  al  tenedor  de  ella,  ó  á  quien  con  poder 
bastante  16  represente,  y  que  aun  cuando  son  incontrovertibles 
los  principios  alegados  sobre  la  falsedad  del  endoso,  esos  he- 
chos constituyen  la  cuestión  pendiente  ante  los  Tribunales  de 
Santa  Ft^,  cuya  resolución  definitiva  será  la  que  deje  estable- 
cida la  validez  ó  falsedad  del  endoso  reclamado  por  los  eje- 
cutados, y  de  ningún  modo  la  que  se  libre  por  este  juzgado 
desde  que  por  ella  se  condenase  ó  absolviese  al  Banco  de  Lon- 
dres y  Rio  de  la  Plata  6  á  Grognet^  sin  ser  partes  litigantes 
en  este  juicio,  como  tampoco  lo  es  Gorsse  en  sus  negocios 
particulares  usando  de  su  propia  firma,  aunque  realmente  sea 
socio  comanditario  de  la  sociedad  Ángel  Ceretti  y  C^.  (f.  78 

y  1*3.) 

Y  considerando  en  primer  lugar — 1®  Que  el  endoso,  para  ser 
completo,  debe  contener  entre  otras  cosas^  la  firma  del  endo- 
sante ó  de  la  persona  lejitimamente  autorizada  que  firme  por  él, 
(artículo  803,  inciso  5  del  Código  de  Comercio.) --2<>  Que  á 
Grognet  se  le  ha  negado  haber  tenido  autorización  para  el  en- 
doso de  la  letra  de  f.  2,  hecho  por  él  al  Banco  de  Londres  y 
Rio  de  la  Plata,  y  á  nombre  de  los  señores  Barth  y  Wolk  (f.  9 
vuelta,  74  vuelta  y  167  vuelta)^  y  no  se  ha  probado  lo  contra^ 
rio; — 30  Que  por  consigueinte  dicho  endoso  no  ha  podido 
trasmitir  la  propiedad  de  la  letra,  y  ha  viciado  los  endosos 
posteriores  (articulo  806,  Código  de  Comer.;) — 4^  Que  si  según 
el  artículo  705,  los  tomadores  y  tenedores  de  las  letras  'de 
cambios  tienen  derecho  de  exijir  la  exhibición  del  poder  á  todos 
los  que  ponen  en  ellas  su  firma  á  nombre  de  otro,  ya  sea  como 
libradores,  ó  como  aceptantes  ó  endosantes^  con  la  misma  ó 
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mayor  razón  debe  poder  exijirlo  el  pagador  que  es  Beipon<- 
sable  de  su  importe,  si  paga  á  persona  que  no  sea  lejítíma. 
Considerando  en  2<>  lugar:— i^  Que  Grognet  no  quiso  recibir 
el  traslado  que  se  le  confirió  de  la  petición  de  Sotomayor  á  que 
iba  adjunta  la  orden  de  los  señores  Barth  y  Wolk,  de  poner  á 
disposición  de  dicho  Sotomayor  los  pagarés  que  Gorsse  le 
hubiese  entregado  por  cuenta  de  ellos,  y  se  le  notificó  el  auto 
por  el  cual  se  ordenó  á  este  que  no  pagara  ni  por  si  ni  á  nom- 
bre de  la  casa  de  esta  ciudad  ninguna  de  las  letras  giradas  á 
cargo  de  esta  y  á  favor  de  los  señores  Barth  y  Wolk  sin  que 
fueran  autorizadas  con  el  endoso  de  Sotomayor;  y  no  obstante 
esto,  no  hizo  ningún  reclamo  (f.  146  á  151) — 2"*  Que  al  gerente 
del  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata  le  fué  notificado  el  auto 
por  el  cual  se  le  mandaba  conservar  en  su  poder  las  letras  que 
tuviese  de  los  ya  mencionados,  hasta  la  resolución  sobre  lo 
principal,  y  tampoco  hizo  reclamo  (f.  48  vuelta  y  49) — 3o  Que 
según  lo  dicho  por  el  citado  gerente  á  f.  49  vuelta  y  50,  60 
vuelta  y  61  y  al  absolver  las  posiciones  de  f.  160  se  vé  que  él 
no  es  una  personalidad  estraña  en  esta  causa,  como  se  ha  afir- 
mado por  parte  de  Palacios,  y  que  este  no  es  mas  que  un 
comisionado,  por  lo  cual  el  auto  consentido  por  el  primero, 
debia  surtir  sus  efectos  con  relación  al  segundo. 

Considerando  finalmente— Primero:  que  según  lo  prescrito 
por  el  artículo  7  de  la  Constitución  Nacional,  los  procedimíen*! 
tos  judiciales  de  una  provincia  gozan  de  entera  fé  en  las  de- 
más, y  el  Congreso  puede  determinar  su  forma  probatoria  y 
los  efectos  legales  que  producirán,  como  en  efecto  lo  ha  hecho 
por  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1863,  declarando  que  merecerán 
tal  fé  y  crédito,  y  revisiirán  tales  efectos  ante  todos  los  Tri- 
bunales y  autoridades,  dentro  del  territorio  de  la  Nación,  como 
por  uso  y  ley  les  corresponda  ante  los  Tribunales  y  autori- 
dades de  la  Provincia  de  donde  procedan— ^Segundo:  que  en 
consecuencia,  y  constando  en  debida  forma  que  se  notificó  á 
Gorsse  que  no  pagara  por  sí,  ni  á  nombre  de  la  casa  de  esta 
ciudad,  ninguna  de  las  letras  jiradas  á  favor  de  ios  señores 
Bprtb  y  Wolk,  y  á  cargo  de  los  señores.  Ángel  Ceretti  y  C** 
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de  Mendoza,  sin  el  endoso  de  Sotomayor,  y  habiéndose  noti- 
ficado también  el  mismo  anto  á  D.  Federico  Palacios,  á  soli- 
ciiud  de  dichos  señores  Ángel  Cereiti  y  C*.,  este  juzgado  no 
puede  llevar  adelante  la  ejecución  para  el  pago  de  la  letra  de 
f.  %  que  carece  de  ese  endoso,  sin  violación  de  las  prescrip- 
ciones anleciladas. 

En  conforniidad  á  dichas  prescripciones  y  á  lo  dispuesto  por 
el  articulo  277  de  la  Ley  de  Procedimienios,  declaro  no  haber 
lugar  á  la  ejecución,  y  condeno  en  las  costas  al  ejecutante. 
En  su  consecuencia,  levántese  el  embargo  trabado  en  la  can- 
tidad depositada  en  poder  de  D.  Antonio  Drizar  Garfias,  según 
la  boleta  de  f.  27,  y  entregúese  á  los  ejecutados. 

Y  en  conrormidad  á  los  artículos  I'',  2"*  y  16  de  la  ley  de 
papel  sallado  para  el  año  de  1866  se  condena  en  la  mulla  de 
sesenta  pesos  á  cada  una  de  las  personas  que  han  Intervenido  , 
en  la  jestion  de  la  letra  de  f.  2,  cuya  multa  se  hará  efectiva  .en 
las  cajas  nacionales ;  haciéndose  saber  al  efecto  esta  resolu- 
ción á  los  residentes  en  esta  Provincia  por  el  escribano,  y  á 
los  demás  por  exhorto  que  se  dirijirá  á  los  juzgados  de  su  res- 
pectiva residencia.  Repónganse  los  sellos  con  inclusión  de 
16  mas  para  completar  las  correspondientes  á  la  boleta  de 
fojas  veinte  y  tres. 

Ftanklin  Villameva. 

Palacios  apeló,  y  se  concedió  el  recurso  libremente. 

Al  espresar  agravios  acompañó  tres  cartas,  que  fueron  com- 
pulsadas, dirijidas  por  Barth  y  Wolk  á  D.  Carlos  Grognet. 

En  la  primera  de  23  de  junio  de  1866  avisaban  el  recibo  del 
convenio  hecho  entre  Grognet  y  D.  Carlos  Gorsse,  diciendo 
que  hablan  combinado  con  el  Sr.  Sotomayor  diese  conclusión 
á  los  negocios  de  Gorsse,  y  previniéndole  demorase  la  entrega 
de  los  pagarés  hasta  mandarlas  la  cuenta  corriente  del  Sr. 
Gorsse,  cuyo  saldo  debia  garantir  Sotomayor. 

En  la  segunda  de  13  de  julio  de  1866  decían  haber  arre- 
glado con  el  Banco  de  Londres  el  transferir  á  su  orden  los 
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bolivianos  5,000  ps.  al   30  de   Octubre  y  30  de  Noviembre 
sobre  Cerelii  y  C^.  y  le  ordenaban  los  entregase. 

En  la  tercera  de  la  misma  fecha  confirmaba  la  anterior* 

Espuso  el  apelante  que  Grognet  era  el  apoderado  general  de 
Barih  y  Wólk,  y  como  á  tal  Gorsse  le  babia  entregado  las 
letras. 

Que  Grognet  autorizado  por  sus  poderdantes  las  había 
jiradó,  y  Ceretli  y  C^.  reconociendo  esa  anticipación  habian 
aceptado  la  letra  en  2  de  julio  cuando  ya  llevaba  un  endoso 
hecho  por  Grognet. 

tíue  el  segundo  endoso  fué  autorizado  por  las  cartas  de  13 
de  julio. 

Que  en  la  cuestión  pendiente  en  el  Rosario  no  se  negaba  la 
verdad  de  esa  autorización,  y  solo  se  decia  que  no  era  has* 
tante  una  carta  para  poder  hacer  un  endoso;  lo  que  era  con- 
trario á  lo  dispuesto  por  el  artículo  301  del  Código  de  Comer- 
cio. 

Que  la  providencia  del  Juez  del  Rosario  no  podia  ser  esten- 
siva  á  Ceretti  y  C^.  de  Mendoza,  y  la  notificación  hecha  á 
Grognet  no  podia  perjudicar  al  Banco  de  Londres. 

Que  el  auto  ordenando  al  Banco  conservase  en  su  poder  las 
letras  no  perjudicaba  á  Palacios,  porque  habia  sido  notificado 
en  Marzo  de  1867,  y  el  endoso  á  Palacios  era  de  13  de  Noviem- 
bre de  1866. 

Que  además  el  decreto  prohibía  la  enagenacion,  pero  no  el 
cobro  de  la  letra,  y  el  juicio  ordinario  promovido  en  el  Rosario 
no  podia  perjudicar  al  ejecutivo  seguido  en  Mendoza. 

Conferido' traslado,  Ceretti  y  C"".  contestaron  que  Grognet 
no  tenia  poder  especial  para  endosar  las  letras  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  por  los  artículos  47,  134,  785  y  803  del  Código 
de  Comercio. 

Que  la  doctrina  general  del  articulo  301  sobre  el  mandato, 
no  deroga  la  disposición  especial  de  los  artículos  anteriores 
respecto  del  endoso. 

Que  la  aceptación,  siendo  forzosa,  no  legalizaba  el  endoso 
hecho  anteriormente  por  Grognet. 
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Que  la  aceptación  además  debía  considerarse  ineficaz  por 
haber  sido  pagada  la  letra. 

Que  el  Banco,  declarándose  dueño  de  la  letra  por  las  posi- 
ciones, debia  obedecer  el  mandato  judicial  del  embargo,  y  no 
eludirlo  simulando  un  endoso. 

Que  la  prohibición  de  enajenar,  envolvía  la  de  cobrar  la 
letra,  pudiendo  el  tenedor  solo  pedir  el  depósito  del  dinero 
,para  no  perjudicarla. 

Que  según  una  carta  de  Barth  y  Wolk  á  Grognet,  debia  este 
entregar  las  letras  á  Sotomayor,  quien  por  arreglo  con  aquellos 
era  el  dueño  de  las  mismas;  y  que  sin  embargo  Grognet  deso- 
bedeció la  orden,  y  bin  poder  lejítimo  las  endosó. 

La  Suprema  Corte  notando  que  no  había  precedido  la  justi- 
ficación de  que  el  caso  correspondía  á  la  Justicia  Federal, 
mandó  se  practícase  ^ 

Se  produjo  una  información  de  testigos,  y  se  dictó  el    , 


Falle  de  le  Supreme  Corte. 


Buenos  Aires,  Abril  1®  de  1869. 

Vistos:  siendo  bastante  la  prueba  últimamente  producida 
para  acreditar  que  el  conocimiento  del  presente  asunto  corres- 
ponde á  la  justicia  nacional;  y  considerando— Primero :  Que 
no  se  ha  negado  la  autenticidad  de  las  cartas  que  corren  á  fojas 
doscientos  veinte  y  uno  y  doscientos  veinte  y  dos,  presentadas 
por  el  apelante  con  su  espresion  de  agravios,  y  que  fueron 
dirijidas  por  los  señores  Barth  y  Wolk  en  trece  de  Julio  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  á  Don  Carlos  Grognet,  orde- 
nándole que  transfiriese  al  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la 
Plata  la  letra  de  foja  dos,  y  otra  de  las  procedentes  de  la 
negociación  de  aquella  casa  con  Don  Carlos  F.  Gorsse,  que 
garantió  Don  Nicolás  Sotomayor.  Segundo :  Que  estas  órdenes 
lejitimaron  el  endoso  que  en  diez  y  siete  del  mismo  mes  hizo 
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Grognet  en  favor  dé  dicho  banco;  paes  el  mandato  puede 
otorgarse  por  cartas,  según  el  articulo  trescientos  uno  del 
Código  de  Comercio^  y  no  es  exacto  que  exista  alguna  dispo- 
sición que  lo  exija  mas  solemne  para  el  endoso  de  las  letras 
de  cambio.  Tercero:  Que  aun  cuando  á  foja  ciento  cuarenta  j 
seis  se  rejistra  una  copia  de  carta  escrita  por  Barih  y  Wolk  á 
Grognet,  en  veinte  y  tres  de  Junio  anterior,  mandándole  en- 
tregar á  Sotomayor  las  letras  jiradas  por  Gorsse^  esta  orden  fué 
revocada  en  la  misma  fecha  por  la  de  foja  doscientos  veinte  y 
dos  para  que  no  le  diese  cumplimiento,  y  retuviese  las  letras 
hasta  que  sus  poderdantes  arreglasen  su  cuenta  con  Gorsse, 
cuyo  saldo,  decian,  debía  garantir.  Sotomayor.  Cuarto:  Que 
por  consiguiente,  el  endoso  de  Grognet  en  favor  del  Banco 
de  Londres  y  Rio  de  la  Plata,  no  fué  un  falso  endoso  que 
viciase  los  posteriores  que  se  hicieron  de  las  letras.  Quinto: 
Que  el  endoso  del  Banco  en  favor  de  Don  Carlos  M.  Palacios 
de  la  letra  de  foja  dos,  y  el  de  este  en  favor  de  Don  Federico 
Palacios  contienen  todos  los  requisitos  que  prescribe  el  artículo 
ochocientos  tres  del  citado  Código  para  que  el  endoso  sea 
perfecto ;  y  trasmitieron  la  propiedad  de  la  letra,  según  e| 
artículo  ochocientos  uno  del  mismo.  Sesto:  Que  la  declaración 
del  gerente  del  Banco,  dada  ante  el  Juez  de  Comercio  del 
Rosario,  de  que  la  letra  de  foja  dos  pertenece  aun  al  estable- 
cimiento, es  de  ningún  valor  para  anular  los  electos  de  un 
título  de  propiedad  que  el  mismo  ha  dado,  en  virtud  de  un 
contrato  bilateral  que  no  puede  rescindir  por  su  sola  voluntad; 
y  menos  para  privar  á  Don  Federico  Palacios  del  derecho  que 
le  trasmitió  Don  Carlos;  pues  aun  en  el  caso  de  haber  inter- 
venido simulación  ó  fraude  en  el  endoso  que  á  este  hizo  el 
banco,  este  vicio  no  le  perjudicaría,  según  el  artículo  doscien- 
tos veinte  y  tres  del  Código  de  Comercio,  porque  no  se  ha 
probado  que  participó  ó  tuvo  conocimiento  de  la  mala  fé  de 
aquellos.  Séptimo,  y  últimamente,  que  tampoco  se  ha  probado 
la  antidata  del  endoso  del  banco  para  eludir  la  orden  del  Juz- 
gado de  Comercio  de  retener  la  letra  á  su  disposición;  por  estos 
fundamentos,  se  revoca  el  auto  de  foja  ciento  setenta  y  siete 
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vuelta  eu  la  parte  apelada,  y  llévese  adela&te  la  ejecución  hasta 
hacerse  pago  del  importe  de  la  letra  de  foja  dos,  intereses  y 
costas,  i  escepdon  de  las  de  la  presente  instancia  que  se 
abonarán  por  mitad,  devolviéndose  satisfechas  que  estas  sean 
y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.-José  Barros  Pazos. 


€AVñA    yiXJLU, 


Dan   José  Somarlva   contra  Ladvocal  y  C*, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  !<>  Carece  de  personería  para  demandar  el  te- 
nedor de  un  conocimiento  que  no  está  endosado  á  su  favor. 

2'  La  personería  no  se  legaliza  presentando,  después  de 
negada  por  el  demandado,  un  nuevo  conocimiento  con  el 
endoso  sin  fecha  y  sin  el  juramento  de  ley. 


Trr 
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Caso.  — En  13  de  Enero  de  4869,  D  José  Somariva  se 
presentó  ante  el  Juez  Nacional  de  la  Sección  de  Boenos  Aires 
con  un  conocimiento  estendido  á  la  orden  de  los  señores 
Lumb  hermanos,  diciendo  que  D.  José  M.  Leplay  cargó  en 
el  Havre  en  el  navio  c  Jacques  Cceur  >  seis  mil  canastos  de 
papas  que  debian  ser  entregados  á  su  orden  en  esta  plaza ; 
que  cuando  el  buque  llegó,  sus  consignatarios  Ladvocat  y  C^ 
le  anunciaron  que  el  cargamento  se  encontraba  en  mal  es- 
tado, por  lo  que  les  ofreció  pasar  á  bordo  para  examinarlo, 
y  separar  lo  que  estuviese  en  buen  estado,  haciendo  aban- 
dono del  resto;  que  al  trasladarse  á  bordo,  tuvo  noticia  que 
el  buque  habia  salido  para  la  Ensenada  por  orden  de  los 
consignatarios,  y  que  allí  se  habia  arrojado  al  agua  todo  el 
cargamento  sin  su  conocimiento  ni  autorización. 

Que  semejante  conducta  le  habia  ocasionado  perjuicios  que 
estimaba  .en  cien  mil  pesos  m/c,  por  cuya  suma  demandaba 
á  los  consignatarios  del  buque. 

Conferido  traslado,  D.  Pablo  Ladvocat  contestó  pidiendo 
se  rechazara  la  demanda. 

i^  Porque  el  demandante  no  teñía  personería  para  poner- 
la, estando  el  conocimiento  estendido  á  la  orden  de  los 
señores  Lumb  hermanos. 

S**  Porque  aun  cuando  el  demandante  tuviera  personería,  no 
era  contra  él  que  debía  dirijirse^  porque  habiendo  sido  sim- 
ple consignatario  del  buque,  su  representación  habia  con- 
cluido el  dia  que  éste  dejó  el  puerto,  y 

3»  Porque  carecía  de  derecho  de  demandar  contra  quien 
quiera  que  fuese,  aunque  fuera  dueño  del  cargamento  por- 
que éste  se  habia  echado  al  agua  en  completa  putrefacción, 
después  de  un  examen  policial,  y  con  la  intervención  de  la 
Aduana  y  de  la  Capitanía  del  Puerto. 

El  Juzgado  proveyó  traslado  del  artículo  de  personería. 

Somariva  contestó  que  el  cargamento  de  papas  vino  por  en- 
cargo suyo  á  la  casa  de  Lumb  hermanos,  que  sirvieron  de 
simples  intermediarios  en  la  negociación.  Pero  que  como  el 
pedido  se  hizo   por  intermedio  de  Lumb,  el   conocimiento 
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vino  á  8u  nombre  y  le  fué  endosado  tan  luego  como  llegd 
el  buque  al  puerto.  Finalmente,  que  la  escepcion  quedaba 
completamente  destituida  de  fundamento  con  el  conocimiento 
endosado  á  su  favor  que  ahora  acompañaba.  Este  conoci- 
miento carecía  de  íecba. 


Falle  del  Jíues  de  Seeeleii. 

Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1869. 

Y  vistos:  Considerando  que  no  consta  de  autos,  qu0  el 
demandante  fuese  el  cargador  y  dueño  de  la  partida  de  seis 
mil  canastos  de  papas,  de  que  hace  referencia  el  conocimien- 
to de  fojas  primera,  que  se  halla  concebido  á  la  orden  de 
los  señores  Lumb  hermanos,  y  por  consecuencia,  que  no  es- 
tá acreditada  la  personeria  de  D.  José  Somariva. 

Que  las  demás  escepciones  opuestas  por  el  demandado,  no 
se  hallan  comprendidas  en  el  artículo  73  de  la  Ley  de  pro- 
cedimientos.     ^ 

Por  estos  fundamentos,  se  declara,  que  D.  José  Somariva 
no  tiene  personería  en  esta  causa,  condenándosele  en  las 
costas  del  articulo.    Repóngase  el  sello. 

* 

Manuel  Z aválela. 
Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente : 

FaUó  de   Ia  Siiprema   Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  1869. 

Vistos:  considerando  que  el  conocimiento  de  foja  qnince 
ba  sido  agregado  á  los  autos,  después  de  deducido  el  artí- 
culo de  personería,  sin  los  requisitos  del  artículo  diez  de  la 
Ley  de  procedimientos^  con  el  endoso  sin  fecha  y  después 
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de  haber  el  mismo  demandante  presentado  el  de  foj^  pri- 
mera, en  el  que  aparece  qne  el  cargamento  de  que  se  traía 
es  de  Lomb  y  Compañía,  por  lo  que  no  es  bastante  para  ji»s- 
tifiear  la  personería  que  se  invoca ;  por  este  y  demás  funda- 
mentos del  auto  apelado  de  foja  veinte  y  dos,  se  conGrma  con 
costas,  y  satisfechas  las  de  esta  instancia  y  repuestos  los  sellos/ 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Garberas.— Salva- 
dor María  del  Carril.  —  Francis- 
co Delgado. — José  Barros  Pazos« 
— Bentto  Carrasco. 


■u   J      "y 


CAUSA  ILVÍIII. 


Pon  Gaspar  Palacios  y  otros  con  Isla  y  C*,  por  cobro 

de  salarios  de  salvamento^  sueldos  de 

marineros  y  provisiones. 


Sumario. — 1<>  Debe  ser  considerada  temeraria  la  resistencra 
del  demandado,  cuando  el  crédito  que  se  cobre  es  legitimo, 
y  no  le  ha  sido,  ni  debido  ser  desconocido. 

8*  En  ese  caso  debe  ser  condenado  en  las  costas  del  juicio. 
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Caso»rr4Ei  Procurador  D.  Julio  J.  Alvarez  en  representación 
de  D.  Gaspar  Palacios,  D.  Ángel  Remija,  D.  Francisco  R. 
Ñoñez,  D.  •  Joliaa  Tomas,  D.  Manuel  Muñoz  y  Martínez,  D. 
Manuel  Enrique  y  D.  Francisco  Grassone  Spagnoletto,  der 
mandó  á  los  Sres,  Isla  y  C^  como  propietarios  del  bergantín 
f  Juanita»  para  que  fueran  condenados  á  pagar  á  los  dos  pri* 
meros  la  suma  de  2,000  t  m/c.  por  salarios  de  salvamento, 
á  Nunez  la  de  4,075  ^  m/c.  por  cuatro  meses  20  dias  de 
«servicio  como  contramastre  á  35 1^  fts.  al  mes,  i  Muñoz  la 
de  2,550  ^  por  cuatro  meses  veinte  dias  de  servicio  como 
marinero  á  22$  fts.,  á  Enrique  y  Tomas  la  de  2,475^  por 
cuatro  meses,  quince  dias  de  servicio  como  marineros  á  22 
$  fts.,  y  á  Spagnolelto  la  de  2,724  S  por  suministros  hechos 
al  buque. 

Acompañó  i  la  demanda  un  pagaré  por.  2,000  S  firmado  é 
favor  de  Palacios  y  Remija  por  P.  Adolio  Ricke,  la  cuenta 
de  salarios  de  los  marineros,  la  cuenta  de  Spagnoletto  con 
el  conforme  del  contramaestre,  y  un  cerlifrcado  de  la  Capita* 
nía  del  Puerto  sobre  la  verdad  de  los  suministros. 

Pespues  de  reyíelto  un  artículo  de  no  parte  interpuesto  por 
Isla  y  C^,  estos  contestaron  la  demanda  diciendo  que  no  re- 
conocían la  autenticidad,  ni  la  procedencia  del  pagaré  de 
2,000  í$^,  y  no  se  consideraban  obligados  á  satisfacerlo ;  que 
los  sueldos  de  los  marineros  no  habian  sido  ajustados^  eran 
exagerados,  los  marineros  no  habian  servido  el  tiempo  que  se 
indicaba  por  la  cuenta,  y  la  acción  para  cobrarles  estaba 
prescrípta  con  arreglo  á  los  artículos  1007  y  1008  del  Céd. 
de  Comercio';  y  que  la  ciüenta  de  Spagnoletto  no  estaba  jus- 
tificada. 

Se  recibió  la  causa  4  prueba  sobre  los  siguientes  puntos. 

lo  La  autenticidad  y  procedencia  del  pagaré  de  2,000$,  y 
la  verdad  de  la  cuepta  por  suministros. 

2^  Qué  clase  de  contrato  celebraron  el  contramaestre  y  los 
marineros  con  Ricke. 

3<>  Cuánto  se  acostumbra  pagar  por  sueldos  á  esta  clase  de 
ep§|iB|dos. 
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4^  Cttáodo  entraron  y  salieron  aquellos  del  s^vicio  del 
bergantín. 

Sobre  el  primer  punto,  iqformó  faYorablemente  la  Sub-dele- 
gacion  de  marina  del  Tigre,  y  declararon  cuatro  testigos, 
agregándose  además  un  espediente  donde  existían  Armas  au- 
ténticas de  Ricke,  para  cotejarlas  con  la  del  pagaré. 

Sobre  el  segundo  punto  D.  Miguel  Ramayon  comerciante 
declaró  que  los  sueldos  fueron  ajustados  en  su  casa,  asignán- 
dose al  contramaestre  30  ^  fts.  y  á  los  marineros  20  f  fts.  ai 
mes,  con  obligación  de  darles  el  vino. 

Sobre  el  sueldo  del  contramaestre  el  Sub-delega'do  de  ma- 
rina del  Tigre  declaró  que  era  de  35  á  40  ^  fts. ;  Ramayon  de 
30  á  35 i^ fts.,  y  dos  otros  testigos  qqe  era  de  30 1^  fts. 

Sobre  el  sueldo  de  los  marineros,  el  Sub-delegado  de  ma- 
rina y  dos  testigos  mas  declararon  que  era  de  20  á  24  ^  fts. , 
Ramayon  y  otro  testigo  de  20  á  22  ]^  fts.,  y  tres  testigos,  que 
era  de  20  j' fts. 

Sobre  el  cuarto  punto  el  Sub-delegado  de  marina  informó 
que  Nufiez  y  Muñoz  hablan  entrado  á  servir  al  3  de  Diciem- 
bre de  i867,  Enrique  y  Tomas  el  7  del  mismo,  y  salieron 
todos  el  22  de  Abril  de  1868 :  y  Ramayon  que  entraron  el  7 
de  Diciembre  de  1867,  sin  saber  cuando  salieron. 

Se  ordenó  la  exhibición  del  libro  de  cuenta  y  razón  del 
buque,  y  no  se  efectuó,  porque  los  demandados  dijeron  no 
haber  recibido  libro  alguno  cuando  se  les  entregó  el  buqué. 

Los  demandadqs  presentaron  dos  cuentas  de  suministros, 
una  de  Spagnolelto  de  i 6  de  Mayo  de  1868  y  otra  de  D.  Juan 
Pinasco  de  iO  de  Abril  de  1868  pagadas  por  los  primeros,  y 
con  el  recibo  al  pié,   reconocidas  por  los  segundos. 

El  Juez  de  Sección  preguntó  á  Islas  y  G*  si  al  pagar  estas 
cuentas,  los  acreedores  manifestaron  que  eran  los  únicos  cré- 
ditos que  tenian  con  referencia  al  buque. 

Contestaron  que  no  manifestaron  nada. 

Les  preguntó  si  babian  pagado  otras  cuentas  del  buque  por 
suministros  ó  sueldos. 

Contestaron  que  solo  babian  pagado  cuentas  posteriores  á. 
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la  entrega    del  i)uqae,  pues  no  se  creian  obligados  á  pagar 
las  anteriores. 

Les  preguntó  cuántos   marineros   existian  á  bordo  de   la 
c Juanitas,  cuando  ios  declarantes  reclamaron  el  buque. 

Contestaron  que  cuatro  con  el  contramaestre,  sin  saber  si 
eran  los  mismos  que  se  habian  presentado. 


WmUm  úml   Jíuam   tleceioiuü* 


Buenos  Aires,  Febrero  27  de  1869. 

Y  vistos :  en  la  demanda  entablada  por  el  Procurador  D. 
Julio  J.  Alvarez  por  D.  Gaspar  Palacios,  D.  Ángel  Remija, 
D.  Francisco  Roque  Nuñez,  D.  Julián  Joñas,  D.  Manuel 
Muñoz  y  Martínez,  D.  Manuel  Enrique  y  D.  Francisco  Grasso- 
ne  Espanoletio  contra  los  Sres.  D.  Antonio  Isla  y  C^,  pro- 
príetarios  del  bergantín  nacional  c Juanitas»,  por  cobro  de 
salarios  de  marineros,  gastos  de  salvamento  y  provisiones  al 
mismo  buque,  fundándose  en  que  dichos  créditos  fueron 
contraidos  por  el  capitán  y  en  que,  con  arreglo  al  *  articulo 
1037  del  Código  de  Comercio,  son  responsables  tos  propieta- 
rios, y  acompañando  como  comprobante  el  documento  y  cuen- 
ta que  corren  de  fojas  1  á  5  á  todo  lo  cual  los  demandados 
contestaron  lo  siguiente : 

í^  Sobre  el  documento  de  f.  1^,  suscrito  según  los  deman- 
dantes por  D.  Adolfo  Ricke,  que  ni  reconocían  su  autenticidad, 
ni  su  procedencia;  ni  se  consideraban  obligados  á  verificar 
abonos. 

99  Respecto  á  los  sueldos,  que  carecían  de  justificación 
sobre  el  pretendido  contrato  celebrado  con  Ricke  acerca  de 
su  importancia,  que  son  superiores  á  los  usuales  en  nuestro 
puerto,  á  lo  que  se  agregaba  que  comprendían  mayor  tiempo 
que  el  que  realmente  habian  servido,  y  oponiendo  además  la 
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excepción  de  p^éscripcioo  cor  arreglo  á  lo*  anfcitlot  1007 
y  1008  del  Código  de  Comercio. 

3^  Respecto  al  crédito  por  provisionesi  qoe  no  teniendo 
conocimiento  de  él  se  justificaran  debidamente. 

Recibida  la  causa  á  prueba  para  acreditar  los  siguientes 
puntos:     ^ 

l^  La  autenticidad  del  documento  de  f.  i*  y  su  procedencia, 
asi  como  la  verdad  de  la  cuenta  de  f.  4. 

2®  El  contrato  entre  el  capitán  Ricke  y  los  marineros. 

3«  El  sueldo  nsual  en  nuestro  puerto  y 

^  El  tiempo  de  servicio. 

Se  han  producido  las  que  corren  agregadas  de  f.  1*  á  2>  y 
se  ha  pedido  que  se  agregaran  ad  effectum  videndi^  los  autos 
seguidos  por  los  demandados  para  reivindicar  el  buque. 

Y  considerando :  1^,  Respecto  de  la  autenticidad  y  prote- 
dencia  del  documento  de  f.  1%  qoe  consta  por  las  declara- 
ciones de  D.  Miguel  Pitahiga,  fojas  108  y  109,  y  por  el  in- 
forme  del  Sub-delegado  que  los  individuos,  á  cuyo  favor  se 
dice  otorgado  el  documento,  prestaron  efectivamente  servicios 
de  salvamento  del  bergantín  tJuaniía»,  y  es  evidente  qtre 
estos  servicios,  de  conformidad  con  el  art.  1462  del  Código, 
fes  acuerdan  'el  derecho  á  un  salario,  con  privilegio  sobre  el 
bnqne,  según  los  artículos  1020  y  1021. 

Que  no  estando  probado  que  les  fuesen  abonado  dichos  sa- 
larios, es  de  presumir  que  no  lo  fué  y  que  por  consignieme, 
permanece  el  derecho  para  eiijir  su  pago. 

Qué  eP  cuanto  en  que  fué  estimado  no  puede  ser  otro  que 
el  valor  espnesado  en  el  documento  de  f.  1%  como  \o  hace 
presumir  el  informe  citado  del  Sub-delegado  de  marina,  según 
él  que  Rieke  le  babia  manifestado,  que  iba  á  abonar  esa 
suma  por  los  servicios  antes  esfircbados,  adquiere  la  fuerza* 
de  una  prueba  completa  por  la  deposición  de  Pitaluga  que 
declara  que  Rieke  otorgó  el  documento  por  los  auxilios  prtíB-* 
tados  al  fJuanitat,  y  porque  confrontado  el  documento  coa 
el  de  f.  1^  del  espediente  agregado,  reconocido  coRió  auiéo^ 
tito,  aparecen  pertenecer  aoibaft  á  la  misma  persena  nb<  solo 
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por  ia  forma  sino  por  la  letra  del  cuerpo  del  documento,  y 
las  palabras  cBergantín  Juanhai  escritas  por  la  misma  persona^ 
prueban  que  el  documeuto  procedia  de  servicios  ó  sumiuis* 
tros  á  dicho  bergantín. 

Considerando  en  2^  lugar  respeto  al  sueldo  de  los  marineros* 

Que  consta  por  la  declaración  de  D.  Miguel  Ramayon  á 
f.  106»  informe  del  Sub^delegaijo  de  marina  de  fojas  113  y 
114  y  por  la  confesión  de  Ibs  demandados  en  el  espediente 
agregado  que  habia  á  bordo  del  cJuanita»  varios  marineros^ 
y  que  según  los  primeros  en  sus  declaraciones  citadas,  SDn¡ 
los  mismos  que  se  presentan  reclamando  sus  sueldos. 

Que  aunque  no  conste  de  una  maneta  positiva  la  fe^ 
cha  en  que  entraron  á  servir,  debe  presumirse  que  fué  el 
día  10  de  Diciembre,  en  que  Ricke  compró  el  bergantín,  y 
pocos  dias  antes  de  la  fuga  de  dicho  Ricke,  porque  snn  que. 
este  dia  es  posterior  al  siete  del  mismo  mes,  en  el  que  dice. 
Ramayon  fueron  ajustados  y  princi(Maton  á  servir,  hay  que. 
tener  presente  que  el  testigo  no  presenció  el  ajuste,  y  que 
en  caso  de  duda  debe  estarse  á  lo  mas  favorable  para  los  de^ 
mandados. 

Que  no  constando  el  precio  en  que  fueron  ajustados,  debe 
estarse  al  usual  que  según  los  testigos  Pitaluga  y  Yitaie  es 
el  de  treinta  pesos  fuertes  para  los  contramaestres  y  de  veinte 
para  los  marineros,  que  son  por  otra  parte  los  que  el  único 
testigo  presencial,  Ramayon,  dice  fueron  convenidos* 

Que  la  excepción  de  prescripción  no  es  admisible,  porque 
la-  prescripción  de  acciones  de  esta  clase  no  está  regida  por 
el  articulo  1007  sino  por  el  1000  del  Código,  el  que  flja  ua 
ano  para  la  prescripción  de  los  sueldos  de  los  marineros,  y 
no  habiendo  corrido  un  año  hasta  el  dia  de  la  demanda^  no 
ha  podido  efectuarse  la  prescripción. 

Considerando  en  tercer  lugar,  respecto  de  la  cuenta  pre- 
sentada por  Spagnoletto,  que  consta  de  la  declaración  del 
contramaestre,  representante  del  capitán  durante  la  ausebtia 
da  este»  que  es  verdad  que  el  buque  ha  recibido  las  provisícu 
ne»;  qve.eapresa  dicha  cnenta* 
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Que  además  és  evidente  que  el  boque  demandaba  víveres 
para  la  conservación  de  la  tripulación  y  estos  víveres  no  han 
podido  abonarse  por  el  capitán  que  se  hallaba  prófugo  como 
)o  prueba  el  espediente  agregado,  y  por  consecuencia  se  deben 
todavía  y  su  pago  corresponde  á  los  propietarios  del  buque. 

Que  sin  embargo  de  lo  espuestos  en  los  precedentes  consi- 
derandoSt  no  ha  habido  temeridad  por  parte  de  los  propieta- 
rios ó  demandados  en  sostener  e^  juicio^  no  solo  por  tratarse 
de  hechos  á  que  hablan  permanecido  estraños  y  no  existir  á 
bordo  el  libro  que  los  debia  justiGcar,  sino  porque  los  mari- 
neros cobraban  un  sueldo  mayor  que  el  usual,  y  que  el  que 
se  les  manda  abonara 

Por  estos  fundamentos,  y  con  arreglo  al  auto  ejecutoriado 
def.  62;  fallo:  condenando  á  los  Sres.  Antonio  Isla  y  Cs 
propietacios  del  bergantín  c Juanita»,  al  pago  dentro  de  10 
días  de  la  notificación,  de  las  cantidades  cobradas  por  los 
demandantes,  con  declaración  de  que  el  sueldo  del  contra* 
maestre  y  marineros  se  liquidará  desde  el  10  de  Diciembre 
de  1867,  debiendo  ajustarse  el  del  contramaestre  á  treinta 
pesos  fuertes  y  el  de  los  marineros  á  veinte  pesos  fuertes  por 
mes,  y  sin  especial  condenación  en  costas^  Repóngase  los 
sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

El  Procurador  Alvarez  apeló  de  la  sentencia  en  la  parte  en 
que  no  se  condenaba  en  costas  á  Isla  y  C',  alegando  que  de 
la  prueba  producida  resultaba  que  ellos  conocían  la  legiti- 
midad de  los  cobros ;  y  se  concedió  el  recurso  en  relación. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  6  de  1869. 

Vistos,  y  considerando;  Primero^  que  no  puede  razona- 
blemente suponerse  que  Isla  y  Compañía  hayan  ignorado  el 
salvamento  del  bergantín  cJuanita»  á  que  se  refiere  el  docu«* 
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mentó  de  foja  primera,  los  scrvtcios  de  la  tripulación,  y  su 
provisión  de  alimentos  durante  el  tiempo  que  estuvo  abando- 
nado por  Ricke  en  el  puerto  del  Tigre ;  y  que  si  esa  supo- 
sición se  admitiese  su  ignorancia  seria  culpable,  porque  la 
mas  lijera  investigación  les  hubiera  dado  á  conocer  unos  he- 
chos sabidos  en  la  Sub-delegacion  de  Marina,  y  por  los  veci- 
nos del  puerto,  como  se  deduce  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  presentados  por  los  demandantes ;  investigación  que 
debieron  hacer  antes  de  comprometer  á  estos  en  un  pleito 
dispendioso  para  cobrar  deudas  que,  según  la  terminante  dis- 
posición del  Código  de  Comercio,  eran  cargas  del  buque  que 
se  mandó  restituirle ;  Segundo^  que  aunque  en  el  auto  ape- 
lado se  dice,  para  eximiries  de  la  condenación  en  costas,  que 
la  cuenta  de  sueldos  está  recargada,  esta  observación  no  es 
aplicable  á  los  cobros  por  salvamento  y  provisiones^  y  que 
pierde  toda  su  fuerza  si  se  tiene  presente  que  el  testigo  Ra- 
mayon  que  declara  sobre  el  ajuste  hecho  en  su  casa  á  razón 
de  treinta  pesos  fuertes  mensuales  al  contramaestre  y  veinte 
pesos  fuertes  á  los  marineros,  agrega  que  se  les  debia  dar 
también  el  vino,  artículo  que  no  está  incluido  en  la  cuenta 
de  provisiones;  por  lo  cual  no  puede  establecerse  que  pre- 
tendiesen un  sueldo  excesivo,  asignándose,  el  primero  treinta 
y  cinco  pesos  fuertes  y  veinte  y  dos  los  segundos,  que,  según  al- 
gunos testigos,  era  el  corriente  en  aquel  punto ;  Tercero,  que,  por 
consiguiente,  los  demandados  han  debido  ser  considerados  te* 
merarios  litigantes,  é  incursos  en  la  pena  de  la  ley  octava, 
título  veinte  y  dos,  partida  tercera ;  por  estos  fundamentos, 
se  revoca  el  auto  de  foja  ciento  sesenta  y  tres  vuelta  en  la 
parte  apelada,  y  se  condena  á  Isla  y  Compañía,  en  todas  las 
costas  de  este  pleito ;  devolviéndose  satisfechas  que  sean  las 
de  la  presente  instancia^  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  d&  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril.— Francisco 
Delgado.— -José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
T.  vn,  *0. 
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9A1J9A   l^l^lLIT. 


Don  Francisco  Arigós  contra  D.  Francisco    Vülanueva^ 

por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario  1<>  —  El  traslado  sin  perjuicio,  es  ajeno  de  la  tra- 
mitación que  la  ley  de  procedimientos  ha  dado  al  juicio  eje- 
cutivo. 

2^  El  demandante  que  se  conforma  con  esa  tramitación. 
Tiene  á  reconocer  que  el  documento  presentado  por  él,  no 
reviste  el  carácter  de  plena  prueba,  que  se  requiere  para 
despachar  el  auto  de  solvendo. 

3^  En  ese  caso  no  puede  oponerse  á  que  el  Juez  se  pro- 
cure los  conocimientos  que  repute  convenientes  para  resolver 
la  causa. 


Caso.—h.  Francisco  Arigi^s,  español,  demandó  á  D.  Francisco 
Vil lanueva, -ájente  de  la  Lotería  de  Beneficencia  de  Corrientes, 
por  el  pago  de  250  onzas,  que  correspondían  al  cuarto  de 
un  billete  de  lotería  premiado  con  la  suerte  mayor  de  mil  on- 
zas de  oro,  entablando  acción  ejecutiva. 

El  Juez  después  de  haber  mandado  acreditar  que  el  caso 
correspondía  á  la  justicia  Federal,  confirió  traslado  sin  per- 
juicio. 

Yillanueva  contestó  que  no  podia  saber  si  el  billete  era 
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cierto,  porque  el  talón  que  es  la  única  prueba  de  ello,  estaba 
embargado  por  la  autoridad  de  Gualeguaychú,  á  causa  de  un 
litijio  sobre  la  propiedad  de  ese  cuarto  de  billete;  y  pidid 
que  ae  librase  exborlo  al  respecto. 


Vatto  dtíí  Jfumm '  ñmmmimnml. 


Buenos  Aires,  Febrero  22  de  1869. 

Para  fnejor  proveer,  líbrese  el  exhorto  que  se  pide,  debien- 
do manifestar  en  el  acto  de  la  notificación  cuál  autoridad  de 
Guaieguaychú  es  la  que  ba  becho  el  embargo. 

Zavaleta. 

Arigós  apeló  de  este  auto,  diciendo  que  debia  decretarse 
el  auto  de  solvendo  sin  mas  trámite,  y  que  no  era  la  estación 
oportuna  del  juicio  ejecutivo  para  practicar  la  diligencia  orde- 
nada, que  pertenecía  á  las  probatorias. 

Concedido  el  recurso  en  relación,  se  dictó  el  siguiente; 


Falto  ele  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Abril  8  de  1869. 

Vistos,  y  considerando ;  Primero^  que  el  demandante,  don 
Francisco  Arigós,  conformándose  con  el  traslado  sin  perjuicio 
de  foja  diez  y  siete  vuelta,  ajeno  de  la  tramitación  que  la  ley 
de  procedimientos  ba  dado  al  juicio  ejecutivo,  reconoció  que 
los  documentos  que  presentó  en  su  demanda  no  revestían  el 
carácter  de  plena  prueba  que  el  articulo  doscientos  cincuenta 
y  dOd«  requiere  para  que  se  libre  el  auto  de  solvendo,  y  que 
era  necesario  al  Juez  buscar,  fuera  de  ellos,  mayores  escU- 
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recimientos  antes  de  pronunciarse ;  Segundo,  que  desde  que 
este  antecedente  se  halla  consentido  por  el  demandante,  y  los 
documentos  califlcados  de  insuficientes  por  su  sola  fuerza  proba- 
toria para  entablar  la  vía  ejecutiva,  no  puede,  poniéndose  eu 
contradicción  con  sus  propios  actos,  oponerse  á  que  el  Juez, 
usando  de  la  facultad  del  artículo  diez  y  seis,  se  procure  los 
conocimientos  que  repute  convenientes  para  resolver  acerta- 
damente la  causa;  por  estos  fundamentos,  se  confirma,  con 
cosías,  el  auto  apelado  de  foja  veinte;  y  satisfechas  aquellas 
y  repuestos  los  sellos,  ^devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  — Salvador 
María  DEL  Carril.  — Francisco  Del* 
GADO. —  José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 


CAUSA    %:1L1LW. 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Luis  contra 

Don  Dalmiro  Hernández  Jefe  del  Batallón  tSan  Luisi, 

por  defraudación  de  dineros  nacionales. 


Sumario.  —  \^  Los  Jueces  de  Sección  son  incompetente 
para  conocer  de  los  delitos  de  defraudación  de  rentas  públicas 
cometidos  por  militares  en  actual  servicio. 


DE    JUSTICIA   NACIONAL.  Hl 


2"  El  juzgamiento  de  estos  delitos  corresponde  á  un  Con- 
sejo  de  guerra. 


Caso.  —  En  !•  de  Febrero  de  1867,  el  Procurador  Fiscal 
de  la  Sección  de  San  Luis  espuso  ante  el  Juez  Nacional :  que 
habiendo  tenido  conocimiento  que  D.  Dalmiro  Hernández, 
jefe  del  Batallón  cSanLuis»,  estaba  estarando  al  tesoro  na* 
cional,  haciendo  revistar  soldados  de  mas,  y  dando  recibos 
de  carne  y  vicios  con  arreglo  á  esas  listas,  se  había  dirijido 
al  Ministerio  de  Justicia  dando  cuenta  del  hecho  por  no  en- 
contrarse en  ese  momento  el  Jue¿  en  su  jurisdicción. 

Que  según  una  nota  que  acababa  de  recibir  del  Mayor  D. 
Julio  Ruiz  Moreno,  él  estaba  nombrado  Fiscal  para  instruir 
una  sumaria  al  Comandante  Hernández. 

Que  correspondiendo  el  conocimiento  de  la  causa  al  Juzgado 
Federal,  con  arreglo  al  art.  20  de  la  ley  de  16  de  Octubre 
de  1862,  el  inciso  S"",  art.  2^,  é  inciso  3^,  art.  S^  de  la  ley 
de  Setiembre  de  1863,  pedia  que  el  Fiscal  Militar  informase 
sobre  el  estado  de  la  sumaría,  y  la  pasara  al  Juzgado  cuando 
estuviese  concluida. 


Fall«  del  Jíues  de  8ecetoii< 


San  Luis,  Febrero  4  de  1869. 

Considerando  que  para  providenciar  la  presente  solicitud 
fiscal,  el  juez  debe  examinar  su  competencia,  que  considerando 
el  asunto  en  su  generalidad,  tratándose  de  malversación  ó  de- 
fraudación de  caudales  públicos,  la  Justicia  Federal  á  que  es- 
tán sometidas  las  causas  de  hacienda,  debia  ser  competente ; 
pero  como^  según  el  modo,  forma  y  personas  que  cometan 
aquellas  faltas  cambia  la  jurisdicción ;  que  no  estando  prescrito 
por  las  leyes  civiles  por  ser  eslraño  á  ellas,  el  caso  denun- 
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eiada  por  el  señor  Fiscal ,  y  si  considerado  por  las  leyes  mi- 
litares, segaa  las  cuales  los  iadividuos  del  Ejército  que  su- 
plantan plazas,  cobran  raciones  indebidas,  6  de  cualquier  otro 
modo  se  aprovechan  ilejíiimamente  de  los  dineros  del  Estado 
deben  ser  juzgados  militarmente  por  Consejo  de  Guerra ;  que 
según  la  prescripción  del  articulo  sétimo  de  la  ley  de  proce* 
dimientos  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ocho  cientos  sesenta 
y  tres,  c  La  jurisdicción  criminal  atribuida  por  dicha  ley  á 
cía  justicia  Nacional,  en  nada  altera  la  jurisdicción  militar, 
c  en  los  casos  en  que,  según  las  leyes  existentes  deba  procc- 
€  derse  por  Consejo  de  Guerra,  j»  como  lo  es  el  presente ;  por 
estas  consideraciones,  no  ha  lugar  á  la  solicitud  Fiscal. 

/.  Pablo  Saravia. 
Habiendo  apelado  el  Procurador  Fiscal  se  dictó  esie 


Falto  de  la  Suprema  C^rte 


Buenos  Aires,  Abril  10  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  conñrma  el  auto  apelado 
de  foja  primera  vuelta,  y  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA    TLJL'JLVl. 


Criminal^  contra  Don  José  María  Hoyos^  por  rebelión. 


Sumario.  —  l^  Si  Qn  procesado  por  haber  ejercido  el  empleo 
de  admioistrador  de  Aduana,  nombrado  por  los  rebeldes,  de- 
muestra que  lo  ejerció  por  fuerza,  no  puede  obligársele  á 
reintegrar  los  dineros  que  entregó  á  sus  superiores. 

^  El  Juez  Nacional  no  puede  en  ningún  caso  proceder 
de  oficio. 

30  Es  proceder  de  oficio  imponer  al  acusado  una  pena  que 
que  no  se  ha  pedido  en  la  acusación. 


Caso.  -^  Don  José  M.  Hoyos  fué  acusado  por  el  Procurador 
Fiscal  ante  el  Juez  Nacional  de  la  Sección  de  Mendoza,  de 
haber  cooperado  al  éxito  de  la  rebelión,  prestándose  á  desem- 
peñar dos  puestos  públicos  importantes  durante  ella:  el  de 
Administrador  de  la  Aduana  Nacional  de  que  se  apoderaron 
los  rebeldes,  y  el  de  representante  del  pueblo,  en  el  Poder 
Legislativo,  que  debia  dar,  aunque  no  fuese  mas  que  en  la 
apariencia,  formas  legales  á  la  rebelión. 

Que  el  acusado,  por  haber  ser\1do  esos  destinos  ha  incur- 
rido en  el  delito  de  rebelión ;  y  habiéndolos  ejercidos  después 
de  haber  habido  combate  entre    las  tuerzas  nacionales  y  las 
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de  los  rebeldes,  ha  contribuido  á  que  distrajesen  los  cauda- 
les públicos  de  su  lejílima  inversión. 

Que  el  acusado  se  excepcionaba  con  que  se  escus($  de  ad- 
mitir el  empleo  de  Administrador  de  Aduana ;  pero  que  ese 
hecho  no  lo  eximia  del  delito,  porque  con  una  voluntad 
decidida,  no  le  habrían  faltado  medios  ni  recursos  para  eva- 
dirse de  la  complicidad  que  contrajo. 

Pidió  se  declarase  á  Hoyos  incurso  en  el  delito  de  rebelión, 
y  con  arreglo  al  art.  15  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  se  le  condenase  á  una  multa  de  tres  mil  pesos  fuertes. 

El  acusado  contestó  pidiendo  se  le  declarase  libre  de  culpa 
y  pena,  se  le  devolvieran  sus  bienes  que  ee  habia  embargado, 
y  se  cancelase  su  fianza  .que  habia  dado  para  salir  de  la  pri- 
sión. 

Que  su  nombramiento  de  representante  emanó  de  una  elec- 
ción del  pueblo,  en  cuyo  acto  no  tuvo  ninguna  participación ; 
y  que  por  lo  mismo  no  habia  razón  para  creer  que  tuvo 
voluntad  ó  prestado  su  consentimiento  para  que  se  le  nombrara. 

Que  hecha  la  elección,  se  negó  á  concurrir  á  las  sesiones, 
no  obstante  las  repetidas  instancias  y  amenazas  que  se  le  ha- 
cían, hasta  que  por  medios  engañosos  y  violentos  se  le  llevó 
á  la  Sala. 

Que  en  sesión  manifestó  de  una  manera  pública  su  resis- 
tencia á  reconocerse  representante,  argüyó  la  nulidad  de  todo, 
y  calificó  á  la  corporación  como  una  simple  reunión  de  hom- 
bres que  no  investían  poder  alguno. 

Que  electo  Gobernador,  sin  embargo,  rehusó  repetidas  ve- 
ces aceptar  el  cargo,  hasta  que  obligó  á  la  reunión  á  elegir 
otra  persona;  y  qu^  todos  estos  hechos  demostraban  que 
nunca  tuvo  la  voluntad  de  cooperar  al  éxito  de  la  rebelión. 

Que  mas  tarde  renunció  también  el  puesto  de  Administra- 
dor de  Aduana,  insistiendo  dos  veces  por  escrito  en  su  escu- 
sacien  en  términos  de  todo  punte  desfavorables  á  los  propósi- 
tos de  la  revolución ;  pero  que  habiéndose  rechazado  su  re- 
nuncia en  términos  amenazantes,  no  le  quedó  mas  arbitrio 
que  aceptar,  aunque  contra  su  voluntad. 
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Que  en  la  posición  estrema  en  que  los  jeies  de  la  rebelión 
lo  pusieron,  no  tenia  mas  aliernaiiin  que,  ¡ó  esponer  sa  vida, 
insistíendo  en  su  negativa  á  servirles,  ó  salir  inmediatamente 
de  la  Provincia,  no  habiendo  podido  oblar  por  lo  üUimo 
porque  lo  impedian  las  medidas  tomadas  por  los  rebeldes,  y 
piorque  necesitaba'  ctiidar  de  su  familia  de  que  es  único  am- 
paro. 

£n  seguida  el  Juzgado  puso  la  cauisa  á  prueba,  sobre  los 
puntos  siguientes : 

lo  Que  el  acusado  se  resistió  á  aceptar  el  cargo  de  repre- 
sentante. 

2»  Que  fuá  citado  repetidas  veces  á  las  sesiones,  y  amena- 
zado^ y  que  no  obstante  eso  se  negtf  á  concurrir. 

3*>  Que  en  sesión  pública  se  resistió  á  reconocerse  repre- 
sentante. 

Producida  la  prueba  correspondiente,  el  juzgado  pronunció 
el  siguiente: 


WmMM»  del  Jiies  deflec«Í9ii. 


Mendoza^    Diciembre  4  de  1868. 

Vistos :  D.  José  Haría  Hoyos  es  acusado  de  haber  cooperado 
al  éiito  de  la  rebelión  y  sedición,  prestándose  á  desempeñar 
dos  puestos  públicos  de  importancia,  como  son  el  de  Admi- 
nistrador de  Aduana  Nacional  y  el  de  representante,  y  de 
haberlos  ejercidos  después  de  haber  habido  combate  entre  los 
rebeldes  con  las  Tuerzas  del  Gobierno  General,  contribuyendo 
á  que  distrajesen  los  caudales  públicos  de  su  lejítima  inver- 
sión, y  á  la  formación  de  un  poder  público  que  debia  robus- 
tecer y  sostener  la  rebelión,  no  pudiendo  eximirle  de  estos 
CMf  os  la  escusacion  para  admitir  el  empleo  de  Administrador 
de  Aduana,  porque  con  una  voluntad  decidida  para  no  parti- 
cipar de  esos  hechos  que  importaba»   una   violación  de  la 
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CoDBlitaeion  Naeional,  no  1é  hafbrian  fiíUado  medios  ni  reear- 
808  para  evadirse  de  la  complicidad  que  contrajo  por  ellois. 

El  conflesa  haber  ejercido  los  dos  empleos,  pero  dice  que 
el  primero  lo  renunció  de  palabra  y  por  escrito,  y  que  el 
segundo  lo  ocupó  por  un  incidente  casual  en  razón  de  haber 
sido  citado  mas  de  áiez  veces  al  instalarse  la  sala,  y  se  escnsó 
á  concurrir,  porque  la  creia  nula ;  que  ademas  puede  agregar 
en  descargo  de  su  conducta,  que  consta  de  una  de  las  actas 
que  fué  nombrado  Gobernador,  cuyo  cargo  renunció  por  repe- 
tidas ocasiones,  lo  que  manifiesta  que  huia  de  un  compro- 
miso emanado  de  una  representación  ilegal,  como  lo  confesó 
al  hacer  su  renuncia,  desconociendo  la  representación  que 
asumia  aquella  reunión  de  hombres ;  y  alega  que  se  resistió 
á  aceptar  esos  empleos  por  cuantos  medios  era  posible ,  y 
que  se  negó  á  concurrir  á  la  sala,  no  obstante  las  repetidas 
citaciones  y  amenazas  que  se  le  hacian,  hasta  que  fué  llamado 
por  un  oficial  ante  el  Gobernador,  sin  decirle  el  objeto,  y  por 
este  medio  se  le  condujo  á  la  Sala  de  sesiones ;  en  donde  dice  que 
públicamente  manifestó  resistencia  á  reconocerse  representante^ 
arguyendo  la  nulidad  de  todo;  que  sin  mas  poder  que  el  de 
simple  ciudadano,  y  usando  del  derecho  de  la  propia  conser- 
vación, espresó  que  podian  designar  una  persona  que  les 
diese  alguna  garantía  para  las  personas  é  intereses ;  que  al 
negarse  á  aceptar  el  cargo  de  Gobernador  contrajo  varias 
responsabilidades,  pues  que  no  era  posible  hacer  resistencia 
á  las  autoridades  de  hecho  que  existían  y  disponían  de  la 
fuerza  suficiente  para  imponer  sus  mandatos ;  que  esa  reunión 
de  hombres  á  quienes  se  les  quiere  llamar  representantes  solo 
elijió  una  persona,  denominándole  Gobernador  con  el  esclu- 
sivo  objeto  de  que  se  diera  al  pais  las  garantías  de  que  ca- 
recía, y  que  se  consiguió  mucho  en  el  sentido  del  bien, 
desde  que  es  notorio  (dice)  que  se  impidieron  en  lo  posible 
los  arrebatos  de  cuatropea  que  hasta  entonces  se  hacian ;  que 
en  las  circunstancias  en  que  se  encontraba  el  pais,  se  com- 
pienderá  qne  los  ciudadanos  indefensos  no  podian  ni  tenían 
>  garulla  de  ningún  género,  para  oponerse  i  los  mandáttks  de 
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los  revolocioDarios;  estallado  el  movimiento,  las  autoridades 
legales  después  de  haber  librado  dos  combates  para  soiaeter 
á  los  sediciosos  con  el  poder  de  las  fuerzas  Nacionales,  to- 
vi^on  que  abandonar  la  provincia  y  aun  la  República,  y 
progresivameoie  la  sedición  tomó  proporciones  inmensas,  mo 
solo  dominando  cuatro  provincias,  sino  disponiendo  de  fuerzas 
considerables ;  la  intervención  Nacional  aun,  se  alejd  mocho 
del  teatro  de  los  sucesos,  sin  dejar  ni  prestar  á  los  que  no 
aci^ptaban  la  rebelión  el  mas  remoto  apoyo^  para  poder  eva- 
dirse del  poder  de  los  que  dominaban ;  y  si  el  Gobierno 
Nacional  no  pudo  contener  el  impulso  de  la  revolución  en 
varios  meses  que  transcurrieron,  mal  podia  exijirse  á  tos  cin- 
dadanos  indefensos  otra  conduela  que  la  que  él  observó^  ma- 
nifestando su  negativa  y  su  falta  de  voluntad,  para  ejercer 
los  cargos  que  se  deducen  de  la  acusación  que  se  le  hace. 

Que  el  arbitrio  de  dejar  el  país  que  parece  insinuar  el  Fis- 
cal, no  podia  aceptarlo,  porque  todo  el  país  conoce  que  las 
autoridades  revolucionarias  dictaron  un  decreto  prohibiendo 
aun  la  tfanslacion  de  un  departamento  á  otro,  sin  el  compe- 
tente pasaporte,  y  es  notorio  también  que  á  los  que  lo  dejaron 
sin  ese  requisito,  se  les  mandó  capturar;  y  desde  que  ni 
aun  le  admitían  las  renuncias  de  los  empleos  que  lo  confia- 
ron, obligándole  que  los  desempeñara  conira  su  voluntad, 
mucho  menos  lo  habrían  dejado  salir  del  país;  que  á  mas 
de  esos  inconvenientes,  ¿I  tenia  la  necesidad  de  atender  á  su 
familia  que  no  tiene  mas  amparo  que  el  suyo,  y  que  esto 
y  la  falta  de  recursos  hubieran  sido  obstáculos  insuperables 
para  ello.  Y  finalmente  que  el  Fiscal  pretende  qoe  se  le  juz- 
gue por  el  artículo  de  una  ley  que,  á  mas  de  ser  inaplicable 
al  caso  de  que  se  trata,  es  una  sanción  que  no  está  promul* 
gada  ni  publicada  en  la  provincia,  y  que  por  consiguiente  no 
se  conoce  ni  ha  sido  mandada  observar. 

De  la  prueba  rendida  resulta  por  declaración  de  D.  Lisan- 
dro  Agtiirre,  que  en  el  carácter  de  Secretario  de  la  Cámara 
Lejislativa,  mandó  llamar  al  procesado  por  eondneto  del  Ofi- 
cial  de  sala   Gregorio  Palomino,  fuera  de   otras   llamadas 
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apremiantes  que  se  les  hacia  á  los  tUalados  representantes  por 
orden  directa  del  Gobierno  ;  y  de  la  declaración  de  dicho  Pa 
lofflioo  resulta  que  por  tres  distintas  veces  se  le  mandó  citar 
por  conducto  de  un  militar,  y  que  no  habiendo  concurrido, 
D.  Cirios  Juan  Rodríguez  mandó  un  ayudante  á  traerlo ;  que 
desconoció  i  la  Sala  de  los  revolucionarios  el  carácter  que  se 
atribula^  declarando  que  todo  era  nulo  é  ilegal.    . 

T  considerando :  1^,  que  según  la  nota  de  [t  i2,  sobre  la 
que  no  se  ha  hecho  observación,  aparece  que  el  procesado 
renunció  al  empleo  de  Administrador  interino  de  la  Aduana 
Nacional  que  le  confirió  el  Gobierno  revolucionario;  S«,  que 
si  bien  esta  falta  de  voluntad  manifestada  pueda  servir  para 
escusarlo  de  la  pena,  no  es  bastante  para  exonerarlo  del  de- 
ber de  reintegrar  al  tesoro  Nacional  los  valores  que  contribuyó 
á  distraer  de  su  lejitima  inversión;  3^  y  finalmente,  que  la 
Exma.  Corte  Suprema  ha  decidido  que  según  la  Ley  que  de- 
signa los  crímenes  cuyo  juzgamiento  compete  á  los  Tribunales 
Nacionales  y  establece  su  penalidad^  no  pueden  calificarse  de 
sedición  contra  la  Nación,  los  actos  que  ejerció  la  Lejislatura 
de  la  revolución,  porque  de  las  actas  de  sus  sesiones  no  se 
desprende  que  la  Sala  hubiese  tomado  una  resolución  que 
constituyera  el  delito  de  que  se  trata,  juzgando  por  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  15,  83  y  91  de  dicha  ley  y  teniendo 
en  vista  las  declaraciones  hechas  por  la  Exroa.  Corte  Supre- 
ma en  su  resolución  de  30  de  Hayo  de  1864,  fallo,  que  debo 
condenar  al  procesado  D.  Josó  María  Hoyos  á  reintegrar  al 
tesoro  Nacional  la  cantidad  que  forma  el  cargo  del  estado  de 
f.  8,  con  deducción  de  los  ciento  cuarenta  pesos  pagados  al 
correista  Liborio  Maldonado,  los  cincuenta  pesos  dados  al 
constructor  D.  Gregorio  Frias,  los  44  pesos  18  cts.  dados  á 
D.  Ciro  Peralta,  los  441  pesos  26  cts.  eiistentes  en  documen- 
tos y  los  treinta  y  siete  y  medio  centavos  en  dinero,  dejándole 
su  derecho  á  salvo  para  repetir  por  dicho  valor  contra  quien 
corresponda;  T  por  esta  mi  sentencia,  definitivamente  juzgan- 
■  do,  asi  lo  mando  y  firmo. 

FranUin  Vülanueva. 
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Apelada  esta  sentenciat  y  diacotída  en  la  aeguAda  inatancia» 
fué  revocada  por  el  aigaieute 


Fallo  de  la  ñmpwewmm  €•■*!• 


Buenos  Aires,  Abril  10  de  1869. 

Vistos :  Resultando  que  el  presente  recurso  solo  Tersa  so- 
bre la  reintegración  de  los  fondos  de  que  dispusieron  loa 
rebeldes  durante  el  tiempo  que  Don  José  María  Hoyos  de- 
sempeñó el  cargo  de  Administrador  de  Aduana,  por  cnanto  la 
sentencia  de  primera  Instancia  lo  absuelve  de  toda  culpa  por  los 
caicos  ^que  contra  él  se  iian  formado,  en  atención  á  las  excep- 
ciones que  aparecen  justificadas,  y  por  las  cuales  se  demues* 
Ira,  que  lejos  de  baber  cooperado  á  la  rebelión,  la  resistió, 
por  todos  los  medios  á  su  alcance,  desconociendo  la  autori- 
dad de  los  rebeldes  y  sosteniendo  los  derechos  del  Gobierno 
Nacional  para  el  nombramiento  de  un  empleo  que  rechazó, 
no  pudiendo  eiijirse  mas  á  un  ciudadano  que  se  encuentra 
bajo  la  presión  de  la  fuerza  que  ejercían,  sin  oposición  en  la 
Provincia  y  aun  en  otras  mas.  Y  considerando  en  cuanto  al 
punto  apelado  que  si  el  procesado  no  cometió  nn  delito  por 
ejercer  el  cargo  de  Administrador  de  Aduana,  no  puede  obli- 
gársele á  reintegrar  los  dineros  que  él  entregó  á  sus  supe* 
ñores  y  por  órdenes  espresas,  como  lo  ha.  probado ;  porque 
esto  solo  podría  tener  lugar  como  consecuencia  del  hecho  de 
haber  desempeñado  ese  empleo  que  se  declara  inculpable, 
sin  habérsele  formado  otro  cargo  por  el  que  pudiera  resuU 
tarle  esa  responsabilidad.  Considerando  también  que  según 
el  articulo  segundo  de  la  ley  de  diez  y  seis  de  Octubre  de 
mil.ocho  cientos  sesenta  y  dos,  el  Juez  no  puede  proceder 
de  oficio  en  ningún  caso,  y  resulta  de  la  sentencia  que  im<> 
pone  una  pena  que  no  se  ha  pedido  directamente,  síqó  como 
conseeaeneia  del  delito  de  que  se  absuelve.  Y  finalmente  que 
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ao  es^apBcablela  decisión  de  esta  Saprema  Corte  de  treinta 
de  Hayo  de  mil  ocho  cientos  sesenta  y  coatro  qne  cita  el  Juez 
a  quo^  porque  el  caso  en  que  recayó  es  de  muy  diversa  na- 
turaleza y  solo  tiende  á  establecer  que  no  debia  juzgarse  por 
la  ley  Nacional.  Por  estos  fundamentos  se  revoca  la  sentencia 
de  fojas  cincuenta  y  cinco  á  cincuenta  y  nueve  en  la  parte 
apelada,  absolviéndose  á  Don  José  María  Hoyos  de  toda  res- 
ponsabilidad por  esta  causa,  y  devuélvase. 

FAANaSCO   DE   LAS  GARBERAS.— SaLVA* 

DOR  María  del  Carril.  ^^  Francis- 
co Delgado. --José  Barros  Pasos. 
— Benito  Carrasco. 


m  uttm 


CA1J»iL  HXJkVUU 


La  Empresa   k  Plaza  de   Toros »   quedándose  de  un  decreto 
expedido  por  el  Gobierno  de  Buenos  Aires. 


StmaHú'^i^  La  policía  de  las  Provincias  está  á  cargo  da 
los  .Cobremos  locales,  y  se  entiende  incluido  en  los  poderes 
que  se  ban  reservado,  el  de  proveer  lo  conveniente  á  la  se« 
giiridad,  salubridad  y  moralidad  de  sus  vecinos. 

^  No  se*  ba  garantido  por  el  .artículo  14  de  la  CoDStibi-<» 
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cion  Nacional  á  los  habitantes  de  la  Repil^blica,  el  derecho 
absoluto  de  ejercer  sa  industria  ó  profesión,  sintf  con  suj«ih 
cion  á  las  leyes  que  reglamenten  su  ejercicio. 

3^  La  Justicia  Nacional  es  incompetente  para  obligar  á 
una  Provincia  que  ba  probibido  las  corridas  de  toro»,  á  sor 
portar  la  construcción  de  una  plaza  para  dar  al  pueblo  ese 
espectáculo. 


Caso — En  29  de  Enero  de  1889,  D.  Eduardo  Bonorino  en 
representación  de  una  empresa  denominada  c  Plaza  de  Toros  > 
se  presentó  al  Juzgado  Nacional  de  Buenos  Aires,  diciendo 
que  habia  ocurrido  al  Gobierno  de  la  Provincia  pidiendo  per- 
miso para  establecer  la  mencionada  plaza ;  pero  que  el  Go- 
bierno, fundado  tal  vez,  en  la  ley  de  Agosto  de  1856  que 
prohibid  el  ejercicio  de  esa  industria,  se  habia  negado  á  su 
solicitud,  ordenándole  ocurrir  donde  corresponda. 

Que  tratándose  de  una  ley  provincial  contraria  á  las  dispo- 
siciones de  la  Constitución  Nacional,  que  en  su  articulo  14 
acuerda  á  todos  los  habitantes  el  derecho  de  ejercer  libremen- 
te su  industria,  á  los  Tribunales  Federales  correspondía  res- 
tablecer la  justicia  conculcada,  y  resolver  que  no  estaba 
obligado  á  abstenerse  de  ejercer  ese  género  de  trabajo. 

Que  el  artículo  100  de  la  misma  Constitución  confiere  i 
los  Tribunales  Federales  el  juzgamiento  de  todas  las  causas 
regidas  por  ella,  dando  á  este  tercer  poder  el  especial  encargo 
de  velar  por  la  observancia  de  la  Constitución. 

Pidió  que^  declarándose  inconstitucional  la  ley  referida,  el 
Juzgado  resolviera  que  no  estaba  obligado  á  abstenerse  de 
plantear  la  plaza  de  toros. 

Fallo   del  JTuea    Seteionul. 

Buenos  Aires,  Enero  29  de  1869.. 

Oeiirca  donde  corresponda. 
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BottorÍDO  pidió  revocatoria  úe.  eite  auto  6  apelación  en 
subsidio. 

Dijo  qae  por  los  docamentos  que  habia  acompañado  á  su 
escrito  se  veta  que  habia  ocurrido  antes  al  Gobierno  Provin* 
cial  y  este  se  babia  declarado  incompetente^  fundado  en  una 
ley  que  tenia  el  deber  de  acatar. — Que  en  el  mismo  caso  se 
encontraba  cualquier  otra  autoridad  de  la  Provincia,  y  en 
cuanto  á  la  Asamblea  Legislativa,  no  podia  pretenderse  que 
ocurriese  á  ella,  pidit^ndole  que  derogase  una  de  sus  leyes  an- 
teriores; puesto  que  las  leyes  debían  suponerse  estables,  y  no 
era  razonable  que  los  mismos  legisladores  las  privaran  de  fuer- 
za por  revisaciones  posteriores  hechas  á  solicitud  de  parti- 
culares. 

Que  por  consiguiente  el  decreto  que  lo  manda  ocurrir  ante 
autoridades  que  no  .quieren  d  no  pueden  resolverla  deman- 
da, le  cierra  las  puertas  por  completo  y  lo  inhabilita  para 
llegar  al  libre  uso  de  su  derecho. 

Que  por  otra  parte,  él  habia  ocurrido  al  Juzgado  esperando 
obtener  el  beneficio  que  el  sistema  federativo  dispensa  á  los 
habitantes  de  la  Nación,  amparándolos  contra  los  golpes  de 
la  impremeditación  ó  de  la  arbitrariedad,  y  que  el  Juzgado, 
sin  fundar  su  auto,  lo  enviaba  ante  no  sabe  quien,  puesto  que 
las  Autoridades  soberanas  de  la  Provincia,  ya  le  habían  ne- 
gado lo  que  pretendía ;  de  manera  que  el  caso  quedaba  sin 
resolverse  por  falta  de  un  Juez  que  le  dijese  si  üene  ó  nó  de- 
recho. 

Concedida  la  apelación,  se  dictó  el  siguiente : 


Fallo  de  la  üaprema  Corte. 


^  Buenos  Aires,  Abril  13  de  1860. 

Vistos,  y  considerando :  que  es  un  hecho,  y  también  un  prin- 
cipio de  derecho  constitucional,  que  la  policía  de  Tas  Provin- 
cias está  á  cargo  de  s^s  gobiernos  locales,  entendiéndose  in< 


DE  JUSTIGIJL  NACIONAL.  153 

cluido  en  los  poderes  qae  se  han  reservado,  el  de  proveer  lo 
conveniente  á  la  segundad,  saluhridad  y  moralidad  de  sus 
vecinos;  y  que,  por  consiguiente,  pueden  lícitamente  dictar 
leyes  y  reglamentos  con  estos  fines,  no  habiéndose  garantido 
por  el  artículo  catorce  de  la  Constitución  Nacional  á  los  ha- 
bitantes de  la  República  el  derecho  pbsoltito  de  ejercer  su  in- 
dustria ó  profesión,  sino,  con  sujeción  á  las  leyes  que  regla- 
mentan su  ejercicio:  que  siendo  esto  asi,  la  Justicia  Nacional 
seria  incompetente  para  obligar  á  una  Provincia,  que  ha  prohi- 
bido las  corridas  de  toros,  á  soportar  la  construcción  de  una 
plaza  para  dar  al  pueblo  ese  espectáculo,  aun  cuando  pudiera 
ella  calificarse  de  establecimiento  industrial,  como  se  preten- 
de, y  el  ejercicio  de  esa  industria  no  ofendiera  el  decoro,  la 
cultura  y  la  moralidad  de  las  costumbres  públicas;  por  estos 
fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja 
doce;  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Francisco  db  las  Carreras.— Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos,— Benito 
Garrrasgo« 


T.  vu.  11 
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CAVSA   XX.X.TIII. 


Criminal  contfa   D;  Francisca  Domingo  ÁguHar^ 
por  violación  de  tralados  internacionales. 


Sumario. — Tomar  un  dinero  á  uo  chileno  con  el  objeto 
de  impedir  la  consumación  de  un  delito,  y  no  impone^  con- 
tribución y  requisición  militar,  no  importa  la  violación  de! 
artículo  50  del  Tratado  con  Chile. 


CcMo.— El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan  acustf 
á  D.  Francisco  Hotningo  Aguilar,  ex-subdelegado  de  la  Villa 
de  Jachal,  como  reo  del  delito  de  violación  de  la  Constitu- 
ción y  de  tratados  internacionales,  por  haber  tomado  á  D. 
Teodoro  Herrera  unas  vacas  y  á  D.  Zoilo  Lozada  Rosa  unas 
muías  para  venderlas  en  Chile ;  haber  tomado  un  dinero  y 
revolver  á  un  chileno  D.  Andrés  Centeno;  haber  impuesto 
contribuciones  forzosas  á  los  chilenos  D.  Manuel  Antonio  Es- 
quivel  y  D.  Luis  Casanova,  y  á  un  español  D.  Antonio  Bueno. 

T  pidió  se  le  condenara  á  una  multa  de  300  pesos  fuertes, 
á  la  restitución  de  las  cosas  y  sumas  tomadas,  indemnización 
de  daños  y  perjuicios,  y  á  las  costas. 

El  defensor  de  Aguilar  contestó  que  los  hechos  acusados 
hablan  tenido  lugar  en  servicio  del  Gobierno  legal,  después 
de  vencida  la  revolución  de  Cuyo,  y  para  hacer  frente  á  los 
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gastos  que  demandaba  en  Jacha!  la  reorganización  de  las  Tuer- 
zas constitucionales,  como  el  mismo  Aguilar  lo  comunicó  al 
Gobierno  del  Sr.  Rojo  por. nota  de  i 7  de  Marzo  de  1869. 

Que  tratándose  de  momentos  de  revolución,  no  babia  po- 
dido conservar  los  justiGcativos  detallados  de  la  inversión  del 
dinero;  pero  que  con  la  exaciitnd  posible  se  demostraba 
aquella  en  objetos  de  servicio  público,  según  resultaba  del 
sumario. 

Que  la  ocupación  de  los  bienes  de  los  complicados  en  la 
rebelión  babia  sido  ordenada  á  Aguilar  por  el  Gobierno,  dis- 
poniendo el  embargo  de  las  propiedades  de  los  hombres  que 
traficaban  con  los  rebeldes,  entre  los  cuales  se  comprendian 
Lozada  Rosa  y  Centeno. 

Que  era  falso  el  hecho  de  haber  impuesto  contribución  for- 
zosa  á  los  chilenos  Esquivel  y  Casanova,  y  al  español  Bueno. 

Que  por  consiguiente  Aguilar  no  babia  hecho  sino  cumplir 
con  su  deber  de  buen  ciudadano,  y  que  lo  que  debia  hacer 
el  Gobierno  de  la  Provincia  era  reconocer  las  deudas  con- 
traidas por  Aguilar,  por  deudas  de  la  Provincia,  como  se  babia 
hecho  con  los  señores  Quiroga,  y  con  el  mismo  Herrera  men- 
cionado en  la  acusación. 

En  el  término  de  prueba,  Aguilar  presentó  la  copia  de  una 
ley  provincial  de  14  de  Diciembre  de  1867,  reconociendo  como 
deuda  de  la  Provincia  la  contraída  por  D.  Francisco  Domingo 
Aguilar  en  su  carácter  de  subdelegado  de  la  Villa  de  Jachal 
en  el  roes  de  Abril  de  1867. 


Falto  d«l  J^fies  de  Seeeton, 


San  Juan,  Hayo  30  de  1868. 

Vistos  estos  autos  seguidos  á  instancia  del  Fiscal  contra  D. 
Francisco  Aguilar  como  reo  del  crimen  de  violación  de  la 
Constitución  y  de  los  Tratados  internacionales,  é  iniciados 
tamftien  contra  D.  Agustín  Baca,  como  cómplice ;  y  conside* 


156  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

rando :  i^'  Que  los  hechos  fundamentales  de  la  acción  Fiscal, 
son :  1®  Haber  tomado  Aguilar  animales  vacunos  de  propiedad 
de  D.  Teodoro  Herrera*  para  el  consumo  de  las  fuerzas  que 
tuvo  á  sus  órdenes,  y  unas  muías  de  D.  Zalle  Lozada  Rosa, 
que  mandó  se  vendieran  en  Chile  con  el  objeto  de  pagar  con 
su  valor  el  empréstito  contraído  en  Jachal  con  el  objeto  de 
sostener  la  situación  producida  allí  por  la  revolución  que  se 
hizo  á  favor  de  las  instituciones  y  en  contra  de  la  rebelión ; 
2<>  Haber  tomado  el  dinero  de  Centeno,  siendo  éste  chileno, 
contra  su  voluntad ;  3^  Haber  impuesto  ^contribuciones  forzo- 
sas á  Esquivel  y  Casauova,  también  chilenos ;  y  4^  Haber  im- 
puesto contribuciones  de  igual  carácter  á  Antonio  Bueno, 
español. 

^^  Que  lo  contenido  en  el  primero  de  los  puntos  pro- 
puestos no  está  comprendido  en  la  disposición  del  artículo 
87  de  la  Ley  penal,  porque  Aguilar  no  procedió  como  em- 
pleado público  Nacional,  sino  de  la  Provincia,  y  su  conducta 
ha  sido  ademas  definitivamente  aprobada  por  el  Gobierno  de 
quien  dependia,  asumiendo  éste  sobre  sí  el  pago  de  la  deu- 
da por  él  contraída,  según  consta  de  autos :  ni  debe  tomarse 
en  cuenta  como  delito  para  el  objeto  del  artículo  91  de  la 
misma  Ley ;  porque  falta  la  Ley  ó  sanción  que  le  dé  tal  ca- 
rácter, pues  no  basta  que  el  hecho  sea  ilegal,  fpara  que  pro- 
duzca responsabilidad  penal  (artículo  18  de  la  Constitución.) 

3^  Que  el  hecho  espresado  en  el  segundo  punto  viola  el 
artículo  5<>  del  contrato  Chileno- Argén  tino  de  paz,  amistad, 
comercio  y  navegación,  celebrado  el  30  de  Agosto  de  1855, 
en  la  parte  que  dispone  que  los  nacionales  de  cada  una  de 
las  Repúblicas  contratantes  estarán  eientas  en  el  territorio 
de  otra  ......  de  todas  las  contribuciones  de  guerra^  prés- 
tamos forzosos  y  requisiciones  militares^  con  cualquier  motivo 
qfie  se  exijan. 

40  Que  no  «e  justifica  por  la  situación  diñcil  y  apremiante 
que  el  defensor  describe  en  la  defensa,  porque  el  tratado  lo 
preveo,  y  sin  embargo  establece  absolutamente  la  escepcion. 

p^  Que  tampoco  se  justifica  por  la  aprobación  que  el  Go- 
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bierno  ha  becho  de  su  conducta  en  cuanto  á  los  créditos 
contraidos,  asumiendo  sobre  sí  la  obligación  de  pagarlos, 
porque  esto  no  puede  desvirtuar  la  responsabilidad  penal  qae 
el  procesado  ha  asumido  como  autor  de  un  becho  que  la 
Ley  califlca  de  delito  y  castiga  con  el  propósito  de  que  se 
guarden  y  cumplan  con  religioso  respeto  sus  obligaciones 
internacionales. 

6^  Que  el  3^  y  4^^  punto  no  están  probados  suficientemen- 
te, porque  los  testigos  á  que  el  Fiscal  se  refiere  no  dan 
razón  de  su  dicho,  y  su  testimonio  es  por  eso  defectuoso  y 
no  hace  fé,  según  lo  sostiene  el  mismo  Fiscal  en  la  parte 
que  se  refiere  al  procesado  Baca;  porque  de  las  declara- 
ciones de  los  demás  testigos  del  sumario  aparece  que  el 
medio  de  obtener  recursos  que  se  adoptó  para  que  la  gene- 
ralidad de  los  vecinos,  fué  el  de  las  contribuciones  volun- 
tarías ;  y  porque  el  testigo  Bonera  dá  como  pensionados  for- 
zosamente á  personas  que  en  estos  mismos  autos  declaran  lo 
contrario. 

7<>  Que  el  Fiscal  no  es  parte  lejítima  para  gestionar  en 
juicio  derechos  de  particulares,  ni  otros  que  no  sean  los  de 
la  Nación  á  que  representa. 

8<>  Y  finalmente,  que  el  Fiscal  no  deduce  acción  contra  el 
procesado  D.  Agustín  Baca,  y  es  también  constante  que  el 
proceso  no  suministra  mérito  para  hacerlo. 

De  acuerdo  con  estas  consideraciones,  en  virtud  de  lo 
pedido  por  el  Fiscal  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  octavo  de  la  citada  Ley  penal,  fallo  definitivamente 
esta  causa  condenando  al  procesado  Aguilar  á  sufrir  la  pena 
de  trescientos  pesos  fuertes  de  multa,  ó  de  seis  meses  de 
prisión,  con  costas,  y  absolviendo  de  todo  cargo  al  proce- 
sado D.  Agustín  Baca. — Notifíquese  original. 

/.  Benjamin  de  la  Vega* 

Aguilar  apeló  y  se  le  concedió  libremente  el  recurso. 
Su  defensor  ante  la  Corte  Suprema  alegó  que  el  único 
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cargo  admitido  por  el  Jaez  de  Seccioo,  era  de  haber  toma* 
do  aquel  al  chileno  Centeno  on  dinero  contra  su  voluntad* 
.  Pero  que  Aguilar  había  creído  cumplir  con  su  deber  al 
hacerlo,  y  era  necesario  para  cali6car  el  hecho,  considerar  la 
situación  difícil  por  la  que  pasaba  la  Villa  de  Jacbal  en  la 
transición  de  la  revuelta  á  la  reconstitución  de  los  poderes 
legales. 

Que  el  tratado  con  Chile  no  preveo  el  uso  de  tales  situa- 
ciones, y  como  todo  tratado,  se  refiere  á  las  épocas  ñor* 
males. 

Que  también  era  de  observarse  que  Águilar  tenia  orden  de 
embargar  las  propiedades  de  los  que  traficaban  con  los  re- 
beldes, y  rué  en  virtud  de  esa  orden  que  observó  con  Centeno 
la  conducta  que  condenaba  el  Juez  de  Sección. 

Que  lo  obrado  por  Aguilar  fué  aprobado  por  el  Gobierno, 
quien  se  declaró  responsable  de  las  deudas  contraidas  por 
aquel,  y  en  ese  caso  no  era  justiciable  el  empleado,  sino  el 
Gobernador  quien  dio  el  mandato  y  lo  ratificó. 

Conferido  vista;  el  señor  Procurador  General  contestó  que 
parecía  que  Centeno  era  uno  de  aquellos  especuladores  que 
en  tiempo  de  la  revolución  venían  de  Chile  á  comprar  i 
vil  precio  los  ganados  que  los  rebeldes  robaban  á  sus  dueños. 

Que  Aguilar  en  su  nota  de  17  de  Mayo  de  1867  decía  al 
Gobierno  que  Centeno  tenia  ya  contratados  con  un  ladrón 
Bernardo  Chirino  animales  vacunos  que  había  robado  y  le 
tenia  preparados  para  dárselos  á  cinco  pesos  cada  uno,  por 
lo  cual  le  había  puesto  preso  y  embargado  el  dinero. 

Que  si  el  delito  que  le  imputaba  Aguilar  no  era  cierto. 
Centeno  tendría  sin  duda  una  acción  civil  para  recuperar  su 
dinero. 

Pero  que  ese  embargo  no  debía  dar  origen  á  una  acción 
criminal,  ni  considerarse  como  una  violación  del  artículo  5 
del  tratado  con  Chile ;  porque  el  dinero  no  se  le  tomó  como 
contribución  y  requisición  militar,  sino  con  el  objeto  de  im- 
pedir que  #e  coaisumara  el  crimen  de  coaiprar  ganados  ro- 
ídos. 
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Qoe  por  lal  razón  no  era  justo  sostener  la  condenación 
de  la  sentencia  apelada*. 


Vallo  de  la  Supreaui  Corto* 


Buenos  Aires,  Abril  15  de  1869. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
fojas  ciento  veinticinco  á  ciento  veintiséis,  y  se  absuelve  i 
Dou  [Francisco  Domingo  Aguilar  de  toda  culpa  y  cargo,  de- 
volviéndose la  causa. 

Francisco  de  las  Carreras. —  Salvador 
María  del  Carril.-— Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. — Benito 
.Carrasco. 
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CAVSA  XX.X.IX.. 


Don   José  Cándido   Gómez  con  D.  Pedro  E.   Funes^  por 

indemiñzacion  de  perjuicios^ 
recursos  de   quya   de   ambas  partes. 


Sumario.— i^  Por  regla  general,  todo  incidente  paraliza, 
en  cuanto  á  los  términos,  el  curso  de  la  causa  principal. 

^  Los  diez  dias  que  marca  el  artículo  96  de  la  ley  de 
Procedimientos  para  pedir  el  término  estraordinario  de  prueba, 
se  refieren  á  la  que  baya  de  producirse  fuera  de  la  Repú- 
blica. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  D.  Pedro  E.  Funes  con- 
tra D.  José  Cándido  Gómez,  por  rescisión  de  un  contrato  é 
indemnización  de  perjuicios,  ante  el  Juzgado  Federal  de  Bue- 
nos Aires,  habiéndose  puesto  la  causa  á  prueba  y  señalá- 
dose  los  puntos  sobre  que  debia  versar,  D.  Adolfo  Aldao  por 
Funes  apeló,  fundado  en  que  los  puntos  á  probarse  estaban 
suficientemente  justisficados  en  el  espediente :  pero  el  Juzga- 
do negó  la  apelación. 

Notificado  el  Procurador  Frugoni,  representante  de^Gomez, 
pidió  se  declarase  que  el  término  de  prueba  empezaba  á 
correr  desde  la  última  notificación,  puesto  que  babia  sido 
interrumpido  por  la  apelación,  á  lo  que  se  opuso  Aldao. 
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WmUo  déí  Mumm  #e  ftceeion. 


Buenos  Aires^  Marzo  4  de  1869. 

No  habiendo  conformidad  de  partes,  ni  existiendo  causa  para 
la  suspensión  del  término  de  prueba  por  cuanto  el  espedien- 
te permanece  en  la  oflcina  á  pesar  de  la  apelación  de  hecbo, 
no  há  lugar  con  costas  á  lo  pedido  en  lo  principal  del 
precedente  escrito.    Repóngase  el  sello. 

Zavaleta. 

Habiendo  Frugoni  apelado  de  este  auto  y  negádose  el  re- 
curso con  costas,  ocurrió  directamente  á  la  Suprema  Corte 
diciendo  que  no  habia  podido  saber  si  el  Juzgado  otorgaría 
ó  nó  la  apelación  interpuesta  por  Aldao,  y  que  por  consi- 
guiente no  babia  podido  ponerse  á  organizar  y  rendir  nna 
prueba  que  el  otorgamiento  de  la  apelación  habría  hecho  inútil 
é  intempestiva. 

Que  el  simple  hecho  de  estar  los  autos  en  la  oflcina,  no 
importaba  que  su  parte  gozara  de  todos  los  derechos^  de  to- 
das las  facilidades  y  de  todas  las  seguridades  requeridas  para 
la  prueba,  á  lo  que  se  agregaba  que  es  [una  regla  de  de- 
recho á  que  ha  debido  atenerse  que  todo  incidente  interrum- 
pe el  término  de  prueba,  regla  á  que  el  Juez  hace  una 
escepcion  peligrosa. 

Pedido  informe  al  Juez  y  notificado  Aldao,  manifestó  que 
una  vez  resuelto  que  la  c^usa  debia  recibirse  á  prueba,  debia 
declarar  que  creia  que  el  término  debia  empezar  á  correr  como 
lo  pedia  la  parte  de  Gómez,  esto  es,  desde  la  notificación  del 
auto  en  que  se  le  denegó  la  apelación,  no  debiendo  contarse 
]os  días  empleados  en  el  recurso,  porque  era  indudable  que 
COA  .ét^.  paralizaba  á.  carao  dd  pjeitp. 
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Recurso  de  Aldao. 

Recibida  la  cansa  á  prueba,  Aldao  espuaó  qM,  habiendo  te- 
nido lugar  en  la  Provincia  de  Córdoba  los  hechos  alegados 
por  su  parle,  correspondía  y  pedia  «e  señalase  el  término 
ordinario  para  la  localidad^  con  sujeción  al  articulo  92  de 
la  Ifty  de  Procedimientos. 


Wmilm  áéi  Su^m  úm  Secctou 


Buenos  Aires,  Marzo  10  de  1869. 

Con  arreglo  al  artículo  86  de  la  ley  de  Procedimientos,  no 
habiéndose  presentado  esta  solicitud  dentro  de  los  diez  dias 
fijados,  no  há  lugar  con  costas. 

Zavaleta. 

Aldao  apeló  diciendo  que  no  habia  hecho  su  solicitad 
anteriormente  porque  ambas  partes  y  el  Juez  se  ocupaban 
de  los  recursos  interpuestos.  Que  mientras  estos  no  se  re-* 
solvieran^  ne  era  equitativo  ni  justo,  que  se  les  obligase  á 
ocuparse  de  la  prueba,  mucho  mas  cuando  uno  de  los  puntos 
pendientes  era  precisamente  si  la  causa  debia  ó  nó  recibirse 
á  prueba.  Que  ademas,  él  ha  debido  considerar  suspendido 
el  término  de  la  prueba,  desde  que  en  la  Secretaria  de  la  Su- 
prema Corte  se  le  habia  notificado  un  auto  en  que  se  man- 
daba que  el  Juez  informase  en  el  recurso  directo  interpuesto 
por  su  contrario. 

El  Juzgado  no  hizo  lugar  con  costas  al  recurso,  por  no 
ser  apelable  el  auto  recurrido,  según  el  articulo  96  de  la  ley 
de  Procedimientos. 

Aldao  ocurrió  entonces  directamente  á  la  Suprema  Corte, 
en  recurso  de  queja,  agregando  á  lo  espuesto  que  no  obs- 
tanie  estar  conformes  demandante  y  demandado  en  que  no  se 
contaran  los  dias  que  se  habían  invertido  eft  1m  cecuraos^  el 
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Juzgado  cerraba  la  puerta  al  esclarecimieuto  de  los  puntos 
que  él  mismo  había  designado. 

Pidió  se  revocara  el  auto  trascrito  y  se  declarase  que  no 
debían  contarse  en  el  término  de  la  prueba  los  dias  emplea- 
dos en  los  recursos. 

Falltt  de  1»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  15  de  1869. 

Vistos^  y  considerando:  que  por  regla  general  todo  inci- 
dente paraliza  el  curso  de  la  causa  principal,  y  que  en  ei 
presente  caso  ambas  partes  están  conformes  en  pedir  que  se 
declare  haber  quedado  suspendido  el  termino  de  prueba,  des- 
de que  se  apeló  del  auto  que  ordenó  producirla,  hasta  que 
se  ejecutoriase  el  que  ponga  fin  á  los  recursos  que  van  á  re- 
solverse :  que  la  denegación  á  Aldao  del  término  que  pidió 
para  producir  prueba  en  la  Provincia  de  Córdoba,  tampoco  ha 
podido  fundarse  en  el  artículo  noventa  y  seis  de  la  ley  de  Proce- 
dimientos, que  se  refiere  literalmente  al  término  estraordinario, 
que  es  el  que  se  pide  para  hacerla  fuera  de  la  República :  y 
menos  ha  podido  fundarse  en  él  la  denegación  de  la  apelación 
que  se  interpuso;  por  estos  fundamentos,  se  revocan  los 
autos  de  fojas  trescientos  noventa  y  dos  vuelta,  y  trescientos  no- 
venta y  seis  vuelta,  y  las  condenaciones  de  costas  impuestas 
á  las  partes  por  haber  recurrido  de  ellos,  y  se  declara :  que 
los  dias  corridos  desde  la  apelación  de  foja  trescientos  ochenta 
y  nueve  hasta  que  vueltos  los  autos  al  Juzgado  de  Sección 
se  haga  saber  á  las  partes,  no  deben  contarse  en  el  término 
pendiente  de  prueba^  y  que  debe  concederse  á  la  parte  de 
Funes  el  que  solicitó  para  producirla  en  la  Provincia  de  Cór- 
doba; á  cuyo  efecto,  devuélvanse  satisfechas  que  sean  las 
costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  m  las  Carreras. — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril.— Francisco  Delgado.-*- 
José  Barros  Pazos.— Benito  Carrasco. 
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CAUSA    Uli. 


D.  Pablo  Frugoni  contra  Lumb  hermanos  por  cobro  de  ho- 

norarios. 


Somario  —  !<"  Las  costas  que  orijina  la  producción  de  do- 
cumentos en  juicio  están  á  cargo  de  quien  los  presenta, 
mientras  no  se  resuelva  por  definitiva  quien  debe  pagar  las 
de  toda  la  causa. 

S*"  El  que  presenta  documentos  en  idioma  estranjero  tiene 
derecho  á  proponer  el  traductor  que  los  vierta  al  idioma  na* 
cionaK 

3<>  En  las  cuestiones  judiciales  en  que  los  consignatarios 
de  un  buque  litigan  con  el  capitán^  no  están  obligados  á 
pagar  las  costas  que  éste  orijine,  si  no  han  sido  espresamente 
condenados  en  ellas. 


Caso  —  D.  José  Roucour,  capitán  del  Bergantin  Holandés 
€  Providence »  promovió  un  juicio  de  averias  que  fué  sus- 
tanciado con  los  Sres.  Lumb  hermanos,  consignatarios  del 
buque  y  de  la  carga,  y  con  el  Dr.  D.  Eduardo  Costa  defensor 
de  los  seguros. 

El  capitán  Roucour  presentó  algunos  documentos  redac- 
tados en  idioma  estranjero,  y  pidió  fueran  traducidos  por  el 
traductor  que  proponia.  £1  Juez  lo  mandó  traducir  por  el 
traductor  Frugonr. :. 
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Este  practicó  la  traducción,  y  presentada  su  cuenta  de 
honorarios,  pidió  que  se  intimase  su  pago  á  los  Sres.  Lumb 
hermanos. 

Intimado  el  pago^  Lumb  hermanos  manifestaron  no  tener 
fondos  pertenecientes  al  capitán  ni  al  buque,  y  dijeron  que 
la  intimación  de  pago  debia  entenderse  con  el  capitán  Rou- 
conr,  quien  habia  pedido  la  traducción. 

Sustanciada  esta  petición  con  el  traductor  Frugoni  se  dictó 
el  siguiente 


Falto    del  ^aes  Seeelonal. 


Buenos  Aires,  Marzo  15  de  1869. 

Siendo  de  práctica  en  este  Tribunal  que  los  consignatarios 
en  las  causas  de  avería  son  los  que  sufragan  los  gastos  y 
costas  judiciales^  pues  en  compensación  á  estos  desembolsos 
se  les  asigna  comisión  y  premio,  no  ha  lugar  á  lo  pedido 
por  los  Sres.  Lumb  y  estése  á  lo  mandado. 

.  Zavaleta. 

Los  Sres.  Lumb  apelaron,  y  se  les  concedió  el  recurso 
en  relación. 


Fullo  de  la   Suprema  Corie. 


Buenos  Aires,  Abril  20  de  1869. 

Vistos :  Considerando  que  los  documentos  de  fojas  doce  y 
siguientes,  cuya  traducción  se  cobra,  fueron  presentados  por  el 
capitán  Don  José  Roucour :  que  quien  presenta  documentos 
para  que  favorezcan  los  derechos  que  pretende  hacer  valer  en 
juicio,  es  quien  debe  pagar  las  costas  que  esa  presentación 
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orijinare^  mientras  no  se  resuelve  en  definiliva  cual  de  los 
litigantes  debe  ser  condenado  en  las  de  toda  ia  causa,  artí- 
culo octavo  de  la  ley  que  sanciona  el  arancel  en  la  Supre- 
ma Corte  y  Ju^dos  Nacionales :  que  en  el  presente  caso  los 
documentos  han  sido  presentados  por  el  capitán  proponiendo, 
como  tenia  derecho  á  hacerlo,  el  traductor  que  debia  ver- 
tirlos al  idioma  nacional,  lo  que  le  impone  la  obligación  de 
pagarlo,  aun  cuando  se  conforms^e  con  la  providencia  de  fo- 
ja cinco  vuelta  que  sin  causa  alguna  le  negó  esta  lejUíma 
petición,  nombrando  otro  de  oficio :  que  si  en  algunos  casos 
los  consignatarios  responden  por  los  gastos  judiciales  en 
asuntos  de  esta  naturaleza,  es  porque  ellos  representan  al  ca- 
pitán y  el  buque,  mientras  que  en  el  presente  resulta  que  la 
cuestión  á  resolver  es  entre  el  capitán  y  los  consignatarios 
de  la  carga,  no  siendo  por  consiguiente  aplicable,  ni  práctica, 
ni  disposición  alguna  que  obligue  á  una  de  las  partes  á  pagar 
la  traducción  de  los  documentos  que  la  contraria  presenta, 
sino  ha  sido  espresamente  condenada  en  costas,  lo  que  no  ha 
tenido  aun  lugar  en  este  asunto :  por  estos  fundamentos  se 
revoca  el  auto  apelado  de  íoja  ciento  cincuenta  y  tres 
vuelta,  y  se  declara  que  la  parte  que  presentó  los  documen- 
tos en  idioma  estranjero  para  favorecer  el  derecho  que  sos- 
tiene, es  quien  por  ahora  debe  pagar  su  traducción,  sin  per- 
juicio de  los  derechos  que  sobre  este  punto  le  acuerde  la 
resolución  definitiva  del  asunto,  y  satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  Carreras — Salvador  María 
DEL  Carril. —Francisco  Delgado. 
—  José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 
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CAUSA    HiéM. 


Don   Manuel    Valle  contra  Canstatt  hermanos, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  !<>  En  el  contrato  de  fleiamento,  el  fletante  no 
puede  exTJir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas 
por  el  fletador,  sin  haber  previamente  cumplido  las  que  conr 
trajo  por  su  parte. 

2°  Es  obligación  del  fletante  entregar  toda  la  carga  fletada. 

3*"  No  justificándose  la  entrega  de  toda  la  carga,  no  hay 
contra  el  fletador  una  obligación  exijible  j  líquida  que  traiga 
aparejada  ejecución. 


Caso.  ~  D.  Manuel  Valle,  capitán  de  la  goleta  c  GaHIeo,  ir 
celebró  un  contrato  de  fletamento  con  los  señores  Canstatt 
hermanos,  para  trasportar  al  Paraná  90  toneladas  de  carbón 
por  4  pesos  fuertes  cada  una. 

£1  Comisario  del  >apor  c  Brasil  >  dio  al  fletante  un  recibo 
por  30  toneladas  aproximadamente,  diciendo  que  el  resto  lo 
había  recibido  el  f  Iron  King. » 

Con  el  contrato  de  fletamento  y  este  recibo.  Valle  demandó 
ejecutivamente  á  Canstatt  hermanos  por  la  suma  id  360  pesos 
fuertes  que  importaba  el  flete. 

Citado  de  remale^  Cansf^U  opusq  la  esoepeion  de  inhqbili- 
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dad  del  titulo,  fundado  en  que  do  se  habia  entregado  toda  la 
carga  que  el  capitán  recibió  á  bordo;  por  lo  que  se  puso 
la  causa  á  prueba  sobre  el  punto  de  la  excepción. 

Ganstatt  probó  que  al  c  Iron  King »  solo  le  habían  entre- 
gado 34  toneladas  y  1 ,500  libras,  á  mas  de  las  enti'egadas  al 
vapor  ( Brasil,  j» 


Fnlltt  del  Jíues  de  Seeeioii. 


Buenos  Aires,  Marzo  29  de  1869. 

Y  vistos,  considerando:  I""  Que  el  contrato  de  fletamento 
impone  obligaciones  reciprocas  y  que,  por  consecuencia,  el 
fletante  no  puede  exijir  el  cumplimiento  de  las  que  cor- 
responden al  fletador  sin  haber  previamente  cumplido  las 
que  contrajo  por  su  parte.  St""  Que  es  obligación  del  fletante 
entregar  toda  la  carga  fletada.  3^  Que  no  ha  justificado  el 
fletante,  D.  Manuel  Valle,  haber  entregado  las  noventa  tone- 
ladas de  carbón  que  espresa  el  conocimiento  de  foja  1^,  y 
cuyo  flete  persigue  ejecutivami»nte  contra  los  cargadores  Cans* 
tatt  hermanos;  pues  del  conocimiento  solo  consta  que  hu- 
biese entregado  al  vapor  k  Brasil »  treinta  toneladas  próxima- 
mente, y  por  la  declaración  del  Comisario  del  vapor  c  Iron 
Kiug, »  que  entregó  eu  éste  un  poco  mas  de  treinta  y  cuatro 
toneladas,  cantidades  que  sumadas,  no  alcanzan  ni  próxima** 
mente  á  la  espresada  en  el  conocimiento.  4**  Que,  por  con- 
secuencia, no  hay  una  obligación  exijible  y  liquida  de  aquellas 
que  por  la  ley  traen  aparejada  ejecución. 

Por  estos  fundamentos,  fallo ;  declarando  no  haber  lugar  á 
la  ejecución,  con  costas  al  ejecutante.    Repóngase  el  sello. 

Manuel  Zavaleta^ 
Apelada  esta  sentencia  por  el  representante  del  capitán  Va« 
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He,  j  habiéndosele  concedido  el   recurso  en  relación^    fué 
confinada  por  el  siguiente 


WmUo  de  lii  §api  eK«  Corle. 


Buenos  Aires,  Abril  22  de  1869. 

Vistos:  por  sus  iundamentos,  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  cuarenta  vuelta,  y  satisfechas  aquellas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanle. 

Francisco  de  las  Carreras— Salvador 
María  del  Carril— Francisco  Del- 
gado— José  Barros  Pazos — Beníto 
Carrasco. 


T.  vil,  11 
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CArSA  Mili. 


El  Capitán  Don  Andrés  Dassori,  contra  Rubio  y  Foley^  por 

cobro  ^ecutivo  de  pesos. 


Sumario.  —  i^  La  providencia  de  traslado  sin  perjuicio  en 
una  demanda  ejecutiva,  equivale  á  denegar  el  auto  de  solvendo. 

2^  De  la  denegación  del  auto  de  solvendo  puede  apelarse 
para  ante  la  Suprema  Corte. 


Caso.  — En  221  de  Setiembre  de  1868,  los  Señores  Rubio  y 
Foley  celebraron  con  Don  Andrés  Dassori,  capitán  del  Pai- 
lebot Ricardo^  un  contrato  de  fletamento  para  cargar  carbón 
en  el  puerto  de  Buenos  Aires,  con  destino  al  de  Tebicuary, 
debiendo  pagarse  el  flete  en  Corrientes  por  los  encargados  de 
recibir  el  carbón,  ó  en  Buenos  Aires  á  elección  del  capitán. 

Un  mes  después  se  firmaron  los  conocimientos,  según  los 
cuales  el  carbón  debia  ser  entregado  en  el  Tebicuary  á  los 
Señores  Micoli  Silva  Portos,  quienes  le  abonarían  el  flete 
convenido,  hecba  que  fuera  la  fiel  entrega. 

Según  el  recibo  en  el  conocimiento,  el  carbón  fué  entre- 
gado á  Don  Alfredo  Matzon,  por  Don  Orosimbo  Barrete  y  C^. 

Con  estos  documentos  el  capitán  inició  juicio  ejecutivo 
contra  Rubio  y  Foley  por  el  valor  de  los  fletes. 

El  Juzgado  proveyó  traslado  sin  perjuicio,  de  cuyo  auto  el 
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ca|Htan-ptdió  revocatoria  ó  apelación  in  subsidium^  fandado 
en  que,  aegun  el  articulo  252  de  la  ley  de  Procedimientos  el 
Juez  debe  dictar  auto  de  solvendo  ó  rechazar  de  plano  la 
ejecución. 

Dijo  que  los  documentos  presentados  traían  aparejada  ejecución 
según  la  ley,  y  que  el  Juzgado  dando  traslado  á  Rubio  y  Foley, 
le  causaba  perjuicio  irreparable  por  cuanto  ordinarizaba  el 
juicio  ejecutivo. 

De  la  reposición  se  corrió  traslado,  á  lo  que  también  se 
opuso  Dassori  diciendo. que  está  y  la  anterior  providencia  eran 
ajenas  á  la  tramitación  del  juicio  ejecutivo ;  y  que  el  Juzgado 
debia  dictar  auto  de  solvendo  sin  mas  trámite  ó  concederle 
apelación  en  relación. 


FaIIo    del   Jíues   de  Seeelou. 


Buenos  Aires,  Abril  3  de  1869. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  204  de  la  ley  de 
Procedimientos,  estése  á  lo  mandado  y  no  se  hace  lugar  á  la 
apelación  interpuesta,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  206 
y  300  de  la  misma  ley¿ 

Zavalela. 

Negado  el  recurso  el  Capitán  Dassori  ocurrió  á  la  Suprema 
Corte  en  recurso  de  queja. 


Fullo  de  In  Nupremii  Corte. 


Buenos  Aires,  Abril  22  de  1869. 

Vütos  m  el  acuerdo  y  y  resultando  del  informe  del  Juez  de 
Sección  que  ha  corrido  traslado  sin  perjuicio  de  la  demanda 
ejecutiva  del  capitán  Dassori  contra  los  señores  Rubio  y  Fpley, 
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lo  que  equivale  á  denegar  el  auto  de  solvendo  que  según  el 
articulo,  doscientos  cincuenta  y  dos  de  la  ley  de  Procedimien* 
los,  debe  espedirse  por  la  sola  inspección  de  los  documentos 
con  que  se  deduce  la  acción,  pudiéndose  apelar  por  el  arlí« 
culo  doscientos  cincuenta  y  cuatro,  en  el  caso  de  no  hacerse 
lugar  de  plano  á  la  ejecución ;  por  estos  fundamentos,  con- 
cédese en  relación  la  apelación  interpuesta  y  en  su  conse- 
cuencia, tráiganse  los  autos. 

Francisco  de  las  Carreras — ^Salva- 
dor María  del  Carril — ^Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


CAVSA   ILIiUl. 


D.  Félix  Dufoxirg  contra  D.  Ángel  Texo,  por  cobro  ejecutivo 

de  pesos. 


Sumario — Para  que  un  documento  tenga  aparejada  eje- 
cución, la  obligación  debe  contenerse  en  él  de  tal  manera 
que  resulte  plenamente  probada  por  su  simple  inspección.' 


Cato— Ea  1»  de  Mayo  de  1868,  D.  F¿lix  Dufóurg^cribid 
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al  corredor  D.  Eduardo  H.  Gregori  una  carta  del  tenor  8i« 
guiente :  c  Mi  eslimado  señor :  —r  Conforme  lo  que  convenimoSt 
f  estimaré  de  la  bondad  de  vd.  se  sirva  poner  á  la  orden  del 
f  señor  D.  Ángel  Texo,  para  el  dia  diez  del  presente  mes»  la 
f  suma  de  diez  mil  pesos  fuertes  en  las  condiciones  conveni- 
f  das,  1  recibiendo  Texo  la  cantidad  espresada. 

D.  Manuel  Granados,  por  Dufourg,  pidió  al  Juez  Sec-- 
cional  de  Buenos  Aires  que  Texo  reconociese  el  recibo  otor* 
gado  en  la  carta  orden,  y  proveido  de  conformidad,  este  es- 
puso que  habia  recibido  ese  dinero  como  parte  del  capital  de 
Daíourg  en  un  negocio  de  caballos  que  ambos  habian  hecho 
en  participación. 

Con  este  réconocimento  Granados  entabló  juicio  ejecutivo 
contra  Texo  por  la  suma  de  los  diez  mil  fuertes,  intereses  y 
costas,  diciendo  que  aun  cuando  la  excepción  deducida  debia 
ser  probada  en  la  estación  oportuna  del  juicio,  debia  mani- 
festar que  con  la  prueba  que  presentaría  habia  de  quedar 
demostrado  que  no  habia  existido  tal  sociedad. 

£1  Juzgado  proveyó  traslado  sin  perjuicio,  y  evacuándolo 
Texo  pidió  se  rechazara  con  costas  la  acción  ejecutiva  enta- 
blada. 

Dijo  que  los  diez  mil  pesos  recibidos  por  él  lo  habian  sido 
como  parte  del  capital  de  Dufojarg  en  una  negociación  de  ca- 
ballos para  el  ejército  brasilero,  que  habian  hecho  en  partici- 
pación. 

Que  una  vez  concluido  el  negocio,  cuyo  resultado  habia 
sido  ruinoso,  habian  pasado  á  Dufourg  la  cuenta  de  liquida- 
ción, la  que  arrojaba  un  saldo  en  contra  de  Dufourg  de 
16,226  pesos  fuertes  19  centavos,  cuya  liquidación  no  habia 
sido  observada  dentro  del  término  señalado  por  la  ley. 

Que  el  documento  con  que  se  pretende  ejecutar  no  tiene  la 
fuerza  requerida,  porque  limitándose  á  decir  que  recibió  los 
diez  mil  fuertes^  no  espresa  la  obligación  de  pagarlos  ni  que 
se  constituyó  depositario  de  ellos. 

Que  m  la  sociedad  no  se  e&pUcaria  U  largue»:  (Milmiiuiliinte. 
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al  entregarle  diez  mil  fuertes  sin  espresarse  las  condiciones 
bajo  las  cuales  los  entregaba. 

Como  prueba  de  la  existencia  de  la  sociedad  acompaña 
copia  de  la  liquidación  del  negocio  y  de  la  cuenta  particular 
de  Dufourg,  que  se  dice  pasadas  el  23  de  Setiembre  de  1868. 


Fullo  del  Jíues  de  íto«cioii< 


Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1869. 

Vistos  y  considerando  que  el  documento  en  que  se  funda 
la  acción  ejecutiva  iniciada  por  D.  Félix  DufDürg  contra  D. 
Ángel  Texo,  no  es  de  los  que  con  arreglo  á  los  artículos 
248  y  249  de  la  ley  de  procedimientos  traen  aparejada  eje- 
cución, pues  no  es  otra  cosa  que  un  simple  recibo  otorgado 
con  sujeción  á  la  carta  orden  en  que  se  encuentra  la  que  se 
reflere  á  condiciones  convenidas  que  no  se  espresan  y  no 
contiene  la  obligación  de  pagar  cantidad  alguna. -^  Que  Texo 
á  quien  se.  corrió  un  traslado  sin  perjuicio,  niega  categóri- 
camente la  obligación,  y  dice  que  el  dinero  espresado  en  el 
recibo  fué  entregado  como  parte  de  capital  en  una  sociedad 
en  participación  que  dice  tuvo  con  Dufourg,  lo  cual  importa 
decir  que  esas  fueron  las  condiciones  á  que  dicha  carta  orden 
alude.  —  Que  por  consiguiente,  no  bay  una  obligación  que 
pueda  dar  al  cobro  iniciado  un  carácter  ejecutivo;  —  no  ha 
lugar,  con  costas,  á  la  ejecución  pedida  por  D.  Félix  Dufourg, 
y  hágase  saber  use  de  su  derecho  en  la  forma  que  corres- 
ponde..—  Repóngase  el  sello. 

Zavaleta. 
Granados  apeló  en  relación  de  este  auto  y  se  concedía  el 


■• « « «  * 
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WmUo  de  1*  Suprema  C^rte. 


Buenos  Aires,  Abril  24  de  1869. 

Vistos,  y  considerando :  que  según  el  articulo  doscientos 
cincuenta  y  dos  de  la  ley  de  procedimientos,  para  qne  se 
declare  haber  lugar  á  la  ej<^cucion,  la  obligación  del  deman- 
dado debe  contenerse  en  el  documento  en  que  se  funda  la 
arción,  de  tal  manera  que  resulte  plenamente  probada  por  su 
simple  inspección  ó  examen,  y  que  ni  en  la  carta  drden  de 
foja  una,  ni  en  el  recibo  de  Don  Ángel  Texo  se  encuentra  es- 
presada ninguna  causa  de  obligación,  pudiendo  atribuirse  la 
entrega  que  á  éste  se  le  hizo  á  una  distinta  de  la  que  se  es* 
pone  en  la  demanda,  y  que  no  sea  oríjen  de  una  deuda :  que 
la  discusión  á  que  ha  dado  lugar  el  traslado  sin  peijuicio 
que  se  corrió  de  la  demanda,  demuestra  mas  claramente  aun 
la  necesidad  de  tramitar  el  juicio  por  la  vía  ordinaria ;  por 
estos  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado 
de  foja  diez'  y  siete ;  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse 

Francisco  de  las  Garueras. — Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos.— BENrro  Car- 
rasco. 
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CAUSA   ILIilT. 


El  Capitán  James  Cunningham  contra  Laforgue  y   C^, 

por  cobro  de  sueldos. 


Sumario. — La  acción  de  un  capitán  de  baque  para  recia- 
mar  sus  sueldos,  se  prescribe  por  un  ano. 


Caso.  —  En  7  de  Julio  de  1868,  el  procurador  Frugoni, 
en  representación  del  capitán  James  Cunningham,  se  presentó 
al  Juzgado  Nacional  de  Buenos  Aires  demandando  á  los  se- 
ñores  Laforgue  y  C^  la  cantidad  de  640  pesos  fuertes  y  sus 
intereses,  en  los  términos  siguientes : 

Peso8  fts. 

Sueldos  como  maquinista  del  vapor  t  Sheldrake  >  por 
los  meses  de  Junio,  Julio  y  Agosto  de  1866,  á  130 
pesos  fuertes  mensuales  • 390 

Sueldos  como  capitán  por  Setiembre,  Octubre,  Noviem- 
bre, Diciembre  y  14  dias  de  Enero,  á  razón  de  150 
ps.  fts.  por  mes * 670 

Dinero  pagado  á  la  tripulación  en  distintas  ocasiones.  •      130 

Alíreate .  I.ISQ 
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Del  frente.  ......   1,190 

k  deducir: 

Dinero  recibido  de  Laforgue  y  C^  en  distintas  entregas      550 

Saldo .  .      640 

Dijo  el  procurador  Frugoni  que  Cunningham  babia  estado 
contratado  por  mes  y  no  por  viaje,  por  lo  que  cada  una  de 
las  partidas  espresadas  en  la  primera  y  segunda  parte  de  la 
cuenta  ganaban  intereses  desde  el  tercer  dia  inclusive  al  ven- 
cimiento de  cada  mensualidad,  con  arreglo  á  los  artículos 
1181  y  1182  del  Código  de  Comercio. 

Que  en  cuanto  á  la  tercera  partida,  debiendo  ser  conside- 
rado el  capitán  de  un  buque  como  comisionista,  cuando  con- 
trata en  favor  del  mismo,  con  arreglo  al  artículo  381,  se 
debían  intereses  desde  el  dia  de  los  desembolsos;  pero  que 
por  no  ser  prolijo  solo  los  cobro  desde  el  dia  en  que  dejó 
de  ser  capitán. 

Corrido  traslado,  D.  Enrique  Mirey  por  Laforgue  y  C^  pi- 
dió se  rechazara  la  demanda  con  costas,  por  las  razones  si- 
guientes : 

1^  Porque  nunca  Laforgue  y  C^  han  sido  propietarios  del 
vapor  i  Sheldrake, »  sino  simples  agentes,  y  que  en  tal  ca- 
rácter no  son  responsables. 

2^  Porque  aun  cuando  fuesen  responsables  en  calidad  de 
ajentes,  es  inexacto  que  deban  al  demandante  los  meses  que 
reclama. 

3^  Porque  aun  cuando  se  le  hubiese  debido,  la  acción  es- 
taba prescrita  con  arreglo  al  inciso  5^^  del  artículo  1006  del 
Código  de  Comercio,  por  haber  trascurrido  mas  de  un  año 
sin  reclamarse. 

El  Juzgado  puso  la  causa  á  prueba  sobre  ios  puntos  si- 
guientes : 

1^  Si  Laforgue  y  C^  eran  ajentes  ó  administradores  del  va- 
por €  Sheldrake»  en  el  tiempo  que  sirvió  el  demandante  como 
maquinista  y  como  capitán. 

^  Sí  ha  habido  cuenta  arreglada  sobre  los  sueldos  del  de- 
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mandante,  documento  de   obligación  ó  emplazamiento  judi- 
cial. 

Sobre- el  primer  punto,  Frugoni  probó  con  dos  testigos  que 
los  demandados  habian  sido  los  administradores  del  vapor,  y 
sobre  el  segundo  no  se  produjo  prueba  alguna. 


F»llo  del  Jíues  de  Seeclon. 

Buenos  Aires,  Abril  5  de  1869. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Procurador  D.  Pablo 
Frugoni  en  representación  de  D.  Santiago  Cunningham  contra 
los  Sres.  Laforgue  y  C^  por  cobro  de  cantidad  de  pesos,  pro- 
venientes de  sueldos,  ya  como  maquinista  ya  como  capitán 
del  vapor  Sheldrake,  y  de  sumas  pagadas  á  la  tripulación  del 
mismo  en  el  tiempo  y  forma  ^espresados  en  la  cuenta  de  f.  1, 
resulta  : 

El  demandante  fundándose  en  que   los  demandados  no  le 
han  abonado  los  sueldos  de  maquinista  de  Junio  á  Julio  de 
1866  y  los  de  capitán  desde  Setiembre  del  mismo  año  hasta 
catorce  de  Enero  del  siguiente,  durante  cuya  época  sirvió  en 
el  vapor  Sheldrake  de  que  eran  agentes  Laforgue  5  G^  pide 
se  condene  á  estos  á  su  pago,  como    igualmente  al  de  130 
pesos  fuertes  que  habia  pagado  á  la  tripulación  en  distintas 
ocasiones,  importando  en   su  totalidad,  deducidas  las  canti- 
dades recibidas  á  cuenta,   la  suma  de  640  pesos  fuertes,  y 
que  se  les  condene  además  al  pago  de  los  intereses  de  di- 
cha suma,  con  arreglo  á  los  articules  381,  1181  y  1182  del 
Código  de  Comercio,  y  al  de  las  costas  del  juicio. 
Los  demandados  oponen  las  siguientes  excepciones: 
1^  No,  ser  responsables  en  su  calidad  de  agentes. 
2^  No  deber  cantidad  alguna  al  demandante  y 
3*  Que  aun  existiendo  la  deuda,  habría  ella  quedado  pres- 
cripta  con  arreglo  al  artículo   1006  del  Código,  por  haber 
traiscunrido  mayor  tiempo  que  el  señalado  por  la  le^  para 
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la  prescripción  de  las  acciones  de  esta  clase,  pidiendo  en 
consecuencia  se  les  absuelva  de  la  demanda  con  condenación 
en  costas  al  demandante. 

Recibida  la  causa  á  prueba^  ha  producido  el  demandante 
la  que  corre  á  f .  .  .  •  . 

Y  considerando :  — I»  Que  no  se  ha  producido  prueba  al  ob- 
jeto  de  acreditar  la  verdad  de  las  sumas  que  se  dicen  adelan- 
tadas á  la  tripulación  por  el  Capitán.  —  2o  Que  la  reclama- 
ción de  los  sueldos  ha  sido  deducida  fuera  del  plazo  señalado 
por  el  artículo  1006  del  Código,  por  cuanto  desde  el  día 
14  de  Enero  de  1867  hasta  cuya  fecha  alcanzan  los  sueldos 
cobrados,  han  trascurrido  diez  y  ocho  meses  próximamente^ 
sin  que  los  demandados  fuesen  reconvenidos  por  su  pago, 
y  por  consecuencia  ha  quedado  prescripta  la  acción  para  co- 
brarlos.—  3^  Que  de  la  prueba  producida  no  resulta  que  la 
prescripción  haya  sido  interrumpida,  pues  no  consta  de  ello 
que  hubiese  cuenta  arreglada,  documento  de  obligación,  ó 
emplazamiento  judicial.  —  Por  estos  fundamentos,  fallo  absoi-^ 
viendo  á  Laforgue  y  compañía  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Santiago  Cunningham,  sin  especial  condenación  en  costas. 

Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

Frugoni  apeló  en  relación  y  se  le  concedió  el  recurso. 

Fallo  de  to   Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Abril  27  de  1869. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  ciento  veinte  y  cuatro,  y  satisfechas  las  costas  respec- 
tivamente por  las  partes  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salva- 
dor María  del  Carril.  —  Francis- 
co Delgado. — José  Barros  Pazos. 
. .  ^    —PeNWQ  CAWASC9.      .     __  . 
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VAITSA    JLIaW. 


D.  Manuel   G.    CeballoSj   propietario    del  Bergantin    c/iio 
'  Negro  "^  contra  D.  Augusto  Milberg,  por  cobro  de  fletes. 


Sumario.  — E\  conocimiento  de  mercaderías  embarcadas 
en  un  buque  no  trae  aparejada  ejecución  contra  el  cargador,  si 
el  capitán  no  justiflca  baber  entregado  toda  la  carga  á  su 
consignatario. 


Caso.  —  D.  Manuel  G.  Ceballos,  capitán  del  Bergantin  t  Rio 
Negro  >  tomó  á  su  bordo  para  conducir  al  Puerto  de  <  Las 
Palmas,  >  de  D.  Augusto  Milberg^  136  1/2  toneladas  de  car- 
bón de  piedra  de  peso  de  2,211  libras  para  entregar  á  D. 
Faustino  Guiñazú  quien  á  la  entrega  fiel,  le  pagaría  14  pesos 
fuertes  por  cada  tonelada. 

Llegado  el  buque  á  aquel  puerto  el  capitán  entregó  á  D. 
Federico  Lieber  que  se  decia  autorizado  por  D.  Faustino  Gui- 
ñazú, 1523  tinas  de  carbón. 

Con  estos  antecedentes,  Ceballos  inició  juicio  ejecutivo 
cojitra  Milberg  por  la  suma  de  1911  pesos  fuertes  importe  del 
flete. 

Habiendo  el  Juzgado  conferido  traslado  Ceballos  pidió  re- 
vocatoria ó  en  subsidio  apelación  para  ante  la  Suprema  Corte, 
diciendo  que  el  conocimiento  suscrito  por  Milberg  imponía  i 
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él  la  obligación  de  pagar  el  flete  que  se  estipuló,  y  que 
siendo  reconocido  el  conocimiento  trae  aparejada  ejecución 
como  si  fuese  una  escritura  pública,  según  el  artículo  1210 
del  Código  de  Comercio. 


Viillo  del   Juem  de  Seeelon* 


Buenos  Aires,  Marzo  10  de  1869. 

No  constando  de  los  documentos  exhibidos  que  el  fletante 
baya  cumplido  con  las  obligaciones  de  tal,  por  cuanto  no  se 
exhibe  la  autorización  de  D.  Faustino  Guiñazú  para  recibir  la 
carga :  no  constando  que  Mílberg  sea  personalmente  obligado 
á  pagar  los  fletes,  y  que  por  consecuencia  el  titulo  exhi- 
bido no  trae  aparejada  ejecución,  —  no  ha  lugar  á  lo  que 
se  solicita,  y  se  concede  la  apelación  interpuesta,  en  rela- 
ción, para  ante  la  Suprema  Corte  donde  se  elevarán  lob  au- 
tos en  la  forma  de  estilo. 

Zavaleta. 


Elevados  los  autos,  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  de  te  Suprema  Caerte. 


Buenos  Aires,  Abril  27  de  1869. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  conGrma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  treinta  y  cuatro,  y  satisfechas  aquellas 
y  repuestos,  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador 
María  del  Carril — Francisco  Del* 
*  GADO  —  José  Barros  Pazos  — BEnrro 
-  Carrasco. 
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CAUSA    XliVI. 


D.  Eujenio  Bustos  contra  D.  Claudio  Mánterolay  sobre 

recusación. 


Sumario.  —  !<>  El  examen  que  se  hace  de  un  tftulo  ejecu- 
tivo para  despachar  ejecución,  y  las  razones  que  el  Juez  es- 
pone para  ello,  no  importan  un  prejuzgamiento  sobre  la  inha- 
bilidad de  ese  titulo  mucho  mas  si  esta  no  ha  sido  opuesta 
aun. 

2<>  La  recusación  de  un  Juez  queda  sin  efecto  por  el  cambio 
de  personal  en  el  Juzgado. 


Caso.  —  D.  Eujenio  Bustos^  en  autos  contra  D.  Claudio  Man- 
terola,  entabló  acción  ejecutiva  contra  este  y  su  fiador  D. 
Gabriel  Fornes  por  la  suma  de  i0,660  pesos  oro,  y  los  inte- 
reses de  1  1/2  p<>/o  mensual  desde  l^^  de  Julio  de  i864  con 
arreglo  al  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  28  de  Noviembre  de 
1868. 

Dictado  el  auto  de  solvcndo  Manterola  pidió  reposición  del 
auto  de  sol  vendo  y  apeló  in  subsiJium,  diciendo  que  el  fallo 
de  28  de  Noviembre  no  habia  ordenado  el  pago  de  cantidad 
alguna,  y  solo  babia  señalado  los  cargos  que  debian  figurar 
en  la  cuenta  judicial ,  mandándose  que'  el  perito  Barrera  la 
reformase  con  arreglo  á  los  considerandos  de  dicbo  fallo* 
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Bastos  contestó  que  se  babia  fijado  en  el  fallo  la  cantidad 
principal,  la  fecha  y  los  intereses  de  los  pagarés  perjudica- 
dos que  debia  pagar  Manterola,  y  que  lo  que  debia  tra- 
mitarse en  juicio  ordinario  eran  los  demás  cargos  según  re- 
soltaba del  tercer  considerando  del  fallo  de  la  Suprema  Corte 
de  2i  de  Noviembre  de  1868 ;  que  ademas,  del  auto  de  sol- 
vendo  la  ley  no  concedia  recurso  alguno. 

El  Jue2  de  Sección  dictó  el  siguiente  auto : 


Auto  del  Jíiies  de  Seeeion. 


Mendoza,  Febrero  5  de  1869. 

Vistos  y  considerando :  l^  Que  por  la  sentenciar  de  22  de 
Agosto  de  1865  y  la  correlativa  de  la  Exma.  Corte  Suprema 
de  8  de  Febrero  de  1866^  se  declaró  cuales  eran  los  cargos 
por  daños  y  perjuicios  que  debia  abonar  la  parte  de  D. 
Claudio  Mauterofa,  según  la  reserva  que  había  hecho  D.  Eu- 
jenio  Bustos  para  reclamarlos;  ^^  Que  por  la  de  28  de  Julio 
de  1868  y  su  correlativa  de  28  de  Noviembre  del  mismo  año 
se  cerró  el  juicio  ordinario  seguido  para  la  liquidación  de 
esos  perjuicios,  y  que  por  consiguiente  no  hay  motivo  para 
seguir  un  nuevo  juicio  ordinario  con  el  mismo  objeto;  3^ 
Que  fijados  por  las  resoluciones  citadas  los  daños  y  perjui- 
cios de  iejilimo  abono  y  su  estimación,  la  reforma  de  la 
liquidación  no  exije  forzosamente  la  intervención  de  peritos 
para  el  efecto,  pudiendo  y  debiendo  hacerse  una  liquidación 
final  en  el  momento  del  efectivo  pago  de  ellos,  como  en  el 
de  cualquier  deuda  que  gane  interés;  i?  Que  por  la  resolu- 
ción de  la  Exma.  dorte  Suprema  de  21  de  Noviembre  de 
1868,  se  declara,  á  mayor  abundamiento,  que  el  cargo  por 
el  resto  del  importe  de  los  pagarés  perjudicados  era  li- 
quido, y  no  se  oponia  á  esto  la  declaración  hecha  en  la  de 
6  de  Setiembre  de  1866;  y  por  ser  líquida  y  exijible  resol- 
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y\ó  que  con  ella  se  compensase  la  cantidad  qae  le  parte 
de  Manterola  cobraba  ejecutivamente,  como  saldo  de  la  li- 
quidación de  f.  272  del  espediente  ejecutivo  N^*  12;  S""  Que 
si  no  importaran  ya  un  mandato  de  pago  los  términos  en  que 
están  concebidas  las  resoluciones  que  contiene  la  sentencia 
de  22  de  Agosto  ya  citada,  la  Superior  de  6  de  Setiembre 
que  mandó  €  se  intimare  á  las  partes  que  nombrasen  peri- 
tos contadores  para  la  liquidación  de  los  daños  y  perjuicios 
á  que  ha  sido  condenado  D.  Claudio  Manterola^  >  quitarían 
toda  duda,  no  solo  á  este  respecto,  sino  al  de  haberse  ya  se- 
guido el  juicio  ordinario  que  en  dicha  resolución  se  indica, 
pues  que  ha  sido  confirmada  la  sentencia  que  se  pronunció 
sobre  la  liquidación  hecha  por  los  contadores,  que  en  conse- 
cuencia de  la  precitada  superior  resolución  se  nombraron ; 
declaro  no  haber  lugar  á  la  reposición  solicitada  con  costas. 
Mo  siendo  el  auto  de  28  de  Enero  ultimo  de  los  que  la 
ley  de  procedimientos  desigua  como  apelables,  no  ha  lugar 
tampoco  á  la  apelación.  Repónganse. 

Villanueva. 

Al  mismo  tiempo  D.  Eujenio  Bustos  entabló  juicio  ejecu- 
tivo, por  la  suma  de  4,839  pesos  82  1/4  centavos  bolivianos, 
á  que  ascendian,  las  demás  cantidades  por  daños  y  perjuicios 
que  se  mandaron  pagar,  con  mas  el  8  p  ^/o  de  interés  anual 
desde  el  í^  de  Julio  de  1864,  fundándose  en  el  mismo  fallo 
de  28  de  Noviembre  de  1868. 

El  Juez  despachó  el  auto  de  solvendo,  y  habiendo  pedido 
Manterola  su  reposición  é  interpuesta  apelación  in  súbsidiun, 
el  Juez  ordenó  se  tuviera  por  resolución  la  espedida  en  5  de 
Febrero  de  1869. 

Manterola  entonces  recusó  al  Juez  diciendo  que  habia  ma- 
nifestado su  opinión  sobre  el  pleito  antes  de  proferir  senten- 
cia, porque  en  el  auto  de  5  de  Febrero  habia  prejuzgado 
sobre  la  escepcion  de  inhabilidad  del  título  de  la  ejecución 
en  lugar  de  limitarse  á  resolver  sobre  la  reposición  y  apela- 
ción interpuesta.  „ 
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F»llo  del  Jues  de  Secelon. 

Mendoza,    Febrero  26  de  1869. 

Vistos :  Con  relación  al  articulo  sobre  recusación,  y  con- 
siderando—  1®  Que  la  prueba  invocada  por  el  recusante  para 
justiGcar  que  el  Juez  de  la  causa  ha  manifestado  su  opinión 
sobre  el  perito  antes  de  proferirse  sentencia,  es  el  auto  de 
f.  14  por  el  cual  se  resolvió  la  incidencia  de  reposición 
del  auto  de  solvendo,  suscitada  por  el  mismo  recusante; 
2®  Que  el  citado  auto  no  ha  hecho  otra  cosa  que  consignar 
las  razones  que  decidieron  al  Juez  á  librar  él  de  solvendo 
en  cumplimiento  del  artículo  252  de  la  ley  de  procedimien- 
tos, y  que  omitió  en  aquella  vez  por  no  prescribirlo  la  ley, 
porque  lo  consideró  innecesario ;  3^  Que  si  se  admitiera  que 
el  auto  Je  L  14  importa  un  prejuzgamiento  en  la  causa  eje- 
cutiva, se  seguiría  que  la  ley^  al  mandar  al  Juez  que  exa- 
mine cuidadosamente  el  instrumento  con  que  se  deduce  la 
ejecución,  y  que^  si  lo  halla  bastante,  libre  el  auto  de  sol- 
vendo,  le  mandaría  que  se  implicara  necesariamente ;  porque 
ese  examen  debe  dar  por  resultado  el  de  hacer  lugar,  ó  nó,  á 
la  ejecución  solicitada,  y  en  ambos  casos  el  Juez  se  pronun- 
cia implícitamente  y  por  mandato  de  la  ley,  sobre  la  fuer* 
za  ejecutiva  del  instrumento  que  es  precisamente  en  lo  que 
el  recusante  ve  un  pronunciamiento  sobre  la  inhabilidad 
del  título,  único  hecho  que  alega  como  causa  de  la  recnsa- 
cionr  deducida,  y  4''  Que  como  lo  ha  alegado  la  parte  de 
Bustos^  no  se  puede  prejuzgar  en  una  causa  que  puede  de- 
cirse que  todavia  no  está  probada^  porque  aun  no  ha  ha- 
bido oposición,  y  que  por  consiguiente  se  ignora  si  la  habrá, 
y,  en  el  caso  de  haberla,  cuáles  serán  las  escepciones  en 
que  ella  habrá  de  fundarse :  en  conformidad  de  lo  dispuesto 
por  el  artículo  37  de  la  ley  de  procedimientos,  declaro  no 
haber  lugar  á  la  recusación,  y  condeno  en  las  costas  al  re- 
cusante. Repónganse. 

Villanuwaf 
h  TU.  j3 
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Maoterola  apeló  j  se  le  coneedíó  el  recurso  en 
Mientras  se  resolvía  el  recorso,  foé  comonicado  i  la  Su- 
prema Corte  que  el  Joez  propietario  de  la  Secdon  de  Men- 
doza había  Toelto  á  hacerse  cargo  del  Juzgado,  cesando  el 
interino. 


te  ÜMPiíMia   erario. 


Buenos  Aires,  Abril  29  de  i  869. 

Vistos :  por  sus  fandamentos,  y  teniendo  en  consideración 
el  cambio  de  personal  que  se  ha  verificado  en  el  Juzgado  de 
Sección  de  Mendoza,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  cuarenta  y  dos,  y  -  devuélvase,  agregándose  la 
planilla  de  costas  y  reposición  de  sellos,  para  que  se  ordene  el 
pago  por  el  Juez  a  quo. 

Francisco  db  u^s  Carreras.  — Salvador 
María  del  Carril.  — Francisco  Del- 
gado.—  José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 
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CAUSA    XliVlI. 


Don  Rufino  Guido  contra  el  Fisco  Nacional  sobre  costas 

y  Iwnorarios. 


Sumario.  —  1^  La  tramitación  establecida  paralas  causas  de 
espropiacion  es  sumaria  y  verbai,  y  no  ^s  necesaria  en  ella  la 
la  intervención  de  abogados,  siéndolo  la  de  peritos. 

2o  Las  costas  que  se  declaran  á  cargo  de  la  Nación  en  el 
caso  del  artículo  i 8  de  la  ley  de  la  materia,  son  las  relativas 
á  los  trámites  necesarios,  esto  es,  á  las  costas  de  aauacion  y 
honorario  de  los  peritos. 


Caso.  —  D.  Ruflno  Guido  en  un  espediente  sobre  espropia- 
cion de  terrenos  de  campo,  concluido  por  fallo  definitivo  de 
la  Suprema  Corte,  pidió  la  regulación  de  honorarios  corres* 
pendientes  al  perito  propuesto  por  su  parte  y  al  abogado  que 
lo  habia  patrocinado  en  primera  y  segunda  instancia,  para  que 
su  importe  fuera  pagado  por  el  Tesoro  Nacional  con  arreglo 
á  la  ley  de  espropiacion. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  del  Rosario  donde  se 
habia  tramitado  el  espediente  principal,  se  opuso  á  la  petición, 
diciendo  que  el  artículo  i 8  de  la  ley  de  espropiacion  se  re- 
fiere solo  á  los  gastos  de  actuación  y  no  á  los  honorarios  de 
peritos  y  abogados. 
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Falto  dtol  S\ 


Roario,  Mano  6  de  1869. 

T  mlos^  consídenndo :  l^  Qoe  por  el  articulo  6  de  la  ley  de 
13  de  Nofíembre  de  1866,  se  establece  de  una  manera  clara  y  ler- 
minante  el  procedimiento  del  joicio  de  espropiacion,  mandando 
qne  se  proceda  verbal  y  samariamente,  con  solo  los  peritos 
qne  las  partes  nombren  para  apoyar  sn  pretensión;  99  que 
las  costas  del  juicio  de  que  babla  el  artículo  18  de  la  misma 
ley,  se  refieren  á  las  causadas  en  la  tramitación  establecida  por 
ella,  en  la  que  ni  se  menciona  ni  se  exije  el  conocimiento 
profesional  de  los  abogados,  que  por  conveniencia  de  los  in- 
teresados pueden  patrocinar  sus  derechos ;  3«  que  no  seria 
legal,  ni  lójico  estender  la  responsabilidad  de  la  Nación  á 
otras  costas  que  á  las  exijidas  y  determinadas  por  la  ley  en 
el  juicio  en  que  la  responsabiliza;  4"*  que  siendo  requerida 
por  la  ley  la  intervención  de  peritos  en  el  caso  de  disconformi- 
dad sobre  la  apreciación  de  la  cosa  espropiable,  los  gastos  que 
ellos  ocasionaren  á  la  parte  que  ha  obtenido  mayor  precio  que 
la  oferta  del  Ejecutivo  Nacional,  deben  ser  de  cuenta  de  la 
Nación,  según  el  artículo  18  precitado,  como  causados  por 
razón  del  juicio  que  se  ha  tenido  que  seguir.  Por  estas  con- 
sideraciones y  demás  que  se  han  tenido  presente,  no  ha  lu« 
gar  á  la  regulación  de  honorarios  del  abogado  que  ha  patro- 
cinado al  solicitante  y  sí  solo  á  los  dé  los  peritos  interventores, 
que  practicará  el  actuario,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art. 
6»  de  la  ley  de  arancel  de  26  de  Agosto  de  1863.  Hágase 
saber  y  repónganse  los  sellos. 

Avelino  Ferreira. 

El  íiscal  y  D.  Rufino  Guido  apelaron,  pidiendo  éste  la  re*- 
misión  de  los  autos  principales  á  la  Suprema  Corte. 
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Fallo  de  1*   Supresui  CH»rte. 

Buenos  AireSy  Mayo  !<>  de  1869. 

Vistos:  no  siendo  necesario  para  la  resolución  del  recurso^ 
tener  á  la  vista  los  autos  principales,  no  ha  lugar  á  ordenar 
su  remisión ;  y  por  sus  fundamentos^  se  conflrma  el  auto  ape- 
lado de  foja  tres  vuelta^  devolviéndose  satisfechas  que  sean  las 
costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos«— Benito 
Carrasco. 


CAUSA  XliVllI. 


Los  catisignatarios  del  bergantm   ^Bath^    can   D.   Joaquín 

Ferrer,  por  'cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  l^'  El  reconocimiento  de  una  póliza  que  no 
importa  el  de  una  deuda  contra  el  absolventOi  no  produce 
acción  ejecutiva. 

2o  El  cargador  que  reconoce  la  póliza  de  flelamento  en  la 
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que  se  designa  otra  persona,  como  la  obligada  á  pagar  el 
flete,  no  se  reconoce  deudor  de  este. 


Caso.  —  D.  Joaquín  Ferrer  cargó  en  el  bergantín  «Bath» 
un  maiz  para  entregarse  en  Itapirá  á  D.  Ramón  Figueroa, 
estipulando  que  éste  pagaría  el  flete,  hecha  que  fuera  la  fiel 

entrega. 

Los  consignatarios  del  buque  pidieron  que  Ferrer  recono- 
ciese la  póliza  de  fletamento^  y  reconocida  esta  entablaron 
acción  ejecutiva  contra  D.  Joaquín  Ferrer. 

El  demandado  en  el  acto  del  reconocimiento^  manifestó  que 
no  se  consideraba  obligado  á  pagar  el  flete,  porque  se  convino 
que  lo  pagase  D.  Ramón  Figueroa,  y  éste  le  habia  prevenido 
que  tenia  que  reclamar  daños  y  perjuicios  contra  el  buque. 


Fallo  del  Jíues  Seccional. 


Rosario,  Noviembre  25  de  1868. 

No.  trayendo  aparejada  ejecución  la  póliza  de  foja  1»  por  no 
importar  el  reconocimiento  practicado  por  D.  Joaquin  Ferrer 
la  confesión  de  una  deuda  propia  ni  revestir  los  requisitos 
y  formalidades  que  exije  la  ley  para  hacer  procedente  la  eje- 
cución ;  no  habiéndose  por  otra  parte  estipulado  en  el  contrato 
que  el  pago  de  flete  deba  hacerlo  el  mencionado  Ferrer,  sino 
antes  al  contrario  se  espresa  claramente  que  el  que  ha  de 
recibir  la  carga,  D.  Ramón  Figueroa  sea  quien  pague  el  flete, 
siendo  estas  dos  obligaciones  correlativas  y  simultáneas,  á  la 
vez  que  designan  en  la  ejecución  misma  del  contrato  la  per- 
sona responsable  por  él  como  fletador,  entendiéndose  como 
una  obligación  tácita  del  fletante  el  consentimiento  y  acepta* 
cion  que  hace  del  fletador  en  la  persona  designada  para  reci- 
bir la  carga  y  abonarle  el  flete,  no  pudiendo  presumirse  ra*- 
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cionalmente  que  por  el  conocimiento  de  f.  ,  se  constituyen 
en  obligación  á  la  vez  y  para  el  mismo  efecto  dos  fletadores, 
uno  en  Itapirú  espresamente  obligado  en  la  póliza,  otro  en  el 
Rosario  que  la  firma  como  cargador  y  que  ha  podido  como 
comisionado  remitir  una  carga  agena,  que  á  la  vez  que  servia 
de  garantía  del  flete«  iba  á  manos  de  quien,  con  su  recibo 
aceptaba  en  el  hecho  la  obligación  que  le  imponia  nomiual- 
mente  el  contrato. 

Y  considerando,  por  último,  que  se  trata  de  la  falta  de  cum- 
plimiento del  contrato  por  parle  del  demandado,  al  mismo 
tiempo  que  en  el  reconocimiento  se  habla  de  reclamos  por 
perjuicio  que  parece  va  intentar  el  fletador  contra  el  fletante ; 
todo  lo  que  deba  ventilarse  en  el  juicio  que  las  leyes  han 
establecido  para  el  caso  y  con  las  solemnidades  y  garantías 
necesarias;  por  estos  fundamentos,  no  Ha  lugar  á  la  ejecución 
solicitada  por  esta  parte,  debiendo  deducir  sus  acciones  en 
otra  forma,  como  viere  convenirle  y  con  arreglo  á  derecho. 
Hágase  saber  y  repóngase  el  sello. 

Zuvirla. 

Apelada  la  sentencia,  y  concedido  el  recurso  en  relación, 
fué  confirmada  por  el 

Fallo  de  la   Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Hayo  4  de  1869. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  quince  vuelta  y  satisfechas  aquellas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salva- 
dor María  del  Carril.  —  Francis- 
co Delgado. — José  Barros  Pazos. 
—Benito  Carrasco. 
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CAUSA   JLIaIIL. 


Don  Carlos  León  y  D.   Desiderio  Bravo^  contra  el  Escribano 
de  Sección  de  San  Juan^  sobre  pago  de  costas. 


Sumario.  —  !<>  Las  leyes  preexistentes  á  la  de  procedí- 
mientes  nacionales  son  supletorias  á  la  misma  en  lo  que  no  se 
opongan  á  sus  disposiciones. 

2o  La  ley  30,  tít.  20,  lib.  12,  R.  C.  se  halla  en  este  caso. 


Caso.  — Concluida  la  causa  criminal  contra  D.  Carlos  León 
y  D.  Desiderio  Bravo  en  la  que  estos  fueron  condenados  en 
costas,  el  escribano  de  Sección  de  San  Juan  formó  la  pla- 
nilla de  costas,  incluyendo  las  causadas  por  parte  del  fisco. 

León  objetó  la  planilla  en  la  parte  que  comprendía  las 
actuaciones  y  reposición  de  papel  sellado  relativas  á  los  es- 
critos del  fiscal,  fundándose  en  la  ley  30,  tít.  20,  lib.  12, 
R.  C.  por  la  que  se  prohibe  su  cobro. 

El  Juez  de  Sección  oido  verbalmente  al  escribano,  quien 
espuso  que  dicha  ley  no  rejia  para  los  tribunales  nacionales, 
resolvió  que  se  eliminase  de  la  planilla  la  parte  objetada 
por  León  con  arreglo  á  la  ley  mencionada. 

El  escribano  apeló,  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 
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Fallo  de  la  Supreiiia  C^rfei 


Buenos  Aires^  Mayo  4  de  1869. 

Vistos,  y  considerando :  que,  según  el  artículo  trescientos 
sesenta  y  cuatro  de  la  ley  de  procedimientos,  las  leyes  preexis- 
tentes son  supletorias  de  ella  en  lo  que  no  se  oponga  á 
sus  disposiciones,  y  que  la  treinta,  título  veinte,  libro  doce 
de  la  Recopilación  se  halla  en  este  caso,  por  este  y  por  sus 
fundamentos,  se  coniiriiia  con  costas,  el  auto  apelado  de  fo- 
ja catorce  vuelta,  y  satisfechas  aquellas,  y  repuestos  los  se- 
llos, devuélvase. 

füanasco  be  las  carreras  —  salvador 
María  del  Carril  —  Francisco  Del- 
gado—  José  Barros  Pazos  —  Benito 
Carrasco. 


CAUSA    1a. 

Don  Norberto  Correa  contra  el  Fisco  Nacional^ 
sobre  costas  y  honorarios. 

Sutnario.  —  i^  La  tramitación  establecida  para  las  causas 
de  espropiacion  es  sumaria  y  verbal,  y  no  es  necesaria  en  ella 
la  intervención  de  abogados,  siéndolo  la  de  peritos. 

2<^  Las  costas  que  se  declaran  á  cargo  de  la  Nación  en  el 
caso  del  artículo  18  de  la  ley  de  la  materia, -son  las  relativas 
á  los  trámites  necesarios,  esto  es,  á  las  costas  de  actuación 
y  honorario  de  peritos. 
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Caso.  —  D.  Norberto  Correa  pidió  se  regulasen  los  hono* 
ranos  de  procurador,  abogado  y  peritos  que  habian  interve- 
nido en  un  juicio  de  espropiacion  para  cobrar  su  importe  á 
la  Nación  con  arreglo  al  articulo  18  de  la  ley  de  la  materia. 

El  procurador  fiscal  se  opuso  á  la  regulación,  diciendo  que 
las  costas  de  que  trataba  el  artículo  citado  eran  solo  las  de 
actuación,  y  con  otro  si,  pidió  que  se  acumulasen  y  resolvie- 
sen cuatro  peticiones  de  la  misma  naturaleza  presentadas  por 
otros  interesados. 


Fallo  del  Jíuea  SeeeioBai. 


Rosario^  Marzo  6  de  1869. 

Y  vistos,  considerando :  1^  que  por  el  artículo  6^  de  la  ley 
de  13  de  Noviembre  de  1866,  se  establece  de  una  manera  clara 
y  terminante  el  procedimiento  del  juicio  de  espropiacion 
mandando  que  se  proceda  verbal  y  sumariamente,  con  solo  los 
peritos  que  las  partes  nombren  para  apoyar  su  pretensión :  2<> 
que  las  costas  del  juicio  de  que  habla  el  articulo  18  de  la 
misma  ley,  se  refieren  á  las  causadas  en  la  tramitación  esta- 
blecida por  ella,  en  la  que  ni  se  menciona,  ni  se  exije  el  co- 
nocimiento profesional  de  los  abogados,  que  por  conveniencia 
de  los  interesados  pueden  patrocinar  sus  derechos,  y  la  inter- 
vención de  procuradores:  S^'  que  no  seria  legal,  ni  lógico 
estender  la  responsabilidad  de.  la  Nación  á  otras  costas,  que 
á  las  exigidas  y  determinadas  por  la  ley  en  el  juicio  que  la 
responsabiliza :  4^  que  siendo  requerida  por  la  ley  la  inter- 
vención de  peritos  en  el  caso  de  disconformidad  sobre  la 
apreciación  de  la  cosa  espropiable,  los  gastos  que  ellos  ocasio* 
naren  á  la  parte  que  ha  obtenido  mayor  precio  que  la  oferta  del 
E.  N.,  deben  ser  de  cuenta  de  la  Nación,  según  el  artículo 
18  precitado,  como  causados  por  razón  del  juicio   que  se  ha 
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tenido  que  seguir.  Por  estas  consideraciones  y  demás  que  se 
han  tenido  presente^  no  bá  lugar  á  la  regulación  de  honora- 
rios del  abogado  y  procurador  que  han  patrocinado  al  solici- 
tantC)  y  sí  solo  al  de  los  peritos  interventores,  que  practicará 
el  actuario,  conforme  á  lo  dispuesto  €n  el  artículo  6^  de  la  ley 
de  arancel  de  26  de  Agosto  de  1863.  Hágase  saber,  y  en  cuan* 
to  al  otrosí^  no  há  lugar,  y  repónganse  los  sellos. 

Avelina  Ferreira. 
Apelada  esta  sentencia^  fué  confirmada  por  el 


Fallo  de  la   Suprema  C^rte. 

Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1869. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  trece  vuelta^  devolviéndose  con  la  planilla  de  costas 
causadas,  para  que  se  mande  pagar  por  el  Juez  de  Sección, 
quien  ordenará  la  reposición  de  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras — Salva- 
DOR  María  del  Carril — Francisco 
Delgado. —José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


>—* 
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CAUSA    Iil* 


El  Fisco  Nacional  contra  Tieijen^  Claussm  y  C^.  sobre  comiso. 


Sumario.  — 1<>  Se  considera  fraudulento  el  hechQ  por  el 
que  resulta  que  el  Fibco  cobre  menos  de  lo  que  le  corres- 
ponde por  la  ley. 

^  Pero  ese  hecho  debe  ser  de  la  persona  á  quien  se  im- 
ponga |a  pena  y  no  de  un  tercero. 

So  Nadie  puede  suponerse  responsable  por  actos  en  que  no 
ha  tenido  participación. 

it^  Los  comerciantes  tienen  el  derecho  y  no  la  obligación 
de  revisar  las  liquidaciones  de  la  Aduana,  antes  de  pagar  su 
importe. 

50  Un  error  en  una  cuenla  no  liberta  de  obligaciones  leji- 
timas. 


Caso — El  gete  de  la  mesa  de  guias  de  la  Aduana  del  Rosario 
en  19  de  Enero  de  1869,  did  cuenta  al  Administrador  de  ren- 
tas, que  al  despachar  la  barca  inglesa  c  Speedwell »  con  des- 
tino á  Ambares,  y  cotejar  los  documentos  y  permisos  cumpli- 
dos por  el  resguardo  con  la  relación  de  la  carga  hecha  por 
el  agente  del  buque,  habia  encontrado  una  diferencia  en  per- 
juicio del  fisco  de  164  cueros  vacunos,  12  fardos,  y  28  astas. 
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El  Administrador  de  rentas,  levantó  un  sumario  consistente 
en  los  siguientes  datos. 

El  Resguardo  informó  que  revisando  la  cuenta  de  los  car- 
gadores Sres.  Tietjen,  Claussen  y  C^  se  babia  encontrado  que 
•el  Oficial  del  Resguardo  Don  J.  López,  por  error  sin  duda, 
había  omitido  la  partida  de  164  cueros  vacunos  que  existian 
en  la  papeleta  N^.  3,  presentada  por  aquellos. 

La  Contaduría  informó  que  verificadas  las  papeletas  del 
Resguardo  con  la  relación  de  la  carga,  resultaba  la  diferencia 
de  164  cueros  vacunos  de  la  papeleta  N^.  3,  cuya  partida  fuá 
omitida  por  el  Resguardo  al  poner  el  cumplido  respectivo  en 
los  permisos,  estando  exacta  la  numeración  correlativa  de  las 
papeletas  revisadas ;  que  no  habian  sido  pagados  los  derechos 
de  los  164  cueros;  y  que  en  el  libro  de  asientos  de  carga 
se  encontraban  anotados  dichos  164  cueros  el  28  de  Diciem- 
bre último,  siendo  de  igual  fecha  el  asiento  del  pasavante  en 
el  libro  talonario. 

Los  Sres.  Tíetjen,  Claussen  y  C^.  declararon  que  no  podian 
dar  esplicaciones  sobre  los  errores  de  los  empleados  del  Res- 
guardo^ y  que  ellos  se  habian  limitado  á  pagar  la  cuenta  de 
defechos  que  les  pasó  la  Aduana  sin  examinarla. 

Con  estos  datos,  el  Administrador  de  Aduana  dictó  la  si- 
guiente resolución : 

Rosario,  Enero  29  de  1869. 

Vistos  y  considerando :  que  de  los  antecedentes  acumulados 
en  este  espediente  resulta  que  los  Sres.  Tietjen,  Claussen  y  C^. 
han  embarcado  en  la  barca  inglesa  c  SpeedweII »  entre  otros 
frutos  del  país,  164  cueros  vacunos,  cuyos  derechos  de  expor- 
tación no  han  pagado  por  la  circunstancia  de  que,  habióndose 
equivocado  el  guarda  que  atendía  la  aforacion  en  la  cantidad 
embarcada  al  poner  el  cumplido,  la  contaduría  no  liquidó  los 
derechos  correspondientes  á  esta  cantidad  de  cueros :  que  pa- 
sada la  cuenta  con  esta  omisión,  los  Sres.  Tietjen,  Claussen 
j  C^.  la  pagaron  sin  hacer  observación  alguna  á  la  Aduana  nv 
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obstante  que  ellos  debían  saber  el  monto  de  la  atraía  que  de* 
bian  pagar;  que  ai  consentir  que  pasase  inapercibido  este  error 
del  resguardo  defraudaban  al  Fisco  á  sabiendas  de  los  dere- 
chos que  le  pertenecían  y  que^  por  ley  le  corresponden,  fal- 
tando  así  á  los  deberes  que  la  misma  ley  les  impone:  que 
tal  proceder  envuelve  el  propósito  de  disminuir  indebidamente 
la  renta,  y  que  en  efecto  la  ha  disminuido  por  cuanto  pagaron 
menos  de  lo  que  realmente  debían :  que  así  como  el  comer- 
ciante tiene  el  derecho  de  reclamar  cuando  por  error  se  le 
cobra  mas  derechos  que  los  que  le  corresponde  pagar,  debe 
hacer  notar  cualquier  error  aunque  sea  en  su  favor,  pues  tal 
error  no  puede  jamás  darle  derecho  alguno  ni  autorizarle  para 
defraudar  las  rentas  fiscales :  que  si  el  empleado  que  hizo  el 
cotejo  de  la  relación  de  la  carga  con  el  empleado  del  res- 
'guardo  no  hubiese  notado  la  diferencia  ante  dicha,  el  fisco 
hubiera  sido  damnificado  en  el  importe  de  los  citados  dere- 
chos de'  esportacion ;  se  resuelve :  encontrándose  los  Sres. 
Tietjen,  Claussen  y  G*.  en  el  caso  previsto  por  los  art.  1091 
y  1092  de  las  ordenanzas  de  Aduana  y  sujetos  por  consi- 
guiente á  las  penas  que  ellas  establecen,  sean  declarados  caí- 
dos en  comiso  los  164  cueros  vacunos  embarcadosen  la  barca 
Inglesa  cSpeedwell»  por  los  Sres.  Tietjen  Clausen  y  C^, 
adjudicándose  su  valor  al  Gefe  de  la  mesa  de  guias  D.  Desi- 
derio Gómez,  previo  el  pago  de  los  derechos  correspondientes. 
Notiííquese  á  los  interesados  y  archívese  el  espediente. 

Yañes. 

Tietjen^  Claussen  y  G^.  depositaron  el  importe  de  la  liqui- 
dación y  apelaron  al  Juez  de  Sección. 

Fallo  del  Jíuez  de  §eeeioii. 

Rosario,  Abril  6  de  1869. 

Y  vistos,  considerando:  I»  Que  la  cuestión  á  resolver  está  re* 
dttcida  á  saber  si  deben  ser  considerados  caídos  en  comiso  los 
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ciento  sesenta  y  cuatro  cueros  vacunos  embarcados  con  destino  á 
Ambares  en  la  barca  inglesa  c  Speedwell  >  por  la  casa  de  Tietjen, 
Claussen  y  O.  y  que  ban  sido  omitidos  por  el  Resguardo  de 
la  Aduana,  en  el  cumplido   puesto  al  permiso  de  la  carga. 
^  Que  la  mencionada  casa  de  Tietjen,  Claussen  y  C^.  reconoce 
categóricamente  el  becbo  de  baberse  incluido  en  la  carga  em- 
barcada dicbos  cueros,  ni  que  bayan  pagado  los  derechos  de 
esportacion   correspondientes,  á  causa  de  la  omisión  referida 
y  de  no  haberse  fijado  en  ella  por  la  premura  del  tiempo  y 
confianza  que  le  merecian  los  empleados  de  la  Aduana.  3^  Que 
según  la  terminante  disposición  de  los  art.  1091  y  1092  de 
la  Ley  de  Aduana  vijente^  todo  becbo  que  despachado  en  con- 
fianza por  las  aduanas,  6  que  se  pasara  desapercibido,  pro- 
dujera menos  renta  que  la  que  legítimamente  se   adeuda; 
debe  considerarse   fraudulenta  y  ser  penado  con  la  pena  de 
comiso,  si  la  defraudación  se  intenta  sobre  la  cantidad  ó  es« 
pecie  de  las  mercaderías,  y  con  pago  de  derechos  dobles   si 
sobre  la  calidad.  A^  Que  para  incurrir  en  la  pena  impuesta 
por  la  ley  basta   la  culpa  lata  6  descuido  confesado  por  la 
casa  de  Tietjen,  Claussen  y  C\,  ya  porque  las  leyes  no  juz-' 
gan  sino  de  los  actos  estemos,  ya  porque  semejante  escep- 
cion  podría  siempre  alegarse  aunque  hubiera  procedido  con 
ánimo  directo  de  defraudar  al  Fisco.  &"  Que  por  espresa  dis- 
posición del  art.  1005  de  la  misma  Ley,  los  derechos  debi- 
dos al  Tesoro,  deben  ser  sacados  en  todos  los  casos  del  pro- 
ducto de  la  multa  ó  del  de  los  objetos  comisados,  y  el  so- 
brante ó  producto  neto   repartirse  en  la  forma  establecida 
en  los  artículos  siguientes :  Por  estas  consideraciones  y  demás 
que  en  hecho  y  derecho  se  ban  tenido  presente,  se  declaran, 
definitivamente  juzgando,  comisados  los  164  cueros  vacunos 
secos,  embarcados  en  la  barca  mencionada  y  omitidos  en  el 
cumplido  del  resguardo,  debiendo  deducirse  de  su  valor  los 
derechos  debidos  ai  Tesoro  y  el  sobrante  adjudicarse  al  Gefe 
de  la  mesa  de  guias  Don  Desiderio  Gómez.  Hágase  saber  y 
satisfechas  las  costas  archívese* 

Avelino  Ferreyra. 
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Los  cargadores  apelaron  de  esta  sentencia,  y  se  leo  conce- 
dió el  recurso  en  relación. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Mayo  11  de  1869. 

Vistos:  resultando  del  espediente,  que  la  casa  de  Tietjen, 
Clausen  y  Compañía,  al  pedir  el  permiso  para  embarcar  en  la  bar- 
ca inglesa  cSpeedwelU  manifestaron  la  clase  y  cantidad  de  efec- 
tos que  verdaderamente  embarcaron ;  que  si  después  ha  apa- 
recido alguna  diferencia  en  los  derechos  que  debian  pagar 
á  la  Aduana,  y  los  que  efectivamente  pagaron,  ha  sido  por 
causa  de  error  cometido  en  la  liquidación  por  los  empleados 
fiscales,  sin  que  los  referidos  comerciantes  tuvieron  otra  parti- 
cipación en  él  que  el  haber  satisfecho  el  resultado  de  dicha 
liquidación  conforme  se  la  presentaron— Y  considerando :  pri- 
mero, que  aun  cuando  el  artículo  mil  noventa  y  uno  de  las 
ordenanzas  de  Aduana  condena  como  fraudulento  el  simple 
hecho  por  el  que  resulta  que  el  Fisco  cobre  menos  de  lo  que 
le  corresponde  por  la  lej,  este  hecho  debe  ser  de  la  persona 
á  quien  se  imponga  la  pena  y  no  de  un  tercero,  porque  nun- 
ca debe  suponerse  responsable  por  actos  en  que  no  ha  tenido 
participación;  segundo,  que  los  comerciantes  bien  pueden 
revisar  las  liquidaciones  de  la  Aduana,  antes  de  pagar  lo  que 
deben  y  observar  si  hay  error  en  ella ;  pero  de  esto  que  es 
un  derecho  que  ellos  tienen  para  no  pagar  de  mas,  no  puede 
deducirse  que  tengan  la  obligación  de  hacer  esa  revisacion 
para  rectificar  errores  de  la  Aduana  en  perjuicio  del  Fisco, 
porque  no  hay  disposición  espresa  que  les  imponga  este  deber 
so  pena  de  comiso ;  tercero,  que  si  bien  un  error  en  una 
cuenta,  no  dá  derechos  ni  liberta  de  obligaciones  lejítimas, 
tampoco  puede  ser  fundamento  de  pena  contra  un  tercero^ 
por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  íq^ 
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ja  diez  y  siete  y  se  declara  que  los  señores  Tietjen,  Clausen  y 
Compañía  solo  están  obligados  al  pago  de  los  derechos  cor- 
respondientes á  los  ciento  sesenta  y  cuatro  cueros  que  resul- 
ta no  haber  pagado  por  equivocación  de  la  Aduana,  y  satis- 
fechas las  costas  y  repuestos  los  sellos^  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  Ma« 
RÍA  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. — 
José  Barros  Pazos.— Benito  Carrasco. 


CAUSA  lili. 


El  Fisco  Nacional  contra  D.  Pedro  Mtta^  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  {<>  La  citación  de  remate  es  uno  de   los  trámi- 
tes esenciales  del  juicio  ejecutivo. 
i^  Su  falta  vicia  de  nulidad  los  procedimientos  ulteriores. 


Caso. — El  administrador  de  Aduana  de  Buenos  Aires  remitió 
al  Juez  de  Sección  unos  permisos  adeudados  por  D.  Victoriano 
T.  vu.  14. 
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Rivas^  con  garantía  de  D.  Pedro  Natta,  para  qoe  se  procediese 
al  cobro  de  so  importe. 

El  procurador  fiscal  entabló  demanda  y  se  despachó  el  anto 
de  solvendo  contra  Rivas  en  5  de  Junio,  de  1865. 

Por  quiebra  de  Rivas  se  suspendió  la  ejecución  y  en  22  de 
Febrero  de  1869  el  fiscal  demandó  á  D.  Pedro  Natta,  por  el 
capital  é  intereses  desde  la  íecba  de  cada  permiso. 

Despachada  la  intimación  de  pago,  Natta  manifestó  al  Juz- 
gado, que  el  fiscal  babia  perdido  las  acciones  contra  él,  por  ha- 
ber demandado  al  deudor  sin  reser\a  de  acciones  contra  el 
fiador,  y  por  haber  vencido  el  plazo  de  su  fianza. 

A  petición  del  fiscal  se  despachó  el  mandamiento  de  eje- 
cución. 

Natta  depositó  el  dinero,  y  protestó  que  en  caso  de  ser  de- 
clarado deudor,  no  consentiría  en  el  pago,  sino  con  la  con- 
dición espresa  de  que  el  fisco  le  cedería  sus  acciones  y  pri- 
vilejios  contra  Rivas. 

El  Fiscal  contestó  que  no  babia  necesidad  de  tal  cesión, 
porque  ella  se  practicaba  por  el  ministerio  de  la  ley  con  arre- 
glo al  artículo  614  del  Código  de  Comercio. 


Fidlo  del  Jíuea  Sccelomtf . 


Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1869. 

Y  vistos  estos  autos  ejecutivos  iniciados  por  el  Procurador 
fiscal  contra  D.  Victoriano  Rivas,  por  cobro  de  derechos  de 
Aduana  que  constan  de  los  manifiestos  de  importación  de  fo- 
jas 1  á  9,  y  resultando : 

i  o  Que .  ejecutado  el  deudor,  el  Juez  de  Comercio  de  la 
Provincia  pasó  á  este  Juzgado  la  nota  de  foja  15,  de  la  qne 
resulta  haber  obtenido  Rivas  un  año  de  moratorias,  y  que  el 
mismo  deudor  se  acojió  á  la  escepcion  de  las  moratorias  en 
su  escrito  de  foja  17. 
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2<>  Que  en  esta  virtud,  el  Procurador  fiscal  dirijió  su  acción 
contra  el  fiador  D.  Pedro  Nalta,  quien  se  escepciona  á  fojas  * 
20  y  23  con  que  bu,  posición  en  este  asunto  es  de  mero 
fiador;  y  que  no  habiéndose  cobrado  la  deuda  al  vencimien- 
to de  su  plazo  fijo,  se  habia  estinguido  contra  él  la  obliga- 
ción, y  considerando  : 

3o  Que  al  firmar  Natta  los  manifiestos  de  autos,  ya  por  la 
forma  ea  que  lo  ha  hecho  como  principal  deudor,  cuanto 
porque  al  hacerlo  practicó  un  acto  mercantil,  se  obligó  soli- 
dariamente, artículo  611  del  Código  de  Comercio. 

4^  Que  sin  esta  consideración,  estando  comprobadas  las 
moratorias  concedidas  á  Rivas,  lo  está  también  su  estado  de 
insolvencia  actual,  el  que  deja  espedita  contra  Natta  la  acción 
como  fiador. 

5<>  Que  el  hecho  de  no  haberse  cobrado  al  vencimiento  del 
plazo  al  deudor  principal,  aun  en  el  caso  de  ser  probado,  no 
favorecería  las  pretensiones  del  demandado  de  eximirse  de  su 
responsabilidad  como  fiador,  pues  es  la  prorogacion  del  plazo 
y  no  la  falta  de'  cobro  al  vencimiento,  lo  que  extingue  la 
fianza,  artículo  619,  inciso  5^  del  Código  de  Comercio,  y  L.  10, 
tít.  18,  L.  3,  F.  R. 

6^  Que  no  habiendo  intereses  estipulados  solo  deben  correr 
desde  la  demanda,  articulo  707  del  Código  de  Comercio. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  que  debe  llevarse  adelante  la 
ejecución  entablada  por  el  Procurador  fiscal  contra  D.  Pedro 
Natta  por  el  importe  de  la  liquidación  de  foja  10,  é  intereses 
corrientes  desde  la  demanda,  los  que  deberá  liquidar  el  actua- 
rio, descontando  el  importe  del  documento  de  foja  2,  que 
deberá  desglosarse  de  los  autos,  devolviéndose  al  Procurador 
fiscal  para  que  haga  uso  de  las  acciones  del  fisco  como  viere 
corresponder.   Repónganse  los  sellos  y  hágase  saber. 

Andrés  Ugarriza. 
Natta  interpuso  los  recursos  de  apelación  y  nulidad,  fun- 
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dando  este  en  que  se  habia  dictado  sentencia  sin  ser  citado 
de  remate. 


Fallo  de  la  Supreiiui  C^rte< 


Buenos  Aires>  Mayo  i  3  de  1869. 

Vistos,  habiéndose  omitido  en  primera  instancia  la  citación 
de  remate,  que  es  uno  de  los  trámites  esenciales  del  juicio 
ejecutivo,  por  este  fundamento^  y  de  conformidad  de  partes, 
se  declara  nulo  el  auto  de  foja  veintiséis  vuelta;  y  satisfe- 
chas las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  al  Juez 
de  Sección  para  que  reponiendo  la  causa  al  estado  que  tenia 
en  la  dicha  foja,  la  substancie  con  arreglo  á  derecho. 

Francisco  de  las  Carreras— Salvador 
María  del  Carril— FRANasco  Del- 
gado— José  Barros  Pazos — Bentto 

9 

Carrasco. 
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CAUSA  IiIII« 


Competencia  entre  el  Juez  Nacional  de  Salta  y  el  General 
en  Jefe  del  Ejército  del  Norte  D.  Ignacio    Rivas. 


Sumario. -^i^  El  conocimiento  de  las  causas  sobre  crí- 
menes que  ofendan  la  soberanía  y  seguridad  de  la  Nación, 
no  corresponde  á  los  Consejos  de  Guerra  sino  á  los  Jueces 
de  Sección. 

2o  Rebelarse  contra  el  Gobierno  General  es  un  ^delito  con* 
tra  la  seguridad  de  la  Nación. 


Caso. — A  fines  del  año  1868,  una  partida  de  12  hombres 
pertenecientes  á  la  montonera  de  Felipe  Várela  que  se  habia 
internado  desde  Atacama  á  la  Quebrada  del  Toro,  Provincia 
de  Salta,  fué  batida  por  la  Guardia  Nacional  de  ese  punto, 
dsindo  por  resultado  la  muerte  del  Capitán  y  del  Teniente 
montoneros  y  la  captura  de  los  soldados  restantes  que  fue- 
ron puestos  á  la  disposición  del  Juez  Federal  de  la  Pro- 
vincia. 

Del  sumario  resultó  que  la  mayor  parte  ¡de  los  prisioneros 
habían  acompañado  i  Várela  en  su  anterior  invasión  de  1867, 
refujiándose  con  él  en  Chile,  volviendo  y  asistiendo  después 
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á  la  toma  de  las  Ciudades  de  Salta  y  Jujay ;  que  de  esta 
última  ciudad  pasaron  á  Bolivia  permaneciendo  algún  tiempo 
en  Atacama  de  donde  habian  salido  para  invadir  la  Quebrada 
del  Toro. 

Antes  de  cerrarse  el  sumario,  el  Juez  de  Sección  recibió 
el  siguiente  oficio  del  General  en  Jefe  del  Ejército  del  Norte. 

c  Salta,  Marzo  14  de  1869. 

c  Al  Sr.  Juez  Federal  de  la  Sección  de  Salta. 

<  De  conformidad  á  órdenes  recibidas  del  Superior  Go- 
bierno Nacional,  mandando  someter  á  la  jurisdicción  Militar 
á  los  bandidos  que  acompañaban  á  Felipe  Várela  en  su  úl- 
tima invasión  á  esta  Provincia,  como  reos  de  salteamiento  á 
mano  armada,  nombré  el  fiscal  que  ha  de  instruir  la  corres- 
pondiente sumaria  para  proceder  como  lo  prescriben  las 
Ordenanzas  del  Ejército. 

c  Según  nota  que  acabo  recibir  del  Fiscal  sumariante,  el 
Escribano  del  Juzgado  de  V.  S.  se  ha  presentado  en  la  cár- 
cel y  ha  notificado  á  los  acusados  un  decreto,  lo  que  trae 
á  mi  conocimiento  el  hecho  de  seguirse  también  por  ese 
Juzgado  la  causa  mandada  levantar  á  esos  individuos. 

c  En  este  caso,  ruego  á  Y.  S.  que  teniendo  presente,  que 
solo  por  un  error  han  podido  ser  sometidos  á  la  jurisdicción 
federal  ordinaria,  los  acusados  á  que  me  refiero,  se  sirva 
mandar  me  sean  remitidos  los  antecedentes  que  hubiere  so- 
bre este  asunto,  para  ser  agregados  á  la  causa  que  se  forma.» 

cDios  guarde  á  Y.  S. 

/.  Rivas.  » 

El  Juzgado,  después  de  constatar  que  la  Provincia  no  se 
encontraba  en  estado  de  guerra,  y  previa  vista  del  Procura- 
dor Fiscal,  dictó  este : 

Fallo  del  JTuea  de  Seceion. 

Salta,  Marzo  23  de  1860. 
Vistos,   de  los  que  resulta :  que  el  General  en  Jefe  del 
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Norte  se  ha  dirigido  á  este  Juzgado,  avocaado  á  la  jurisdic- 
ción militar,  é  invocando  para  ello  una  orden  del  Poder  Ejecu- 
tivo Nacional,  la  causa  por  rebelión  contra  la  Autoridad  Na- 
cional, seguida  en  esta  jurisdicción  contra  nueve  individuos 
pertenecientes  á  la  ultima  in\asion  traida  á  esta  Provincia  por 
D.  Felipe  Várela,  y  sometidos  á  este  Juzgado  con  denuncia 
del  delito  imputado  por  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia; 
habiendo  sido  apreendídos  esos  procesados,  según  resulta  de 
declaración  en  forma  de  D.  Silverio  Tejerina,  por  este  indi- 
viduo en  la  Quebrada  del  Toro,  sirviéndose  al  efecto  de  una 
partida  improvisada  de  15  milicianos  del  lugar,  ejerciendo 
espontáneamente  en  ello  el  cumplimiento  de  sus  deberes  de 
Teniente  Coronel  de  Milicias  de  ese  Partido,  sin  haber  reci- 
bido de  Gefe  superior  alguna  orden  al  respecto,  y  no  habién- 
dose resistido  los  aprendidos  con  éscepcion  de  uno  de  ellos 
de  quien  se  asegura  la  resistencia,  si  bien  espresándose  que 
fué  sin  armas:  que  el  General  funda  su  requerimiento  en 
que  siendo  reos  de  salteamiento  á  mano  armada  los  nue- 
ve individuos  mencionados,  solo  por  un  error  han  podido 
ser  sometidos  á  la  jurisdicción  nacional  ordinaria:  y  que 
sustanciando  este  incidente  el  Fiscal  Nacional  se  ha  espedido 
ayer  diciendo :  que  dichos  individuos  no  habiendo  sido  gefes, 
oficiales  ó  simples  soldados  del  Ejército  Nacional,  no  hay 
razón  para  someterlos  á  la  jurisdicción  militar,  estando  ya  la 
Provincia  completamente  pacificada,  lo  que  se  comprueba 
con  el  sumario,  invocando  en  su  apoyo  entre  otras  muchas 
consideraciones  la  jurisprudencia  observada  conformemente 
hasta  aquí  por  los  Juzgados  de  Sección  y  aun  por  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia  Nacional  y  la  de  varios  prin- 
cipios contenidos  en  la  vista  del  Procurador  General 
de  los  Estados  Unidos  Speed,  á  proposito  del  enjuicia- 
miento de  los  asesinos  del  Presidente  Lincoln,  y  considerando: 
sin  embargo  de  que  la  ley  5,  tít.  11,  lib.  12  de  la  N.  R, 
dispone  que  las  causas  de  que  se  trata  en  ese  libro,  llama- 
dos literalmente  por  la  ley  3^  contenida  también  en  él,  de 
sedición  6  rebelionj  conozca   privativamente    la  jurisdicción 
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ordinaria,  inhibiendo  ó  otros  jueces  por  privilegiados  que 
sean,  prohibiéndoles  formar  competencias  al  respecto  y  man- 
dándoles prestar  todo  auxilio  á  las  justicias  ordinarias;  y  sin 
embargo  de  que  la  ley  4^  del  mismo  título,  disponiendo 
también  que  esas  causas  se  sometan  á  la  jurisdicción  ordi* 
naria,  con  denegación  de  todo  fuero  especial,  añade  que  as( 
se  ha  participado  á  los  Consejos  de  guerra  para  escusar 
competencias ;  sin  embargo  de  todo  esto,  se  repite,  es  cu- 
dente  que  las  prescripciones  y  prohibiciones  de  estas  leyes, 
referentes  como  se  \é  recorriéndolas  á  simples  asonadas, 
tumultos  ó  motines,  llamados  indistintamente,  según  ellas, 
con  esos  nombres,  6  con  los  de  sedición  ó  rebelión,  no 
comprenden  lo  que  boy,  ante  la  Justicia  Nacional  se  llama 
con  el  último  calificado»  que  se  refiere  á  alzamientos  de 
carácter  mucho  mas  grave :  que  por  consiguiente  siendo  esas 
leyes  inaplicables  al  caso  de  lo  que  hoy  se  llama  una  rebelión, 
cual  es  la  presente,  y  no  existiendo  otra  prohibición,  no 
hay  inconveniente  para  que  el  Juzgado  aceptando  como  una 
competencia  contenida  dentro  de  los  términos  legales,  el 
incidente  promovido  por  el  General  mencionado,  la  decida 
observando  el  procedimiento  reglado  para  aquella,  como 
pasa  á  hacerlo:  que  sentado  esto,  según  lo  consignado 
ya,  el  punto  por  resolver  es,  si  pertenece  á  la  jurísdiccion 
nacional  militar  ó  á  la  ordinaria  el  juzgamiento  de  esos 
nueve  individuos,  presuntos  rebeldes  y  bandidos  á  la  vez, 
aprendidos  por  un  jefe  subalterno,  con  gente  reunida  y 
armada  por  él,  y  sin  comisión  ú  orden  de  Capitán  ó  Coman- 
dante General ;  que  entrando  á  apreciarla  cuestión,  resulta  del 
proceso  que  estos  individuos  invadieron  la  RepdbUca,  propo- 
niéndose deponer  á  mano  armada  á  su  actual  Presidente,  ha 
habido  derecho  para  tratarlos  como  beligerantes,  mani- 
fiestos ó  •  no,  de  conformidad  á  las  facultades  de  repeler  inva- 
siones y  de  declarar  ó  hacer  la  guerra  acordadas  por  la  Cons- 
titución ;  que  en  virtud  de  ese  derecho,  ha  debido  inferírse- 
les todo  el  mal  necesario,  y  no  mas  hasta  obtener  domi- 
narlos completamente  y  sin  propio  peligro^  pudiendo  haberse 


•     DE  JUSTICIA   NACIONAL.  209 

llegado  en  este  rigor,  hasta  quitarles  la  vida,  sin  juicio 
previo,  como  sucedió  con  dos  de  sus  compañeros,  muertos 
en  el  acto  del  encuentro ;  que,  aun  después  de  dominados, 
susbisiiendo  el  propio  peligro^  pudo  engrillárseles,  confinár- 
seles y  aun  matárseles,  siendo  ello  un  mal  necesario  para 
conjurar  el  peligro,  sea,  previo  un  juicio  militar  para  jus- 
tificación de  la  necesidad,  si  era  posible,  sin  ese  requisito, 
reservándose  para  después  verificar  la  justificación  pues  que 
la  facultad  de  hacer  todo  el  mal  posible  y  necesario,  antes 
de  ser  dominado  quietamente  el  enemigo,  autoriza  hasta  la 
terrible  estremidad  de  matar  á  los  prisioneros  indefensos  y 
sometidos;  que,  entre  esos  males  necesarios,  legitimados  por 
las  exigencias  de  la  guerra,  figura  el  de  ser  juzgados  mi- 
litarmente los  enemigos;  calificándose  de  un  verdadero  mal, 
porque  con  ese  procedimiento  se  restringe  notablemente  la 
libertad  de  la  defensa  y  varias  otras  garantías,  que  en  el  pro- 
cedimiento ordinario  se  concedería  con  toda  amplitud  á  los 
procesados;  que,  por  consiguiente,  la  facultad  de  juzgar 
militarmente  no  es  legítima',  apreciada  solo  en  virtud  del 
derecho  de  la  guerra,  sino  cuando  el  objeto  declarado  la 
hace  indispensable;  que,  siendo  esto  así,  salvando  las  tras- 
gresiones  de  este  derecho,  meramente  tales,  como  por  ejem- 
plo, el  delito  de  espionaje,  y  de  aconsejar  la  deserción,  ó 
el  de  violar  la  disciplina  de  las  prisiones ;  trasgresiones  que 
el  objeto  de  la  guerra  exigen  siempre  sean  juzgados  por  un 
Tribunal  Militar,  pues  que  los  ordinarios,  no  se  hallarían  eu 
aptitud  de  hacerlo  satisfactoriamente;  salvadas  laa  meras 
trasgresiones,  se  repite,  la  jurisdicción  militar  debe  juzgar  á 
los  enemigos  solo  en  tiempo  de  guerra^  como  se  dice  por  el 
Procurador  Speed  en  las  palabras  de  bu  vista  trascritas  por  el 
Fiscal  y  en  muchas  otras  partes  de  ella,  y  como  se  confirma 
por  la  enmienda  quinta  de  la  Constitución  de  E.  U.,  según 
la  que,  nadie  'puede  ser  juzgado  sino  de  manera  ordinaria^ 
*  salvo  en  tiempo  de  guerra  ó  de  público  peligro ;  y  aun  en 
esos  tiempos,  la  jurisdicción  debe  abstenerse  de  juzgar  á  los 
enemigos  prísionerosi  si  puede  conservarlos  sin  peligro,  parji 

1.  TQt  15, 
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que  sean  enjuiciados  después  sin  el  rol  innecesario  de  pri- 
várseles de  la  integridad  de  garantías  del   procedimiento  or- 
dinario ;   que,  estas  deducciones    son  tanto    mas  legítimas, 
cuanto  que,  según  el  mismo    Speed  el  objeto  de  la  guerra  no 
es  traer  la  anormalidad  á    la  sociedad,    como    seria    la  de 
privar  sin  objeto*    de  sus  jueces  y  juicios  naturales,  á  los 
enemigos  prisioneros  sino  restablecer  la  normalidad,   cerce- 
nando,  lo  mas  posible  los  rigores  de   la  guerra  y  habiendo 
durante  ella  solo  el  tiempo  indispensable  para  conseguir  su  obje- 
to ;  que  por  otra  parle  atendiendo  á  que  el  estado  de  guerra 
es  tan  frecuente  en  esta  República»  que  casi    es  su  estado 
permanente,  y  á  que  por  provenir  del  atraso,   y  no  de  per- 
versidad de  sus  habitantes,  está  destinado  á  desaparecer  gra- 
dual y  paulatinamente,   no  por  medio  del  rigor,  que,   dadas 
esas  condiciones,  seria  injusto,  y  que  en  política  catiticaríase 
de  ¡neGcaz,  sino  por  medio  del  progreso  que  se  abre  paso 
por  todas  partes;  atendiendo  á  ese  estado,  vuelve  á  decirse, 
esas   interpretaciones   restrictivas  de   la  jurisdicción   militar, 
derivada  del  eslado  de  guerra,  son  aun  mas  necesarias  tra- 
tándose  de   cuestiones  de  esta  Nación,    para  evitar  que,  de 
otro  modo,  se  verifique  lo  que   tan  juiciosamente  apunta  el 
Fiscal :  el  silencio  de  la  jurisdicción  federal  ordhiaria^   y  de 
las  leyes  relativas '  y  el  establecimiento  completo  de  la  juris^ 
dicción  militar  por  si  sola ;  lo  que  además  traería  el  inconve- 
niente de  frecuentarse  los  juicios  por  comisiones  especiales, 
pues,  en  rigor,  no   son   otra  cosa    los  consejos  de  guerra, 
contrariándose  asi  los  propósitos  de  la  disposición  Constitu- 
cional   que    tan  enérjicamenle  ha    prohibido  los    juicios   de 
esas    comisiones,    buscando   en  jueces  permanentes  las  ga- 
rantías de   los  procesados,   que  las  mas  de  las  veces   és  im- 
posible conseguir  en  jueces  eventuales;    que  aplicando   estos 
principios  al  caso  presente,    resultando  del  proceso  :   que  lo 
que  se  imputa  á  los  presuntos  reos,  de  que  se  trata,  no  son 
meras  trasgresiones  del  derecho  de  guerra ;  que  la  jurisdic- 
ción militar  ha  pretendido  avocar  la  causa  después  de  com- 
pletamente restablecida  la  paz ;  y  aun  que  durante  la  guerrai 
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por  la  enorme  ventaja  sobre  la  localidad  de  Ips  invasores, 
de  las  fuerzas  destinadas  á  combatirlos,  pudieron  ser  con- 
servados sin  peligro  dichos  procesados,  después  de  prisione- 
ros y  asegurados  ;  resultando  de  todo  eso^  se  deduce  :  que 
estos,  no  solo  no  pueden  ser  juzgados  actualmente  por  la 
jurisdicción  militar,  sino  que  tampoco  pudieron  serlo  durante 
el  estado  de  guerra;  y  por  consiguiente,  que,  faltando  asi 
la  jurisdicción  militar,  subsiste  la  ordinaria ;  que  lo  dicho 
es  segnn  el  derecho  abstracto  de  Ta  guerra,  parte  conside- 
rable del  derecho  de  gentes^  como  también  lo  dice  Speed ; 
pero  qué  habiendo  podido  el  Congreso  Argentino,  con  toda 
amplitud,  establecer  de  otro  modo  aquel  derecho  para  la 
República,  es  necesario  no  contentarse  con  los  preceptos 
del  derecho  abstracto,  sino  consultar  ante  todo  las  disposi- 
ciones del  derecho  positivo;  asegurándose  esa  amplitud, 
porque,  por  una  parte^  la  cláusula  definir  las  trasg resiones 
del  derecho  de  gentes;  de  donde  Speeid,  citando  á  Raudolph^ 
deduce  para  el  Congreso  Americano,  la  limitación  de  inter- 
pretar esos  preceptos,  sin  poder  para  establecerlos  de  otro 
modo^  ni  aun  para  modificarlos,  á  no  ser  de  una  manera 
insignificante,  no  existe  en  la  Constitución  Argentina;  deri- 
vándose, por  consiguiente,  la  facultad  al  respecto  del  Congreso 
de  esta  República,  sin  [ese  pretesto  de  limitación,  directa- 
mente de  la  amplia  atribución  que  tiene  de  hacer  leyes  con- 
venientes y  necesarias  para  el  ejercicio  de  los  derechos  con- 
feridos al  Gobierno  Nacional,  uno  de  los  que  es  el  de  hacer 
la  guerra;  y  porque  por  otra  parte,  habiéndose  redactado 
primitivamente  aquella  cláusula,  en  el  texto  de  la  Constitu- 
ción de  los  Estados  Unidos,  declarg,r  las  piraterías^  felonias 
y  ofensas  contra  el  derecho  de  gentes^  fué  sostituida  después 
la  palabra  declarar  por  la  de  definir^  precisamente  para  que, 
contra  lo  que  dice  Speed,  el  Congreso  Americano  pudiese 
no  solo  declarar  ó  interpretar  sino  también  crear  el  derecho 
al  respecto  ;  así  lo  asegura  Curtis,  autor  tan  respetable  en 
los  Estados  Unidos  como  el  mismo  Story,  según  espresó  el 
Sr.  Sarmiento^  actual  Presidenta  de  la  Hepúblicaí  ante  U 
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Convención  de  Buenos  Aires  que  reformó  la  Constitución  Na- 
cional ;    encontrándose    las   palabras   de  aquel  ai    respecto^ 
en  su  Historia  de  la  Constitución  de  los  E.  U.^   pajinas  296 
y  siguiente,  traducción  de  Cantilo ;  que  en  consecuencia,  lo 
establecido  para  el  caso  por  el  Congreso  Argentino  és  lo  que 
debe  prevalecer,  aunque  pudiera  estar  en  contradicción  con 
lo  deducido  ya  del  derecho  abstracto   de  guerra ;    que  lo  es- 
tablecido al  respecto  por  el  Congreso  tiene  que  derivarse  del 
art.  7«  de  la  Ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tri- 
bunales Nacionales,  según  el    que    la  jurisdicción  criminal 
atribuida  á  la  Justicia  Nacional  en  nada  altera  la  jurisdic- 
ción militar  en  los  casos  en  que   según  las  leyes   existentes 
deba  procederse  por  consejos  de  guerra ;   que  esas  leyes  exis- 
tentes, que  se  deja  en  vigor  y  á  que  se  dá  preferente  apli- 
cación, son    las    que,   referentes    al    punto,    se   encuentran 
entre  las   Españolas   promulgadas  hasta    1810  y    las  patrias 
sancionadas  por  los  Congresos  Nacionales  anteriores  al  Con- 
greso  Federal,  las  cuales   forman   el  derecho  común  de  la 
República;  que  entre  esas  leyes  existentes,  se  encuentran  en 
el  libro  12  de  la  Novena  Recopilación,  gestas  4   que  deter- 
minan el   punto  en    cuestión:  primera  la  diez,  tit.  11  que 
establece :    que  mientras  no  se  ordene  otra  cosa,  los   saltea^ 
dores  que  hagan   fuego  ó  resistencia    con  arma  blanca  á  la 
tropa  que  los  Capitayies  ó  Comandantes  Generales  empleaben^ 
con  Gefes  destinados  espresamente  al   objeto  de  perseguirlos 
por  si,  ó  como  auxiliantes   de  las  jurisdicciones  reales  ordi- 
narias, ó  de  hacienda,   queden  sujetos  por  el  hecho  de  la  tal 
resistencia   á  la  jurisdicción  militar  y  en  los  demás  casos  en 
que  la  tropa  preste  auxilio  á  las  espresadas  jurisdicciones  ú 
otra,  sin  haber   precedido*  delegadon  ó  nombramiento  del  gefe 
de  ella  por  el  Capitán  ó  Comandante   General,    cotra  la  Ad- 
ministración de  Justicia  en  la  jurisdicción  á  quién  pertenezca 
el  reo  ó  reos  aprendidos;  2*  la  3,   tít.  11,  que  dice:  subsis- 
tirán por  ahora  las  providencian   dadas  para  que  los  Capi* 
tañes  Generales  de  las  Provincias  hagan  perseguir  á  los  fa- 
cinerosos  y    contrabatidistas^  como   también  subsistirán   Ui^ 
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penas  impuestas  á  los  que  hicieren  resistencia  á  la  tropa  y 
gefe  destinado  á  perseguirlos^  y  el  mérito  de  su  ejecución 
en  Consejos  de  Guerra;  3^  la  5  del  mismo  título  que  dispo- 
ne: que  apenas  las  partidas  destinadas  (por  los  Capitaues 
Generales,  pues  antes  lo  espresa  así  esta  ley)  á  la  persecu- 
ción de  bandidos  y  contrabandistas  arresten  á  algunos  de 
esta  clase^  se  informe  prontamente  el  Capitán  ó  Co)nandante 
General  de  la  Provincia^  del  suceso  y  sus  circunstancias^ 
para  que  en  caso  de  haber  hecho  resistencia  á  la  tropa  mande 
formarles  luego  proceso^  y  sentenciarlos  luego  por  el  Consejo 
de  guerra  de  oficiales^  según  va  prevenido  \  pero  si  no  hu- 
biese ocurrido  resistencia  á  la  tropa^  dispondrá  que^  sin  la 
menor  dilación  se  entreguen  los  reos  y  lo  que  se  les  hubiera 
aprendido  á  la  justicia  real  ordinaria,  en  caso  de  que  sean 
ladrones  ó  malhechores  sujetos  á  sü  jurisdicción^  ó  al  Juzgado 
de  Rentas  de  la  Provincia^  si  fueren  defraudores  de  ellos; 
y  4*  la  ley  8  del  mismo  título,  que  dice :  por  diferentes 
reales  resoluciones  (no  se  encuentra  otras  que  las  insertas 
en  las  leyes  acabarlas  de  trascribir)  comunicadas  á  los  Ca- 
pitanes Generales  y  Comandantes  de  las  Provincias  de  la  Pe- 
ninsula  se  uniformó  en  todas  ellas  el  nuevo  método  establecido 
con  el  objeto  de  contener  y  castigar  los  escandalosos  delitos 
que  están  cometiendo  por  todas  partes  la  multitud  de  mal- 
hechores^ facinerosos  y  contrabandistas  que  las  infestan  con 
sus  latrocinios  y  atrocidades ;  mandando  en  ^u  consecuencia 
que  todos  los  reos  que  se  aprendan  por  las  partidas  de  prolija 
comisionadas  en  su  persecución  (por  los  Capitanes  Generales, 
como  ya  se  dice  en  las  reales  resoluciones  á  que  se  refiere 
esta  ley)^  sean  salteadores  de  caminos^  se  pongan  á  disposi- 
ción de  los  respectivos  Capitanes  ó  Comandantes  Generales^ 
para  que  procediendo  militarmente^  se  les  juzgue  en  Consejo 
de  Guerra;  que  con  motivo  de  las  dudas  ocurridas  sobre  al- 
gunos puntos  concernientes  á  la  ejecución^  de  estas  reales  de- 
terminaciones (vuelve  á  referirse  á  las  anteriores  resolucio- 
nes), se  declara  que  todos  los  salteadores  de  caminos,  que 
sean  aprendidos  por  la  tropa  ^  y  sus  cómplices,   dentro  de  las 
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Capitales  de  las  Provincias  y  demás  poblaciones^  queden  sHr 
jetos  al  referido  juicio  militar^  del  mismo  mqdo  que  los  de 
los  caminos  y  despoblados,  por  las  relaciones  que  tienen  entre 
si  esta  clase  de  bandidos ;  pero    que  los  demxis  reos  que  no 
sean  de  esta  especie^  pertenecerán  á  la  jurisdicción  ordiíuxria, 
á  menos  que  hagan  resistencia  á  la  tropa  en  cuyo  caso  se  pro- 
cederá con  arreglo  á  la  real  instrucción  de  Junio  de  Í784. 
(tercera  referencia)  que  se  encuentra  en  la  ley  5  transcripta 
antes :  que  de  la  combinación  de  estas  cuatro  leyes  resulta : 
que,    tratándose    de   salteadores,    bandidos,     merodeadores, 
enemigos,  ó  beligerantes,  encubiertos,  aprendidos,  como  s6n 
presuntivamente  los   procesa<los  de  esta-  causa,    se  surte  el 
fuero  militar  concurriendo  estas  dos  circunstancias:  primera, 
que  sean  aprendido  en  poblado  ó  despoblado^  por  gente  ar- 
mada á  las   órdenes  de   un  Gefe  subalterno,    ó  comicionado 
al  efecto  por  el  Capitán  ó  Comandante   General  de  la  Pro^ 
vincia ;  y  segunda,  que  resistan  á  esa  gente  con  arma  blanca 
ó  de  fuego  \   siendo  de  notar  que,  aun  que   solo  en   la  pri- 
mera ley  se  exije   espresamente   que  la  resistencia   haya  de 
ser  armada,  debe  sobreentenderse   la  misma  exijencia  sobre 
las  otras  tres,   tanto  porque  solo  así  se  arriba  á  una  inter- 
pretación   de  esa  clase  lo  que^   dadas   esas  circunstancias, 
debe  prevalecer,,  conforme  á  las  leyes  de  interpretar,  cuanto 
porque,  sin  ella,  quedaría  muy  vago  el  punto  de  la  resis- 
tencia,  debiendo^siempre  que  sea  posible,    conforme  á  esas 
mismas  reglas^  evitarse   interpretaciones  que  conduzcan  á  la 
vaguedad  ;  y  que  de  esa  misma  combinación   resulta  también 
que  en  los  demás  casos,   en  que  no    concurran    copulativa- 
mente esas  dos    circunstancias,    queda  subsistente  el  fuero 
ordinario,    aunque    se    haya   verificado  una   de  ellas;    que, 
siendo  las  escepcioies  de  los  preceptos  generales  de  la  ley  obra 
esclusiva  del  legislador^  no  pueden  crearse  por  inducoioneSj 
ó  estenderse  por  interpretación  á  casos  no  espresados  en  la  ley 
escepcionalj  y,  por   lo  mismo,  siendo  la  jurisdicción   militar 
la  escepcion,   y  la  ordinaria  la  regla  general,  no. puede  es- 
tenderse aquella  mas  allá  del  caso    coiñprendido  in  terminis 
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en  la  ley  escepcional,    aunque   la  razón  de  esta   se  aplique 
con   mayor   fuerza  á   oíros  110  espresados  en    la   escepcion ; 
siguiéndose  de  aquí  que  el  fuero  militar,  en  la  presente  cues- 
tión, no  puede  producirse  sino  concurriendo  las  dos  circuns- 
tancias espresadas,  sin  que  por  ninguna  interpretación  pueda 
estenderse  á  donde  fallen  las  dos,  ó  falte  una  sola ;  que,  por 
consiguiente,  no  habiendo  sido  aprendidos,  los  9  individuos 
de  que  se  trata  en  virtud  de  orden  de  Comandante  ó  Capitán 
General,  trasmitida  al  efecto,  al  gefe  subalterno  que  los  lomó,' 
sino  por  mera    espontaneidad  de  éste,   falta  ya^    respecto  de 
todos  los  procesados,  la  primera  condición  sine  qna  non  para 
que  se  surta  el  fuero   militar,   de   modo  que,  por  este  solo 
hecho,   aunque  se  hubiese  veriñcado  la  segunda,  dicho  fuero 
no  tendría  lugar ;  y  que,  faltando  también  esta  segunda  con- 
dición indispensable,  porque  ocho  de  los  procesados  no  re- 
sistieron absolutamente,  y  el  noveno,  aunque  lo  hizo,  no  se 
sirvió  por  ello  del  arma  que  llevaba  consigo,  el  fuero  mili- 
tar viene  á  ser  doblemenie  inaplicable  respecto  de  los  nueve 
procesados ;  en  cuyo  caso,   conforme  á  lo  dispuesto  en  esas 
mismas  leyes,  debe  prevalecer  la  jurisdicción  ordinaria ;  que 
la  deducción    derivada    de  las  leyes    existentes^  de    que    la 
jurisdicción  ordinaria  es  la  que  debe  juzgar  á  los  procesados 
referidos,   se  confirma   con  los  artículos  i5  y  18  de  la  Ley 
penal  de  1863,  que  atribuyen  á  la  Justicia  Nacional  ordipa- 
ria  el  conocimiento  de  los  delitos  de  rebelión  y  de  los  demás 
que  se  cometan  durante   ella,  ó  con   ocasión  de  la  misma, 
entre  los  que  sin  violencia  alguna  se   comprenden  los  sal- 
teamientos de  que   se  trata,   salva  siempre  la  escepcion  del 
citado  art.  7^  que,   como  se  ha  visto,   no  corresponde  al  pre- 
sente caso;  que,  por   otra   parte,  del  fallo   de    la  Suprema 
Corte  en  el  caso  de  Avelino  y  Belizario  Quiroga,  fallo  el  que 
se  resolvió,  como  en  el  se  espresa,   sobre  una  rebelión  com- 
plicada con    depredaciones    cometidas^   tomando  animales  de 
propiedad  particular  contra  la  voluntad  de  sus  dueños^  para 
su  servido^  saqueando  algunas  ca^as^  prendiendo  varios  ciu^ 
dadanos  y  asesinando  á  otros,   constituyendo  esas  complica- 
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cienes,  como  se  ve,  varias  atroces  especies  de  saUeamiento ; 
de  ese  fallo,  vuelve  á  decirse,  se  deduce  que,  no  obstante 
el  derecho  de  guerra,   abstracto  ó   concretamente  apreciado, 
la  Justicia  Nacional    es  la  única  competente  para  juzgar  á 
rebeldes,  bandidos  á  la  vez,  en  ciertos  casos  al  menos,  entre 
los  que,  en  vista  de  lo  demostrado  gantes,   debe  contarse  el 
presente ;  asegurándose  que  eso  se  deduce  y  debe  observarse 
después  de  ese  fallo,  porque  el  Poder  Judicial  Federal  e5, 
•en  primer  lugar^   el  departamento  que  declara  la  interpreta- 
don  de  las  leyes ;  y  en  segundo  lugar ^  cuando  ha   declarado 
la  interpretación  de  una  ley^  lo  que  resuelve  no  es  solamente  el 
caso  particular^  sino  que  se  promulga  la  regla  que  lia  de  de- 
terminar  todos  los  casos  futuros  de  ¿goal  naturaleza  regidos  por 
la  misma  ley  (Curtís,  obra  citada,  pajina  58) ;  que  finalmente, 
habiéndose  agotado  las  mas  escrupulosas  diligencias  para  cons- 
tatar, bajo  todos  sus    aspectos,  la   posible   criminalidad    de 
los   procesados,  y   no  resultando   de   ellos  el  menor  indicio 
de  que  hayan    sido  jefes,   oficiales  ó   soldados  del  Ejército 
Nacional,  violando  los  deberes  militares  de  tales  al  perpetrar 
su  invasión  á  esta  Provincia  ;  á  que   se   agrega  que  no  han 
sido  reclamados  por  el  General  requirente  como  tales  milita- 
res ;  tampoco  puede   invocarse  la  existencia   para  sostenerse 
el  fuero  militar.    Por  estos  y  otros   fundamentos,  y  de  con- 
formidad  á  lo   pedido  por   el   Fiscal,*  se  declara:  no  hacer 
lugar  á  la  inhibición  de  este  Juzgado  en   la  causa  referida, 
solicitada  por  el  General  en  Gefes  del  Ejército  del  Norte,  á 
quien   se   oficiará,   comunicando  esta  resolución,    con   testi- 
monio de  ella  y  de  lo  que  al  respecto  ha  espuesto  el  Fiscal, 
y  exijiéndosele  que  conteste,   á  los  objetos  del  artículo  cin- 
cuenta y  uno  de  la  ley  de  Procedimientos. 

Apolonio  Ormaechea.   . 

Comunicada  esta  resolución  al  General  Rivas,  contestó  que 
insistia  en  [creer  de  su  competencia  el  conocimiento  de  la 
causa,  porque  el  Juzgado  se  fundaba,  decia,  en  antecedentes 
que  en  manera  alguna  han  podido  hacer  jurisprudencia^   en 
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doGtrioas  que  aun  no  habían  sido  aceptadas  entre  nosotros, 
y  en  leyes  vigentes  que  no  creia  bien  interpretadas. 

El  Juzgado  ordenó  se  remitiesen  los  autos  á  la  Suprema 
Corte  para  que  resolviese  la  competencia,  invitando  al  Ge- 
neral Rívas  á  hacer  lo  mismo. 


Fallo  de   la  Suprema   Corte. 


Buenos  Aires,  Mayo  13  d«  1869. 

Vistos,  y  considerando ;  Primero^  que  por  el  artículo  terce- 
ro, inciso  tercero  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  tribunales  nacionales,  se  atribuye  á  los  Jueces  de  Sec- 
ción el  conocimiento  de  las  causas  sobre  crímenes  que  ofendan 
la  soberanía  y  segundad  de  la  Nación ;  Segundo,  que  la  ley 
penal  del  Congreso  enumera  entre  los  delitos  contra  la  segu- 
ridad de  la  Nación  el  que  se  comete  rebelándose  contra  el 
Gobierno  General ;  Tercero^  que  la  cuestión  «le  competencia 
promovida  por  el  General  Don  Ignacio  Rivas,  se  funda  en 
que  los  procesados  que  reclama  del  Juez  de  Sección  de  la 
Provincia  de  Salla  para  juzgarles  en  consejo  de  guerra, 
acompañaron  á  Felipe  Várela  en  su  última  invasión  á  esta 
Provincia,  es  decir:  en  que  han  participado  del  crimen  de 
rebelión  d«*  aquel,  y  de  los  demás  excesos  á  que  se  entre- 
garon los  que  obedecieron  sus  órdenes;  crímenes  previstos 
y  penados  en  los  artículos  diez  y  siete  y  diez  y  ocho  de  la 
última  ley  citada ;  Cuarto\  que  todos  los  criminales  que  se 
hallaron  en  este  caso,  y  fueron  aprendidos  antes  que  los 
reclamados  por  el  General  Rivas,  han  sido  juzgados  por  los 
tribunales  ordinarios  de  la  Nación,  de  manera  que  la  juris- 
prudencia y  la  ley,  se  hallan  en  perfecto  acuerdo  sobre  este 
ptinto  ;  por  estos  fundamentos,  se  declara :  que  el  Juez  de 
Sección  de  la  Provincia  de  Salta  es  el  único  competente  para 
conocer  de   la  causa  que  motiva  este    incidente,  y  que   ba 
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obrado  bien  sosteniendo  sn  jurisdicción,  llágase  sriier  por 
oficio  esta  resolocion  al  General  Don  Ignacio  Rivas,  y  de- 
▼nélvase  el  proceso  al  Juzgado  de  so  procedencia. 

Francisco  de  las  Carreras — Saltador 
María  del  Carril — Fra!«cisco  Del- 
gado—José Barros  Pazos  —  Beicito 
Carrasco. 


CAUSA    lilV. 


í).    liicardo  Lambardo  contra   D.    Juan  Leon^  sobre  averias 

terrestres. 


Sumario.  —  En  las  averias  terrestres,  cuando  en  la  parte 
esterna  de  tos  bultos  se  ven  señales  de  averías,  el  reclamo 
debe  hacerse  en  el  acto  de  recibirlos^  y  no  después  de  puesto 
el  conforme  á  la  carta  de  porte. 


Caso.  —  D.  Estovan  Frugoni,  del  Rosario,  cargó  quince  bul- 
tos en  la  tropa  de  carretas  de  D.  Juan  León,  á  la  consig- 
nación de  D.  Ricardo  Lombardo  de  San  Juan. 
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Acreditada  su  calidail .  de  estranjero,  y  la  de  argentino  de 
Leon^  Lombardo  lo  demandó  por  averias  y  fallas  en  las  merca-* 
derías  recibidas. 

El  demandante  dijo  que  después  de  haber  recibido  los 
quinco  bultos,  advirtió  que  uno  de  ellos  estaba  partido  por  el 
medio  y  atado  con  un  lazo,  y  que  en  presencia  de  los  co-* 
merciantes  D.  Luis  Bergallo  y  Sr.  Largacha,  abrió  el  cajón  y 
encontró  las  averías  y  faltas,  cuya  indemnización  demandaba. 

El  demandado  contestó  que  cuando  la  avería  es  visible  al 
esterior,  el  reclamo  debe  hacerse  incontinenti,  dentro  de  las 
24  horas  de  recibida  la  carga,  con  arreglo  al  art.  175  del  Có« 
digo  de  Comercio,  lo  que  no  se  habia  hecho;  y  reconvino  á 
Lombardo  por  el  pago  de  flete  en  virtud  del  recibo  de  la  carga 
firmado  por  él. 

El  demandante  replicó  que  tenia  derecho  á  retener  el  flete 
en  garantía  del  daño  hecho  á  la  carga. 

Durante  el  término  de  prueba  se  demostró :  1®  que  el  ca- 
jón núm.  8  estaba  visiblemente  partido  y  amarrado  con  un 
cordel,  y  se  veía  por  el  e^^terior  la  averia  del  fardo  de  zara- 
zas;  2^  que  Lombardo  recibió  los  bultos  y  puso  el  confor- 
me á  la  carta  de  porte,  sin  reclamar  en  ese  acto.^ 


Fallo   del   ^uesB   Seccional. 

San  Juan,  Febrero  5  de  1868. 

Vistos  estos  autos  seguidos  á  instancia  de  D.  Luis  Cavillotti, 
como  apoderado  de  D.  Ricardo  Lombardo  contra  D.  Juan  de 
Leon^  por  averias  y  taitas  causadas  en  bultos  de  mercaderías 
trasportadas  por  este;  y  considerando : — Que  por  el  articulo  175 
del  Código  de  Comercio  deben  hacerse  en  el  acto  del  reci- 
bo de  los  bultos  los  reclamos  de  esta  clase,  cuando  en  la 
parte  esterna  de  ellas  se  ven  señales  de  daño  ó  avería  que  se  re- 
clama: que  de  la  prueba  producida  en  autos  de  f.  43  hasta*f.  55, 
resulta  claramente  establecido  que  se  notaba  en  el  esterior  de 
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los  bultos  de  que  se  trata,  señales  visibles  del  daño  ó  ave- 
ria que  se  reclama,  pues  está  probado  que  el  cajón  núm.  8 
estaba  visiblemente  partido  y  amarrado  con  un  cordel   y  que 
por  el  estertor  del  fardo  de   zarazas  se  veía    la  avería    que 
este  había    sufrido ;  que    también    está   justiGcado    que    el 
actor  no    solamente  no  reclamó  en  el   acto    las   averías    y 
faltas,  sino   que   también    se    dio  por  recibido    de   los  bul- 
tos y  puso  el    conforme   á  la  carta    de  porte :   que   tampo- 
co ha  guardado  la   formalidad  del    depósito,    prevenido  por 
el  articulo  24  del  citado  Código,  para  asegurar  la  identidad 
de  las  mercaderías,  cuya  avería   se  reclama:  que  el  termino 
de  24  horas  que  la  ley  designa  á  las  exacciones  de  esta  clase, 
es  para  cuando  den  los  bultos  en  el  esterior,  señales  visibles 
del  daño  ó  avería  que  se  reclama^  mas  no  para  cuando  su- 
cede lo  contrario,  porque  entonces  espira   la  acción  con  el 
acto  del  recibo :   que,  según  esto,  no  ha  cumplido  el  actor 
con  las  formalidades  prescriptas   por  el  Código   citado  y  el 
Juez  debe  ser  estricto  en   hacerlos  guarduar  y  cumplir,  por 
cuanto  han  sido  establecidas  para  evitar  dudas,   cuestiones  y 
pleitos  que  embarazan  y  perjudican  al  desarrollo  del  comer- 
cio: y  que  la  reconvención  del  demandado  por  los  250  pesos 
39  centavos,  valor  del  trasporte,  resulta  bien  justificada  por 
el  documento  de  foja  16  y  por  la  confesión  misma  del  actor: 
fallo   definitivamente   en   la    presente    causa,   absolviendo   al 
demandado  de  la  demanda  y  condenando  al  actor  en  el  pago 
de  los  doscientos  cincuenta  pesos,  treinta  y  nueve  centavos, 
reclamados  por  el  reconviniente ;  sin  especial  condenación  en 
costas.    Notiíiquese  original  y  repónganse  los  sellos  como  está 

mandado. 

y.  Benjamín  de  la  Vega. 

Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el 

Fiíllo  de    la  (iiipreiiia   Corte. 

Buenos  Aires^  Mayo  15  de  1869. 
Vistos:  por  sus  fundamentos,   se  confirma,   con  costas,  el 
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auto  apelado  de  foja  sesenta  y  ocho^   y  satisfechas   aquellas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
vador M. del  Carril— Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


CAUSA  liir. 


Los  herederos  de  D.  Ramón  Godoy  contra  D.  Juan  Antonio 

Pando,  sobre  nulidad  de  contratos. 


Sumario. — l^.  No  es  prueba  de  la  demencia  de  un  con- 
tratante en  el  tiempo  del  contrato,  el  testimonio  de  per- 
sonas que  le  declaran,  fundando  su  juicio  sobre  hechos 
transitorios^  y  que  pueden  tener  otra  esplicacion  que  la 
demencia^  y  sin  aseverar  que  ^sta  era  habitual,  ó  existia 
en  el  tiempo  del  contrato. 

2^.  Los  testigos  de  referencia  á  personas  que  no  nom- 
bran, ó  que  no  dan  razón  de  su   credulidad  no  merecen  té. 

3^.   La  espresion  de  loco  empleada  [después  del  contrato 
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por  QDO  Je  los  cootrataotes  pan  calificar  al  otro,  y  que  se 
ha  esplicado  eo  el  senlido  de  calificarle  como  estraTagante, 
no  es  pnieba  qoe  esie  estoTiera  loco  eo  el  tíempo  del 
contrato. 

4^.  Si  contra  esas  presunciones  existe  el  testimonio  de 
diez  testigos  sobre  la  cordura  del  presunto  loco,  el  Talor 
dado  á  las  opiniones  del  mismo  per  los  que  sostienen  la 
demencia,  las  obligaciones  contraidas  por  aquel  y  tenidas 
por  cálidas,  el  no  haberse  pedido  nombramiento  de  cura- 
dor, el  halier  sido  el  escribano  otorgante  de  una  de  sus 
obligaciones  uno  de  los  interesados  en  sostener  la  locura, 
el  haberse  presentado  aquel  en  juicio  sin  curador  y  acep- 
tado por  el  juez  y  sus  acreedores  la  cesión  de  sus  bienes, 
la  positiva  declaración  de  la  esposa  sobre  su  cordura  en  el 
tiempo  del  contrato,  y  el  silencio  de  otro  de  los  interesa- 
dos que  siendo  acreedor  aceptó  la  cesión;  debe  decidirse 
que  no  exista   la  demencia  en  el  tiempo  del  contrato. 

5^.  La  cesión  voluntaría  de  todos  sus  bienes  hecha  por 
persona  hábil,  y  aceptada  por  los  acreedores,  transfiere  á 
estos  la  propiedad  de  aquellos. 

&>.  Subsistiendo  en  su  fuerza  la  cesión,  los  herederos  del 
fiíllido  no  tienen  acción  para  pedir  la  nulidad  ó  rescisión 
de  los  contratos  celebrados  por  aquel  antes  de  la  cesión, 
ni  de  las  transacciones  que  los  acreedores  cesionarios  hayan 
celebrado  después^  ni  aun  bajo  el  pretesto  de  haber  exis- 
tido dolo  y  lesión  en  el  contrato. 

T"*.  No  se  puede  anular  ó  rescindir  un  contrato  por  dolo 
ó  lesión,  cuando  respecto  del  dolo  el  presunto  engañado,  su 
heredero,  y  los  cesionarios  de  todos  sus  bienes  confiesan 
esplícita  é  implicitamente  no  haber  existido  el  engaño,  y 
los  antecedentes  sobre  los  «que  se  trata  fundar  su  prueba, 
no  han  sido  probados,  ó  se  ha  probado  lo  contrario,  ó  no 
importan  la  deducción  precisa  y  necesaria  del  engaño;  y 
respecto  á  la  lesión  no  existen,  ni  se  ha  probado  existir  los 
términos  hábiles  para  calcularía. 
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8p.  La  intelijencia  y  el  trabajo  es  una  riqaeza  que  puede 
ser  puesta  como  capital  social. 

9®.  La  igualdad  en  el  reparto  de  las  ganancias  y  pérdidas 
no  es  exigida  por  la  ley,  sino  cuando  los  socios  se  han 
librado  al  juicio  de  un  tercero,  ó  nada  se  ba  estipulado. 


Caso. —  En  8  de  Febrero  de  1861,  D.  Ramón  Godoy  y 
D.  Juan  Antonio  Pando  celebraron  un  contrato  de  sociedad 
con  el  objeto  de  esplotar  un  establecimiento  de  molinos  y 
una  máquina    de  aserrar  madera. 

Godoy  pooia  en  la  Sociedad  100  cuadras  de  terrenos  in- 
cultos, y  50  alfalfadas  con  el  agua  necesaria,  6  yuntas  de. 
bueyes,  10  vacas  paridas,  20  yeguas  chucaras,  150  oveja3, 
la  construcción^  de  la  bodega  y  casa  para  el  molino,  agpá, 
asequia,  corral  de  madera,  cárcamo  y  desagüe,  dos  casitas 
y  6,000  ^  qye  Pando  i'ecibíó  de  D.  Gabriel  Ocampo  por 
'  cuenta  de  Godoy   para  ayudar   el   costo   de    la  maquinaria. 

Pando  ponia  una  maquinaria  completa  con  seis  paradas 
hecha  venir  de  Europa  con  varios  útiles  de  repuesto,  otra 
maquinaria  de  aserrar  maderas  traida  también  de  Europa, 
los  costos  de  la  conducción  y  colocación  de  ellas,  100 
chanchos,  y  20  carneros    finos  mandados    traer   de  Chile. 

Godoy  se    constituye^   deudor  de    Pando   por  la  suma  de, 
11^000  0  prestados  para  el  costo  de   los  edificios;  obligán- 
dose á  devolverla  á  los  dos  años  con  el  interés  de  IV,  po^r 
ciento,  hipotecando    como    garantía  de    parte    de  la  deuda 
(4,371^74  1^*)  los  objetos  puestos  en  sociedad. 

La  sociedad  debia  durar  8  años;  el  esclusivo  gerente  y 
director  debía  ser  Pando;  de  las  ganancias  y  perdidas  de- 
bian  corresponder  á  este  dos  terceras  partes,  y  una  á  Godoy. 

Poco  tiempo  después  de  celebrado  este  contrato,  Godoy 
pidió  moratorias  á  sus  acreedores ;  y,  pendiente  la  solicitud, 
les  bi;po.  cesión  de  bienes,  dando  por  razón  de  ^su  insoi* 
Yencia  el  terremoto  de  20  de.  Marzo  de  1861, 
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Se  aceptó  h  cesión,  y  en  el  juicio  de  concurso  Godoy 
pidió  se  citara  á  Pando,  porque,  siendo  é\  el  eschisivo  di- 
rector de  la  sociedad  de  los  molinos,  estaba  en  aptitud  de 
manifestar  á  los  acreedores  lo  que  se  podía  esperar  de  ese 
establecimiento,  que  según  él  dcbia  dar  buenos  resultados 
gracias  á  la  inteligencia,  actividad  y  buen  crédito  de  su  socio, 
y  ser  justas,  equitativas  y  .convenientes  las  condiciones  del 
contrato. 

Hoco  después  murió  Godoy.  Por  su  testamento  otorgado 
en  11  de  Diciembre  de  185 i,  instituyó  herederos  á  sus 
cuatro  hermanos  D^  Josefa,  D.  Juan,  D.  Eduardo  y  D.  Be- 
nito Godoy,  dejando  el  usufruto  de  la  herencia  á  su  esposa 
D^  Ramona  Correas,  y  nombrando  albaceas  á  D.  Ensebio 
Blanco  y  á  D*^  Ramona  Correas. 

En  26  de  Noviembre  de  1862,  los  acreedores  del  concurso 
y  el  Sindico  Dr.  D.  Juan  Palma  hicieron  un  convenio,  por 
el  cual  se  transferia  á  Pando  todo  el  establecimiento  de  los 
molinos,  por  los  créditos  que  este  tenia  contra  el  concurso 
y  por  la  obligación  que  contraía  de  pagar  varias  cantidades 
á  los  acreedores. 

En  18  de  Mayo  de  1861,  la  viuda  de  Godoy  escribió  una 
carta  á  D.  Victor  Labourasse,  haciéndoles  las  seis  preguntas 
siguientes  contestadas  al  pié. 

l'^  ¿Cuánto  costó  la  maquinaria  para  seis  paradas  de  pie- 
dra de  molino  que  Yd.  compró  en  Francia  por  encargo  de 
Pando  ? 

Contestó,  4,040^  en  Francia. 

2^  ¿Cuánto  costaron  las  seis  paradas,  la  máquina  de 
aserrar  maderas,   y  los  útiles  del  establecimiento? 

Contestó,  *las  paradas  800  ^,  y  la  máquina  800  /f  en  Fran- 
cia. 

3^  ¿Cuánto  costó  la  conducción  hasta  Mendoza? 

Contestó,   2,500  g   mas  ó  menos. 

4^  ¿Cuánto  costó  la  colocación  de  las  dos  máquinas? 

Contestó,  cuando  mas  1,100  ¿I. 
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5*  ¿Cuántos  chanchos  y  carneros  finos  hizo  traer  de  Chile 
el  Sr.  Pando,  y  caál  era  su  precio? 

Contestó^  2  chanchos  á  3  ^  cada  uno,  y  40  carneros  á 
5  jff  cada  uno. 

6^  ¿Cuánto  vale  el  edificio  para  el  molino,  bodega,  ase- 
qaia,  desagüe^  de  que  se  trata  en  el  contrato  de  la  So- 
ciedad ? 

Contestó,  39,000  jjf. 

Agregó  Labourasse  haber  cobrado  á  Pando  920  $  por 
cosas  que  fueron  de  la  sociedad. 

Después  de  este  D.  Felipe  Correas  en  representación  de 
la  viuda  de  Godoy  demandó  ante  la  Justicia  Provincial  á. 
Pando  para  que  se  declarase  nulo  el  contrato  de  sociedad, 
y  el  convenio  hecho  con  los  acreedores,  y  se  condenase  á 
Pando  á  la  entrega  del  molino,  al  resarcimiento  de  daños 
y  perjuicios,  y  costas. 

Espuso  que  en  Febrero  de  1860  D.  Ramón  Godoy  dio 
principio  al  trabajo  del  molino  en  virtud  de  un  contrato 
celebrado  con  D.  Alberto  Kunowski;  que,  llegado  de  Chile 
en  Marzo  del  mismo  año  D.  Juan  Antonio  Pando  persuadió 
á  Godoy  á  rescindir  el  contrato  con  Kunowski,  y  celebrar 
otro  con  él,  engañándole. 

Que  la  base  del  engaño  fué  la  ocultación  del  verdadero 
precio  de  la  maquinaria^  pues  la  compró  con  6,000  jff  que 
Pando  se  hizo  dar  de  Godoy  como  parte  del  costo  de  elUiy 
y  que  aquel  mandó  á  Labourasse  en  Francia,  previniéndole 
que  nadie  debia  saber  en  Buenos  Aires^  ñi  en  Mendoza  el 
costo. 

Que  llegada  la  maquinaria,  Pando  hi^o  que  Godoy  rescin- 
diera el  contrato  de  1860,  y  celebrara  el  de  1861  conociendo 
ya  que  Godoy  no  gozaba  de  su  entero  juicio,  y  haciéndole 
creer  que  la  maquinaria  valia  40,000  $  boL 

Que  así  Godoy  puso  en   el  contrato  un  valor  de  mas  de 
50,000  ^  boLy   y  Pando,  deduciendo  los  6,000  ^  bol.    que 
recibió  de  Godoj  apenas  puso   él  de  4,552  fi  bol.,  estipa» 
T.  vu.  16. 
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» 

lándose  sin  embargo  dos  terceras  partes  del  valor  total   del 
establecimiento  para  sí. 

Que  no  contento  con  eso.  Pando  hizo  creer  á  Godoy  que 
babia  desembolsado  la  suma  de  11,000  ^  bol.,  y  se  hizo 
otorgar  escritura  de  hipoteca  sobre  la  tercera  parte  del  es- 
tablecimiento que  correspondia  á  este. 

Que  con  esto  se  arruinó  Godoy,  y  al  poco  tiempo  fué 
obligado  á  hacer  cesión  de  bienes  á  sus  acreedores. 

Que  Pando  hizo  creer  á  estos  que  las  facturas  originales 
se  habian  perdido,  hizo  tasar  la  maquinaria  por  personas 
imperitas  que  la  avaluaron  mas  ó  menos  en  40,000^  bol., 
y  celebró  el  convenio  de  1862,  que  fué  nulo  por  ser  acce- 
sorio al  dolo  que  vició  el  contrato  de  sociedad.     . 

Conferido  traslado.  Pando  declinó  de  jurisdicción,  alegando 
que  el  caso  correspondia  á  la  Justicia  Nacional  por  ser  él 
chileno,  y  argentina  la  demandante. 

Antes  de  resolverse  el  articulo,  D^  Ramona  Correas  re- 
vocando el  poder  conferido  á  D.  Felipe  Correas,  desistió  de 
su  demanda  contra  Pando^  y  su  desistimiento  fué  aceptado 
en  11  de  Junio   de  1864. 

En  21  de  Junio  de  1864  D^  Ramona  Correas  cedió  sus 
derechos  de  heredera  fiduciaria  de  D.  Ramón  Godoy,  á  los 
herederos  fideicomisarios  D^  Josefa,  D.  Juan  Clímaco,  D. 
Eduardo  y  D.  Benito  Godoy;  y  estos  dieron  poder  á  Correas 
para  demandar  á  Pando  por  el  dolo  cometido  en  el  con- 
trato de  sociedad  con  Godoy,  ad vertiéndose  en  el  poder 
que  D.  Juan  C.  Godoy  como  acreedor  perjudicado,  /acuitaba  á 
Correas  pai*a  pedir  la  nulidad  del  convenio  celebrado  entre 
Pando  y  los  accreedores  de  Godoy. 

Por  D*  Josefa  Godoy  otorgó  el  citado  poder  D.  Francisco 
Hayorga  marido  de  la  n)isma. 

Con  la  cesión  y  el  poder  pidió  Correas  la  prosecusion  del 
juicio  intentado  contra  Pando. 

Volvió  Pando  á  declinar  de  jurisdicción,  quedando  sus- 
tanciado el  artículo  en  16  de   Agosto  de  1864,  y  permane- 
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ciendo  sin    resolución  y  sin  qiiQ  se  continuase  el  procedi- 
miento contra   Pando  hasta  el  21  de  Marzo  de  1868. 

En  el  Ínterin,  D^  Ramona  Correas  pidió  el  desglose  de  su 
escrito  de  demanda  porque  no  quería  dejar  subsistentes  los 
conceptos  injuriosos^  que  aquella  contenia  conlra  Pando, 
estando  convencida,  decia^  que  esto  no  solo  no  habia  labrado 
la  ruina  de  su  esposo,  sino  que  habia  procedido  con  toda  di- 
gnidad^   honradez  y  decencia. 

No  se  hizo  lugar  al  desglose  á  instancia  de  Correas,  y  de- 
clarádose  en  1868  que  la  causa  correspondía  á  la  Justicia 
Nacional,  se  pasaron  todos  los  antecedentes  al  Juez  de  Sec- 
ción. 

Contestó  la  demanda  Pando,  negando  que  el  contrato  con 
von  Kunowski  se  disolviera  á  insinuación  suya. 

Dijo  que  Godoy  fué  quien  solicitó  del  demandado  la  ce- 
lebración de  la  sociedad  en  1861. 

Que  esta  no  se  estableció  bajo  la  base  de  que  se  pusiera  un 
capital  dado^  sino  que  cada  socio  pusiera  cosas  determinadas, 
para  lo  que  Pando  gastó  sumas  considerables. 

Que  el  testimonio  de  Labonrasse  sobre  el  cual  fundaba 
Correas  la  aseveración  de  que  Pando  habia  puesto  en  la  socie- 
dad muy  poco  capital,  era  de  ningún  valor,  porque  Pando 
tenia  pleito  con  aquel  por  fraudes  en  su  administración. 

Que  sin  embargo,  de  los  mismos  libros  de  Labourasse  re- 
sultaba que  la  reparación  de  los  edificios  destruidos  por  el 
terremoto,  costó  á  Pando  27,000  ^  bol.,  y  que  los  giros 
pagados  para  ello  y  para  lo  demás  anexo  ascendieron  á  mas 
de  40,000  ^  bol. 

Que  la  advertencia  á  Labourasse  de  no  revelar  el  valor  de* 
la  maquinaria  fué  para  que  otros  especuladores  no  empren- 
dieran una  empresa  semejante,    y  no  para  engañar  á  Godoy. 

Que  Godoy  estaba  sin  recursos,  y  Pando  tuvo  que  prestarle 
11,000^  bol. 

Que  el  contrato  hecho  con  los  acreedores  de  Godoy  no 
tuvo  vicio  alguno,  pues  Pando  les  propuso  le  reembolsaran  el 
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valor  gastado  por  él,  y  el  establecimiento  foé  tasado  por 
peritos  judiciales. 

Negó  todos  los  otros  hechos  alegados  por  Correas,  di- 
ciendo que  la  mayor  prueba  de  su  honradez  estaba  en  el  de- 
sistimiento hecho  por  la  viuda  de  Godoy. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  los  siguientes  puntos : 

I""  Si  Pando  se  prestó  gustoso  á  correr  con  la  cuestión  de 
rescisión  del  contrato  con  von  Kunowski,  en  el  caso  en  que 
este  no  lo  aceptara  amigablemente. 

2^  Si  el  engaño  se  preparó  en  el  primer  contrato  de  1860. 

3^  Si  estaba  ya  iniciada  la  locura  de  Godoy,  cuando  se 
celebró   el    contrato  de  sociedad  de  1861. 

4^  Si  Pando  decia  á  Godoy  que  las  máquinas  le  costa- 
ban 40,000  ^  bol. 

5^  Si  el  apoilerado  de  Pando  dijo  á  los  acreedores  de  Go- 
doy que  las  facturas  del  costo  de  la  máquina  se  habian 
perdido  en  Buenos  Aires,   y  que   su  valor  era    de  40,000  ^. 

6^  Si  Pando  conocedor  del  costo  en  Europa  de  una  ma- 
quinaria de  Molino,  hizo  comprender  á  Godoy  que  para  obli- 
garse á  poner  de  su  parte  la  maquinaria,  era  ne¿esario  le 
ayudase  con  6,000  ^  bol.    para  parte  del  costo  de  ella. 

1^  Si  la  máquina  costó  5,640  ^  bol. 

S^  Si  Pando  estaba  fallido  cuando  entró  en  negocios  con 
Godoy. 

9^  Si  este  tenia  á  interés  una  suma  para  los  gastos  de  la 
construcción  del  molino. 

10  Si  prestó  su  firma  á  Pando  para  conseguir  el  dinero 
necesario  para  el  transporte  de  la  maquinaria  desde  Francia. 

11  Si  Godoy  poseia  en  la  sociedad  un  valor  de  mas  de 
50,000  ^  bol.,    y  Pando  uno  de  menos  de  5,000  ^  bol. 

12  Si  Pando  hizo  creer  á  Godoy  que  habia  puesto  de  su 
bolsillo  la  suma  de  11,000  ^  bol.,  y  se  hizo  firmar  una 
obligación  por  dicha  suma,  como  prestada  por  él  al  1  7^  por 
ciento. 

13  Si  Kunowskí  abandonó  el  contrato  con  Godoy  por  falta 
de  recursos. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  S29 

14  Si  Godoy  rogó  á  Pando  para  celebrar  la  sociedad. 

15  Si  Pando  dio  mas  de  6,000  ^  bol.  para  el  costo  de  la 
maquinaria. 

16  Si  Pando  gastó  27,000  ^  bol.  para  la  reparación  del 
establecimiento  destruido  por  el  terremoto,  excediendo  lo 
gastado  por  Pando  en  eso  y  en  la  colocación  de  la  maquina- 
ria y  otros  anexos,  la  suma  de  40,000  ^  bol. 

Pruebas  del  demandante. 

1^  Varios  testigos  declararon  que  antes  del  terremoto  de 
1861^  estaba  iniciada  la  locura  de  Godoy;  que  hablan  oidó 
decir  á  Godoy  que  la  maquinaria  del  molino  habia  costado 
40,000  ^  bol;  que  Labourasse  dijo  á  los  tasadores  de  la  ma  • 
quinaria  que  la. mayor  partes  de  las  cuentas  y  comprobantes 
del  valor  de  la  misma  se  habían  eslraviado ;  que  Godoy  tenia 
dinero  en  la  casa  de  Natan^  Blanco  y  C"^ ;  que  Godoy  tenia 
una  regular  fortuna  antes  de  entrar  en  negocio  con  Pando, 
y  la   perdió  con  motivo  de  dicho  negocio. 

2^  Yon  Kunoivski  declaró  que  en  su  ausencia  á  Chile, 
Pando  persuadió  á  Godoy  la  rescisión  de  su  contrato,  y  que 
con  poder  de  este  le  promovió  al  respecto  una  cuestión 
que  no  se  siguió,  pero  que  vuelto  el  declarante  de  Chile  con- 
vino en  la  rescisión. 

3^  Se  presentaron  unas  cartas  de  Pando  á  Labourasse. 

En  una  de  Julio  14  de  1860,  decia  que  nadie  debia  saber 
el  costo  de  la  maquinaria. 

En  otra  de  Junio  12  de  1861,  que  habia  encontrado  sus 
negocios  en  el  peor  estado;  que  en  una  anterior  habia  in- 
cluido un  documento  de  Godoy  por  6,000  ^  bol.  endosado  á 
favor  de  D.  Fernando  (Drizar  GárOas). 

En  otra  de  Junio  24  de  1861,  decia  que  la  situación  del 
país  era  deplorable,  y  para  el  14  de  Agosto  próximo  tenia  que 
pagar  52,000  ^  bol. 

En  otra  de  16  de  Agosto  de  1861,  decia  haber  ido  á  Val- 
paraiso  para  cubrir  las  dos  letras  de  D.  Fernando,  y  pagar 
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á  Moller  una  sama  de  46,000  ^  bol.,  y  qae  estaba  instruido 
de  las  sandeces  de  Godoy,   que  era  un  pobre  loco. 

En  otra  de  10  de  Setiembre  de  1862,  mencionaba  la  ne- 
cesidad de  hacerse  de  recursos  con  las  ventas  de  harinas  en 
Mendoza. 

En  otra  de  18  de  Noviembre  de  1863,  hablaba  de  recursos 
limitados. 

4^  D.  Antonio  Drizar  Garfias,  apoderado  de  Pando,  á  ins- 
tancia del  actor,  declaró  que  D.  Gabriel  Ocampo  ^facilitó  bajo 
la  responsabilidad  de  Pando  6,000  ^  bol.  á  Godoy^  que  este 
no  devolvió,  estendiendo  escritura  de  obligación  á  favor  de 
D.  Fernando  Urizar  Garfias  padre  del  absolvente  y  endosa- 
torio  de  Ocampo  en  el  archivo  del  escribano  Mayorga ;  que 
con  los  6,000  ^  bol.  Godoy  debia  conlribqir  para  parte  de 
los  gastos  de  la  maquinaria;  que  esta  suma  con  otra  ma- 
yor foé  mandada  á  Europa  para  la  compra  del   molino. 

5^  Se  presentó  el  poder  otorgado  por  Godoy  á  Pando  en 
10  de  Abril  de  1860,  para  rescindir  el  contrato  con  von 
Kunowski. 

6"  Se  presentó  el  contrato  de  Labourasse  con  los  fabri- 
cantes de  Francia,  por  el  cual  aquel  se  comprometia  á  pa- 
garles 20^000  francos  por  la  maquinaria  fuera  de  los  gastos 
de  conducción. 

Pruebas   del  demandado, 

1*  Varios  testigos  declararon  que  Godoy  estuvo  en  su  ca- 
bal juicio  hasta  el  terremoto  de  20  de  Marzo  de  1861 ;  que 
creen  que  toda  la  maquinaría  del  molino  vale  mucho  mas  de 
5,640  ^  bol.^  y  que  con  las  costas  de  conducción,  colocación 
&,  &,  representa  un  valor  de  50,000  ^  bol. ;  que  D.  Antonio 
Urizar  Garfias  había  girado  varías  veces  contra  Pando,  y  este 
había  satisfecho  los  giros  ;  y  que  no  habían  oído  que  Pando 
estuviese  fallido  cuando  enlró  en  los  negocios  con  Godoy. 

2^  Von  Knnowski  declaró  que  el  contrato  celebrado  por 
Godoy  con  Pando,  no  escluia  la  realización  del  celebrado  con 
el  declarante. 
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3^  Para  probar  que  no  estaba  fallido.  Pando  presentó  varios 
giros  y  pagos  satisfechos  por  é\,  en  18G1,  por  la  suma  de 
1,020  &  piafa  y  100  onzas,  en  1862  por  la  de  1,000  ^  plata  y 
200  onzas,  en  1864  por  la  de  11,652  ¿1  plata  45  es.,  en  1868 
por  la  de  27,000  ^  plata. 

4^  Presentó  la  cuenta  de  conducción  de  la  maquinaria  del 
Rosario  á  Mendoza,  por  la  suma  de  1,843  $  bol.^  y  otra  por 
la  de  417^  bol.;  la  carta  de  porte  de  la  maquinaria  por 
802  ^  bol.  50  es. ;  la  cuenta  de  gastos  firmada  por  D.  Anto* 
nio  Drizar  Garfias  por  la  suma  de  10,596  ^  bol.  16  es. ;  y 
varios  certificados  sobre  haber  Pando  entregado  crecidas 
sumas  para  gastos  del  establecimiento  del  Molino. 

5^  Las  cuentas  sacadas  de  los  libros  de  Labourasse. 

La  del  debe  de  Godoy  desde  27  de  Abril  de  1861^  hasta 
5  de  Mayo  de  1863  ascendia  á  26,739  ^  bol.  83  es. 

La  del  haber  de  Pando  desde  27  de  Abril  de  1861  hasta 
30  de  Marzo  de  1864  ascendia  á  31,692  ¿í  bol.  12  es. 

La  de  gastos  generales  desde  27  de  Abril  de  1861  hasta  10 
de  Abril  de  1864  ascendia  á  23,188  ^  bol.  18  es. 

La  de  gastos  del  establecimiento  desde  15  de  Junio  de 
1861  ha»ta  10  de  Abril  de  1864  ascendia  á  8,711  ^  bol.  51 
es. 

6^  El  contrato  de  arriendo  de  la  finca  de  Palroira  cele-» 
brado  en  31  de  Diciembre  de  1861  entre  D^  Ramona  Correa 
con  la  venia  de  Godoy  y  Pando. 

7^  Dos  espedientes,  uno  promovido  por  Pando  contra  La- 
bourasse  sobre  rendición  de  cuentas  que  este  debia  presen- 
tar como  administrador  del  molino ;  y  otro  promovido  por 
Labourasse  contra  Pando  sobre  cobro  de  16,610  ^  bol.  21 
es.  que  pretendia  deberle  Pando  por  saldo  de  gastos,  y 
sueldos  de  administrador,  maquinista  y  tenejior   de  libros. 
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Fallo  del  Jíuea  Seceloeal. 


Mendoza,  Febrero  16  de  1869. 

Vistos :  los  herederos  de  D.  Ramón  Godoy  demandan  á  D. 
Juan  Antonio  Pando  sobre  nulidad  del  contrato  de  sociedad 
celebrado  entre  los  espresados  Pando  y  Godoy,  para  la  plan- 
teacion  de  un  molino  y  aserradero  de  maderas  en  la  hacienda 
denominada  Paimira,  pidiendo  igualmente  se  declarase  la 
nulidad  del  contrato  celebrado  entre  Pando  y  los  acreedores 
de  Godoy ;  —  y  dice  que  aprovechándose  aquel  de  la  man- 
sedumbre y  de  la  locura  ya  iniciada  de  este,  le  hizo  firmar, 
en  innovación  de  otro,  un  contrato  leonino,  por  el  cual,  de 
un  modo  irremisible  se  hacia  dueño  en  dominio  y  propie- 
dad de  todos  sus  bienes,  quedando  este  sin  embargo  de 
deudor  de  aquel  que  estaba  fallido  cuando  entró  en  negocios 
con  Godoy  que  tenia  en  una  casa  de  comercio  una  cantidad 
de  dinero  puesta  á  interés,  y  destinada  á  subvenir  á  los  gas- 
tos que  le  iba  á  demandar  la  construcción  de  un  molino  que 
antes  de  esta  tenia  iniciado,  y  para  el  cual  tenia  maderas 
y  materiales  de  construcción  acopiados  en  abundancia  rela- 
tiva á  la  obra  que  iba  á  emprender.  Agregando  que  Pando 
decidió  á  Godoy  á  rescindir  el  contrato  que  tenia  celebrado 
con  Don  Alberto  von  Kunowski  no  se  prestaba  amigablemente 
á  ello :  que  Pando,  conocedor  de  lo  que  costaba  en  Europa 
una  maquinaria  de  molino,  le  hizo  comprender  á  Godoy 
que  era  tanto  su  valor,  que  para  obligarse  á  poner  por  so 
parte  la  maquinaria,  era  necesario  le  ayudase  con  6,000  ^ 
por  parte  de  costo  de  ella ;  y  que  inmediatamente  de  estar 
celebrado  entre  Pando  y  Godoy  el  contrato  de  1860«  marchó 
D  Yictor  Labourasse  á  Francia  encargado  por  Pando  para 
cofQprar  la  maquinaria  y  otras  cosas  para  su  uso  particular, 
á  cuyo  efecto  recibió  allí  los  seis  mil  pesos  de  Godoy  que 
fué  lo  único   que  recibió  para  ese  fin ;  pues  que  Pando  no 
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tiene  de  que  disponer,  y  Laboarasse  tuvo  que  costearse  á 
Francia,  y  volver,  gastando  su  propio  caudal.  Que  Pando 
al  remitirle  los  6,000^^  le  prévenia  á  Labourasse^  €  que 
ni  en  Burcnos  Aires  ni  en  esta  nadie  deberia  saber  el  costo 
de  la  maquinaria ;  j»  lo  que  este  cumplió  sin  entrar  á  inves- 
tigar el  propósito  que  encerraba.  Que  llegado  á  este  la  ma- 
quinaria. Pando  alucinando  á  Godoy,  con  una  máquina  de 
aserrar  que  Labourasse  compró  con  su  misma  plata,  le  hizo 
rescindir  el  primer  contrato  y  celebrar  el  de  f.  27,  con  ple- 
no conocimiento  de  que,  ya  el  juicio  de  Godoy  estaba  afec- 
tado por  los  conflictos  que  el  mismo  Pando  le  creaba  á  ese 
objeto.  Y  tan  cierto  es  esto  (continúan)  que  una  vez  cono- 
cido el  precio  de  la  maquinaria,  se  vé  que,  solo  víctima  de 
este  engaño,  pudo  celebrar  tah  oneroso  pacto,  y  que  solo 
falto  de  juicio  pudo  dejar  de  averiguar  el  valor  aproximativo 
de  esas  máquinas  que  decia  Pando  le  costaban  40,000  ^. 
En  seguida  hacen  una  valuación  de  lo  puesto  por  cada  so- 
cio en  la  compañía  según  el  contrato,  y  deducen  que  Godoy 
ponía  51,190  ^  y  Pando  4,552,  sin  embargo  de  lo  cual^ 
Godoy  tenia  una  tercera  parte  en  dominio  y  propiedad  en 
valor  total  del  establecimiento  y  Pando  las  dos  terceras 
partes.  Y  concluyen  diciendo  que  antes  de  ese  funesto  con- 
trato, Godoy  no  debia  un  solo  peso  tomado  á  réditos,  asi 
es  que  todas  las  sumas  tomadas  á  interés,  su  capital  dis- 
ponible, Iqs  materiales  acopiados,  se  emplearon  en  el  esta- 
blecimiento, ó  por  mejor  decir,  se  entregaron  á  Pando  que, 
no  contento  todavía  con  tan  fuerte  contingente^  le  hace 
creer  á  Godoy  que  no  bastando  lo  que  le  habia  dado,  había 
puesto  de  su  bolsillo  la  suma  de  once  mil  pesos  por  su 
cuenta,  y  1^  hace  Grmar  escritura  por  esa  cantidad,  como 
prestada  al  1  Vi  por  ciento  mensual  con  hipoteca  de  su  ter- 
cera^ paite  en  el  establecimiento.  Pando  jamás  podrá  justi- 
ficar la  entrega  de  esa  suma,  porque  de  Chile  ningún  dinero 
recibió,  Ai  podía  recibir  por  crédito  contraído,  porque  no 
lo  tenia. 
Tanta  deuda  gravosa  contraída,  y  la  obra  del  molino  estO'^ 
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diosamente  retardada,  debía  precisamente  poner  á  Godoy  en 
la  necesidad  de  pedir  esperas;  pero  Pando  que  no  quería 
la  espera,  sino  la  cesión,  mueve  hasta  las  piedras  para  con- 
seguirla, y  Godoy,  ya  loco^  entrega  sus  bienes  á  disposición 
de  los  acreedores,  cuyo  paso  agrava  la  fiebre  cerebral  que 
lo  consumía,  y  bajó  al  sepulcro.  El  triunfo  de  Pando  estaba 
consumado,  se  c(»nseguia  engañar  á  los  acreedores  con  el 
mismo  surtificio  que  engañó  á  Godoy.  Ellos  trataron  de  co- 
nocer si  Pando  habia  puesto  en  la  negociación  un  capital 
proporcionado  de  las  dos  terceras  partes,  que  le  daba  el 
contrato ;  y  como  el  único  valor  de  consideración  que  apa- 
recía puesto  por  Pando  era  el  costo  de  las  maquinarías, 
solicitaron  las  facturas  originales;  pero  D.  Antonio  Drizar 
Garfias,  como  apoderado  de  Pando,  les  dijo  que  habían 
perdido  en  Buenos  Aires,  pero  que  su  valor  no  bajaría  de 
cuarenta  mil  pesos,  á  cuyo  efecto  les  formuló  una  cuenta 
propia  al  fin  que  se  proponía  Pando. — Por  último,  hallaron 
por  conveniente  transigir  con  Pando  en  los  términos  de  la 
escritura  de  foja  cuarenta  y  cuatro,  cuya  transacción  es  nula, 
como  accesoria  al  dolo  que  dio  origen  á  la  muerte  del  ce- 
sionario, cuyos  perjuicios  recibidos  por  ese  acto  deben  ser 
resarcidos  por  Pando,  como  causante  de  ellos.  D.  Antonio 
Urizar  Garfias,  como  apoderado  general  de  Pando,  contestó 
que  la  historia  con  que  se  encabeza  la  demanda  no  es  sino 
un  tejido  de  embustes  y  calumnias  que  D.  Felipe  Correas 
ha  inventado,  con  el  propósito  d^.  sacudir  el  peso  de  los  re- 
proches y  verdades  amargas  que  Pando  le  dirijió  á  conse- 
cuencia de  su  mal  proceder  en  la-  causa  iniciada  contra  La. 
bourasse  sobre  defraudaciones.  Dice  que  es  inexacto  que  e! 
contrato  que  Godoy  tuvo  con  Kunowski  se  disolviese  por 
insinuaciones  de  Pando ;  que  el  empresario  la  abandonó  por 
falta  de  recursos,  siendo  asi  mismo  falso  que  hubiera  acopio 
de  suficientes  materiales  de  construcción;  que  Godoy  fué 
quien  solicitó  á  Pando,  no  solo  por  su  carencia  de  recursos, 
sino  también  porque  le  constaba  la  inteligencia'  que  tenia 
en  esa  clase   de  negocios,    conociendo  que  poseía  el  mejor 
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establecimiento  de  molinos  que  existe  en  la    República  de 
Chile,  y  en  el  cual  invirtió  mas  de  medio  millón  de  pesos ; 
y  que  es  una  invención   lo  que  se  afirma   sobre  la  falencia 
de  Pando.   Que  este  no  hizo   uso  de  los  materiales  reunidos 
por  Godoy  que    se  adjudicaron  parte   en   mil   pesos  y  resto 
en  trescientos,  y  que  ni  el   local  elejido  por  Godoy  fué  el 
aceptado  para  la  colocación  de  la  maquinaria;    y  que  la  me- 
jor prueba  de  que  este  carecia  de  recursos  son  los  conflictos 
en  que  se  vio  para  subvenir  á  los  gastos  que  le  incumbían, 
pues  que  no  podia  dar  sino  de  ciento   cincuenta  á  veinte  y 
cinco   pesos  semanales,  para   llenar  compromisos  tan  serios 
como  los  que  se  impuso.    Qu^  Pando    facilitó  á  Godoy   la 
suma  de  11,000  ¿(,  entregándole  1%  6,628  ¿I  55  es,   y  en  8 
de  Febrero  del  61,    4,361  ^  46  es.    Que   la   sociedad  no 
se  estableció  bajo  la  base  de  concurrir  con  tal  ó  cual  capi- 
tal, sino  que  se  acordó  que  un    socio  hacia  esto,   y  el  otro 
tales  otras  cosas  y  Pando  fué  obligado,   entre  otros,  á  hacer 
venir  de  Europa,   una  maquinaria  de  molino  de  seis  paradas 
de  piedras,   de  lo  mejor  que  se  conociese,    y  otra  de  aserrar 
maderas,  con  los  gastos  de  conducción  y  colocación  ;  y  que 
esa  maquinaria  tiene  800  quintales  de  fierro  con  inmensos 
útiles  de  repuesto;    y  que  se  calculen  los  gastos  de  conduc- 
ción de  Europa  á  Buenos  Aires,  el  embarque  y  desembarque, 
y  flete  de  esta  Provincia  á  la  de  Mendoza,    y  se  comprenderá 
que  en  todo  ello.  Pando  gastó  cantidades  considerables.  Que 
el  terremoto  del  61  destruyó  los  edificios  del  establecimiento, 
y  la  reparación  de  ellos  costó,   según  los  libros   llevados  por 
Labourasse,  como  veinte  y  siete  mil  pesos  que  Pando  por  si 
solo  sufragó,   y  que  los  giros  que  se  hicieron  á    este,    para 
atend<T  los  gastos  de  refacción   del  molino^  colocación  de  ma- 
quinaria y  otros  anexos,  exceden  á  40,000  ^.    Que  Labourasse 
en  su  despecho  contra  Pando,  no  ha  reparado   medio  por  veda- 
do que  fuese,  para  inferirle  perjuicios,  y  en  tal  propósito  inven- 
tó mil  falsedades  y  calumnias  que  en  ningún  caso  pueden  acep- 
tarse como  prueba,  ni  oponerse  enjuicio  con  el  aplomo  con  qae 
se  invocan  en  esta  causa.  Dice  que  los  demandantes  creen  tam- 
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bien  haber  encontrado  una  arma  contra  Pando,  en  la  carta 
que  este  escribió  á  Labourasse  previniéndole  que  no  revelase 
el  valor  de  la  máquina.  Esta  advertencia  lleva  el  propósito 
mas  inocente  y  justo  ;  quiso  con  ello  evitar  que  otros  especu- 
ladores emprendieran  una  empresa  semejante,  y  con  la  com- 
petencia causasen  un  perjuicio  inevitable  á  la  compañía^  por- 
que planteando  otro  establecimiento  de  Molinos,  era  indudable 
que  ningún  negocio  se  baria,  en  un  país  en  que  es  tan 
contingente  el  espendio  de  las  harinas ;  que  para  Pando  era 
indiferente  que  Godoy  supiera  ó  ignorara  cuanto  importaban 
las  maquinarias  desde  que  por  su  contrato  su  obligación  se 
reducia  únicamente  á  hacer  venir  de  Europa,  una  de  las  me- 
jores que  hubiese,  costase  lo  que  costara ;  á  la  vez  que  á 
ambos  les  importaba  evitar  la  competencia  de  otro  estableci- 
miento igual.'  Cuando  Godoy  entró  en  negocios  con  Pando, 
no  entraba  con  ningún  capital,  y  no  se  necesitan  argumentos 
esforzados  para  conocer  que,  emprendiendo  el  negocio  con 
fondos  tomados  á  un  interés  ruinoso,  Godoy  debió  necesa- 
riamente tocar  ios  conflictos  que  lo  obligaron  á  formular  su 
cesión  de  bienes.  Que  Pando  no  ha  sido  en  ningún  sentido 
hostil  á  su  socio  Godoy,  y  la  prueba  mas  elocuente  de  esta 
verdad,  se  encuentra  en  los  diferentes  suplementos  y  auxilio 
de  dinero  que  le  dio.  Que  no  aparece  el  menor  antecedente 
para  poder  rescindir  un  contrato  de  sociedad  que  desapareció 
hace  mucho  tiempo,  y  que  por  consiguiente  no  existe  ni  ha 
existido  cuando  se  dedujo  la  demanda,  ni  mucho  menos  la 
transacción  que  los  acreedores  de  Godoy  estipularon,  cuyos 
acuerdos  aun  en  caso  de  envolver  algún  vicio,  son  por  las  le- 
yes generales,  y  en  especial  por  las  que  la  provincia  se  ha  dado 
para  su  régimen  interno  irreclamables  é  irrescindibles,  tenien- 
do en  todos  casos  que  guardarse  lo  convenido.  Que  Doña 
Ramona  Correa  de  Godoy  fué  sorprendida  por  Don  Felipe 
Correas  quien  le  arrancó  un  poder  para  demandar  á  Pando 
sobre  la  rescisión  de  la  compañía,  y  que  luego  que  ella  tuvo 
conocimiento  del  engaño  de  que  ella  habia  sido  víctima 
por  los  artificios  de  Correas  y  de  que  habia  presentado  una 
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demanda  tan  inicua  que  solo  contenia  calumnias,  presentó 
espontáneamente  un  escrito  en  que  declaraba  que  eran  falsas 
todas  las  aseveraciones  de  su  apoderado,  y  agregaba  que  de 
Pando  habia  recibido  señalados  servicios,  y  que  lejos  de 
haber  engañado  á  su  esposo  en  el  contrato  de  compañía  que 
habia  celebrado,  áél  y  á  ella  les  habia  dispensado  todo 
género  de  auxilios  y  de  consideraciones,  y  finalmente  revocó 
el  poder  conferido  á  Correas. 

Tal  es. en  resumen  la  demanda  y  su  contestación.  En  la 
primera  se  indican  tres  fundamentos  para  pedir  la  nulidad 
del  contrato,  los  que  aparecen  precitados  en  el  escrito  de 
f.  331  de  la  manera  siguiente:  lesión  enormísima,  dolo  y 
falta  de  capacidad  para  contratar. 

Lesión    enormísima. 

Este  fundamento  estriba  en  que  por  parte  de  los  deman- 
dantes se  ha  afirmado  que  los  seis  mil  pesos  entregados 
por  el  Dr.  D.  Gabriel  Ocampo  y  por  cuenta  de  Godoy,  para 
ayudar  al  costo  de  la  maquinaria  que  debia  poner  Pando, 
según  el  contrato  de  f.  37,  es  lo  único  que  se  dio  á  La- 
bourasse  para  su  compra :  y  que  por  consiguiente  el  capital 
puesto  por  Pando  en  la  sociedad,  era  mucho  menor  que  el 
de  Godoy,  sii^  embargo  de  lo  cual  aquel  tenia  las  dos 
terceras  partes  de  las  utilidades  y  del  capital  social,  y  este 
solo  una  tercera  parte.  Contra  este  aserto  está  la  asevera- 
ción del  apoderado  de  Pando,  quien,  á  f.  183  vuelta,  afir- 
ma que  sabe  que  los  seis  mil  pesos  de  Godoy  con  otra  suma 
mayor  fueron  los  que  se  enviaron  á  Europa  para  la  compra 
del  molino ;  sin  embargo  de  lo  cual  no  se  ha  probado  que 
por  parte  de  Pando  se  entregase  cantidad  alguna  con  ese 
objeto. 

Para  suplir  esta  prueba,  según  parece,  se  ha  tratado  de 
probar  que  por  cuenta  de  Godoy,  ha  hecho  Pando  varios 
gastos  que  según  la  escritura  de  sociedad  montan  á  once  mil 
pesos  que  en  ella  se  reconocen  á  este,  pero  tal  comproba- 
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cien  no  justifica  que  para  ei  pago  de  la  maquinaría  hubiese 
dado  Pando  mas  de  los  6,000  ^  de  Godoy. 

Seguh  la  carta  de  Pando  de  29  de  Noviembre  de  1860, 
corriente  á  f.  62,  en  los  autos  traídos  ad  effecíum  .videndi^ 
se  vé  que  lo  que  mandó  á  D.  Jacinto  Corvalan  del  Rosario 
(Provincia  de  Santa  Fé)  para  que  entregase  á  Labourasse  fue- 
ron 3,000  ^ ;  €  porque  sin  duda  (dice)  va  á  tener  que  bacer 
algunos  gastos  allí  y  muy  particularmente  el  de  transporte  de 
la  maquinaria  á  esta,  que  según  me  dicen  es  costumbre 
anticipar  la  mitad  del  valor. »  Mas  adelante  agrega  :  «  Si  á 
Vd.  le  sobrasen  fondos,  como  creo,  seria  bueno  que  Vd.  los 
trajese  en  dinero  sencillo  porque  las  onzas  valen  mucho 
mas  en  esa  que  acá.  >  Y  concluye  la  carta  con  esta  preven- 
ción :  <  Será  oportuno  que  los  Molinas  y  sus  familias  se 
vengan  en  las  carretas  que  conduce  la  maquinaria,  tanto  por 
el  cuidado  de  ella,  cuanto  por  evitar  mayores  gastos.  »  En 
la  del  19  de  Diciembre  del  mismo  año,  f.  65  de  los  citados 
autos,  dice :  Aun  que  he  creido  que  esta  cantidad  (los 
3^000  ^)  seria  muy  sobrada  para  sus  necesidades  en  esos 
puntos  (Buenos  Aires  y  Rosario),  he  pensado  también  q'ue 
bien  pudiera  ser  que  pidieran  adelantado  de  todo  el  valor 
de  los  fletes  de  tierra,  j)  Esto  y  lo  que  dice  en  la  carta  de 
diez  y  seis  de  Junio  de  1863,  con  relación  á  la  cuenta  de 
Corvalan  suministra  la  presunción  de  que  ni  el  saldo 
de  las  cuentas  de  fojas  239  y  240  (que  no  han  sido  recono- 
cidas por  Corvalan),  ha  sido  aceptado  en  su  integridad,  ni 
menos  pagado.  La  antecitada  carta  dice:  c  He  recibido  una 
carta  de  Corvalan  del  Rosario  y  para  su  inteligencia  y  la 
de  Antonio  incluyo  á  Vd.  copia  de  ella  de  y  mi  contestación. 
Yo  creeria  que  para  evitar  cuestiones  desagradables  debería 
nombrarse  un  Juez  arbitro  para  que  resuelva  sobre  la  defe- 
rencia é  informalidades  de  su  cuenta  pero  con  calidad  de 
que  ese  nombramiento  recayese  en  persona  de  probidad  y 
de  nuestra  confianza.  Por  lo  demás  en  caso  de  un  juicio 
promovido  por  él  yo  seria  de  opinión  escusar  la  contesta* 
cioQ  dQ  la  demanda  en  cuanto  se  refiere  al  saldo  á  su  fa- 


DE  JUSTICIA   NACIONAL.  239 

vor  por  la  primitiva  cuenta,  pues  en  ese  punto  debia  en- 
tenderse conmigo,  y  como  reconvención  entrar  en  el  análisis 
de  la  cuenta  posterior  sobre  consignación  de  adonde  datan 
los  reclamos  de  Vd.  y  de  su  contra.  > 

Otra  prueba  con  que  se  ha  tratado  de  suplir  la  falta  in* 
dicada  es  la  dirigida  á  determinar  el  valor  de  la  maquinaria. 
Sobre  este  punto  la  prueba  rendida*  es  contradictoria.  Don 
Eliserio  Moyano,  hacendado  declaró  á  f.  214  que  creía  que 
habrán  costado  mucho  mas  de  5,610  ^  las  maquinarias,  y 
que  creía  que  ellos  representan  un  valor  de  50,000  ^,  por- 
que su  calidad  y  enseres  son  valiosos.  D.  Hipólito  Lecoutt, 
ebanista,  f.  216,  dice  que  le  consta  que  la  maquinaria 
,  costó  en  Europa,  según  se  lo  dijo  personalmente  Labonrasse, 
como  20,000  ^,  y  que  por  el  conocimiento  que  tiene^  como 
artista,  de  otras  maquinarias  que  ha  visto  traer  de  Europa^ 
cree  que  no  llegará  de  tener  ese  valor;  que  creé  que  la 
maquinaria  colocada  en  el  molino,  con  su  edificio  y  refac- 
cioms  que  se  le  haii  hecho  vale  los  cincuenta  mil  pesos,  y 
que  un  maquinista  norte-americano  que  habia  venido  para 
trabajar  en  el  establecimiento,  como  perito  en  la  materia, 
le  dijo  que  no  valdría  menos  de  cincuenta  ó  60,000  ^.  D. 
Mauricio  Caballier,  comerciante,  f.  222,  dice  que  á  su  pa- 
recer importan  las  maquinarias  y  demás  útiles  empleados  en 
el  molino  de  Palmira  una  cantidad  infinitamente  superior  á 
la  de  5,640  ^ ;  que  el  de  50,000  ^  en  que  se  calcula  el 
transporte,  colocación  y  demás  espresado  le  parece  en  estre- 
mo prudente  por  el  conocimiento  prolijo  que  ha  tomado  de 
aquel  establecimiento.  D.  Gabriel  Fornes,  comerciante,  foja 
220,  dice  que  no  puede  contestar,  con  mucha  seguridad  á 
la  pregunta ;  pero  que  cree  que  no  habia  mucha  diferencia 
entre  el  valor  de  cincuenta  mil  pesos  y  el  que  realmente 
tengan  las  cosas  á  que  se  refiere  la  pregunta.  Don  Juan 
Parra  de  la  Fuente,  comerciante,  f.  232  vuelta,  dice  que  la 
maquinaria  del  molino  de  Palmira  con  el  agregado  de  su 
colocación  y  demás  anexos ;  considera  que  vale  los  cincuenta 
mil  pesos.   D.  Adolfo  Paulain,  que  vino  de  Europa  contra* 
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lado  por  Labourasse  para  trabajar  de  molinero  en  los  molinos 
de  Palmira,  í.  150  vuelta,  dice  que  cree  que  5,640^  puede 
ser  el  valor  de  la  maquinaria,    porque  en  Francia  cada  pa- 
rada de  piedras  de  molino,  colocadas,  cuesta  3,000  francos, 
sin  incluir  las  piedras  las  cuales  cuestan  600  francos,   cada 
parada ;    que   esto  lo   sabe,  porque   esos  eran  los  precios, 
poco   mas  ó  menos,  cuando  él  se  vino.  D.  Pedro  Genaud, 
molinero^    f.  154,  dice,    que  está  bien    seguro   de  que  en 
Francia  puede    comprarse    una  maquinaria  como  la  de   ios 
molinos  de  Palmira  por  25,000  francos,  en  cuyo  precio  no 
considera  los  gastos  de  conducción ;    que  ha  oido  decir  qne 
ella  ha  costado  de  cuatro  á  cinco  mil  pesos.  Don  Alberto 
von  Kunowski,  agrimensor  y  profesor  del  Colegio  Nacional, 
y  qne  tasó  una  pieza  con  ausencia  de  parte  del  demandado, 
según  aparece  de  fojas  319  á  224  vuelta,  dice  que  no  podría 
estimar  el  valor  total  de  una  maquinaria  igual  á  la  de  los 
molinos  de  Palmira,    pero  que  si  le  consta   que  cada  cien 
kilogramos  de  ferretería  para  una  maquinaria  en  grande  cos- 
taban de  70  á  100   francos,  según .  su  mas  ó  menor   puli- 
mento.   D.  Saturnino  Alvarez,  í.  266  vuelta,  dice  que    La- 
bourasse le  dijo  que  lo  que  costaba  la  maquinaria  era  6,000 
y  tantos  pesos,  manifestándoles  unas  cuentas ;  pero  que  esto 
fué  después  que  salió  del  molino.    D.  Roque  J.  Rodríguez, 
f.   138,   dice   que   oyó  á  Labourasse  que  habiendo  costado 
4,000  y  pico  de  pesos  la  maquinaría.    Pando  se  la  cargaba 
á  Godoy  en  cuarenta  mil,  y  que  aquel  le  habia  encargado  en 
carta    escríta   á    Francia  que  no   presentase    la   cuenta  de 
compra  de  dicha  maquinaria.  Según  la  carta  no  reconocida, 
de  Labourasse  de  í.   47,  se  vé  que  en  ella  se  afirma  que 
la  maquinaria  de  molino  para  6  paradas  de  piedras  con  varios 
útiles  de  repuesto  que  constan  de  la  factura  original,  costaron 
en  Francia  4,040  ^,  las  seis  paradas  de  piedras  800  ^,   la 
maquinaria  de  aserrar  madera  con  un  motor  800  /I,  el  costo 
de  la  conducción  2,500  ^,    poco   mas    ó  menos,    el  de   la 
colocación  de  la  maquinaría  de  molino   y  aserrar  1,100  /¡[, 
cuando  mas.  Por  las  copias  de  fojas  195  y  197  parece  que 
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el  valor  solo  ilc  la  maquinaria  es  do  2,200  francos,  pero 
á  su  respecto  so  ha  alegado  que  la  copia  del  contrato  es 
apócrifa ;  que  Labourasse  no  ha  celebrado  tal  contrato,  por- 
que la  maquinaria  que  compró  para  Pando  y  Godoy  fué  obte- 
nida de  diferentes  personas,  como  lo  espresó  á  Don  Carlos 
Gonzales,  testigo  presentado  por  los  demandantes;  que  ella 
importó  un  valor  distinto,  según  la  cuenta  de  Corvalan ; 
que  los  otorgantes  del  contrato  no  han  reconocido  sus  ürmas 
ni  el  contenido ;  que  la  traducción  se  dice  hecha  por  un 
individuo  que  no  conoce  el  idioma  en  que  está  escrita^  sin 
citación  y  sin  que  haya  sido  nombrado  por  el  Juzgado  ;  que 
la  copia  está  autorizada  por  D.  Francisco  Mayorga  que  es 
uno  de  los  demandantes,  como  marido  de  D^  Josefa  Godoy, 
y  que  el  original  no  ha  sido  exhibido  y  contiene  enmeudatura 
en  la  cantidad  y  en  una  de  las  firmas.  En  el  original  de  la 
copia  de  f.  195  parece  en  efecto  haber  sido  enmendada  la 
cantidad ;  mas  no  así  las  firmas,  apareciendo  no  obstante  la 
misma  cantidad  en  el  de  la  de  f.  197,  en  el  que  no  se  des- 
cubre la  menor  señal   de   enmendaiura. 

Dolo  ó  engaño. 

Este  fundamento  de  la  demanda  estriba  en  el  encargo  hecho 
por  Pando  á  Labourasse  en  la  caria  de  14  de  Julio  de  1860, 
en  la  cual  lo  prevenia  que  ni  en  Buenos  Aires  ni  en  esta, 
nadie  debia  saber  el  costo  de  la  maquinaria ;  y  se  afirma 
que  este  prevención,  hecha  antes  de  celebrarse  el  contrato 
de  8  de  Febrero  de  1861,  y  el  haberse  celebrado  este  des- 
pués de  estar  aquí  Labourasse  coa  las  maquinarias^  demuestra 
que  tiene  Pando  conocimiento  de  su  valor^  procuró  que  Go- 
doy lo  ignorase,  á  fin  de  que  aceptara  el  contrato  que  se 
iba  á  otorgar,  bajo  la  persuacion  que  Pando  le  habia  infun- 
dido  de  que  las  maquinarías  costaban  40,000  ^.  Que  Godoy 
creyó  fácilmente  esto  por  su  impericia  y  buena  fé,  suponiendo 
caballerosidad  en  Pando  y  reconociéndole  inteligencia  en  la 
materia,  sin  maliciar  siquiera  que  ese  hombre,  á  quien  pro- 
tegía, le  tendiese  un  lazo  para  dejarlo  en  la  miseria.  Que 
T.  vil.  17 
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es  inexacto  que  á  Pando  nada  le  importase  que  Godoy  su- 
piera o  nó,  el  costo  de  la  maquinaria,  porque  el  valor  de  la 
que  ponia  Pando  en  el  negocio,  comparado  con  el  capital 
que  daba  Godoy,  debia  quedar  de  base  para  la  distribución 
de  las  ganancias,  y  que  la  prueba  mas  elocuente  de  que  este 
fué  engañado  es  que  se  estipuló  que  tendria  solamente  la 
tercera  parte  de  las  utilidades  y  del  capital  invertido,  para 
lo  ci^al  era  necesario  que  la  maquinaria  que  daba  Pando  tu- 
viese un  valor  mucho  mayor  que  el  capital  de  Godoy ;  pues 
de  otro  modo  no  seria  justo  ni  equitativo  esa  enorme  dife- 
rencia en  la  distribución  de  las  utilidades  y  del  fondo  social, 
mucho  mas,  dando  Godoy  para  comprarla  la  suma  de  6,000  4* 
Que  hizo  firmar  á  Godoy  escritura  por  once  mil  pesos  con  el 
interés  de  uno  y  medio  por  ciento  mensual  é  hipoteca  de  la 
tercera  parte  que  le  habia  dejado  en  la  sociedad ;  suma  que 
jamás  dio  ni  pudo  dar  á  Godoy,  porque  este  no  la  necesitaba, 
desde  que  tenia  en  la  casa  de  Natán,  Blanco  y  otros,  dinero 
disponible  para  atender  á  los  trabajos  del  molino ;  además 
de  que  Blanco  se  encontraba  en  esa  época  en  Chile,  confesado 
por  él  mismo,  en  la  imposibilidad  de  hacer  un  préstamo  de 
esa  clase.  Que  mas  tarde,  Pando  ordenó  á  Labourasse  que 
dispusiera  de  las  entradas  del  molino  para  satisfacer  sus 
deudas. 

Por  la  parte  de  Pafado  se  opone  á  esta  la  declaración  de 
la  viuda  de  Godoy  en  sus  escritos  de  fojas  62  y  77  en  las 
que,  se  dice  que  está  declarado  que  lejos  de  haber  engañado 
á  su  esposo,  en  el  contrato  de  compañía  que  habia  celebra- 
do, afirma  que  á  él  y  á  ella  les  h^bia  dispensado  todo  gé- 
ñero  de  auxilios  y  de  consideraciones ;  y  la  del  mismo  Godoy 
en  que  aseguró  al  Juzgado  y  á  sus  acreedores  no  solo  que  el 
contrato  de  sociedad  con  Pando  era  justo  y  equitativo  á  sus 
intereses,  sino  también  que  sus  quebrantos  le  provenían  en 
su  mayor  parte  de  los  gastos  que  hizo  en  una  empresa  an 
terior  sobre  molinos  en  que  fué  mal  aconsejado,  confesando 
además  que  está  satisfecho  de  la  buena  conducta  y  escrúpulo  • 
sidad  de  Pando. 
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De  la  prueba  resulta  comprobada  en  efecto  la  prevención 
de  Pando  de  que  nadie  debía  saber  en  Buenos  Aires  ni  aquí, 
el  C0S40  de  la  maquinaria;  prevención  que  aun  estaba  vigente 
cuando  fueron  al  establecimiento  los  comisionados  D.  Carlos 
González  y  D.  Blas  Vargas  como  se  manifiesta  por  el  hecho 
de  habérseles  negado  lá  existencia  de  las  facturas  bajo  pretesto 
de  estravío^  siendo  así  que  mas  tarde  fueron  presentadas  en 
juicio,  para  comprobar  que  la  maquinaria  del  molino  solo 
habia  costado  en  Francia  20^200  francos.  Resulta  también 
que  la  única  prueba  presentada  para  hacer  constar  que  la 
maquinaria,  f.  241,  ó  una  parte  de  ella,  f.  368,  importó 
20,000  ^  en  la  cuenta  de  f.  239.  Resulta  lambien  que  si 
parte  de  lo  que  se  dice  que  declara  la  S^  de  Godoy  en  los 
escritos  de  fojas  62  y  77,  es  conforme  á  -  lo  que  se  dice  en 
ellas^  no  es  cierto  que  ella  diga  que  su  esposo  no  iué  enga* 
nado  en  el  contrato  de  compañía,  y  además  se  advierte  mu- 
cha divergencia  entre  el  contenido  de  dichos  escritos  y 'la 
carta  de  f.  47,  é  igual  divergencia  se  nota  entre  los  escritos 
de  Godoy  á  f.  3  y  6,  y  una  análoga  inexactitud  en  la  referen- 
cia. Resulta  igualmente  que  Pando  en  su  carta  de  diez  y 
nueve  de  Diciembre  de  1860  dice  desde  Mendoza  á  Labou- 
rasse :  c  Por  acá  estoy  marchando  con  algunas  dificultades 
por  falta  de  fondos  en  Godoy,  viéndome  precisado  á  llevar 
con  mis  propios  recursos  los  gastos  que  son  de  su  incum- 
bencia, circunstancia  que  me  pone  en  graves  conflictos  por- 
que cada  dia  se  me  oponen  mayores  dificultades  en  mis 
intereses  en  Chile,  y  acá  hay  una  pobreza  tal,  que  ningún 
interés  es  bastante  para  conseguir  cien  pesos ;  sin  embarga 
el  trabajo  está  marchando  con  celeridad.  »  En  la  de  i 5  de 
Abril  de  1861  dice  desde  Chile....  «mis  negocios  se  encuen- 
tran en  el  peor  estado  posible....  la  confianza  ha  concluido 
totalmente  y  cuesta  una  dificultad  infinita  para  poder  pro- 
porcionarse dinero.  A  causa  de  esto  Pando  no  ha  podido 
salir  y  no  sé  que  á  mi  me  sea  posible  despacharlo  antes  de 
15  á  18  dias  con  ios  recursos  que  se  necesitan  para  salvar 
mis  compromisos  por  allá,  i»   En   la  de   12  de  Junio,  f.  10 
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vuelta...  €  Vil.  podrá  establecer  algunos  puestos  (para  venta 
(le  harina,  según  parece)...  y  en  tal  caso  contar  con  los 
recursos  que  necesito  por  ahora  mientras  yo  pueda  llenar 
las  demás  necesidades  un  poco  mas  tarde....  Luego  que  las 
ventas  de  harinas  le  proporcionen  á  Yd.  algunos  recursos 
será  bueno  que  impulse  los  trabajos  de  reparación  del  mo- 
lino Grande. 

En  la  de  Junio  24  de  1861,  f.  170  vuelta:  c  Estoy  para- 
lizado totalmente  por  la  situación  deplorable.  Tengo  que  pagar 
el  14  de  Agosto  52,000^....  Sigo  dando  algunos  pesos  para 
salir  de  este  apuro,  y  aunque  sea  con  un  sacrificio  inmenso 
lo  lograré.  —  Mi  deuda  en  esa:  No  habiendo  facilidad  de  con- 
seguir trabajadores  para  las  reparaciones  de  los  edificios, 
será  bueno  que  á  las  entradas  del  molino  les  dé  Vd.  la  in- 
versión de  satisfacerlas.  En  Octubre  yo  estaré  de  camino 
para  esa  llevando  los  trabajadores  necesarios  y  los  recursos 
que  se  hubieren  de  necesitar,  i» 

En  la  de.  Julio  6  del  61....  c  Tengo  mucha  necesidad  de 
mi  tiempo  para  poder  llenar  los  apremiantes  compromisos 
que  me  rodean.  Aunque  con  mi  presencia  ha  vuelto  la  total 
confianza  y  mi  crédito  queda  también  establecido  como  antes, 
la  triste  situación  porque  atraviesa  este  país  es  un  obstáculo 
insuperable  para  poder  adquirir  recursos  por  ninguna  vía.... 
Quedo  instruido  haber  cubierto  los  700  pesos  de  D.  Amador 
Tablas  al  Sr.  Olibo,  y  que  lo  mismo  iba  V.  á  hacer  por 
los  500  pesos  del  Sr.  Espinóla.  Sobre  el  vale  suscrito  por 
Don  Ramón  por  1,000  pesos  á  que  se  refiere,  es  exacta  su 
indicación,  pero  no  reconociéndolos  yo  á  otra  persona  que 
á  él  é  indicándome  Don  Fernando  que  Don  Ramón  ha  jirado 
una  letra  por  una  cantidad  aproximada  á  mi  cargo  habría 
sido  mejor  no  cubrirlos  hasta  nuestras  vi3tas.  Tengo  á  mas 
allí  otras  cuentas  pendientes  mas  obligatorias  que  sabe  Don 
Fernando  y  seria  mejor  dar  preferencias  á  ellas  si  hubiera 
con  qué- » 

En  la  de  Agosto  16  del  61.  €  El  encargo  de  Y.  por  los 
1,000  pesos  no  ha  tenido  igual  suerte,  pues  pendiente  de  esta 
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deiMla  apremiante  (la  de  Moller  por  46,000  pesos)  he  tenido 
^ue  darle  preferencia,  y  aun  no  sé  si  me  vá  á  ser  posible 
remitirlos  por  este  correo.  Celebrará  que  con  los  provechos 
del  molino  lograse  V.  chancelar  el  resto  de  mi  deuda  en  esa, 
porque  á  la  verdad  los  compromisos  que  be  encontrado  pen- 
dientes á  mi  llegada  junto  con  la  triste  situación  que  atra- 
vesamos en  este  país,  me  tiene  lleno  de  apuros  y  conflictos.» 

En  la  de  Setiembre  30  del  61.  a  Estoy  todo  lleno  de  apu- 
ros y  aflicciones,  pues  por  ningún  camino  puedo  reunir  loa 
recursos  que  se  han  de  necesitar.  Desde  mi  llegada  no  he 
podido  cobrar  un  solo  real  en  dinero  y  sobre  ventas  de  pro- 
piedades es  inútil  pensar  por  ahOra,  pues  nadie  tiene  medio ; 
sin  embargo  haré  cuanto  está  de  mi  parte  para  llevar  algo 
que  alcance  á  llenar  nuestras  necesidades  mas  urgentes,  p 

En  la  de  Octubre  once  del  61.  €  Aunque  he  pagado  la 
suma  que  le  he  indicado  anteriormente  á  Moller,  no  por  eso 
me  faltan  apuros  y  conflictos,  difícil  es  de  salvar  en  el  dia, 
que  cada  dia  se  hace  mas  penosa  la  situación  del  país... Dudo 
pues  poder  reunir  la  cantidad  que  pensaba  llevar  á  esa,  y 
ojala  se  pueda  juntar  siquiera  lo  mas  necesario.  La  cuenta 
con  Don  Jacinto  Corvalan  asciende  solo  á  2,270  ^  ochenta 
y  cinco  (Antavos,  quedando  por  deducir  el  saldo  que  quedó 
en  poder  de  la  casa  de  Castro,  que  no  se  si  habrá  podido 
recojerse  ó  nó.  En  Mendoza  debe  de  quedar  algo  mas  que 
pagar^  aunque  según  me  parece  no  mas  de  mil  quinientos 
pesos  con  las  30  onzas  que  llevó  Paulino.  » 

En  la  de  Abril  17  del  62.  «  Como  dije  á  V.  en  mí  anterior, 
estoy  atravesando  por  una  situación  muy  penosa  referente  á 
fondos,  y  á  tal  grado  que  cada  dia  que  amanece  es  un 
nuevo  conflicto  que  viene  á  pesar  sobre  mi,  por  consiguiente 
no  puedo  decir  á  V.  que  jire»  á  mi  cargo  ios  190  cóndores 
de  D.  Saturnino  Reináis,  preGriendo  el  perjuicio  de  tomarlos 
allí  á  cualquier  cambio.  Quedo  instruido  del  depósito  habido 
hasta  la  fecha  de  su  citada  (Marzo  22  del  62)  que  lo  que  se 
sigue  recibiendo  diariamente :  de  los  precios  de  trigos  y  do 
harinas;  y   de   las   ventas    que  V.   ha  podido  realizar.   Todo 
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está  períectamente  bien,  y  qoiero  creer  qne  por  este  año 
haremos  no  negocio  de  provecho.  >  Celebro  qae  V.  esté  con- 
cloyeodo  las  reparaciones  de  la  bodega,  qae  á  la  Terdad  son 
indispensables,  y  referente  al  molino  estando  autorizado  ya 
por  el  síndico  del  concorso  de  Godoy  para  refaccionarlo,  no 
hay  inconveniente  para  qae  V.  lo  haga;  sin  embargo  no 
siéndonos  de  grao  urgencia  todavía,  osted  debe  fijarse  en  el 
estado  de  sos  recorsos  para  enviar  mas  ó  menos  trabajadores.» 
En  la  de  Mavo  13  del  62:  %  Mientras  tanto  mi  situación 
cada  día  se  hace  mas  angustiada  por  acá....» 

En  la  de  Setiembre  10  del  OS.  i  La  conveniencia  exige 
que  V.  se  interese  mucho  en  aumentar  las  ventss  del  consu- 
mo interior,  porque  á  mas  de  que  ellas  nos  facilitan  recursos, 
pronto  nos  libran  de  las  eventualidades  que  ofrece  la  Plaza 
del  Rosario,  en  donde  por  su  distancia  son  libres  para  abu- 
sar los  consignatarios....  Tengo  fijada  toda  mi  esperanza  en 
los  negocios  de  allí  porque  acá  todo  lo  que  puedo  bacer  con 
muchos  sacriOcios  es  ganar  intereses  anuales  que  no  bajarán 
de  20,000 pesos;  pero  aunque  quisiera  impulsar  mucho  aque- 
llos negocios  no  me  es  posible  dedicarles  mas  capitales  por 
ahora,  ni  aun  después  si  es  que  no  logro  desprenderme  de 
algunas  propiedades.  » 

En  la  de  Noviembre  3  del  62,  dice:  «Que  por  ella  que- 
do instruido  de  que  los  trabajos  del  molino  grande  estarán 
concluido  en  Diciembre....— ...pero  marcho  en  mis  negocios 
lleno  de  escasez... — ...estoy  rodeado  de  juicios  y  pendiente 
de  compromisos  serios...» 

A  esta  prueba  invocada  por  los  demandantes  se  opone  la 
resultante  de  los  libros  de  que  se  han  tomado  las  copias  de 
fojas  280  á  330,  llevados  por  Labourasse^  de  otro  libro  exhi- 
bido, y  varios  documentos  simples  que  en  su  mayor  parte 
no  han  sido  reconocidos,  siendo  varios  de  ellos  de  fecha  pos- 
terior á  la  disolución  de  la  sociedad,  y  que  si  hubieran  sido, 
anteriores,  Ggurarian  en  los  libros  como  se  vé  en  las  copias 
fojas  309  y  310  vuelta,  en  donde  están  abonadas  unas  letras 
dadas  á  Tabanera  y  otras  á  Fornes,  que  estando  consideradas 
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en  esa  cuenla,  se  hacen  figurar  por  segunda  vez  como  cantida- 
des  dislintas  en  la  demostración  de  f.  371. 

Falla  de  capacidad  para  conlralar. 

En  apoyo  de  esto  fundamento  de  la  demanda,  se  dice  que 
estaba  ya  iniciada  la  locura  de  Godoy,  cuando  celebró  el 
contrato  de  sociedad  de  t.  27^  lo  que  lo  hacia  incapaz  de 
prestar  el  consentimiento  que  se  requiere  por  derecho,  para 
la  validez  de  los  contratos  consensúales,  y  que  á  falta  de 
otros  justificativos,  el  contrato  mismo  seria  prueba  bastante 
para  demostrar  la  locura,  porque  no  es  concebible  que  un 
hombre  en  el  ejercicio  completo  de  sus  facultades  mentales, 
concluyera  una  convención  en  esos  términos.  Se  dice  tam- 
bién que  la  prueba  rendida  por  la  parte  de  Pando  para  com- 
probar que  Godoy  estaba  con  su  sano  juicio  aun  después 
del  terremoto,  no  distruye  la  rendida  por  los  demandantes  y 
por  la  cual  se  prueba  su  locura,  porque  los  testigos  se  re- 
fieren á  épocas  ó  momentos  diferentes,  lo  que  solo  prueba 
que  Godoy  tenia  lucidos  intervalos,  y  que  finalmente  Pando 
en  su  carta  de  diez  y  seis  de  agosto  de  1861,  f.  174  vuelta, 
dice:  <  Estoy  instruido  de  las  sandeces  de  Godoy,  pero  ese 
es  un  pobre  loco  que  se  debe  compadecer  por  falta  de  juicio.» 

A  esto  se  opone  la  misma  escritura  de  sociedad  otorgada 
por  ante  el  actual  escribano  de  este  juzgado,  cuando  lo  era 
del  Superior  Tribunal  de  la  Provincia,  el  acto  de  cesión  de 
bienes  de  f.  25,  figurando  entre  los  acreedores  de  Godoy  su 
hermano  D.  Juan  Climaco,  uno  de  los  demandantes  actuales, 
la  escritura  de  f  276  otorgada  por  D.  Francisco  Mayorga, 
otro  de  los  demandantes,  diciendo  ademas  que  ni  el  juzgado, 
ni  los  acreedores  ni  los  escribanos  y  testigos  instrumentales 
habrían  aceptado  esos  actos,  si  Godoy  hubiera  estado  loco. 
A  la  prueba  de  testigos  rendida  por  los  demandantes  se  opone 
la  del  demandado,  y  se  agrega  que  los  primeros  no  fijan  de 
una  manera  decisiva  la  época  á  que  se  refiere  su  dicho, 
mientras  que  ios  segundos  la  fijan  con  posterioridad  al  tcrre- 
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iijoto  de  Marzo  de  1861.  Al  contenido  de  la  caria  de  f.  174 
vuelta,  se  dice  que  eso  aludiría  á  pretenciones  descaminadas 
de  Godoy,  ;  no  á  su  estado  mental  que  no  podia  conocer 
desde  que  se  dice  que  Pando  se  encontraba  en  Chile. 

Y  considerando  con  relación  á  la  escepcion  de  falta  de 
personería  alegada  en  el  escrito  de  f.  355,  que  ella  ha  sido 
deducida  después  de  la  contestación  de  la  demanda,  después 
del  traslado  de  f.  70^  y  no  obstante  lo  estipulado  en  la  escri- 
tura de  f.  75  en  conformidad  á  lo  dispuesto  por  el  art.  75 
de  la  ley  de  procedimientos,  declaro  no  haber  lugar  á  ella; 
y  en  consecuencia,  procedo  á  resolver  sobre  lo  principal. 

Y  considerando  respecto  al  primer  fundamento  de  la  de- 
manda, primero^  que  no  se  ha  probado  que  á  Labourasse^  á 
quien  se  reconoce  como  encargado  de  la  compra  de  la  ma- 
quinaria, se  le  diesen  por  parte  de  Pando  mas  que  los  6^000 
pesos  que  ponia  Godoy,  lo  que  babria  sido  fácil,  porque 
para  la  provisión  de  esos  fondos  era  natural  se  recurriera  á 
una  operación  de  cambio  sobre  la  plaza  en  que  iba  á  hacerse 
la  compra  y  asi  lo  recomienda  Pando  á  Labourasse  en  su 
carta  de  14  de  Julio  de  1860  f.  168,  en  que  le  dice  que  si 
los  fondos  remitidos  no  fuesen  bastantes,  puede  contraer  el 
compromiso  de  cubrir  el  resto  en  Valparaiso  ó  Buenos  Aires; 
segundo^  que  no  se  ha  intentado  siquiera  comprobar  el  ver- 
dadero costa  de  esa  maquinaria,  ocurriendo  á  las  casas  ven- 
dedoras, ya  que  se  impugnaba  como  apócrifo  el  contrato 
cuya  copia  corre  en  autos,  ni  se  ha  precisado  tampoco  esa 
otra  suma  mayor  que  junto  con  los  seis  mil  pesos  de  Godoy, 
se  enviaron  á  Europa ;  tercero^  que  el  valor  asignado  á  la 
maquinaria  en  la  carta  de  f.  47  está  corroborado  por  las  de- 
claraciones de  los  molineros  Poulain  y  Genaud,  y  por  la  de 
Kuuoswki  f.  234  vuelta,  combinada  con  lo  dicho  á  f.  109 
vuelta  por  la  parte  de  Pando,  pues  los  ocho  cientos  quintales 
do  fierro  á  setenta  6  cien  francos  cada  100  kilogramos  com- 
prenden los  5,010  pesos  ontrn  los  dos  cslrcmos  que  se  fijan ; 
rnnrio,  que  la  diferencia  del  valor  asignado  á  la  maquinaria 
por  los  lostigos  que  so   refieren   al  dicho  do   Kabourassc,  di- 
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ciendo  los  unos  que  había  costado  20,000,  y  los  otros  de  5,000 
á  6.000  pesos,  puede  tener  otra  esplicacion  que  la  que  la  parle 
de  Pando  le  atribuye ;  esto  es,  no  la  enemistad  con  este,  sino 
la  necesidad  de  cumplir  la  orden  consignada  en  la  carta 
corriente  en  copia  á  f.  177,  según  la  cual,  nadie  debia  saber 
en  Buenos  Aires  ni  aquí  el  costo  de  la  maquinaria;  con  la 
cual  se  esplica  el  valor  asignado  en  la  cuenta  de  f.  239  y  la 
ocultación  de  las  facturas  á  los  peritos  ó  comisionados  Don 
Carlos  González  y  D.  Blas  Vargas  que  trataban  de  conocer  dicho 
valor  por  medio  de  ellas;  lo  que  hizo  nacer  también  la  ne- 
cesidad de  excusar  ese  estravfo  falso  que  se  alegaba  con  las 
excusas  mas  ó  menos  atendibles  dadas  á  los  peritos;  y  aun- 
que á  f.  380  se  dice  que  los  costos  á  que  se  refiere  la  copia 
de  f.  177  no  merecen  fé,  porque  Pando  no  ha  reconocido 
su  firma,  este  aserto  aparece  falso  en  los  autos  traídos  ad 
effeclum  videndi,  en  los  que  á  f.  91  consta  que  Pando  reco- 
noció su  firaia  ante  el  Sr.  Presidente  de  la  Ilustrísima  Cámara 
de  Justicia  D.  Victoriaiv)  Yera;  quinto^  que  si  cuando  La- 
bourasse  empezó  á  decir  que  el  verdadero  valor  de  la  ma- 
quinaria era  el  de  5,740  pesos,  estaba  enemistado  con  Pando 
por  el  juicio  que  pendia  entre  ellos,  cuando  se  dijo  que 
valia  20,000  pesos  era  un  dependiente  que  tenia  la  drden  de 
no  descubrir  el  valor  de  las  maquinarias,  que  faltó  á  la 
verdad  diciendo  que  se  habian  estraviado  las  facturas  que 
mas  tarde  exhibió  para  justificar  que  solo  valian  5,740  pesos ; 
sesto^  que  la  explicación  que  se  dá  á  f .  111  sobre  el  fin  á 
que  se  dirigia  la  orden  de  no  revelar  á  nadie  el  valor  de  la 
maquinaria,  justifica  en  cierto  modo  el  aserto  de  los  deman- 
dantes ;  pues  que  si  el  valor  era  de  40,000  pesos,  eso  bas- 
taba para  alegar  la  competencia  que  se  indica,  en  una  Pro- 
vincia donde  no  hay  grandes  capitales  disponibles ;  sépíimOy 
que  aunque  se  ha  alegado,  f.  369  vuelta,  falta  de  citación 
para  las  copias  de  fojas  195  y  197,  este  aserto  aparece  falso, 
según  se  vé  á  f.  193  y  vuelta  de  estos  autos,  apareciendo 
también  como  renunciada  la  implicancia  del  escribano  Ma- 
yorga,  según  lo    pedido  á  f.  244  vuelta ;   octavo,  que  á  los 
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43  días  de  haber  rennitido  á  Labourasse  la  letra  6obre  LiTer- 
pool  por  los  6,000  pesos  de  Godoy,  f.  168  y  vuelta^  le  escribe 
Pando :  <  Mucho  temo  que  los  fondos  remitidos  no  le  sean 
bastantes^  .pero,  si  así  faese,  Vd.  puede  contraer  el  compro- 
miso de  cubrir  el  resto  en  Valparaíso  ó  Buenos  Aires,  siendo 
muy  preferible  en  el  primer  punto;»  conceptos  que  no  ten- 
drían esplicacion^  si  las  maquinarias  debieran  costar  cuarenta 
mil  pesos  ó  aun  la  mitad  de  esa  suma,  ni  sería  natural  una 
tan  grande  equivocación  en  quien,  como  se  dice  á  f.  108, 
posee  el  mejor  establecimiento  de  molinos  de  la  República 
de  Chile ;  noveno^  que  según  *  el  contrato  de  f.  27,  Godoy 
debía  concurrír  con  50  cuadras  de  terreno  alfalfado  y  cien 
incultas,  contiguo  el  todo  al  establecimiento,  y  con  el  agua 
necesaria,  6  yuntas  de  bueyes,  10  vacas  paridas,  20  yeguas 
chácaras  escojidas  y  150  ovejas ;  con  la  construcción  de  la 
bodega,  casas  para  el  molino,  agua,  acequia,  canal  de  ma- 
dera, córcomo  y  desagüe,  con  dos  casitas,  y  6,000  pesos 
para  ayudar  en  parte  al  costo  de  les  maquinarias,  debiendo 
concurrír  por  su  parte  con  una  maquinaria  completa  de  la 
mejor  clase  con  6  paradas  de  piedras  que  acaba  de  hacer  ve- 
nir de  Europa  con  varíes  útiles  de  repuesto ;  con  otra  má- 
quina de  aserrar  madera  que  igtialmente  ha  traído  de  Europa; 
con  los  costos  de  conducción  y  colocación  de  una  y  otra 
hasta  dejarla  en  estado  de  obrar,  y  con  100  chanchos  y  20 
carneros  finos,  mas  ó  menos;  debiendo  Pando  tener  la  di- 
rección y  gerencia  eschisiva  de  los  negocios  de  la  sociedad, 
sin  limitación  alguna,  y  nombrar  los  empleados  que  encuentre 
por  conveniente,  dotándolos  y  compensándolos  por  cuenta  de 
la  sociedad,  como  lo  juzgue  oportuno,  siendo  partibles  tanto 
las  ganancias  como  los  capitales  puestos  por  ambos  socios 
en  la  proporción  de  2  terceras  partes  para  Pando  y  una  para 
Godoy ;  estipulaciones  que  establecen  una  gran  ^  desigualdad 
entre  los  socios,  que  no  está  justificada  ni  por  el  mayor 
capital,  ni  aun  por  la  mayor  competencia  de  Pando  para  el 
negocio,  desde  que  este  no  lo  entendia  personalmente,  sino 
por  medio  de  dependientes  que  debían   ser  pagados    por  la 
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sociedad ;  décimo^  que  esta  desigualdad  aparece  mayor  si  se 
atiende  á   la  valuación   hecha   por  los  demandantes  á   f.  55 
en  la  que  las  seis  primeras  partidas  no  están  estimadas  de  un 
modo  exajerado,   según   se  comprueba  á  f.  374  vuelta,  y  la 
de   35,000  por  valor  de  los  edificios,    bodega,  &%  tampoco 
parece  exhorbitanle,    comparada  con  la  de  27,000  consigna- 
da á  f.  110  vuelta^  por  el   demandado,    según  los  libros  de 
Labourasse,  como  valor  de  la   reparación    de   esos    mismos 
edificios,  si  bien  es  verdad  que  á  f.  378  vuelta  se    deduce 
este  mismo  valor  á  10,809  pesos  66  es. ;  Uixdécimo^  que  si  por 
razón  de  la  mayor  habilidad    de    Pando,  podría  justificarse 
una  mayor  parte  de  las   utilidades,  no   la  hay  que  justifique 
una  mayor  parte  en  la  distribución  de  los  capitales  si  entre 
estos  no  existe  la  misma  diferencia  en  cuanto  á  su  importe, 
lo  que  está  muy  lejos  de  resultar  de  la  prueba  rendida ;  pues 
si  bien  hay  en  la  causa  antecedentes  que  servirían  para  fundar 
en  ellos  la  prueba  de  que  Pando,  ó  su  representante  en  esta 
recibió  cantidades  de  consideración,  ni   ellos  forman  prueba^ 
concluyente,   ni  con  ellos  se  justifica  que  esas  cantidades  se 
emplearon  en  lo  que  se  dice,   resultando   por  el  contrario, 
de  su  tenor  que  ni    siquiera  se   han   entregado  en   la  époc- 
de  la  sociedad  que  terminó  con  la  cesión   de  bienes  y  cona 
venio  de  f.  44,  siendo  por  otra  parte  de  ninguna  importancia 
en  el  caso  que  Pando  hiciese  parte  de  los  gastos  que  corres- 
pondían á  Godoy,  desde    que  ellos  se  le  cargaban  á  este; 
pues  la  cuestión  no  es  de' saber  si  Pando  hizo  muchos  gastos, 
sino  la  de  saber  si  ellos  fueron  hechos  en  comprar,  conducir  y 
olocar  las  maquinarias ;  Duodécimo^  que   las  cuentas  de  fojas 
280  á  330  llegan  hasta  el  año  1864,   siendo  así  que  el  con- 
venio de  f.  44,  por  el  cual  Pando  quedó  dueño  absoluto  de 
los  capitales  y  de  todo  lo  perteneciente  á  la  sociedad,  es  de 
26  de  Noviembre  de  1862,  y  contienen  la  primera  el  cargo  de  la 
cuenta  de  Godoy,  la  segundad  haber  de  la  de  Pando,  la  tercera 
el  cargo  de  la  de  gastos  generales  y  la  cuarta  de  la  del  estableci- 
miento, lo  que  por  consiguiente  no  podría  dar  el  verdadero  estado 
de  esas  cuentas;  Decimotercio^  que  al  costo  de  un  rail  cien  pesos 
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por  colocación  de  la  maquinaria  que  sostienen  los  deroandanles 
fundados  en  la  carta  de  Labourasse ;  f.  47  vuelta,  se  opone 
el  de  8,711  pesos  51  es.  que  se  dice  resaltar  de  los  libros 
llevados  por  el  mismo  Labourasse ;  á  los  2,500  pesos  gastos 
de  conducción  se  opone  la  suma  de  4,402  pesos  30  es.,  y  á 
los  800  pesos  valor  de  la  máquina  de  aserrar  con  su  motor, 
el  valor  de  950  pesos,  según  la  misma  cuenta  ;  Decimocuarto^ 
que  aun  aceptando  la  suma  de  32,454  pesos  31  es.  consignada 
á  f.  368  vuelta,  por  valor  de  las  maquinarias,  sus  útiles,  con- 
ducción, seguros,  colocación  y  otros  gastos,  en  la  que  flgura 
la  cantidad  de  20,000  pesos  inclusos  los  6,000  pesos  de  Go- 
doy,  como  valor  de  una  parte  de  la  maquinaria,  y  otros 
gastos  absolutamente  cstraños  al  negocio,  y  la  de  51,190 
pesos  consignada  en  la  demanda,  resulta  una  desigualdad  ex- 
horbilaute  entre  los  socios  que  justifica  la  aserción  de  haber 
habido  lesión  enorme  en  el  contrato  de  sociedad. 

Considerando  en  cuanto  al  2»  fundamento  de  la  demanda, 
primero^  que  constando  por  el  mismo  contrato  de  f.  27  que 
cuando  él  se  otorgó  ya  estaban  aquí  las  maquinarias  y  él  que 
las  habia  comprado,  no  puede  admitirse  la  ignorancia  de  su 
costo  alegada  por  la  parte  de  Pando,  y  que  aun  admitiendo 
que  Labourasse  nunca  le  presentase  un  resultado  exacto  so- 
bre él,  la  duda  no  podría  haber  fluctuado  entre  los  valores 
de  6  y  20,000  pesos ;  ignorancia  que  se  dice  aun  mas  invero- 
símil, si  se  atiende  á  la  prevención  contenida  en  la  carta  de 
f.  167;  segundo,  que  no  es  posible  concebir  que  Godby 
aceptase  el  contrato  de  f.  27,  sino  bajo  la  persuacion  de  que 
ella,  su  transporte  y  su  colocación  importaban  una  suma 
mayor  que  el  capital  que  él  ponia  por  su  parte,  cuya  consi- 
deración tiene  también  su  apoyo  en  la  prueba  testimonial 
que  se  ha  rendido ;  tercero^  que  esta  consideración  recibe 
aun  mayor  fuerza  de  la  prevención  hecha  en  la  citada  carta 
de  f.  167  con  referencia  al  costo  de  la  maquinaria;  cuarto^ 
que  si  en  otras  circunstancias  pudieran  ser  admisibles  las 
csplicacioncs  dadas  por  la  parte  de  Pando  á  esa  prevención, 
no  así  cuando  en  representación  de  los  acreedores  de  Godoy, 
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y  por  consiguiente  en  ejercicio  de  los  derechos  de  este^  se 
trató  de  averiguar  el  verdadero  valor  de  las  maquinarias, 
siendo  de  poca  importancia  en  el  caso  que  la  excusa  con  el 
estravío  de  las  facturas  procediera  del  apoderado  ó  del  ad- 
ministrador de  Pando^  desde  que  ambos  eran  sus  depen- 
dientes que  debían  obrar  según  sus  órdenes;  quinto^  que  el 
valor  de  veinte  mil  pesos  asignado  por  el  demandado  á  la 
maquinaria,  fundado  únicamente  en  la  cuenta  de  f.  239^  no 
es  aceptable  por  las  ^consideraciones  siguientes :  primera, 
porque  á  esa  cuenta  son  aplicables  en  su  mayor  parte  los 
mismos  argumentos  hechos  por  parte  de  Pando^  f.  369, 
contra  las  que  corren  en  copia  á  fojas  195  y  197^  segundo^ 
porque  la  citada  cuenta  no  dice  que  ese  sea  el  valor  de  la 
maquinaria,  ni  siquiera  indica  que  valores  forman  esas  sumas ; 
tercero,  porque  aun  suponiendo  que  no  existieran  esos  repa- 
ros, ese  valor  asignado  á  la  maquinaria  por  Corvalan  no  po- 
dría proceder  sino  de  Labourasse  que  tenia  la  orden  de  no 
revelar  ese  valor;  cuarto,  porque  no  se  Improbado  que  á 
este  se  le  entregasen  para  la  compra  mas  de  los  6,000  pesos 
de  Godoy,  y  quinto,  porque  el  mismo  Labourasse  en  su 
cuenta  de  cargos  contra  Pando,  en  el  espediente  invocado  á 
f.  276,  no  le  carga  sino  la  suma  de  5^640  pesos  por  valor 
de  las  maquinarias,  y  si  estas^  ó  solo  parte  de  ellas,  hubieran 
costado  los  20,000  pesos  que  se  dice,  en  esa  cuenta  figura- 
rían con  este  valor^  lo  que  aumentaría  en  14^360  pesos  el 
saldo  que  en  el  mencionado  juicio  le  cobra  á  Pando ;  sestOy 
que  según  la  declaración  de  10  testigos,  resulta  que  Godoy 
tenia  una  buena  fortuna  y  buen  crédito  antes  de  entrar  en 
negocios  con  Pando,  agregando  algunos  de  ellos  que  perdió 
ambas  cosas  con  motivo  de  esos  negocios ;  séptimo^  que  á 
esta  prueba  solo  se  oponen  las  aseveraciones  que  por  parte  del 
demandado  se  hacen  á  f.  374  vta.  y  383  vta.,  y  no  se  ha  probado 
que  la  ruina  de  Godoy  procediese  de  alguna  otra  causa,  pues 
la  referente  á  la  anterior  empresa  de  molinos  no  está  com- 
probada con  el  escrito  de  f.  6  como  parece  indicarse,  y  los 
intereses  de  capitales  tomados  para  la  obra  no  están  compro- 
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bados  tampoco,  y  lejos  de  eso,  se  le  presenta  contribayeodo 
únicamente  con  menos  de  5,000  pesos  en  dinero,  f.  373 
vuelta,  fuera  de  los  6,000  pesos  entregados  por  el  Dr.  Ocam- 
po ;  octavo^  que  por  parte  de  Pando  no  se  ba  negado  de 
una  manera  esplícita  que  este  estuvo  privado,  según  aviso 
publicados  en  todos  los  diarios  de  Cbile^  de  la  facultad  de 
enajenar  sus  propiedades^  y  además  así  lo  dice  á  f.  140  el 
testigo  D.  Cirilo  Toran;  iwveiiOy  que  Pando  en  sus  cartas 
de  veinte  y  cuatro  de  Junio  y  diez  y  seis  de  Agosto  de  1861 
encargó  á  Labourasse  que  pague  sus  deudas  con  las  entradas 
del  molino,  al  punto  que  en  ellas  y  en  ios  demás  de  que  ha 
hecho  referencia,  se  vé  que  en  Chile  se  hallaba  en  peor 
situación ;  décimo^  que  no  habiéndose  probado  que  las  ma- 
quinarias costaron  mas  que  los  6,000  puestos  por  Godoy^ 
siendo  así  que  esta  cantidad  era  para  ayudar  en  parte  á  su 
costo,  y  sosteniéndose  todavía  que  costaron  20,000  pesos  ó 
mas,  al  paso  que  por  la  cuenta  de  f.  141  solo  se  hacen  subir 
á  10,596  pesos  16  es.,  los  demás  valores  que  se  dicen  puestos 
por  Pando  en  la  sociedad,  con  excepción  únicamente  de  los 
100  chanchos  y  los  20  carneros  finos,  se  vé  que  únicamente 
engañado  pudo  Godoy  admitir  que  poniendo  él  en  la  sociedad 
lo  que  está  estipulado  en  el  contrato  de  f.  27,  llevase  su 
socio  las  dos  terceras  partes  del  capital  social  y  de  las  utili- 
dades. 

Considerando  en  cuanto  al  tercer  fundamento,  primero,  que 
si  bien  es  contradictoria  la  prueba  rendida  sobre  el  estado 
mental  de  Godoy  al  tiempo  de  la  celebración  del  contrato  de 
sociedad,  la  aserción  de  Pando  en  su  carta  de  f.  174  vuelta, 
corroborada  por  la  declaración  del  testigo  Fernando  Guzman 
de  f.  136  vuelta,  dá  bastante  mérito  para  juzgar  que  aquel  no 
gozaba  de  la  integridad  de  sus  facultades ;  segundo,  y  final- 
mente teniendo  presente  lo  demás  que  resulta  de  estos  autos 
y  de  los  traidos  ad  effei^tum  videndi ;  —  en  conformidad  á  lo 
dispuesto  en  las  leyes  5%  tít.  10,  part.  5»  y  6%  tít.  16,  Part. 
7^,  declaro  rescindido  el  contrato  de  sociedad  corriente  á 
f.  27,  en  copia  testimoniada,  y  condeno  á  D.  Juan  Antonio 
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Pando  al  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  causados  y 
en  las  costas  de  este  juicio. 

Y  por  cuanto  al  convenio  de  f.  44  entre  los  acreedores  de 
Godoy  y  D.  Juan  Antonio  Pando  puso  final  juicio  de  concurso, 
para  el  que,  según  el  inciso  primero  del  art.  12  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Naciona- 
les^ no  es  competente  este  Juzgado^  las  partes  harán  uso  de 
sus  derechos  á  ese  respecto  donde  corresponda.  Repónganse 
los  sellos,  y  además  los  correspondientes  á  las  fojas  6,  20,  21 , 
á  29,  47,   48  y  53  á  57, 

Franklin  Vülantieva. 

El  apoderado  de  Pando  apeld  y  se  le  concedió  el  recurso 
libreipente. 

Ante  la  Suprema  Corte  sostuvo  aquel  qye  los  herederos 
Godoy  no  pudieron  promover,  ni  proseguir  la  demanda  por 
la  prevención  de  la  instancia,  la  prescripción  de  la  acción, 
y  la  falta  de  esta. 

Por  la  prevención  de  la  instancia,  porque  la  discontinua* 
cion  del  juicio  por  tres  anos,  estingue  la  instancia  volviendo 
las  cosas  al  estado  que  antes  tenían,  con  arreglo  á  la  ley, 
Properandum,  Cód.  tít.  1»,  lib.  3%  ley  9»,  lít.  6%  Part.  6*; 
y  el  presente  juicio  quedó  paralizado  desde  16  de  Agosto  de 
1864  hasta  21  de  Marzo  de  1868. 

Por  la  prescripción  de  la  acción,  porque  la  acción  por 
engaño  se  prescribe  con  el  lapso  de  dos  años  desde  el  en- 
gañó, aunque  la  acción  para  pedir  la  indemnización  de 
los  perjuicios  dure  30  años,  ley  6^,  titulo  16,  Partida 
6^;  y  desde  8  de  Febrero  de  1861  época  del  contrato 
que  se  pretende  viciado  por  el  dolo,  hasta  el  4  de  Julio  de 
1864,  época  de  la  demanda  habian  pasado  mas  de  tres  años, 
habiendo  pasado  mas  de  siete  hasta  la  prosecución  del  pro- 
cedimiento en  Marzo  de  1868,  oon  lo  que  quedó  prescripta 
también  la  acción  por  lesión  que  dura  cuatro  años.  L.  1^, 
tít.  11,  lib.  50,  R.  C. 

Por  la  falta  de  acción,   porque  los  demandantes  la  enta- 
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blaron  como  cesionarios  de  los  derechos  de  la  viuda  de  Go- 
doy,  y  esta  no  la  tenia  ya  á  mérito  del  desistimiento  judicial 
que  hizo  de  la  misma,  y  que  le  fué  aceptado  por  el  Tri- 
bunal. 

Entrando  á  discutir  ^1  fondo  de  la  cuestión  alegd  que  no 
existian  los  vicios  atribuidos  al  contrato  de  8  de  Febrero  de 
1861  por  la  incapacidad  de  Godoy,  el  engaño  hecho  por 
Pando,  y  la  lesión  inferida  por  este  á  su  socio. 

Que  el  hecho  de  estar  iniciada  la  locura  de  Godoy  en  la 
época  del  contrato  no  estaba  probado,  pues  existe  la  prueba 
que  aquella  tuvo  lugar  después;  y  que  la  palabra  c¿oco> 
empleada  por  Pando  en  su  carta  de  16  de  Agosto  de  1861 
indicaba  solo  el  carácter  estravagante  y  exagerado  de  Godoy. 

Que  la  base  única  de  la  .prueba  del  dolo  era  la  cana  de 
14  de  Julio  de  1860^  en  la  que  Pando  prevenía  á  Labourasse 
que  nadie  en  Buenos  Aires,  ni  en  Mendoza  debia  saber  el 
costo  de  la  maquinaria ;  deduciendo  de  esto  los  demandan- 
tes, que  Pando  procuró  hacer  creer  á  Godoy  que  valia 
40,000  j(  bol.,  é  inducirle  á  estipular  para  si  solo  una  tercera 
parte  de  utilidades,  y  que  corraboraba  esta  demostración 
con  negar  que  Pando  le  prestase  los  11,000  ^  bol.  resul- 
tantes de  escritura  pública,  por  la  razón  de  que  Pando  no  los 
tenia,  ni  Godoy  los  necesitaba. 

Que  respecto  de  la  carta  se  habia  dado  una  explicación 
satisfactoria,  como  se  observaba  en  la  misma  sentencia  ape- 
lada; respecto  del  valor  de  la  maquinaria^  resultaba  de  los 
libros  y  cuentas  presentadas  que  era  él  que  Pando  habia  sos* 
tenido ;  y  respecto  del  préstamo,  que  la  verdad  de  estos  re- 
sultaba de  escrituras  públicas,  que  no  se  habia  probado  la 
mala  situación  de  Pando  para  hacerlos,  y  que  lejos  de  probar 
la  locura  de  Godoy  no  se  habia  presentado  el  testimonio  de 
las  casas  donde  se  decia  que  Godoy  teaia  dinero  depositado^ 
agregándose  que  este  no  pudo  integrar  las  cosas  que  debia 
poner  en  sociedad,  ni  pagar  á  los  acreedores  de  la  misma,  y 
sin  embargo  la  sociedad  no  habia  sufrido  pérdidas. 

Que  la  lesión  era  propia  solo  de  los  contratos   de  venta^ 


DE   JUSTICIA   NACIONAL.  257 

rentas,  cambio»  ú  otros  semejantes,  y  no  de  los  de  so- 
ciedad, en  los  que  generalmente  no  es  la  cosa  que  se  dá  y 
recibe,  la  causa  impulsiva,  sino  las  circunstancias  y  cualida- 
des personjiles  de  los  contrayentes. 

Que  aunque  lo  fuera^  no  existiría  en  el  caso. 

Que  en  electo,  con  tal  que  las  ganancias  y  pérdidas  sean 
comunes,  la  ley  4^,  tit.  10,  Part.  3^,  deja  amplia  libertad  para 
su  distribución ;  y  por  consiguiente,  aun  en  el  caso  que  hu- 
biera habido  desproporción  entre  el  capital  puesto  por  Pando 
y  la  parte  de  utilidades  estipuladas  en  su  favor,  el  contrato 
á  este  respecto  seria  inatacable. 

Que  sin  embargo,  era  de  observarse,  que  á  mas  de  poner 
capital,  Pando  tenia  que  ser  el  director  de  la  sociedad,  lo  que 
debia  darle  derecho  á  percibir  mayores  lucros. 

Que  por  consiguiente,  no  hubo  lesión  en  cuanto  á  la  dis-^ 
tribucion  de  ganancias  y  pérdidas. 

Que  no  la  hubo  tampoco  en  cuanto  á  la  división  del  fondo 
social,  pues  ni  los  demandantes  habian  probado  que  el  valor 
introducido  por  Pando  en  la  sociedad,  que  es  la  base  para 
medir  la  lesión,  no  excedia  los  6,000^  bol ;  ni  se  introdu- 
jeron en  la  sociedad  cosas  estimadas,  lo  que  impedia  la 
entrada  de  la  acción  de  lesión,  que  se  funda  en  la  estimación 
de  las  cosas ;  ni  lo  que  como  fondo  social  debia  dividirse 
consistia  solo  en  el  capital  originariamente  introducido,  sino 
también  con  los  útiles  y  mejoras  que  se  hacian  con  la  tercera 
parte  de  las  ganancias  de  cada  socio,  y  por  consiguiente  con 
valore<i  que  pertenecian  á  Pando  por  dos  terceras  partes,  y  á 
Godoy  solo  por  un  tercio ;  ni  Godoy,  supuesto  el  valor  de 
51,000  j(  bol.,  que  los  demandantes  decían  haber  introducido 
aquel,  lo  habia  introducido  efectivamente,  porque  Pando  le  pres- 
tó 11,000  4  b3l.,quo  nunca  le  fueron  devueltos,  y  pagó  10,800  ¿( 
bol.  por  las  reparaciones  que  Godoy  debia  costear. 

Que  por  consiguiente  el  valor  introducido  por  Godoy  que- 
daba reducido  á  29,200^  bol.,  y  él  de  Pando,  avaluando  el 
costo  de  5,640^  bol.,  y  aumentándolo  de  10,596^  bol.  por 
otros  valores  puestos  por  Pando  según   el   décimo   conside- 

T.  VII  18, 
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rando  de  la  senteocia  apelada,  de  11^000^  bol.  prestados,  y 
10,800  ^  bol.  por  reparaciones  ascendía  á  38,045  ^  bol.,  sin 
contar  100  chanchos,  y  20  carneros  finos  que  también  había 
introducido  á  la  sociedad;  v  que  esto  destruía  toda  idea  de 
lesión. 

Observó  que  en  el  supuesto  de  la  lesión,  el  Juez  de  1^  Instan- 
cia no  pudo  ordenar  pura  y  absolutoriamente  la  rescisión,  sino 
esta  ó  la  repartición  ,del  fondo  social,  en  la  proporción  del 
aporte  de  cada  socio,  á  elección  de  Pando,  pues  el  carácter 
de  la  acción  rescisoria  es  alternativo. 

Que  tampoco  podía  declararse  la  reseisiou  bajo  el  aspecto 
del  dolo,  apli  ando  las  leyes  5«,  tít.  10,  Pan.  5%  y  6«,  tít.  17, 
P.  7^,  porque  la  primera  trata  de  la  sociedad  pendiente,  y 
no  de  la  estinguida,  y  la  segunda  de  tf^ndemnizacion  de 
perjuicios,  después  de  los  dos  años,  que  consistiría  en  este 
caso  en  reformar  la  operación  de  la  división  del  fondo  social, 
pues  el  perjuicio  consistía  en  la  desproporción. 

Que  además  el  dolo  en  la  división  del  fondo  social,  seria 
incidente,  y  causaría  nulidad,  y  por  eso  el  Juez  no  habría 
podido  sino  reformar  la  cláusula  afectada  por  el  dolo  en  los 
términos  en  que  se  habría  estipulado^  sí  este  no  existiera; 
que  .Godoy  había  consentido  espresamente  en  la  cláusula,  y 
no  se  podría  decir  que  había  sufrido  perjuicio,,  según  las 
reglas  25,  tít.  34,  Part.  7*  y  27  y  145  Dig.  de  reg.  juris  ; 
y  finalmente  que  la  acción  á  la  reforma  de  la  cláusula  había 
sido  renunciada  por  la  viuda,  y  no  podía  volverse  á  intentar,  * 
según  la  ley  83,  §  5°,  Dig.  de  verbor  obligaL 

Conferido  traslado,  el  representante  de  los  herederos  de 
Godoy  contestó,  que  la  paralización  del  pleito  fué  por  culpa 
de  los  jueces ;  que  supone  el  común  acuerdo  de  las  partes, 
las  que  al  continuarlo  lo  hacen  saber  á  la  contraparte ;  y  qiie 
las  leyes  citadas  por  Pando  son  dictadas  en  el  interés  de 
concluir  los  pleitos,  y  Pando  pretendía  aplicarlas  para  que 
estos  volvieran  á  empezar. 

Que  el  dolo  fué  la  causa  impulsiva  del    contrato^  porque 
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Pando  hizo  entender  á  Godoy  que  el  valor  de  las  maquinarias 
excedía  al  que  Godoy  ponia  en  la   sociedad. 

Que  la  explicación  de  Pando  sobre  la  ocultación  del  costo « 
de  la  maquinaria  era  inaceptable,  porque   el  mejor  modo  de 
evitar  competencias  era  publicar  su  costo,   si  realmente  hu- 
biese sido  tan  crecido. 

En  Mendoza^  donde  los  capitales  son  reducidos,  nadie  se 
habría  lanzado  en  una  empresa  tan  costosa. 

Que  á  mas  de  encubrir  con  el  misterio  la  enorme  y  dolosa 
desigualdad  en  el  contrato,  Pando  trató  ocultar  también  que 
en  realidad  no  introducía  nada  en  la  sociedad,  porque  las 
máquinas  fueron  pagadas  con  los  6,000  ^  bol.  que  arrancó 
á  Godoy. 

Que  así  Pando  sin  introducir  un  solo  peso  se  apoderó  de 
los  dos  tercios  de  la  fortuna  de  Godoy,  y  mas  tarde  de  toda 
ella. 

Que  la  locura  de  Godoy  se  habia  probado  con  la  declara- 
ción de  varios  testigos,  con  la  del  mismo  Pando,  y  con  el 
contrato  de  sociedad,  que  solo  un  loco  pudo  suscribir. 

Que  la  lesión  puede  tener  lugar  en  todos  los  contratos 
que  reconocen  por  base  la  buena  fá,  y  mucho  roas  en  el 
presente  negocio,  donde  hubo  una  verdadera  venta. 

Que  Pando  compró  las  dos  terceras  partes  de  los  bienes 
de  Godoy  con  nada,  y  las  observaciones  sobre  la  importancia 
personal  de  un  socio  pueden  justificar  la  adjudicación  de 
mayor  parte  de  utilidades,  pero  no  la  adquisición  del  capital 
del  otro  socio. 

Que  Pando  sin  haber  introducido  nada,  y  sin  haber  admi- 
nistrado, porque  se  hacia  representar  por  otro,  pagado  por 
Godoy,  se  atribuyó  en  el  contrato  dos  terceras  partes  de  uti- 
lidades, lo  que  era  en  sumo  grado  lesivo. 

Que  no  podia  restablecerse  el  equilibrio  con  las  pérdidas, 
porque  los  bienes  de  Godoy  no  fueron  introducidos  en  la 
sociedad  estimados,  y  valiesen  mas,  ó  valiesen  menos,  siem- 
pre Pando  se  hacia  dueño  de  dos  terceras  partes  del  pro- 
ducto, así  como  de  los  mismos  bienes. 
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Que  si  la  tercera  parte  de  los  beneficios  se  acumulaba  par» 
et  fomento  del  negocio,  esto  no  alteraba  las  condiciones 
(eoninas  del  contrato,  pues  de  esa  tercera  parte  que  propia- 
mente correspondía  á'Godoy,  Pando  continuaba  á  apropiarse 
ios  dos  tercios,   como  de  lo  demás. 

Que  no  existió  el  préstamo  de  11  ^000^  bol  ,  y  aunque 
hubiese  existido,  este  no  disminuia  el  capital  de  Godoy,  por- 
que este  hipotecó  en  garantía  la  tercera  parte  de  los  bienos 
que  Pando  le  habia  dejado. 

Que  suponiendo  ann  la  existencia  de  las  reparaciones,  el 
valor  de  estas  importariai  otro  crédito  contra  Godoy,  pero  no 
disminuiría  el  capital  aportad  >  por  el  mismo. 

Que  era  inadmisible  lo  que  hacia  Pando,  de  aumentar  á  st» 
capital  las  partidas  de  11,000  ^  bol.  y  10,800^  bol.,  á  la 
vez  que  los  disminuia  al  de  Godoy. 

Que  la  personería  y  acción  propia  de  los  demandantes  ha- 
bia quedado  reconocida  y  ejecutoriada,  tanto  porque  los  Tri- 
bunales no  hicieron  lugar  al  desglose  del  escrito  de  demanda 
de  la  viuda  de  Godoy,  como  porque  Pando  contestó  la  de- 
manda,  y  siguió  el  pleito  hasta   apelar  sin   desconocerla. 

Que  la  sentencia  apelada  no  habia  juzgado  solo  bajo  I» 
influencia  de  la  lesión,  sino  también  bajo  la  del  dolo. 

Que  en  el  caso  del  dolo  la  rescisión  era  la  justicia,  y  los 
heredero»  de  Godoy  debían  volver  á  tomar  los  bienes  arre- 
batados por  una  serie  de  maquinaciones  inicuas,  entre  las^ 
que  figuraba  la  cesión  de  bienns  que  firmó  Godoy  cuando 
habia  perdido  su  razón,  la  que  fué  seguida  por  la  transac- 
ción de  Pando  con  los  acreedores. 


Fallo  de   la  Suprema    Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  i"  de  1869. 

Vistos  y  considerando  :  que  no  se  ha  probado  que  don  Ramo» 
José  Godoy,  al  tiempo  de  celebrar  con  don  Juan  Antonio 
Pando,  el  contrato  de  sociedad  de  foja  veinte  y  siete  se  luí- 
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ilaa^  eo  estado  de  densencia,  ó  que  de  tal  manera  se  hubiesen 
debilitado  sus  facultades  mentales  que  no  pudiera  obligarse 
validamente ;  porque  si  bien  se  han  producido  por  los  de- 
mandantes tres  testigos,  que  dan  razón  de  sus  dichos,  citan* 
do  los  hechos  en  que  fundan  el  juicio  que  formaron  de  la 
perturbación  mental  de  Godoy  en  la  época  á  que  vagamente 
se  refieren,  esos  hechos  pueden  haber  sido  orijinados  por 
otras  causas  que  la  demencia,  y  ser  ellos  transitoriso^  do 
aseverándose  por  estos  testigos  que  esa  perturbación  exis- 
tiera al  tiempo  del  contrato  ó  fuera  habitual  en  Godoy 
cuando  lo  estipuló  :  que  aunque  además  se  han  presen* 
tado  otros  testigos  con  el  mismo  fin,  estos  ó  ignoran  la 
demencia,  ó  la  oyeron  decir  á  personas  que  no  nombran,  ó 
no  dan  razón  de  su  credulidad,  y  estos  testimonios  no  hacen 
prueba,  según  las  leyes  veinte  y  ocho  y  veinte  y  nueve, 
título  diez  y  seis.  Partida  tercera,  que  niegan  todo  crédito  á 
los  segundos  y  á  los  últimos;  que  la  carta  escrita  algunos 
meses  después  del  contrato  de  sociedad,  por  Pando  á  Labou- 
rasse  diciéndole  que  no  dé  importancia  á  las  sandeces  de 
Godoy  porque  es  un  pobre  loco  que  debe  compadecerse, 
tampoco  puede  tomarse  comp  una  confesión  de  su  demen- 
cia entonces  ;  y  porque  siendo  la  intención  de  Pando  calmar 
al  administrador  que  lo  suplia  en  su  ausencia,  y  disponerlo 
á  ser  indulgente  con  su  socio^  es  presumible  que  emplease 
alguna  eiajeracion,  y  cualquiera  impertinencia  ó  extravagan- 
cia de  Godoy  justificaría  la  clasificación  de  loco,  que  no 
siempre  se  usa  en  casos  semejantes  en  su  rigoroso  sentido ; 
siendo  de  notarse  además  que  la  sociedad  se  celebró  antes 
del  terremoto  de  Mendoza,  que  debió  producir  una  fuerte 
impresión  eu  su  espíritu,  y  la  carta  se  escribió  después. 

Considerando  que  existen  en  los  autos  pruebas  que  corro- 
boran la  presunción  legal  de  la  sanidad  mental  de  Godoy  en 
la  época  en  que  se  pretende  que  estaba  demente,  cuales  son : 
primera,  diez  testigos  presentados  por  Don  Antonio  Drizar 
Garfias,  apoderado  de  Pando,  que  dicen  no  haber  notada 
ningún  desarreglo  de  su  inteligencia,  aunque  tuvieron  ocasión 


S62        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

de  observarlo;  segunda f  el  valor  que  los  mismos  demandan- 
tes  pretenden  dar  al  jnicio  que,  desmentía  al  mismo  Godoy 
sobre  la  mala  fé  de    Pando,  y  sobre  ^os   perjuicios  que  le 
infería  el  contrato  de  sociedad ;  tercera^  las  obligaciones  qne 
contrató  á  favor  de  otras  personas,  y  qbe  se  han  tenido  por 
válidas;  cuarta^  la  conducta  observada  por   su  familia  que 
no  solicitó  ponerlo  bajo  la  custodia  y  protección  de  nn  cu-' 
rador,  no  solamente  para  reclamar  los  perjuicios  del  contrato 
con  Pando,  que  se  dice  eran  conocidos  del   público  dejüfen- 
doza^  sino  para  impedir  que  continuase  tratando  y  contratan- 
do como  si  estuviera  en  su  sano  juicio,  é  imponiéndose  otros 
gravámenes»;  quinta^  la  circunstancia  de  haber  autorizado  la 
escritura  de  deuda  por  seis  mik  pesos  bolivianos  en  favor  de 
Don  Fernando   Urízar    Garfias,    el  escribano  Don    Francisco 
Mayorga,   hermano  político  de  Godoy  y  uno  de  los  deman- 
dantes,   quien  no   puede  suponerse  se  prestase  á  intervenir 
en  ese  acto  si  Godqy  hubiera  astado  demente,  faltando  á  los 
deberes  de  su  oficio,   á  los  del' parentesco,   y  perjudicando  á 
su  esposa,  que  en  un   testamento  público   era  nombrada  he- 
redera por  su  hermano ;  «e^to,  el   hecho  de  haber  compare- 
cido ante  el  Juez  de   Letras,  pojr  si  mismo,  primero  á  pedir 
moratorias,    y   después  á  hacer  cesión  de  bienes,  la  que  le 
fué  aceptada,  sin  la  intervención  de  curador,  lo   que  prueba 
que  fué  reputado  en   su  sano  juicio  por. el  Juez  y  por  sus 
acreedores,  entre  los  cuales  se  contaba  su  esposa  Doña  Ra- 
mona Correa^  que  posteriormente  para  obtener  la  venia  ju- 
dicial á  fin  de  jestionar  por  sí  sus  derechos,  alegó  no  la  de- 
mencia,   sino  la  ausencia  de  su   marido;    y  el   Doctor  Don 
Juan  Palma  que  no  podía  ignorar  la  incapacidad  de  un  de- 
mente para  ceder  sus  bienes ;  séptima^  la  positiva  declaración 
qne  hace  la  misma  señora  doña  Ramona  al  desistir  de  la  de- 
manda que  á  su  nombre  entabló  Don    Felipe   Correa  contra 
Pando  para  que  se  declarase  la  nulidad  del  contrato  de  so- 
ciedad celebrado  por  Godoy  en  estado  de  demencia,  negando 
la  verdad  de  los  fundamentos   ;  de  los   conceptos   injuriosos 
á  Pando  consignados  en  ese  escrito  ;   octava,  el  silencio  de 
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Don  Juan  Clímaco  Godoy,  hermano  de  Don  Ramón,  cuando 
este  hizo  la  cesión  de  bienes,  y  cuando  los  acreedores  en 
virtud  de  ella  negociaron  su  arreglo  con  Pando,  no  obstante 
que  en  el  poder  que  ^conGere  á  Don  Felipe  Correa ;  y  corre 
á  foja  sesenta  y  tres,  dice  que  era  uno  de  los  acreedores,  y 
que  sus  iderechos  fueron  perjudicados;  de  todo  lo  cual  re- 
sulta que  Don  Ramón  José  Godoy  debe  reputarse  en  su  sano 
juicio  al  tiempo  de  celebrar  el  contrato  de  sociedad  con 
Pand<^,  y  cuando  hizo  á  foja  veinte  y  cinco  simple  cesión  de 
bienes  á  sus  acreedores. 

Considerando  que  la  simple  cesión  voluntaria,  hecha  por 
persona  hábil  para  contratar,  y  aceptada  por  los  acreedores, 
trasfiere  á  estos  la  propiedad^ de  los  bienes  del  fallido;  que 
los  demandantes  no  alegan  que  en  esta  cesión  hubiera  un 
vicio  que  la  invalide;  pues  se  limitan  á  impugnar  la  transac- 
ción de  los  acreedores  con  Pando,  para  lo  cual  carecen  de 
personería ;  que  subsistiendo  la  cesión,  como  subsiste,  en 
toda  su  fuerza  pues  ninguna  gestión  se  ha  entablado  para 
revocarla,  no  puede  reconocérseles  derecho  á  los  bienes  que 
fueron  de  Godoy,  y  pasaron  al  dominio  de  sus  acreedores 
antes  de  su  fallecimiento  en  virtud  de  aquel  acto;  que,  por 
consiguiente,  al  concurso  cesionario  de  todos  los  bienes,  ac- 
ciones y  derechos  de  Godoy,  y  perjudicado  en  sus  créditos 
que  no  se  alcanzaron  á  cubrir  integramente,  era  á  quien  solo 
correspondia  examinar  las  bases  de  la  sociedad  con  Pando, 
reclamar  del  dolo  ó  lesión  sí  la  hubo  en  el  contrato,  con 
donar  ó  transijir  sus  acciones  consultando  sa  propia  conve^ 
niencia,  y  el  título  de  propiedad  que  dio  á  Pando  por  una 
suma  convenida  de  buena  fé,  no  puede  ser  combatido  por 
terceros  sin  poderes,   ni  autorización  suya. 

Considerando  además,  que,  el  mismo  Godoy  al  solicitar 
moratorias  de  sus  acreedores,  y  en  su  escrito  de  foja  seis  para 
que  se  cite  á  Pando  ausente  en  Chile,  designó  e!  oríjen  de  su 
quiebra,  atribuyátidola  al  terremoto  de  veinte  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  uno,  y  á  los  cuantiosos  gastos  que  mal 
aconsejado  hizo  en  la  empresa  dirijida  por  Kunowski  anterior  á 
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la  soeiedad  cotí  Pando,  agregando  que  esla  (ué  celebrada  bsgo 
condiciones  equitativas  y  convenientes  á  sus  intereses,  que  este 
testimonio  confirmado  por  el  de  su  viuda  doña  Ramona  Correas 
á  foja  setenta  y  siete  donde  declara  que  Pando  no  solo  no 
labró  la  mida  de  Godoy,  sino  que  en  todos  los  actos  de  su 
sociedad  procedió  con  la  benignidad  y  honradez  de  un  ca- 
ballero; y  á  foja  setenta  y  nueve,  que  ella  debe  agradeci- 
miento á  Pando,  no  se  destruye  por  las  aseveraciones  de 
diez  individuos  que  sin  haber  tenido  ocasión  de  instruirse  de 
la  verdadera  situación  de  los  negocios  de  Godoy,  y  juzgando 
por  las  apariencias  le  suponen  una  considerable  fortuna  al 
tiempo  de  asociarse  á  Pando,  y  atribuyen  su  atrazo  á  este 
contrato  sin  mas  razón  que  porque  así  lo  creisn,  y  porque, 
así,  dicen,  lo  oyeron  afirmar  á  Godoy  á  quien  sin  embargo, 
consideraban  demente  entonces  los  mas  de  ellos;  que  las 
cartas  escritas  meses  después  por  Pando  desde  Chile  descri- 
biendo el  mal  estado  en  que  encontró  aquella  plaza,  la  pa- 
ralización general  de  todos  los  negocios,  y  las  dificultades 
que,  como  los  demás  negociantes,  esperimentaba  por  aquellas 
cansas  para  llenar  sus  compromisos,  añadiendo  que  sin  em- 
bargo tenia  ya  reunidos  fondos  para  pagar  una  deuda  consi- 
derable, y  esperaba,  poder  satisfacer  oportunamente  las  demás 
y  las  del  mismo  Godoy,  pues  aquellos  negocios  le  dejaron 
una  utilidad,  prueban  lo  contrario  de  lio  que  se  pretende, 
queriendo  deducir  de  ellas  que  se  hallaba  fallido  cuando  ce- 
lebró la  sociedad,  y  en  imposibilidad  de  concurrir  con  sus 
fondos  á  la  formación  del  capital,  como  de  prestar  á  Godoy 
los  diez  y  siete  mil  pesos  bolivianos,  de  que  se  reconoció 
deudor  en  escrituras  públicas,  y  fehacientes  de  lo  que  es- 
presan. 

Considerando  que  aunque  se  dé  crédito  á  la  factura  que 
corre  en  autos  respectivamente  al  costo  de  las  maquinarias, 
hay  que  agregarles  los  gastos  de  viaje  y  permanencia  en 
Francia  del  encargado  de  contratar  su  construcción,  fletes, 
comisiones  y  seguros  basta  ponerlas  en  el  lugar  elejido  para 
colocarles,  y  los  gastos  de  su  colocación   que  Pando  tomó  á 
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SU  cargo  por  el  contrato  de  sociedad^  cuyo  monto  no  consla; 
como  no  consta  el  valor  de  la  construcción  de  la  bodega  y 
ediOcio  que  Godoy  se  comprometió  á  pagar,  no  pudiendo 
aceptarse  la  estimación  de  personas  imperitas  ó  los  cálculos 
de  testigos  desacordes,  y  menos  respecto  de  las  construccio- 
nes por  cuenta  de  Godoy  el  valor  que  le  atribuyen  los  de- 
mandantes, solo  porque  no  parece  exhorbitante  comparado 
con  el  que  el  apoderado  de  Pando  daba  á  las  reparaciones 
que  este  hizo  después  del  terremoto,  no  obstante  que  al  fin 
quedó  reducido  el  costo  á  menos  de  la  mitad;  es  decir  que 
se  alteró  la  base  del  cálculo;  que  conste  que  Godoy  no  te- 
nia inteligencia  en  los  negocios  que  debia  emprender  la  so- 
ciedad, y  que  Pando  la  tenia;  que  este  debia  administrar  el 
establecimiento,  y  dirijir  la  colocación  de  la  maquinaria ;  que 
la  inteligencia  y  el  trabajo  son  una  verdadera  riqueza  que 
puede  ser  puesta  como  capital  social ;  que  el  hecho  de  que 
Pando  pusiera  un  administrador  durante  su  ausencia,  no  des- 
virtúa el  mérito  de  su  intervención,  inteligente  en  el  negocio; 
pues  ese  administrador  recibia  sus  instrucciones,  como  lo 
manifiestan  las  cartas  que  corren  en  autos^  y  estaba  bajo  su 
vijilancia  y  censura;  que  la  igualdad  en  el  reparto  de  las 
ganancias  y  pérdidas  no  es  exijida  por  ninguna  ley^  sino 
cuando  los  socios  se  han  librado  al  juicio  de  un  tercero,  ó 
cuando  nada  han  estipulado,  quedándoles  la  libertad  de  cal- 
cular sus  conveniencias,  guardando  la  buena  íé  requerida  en 
todos  los  contratos  y  absteniéndose  del  pacto  llamado  leo- 
nino ;  que  por  consiguiente,  en  el  presente  caso,  en  que  no 
se  puede  conocer  con  exactitud,  ni  aun  aproximadamente,  la 
parte  que  en  el  capital  social  puso  cada  socio,  y  menos  fi- 
jarse un  valor  al  trabajo,  y  á  la  inteligencia  de  Pando  para 
hacer  productivo  el  negocio  que  iba  á  emprenderse,  no  se- 
ria justo  anular  6  rescindir  la  sociedad  porque  no  se  en- 
cuentre en  sus  bases  consultados  los  intereses  de  Godoy  tan 
equitativamente  como  él  lo  juzgó,  siendo  libre  para  disponer 
de  sus  bienes,  según  hallase  conveniente,  y  no  debiendo 
cuenta  á  sus  colaterales  del  uso  que  hiciera  de  ellos. 

T.  Yll  19 
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Considerando,  que  aunque  se  dice  que  Pando  engañó  á 
Godoy  haciéndole  creer  que  la  maquinaria  costaba  en  Francia 
cuarenta  mil  pesos  bolivianos,  no  existe  en  autos  ]a  prueba 
de  ese  engaño ;  pues  en  el  contrato  no  se  le  asigna  ningún 
valor,  figurando  los  capitales  en  especie  sin  avaluación,  y 
pudiendo  darse  otra  significación  diferente  de  la  que  se  ha 
pretendido,  tanto  á  la  prevención  que  hizo  Pando  á  Labou- 
rasse  de  no  revelar  el  precio  de  las  máquinas,  como  á  las 
aseveraciones  que,  diceti  algunos  testigos,  oyeran  á  Godoy, 
fijándole  igual  valor;  lo  que  puede  entenderse  no  en  el  sen* 
lido  de  creerlo  él  así,  sino  en  el  de  que,  de  acuerdo  con  su 
socio,  se  proponía  por  este  medio  apartar  á  otros  del  intento 
de  emprender  el  mismo  negocio,  ó  que  lo  decia  impulsado 
por  algún  otro  motivo;  pues  no  es  este  un  antecedente  del 
que  se  pueda  deducir  precisa  y  necesariamente  el  engaño ;  y 
últimamente  que  el  juicio  que  formaron  del  contrato  los  acree- 
dores del  concurso,  después  de  practicar  diligencias  conve- 
nientes para  salvar  sus  intereses,  y  que  no  vieron  ni  lesión, 
ni  engaño,  pues  de  lo  contrario  no  puede  suponei-se  que 
aceptaran  la  transacción  de  Pando,  bastaría  para  desvanecer 
cualquiera  presunción,  aun  deducida  de  hechos  mejor  estable- 
cidos que  los  que  alegan  los  demandantes ;  por  estos  funda- 
mentos, y  de  conformidad  con  la  ley  primera,  título  catorce 
Partida  tercera,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  quinientos  y 
dos,  y  se  absuelve  á  Don  José  Antonio  Pando  de  ¿la  demanda, 
imponiéndose  á  los  demandantes  perpetuo  silencio  respecto 
de  ella;  y  devolviéndose  satisfechas  que  sean  las  costas  y 
repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras  —  Salvador 
María  del  Carril  —  Francisco  Del- 
gado—  José  Barros  Pazos  — Benito 
Carrasco. 
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CAUSA    liVl. 


D.  Marciano  Molina  y  C«  contra  B.   D.  Marión^ 
por  devohicion  (le  importe  de  fletes. 


Sumario.  —  1^  Es  un  principio  de  derecho  internacional 
que  los  Tribunales  de  un  Estado  solo  ejercen  jurisdicción 
rectamente  sobre  las  personas  y  cosas  que  se  encuentran  en 
su  territorio. 

2^  Este  principio  comprende  tanto  el  conocimiento  de  las 
contestaciones  sobre  el  derecho  á  los  bienes,  como  las  pro^ 
videncias  conservatorias  para  asegurar  el  resultado  de  juicios 
que  debatí  promoverse  ante  Tribunales  estrangeros* 


Caso.  —  D.  Marciano  Molina  y  C^  demandaron  ante  el  Juez 
de  Sección  de  Buenos  Aires  á  Don  D.  B.  Marión,  pro- 
pietario del  vapor  nacional  a  Sarmiento :» ,  la  devolución  de 
5,217  ^  14  cts.  que  le  hablan  adelantado  á  cuenta  de  fletes, 
que  no  se  devengaron  porque  el  buque  se  habia  inutilizado 
al  emprender  el  viaje. 

En  un  otrosí  pidieron  se  librase  despacho  rogatorio  al  Juez 
de  Comercio  de  Montevideo  para  que  hiciera  notificar  la 
demanda  á  Marton,  y  para  que  se  sirviese  ordenar  el  em- 
bargo provisorio  del  vapor  hasta   el  pago  de  la  deuda. 

Posteriormente  los  demandantes  espusieron  que  el  buque 
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ya  habia  sido  vendido,  que  había  cambiado  de  nombre  y  que 
estaba  recibiendo  carga  para  emprender  un  viaje  con  el  que 
quedarían  defraudados  sus  derechos;  y  que  siendo  privile- 
giado su  crédito,  pedian  se  librase  el  exhorto  para  que  se  le 
impidiera  la  salida,  y  se  intimase  al  comprador  que  no  abo- 
nase el  precio  á  Marton,  hasta  que  no  pagase  la  suma  de- 
mandada. 


FaIIo  del  Jíues  de  Seeeion» 


Buenos  Aires,  Marzo  10  de  1869. 

Deduciéndose  la  acción  entablada  contra  el  antiguo  vapor 
c  Sarmiento  »  ó  sus  propietarios  actuales,  y  no  encontrándose 
aquel  ni  estos  en  esta  jurisdicción,  ocurra  donde  corres- 
ponda. 

Zavaleta. 

Apelado  este  auto  por  los  demandantes,    fué   confirmado  ' 
por  el  siguiente 


FaUo  de  Im  Suprenuí  Corte. 


Buenos  Aires,  Junio  5  de  1869. 

Vistos^  y  considerando,  que  es  un  principio  de  derecho  in- 
ternacional que  los  Tribunales  de  un  Estado  solo  ejercen 
jurisdicción  rectamente  sobre  las  personas  y  cosas  que  se 
encuentran  en  su  territorio ;  porque  fuera  de  él  carecen  de 
poder  para  hacer  cumplir  sus  decisiones :  extra  territorium 
jus  diceníi  impune  non  paretur ;  y  que  este  principio  com- 
prende tanto  al  conocimiento  de  las  contestaciones  sobre  el 
derecho  á  los  bienes  mismos,  como  las  providencias  conser- 
vatorias para  asegurar  el  resultado  de  juicios  qne  deben  pro- 
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moverse  ante  tribunales  eslranjeros ;  por  estos  y  por  sus 
fandamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta, 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
M.  DEL  Carril.— Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos.  —  Benito  Car- 
rasgo. 


CAUSA     EiVlI. 


D.    Enriqtte  Sinclair  é  hijo    por   la  sociedad  de    Prácticos 

Lemanes  contra  D.  Enrique  Park^  D.  Carlos  Ninxburker  y 

D.  Samuel  A.  Hartridge^  por  falta   de  cumplimiento 

á  un  contrato  de  sociedad. 


Sumario,  —  Para  que  un  contrato  de  sociedad  se  haga  obli- 
gatorio á  los  socios  entre  si  en  lo  futuro,  es  necesario  que 
sea  registrado^ 


Caso.  —  Treinta  y  dos  prácticos  lemanes  y  del  Rio  de  la 
Plata  formaron  una  sociedad  en  Buenos  Aires,  para  trabajar 
juntos  y  por  partes  iguales  de  ganancias,  nombrando  agente 
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á  D.  Herald  Heckel,  comprometiéndose  á  que  el  que  dejase 
la  sociedad  para  trabajar  por  su  propia  cuenta,  perdería  su 
patente,  todo  derecho  de  trabajar  en  el  Rio  de  la  Plata,  y 
todo  el  interés  que  tuviese  en  la  sociedad,  la  qué  debia 
empezar  á  ser  obligatoria  para  todos  el  dia  V  de  Abril  de 
1868. 

En  5  de  Octubre  del  mismo  año,  D.  Enrique  Sinclair  é 
hijo,  titulándose  agente  de  la  sociedad,  demandó  ante  el  Juez 
de  Sección  en  Buenos  Aires  á  los  firmantes  del  contrato 
Enrique  Park,  Carlos  Ninxburker  y  Samuel  A.  Hartridge,  di- 
ciendo que  hablan  faltado  á  su  compromiso,  ocupándose  en 
trabajos  que  exclusivamente  tomaban  para  si,  por  lo  que 
pedia  se  los  obligase  á  trabajar  por  cuenta  de  la  sociedad  y 
con  intervención  del  agente. 

Habiendo  los  demandados  desconocido  la  personería  de 
Sinclair^  este  acompañó  un  diario  en  que  habia  un  aviso  de 
la  sociedad  haciendo  saber  que  se  habia  nombrado  gerente  á 
Sinclair  é  hijo,  diciendo  que  si  esto  no  era  bastante  ofrecia 
la  caución  necesaria. 

Corrido  traslado,  los  demandados  dijeron  no  formar  parte 
de  la  sociedad  de  que  era  agente  Sinclair  —  Que  la  Compañía 
á  que  ellos  pertenecieron  y  de  que  fué  gerente  el  Sr.  Heckel, 
fué  disuelta  el  dia  15  de  Setiembre  por  la  renuncia  del  ge- 
rente, que  no  sostituyó  ni  pudo  sosiituir  en  Sinclair  su 
cometido  puesto  que  por  el  contrato  no  tenia  facultad  para 
ello  —  Que  si  después  algunos  socios  se  reunieron  y  nom- 
braron á  Sinclair,  ellos,  que  no  hablan  firmado,  no  estaban 
obligados  á  respetar  lo  pactado  por  los  otros. 

Pidieron   se  rechazara   la  demanda   con  costas. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  sobre  los  puntos 
siguientes : 

I*'  Si  la  sociedad  de  Prácticos  lemanes  fué  disuelta  de 
común  acuerdo,  el  15  de  Setiembre. 

^^  Si  Sinclair  é  hijo  fué  nombrado  gerente  de  la  socie- 
dad, por  el  consentimiento  de  todos  los  socios  que  suscri- 
ben el  contrato  ó  por  una  parte  de  ellos. 
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Sinclair  probó  que  23  de  los  socios,  entre  los  que  no 
aparecen  los  demandados,  lo  habían  nombrado  agente,  de- 
biendo el  contrato  empezar  á  tener  efecto  el  dja  15  de  Se- 
tiembre por  5  años,  y  que  la  sociedad  primitiva  no  se  habia 
disuelto,  según  entendían  los  23  firmantes. 


FaUo  del    Juez  de  Seeeion* 


Buenos  Aires,  Marzo  31  de  1869. 

Y  vistos :  en  la  demanda  entablada  por  D.  Enrique  Sinclair 
é  bijo,  como  agente  de  la  sociedad  de  Prácticos  Lemanes 
contra  los  prácticos  D.  Enrique  Park,  D.  Carlos  Ninxburker 
y  D.  Samuel  A.  Hartridge,  por  falta  de  cumplimiento  á  lo 
estatuido  por  la  sociedad  ó  sea  al  contrato  social,  resulta  lo 
siguiente : 

1^  El  demandante  acompañando  el  contrato  de  sociedad  á 
fojas  1^  y  2%  y  que  está  firmado  por  los  demandados,  y 
exponiendo  que  estos  demandados  han  trabajado  por  su  propia 
cuenta,  pide  que  con  arreglo  al  art.  5^  del  contrato,  se  les 
impida  continuar  trabajando  como  prácticos  particularmente, 
debiendo  hacerlo  bajo  la  dependencia  y  vigilancia  de  la  so- 
ciedad con  arreglo  al  contrato. 

2^^  Los  demandados  piden  el  rechazo  de  la  demanda  con 
costas  al  demandante,  fundándose  en  que  la  sociedad  de 
que  formaron  parte,  y  cuyo  gerente  lo  era  el  Sr.  Heckel,  quedó 
disuelta  desde  el  15  de  Setiembre  de  1868;  que  dicho  ge- 
rente ni  sostituyó  ni  pudo  sostítuir  en  Sinclair  su  cometido, 
puesto  que  no  teni^  autorización,  y  que  si  algunos  de  los 
miembros  de  la  estinguida  Compañía  nombraron  su  agente 
á  Sinclair,  no  están  obligados  los  que  componian  aquella,  á 
respetar  lo  pactado  en  un  contrato  que  habia  espirado  ya 
con  anterioridad. 

3»  Que  recibida  la   causa  á  prueba  á  fiu  de  acreditar  si 
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la  sociedad  fué  disaelta  y  si  Sinclair  é  hijo  fueron  nombra- 
dos gerentes  por  el  consentimiento  de  todos  los  socios  que 
suscriben  la  contrata  de  f.  1  y  2  ó  por  una  parte  de  ellos,  y 
quienes  sean  estos,  se  ha  producido  la  que  corre  de  fojas 
áf..... 

Y  considerando,  que  es  verdad  que  los  demandados  como 
lo  han  reconocido  al  contestar  la  demanda,  firmaron  el  do- 
cumento de  f.  1^,  formando  por  este  hecho  el  compromiso 
de  someterse  á  lo  pactado  en  dicho  documento  y  por  conse* 
cuencia  á  lo  establecido  en  el  art.  b^  con  arreglo  al  cual 
no  podian  trabajar  por  su  propia  cuenta  como  prácticos  en 
el  Rio  de  la  Plata. 

2^  Que  sosteniéndose  sin  embargo  por  los  demandados 
que  dicho  documento  carece  de  toda  fuerza  legal,  en  virtud 
de  haberse  disuelto  la  sociedad,  la  cuestión  á  resolver  es  si 
este  hecho   es  ó  no  exacto. 

3^  Que  á  este  respecto^  los  autos  nos  suministran  pruebas, 
aunque  indirectas,  bastantes  sin  embargo  para  establecer  la 
verdad  del  hecho  de  la  disolución  de  la  sociedad,  que  alegan 
los  demandados,  por  cuanto  del  mismo  documento  letra  A  de 
f.  28  y  con  el  que  el  demandante  pretende  acreditar  su  per- 
sonería en  este  negocio,  resulta  que  los  firmantes  de  él  ce- 
lebraron mas  bien  otro  contrato,  como  lo  demuestran  las 
siguientes  razones:  1^,  que  en  la  redacción  de  dicho  docu- 
mento no  aparece  la  personería  de  la  Compañía  á  que  se 
refiere  el  contrato  de  f.  1^,  sino  la  de  los  prácticos  que  la 
suscriben,  sin  que  sea  una  razón  en  contrario  la  enunciación 
del  motivo  por  el  que  se  nombra  gerente  á  D.  Enrique  Sinclair 
é  hijo,  porque  esto  es  una  prueba  que  los  otorgantes  querían 
siempre  trabajar  asociados  y  que  no  contentos  con  la  acepta- 
ción del  que  en  la  sociedad  anterior  habiá  sido  gerente, 
nombraron  otra  persona  para  desempeñar  este  cargo ;  2^,  por- 
que el  nombramiento  de  nuevo  gerente  sin  la  participación 
de  los  demandados,  asi  como  la  determinación  del  término 
de  la  duración  de  la  sociedad,  importando  cuando  menos 
una  modificación  al  contrato  social  vigente,  no  habría  podido 
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hacerse  sin  el  consentimieoto  espreso  de  todos  los  socios,  y 
entre  ellos  los  demandados  de  acuerdo  con  la  prescripción 
del  art.  396  de  Código  de  Comercio  ;  3^  porque  los  términos 
mismos  de  la  redacción  del  documento  de  f.  28  demuestran 
que  es  un  nuevo  contrato  en  las  siguientes  palabras  —  Este 
contrato  tendrá  fuerza  desde  el  15  de  Setiembre  de  1868, 
siendo  este  (contrato)  por  el  término  de  15  años^  pues  si  se 
refieren  al  contrato  anteriormente  existente,  mal  podría  sur- 
tir efectos  legales  solo  desde  el  15  de  Setiembre,  puesto  que 
el  contrato  firmado  por  los  demandados  principió  á  regir 
desde  el  1^  de  Abril  del  mismo  ano. 

Que  refiriéndose  el  documento  letra  A  á  un  contrato  dife- 
rente  del  que  consta  á  f.  1^,  ni  este  podría  subsistir  por  su 
incompatibilidad  con  aquel^  ni  Sinclair  tendría  personería 
para  reclamar  el  cumplimiento  de  un  contrato  en  que  nin- 
guna ingerencia  tiene. 

Que  por  consecuencia  el  demandante  no  ha  probado  con- 
venientemente su  acción : 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  á  Don  Enrique 
Park,  Don  Carlos  Ninxbeker  y  Don  Samuel  Hartrídge  de  la 
demanda  interpuesta  por  Don  Enrique  Sinclair  é  hijo, 
en  representación  de  la  Compañía  prácticos  lemanes  con 
costas  al  demandante.  Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 
Apelada  esta  sentencia  por  Sinclair,  fué  confirmada  por  este 


FaIIo  de    ta  Siiprentn   Corte. 


Buenos  Aires,  Junio  5  de  1869. 

Vistos ;  por  sus  fundamentos,  y  no  habiéndose  hecho  cons- 
tar que  el  documento  de  foja  primera  haya  sido  registrado, 
como  se  prescribe  espresamente  en  el  actículo  trescientos 
noventa  y  nuevti  del  Código  de  Comercio  para  que  obligue 


274        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

á  los  socios  en  lo  rutare;  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  sesenta  y  cuatro;  y  satisfechas  aquellas,  y 
repnestos  los  sellos^   devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril. — José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 


CAJUHÍk   Eiirill. 


D.  José  Lavarello  c&ii  D.   Tomás  Piclratiera  y  D,  Anjcl 
Basso^  sobre  embargo  de  un  buque. 


Sumario,  -—l^  En  las  ventas  judiciales,  se  estingue  toda 
responsabilidad   del  buqne  en  favor  de  los  acreedores. 

2^  Ningún  buque  puede  ser  detenido  ni  embargado  sino 
en  virtud  de  un  crédito  privilegiado. 

S^  El  gerente  nombrado  en  un  contrato  de  sociedad,  es 
el  administrador  legal  de  los  bienes  sociales. 

4^  Los  artículos  479  y  1530  del  Código  de  Comercio  son 
consecuencia  inmediata  del  principio  de  derecho  que  las  ac- 
ciones y  derechos  de  una  sociedad  son  distintas  de  los  de- 
rechos y  acciones  personales  de  los  socios. 
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Caso.~E\  Procurador  Frugoni,  por  D.  José  Lavarello 
demandó  ante  el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires,  á  D.  Tomás 
Píelranera  y  D.  Ángel  Basso  por  daños  y  perjuicios,  prove- 
nientes de  falta  de  cumplimiento  &  un  contrato  de  sociedad 
para  la  navegación  del  Rio  Bermejo. 

Antes  que  la  demanda  fuese  contestada,  y  mientras  se 
sustanciaba  una  articulación  sobre  fianza  exigida  por  Pietra- 
ñera,  Frugoni  se  presentó  esponiendo  que  el  socio  Basso  se 
había  fugado  de  Salta  con  el  vapor  aGran  Chaco,»  burlando 
la  autoridad  que  lo  guardaba;  que  llegado  á  Buenos  Aires  el 
vapor  habia  sido  vendido,  ocultándose  el  hecho  mencionado, 
siendo  por  tanto  la  venta  de  ningún  valor,  por  lo  que 
pedia  se  embargase  el  vapor  á  las  resultas  del  juicio  iniciado. 


FaUo   del  Juez  de  Seeelon. 

Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1869. 

Y  vistos :  considerando  en  primer  lugar  respecto  á  la  es- 
cepcion  deducida  por  D.  Tomás  Pietranera,  de  no  contestar 
á  la  demanda  mientras  el  demandante  Lavarello  no  preste 
fianza  de  responder  á  las  costas,  honorarios,  daños  y  per- 
juicios del  pleito  que  promueve :  l^,  que  las  solas  escep- 
ciones  dilatorias  que  puedan  oponerse  enjuicio  son  las  de- 
terminadas por  los  artículos  73  y  74  de  la  ley  de  procedi- 
mientos ;  2<',  que  aunque  por  el  art.  74  citado  hay  derecho 
para  pedir  el  arraigo  del  juicio,  si  el  demandante  fuese  estran- 
gero  no  domiciliado^  no  fundándose  la  fianza  exigida  por 
Pietranera  en  dicha  circunstancia  de  no  estar  Lavarello  do- 
miciliado en  este  país,  sino  en  pleitos  anteriormente  suscita- 
dos sin  éxito  alguno  por  dicho  Lavarello,  no  está  por  con- 
secuencia comprendido  en  el  citado  art.  74  la  fianza  de  que 
actualmente  se  trata  y  no  existe  derecho  para  exigirla. 

Considerando  en  segundo  lugar  acerca  de  los  recursos  de 
reposición  y  apelación  deducida  por  Lavarello  contra  el  auto 
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de  f. . .,  en  que  el  Juzgado  no  ha  hecho  lugar  al  embargo 
del  yapor  aGran  Chaco»  —  1^  Que  dicho  vapor  fué  vendido 
judicialmente  á  Pietranera  en  19  de  Abril  de  1865,  de  acuer- 
do con  el  defensor  de  Lavarello,  ausente  entonces,  como 
consta  á  fojas  154  y  155  del  espediente  relativo  á  la  venta 
de  dicho  vapor. 

2^  Que  según  el  art.  1025  del  Código,  en  las  ventas  ju- 
diciales se  extingue  toda  responsabilidad  del  buque  en  favor 
de  sus  acreedores,  y  por  consecuencia  no  puede  ser  embar- 
gado en  el  presente  caso  con  arreglo  al  principio  general 
y  al  art.  1029  del  mismo  Código. 

3^  Que  aun  suponiendo  la  venta  privada,  los  privilegios 
quedan  exigidos  con  arreglo  al  art.  1024,  por  el  hecho  de 
haberse  trasmitido  á  Pietranera  y  haber  navegado  el  vapor 
mas  del  tiempo  determinado  por  el  art.  citado,  no  solo  sin 
protesta  de  Lavarello^  sino  con  consentimiento  de  su  re- 
presentante  legal,  el  que  sostituyó  los  privilegios  que  Lava- 
relio  podia  tener  sobre  el  buque  por  el  privilegio  sobre  su 
precio  durante  un  término  de  ocho  meses. 

Por  estos  fundamentos  se  declara :  que  el  demandante  no 
está  obligado  á  prestar  la  fianza  exigida,  intimándose  al  de- 
mandado conteste  derechamente  á  la  demanda ;  y  que  no  ha 
lugar  á  la  reposición  solicitada  por  la  parte  de  Lavarello, 
concediéndose  en  relación  el  recurso  de  apelación. — Re- 
pónganse los  sellos. 

Manuel  ZavaUta. 

Con  estos  antecedentes  y  en  vista  del  espediente  seguido 
ante  la  Justicia  Provincial  de  Salta,  y  del  relativo  á  la  ven- 
ta del  vapor  cGran  Chaco»,   se  dictó  el  siguiente : 


FaIIo  de    1»  Suprema  Corfe. 

Buenos  Aires,  Junio  8  de  de  1869. 
Vistos,  y  considerando ;  Primero^  que  la  acción  deducida 
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en  la  demanda  de  foja  cuatro,  no  es  remndícatoria  del  vapor 
cGran  Chaco»,    como  lo  aseveró  el  abogado  de  Lavarello   en 
su  informe  al  tiempo  de  la   vista,   sino  personal  contra  Don 
Tomás  Pietranera  por  los  daños  y  perjuicios  provenientes  de  las 
causas  que  en  ese  escrito  se  esponen,   y  por  la  suma  que 
le  carga  en  la  cuenta  de  foja  primera  como  valor  del  capi- 
tal aportado  por  él  á  la  sociedad  para   la  navegación  del 
Bermejo;  Segundo^  que  estas  acciones  se  fundan  en  el  hecho 
de  haber  conducido  el  socio  D.  Ángel  Basso,   á  pesar  de  la 
oposición  de  Lavarello,   á  este  puerto  el  vapor  detenido  en  la 
Esquina  Grande  por  ocasión  de  un  pleito  que,  en  la  ciudad 
de  Salta,  promovió  al  segundo  una  casa  de  comercio  que  se 
creia  con  derecho  á  pedirle  cuentas  de  negocios  en  que  no 
tenia  parte  la  sociedad ;  Tercero,  que  por  el  articulo  sétimo 
del   contrato  celebrado    para    la  formación    de   esta,   y  que 
corre  en  uno  de  los  espedientes    agregados,  Pietranera  fué 
nombrado  su  gerente  ;  y  según  el  articulo  cuatrocientos  setenta 
y  uno  del  Código  de  Comercio  tenia  derecho   para  ordenar 
el  regreso  del  vapor,  pues   él  era  el  único  administrador  de 
los  bienes  sociales ;    Cuarto,    que,     según   un  principio  de 
derecho,  del  que  son  consecuencia  inmediata,   los   artículos 
cuatrocientos  setenta  y  nueve   y  mil  quinientos    treinta  del 
Código  citado,   las  acciones  y  derechos  de  la  sociedad  son 
distintos  de  los  derechos  y  acciones  personales  de  los  socios, 
y  Lavarello   por  su  calidad  de  socio  no  podia  llamarse  due- 
ño del  vapor  que   pertenecia  exclusivamente    á  la   sociedad 
que  administraba  Pietranera.;   Quinto,  que  por  consiguiente, 
si  Basso  al  cumplir*  las    órdenes  de    aquel  para  el  regreso 
del  buque,  burló  algunas  providenqias  judiciales,  no  fué  para 
despojar  á  Lavarello  de  una  cosa  suya,    sino  para  ponerla  á 
disposición  de  su  verdadero  dueño,  que  lo  era  la  sociedad  ; 
Sesto,  que  Lavarello  no  indica  siquiera  el  derecho  que  en- 
tonces tenia  para    la  retención     del    vapor   en    la  Esqnina 
Grande,  ni  cual  interés  personal  lejítimo  fué  perjudicado  por 
haberlo  sacado  Basso  de  una  situación  que  gravándolo  con 
gastos,  lo  inutilizaba  por  un   tiempo  indefinido     ara  servir 
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á  los  objetos  de  la  sociedad ;  Séptimo ;  que  consta  de  los 
espedientes  agregados  que  el  vapor  fué  vendido  por  orden 
judicial  para  pagar  los  sueldos  de  la  tripulación,  y  otras 
deudas  á  que  estaba  afectado,  y  que  Pietranera  sostuvo  en 
el  juicio  los  intereses  de  la  sociedad^  y  que  el  mismo  Lava* 
relio  fué  representado  por  un  defensor  ;  Octavo^  que  por  con- 
siguiente los  hechos  alegados  para  fundar  la  demanda,  tales 
como  aparecen  al  presente  de  lo  actuado,  no  justifican  el 
embargo  del  vapor  pedido  por  Lavarello;  Noveno,  que  tanto 
menos  debe  en  este  caso  tomarse  esa  medida  extrema, 
cuanto  no  se  demuestra  la  necesidad  de  asegurar  por  este 
medio  el  resultado  del  pleito,  y  que  tampoco  se  niega  la 
circunstancia  notable  de  haber  Lavarello  solicitado  cartas  de 
pobreza^  declarando  ya  que  no  tiene  con  que  responder  á  los 
daños  y  perjuicios,  si  resultase  culpable  de  un  embargo  se- 
licitado  temerariamente ;  por  estos  y  por  sus  fundamentos, 
se  confirma  con  costas,  el  auto  de  foja  treinta  y  seis  vuelta 
en  la  parte  apelada;  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los 
sellos^  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras» — Salvador 
María  del  Carril.— José  Barros  Pa- 
zos.— Benito  Carrasco. 
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CAlISJl    MillL. 


El  albacea  de  la  testamentaria  de  D.  José  Lebrero  contra 
D.    Vicetíte  Diaz   Cruz^  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  La  escepcion  de  depósito  hecho  por  un  tercero 
DO  es  procedente  ante  una  carta  reconocida  enjuicio  en  que  se 
declara  estar  á  disposición  del  demandante  la  suma  reclamada. 


Caso,  r-^  D.  Trifon  Gutiérrez,  en  representación  de  la  tes-* 
tamentaría  de  D.  José  Lebrero,  se  presentó  ante  el  Juez  de 
Sección  en  San  Juan,  demandando  á  D.  Vicente  Dia?  Cruz 
la  entrega  de  270  ^  que  habia  recibido  de  la  testamentaría 
de  D.  José  Ignacio  Videla,  á  cuenla  de  saldo  en  una  tran- 
sacción que  habia  celebrado  á  nombre  de  su  instituyente. 

Que  habiendo  Diaz  Cruz  flgurado  en  este  negocio  como 
simple  mandatario,  estaba  obligado  á  rendir  cuentas  y  que  ne- 
gándose á  veriGcarlo,  lo  demandaba  en  forma. 

Acompaña  á  la  demanda  dos  cartas,  en  una  de  las  que 
el  demandado  confiesa  haber  recibido  de  D^  Mercedes  Pedrozo 
de  Videla  los  270  ^  y  que  ponia  esa  cantidad  á  disposición 
del  demandante. 

Corrido  traslado,  Diaz  Cruz  contestó  que  era  verdad  que 
habia  celebrado  la  transacción;  pero  que  no  habiéndosele 
querido  entregar  toda  la  cantidad  bajo  preteslo  de  sumas  que 
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qoerian  descontarse  por  alimentos  prestados,  se  había  nega- 
do á  recibir  270  ^  que  se  le  ofrecian. 

Que  es  cierto  que  habia  ofrecido  al  albacea  representado 
por  Gutiérrez  que  usara  de  ese  dinero  que  él  habia  recibido 
solo  en  depósito ,  pero  que  reflexionando  después  se  negó  á 
ello,  porque,  la  viuda  de  Videla  podia  un  dia  obligarlo  á  la 
devolución. 

Pidió  se  rechazara  con  costas  la  demanda. 


Falle  úéí  JueB  Ae  Seceien. 


San  Juan,  Abril  13  de  1869. 

Vistos :  entre  D.  Dolores  Navarro,  albacea  de  la  testamen- 
taria de  D.  José  Lebrero,  contra  D.  Vicente  Diaz  Cruz,  de- 
mandando el  primero  al  segundo,  la  cantidad  de  270  ¿  y 
sus  intereses,  que,  como  apoderado  de  Lebrero  tiene  recibi- 
dos de  D^  Mercedes  Pedrozo  de  Videla,  como  albacea  de  la 
testamentaria  del  flnado  D.  José  Ignacio  Videla,  en  virtud  de 
transacción  celebrada  en  el  juicio  que,  por  cobro  de  pesos, 
inició  Lebrero  contra  este  con  la  contestación  del  demandado, 
y  considerando  especialmente : 

Que  D.  Vicente  Diaz  Cruz,  sin  contradecir  los  hechos  que 
fundan  la  demanda,  dice  que  hecha  la  transacción  en  el 
pleito  mencionado  por  la  cantidad  de  400  ^,  D^  Mercedes 
Pedrozo  de  Videla  pretendió  entregarle  únicamente  270  ^, 
descontando  del  valor  de  la  transacción  lo  que  por  sus  ali- 
mentos tenia  recibido  el  mismo  Lebrero  antes  de  iniciarse 
el  pleito ;  que  oponiéndose  á  esta  pretensión,  no  quizo  darse 
por  recibido,  á  fin  de  no  desvirtuar  la  acción  ejecutiva  en 
virtud  de  la  transacción,  y  solo  consintió,  por  favor  á  la 
Sra.  Pedrozo,  á  aceptar  la  cantidad  dicha  en  calidad  de  de- 
pósito, y  hasta  que  Navarro  se  arreglara  con  aquella  sobre 
este  punto ;    que  así  se  hizo  y  basta  hoy  uo  se  ha  hecho 
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arreglo  alguno,  por  cuya  razón,  cree  no  deber  entregar  dicha 
canlidad  á  Navarro^  por  cuanto  la  Sra.  Pedrozo  que  se  la  dio 
en  depósito  es  la  única  que  se  la  puede  exigir. 

Que  traidos  á  la  vista  los  autos  del  juicio  y  transacción, 
resulta  que  esta  se  celebró  interviniendo  Diaz  Cruz  como 
apoderado  de  Lebrero  y  Navarro  -como  albacea  de  la  testa- 
mentaria de  este,  por  la  cantidac^ienciouada  de  400  ^,  ha- 
biéndose librado  mandamiento  de  ejecución  contra  la  Sra. 
Pedrozo  á  solicitud  de  Diaz  Cruz,  para  su  cumplimiento. 

Que  en  este  caso,  el  depósito  á  que  se  refiere  este  último, 
hecho  privadamente  con  la  Sra.  Pedrozo,  no  puede  en  ningún 
sentido  perjudicar  á  la  testamentaría  de  Lebrero,  que  hasta 
hoy  no  puede  disponer  de  la  canlidad    entregada    en  virtud 
de  la  transacción  predicha,    no  importando   aquel  otra  cosa 
que  el  pago  á  cuenta    de    mayor   cantidad  y  hasta  tanto  se 
determine  lo  que  corresponda  respecto  al  déficit^  que  será 
materia  del  juicio  ejecutivo  iniciado,   para  hacer  cumplir  la 
transacción  celebrada. 
Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten. 
Fallo,  definitivamente  juzgando  y  declaro  :   que  D.  Vicente 
Diaz    Cruz    debe    entregar   á  D.     Dolores  Navarro  la    can- 
tidad de  270  ^,  con  el  interés  corriente  en  plaza,  desde  la 
contestación  de  la  demanda    hasta   el  dia  de  su  pago,    con 
costas. 

Hágase  saber  original,  y  oportunamente  acumúlense  estos 
autos  &  los  del  juicio  ejecutivo  de  que  se  ha  hecho  mención^ 
y  repónganse. 

Natanael  Morcillo. 

Apelada  esta  sentencia,   en  relación,  iué  confirmada  por  el 
Fallo  de  la   l§iupreina  Corte.. 

Buenos  Aires,  Junio  10  de  1869. 

Vistos,  y  considerando  que  en  |^a  carta  reconocida  de  foja 
trece,  el  demandado  confiesa  que  Vecibió  de  Doña  Mercedes 
T.  VII.  20 
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Pedrozo  de  Videla  los  doscientos  y  «retenta  pe^os  boliviano 
que  se  le  cobran,  y  que  los  ti<3ne  á  disposición  del  deman- 
dante; confesión  que  destruye  la  excepción  que  se  opone 
en  este  juicio ;  por  este  y  por  sus  ínndamentos,  se  confirma, 
con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  veinticuatro  vuelta,  y  sa- 
tisfechas aquellas  y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

m 
Francisco  de  las  Carreras. —  Salvador 

María  del  Carril. — Francisco  Delga- 
do.—José  Barros  Pazos. — Benito  Car- 
rasco . 


CAVSA    \¡JL 


/).  Avelino  Gómez  contra  D.   Mariano  Baudrix^  sobre  ejecu- 
cucion  de  sentencia  dictada  en  país  estrangero. 

Sumario. —  1^  Las  sentencias  pronunciadas  en  un  país  es- 
trangero, no  tienen  por  derecho  estricto  autoridad  obligatoria 
en  otro  Estado. 

2^  Las  naciones  civilizadas  y  amigas  han  consentido  la 
ejecución  de  ellas  con  mas  6  menos  requisitos. 

3^  Estos  son,  6  el  principio  de  reciprocidad;  ó  un  examen 
del  cual  resalte  que  no  hay  en  ellas  una  evidente  injusticia, 
un  ataque  á  la  Soberanía  del  Estado,  ó  á  los  principios  de 
derecho ;  ó  que  sean  definitivas,  dictadas  en  último  resorte, 
con  la  audiencia  legal  de  las  partes,  por  tribunales   compe- 
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lentes,  y  habiéndose  dejado  abiertos  todos  los  recursos  lega- 
les. 

A^  En  Inglaterra  y  en  Estados  Unidos  no  se  exije  la  reci* 
procidad. 

5^  En  Francia  donde  no  se  acuerda  la  ejecución  de  las 
sentencias  estrangeras,  se  han  celebrado  tratados  internacio- 
nales para  acordarla,  reconociendo  la   conveniencia  de  ello. 

Q^  En  la  República  no  existe  ley  alguna   que  la  prohiba. 

?<"  El  art.  7""  de  la  Constitución  es  la  reproducción  literal 
del  art.  A^  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos. 

8<>  Ese  artículo  no  ha  obstado  á  la  ejecución  de  las  sen- 
tencias estrangeras ;  él  ha  sido  entendido  (ener  por  objeto 
acordar  á  las  sentencias  de  un  estado  lleno  y  entero  efecto 
en  los  demás  de  la  Union;  y  debe  presumirse  que  con  la  misma 
jurisprudencia  haya  sido  introducido  en  nuestra  Constitución. 

9^  Siendo  uniforme  en  todas  las  naciones  la  jurisprudencia 
respecto  de  la  ejecución  de  la  sentencias  estrangeras^  no  es 
posible  prescindir  de  ella  sin  contradecir  los  intereses  de 
buena  relación  y  armonía  de  las  naciones  entre  si. 

10  Esto,  el  respeto  debido  á  sus  actos  solemnes^  el  mal 
proveniente  de  la  perpetuidad  de  los  pleitos,  la  presunción 
resultante  en  favor  del  que  ha  obtenido  una  sentencia  favora- 
ble, inducen  á  conceder  prima  facie  el  carácter  de  prueba 
completa  á  las  sentencias  estrangeras 

11  £1  demandado  tiene  derecho  á  mostrar  la  evidente  in- 
justicia y  nulidad  de  ellas,  por  ser  contra  ley  espresa^  ó  por 
no  habérsele  dado  audiencia  ni  permitido  los  medios  de  de- 
fensa^ ó  por  incompetencia  de  los  Tribunales. 

« 

12  Debe  por  consiguiente  acordarse  la  ejecución  á  las  sen- 
tencias legales  y  válidas  dictadas  en  país  estrangero* 

13  Mucho  mas  si  este  es  una  República  amiga  y  limítrofe 
con  la  que  se  ejerce  un  comercio  considerable,  que  no  se 
ha  probado  haber  resistido  la  ejecución  de  nuestras  sentencias 
y  cuyos  tribunales  declaran  que  en  los  casos  ocurrentes 
aplican  las  reglas  del  derecho  internacional  privado. 
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14  Los  Tribunales  nacionales  deben  aplicar  á  los  casos  en 
que  conocen,  no  solo  la  Constilucion  y  las  leyes^  sino  tam- 
bién los  principios  del  derecho  de  gentes. 


Caso.  —  D.  Avelino  Gómez,  siguió  ante  los  Tribunales  de 
la  República  Oriental  del  Uruguay,  un  juicio  contra  D.  Ma- 
riano Baudrix,  en  cuyo  juicio  resultó  este  condenado  á  pagar 
á  Gómez  una  suma  de  11,789  pesos  nacionales  de  Montevideo. 

No  pudiéndose  ejecutar  la  sentencia  por  no  baber  dejado 
fondos^  ni  estar  D.  Mariano  Baudrix  en  Montevideo,  el  apo- 
derado de  Gomex  pidió  su  ejecución  ante  el  Juez  de  Sección 
de  Buenos  Aires,  por  ser  el  demandado  Cónsul  de  Chile  en 
Buenos  Aires,  esponiendo  que  en  esta  ciudad  residía  y  tenia 
bienes  el  mencionado  Sr.  Baudrix. 

Alegó  que  aunque  no  era  obligatoiria  la  ejecución  de  sen- 
tencias pronunciadas  en  país  estrangero^  la  misma  era  acon- 
sejada por  la  jurisprudencia  universal  y  por  las  conveniencias 

del  país. 

Que  dichas  sentencias  debian  ejecutarse  siempre  que  no 
resultase  nada  en  contra  de  la  soberanía  del  Estado',  de  los 
intereses  de  la  Nación,  del  derecho  público,  y  no  faltasen 
las  formas  esenciales. 

Que  esta  era  la  opinión  de  Wattel,  Wheaton  &,  y  así  lo 
aconsejaba  el  uso  de  las  naciones  Europeas  y  Americanas. 

Que  esto  ya  se  habia  hecho  respecto  de  Plaza  Montero 
condenado  por  un  laudo  pronunciado  en  la  República  Orien- 
tal, y  en  una  sentencia  de  la  Corte  de  Aix,  mandada  ejecutar 
por  los  Tribunales  Argentinos. 

Que  finalmente  ninguna  ley  prohibía  la  ejecución,  y  la  ra- 
zón de  jurisdicción  estaba  allanada  con  el  examen  de  los 
Tribunales  Nacionales. 

Acompañó  á  la  demanda  la  copia  de  las  sentencias  cuya 
ejecución  pedia,  y  las  actuaciones  de  las  que  resultaba  no 
poderse  esta  practicar  en  Montevideo. 

Conferido  traslado,  contestó  Baudrix  que  no  solo  la  ejecu- 
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eioD  pedida  no  era  aulorízada  por  ninguna  ley^  sino  que  era 
prohibida  por  las  7»,   lít.  4%   P.  3»,   y  7»,  lib.  7«  F.  R. 

Que  ia  esUmacion  de  las  conveniencias  del  país  no  eran 
del  resorte  de  los  Tribunales,  y  cada  nación  tenia  al  respecto 

una  jurisprudencia  distinta. 

Que  siendo  la  regla  la  de  no  ordenarse  la  ejecución,  las 
excepciones  á  la  misma  podian  ser  creadas  por  tratados,  por 
leyes  especíales^   ó  por  el  simple  uso. 

Que  esos  tratados  y  leyes  especiales  no  existian,  como  no 
existia  el  simple  uso,  pues  dos  solos  casos  alegados  por  el 
demandante,  uno  de  los  cuales  era  de  naturaleza  distinta  del 
presente  por  ser  un  laudo,   no  podian  formar  jurisprudencia. 

Que  todas  las  Naciones  que  admitian  esa  excepción,  está- 
blecian  como  base  de  ella  la  reciprocidad,  y  muchas  de  ellas 
exigian  la  carta  rogatoria  de  los  Tribunales  que  habían  dic- 
tado la  sentencia ;  y  que  estas  dos  condiciones  no  se  verifi- 
caban en  el  presente  caso. 

Que  en  la  suposición  de  que  las  sentencias  de  los  Tribu- 
nales Orientales  fuesen  ejecutables  en  la  República,  deberia 
examinarse  el  juicio  que  dio  lugar  á  ellas  en  el  fondo  y 
formas,  para  cerciorarse  que  nada  existia  contrario  á  los 
intereses  de  la  Soberanía  Nacional,  al  derecho  público  y  á  las 
leyes  del  Estado. 

Que  para  llegar  á  ese  resultado  debía  concederse  al  deman- 
dado el  derecho  de  defenderse  en  la  forma  y  en  el  fondo. 

Hizo  la  historia  de  los  hechos  que  motivaron  la  sentencia 
de  la  que  se  pedia  ejecución,  y  sostuvo  que  esta  había  sido 
injusta. 

Concluyó  diciendo  que  si  por  el  art.  7^  de  la  Consti- 
tución Nacional  no  estaban  determinados  los  efectos  legales 
que  los  actos  públicos  y  los  procedimientos  judiciales  de 
una  provincia  podian  producir  en  las  otras,  reservándose 
esto  al  Congreso ;  con  mayor  razón  debía  decirse^  que  sin 
una  ley^  especial,   que  no    existia,    no   podía   aquí  producir 
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« 

El  Juez  de  Sección  falló  ordenando  la  ejecución  de  la  sen- 
tencia, bajo  ciertas  condiciones. 

Su  fallo  fué  anulado  por  el  de  la  Suprema  Corte  de  7  de 
Marzo  de  i  868. 

Entonces  el  Juez  de  Sección  abrió  la  causa  á  prueba  sobre 
los  siguientes  puntos. 

1^  Si  habia  en  la  República  Oriental  ley  ó  práctica  favorable 
á  la  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas  por  los  Tribu- 
nales Argentinos. 

2^  Si  existia  en  el  país  la  práctica  de  ejecutar  las  sentencias 
pronunciadas  en  el  estrangero,  aun  sin  la  calidad  de  recipro- 
cidad. 

S^  Si  era  competente  el  Tribunal  que  dictó  la  sentencia 
cuya  ejecución  se  pide. 

4p  Si  se  habian  omitido  algunas  de  las  formas  sustanciales 
del  juicio,  ó  si  la  sentencia  era  contra  ley  espresa. 

5^  Sí  por  las  leyes  de  la  República  Oriental  del  Uruguay 
tenia  aun  algún  recurso  Baudrix. 

Las  pruebas  presentadas  fueron : 

l^  Un  informe  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  Mon- 
tevideo, declarando  que  los  Tribunales  de  Justicia  de  la  Re- 
pública Oriental  aplicaban  en  los  casos  ocurrentes  las  reglas 
de  derecho  intema^cional  privado,  observados  por  las  Naciones 
civilizadas ;  que  los  Tribunales  que  fallaron  la  causa  de  Gó- 
mez con  Baudrix,  eran  los  que,  legalmente  constituidos,  ad- 
ministraban justicia  en  todo  el  territorio  de  la  República ;  y 
que  dicho  pleito  se  resolvió  en  12  de  Abril  de  1864  en  3^ 
instancia,  sin  haber  Baudrix  interpuesto  el  recurso  de  nulidad 
é  injusticia  notoria,  único  que  la  ley  acuerda  para  las  sen- 
tencias pronunciadas  en  3^  instancias. 

^  Un  laudo  dictado  sobre  un  juicio  de  averías  juzgado  en 
Parnaguá.  La  mayoría  de  los  arbitros  resolvió  que  dicho 
juicio  no  podía  reabrirse  ante  los  Tribunales  del  país. 

3^  La  copia  de  los  autos  seguidos  entre  Gómez  y  Baudrix, 
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en  los  que  con   audiencia  de  este  se  dicló   la  sentencia  en 
caestion.  ' 


Fallo    del  Juez     Secelonal. 

Buenos  Aires,  Abril  19  de  1869. 

Vista,  la  presente  causa  seguida  por  D.  Andrés  Avelino 
Gómez  contra  D.  Mariano  Baudrix,  Cónsul  de  la  República  de 
Chile,  por  cobro  de  cantidad  de  pesos  resulta  : 

El  primero  acompaña  en  testimonio  sentencias  pronuncia- 
das por  los  Tribunales  de  la  República  Oriental  de  Uruguay, 
que  condenan  á  Baudrix  al  pago  de  cantidad  de  pesos,  pide 
se  le  obligue  ejecutivamente  á  su  pago  fundándose  en  que, 
aunque  en  derecho  estricto  no  hay  el  deber  de  mandar  eje- 
cutar las  sentencias  pronunciadas  en  Tribunales  estrangeros, 
debe  mandarse  la  ejecución  con  arreglo  á  la  práctica  y  prin- 
cipios uoiversalmente  reconocidos  entre  Naciones,  con  aque- 
llas condiciones  que  se  consideran  convenientes  para  salvar 
la  independencia  y  soberanía  de  la  República. 

D,  Mariano  Baudrix,  contestando  á  la  demanda,  sostiene 
que  las  sentencias  pronunciadas  en  país  estrang^ro  no  pue- 
den ser  ejecutadas  en  la  República,  aduciendo  los  siguientes 
fundamentos. 

1»  No  haber  ley  que  lo  autorice* 

2^  Haber  leyes  vigentes  que  lo  prohiban. 

3^  No  haber  la  República  celebrado  tratados  en  que  se 
estipule  la  ejecución. 

4^  No  existir  entre  nosotros  jurisprudencia  práctica  á  este 
respecto,  y 

5^^  No  reconocer  el  Estado  Oriental  el  cumplimiento  de  las 
sentencias  dictadas  en  el  estrangero,  y  no  haber  por  conse- 
cuencia ni  la  consideración  reciproca. 

Y  considerando,  —  i°  Que  es  una  máxima  incontestable  de 
derecho  público  que  las  sentencias  pronunciadas  en  un  país 
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estraogero  é  independiente  no  tienen  por  derecho  estríelo, 
autoridad  obligatoria  en  otro  Estado  igualmente  independiente 
y  soberano,  salva  la  escepcion  introducida  por  tratados  in- 
ternacionales al  respecto,  máxima  que  se  deriva  de  la  sobe- 
ranía Nacional,  por  cuanto  la  autoridad  de  los  Tribunales  de 
Justicia  de  un  país  emana  del  mandato  del  pueblo,,  y  la  au- 
toridad de  este  no  alcanza  mas  allá  de  su  territorio,  fuera  de 
cuyos  limites  pierde  su  carácter,  y  se  encuentra  al  frente  de 
otra  autoridad  igual,  emanada  de  otro  pueblo  igualmente  so- 
berano en  su  territorio. 

2<'  Que  aun  que  las  Naciones  pueden,  con  arreglo  á  la 
precedente  máxima  resistir  con  perfecto  derecho  la  ejecución 
en  sus  territorios  de  las  sentencias  pronunciadas  en  país  es- 
trangeros,  que  la  mayor  parte  de  los  Estados  civilizados, 
por  relaciones  de  buena  amistad,  y  por  consideraciones  de 
utilidad  y  conveniencia  recíproca,  ex  comitate  ab  reciprocam 
utüitateniy  como  lo  dice  un  notable  jurisconsulto,  han  con- 
sentido que  fueran  ejecutadas  por  sus  propios  tribunales  con 
mas  6  menos  requísitoá,  ora  exigiendo  el  principio  de  reci- 
procidad ;  ora  sometiéndolas  á  un  examen  judicial  que  deje 
establecido  que  no  contiene  una  evidente  injusticia,  6  un 
ataque  de  la  soberanía  del  Estado^  en  cuyo  territorio  debe 
ejecutarse,  ó  que  no  contradicen  los  principios  de  su  dere- 
cho público ;  ora  que  hayan  sido  pronunciadas  por  tribuna* 
les  competentes,  que  sean  definitivas  y  dictadas  en  último 
resorte,  y  que  el  litigante  haya  sido  oido  en  todas  las  formas 
proscriptas  por  las  leyes,  y  dejándosele  abierto  todos  los 
recursos  legales  para  recurrir  á  los  jueces  superiores  (Félix, 
tratado  de  derecho  internacional  privado,  tomo  2^  lib.  ^j 
tít.  1-) 

3<»  Que  es  además  de  notarse  que  en  Inglaterra  y  en  Es-* 
tados  Unidos  de  América  con  cuyas  instituciones  (de  la  últi- 
ma) se  encuentran  en  perfecta  armonía  las  nuestras,  ni  aun 
se  exige  que  exista  el  principio  de  reciprocidad  para  ordenar 
la  ejecución  de  sentencias  pronunciadas  en  otro  país,  pues 
basta  que  hayan  sido    pronunciadas  regularmente,   esto   es 
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que  e)  demandado  no  justifique  que  fueran  obtenidas  injusta 
ó  fraudulentamente^  ó  que  esto  no  resulte  de  examen  del 
procedimiento,  para  que  los  tribunales  de  ambos  paises,  sin 
consideración  al  principio  de  reprocidad  ordenen  los  medios 
necesarios  para  la  ejecución. —  £1  mismo  autor  citado  y  á  mas 
Weathon. — 

4^  Que  aunque  en  Francia  y  otros  estados  que  han  to- 
mado por  modelo  en  este  punto  á  la  lejislacion  francesa,  no 
se  acuerda  á  las  sentencias  pronunciadas  en  el  estrangero  la 
autoridad  y  fuerza  ejecutiva  de  que  gozan  en  Alemania,  In- 
glaterra, Italia  y  otros  Estados,  la  jurisprudencia  francesa 
combatida  por  sus  mismos  publicistas^  por  otra  parte  no  pue- 
de prevalecer  contra  la  de  la  generalidad  de  las  Naciones, 
tanto  mas  cuanto  que  la  misma  Francia  ba  celebrado  tra- 
tados internacionales  estipulando  la  ejecución  reciproca  de 
las  sentencias  pronunciadas  por  los  tribunales  de  cada  Estado 
contratante  dentro  del  territorio  del  otro,  lo  que  es  una 
prueba  de  que  en  la  misma  Francia  se  reconoce  la  conve- 
niencia de  modificar  radicalmente  la  jurisprudencia  en  este 
punto. 

50  Que  no  existe  entre  nosotros  ley  alguna  que  prohiba 
directamente  la  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas  en 
otro  país,  pues  la  L.  7»,  lít,  4°,  P.  3*  y  7*,  tít.  7»,  lib.  i^ 
Fuero  Real,  invocada  por  la  parte  de  Baudrix,  se  limitan  á 
declarar  nula,  como  es  natural,  toda  sentencia  dada  por  un 
juez  fuera  del  territorio  sometido  á  su  jurisdicción,  lo  cual 
es  diferente  al  caso  en  cuestión^  y  la  ley  38  del  Fuero  Viejo 
de  Castilla,  á  mas  de  su  dudosa  vijencia  por  no  pertenecer 
á  un  código  general,  no  hace  sino  consignar  la  máxima  que 
hemos  sentado  en  el  primer  considerando,  esto  es  que  solo 
las  sentencias  por  los  tribunales  de  un  país  tienen  dentro  del 
mismo  y  por  si  fuerza  y  ejecución,  mientras  que  en  el  pre- 
sente caso  solo  se  les  acordaria  efectos  legales  por  conside- 
raciones de  otro  orden. 

6^  Que  en  España  mismo  y  á  pesar  de  la  citada  ley  del 
fuero,   se  ha  reconocido   la  conveniencia  de  ejecutarse  allí 
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senteucias  pronont^iadas  en  oíros  países,  como  lo  revela  el 
tratado  celebrado  en  30  de  Junio  de  1857  con  It  Cerdena, 
por  él  que  se  estipuló  el  reciproco  cumplimieoio  de  las  sen- 
tencias y  acuerdos  espedidos  por  los  tribunales  de  ambos 
países,  mediante  despacho  rogatorio  dirigido  por  los  tribuna- 
les que  lo  dictaron  á  los  tribunales  que  deben  ejecutarlos; 
debiendo  notarse  que  el  jurisconsulto  español  Goyena  y  el 
publicista  Pando  de  la  misma  nacionalidad,  sostienen  que  con 
arreglo  al  derecho  de  gentes  las  sentencias  dictadas  en  el 
estrangero  cuando  recaen  sobre  acciones  personales  en  pleito 
civil  ó  comercial  (Goyena,  en  su  obra  de  Febrero  reformada, 
4^  edición,  tomo  é"",  pág.  189,  y  Pando^  parte  1^,  cap.  4», 
n<>  8^) 

7"*  Que  el  argumento  que  la  parte  de  Baudrix  deduce  del 
art  7'>  de  la  Constitución  Nacional,  para  establecer,  que  no 
estando  determinado  por  él  los  efectos  legales,  que  los  autos 
públicos  y  procedimientos  judiciales  de  una  provincia  produ- 
cirán en  las  demás,  lo  que  se  reservaba  al  Congreso  c  mal  po- 
dría sostenerse  que  las  sentencias  pronunciadas  en  otro  país 
deban  ejecutarse  en  el  nuestro,  no  es  convincente  por  las 
siguientes  razones:  1^  porque  dicho  artículo  no  es  sínd  la 
reproducción  literal  de  la  primera  sección  del  artículo  4"*  d^ 
la  Constitución  de  Estados  Unidos,  y  no  ha  sido  un  obstáculo 
para  que  en  el  territorio  sometido  á  la  jurisdicción  de  dichos 
Estados  sean  ejecutadas  las  sentencias  pronunciadas  por  los 
Tribunales  de  otra  Nación,  toda  vez  que  el  demandado  no  las 
ataque  como  regularmente  obtenidas,  justificando  su  excepción, 
como  se  ha  demostrado  en  la  autoridad  de  Félix  y  Weathon, 
y  á  los  que  podemos  agregar  á  Kent,  tomo  2%  pág,  120,  y 
Story,  conflict  of  laws,  §  368,  citados  por  Adent,  en  una  nota 
al  capítulo  31   del  Comentario  de  Story. 

2^  Porque  en  Estados  Unidos  siempre  fué  entendido  qae 
el  citado  artículo  de  la  Constitución  tenia  por  objeto  acordar 
á  las  sentencias  pronunciadas  en  un  estado,  lleno  y  entero 
efecto  en  los  demás  qu^.  componían  la  Union,  como  lo  de- 
muestra el  hecho  de  que  se  ejecutatí,  sin  que  el  Congreso 
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haya  por  ley  posterior  ordenado  asi,  habiendo  limitádose  á  de- 
terminar Ja  manera  como  se  acreditaria  la  autenticidad  de  lus 
actos  y  sentencias  (Story,  traducción  de  Adent.  cap.  X  y  XXI): 

3^  Porque  al  adoptarse  dicho  artículo  por  nuestros  consti- 
tuyentes, debemos  presumirlo  incorporado  con  la  jurispru- 
dencia vigente  á  su  respecto  en  el  país,  cuya  institución 
tomamos  por  modelo. 

4^  Porque  si  razón  hay  para  que  las  sentencias  pronuncia- 
das en  una  provincia  surtan  en  otra  completamente  indepen- 
diente en  su  régimen  interno,  el  mismo  efecto  que  en  aquella, 
no  puede  haberlo  para  negar  en  nuestro  territorio  la  ejecu- 
ción de  sentencias  dictadas  en  el  estrangero,  consultando  to- 
davía él  que  hayan  sido  dictadas  por  tribunales  competeptes, 
y  DO  hajan  sido  dictadas  irreguiarmente,  sin  audiencia  ni 
conocimiento  de  la  parte  condenada,  ó  con  violación  evidente 
de  la  ley. 

8»  Que  resulta  de  los  antecedentes  y  doctrinas  consignadas 
en  los  precedentes  considerandos,  que  no  solo  la  opinión 
general  de  todos  los  publicistas  está  por  la  ejecución  de  las 
sentencias  esirangeras,  sino  que  en  casi  todas  las  naciones 
civilizadas  hay  la  práctica  de  ejecutarlas,  con  mas  ó  menos 
condiciones  según  el  grado  de  libertad  de  sus  instituciones 
ó  de  su  derecho  público  nacional,  formándose  así*  en  cuanto 
al  principio  de  ejecutar  los  fallos  estrangeros,  una  jurispru- 
dencia uniforme  de  que  no  es  posible  prescindir  sin  contra^ 
decir  abiertaipente  los  intereses  de  buena  relación  y  armonía, 
y  hasta  el  respeto  y  consideración  que  se  deben  entre  sí  las 
naciones  libres  en  los  aCtos  solemnes  á  que  han  puesto  el 
sello  de  su  soberanía. 

9*"  Que  la  perpetuidad  de  los  pleitos,  sustrayendo  á  la  pro- 
ducción económica  por  un  tiempo  indeterminado,  pero  con- 
siderablemente largo,  los  capitales  6  valores  en  litigio,  au- 
mentando los  gaMos  judiciales  cuyo  valor  se  destinase  á.  la 
producción,  multiplicación  esfuerzos  ó  trabajo,  en  pura  pér- 
dida, pues  es  evidente  que  los  litigios  que  producen  la  in- 
sertitumbre  en  [el  estado  de  la  propiedad,  impidiendo  la  es- 
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piotacion  mas  evidente  de  este ;  es  ono  de  los  peores  males 
de  la  sociedad,  tanto  mayor  cuanto  qoe  los  procedimientos 
sean  mas  dispendiosos  y  de  mayor  duración ;  y  á  dicha  per- 
petuidad de  los  pleitos  se  marcharía  directamente  si  no  se 
consintiera  la  ejecución  de  las  sentencias  estrangeras,  siendo 
esta  consideración  y  las  deducidas  de  la  buena  amistad  y 
armonía  de  las  naciones  entre  sí,  del  respeto  á  sus  actos 
solemnes,  y  de  la  natural  presunción  que  resulta  en  fovor 
de  la  justicia  del  que  ha  obtenido  una  sentencia  favorable, 
las  que  inducen  á  conceder  á  aquellas,  prima  facie  el  ca* 
rácter  de  prueba  completa,  sin  desatender  por  esto  los  inte- 
reses legítimos  del  demandado,  puesto  que  se  le  coacede  el 
derecho  de  mostrar  que  la  sentencia  envuelve  una  evidente 
injusticia  por  haberse  dictado  contra  espresa  desposicion  de 
ley,  ó  porque  no  tuvo  conocimiento  de  la  demanda  ó  se 
le  negaron  los  medios  de  defensa,  ó  Bnalmente  que  la  sen- 
tencia es  nula  por  incompetencia  del  tribunal,  sea  por  no 
tener  jurisdicción  sobre  la  petsona  ó  por  no  tenerla  sobre  la 
materia  de  la  causa. 

10  Que  siendo  tan  liberales  nuestras  instituciones  como  las 
mas  liberales  de  las  naciones  cultas,  y  evidente  la  convenien- 
cia para  nuestro  comercio  económico,  objeto  que  muy  prin- 
cipalmente se  propone  alcanzar  la  Constitución  Nacional,  el 
que  las  decisiones  de  nuestros  Tribunales  sean  cumplidas  en 
otros  paises,  y  especialmente  los  limítrofes*  conveniencia  que 
lejos  de  disminuir  aumenta  mientras  mas  activas  sean  las 
transacciones  y  mayor  el  movimiento  de  nuestros  tribunales, 
hay  mayor  razón  para  que  no  neguemos  en  nuestro  territorio 
ejecución  de  sentencias  pronunciadas  en  el  estrangero,  y  es- 
pecialmente en  la  vecina  República  Oriental,  con  la  que 
mantenemos  un  comercio  considerable,  tanto  mas  cuanto  que 
no  existiendo  entre  nosotros  ley  que  prohiba  la  ejecución  de 
sentencias  dictadas  en  otros  paises,  debe  presumirse  que  re- 
conocemos respecto  á  los  demás  Estados  los  principios  adop- 
tados por  la  mayor  parte  de  las  naciones  civilizadas,  los  que 
pasan  á  la  categoría  de  principios  internacionales. 
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11  Que  ajustáadose  á  la  jurisprudeucia  seguida  por  la  ma- 
yor parte  de  las  naciones,  solo  habría  que  exigir  [la  recipro- 
ddad  y  que  la  sentencia  no  envolviese  una  injusticia  evidente, 
ni  fuese  nula  por  incompetencia  de  los  tribunales  que  la 
dictaron. 

12  Que  no  habiendo  ley  en  la  República  Oriental  que 
prohiba  la  ejecución  de  las  sentencias;  pronunciadas  en  otro 
pais^  debe  presumirse  que  sus  Tribunales  observan  la  prác- 
tica de  las  naciones,  de  ejecutarlas,  salvo  prueba  en  con- 
trarío. 

13  Que  de  la  prueba  producida  no  resulta  constadadó  el 
hecho  de  que  los  Tribunales  Oríentales  resistan  la  ejecución 
de  las  sentencias  pronunciadas  por  nuestros  Tribunales,  y  del 
informe  del  Superior  Tribunal  de  la  República  Oríental  y  que 
se  registra  á  f.  194^  consta  que  los  Tribunales  de  Justicia 
de  dicha  Nación  aplican  en  los  casos  ocurrentes  las  reglas 
del  derecho  internacional  privado,  de  lo  cual  se  deduce  que 
conformándose  con  dichas  reglas  no  resisterán  la  ejecución 
de  sentencias  pronunciadas  en  estos  paises,  que  por  lo  me- 
nos su  intención  es  observar  la  reciprocidad  de  los  casos  que 
en  adelante  se  presenten. 

14  Que  del  examen  del  proceso^  cuyo  testimonio  corre 
agregado  en  autos  á  solicitud  de  la  parte  de  Baudrix,  resulta 
que  él  versa  sobre  una  acción  personal,  y  no  envuelve  una 
injusticia  evidente  por  maniCesta  violación  de  alguna  ley, 
pues  las  consideraciones  espuestas  por  Baudrix  no  tienen  tal 
importancia,  y  se  dirigen  mas  á  demostrar  que  la  resolución 
de  los  Tribunales  debió  ser  otra  que  á  probar  la  violación 
clara  de  alguna  ley,  consideraciones  que  no  pueden  llamarse 
á  examen  sin  entrar  á  una  verdadera  revisión  de  todo  el  pro- 
ceso. 

i  5  Que  consta  de  este  igualmente  que  la  sentencia  ha  sido 
pronunciada  contra  parte  que  ha  sido  oida  libremente,  acor- 
dándosele todos  los  recursos  legales  ;  y  por  el  informe  antes 
citado  del  Superior  Tríbunal  que  ha  sido  dictada  en  último 
resorte  v 
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Finalmente,  que  el  único  antecedente  de  que  haya  cons- 
tancia en  nuestro  foro  está  en  favor  de  la  ejecución  de  sen- 
tencias pronunciadas  en  el  estrangero.  (Revista  de  legislación 
;  jurisprudencia,  tomo  1^,  entrega  i%  pág.  13  á  32). 

Por  estos  fundamentos,    fallo  declarando   á  Don  Mariano 

Baudrix,  obligado  á  cumplir  las  sentencias  á  que  estos  autos 

se  refieren,  condenándolo  en  consecuencia  á  pagar  áD.  An* 

drés  Avelino  Gómez  la  cantidad  demandada  en  el  término  de 

diez  dias  y  sin  especial    condenación   en   costas.  Repónganse 

los  sellos. 

Manuel  ZavcUeia. 

Esta  sentencia  fué  confirmada  en  grado  de  apelación  por 
el  siguiente : 

Fallo  de    la   Suprema   Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  10  de  1869. 

Vistos :  por  sus  fundamentos ;  y  considerando  que  los  Jue- 
ces Nacionales  deben  aplicar  á  los  casos  que  se  sujeten  á 
su  conocimiento  no  solo  la  Constitución  y  las  leyes  sino 
también  los  principios  del  derecho  de  gentes,  según  se  dts^ 
pone  en  el  artículo  veintiuno  de  la  ley  de  jurisdicción  y  com- 
petencia de  catorce  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  tres :  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  trescientos 
cincuenta  y  dos,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador 
María  del  Carril  —  Francisco  Del- 
gado—  José  Barros  Pazos  — Benito 
Carrasco. 
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t;Al}S/k    ijJki 


D.  Pablo   Halbach   contra    Crovetío  hermams   por 

cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1^  En  la  prueba  teslimonial,  la  lista  He  testi- 
gos debe  ser  presentada  cuando  menos  tres  dias  antes  del 
dia  en  que  deben  ser  examinados. 

21''  La  lista  de  testigos  presentada  con  dos  dias  de  antici- 
pación al  del  vencimiento  del  término  de  prueba,  no  puede 
ser  aceptada. 

Caso,  —  En  una  causa  seguida  en  el  Juzgado  Nacional  de 
Buenos  Aires  por  D.  Pablo  Halbach,  gerente  de  la  sociedad 
anónimo  «Molino  de  Lorea»  contra  Crovetto  Hnos.  por  co- 
bro de  pesos,  que  se  encontraba  en  estado  de  prueba  por 
todo  el  término  de  la  ley,  á  contar  desde  el  23  de  Abril  de 
1869,  la  parte  de  Crovetto  presentó  con  fecha  31  de  Mayo 
una  lista  de  testigos  para  que  fuesen  examinados. 

Habiendo,  el  actuario  certificado  que  la  lista  no  habia  sido 
presentada  denlro  del  término  de  la  ley,  el  Juzgado  no  hizo 
lugar  á  la  declaración. 

Crovetto  pidió  revocatoria  del  auto  relativo,  ó  apelación 
in  sxibsídium,  diciendo  que  el  término  probatorio  concluia 
recien  el  dos  de  Junio  y  que  habiendo  presentado  la  lista  el 
31  der  Mayo,  habia  tiempo  para  que  sus  testigos  fuesen  exa- 
minados, por  lo  que  se  comprendía  que  el  certificado  del 
actuario  era  equivocado. 
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FaU»  diel    Juez  de  Seeei«B. 

Buenos  Aires,  Junio  7  de  1869. 

Resnllando  del  precedente  escrito  probado  por  la  misma 
confesión  de  esta  parte^  que  el  término  de  prueba  venció  el  2 
del  corriente^  y  que  la  lista  de  testigos  fué  presentada  el  3i 
de  Mayo,  esto  es,  según  el  cómputo  establecido  por  el  art. 
i8  de  la  ley  de  procedimientos,  solo  dos  días  antes  del  úl- 
timo dia  hábil  para  el  examen  de  los  testigos,  y  no  con  los 
tres  dias  de  anticipación  designados  por  el  art.  120  de  la 
misma  ley ;  no  ha  lugar  al  examen  de  testigos  que  se  soli- 
cita, y  se  concede  en  relación  la  apelación  interpuesta  para 
ante  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  á  la  que  se  eleverán  los 

autos  en  la  íorma  de  estilo. 

Zavaleta. 

Este  auto  fué  conflrmado  por  el  siguiente : 

Fallo   de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires^  Junio  22  de  1869. 

Vistos:  estando  conforme  el  certificado  del  actuario  de 
foja  cuarenta  y  siete  con  la  aseveración  del  apelante  i  foja 
cincuenta  y  cuatro  vuelta,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  la  citada  foja  cuarenta  y  siete,  y  satisfechas  aque- 
llas y  repuestos  los  sellos^    devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
M.  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
— ^JosÉ  Barros  Pazos.  —  Benito  Car- 
rasco. 
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VAVnJk'    IiULll. 


üon  Claudio  Manlerola   con  Don  Eugenio  Bustos^  ¡sobi 

cancelación  de  una  escritura. 


Vf 


Sumario. — Una  escritura  de    obligación,    cuyo  monto  ha 
sido  compensado,  debe  ser  cancelada. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  Don  Eugenio  Bastos 
con  Don  Claudio  Manterola  sobre  cumplimiento  de  un  con- 
trato. Bustos  ocurrió  al  Juzgado  exponiendo  que  liquidadas 
las  cuentas  relativas  á  uno  de  los  contratos  (el  de  ganados), 
resultó  un  saldo  por  intereses  á  favor  de  Manterola  por 
2,341  ^  lis.  91  cts.,  por  lo  que  lo  habia  ejecutado. 

Que  como  al  citado  Manterola  se  le  habia  condenado  á 
resarcir  el  valor  de  los  pagarés  perjudicados  por  falta  de 
protesta,  y  firmados  |por  Don  Zacarías  Yanzi  y  Don  Marco 
Antonio  Rufino  á  favor  de  Don  Uladislao  Mendoza,  que  se 
los  habia  endozado,  resultando  de  ellos  una  cantidad  líquida 
contra  Manterola  de  6,000  ^  or<»  con  sus  intereses  le  excep- 
cionó  compensación,  la  Qual  habia  sido  declarada  por  sen- 
tencias que  estaban  ejecutoriadas. 

Que  no  .habiéndose  cancelado  la  escritura  de  donde  nació 
la  ej.ecucíon  ni  la  cuenta  con  que  se  encabezó,  pedia  se 
mandara  practicar  una  y  otra  deligencia  dentro  de  tercero 
T.  vn.  21. 
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ilía,  poniéndose  por  su  parte  la  constancia  de  haber  recibido 
la  suma  compensada. 

Manterola  contestó  pidiendo  no  se  hiciera  lugar  á  la  can- 
celación de  la  escritura  hipotecaria^  ni  al  saldo  de  4,851  ^ 
que  había  resultado  en  su  contra. 

Que  como  á  Bustos  se  le  condenó  también  en  la  misma 
sentencia  que  invoca,  á  cederle  todas  sus  acciones  contra 
Yanzi  y  Rufino,  aquel  no  podia  hacer  esa  cesión  que  ya 
estaba  hecha  por  la  sentencia. 

Que  existiendo  por  otra  parte^  un  juieio  ordinario  conse 
cuencía  del  ejecutivo  concluido,  no  se  podia  proceder  á  la 
cancelación  de  la  hipoteca  que  era  la  única  garantía  que  te- 
nia para  las  resultas  de  ese  juicio ;  y  que  si  Bustos  le  daba- 
fianza  bastante,  entonces  recien  se  prestaría  á  la  cancelación 
solicitada. 

El  Juzgado  pidió  ad  effectum  videndi^  varios  otros  espe- 
dientes relativos  á  este  mismo  pleito  y  con  ellos  pronunció 
este  : 

Fallo  del    Jueae  Seccional. 

Meadoza,  Abril  82  de  1869. 

Vistos :  habiendo  tenido  á  la  vista  cuatro  cuerpos  de  autos 
y  con  este  cinco^  concluyo: — Que  la  solicitud  sobre  cance- 
lación de  la  escritura  de  21  de  Diciembre  de  1861  á  f.  272, 
cuaderno  n**  12^  con  el  título  de  ejecutivo,  visado  por  el 
Juez,  y  aprobado  por  las  partes,  es  justo,  desde  que  Don 
Eugenio  Bustos  se  presta  á  poner  al  pié  de  los  documentos 
perjuBicados  el  competente  recibo  de  lo  que  resta  á  Don 
Claudio  Manterola,  que  es  la  mitad  de  4,683  ^  82  cts. 

Como  la  deuda  procedente  de  los  espresados  pagarés  es 
líquida  y  ejecutiva  y  está  además  admitida  en  compensación 
por  la  sentencia  suprema  de  22  de  Octubre^  de  1868 
í.  151  vuelta,  cuaderno  n""  106,  y  ratificada  esta  por  la  su- 
perior de  28  de  Noviembre  del  mismo  año. 
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Considerando  también :  que  la  cuenta  de  f.  272  se  halla  en 
igual  estado,  y  que  ella  establece  la  proporción  de  la  mitad   . 
en  relación  con  el  capítulo  2"",  de  la  sentencia  de  i^  instlin- 
cia  f.  255,   cuaderno  ordinario  n""  1%  y  la  confirmada  tam- 
bién por  la  Suprema  Corte  de  8  de  Febrero  de  1866. 

Teniendo  presente  lo  alegado  en  audiencia  de  16  del  cor- 
riente,  se  declara:         ^ 

Que  se  debe  mandar  y  mando  que  se  cancele  la  escritura 
de  21  de  Diciembre  ya  dicha,  con  mas  la  cuenta  de  f.  272, 
previo  recibo  en  los  pagarés  perjudicados  por  2,341  ^  92  cts., 
con  mas  e)  interés  respectivo  hasta  la  íeeha  del  recibo,  con- 
tado desde  la  liquidación  hecha  en  h  cuenta  que  se  manda 
cancelar.  Al  efecto  trascríbase  esta  resolución  al  Escribano 
de  Hipotecas  Don  Manuel  Ortiz,  á  los  efectos  que  hubiere 
lugar  en  derecho.     Con  costas  del    articulo  á  la    parte  de 

Manteóla*    Repóngase. 

Pahim. 

Habiendo  apelado  Manterola,  este  auto  fué  confirmado  por 
el  siguiente: 

Valto  dto  la  Stip»emia  Cmvtm. 

Buenos  Aires^  Junio  26  de  1869. 

Vistes  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  cuatro  vuelta,  y  devuélvanse,  acompa- 
ñándose la  correspondiente  planilla  dé  costas. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos.  — Benito 
Carrasco. 
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CJkMJñJL   IilKIlI. 


Dotí  Lisandro  Lloverás  contra  Don  Elíseo  Schiront\ 

por  cobro  de  pesos. 


Sitmario. — No  mejorándose  el  recurso  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Cliso.  —  El  Dr.  D.  [Damián  M.  Hadson  representante  de 
Don  Lisandro  Lloverás  en  autos  con  Don  Elíseo  Schironi  por 
cobro  de  pesos,  pidió  se  declarase  desierta  la  apelación  por 
no  haberse  mejorado  el  recurso  en  el  término  del  empla- 
zamiento. 

Fall»    de    la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires^  Julio  i®  de  1869. 

No  habiéndose  mejorado  el  recurso  en  el  término  legal, 
con  arreglo  al  artículo  doscientos  catorce  de  la  ley  de 
procedimientos,  se  declara  desierta  la  apelación,  y  devuél- 
vanse los  autos  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

^    #^'-#'^  Carreras. 


«. .  j 


J 
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CAUSA    lilLlV. 


Crimimil,  contra  D.  Bernardo   Segundo  Cabot^  por 
cooperación  á  la  fuga  de  un  preso^    y  evasión 

de  la  cárcel. 


Sumario,  --  I''  La  josiicia  para  do  ser  crael  debe  ser  acom- 
pañada de  la  equidad. 

S''  RepugDa  impoDer  pena  á  un  joven  por  haber,  eD  casa 
de  sus  padres  y  verosimílmeDte  por  orden  de  estos,  facilitado 
la  fuga  de  un  pariente  suyo,  cuando  se  ba  sobreseído  en  la 
causa  contra  los  autores  de  la  evasión. 

S""  La  confesión  del  delito  hecha  con  el  Gn  evidente  de 
salvar  á  sus  padres  presos,  disminuye  de  su  fuerza  proba* 
toria. 

4°  Ninguna  ley  autoriza^  y  la  jurisprudencia  reprueba  co- 
mo inmoral  é  inhumano,  el  interrogar  á  los  esposos,  al  uno 
contra  el  otro,  á  los  padres  contra  sus  hijos,  y  á  los  hijos 
contra  sus  padres  y  hermanos. 

&>  La  apelación  no  puede  entenderse  interpuesta  con  otro 
objeto  que  con  él  de  que  sea  reparado  el  gravamen  inferido 
por  la  sentencia  apelada. 


Caso,  —  Don  Marco    Antonio   Lloverás,   preso  en  las  cár- 
celes de  8,  Juan  por  delito  de  rebelión,   salió  para  su  casa 


302       FALLOS  DB  LA  SUPREIfA  CORTE. 

en  la  noche  del  3  de  Febrero  de  1868  con  permiso  del  cabo 
de  guardia  Clemente  Ojeda,  acompañado  por  el  soldado 
Irastia,  y  disfrazado  de  militar  para  no  ser  reconocido. 

Asi  acompañado  fué  á  la  casa  de  D.  Bernardo  Cabot,  su 
pariente  inmediato «  donde  pidió  al  hijo  de  aquel  D,  Bernardo 
Segundo  Cabot,  un  caballo  para  ñigarse. 

Don  Bernardo  Segundo  Cabot  se  lo  proporcionó,  y  Llove- 
rás saliendo,  con  el  pretesto  de  una  visita  á  la  vecindad, 
fuera  de  la  vista  de  su  custodia,  montó  en  el  caballo  y  se 
fugó. 

Por  esie  hecho  fueron  presos  y  procesados  Don  Bernardo 
Segtando  Cabot,  sus  padres,  el  cabo  Ojeda  y  el  soldado 
Irustia. 

Los  dos  últimos  fueron  pasados  al  Tribunal  Militar,  y  fue- 
on  en  seguida  indultados  por  el  P.  E. 

Los  padres  de  Cabot  fueron  puestos  en  libertad,  por  cuanto 
este  en  la  confesión  declaró  que  él  solo  tenia  la  culpa  de 
la  fuga  de  Lloverás. 

Durante  el  tiempo  de  su  prisión  estalló  el  cólera  en  S* 
Juan,  y  Cabot  se  fugó  de  la  cárcel  con  muchos  otros  presos. 

Fué  á  la  Provincia  de  la  Rioja,  se  unió  con  el  rebelde 
Elias  Gutiérrez  quien  intentaba  asaltar  la  villa  de  Jachal,  se 
separó  de  este,  avisó  á  las  autoridades  de  Jachal  de  los  pro- 
pósitos de  Gutiérrez,  y  se  presentó  voluntariamente  para  ser 
sometido  nuevamente  al  juicio. 

Oídos  los  testigos  del  sumario  entre  ellos  los  padres 
y  hermano  del  procesado,  y  la  confesión  de  este,  el  Procura* 
dor  fiscal  acusó  á  D.  Bernardo  Segundo  Cabot  por  el  delito 
de  cooperación  á  la  iuga  de  Lloverás,  y  su  propia  evasión, 
como  convicto  y  confeso,  y  en  vista  del  servicio  prestado  á 
la  villa  de  Jachal  por  sus  avisos,  pidió,  que  se  le  aplicase 
la  pena  de  5C0  ^  fuertes  de  multa  con  arreglo  al  art.  42  de 
la  ley  Nacional  penal. 

El  defensor  de  Cabot  contestó  que  la  única  falta  cometida 
por  este  fué  la  de  haber  accedido  á  la  petición  de  su  primo^ 
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á  q«ten   creía  ya  fugado   de  la  cárcel,  laciliiándole  un  ca- 
ballo ;  y  que  este  no  era  un  delito. 

Que  respecto  á  sa  eva&ion^  ki  había  practicada  por  el 
terror  del  cdlera  que  hacia  estragos  en  S.  Juau ;  y  que  pa- 
sada la  epidemia,   se  restituyó  voluntariamente  á  la  prisión. 

FaUo  dci  Jwes   Seccionfil. 

San  Juan,  Abril  16  de  1869. 

9 

Vista  esta  cansa  criminal  contra  Bernardo  Segundo  Cabot^ 
por  haber  facilitado  la  fuga  del  preso  sugeto  á  la  jurisdicción 
Nacional,  Marco  Antonio  Lloverás,  procesado  por  delito,  de 
rebelión,  con  lo  espuesto  por  el  Fiscal,  alegado  por  el  de- 
fensor del  reo  y  considerando : 

I""  Que  de  las  declaraciones  dal  sumario  y  la  confesión  del 
procesado  consta  el  hecho  de  la  fuga  del  preso  Lloverás  en 
la  noche  del  3  de  Febrero  del  año  pasado ;  y  que  tuvo 
lugar  de  la  manera  siguiente :  que  tomo  á  la  una  de  esa 
noche  el  preso  Lloverás  pidió  permiso  al  cabo  de  la  guardia 
de  la  cárcel,  para  salir  á  su  casa  por  un  rato,  éste,  llamado 
Clemente  Ojeda  le  permitió  la  salida,  acompañado  del  sol- 
dado de  la  misma  guardia  Clemente  Irustia,  para  que  le  sir- 
viera de  custodia,  haciendo  disfrazar  antes  al  preso  con  ropa 
militar  para  que  no  fuera  conocido. 

Que  una  vez  en  la  calle  se  dirijieron  y  llegaron  á  la  casa 
de  Don  Bernardo  Cabot  —  pariente  inmediato  de  aquel  —  que 
después  de  entrar  ambos  y  de  hablar  Lloverás  separadamente 
con  su  primo  hermano  Bernardo  Segundo,  pidiéndole  un 
caballo  para  fugarse,  este  salió  montado  en  uno  que  tenia  en 
la  casa  y  se  dirijió  al  molino  de  la  misma  finca,  de  donde 
sacó  un  caballo  que  le  pidió  al  encargado  del  molino,  ó  su 
arrendatario  Don  Máximo  Rodríguez,  poniéndolo  en  una  sa- 
lida escusada  de  la  casa,  de  cuyo  lugar  lo  tomó  Lloverás 
después  de  pretestos  que  iba  á  hacer  una  visita  á   la  vecin- 
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dad,  y  quedando  la  custodia  en  el  patio  de  la  casa  esprc^ 
ftada  esperando  el  regreso   de  aquel. 

Que  persuadido  el  soldado  Irustia  de  la  fuga  del  preso  en 
vista  de  su  tardanza  en  volver,  se  regresó  á  su  guardia  al 
amanecer  el  dia  4  dando  cuenta    de  lo  ocurrido. 

2^  Que  también  consta  de  autos  que  evadido  el  procesado 
de  la  cárcel  en  unión  con  otros  presos  políticos,  y  ausente 
ya  de  la  Provincia,  se  encontró  en  cGnandacol»  (Provincia 
de  la  Riója)  con  el  rebelde  Elias  Gutiérrez,  que  á  la  cabeza 
de  un  número  respetable  de  hombres  intentaba  dar  un  asalto 
á  la  villa  del  Jachal,  de  esta  Provincia,  y  el  procesado  con- 
siguiendo separarse  de  aquel,  pasó  á  Jachal  y  dio  oportuno 
aviso  á  las  autoridades  del  punto,  presentándose  voluntaria- 
mente para  ser  nuevamente  sometido  al  presente  juicio. 

3^  Que  establecidos  así  los  hechos  que  constan  del  pro- 
ceso, si  bien  pudiera  reputarse  al  reo  comprendido  en  la 
disposición  de  la  ley  penal  ile  catorce  de  Setiembre  del 
63,  seria  únicamente  como  cómplice  en  un  grado  inferior 
á  los  autores  principales  ó  responsables  de  Fa  evasión,  pues 
que  hablando  la  ley  de  los  que  emplean  la  astucia  y  so- 
borno para  facilitar  la  fuga  de  un  preso^  en  el  caso  pre- 
sente, ya  se  habia  empleado  aquella  por  el  cabo  de  guardia, 
permitiendo  su  salida  con  disfraz  }  la  parte  que  en  ella  ha 
tomado  el  procesado,  ha  sido  en  su  propia  casa,  á  instancia 
del  preso  Lloverás,   y  sin  que  aparesca  premeditación. 

4*"  Que  á  esto  debe  agregarse  la  circunstancia  del  paren- 
tesco inmediato  del  reo  con  el  prófugo ;  que  habiendo  hecho 
su  evasión  por  temor  de  la  epidemia  del  cólera,  la  ha  pur- 
gado con  el  hecho  de  presentarse  voluntariamente  al  juicio, 
y  que  durante  su  ausencia  ha  prestado  un  servicio  impor- 
tante á  la  villa  de  Jachal,  y  á  la  Nación  con  el  oportuno 
aviso  de  que  se  ha  hecho  mención. 

.V»  Que  en  este  sentido,  la  Irrr  complicidad  [del  procesado 
vn   ia  rvasion   del  preso   Marco   Antonio    Lloverás  está   sufi- 
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cienlemente  compurgada  con   la  prisiou    sufrida,   co8tas  del 
proceso  y  serio  apercibimiento,   para  lo  sucesivo. 

Por  estos  fundamentos, ,  fallo  deGnitivamente  juzgando  y 
declaro  que  el  procesado  Bernardo  Segundo  Cabot,  es  reo 
responsable  de  complicidad  Leve  en  la  evasión  del  preso  Mar- 
co Antonio  Lloverás,  dando  por  compurgada  la  pena  que  pu- 
diere corresponderle  con  la  prisión  sufrida,  y  el  pago  de  to- 
das las  costas  del  proceso,  y  apercibiéndosele  seriamente 
respecto  de  su  conducta  futura  en  casos  semejantes. — Hágase 
saber  original,  y  en  oportunidad  cancélese  la  escritura  otor- 
gada por  el  fiador  del  reo.  • 

Natanael  Morcillo. 

Cabot  apeló  de  la  sentencia,  y  su  defensor  sostuvo  ante  la 
Suprema  Corte  que  se  debia  dar  por  compurgada  la  culpa 
leve  de  Cabot  y  absolverle  de   la   instancia. 

t^l  Sr.  Procurador  General  contestó  que  eso  mismo  se  ha- 
bla establecido  por  la  sentencia  apelada,  que  por  consiguiente 
debia  ser  confirmada ;  y  qnc  respecto  de  las  costas,  la  con- 
denación en  ellas  era  justa  desde  que  por  culpa  de  Cabo^ 
se  habia  iniciado  y  seguido  el  proceso. 

Fallo  de    la  üuprema   Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  3  de  1869. 

Vistos,  y  considerando;  Primero^  que  la  justicia  que, 
según  una  ley  de  Partida,  para  no  ser  cruel  debe  ir  acompa- 
ñada de  la  equidad,  repugna  que  se  imponga  una  pena 
cualquiera  al  joven  Cabot  por  haber  facilitado  á  su  pariente 
Lloverás  en  casa  de  sus  padres,  y  verosimilmente  por  orden 
de  estos,  un  caballo  para  continuar  su  fuga,  cuando  se  ha 
sobreseido  en  la  causa  respecto  á  los  que  aparecen  autores 
de  su  evasión  de  la  cárcel,  por  razón  del  indulto  que  les 
concedió  el  Poder  Ejecutivo  ;  Segundo^  que  la  prueba  de  esta 
participación  en  el  delito  de  aquellos,  se  encuentra  en  la  con- 
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fesion  qoe  hizo^  estando  presos  sus  ancianos  padres,  y  con 
fin  evidenle  de  salvarlos^  culpándose  él  eselusivamente,  j 
debiendo  haber  contribuido  á  inspirarle  esle  senlímiento  de 
piedad  la  misma  tenacidad  con  qoe  se  condujo  la  investiga- 
ción, en  la  cual  se  ban  interrogado  i  los  esposos,  el  uno 
contra  el  otro,  á  los  padres  contra  sus  hijos  y  á  los  hijos 
contra  sus  padres  y  hermano,  proceder  que  ninguna  ley  au- 
toriza, y  que  la  jurisprudencia  unánimamente  reprueba  conM> 
inmoral  é  inhumano ;  .  lo  que  por  consiguiente  debilita  la 
fuerza  probatoria  de  la  confesión ;  Tercero^  que  aun  cuando 
eh  defensor  haya  olvidado  pedir  la  revocación  de  la  senten- 
cia de  primera  instancia  respecto  á  la  condenación  en  costas, 
no  por  eso  debe  considerarse  consentida  en  esa  parte,  pues 
la  apelación  no  puede  entenderse  interpuesta  con  otro  objeto, 
siendo  este  el  único  gravamen  que  se  imponía  al  procesado, 
y  no  de  poca  importancia  atendido  el  volumen  de  la  causa ; 
por  esos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  ochenta  y  tres  en  cuanto  condena  á  Don  Bernardo 
Cabot  en  las  costas  del  proceso,  declarándose  consentida  en 
lo  demás  que  contiene,   y  devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril. —  Francisco  Delgado. — 
José  Barros  Pazos.  — Benito  Carrasco. 
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Dwi    Trifaii  Ramera   y  Quiroga  Hnas,   cantra  D.  Desiderio 
Brava  y  D,   Carlas  Lean^    sobre  cumplimiento 

de   sentencia. 


Sumano. —  l^  Los  intereses  á  estilo  de  comercio  que  de- 
ben pagarse  como  indemnización  de  daños  y  peijnicios,  son 
ios  corrientes  en  la  plaza,   y  no  los  que  cobran  los  bancos. 

2^  Los  intereses  á  abonarse  hasta .h  verificación  del  pago, 
se  entienrdea  hasta  que  el  acreedor  se  haya  recibido  del 
cepita!. 

S'^  El  condenado  en  costas  debe  abonar  el  honorario 
ajustado  entre  la  contra  parte  y  su  abogado,  no  existiendo 
en  el  ajuste  fraude,  ialsedad  ú  otro  vicio. 

4**  No  existiendo  en  la  2^  instancia  la  condenación  en  cos- 
tas que  ha  existido  en  la  primera^  cada  parte  paga  en 
aquella  las  que  hubiese  causado. 


Caso.  — En  el  año  de  1867  se  siguió  contra  D.  Desiderio 
Bravo  y  D.  Carlos  León  una  cansa  criminal  por  delito  de 
rebelión,  á  cuya  causa  se  unió  una  querella  civil  de  Qoiroga 
Hnos.  cobrando  á  Bravo  y  León  la  suma  de  1,198  ^  bol.  63  es. 
é  intereses  por  mercaderías  tomadas,  y  otra  de  D.  Trifon 
Romero,  cobrando  á  León  la  suma  de  1,276  ^  bol.  63  es.   é 
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intereses  de  plaza  lambien  por  mercaderías  tomadas  durante 
la  rebelión. 

En  29  de  Enero  de  1868,  el  Juez  de  Sección  de  S.  Juan 
dictó  sentencia  definitiva,  declarando. 

V  Que  León  y  Bravo  eran  reos  del  delito  de  rebelión,  el 
primero  en  el  rol  que  previene  el  art.  16  de  la  ley  nacional 
penal,  y  el  segundo  como  mero  ejecutor. 

•  2"  Que  ambos  eran  responsables  á  favor  de  los  querellan- 
tes Quiroga  Hnos.  por  la  cantidad  , de  1,198 /¡f  bol.  83  es. 
con  sus  intereses  á  rstilo  de  Comercio,  desde  el  15  de  Fe- 
brero de  1867  hasta  la  verificación  del  pago  por  razón  de 
daños  y  perjuicios,  y  de  las  costas. 

3»  Que  León  era  responsable  á  favor  del  querellante  Ro- 
mero por  la  cantidad  de  666  fi  bol.  con  sus  intereses  á  es- 
tilo de  comercio  desde  el  30  de  Enero  de  1867,  hasta  que 
realizo  el  pago  de  ella  también  por  razón  de  daños  y  per- 
juicios, y  de  las  costas  causadas. 

Y  condenándoles  al  pago  de  esas  cantidades,  réditos  y 
costas,  les  aplicó  é  impuso  una  pena  por  el  delito. 

Apelada  la  sentencia,  la  Suprema  Corte  por  su  fallo  de  3 
de  Setiembre  de  1868  la  confirmó,  ordenando  se  devolvieran 
los  autos^  satisfechas  que  fuesen  las  costas  y  repuestos  ¿los 
sellos. 

Devueltos  los  autos  se  suscitó  una  cuestión  sobre  el  cum- 
plimiento de  la  sentencia. 

Quiroga  Hnos.  pedian  que  León  y  Bravo  pagasen  el  rédito 
de  1  17,  p-Vo  mensual  y  las  costas  de  2^  instancia. 

Romero  á  mas  de  esto,  alegaba  haber  hecho  ajuste  con 
su  defensor  por  la  defensa  en  1^  instancia,  y  pedia  que  León 
le   abonase  su  importe. 

León  sostenia  que  el  rédito  á  pagarse  era  él  que  cobran 
|os  Bancos ;  que  el  ajuste  entre  Romero  y  su  defensor  no 
le  afectaba  á  él,  y  no  debía  pagar  mas  que  los  honorarios 
(]uo    se  lasaran ;   y  qiic  las   costas   de    2*^  instancia    debían 
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ser  pagadas  según  se  hubiesen  !causado  por  no  haber  ha- 
bido  condenación  especial  contra  una  de  las  partes. 

Bravo  agregaba  que  los  réditos  no  debían  pagarse  después 
del  dia  en  que  él  y  León  consignaron  los  valores  en  que 
Tueron   condenados,  por  ser  aquello  un  verdadero  pago. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  la  tasa  del  interés  cor- 
riente en  plaza  y  estilo  de  comercio  durante  la  época  relativa 
y  producida  aquella,  se  dictó  el  siguiente. 

Valí»   del    Juez   flecrion»!. 

San  Juan,  Marzo  15  de  4869. 

Vistos:  entre  los  señores  Quiroga  Hnos.  y  Don  Trifon 
Romero  por  una  parte,  D.  Desiderio  Bravo  y  Dp  Carlos  León 
por  la  otra,  reclamando  los  primeros  el  cumplimiento  de  la 
sentencia  definitiva  pronunciada  contra  los  segundos  que  corre 
á  f.  233  de  los  autos^  en  la  parte  referente  á  intereses  y 
costas;  con  lo  alegado  y  probado  y  considerando  por  su 
mérito : 

Que  la  primera  cuestión  promovida  y  discutida  por  las  par- 
ces se  reduce  á  saber  ¿  si  los  intereses  á  estilo  de  comercio, 
que  en  virtud  de  la  sentencia  deben  pagar  Bravo  y  León  á 
Quiroga  Hnos.  y  Romero,  se  entiende  el  interés  corriente 
en  la  plaza  y  comercio  de  esta  ciudad,  ó  el  fijado  por  los 
Bancos  de  la  República?  —  Para  resolverla  con  mas  acierto 
se  llamó  á  prueba  sobre  la  taza  del  interés^  y  los  actores  han 
acreditado  cumplidamente  con  los  testigos  que  corren  de  fo  • 
ja  472  hasta  473  y  desde  foja  481  hasta  482,  que  el  interés 
corriente  en  esta  plaza  de  San  Juan  desde  el  año  1866,  es 
el  de  uno  y  medio  por  ciento  mensnat  i  la  vez  que  Bravo  y 
Leen  por  su  parte,  y  sin  contradecir  la  prueba  anterior  han 
acreditado  que  la  taza  del  interés  en  los  Bancos,  especial- 
mente el  de  Buenos  Aires,  en  la  misma  época  no  ha  excedido 
del  9  al  iO  por  ciento  anual^  como  se  vé  por  las  declara- 
ciones  corrientes    desde  foja  476  vuelta    hasta   478.  — Para 
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resolver  esla  cuesiiion  basta  aleaerse  al  objeta  de  la  seoten- 
cia  en  esta  parte ;  eato  bo  e&  otra  qae  la  indemnizacioo  cum- 
plida á  favor  de  los  Sres.  Quiroga  Hnos.  y  Romero,  que  se 
vieron  ilegilimamente  privados  de  los  capitales  en  esta  plaza 
y  comercio  diO  San  J'aan  donde  los  tenian  en  jiro.  —  Es  evi- 
dente pues  que  debe  estarse  al  interés  corriente  en  la  misma 
plaza,  pues  de  otra  manera  no  se  llamaria  el  fio  ó  propásito 
del  juez  al  acordar  la  indemuizacion. 

La  segunda  cuestión  referente  al  interés,  se  reduce  á  lo 
siguiente:  ¿debe  abonarse  este  desde  el  tiempo  fijado  en  la 
sentencia  basta  el  di  a  en  que  se  bizo  el  depósito  judicial  de 
los  valores  para  su  pago,  ó  hasta  que  los  actores  se  recibie- 
sen del  capital  ?  Esta  cuestión  está  resuelta  por  la  sentencia 
que  ha  sido  confirmada  en  la  Corte  Suprema  sin  alteración 
alguna,  y  que  testualmente,  dice,  que  el  interés  se  cuenta, 
respecto  de  Quiroga  Hnos.  hasta  la  verificación  del  pago,  y 
respecto  de  Romero,  hasta  que  realize  el  pago  de  ella  —  debe 
pues  contarse  basta  el  dia  en  que  los  actores  se  recibieran 
de  sus  respectivos  capitales. 

La  tercera  cuestión  promovida  por  Romero  contra  León, 
es  sobre  la  iguala  hecha  por  éste  con  su  apoderado  y  defen* 
sor  en  la  primera  instancia  del  juicio  principal  D.  Benjamín 
Garramuño,  que  corre  á  f.  452,  y  lo  cobra  á  León  como 
parte  de  costas»  oponiéndose  á  ello,  en  razón  de  que  si  se 
aceptase  esta  doctrina  se  abriría  una  puerta  á  los  fraudes  en- 
tre las  partes  y  sus  defensores  en  el  cobro  de  costas,  y 
pidiendo  que  se  manden  regular  los  honorarios  del  meocio* 
nado  defensor.  — Esta  cuestión  se  resuelve  con  lo  dispuesto 
en  el  art,  2»  de  la  ley  de  Arancel  del  26  de  Agosto  de  1863 
— aue  autoriza  esta  clase  de  igualas,  debiendo  únicamente 
rechazarse  aquellas  de  que  se  alegue  y  pruebe  fraude,  fal- 
sedad ú  otra  escepcion  legítima,  lo  que  no  sucede  en  este 
caso. 

La  cuarta  y  última  cuestión  contravertida  entre  las  partea, 
se  refiere  á  las  costas   causadas  en  2^  instancia  —  alegando 


D8  JUSTICIA   NACIONAL.  311 

los  actores,  que  siendo  cooBrmada  la  sentencia  del  Juez  a 
quo  por  el  Superior,  y  aunque  no  se  esprese  la  condenación 
en  costas  en  este  auto  confirmatorio,  se  entiende  y  es  de 
práctica  que  los  pague  el  apelante  y  que  hallándose  Bravo  y 
León  en  este  caso  deben  pagar  aquellos.  —  Esta  cuestioa 
también  se  resuelve  con  lo  dispuesto  en  el  art.  8^  de  la  ley 
de  Arancel  del  26  de  Agosto  ya  citado,  en  el  se  dispone 
que  pagará  las  costas  la  parte  que  determina  la  sentencia  — 
no  estando  pues  determinada  en  el  auto  confirmatorio  de  la 
CartCj  quien  deba  pagarlos  —  es  que  cada  parte  pague  los 
suyos  —  no  podiendo  tenerse  en  cuenta  la  práctica  que  se  in- 
voca por  los  actores  porque  esta  no  puede  servir  de  regla 
en  los  Tribunales  Federales  que  ejercen  una  jurisdicción  es- 
pecial, creada  por  la  Constitución,  debiendo  por  lo  tanto, 
sugetarse  á  la  práctica  que  ellos  mismos  establecen,  y  en  este 
punto  la  Suprema  Corte  la  tiene  establecida  en  sus  autos  con- 
iirmatorios,  en  los  que  por  espresar  la  condenación  en  cos- 
tas, agrega  siempre  la  cláusula  c  con  costas» — Cláusula  de 
que  carece   el  auto  que  nos  ocupa.  — 

Por  estas  consideraciones  resolviendo  definitivamente  la 
presente  articulación  — 

Fallo  y  declaro  1^,  que  Bravo  y  León  deben  abonar  á 
Quiroga  Hnos.  y  Romero,  fos  intereses  decretados  en  la  sen- 
tencia á  razón  de  iVt  P-V»  mensual ;  2°,  que  dichos  intere- 
ses, corren  desde  las  fechas  que  aquella  fija,  hasta  el  dia  en 
que  los  segundos  se  recibieran  del  capital  respectivo ;  S^,  que 
León  abone  á  Bravo  la  cantidad  que  espresa  la  iguala,  como 
honorario  del  defensor  Garramuño^  en  la  cuenta  de  costas 
de  1^  instancia ;  i^  y  último,  que  Bravo  y  León  no  están 
obligados  á  pagar  á  Quiroga  Unos,  y  Romero  las  cuentas  de 
costas  de  2^  instancia  que  estos  han  presentado.  —  Cada  parte 
pague  sus  costas  en  el  presente  artículo,  y  hágase  saber  no- 
tificándose original. 

Natanael  Morcilla, 
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Apelada  la  sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente 

Fallo    de  la  fíiupreaia  Corte* 

Buenos  Aires,  Julio   O  de  1809. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  de  foja 
cuatrocientos  ochenta  y  cinco  en  la  parte  apelada,  y  satisfe- 
chas las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

I<'rangisgo  dé  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Fravgisgo  Del- 
gado. —  José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 


IiXVl 


Criminal,  contra   D,  Marco  A.  Lloverás  y  D.  Ambrosio 
Caisedo^  por  cooperación  á  la  fuga  de  presos. 


* 

Snmario. — 1^  La  sentencia  condenatoria  dictada  en  virtud 
de  una  confesión  y  declaraciones  de  testigos  prestadas  ante 
juez  incompetente,  es  nula. 
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^  Es  razón  de  sobreseimiento  en  una  causa  criminal  la  pri* 
sion  y  molestias  sufridas  en  la  tramitación  de  un  proceso 
DulOf  y  la  levedad  de  la  pen¿,  que  de  esc  mismo  proceso 
puede  inducirse  merezcan  los  procesados,  y  que  pide  el 
Ministerio  público  contra  ellos. 


Caso.  —  Después  de  la  batalla  de  San  Ignacio,  cuando  los 
rebeldes  de  Mendoza  huían  para  Chile,  D.  Ambrosio  Caisedo 
y  D.  Marcos  A.  Lloverás  armaron  de  su  cuenta  una  partida 
para  aprehender  á  los  prófugos^  y  esta  partida  aprehendió 
á  D.  Laureano  Nazar  y  D.  José  de  la  Reta,  que  fueron  con- 
ducidos á  la  casa  de  Caisedo,  siendo  este  cuñado  de  la  Señora 
de  Reta. 

A  los  dos  dias  Nazar  y  Reta  se  fugaron  para  Chile,  y  este 
hecho  dio  lugar  á  un  proceso  contra  Lloverás  y  Caisedo, 
que  fue  seguido  ante  los  Tribunales  Provinciales. 

Ante  los  mismos  se  tomó  la  confesión  á   los  encausados. 

Pasados  en  seguida,  los  autos  al  Juez  Nacional,  este  des- 
pués de  tomadas  algunas  declaraciones  sobre  la  complicidad 
de  Nazar  y  Reta  con  la  rebelión,  se  declaró  competente. 

No  adelantó  el  sumario,  ni  volvió  á  tomar  confesión  á  los 
procesados. 

La  única  diligencia  que  8e  hizo  al  respecto  fué  haberles 
leido  la  conffssion  en  las  partes  en  que  aparecian  contra- 
decirse, y  anotado  que  cada  uno  insistía  en  lo  que  tenia 
declarado. 

Después  de  esto  se  interpuso  la  acusación,  se  hizo  la  de- 
fensa, y  se  abrió  la  causa  á  prueba  sin  fijar  los  puntos  sobre 
que  debia  recaer. 

Los  acusados  produjeron  la  declaración  de  .trece  testigos ; 
el  fiscal  pidió  la  ratificación  de  los  del  [sumario,  de  los 
cuales  solo  dos  se  ratificaron. 

En  seguida  se  dictó  el 

T.  VH.  ^    Í2 
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Fallo    del   Juex     9(errional. 


San  Jihin,  Diciembre  2  de  1868. 

Vistos  estos  autos  seguidos  á  instancia  del  Fiscal  contra 
Don  José  Antonio  Caísedo  v  D.  Marco  Lloverás  RuGno, 
como  reos  del  delito  de  soltura  de  los  presos  D.  Laureano 
Nazar  y  D.  ¡osé  Reta,  y  considerando :  — 

d*"  Que  de  estos  autos  resulta  legítimamente  probado :  1^, 
que  los  prófugos  Reta  y  Nazar  figuraron  como  cómplices 
en  la  rebelión ;  ^^,  que  fué  por  esto  que  la  Comisión  que 
obraba  bajo  la  dependencia  de  la  autoridad  del  Departa-^ 
mentó  de  Calingasta,  cumpliendo  sus  instrucciones,  los  cap- 
turó en  el  Barrial,  territorio  de  esta  Provincia,  adonde 
babian  arribado  con  fuerza  armada,  de  tránsito  para  la  Re- 
pública de  Chile,  según  aparece;  3\  que  fueron  puestos  á 
disposición  de  Caisedo  que  era  quien  se  hallaba  investido 
de  dicha  autoridad ;  y  4^,  que,  conducidos  á  casa  de  Cai- 
sedo, no  solamente  no  se  les  puso  en  segura  custodia, 
como  sucedió  con  otros  presos  que  por  igual  causa  se  ha- 
bían llevado  allí ;  sino  que,  por  el  contrario  Caisedo  y 
Lloverás,  que  era  también  respetado  como  superior  por  los 
que  componían  las  fuerzas  departamentales,  les  facilitaron  los 
medios  de  efectuar  la  fuga  con  seguridad  y  éxito. 

2^  Que  la  prisión  de  Nazar  y  Reta  estuvo  justificada,  en 
cuanto  á  los  hechos,  por  la  notoriedad  pública  que  desig- 
naba al  primero  como  jefe  del  Ejército  de  Reserva,  y  al 
segundo  como  Inspector  de  Policía  de  los  rebeldes  en  Men- 
doza, y  por  la  circunstancia  de  haber  sido  tomados  todavía 
infraganti  con  fuerza  armada  en  territorio  de  esta  Pro- 
vincia ;  y  en  cuanto  á  la  facultad  que  el  derecho  concede 
para  haberla  verificado,  por  el  inciso  3^^  art.  12  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia,  y  por  los  artículos  40  y 
47   de  la  ley  penal. 
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3^  Que  según  esio,  es  inconducenie  la  prueba  producida 
por  parte  de  los  procesados  en  Mendoza,  porque  la  ley  no 
establece  como  requisito  indi^nsable  para  la  existencia  del 
delito  de  sustracción  ó  soltura  de  presos,  el  que  estos  sean 
verdaderamente  culpables  del  hecho  que  motiva  su  arresto; 
y  por  la  clara  espresion  de  su  contesto  (art.  39  hasta  el 
43  de  la  ley  penal)  basta  para  la  aplicación  de  la  pena  á 
ios  culpables,  que  baya  existido  la  prisión  y  que  se  verifi- 
que la  sustracción  ó  fuga  de  ellos. 

4^  Que  las  circunstancias  acreditadas  por  la  prueba  pro* 
ducida  ante  este  Juzgado,  de  parte  de  los  mismos,  pueden 
estimarse  como  atenuantes  de  la  responsabilidad  penal,  pero 
no  como  causas  justificativas  de  su  conducta. 

5»  Que  además  de  ser  inconducente  el  alegato  fundado  en  que 
no  correspondía  á  este  Juzgado  el  conocimiento  de  la  causa  de 
Nazar  y  Reta,  por  cuanto  no  se  trata  de  ellos  en  este  proceso, 
sino  del  hecho  de  haberles,  dado  soltura  facilitándoles  astuta- 
mente su  fuga,  que  ocurrió  dentro  de  los  limites  de  la  juris* 
dicción  de  este  Juzgado,  y  fué  ejecutado  por  personas,  que 
por  razón  del  domicilio  estaban  también  sugetas  á  ellas;  es 
también  inexacto,  pues  tenia  facultad  este  Juzgado  para  pro- 
ceder contra  ellos  como  presuntos  reos  del  delito  contra 
la  Nación;  l^^  porque  fueron  aprendidos  dentro  de  territo- 
rio de  esta  Provincia ;  2^,  porque  fueron  tomados  infra'^ 
ganíi  aun  con  fuerza  armada,  continuando  todavía  en  la 
ejecución  del  delito  que  motivaba  su  prisión ;  y  3^^,  porque 
en  esas  circunstancias  no  existia  Juez  de  Sección  en  Men- 
doza, ni  se  despachó  por  aquel  Juzgado  hasta  ser  levantada 
la  suspensión  impuesta  al  Dr.  Palma  por  el  Comisionado 
Nacional  después  de  la  espulsion  de  los  rebeldes  de  esa 
Provincia ;    y  era  este  Juzgado  el   mas  inmediato. 

6^  Que  la  facultad  de  aprender  reos  de  delito  contra  la 
Nación  deferida  por  la  ley  á  las  autoridades  y  á  los  sim- 
ples particulares  en  su  caso,  implica  el  deber  de  ponerlos 
á  disposición  de  los  jueces  de  Sección,  que  los  liga  desde 
el  momento  en  que  ejercen    aquella,   y  de  que  no   pueden 
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prescindir  sin  incurrir  en  la  responsabilidad  que  la  ley  esta- 
blece con  relación  á  los  encargados  de  la  captura  y  cus- 
todia de  presos,  pues  obran  »ya  como  agentes  autorizados 
de  la  Justicia  Nacional  y  quedan  por  aquel  solo  hecho  so- 
metidos á  los  deberes  qne  la  ley  impone  á  los  de  su  clase^ 
bajo  la  conminación  de  las  penas  que  ella  misma  establece. 

1^  Que,  según  esto,  tampoco  es  conducente  el  alegato 
fundando  en  la  espontaneidad  para  haberse  armado  y  pro- 
cedido á  la  captura  de  los  delincuentes  que  penetrasen  en 
el  Departamento,  si  tiene  por  objeto  justificar  la  conducta 
de  los  procesados;  siendo  también  inexacto  en  el  fondo, 
porque  fué  mediante  la  disposición  de  Caisedo,  qne  proce- 
día como  jefe  autorizado  del  Departamento  en  cumplimiento 
de  los  deberes  y  en  ejercicio  de  la  facultad  inherentes  á 
su.  empleo,  que  se  organizó  y  espedicionó  la  fuerza  que 
capturó  á  los  presos  de  cuya  fuga  se  trata. 

8^  Que  por  la  ley  son  responsables  de  pena  no  solamente 
los  que  siendo  encargados  de  la  custodia  de  los  presos, 
los  dejan  fugar;  sino  que  también  los  que,  no  siéndolo 
les  facilitan  la  fuga  por  asíticia  ó  soborno  (arts.  42  y  43  de 
la  ley  penal). 

9^  Que  por  lo  hasta  aquí  espuesto  se  vé  que  Caisedo 
está  comprendido  en  la  primera  calificación  del  art.  43  de 
la  ley  penal,  y  sujeto  á  la  pena  absoluta  de  trabajos  for- 
zados por  seis  años,  allí  establecida,  pues  que,  como  se 
ha  espresado,  era  él  el  encargado  principalmente  de  la  cus- 
todia de  los  presos,  y  los  dejó  fugarse,  no  por  negligencia, 
sino  por  conveniencia. 

10  Que  por  fin,  de  lo  espuesto,  no  constando  de  autos 
qne  Lloverás  se  encontrase  en  iguales  condiciones,  y  ha- 
biendo, por  el  contrario,  antecedentes  que  inducen  á  creer 
que  no  tenia  posición  oficial,  ni  jaccidental  ni  permanente, 
cuando  ocurrió  la  fuga  de  los  presos,  como  son  lo  (decla- 
rado por  Caisedo  y  la  prueba  producida  en  su  descargo, 
resulta  también  justificado  que  Lloverás  está  comprendido 
en  la  calificación  del  art.  42  de  la  misma  ley. 
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Por  estas  consideraciones  y  teniendo  además  presente  con 
relación  á  Lloverás  la  justificación  que  se  ha  hecho  en  su 
favor  en  el  contenido  de  las  preguntas  ^^  3%  ^  y  5*,  del  in- 
terrogatorio de  f.  122,  por  una  parte,  y  por  otra  su  educa^ 
cion  y  posición  social  que  hace  que  sean  menos  disculpables 
en  él  los  hechos  de  la  naturaleza  del  que  se  persigue,  que 
lo  que  pudiera  ser  en  persona  ignorante  y  de  condiciones 
humildes;  fallo,  [definitivamente  en  la  presente  causa  de- 
clarando que  Caisedo  y  Lloverás  son  reos  del  delito  que 
motiva  este  proceso,  en  el  rol  que  con  respecto  á  cada  uno 
de  ellos  queda  determinado ;  y  condenando  al  primero  á 
sufrir  la  pena  de  trabajos  torzados  por  seis  años,  y  al  se- 
gundo en  la  pena  de  quinientos  pesos  fuertes  de  multa  á 
fóvor  del  Tesoro  Nacional,  ó  de  un  año  de  trabajos  forzados, 
y  ambos  de  mancomún  et  insolidum  en  el  pago  de  las  costas 
de  la  causa:  —  Sin  perjuicio  de  lo  que  corresponde  resol- 
ver sobre  las  prestaciones  pecuniarias  á  que  se  refiere  el 
Fiscal,  cuando  se  presentase  en  forma  y  como  debe  el  caso 
práctico  de  hacerlo — Notífiquese  original,  y  repónganse  los 
sellos  en  la  parte  que  corresponda,  satisfaciéndose  también 

las  costas. 

/.    Benjamín  de  la   Vega. 

Los  condenados  apelaron,  y  ante  la  Suprema  Corte  sin 
hacer  mérito  del  valor  legal  de  las  pruebas,  el  defensor  pi- 
dió la  absolución  de  los  procesados,  y  el  Sr.  Procurador 
General  la  reforma  de  la  sentencia  condenándose  á  aquellos 
á  la  multa  de  300  ^  fuertes   cada  uno. 


Fallo  de    la  Supremí»   Corte* 


Buenos  Aires,  Julio  6  de  1869. 

Vistos,  y  considerando ;   Primero^   que  el  Juez  de  Sección 
no  ha  tomado  por  sí  mismo  formal  confesión  á  los  proce- 
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sados,  ui  aparecen  notificados  en  el  plenario  los  numerosos 
testigos  que  examinó  el  Juez  del  Crimen  provincial  qne  le 
remitió  la  causa,  omisiones  que  invalidan  la  sentencia  ape- 
lada, según  se  ha  declarado,  de  acuerdo  con  las  prescrip-- 
cienes  de  las  leyes,  por  la  Suprema  Corte  en  ^tros  casos ; 
Segundo,  que  atendida  la  pena  que  el  señor  Procurador  Gene- 
ral pide  contra  Caisedo  y  Lloverás^  y  lo  que  puede  inducirse 
de  lo  actuado  ante  el  Juez  provincial,  de  la  reposición  de  la 
causa  no  resultaría  un  cargo  contra  ellos  que  mereciese  la 
imposición  de  una  p¿na  grave,  que  justifique  su  retención, 
por  un  tiempo  que  puede  dilatarse  considerablemente,  bajo 
el  peso  de  una  acusación,  después  de  haber  sufrido  las 
molestias  de  la  prisión  en  que  fueron  constituidos  al  ini^ 
ciarse  los  procedimientos  que  se  juzgan  insuficientes  para 
condenarlos ;  por  estos  fundamentos,  se  declara  nula  y  de 
ningún  valor  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  cincuenta  y 
tres,  y  devuélvase  la  causa  al  Juez  de  Sección  para  que 
mande  archivarla^  sobreseyendo  en  ella. 

Francisco  de  las  Carreras. —  Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Delga- 
do.—José  Barros  Pazos. — Benito  Car- 
rasco. 
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Z).  Fabián  Araya  contra   D.  Felipe  Pescara,  sobre  ejecución 

de   un   contrato   de  arriendo. 


Sumario.  —  1°  Un  contrato  de  arrendamiento  no  es  ejecu- 
tivo para  pedir  la  tenencia  de   la  cosa  arrendada. 

2^  Para  que  la  acción  revista  el  carácter  de  ejecutiva,  es 
necesario  que  se  trate  del  cobro  de  una  cantidad  de  mo- 
neda. 

S**  Los  arrendatarios  no  poseen,  y  solo  adquieren  la  tenen- 
cia de  la  cosa  con  el    uso. 

4^  Las  acciones  para  las  cuales  las  leyes  no  han  creado 
un  juicio  escepcional  deben  sustanciarse  por  la  vía  ordina- 
ria. 


Caso.  —  D.  Felipe  Pescara,  argentino,  dio  en  arriendo  por 
6  años* un  fundo  llamado  «Aguanda»  á  D.  Fabián  Araya, 
chileno,  por  400  ^  bol.  anuales,  á  empezar  desde  el  16  de 
Enero  de  1869. 

En  11  de  Febrero  del  mismo  año,  Araya  esponiendo  que 
Pescara  se  resistia  á  entregarle  el  fundo  arrendado,  pidió 
que  este  rqconociera  la  firma  puesta    al  pié  del  contrato. 

Pescara  la  reconoció,  agregando  que  no  era  cierto  el  con- 
tenido,   pues  debianse  agregarse  otras  cláusulas. 
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Araya  pidió  la  posesión  del  fundo  ejecutivamente  con  cos- 
tas á  Pescara,  y  así  lo  ordenó  el  Juez. 

Pescara  pidió  reposición  del  auto,  sosteniendo  que  Araya 
habia  debido  entablar  su  acción  por  vía  ordinaria,  pues  no 
se  trataba  de  pedir  una  cantidad  líquida  resultante  de  qd 
documento  reconocido,  que  es  á  lo  que  se  refiere  el  arl. 
252  de  la  ley  de  procedimientos. 

Araya  contestó  que  reconocida  la  firma  de  un  documento, 
esto  se  hace  ejecutivo  por  regla  general,  aunque  sea  mas 
frecuente  el  caso  de  ejecutarse  las  obligaciones  de  dinero  ; 
que  si  Pescara  tenia  escepciones  que  oponer  contra  la  vali- 
dez del  contrato,  podia  hacerlo  en  la  oportunidad  convenien- 
te ;  y  que  el  auto  reclamado  por  su  naturaleza  no  era  re- 
vocable, ni  apelable. 

El  juez  no  hizo  lugar  á  la  revocatoria,  ni  á  la  apelación. 

Pescara  recusó  al  Juez  de  Sección  por  haber  manifestado 
su  opinión  antes  de  proferir  sentencia. 

El  juez  recibió  á  prueba  por  diez  dias  el  incidente  de 
recusación. 

Cambiado  el  personal  del  juzgado,  y  habiendo  vuelto  el 
Dr.  Palma  á  desempeñarlo,  Araya  pidió  se  le  diere  la  pose- 
sión del  fundo. 

El  juez  accedió  á  lo  pedido,  ordenando  se  hiciera  la  en 
trega  bajo  inventario,  á  costa  del  ejecutado. 

Pescara  esponiendo  que  no  conocia  lo  que  el  juzgado  ba> 
bia  proveido,  pidió  se  le  hicieran  saber  las  providencias  y 
diligencias  ulteriores  al  incidente  de  recusación. 

Conferido  traslado,  Araya  contestó  que  después  del  auto 
recibiendo  á  prueba  la  recusación  del  Juez  de  Sección  In- 
terino, no  se  habia  pedido  otra  cosa  qne  el  mandamiento 
posesorio,  que  no  se  debe  notificar  al  ejecutado. 
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Fallo  <lel  Juez   Seccioni»!. 


Mendoza,  Abril  20  de  1869'. 

La  tramitación  que  se  ha  dado  á  este  juicio  sumario  es  la 
que  aconseja  el  derecho,  y  la  que  enseña  la  justicia  del 
foro :  se  trata  de  una  obligación  ejecutiva,  asi  que  la  noti- 
ficación del  auto  de  30  de  Marzo  último,  solo  se  ha  podido 
noti6car  al  poseedor  del  fundo  en  el  acto  de  requerir  á 
este  por  su  desalojo  —  No  ha  lugar  á  la  solicitud  de  f.  31 
con  costas. 

Palma. 

Pescara  apeló^  y  concedido  el  recurso  en  relación,  se 
dictó  el  siguiente 


Fallo  <le  lo  Suproaio  Corte. 


Buenos  Aires,  Julio  13  de  1869. 

Vistos^  y  considerando  que  la  demanda  de  foja  trece  para 
que  Don  Felipe  Pescara  cumpla  la  obligación  del  contrato 
de  arrendamiento,  consignado  en  el  documento  de  foja  dos, 
poniendo  á  disposición  de  Don  Fabián  Araya  el  fundo  es- 
presado en  é\,  ni  es  ejecutiva  como  lo  pretende  el  deman- 
dante, porque  no  se  trata  del  cobro  de  una  cantidad  de 
moneda,  condición  indispensable  para  que  la  acción  revista 
este  carácter  ni  sumaria  de  posesión,  como  parece  enten- 
derlo el  Juez  a  quo ;  porque  según  las  leyes  veintidós,  titulo 
veintinueve,  y  cinco,  titulo  treinta,  partida  tercera,  los  arren- 
datarios no  poseen,  adquiriendo  solo  la  tenencia  con  el  uso 
de  la  cosa  obligada,  y  por  consiguiente  ha  debido  sabstan- 
ciarse    por  la  via   ordinaria,    que  es   la    que  corresponde  á 
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las  acciones  para  las  cuales  las  leyes  no  han  creado 
un  juicio  escepcional ;  por  estos  fundamentos  se  revoca  el 
auto  apelado  de  foja  treinta  y  cuatro  vuelta^  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos^  devuélvanse  para  que  rapo- 
niénckise  las  cosas  al  estado  que  tenían  al  tiempo  de  la  de- 
manda^  se   proceda  con  arreglo  á   derecho. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.—  José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 


CAUSA    IillL¥lll 


Don  Celso  Mallea   contra  Don  Santiago   Pérez ^  par 

cobro    de  pesos. 


Sunkirio.  —  Las  sentencias   dictadas  en  causas    de  menor 
cuantía  no   son   apelables. 


6>?so.  —  Don  Celso  Mallea,  argentino,  demandó  á  Don  San- 
tiago Porez,  chileno,  por  la  Tlevolucion  de  seis  muías  pues- 
tas á  pastaje,    diciendo  qur.     habiéndose    perdido   dos,    no 
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quería  recibir  las  cuatro  que  Pérez  le  ofrecía,  y  pidió  fuera 
condenado  en  caso  de  no  poder  devolver  las  muías  á  pagarle 
el   valor  de  600  ¿t. 

Pérez  contestó  que  no  podia  devolver  las  seis  muías,  por- 
que dos  de  ellas  kabian  sido  robadas,  habiendo  él  dado  el 
aviso  de  costumbre  en  la  oportunidad  debida ;  que  ^ra  nece- 
sario que  Mallea  se  recibiese  de  las  cuatro  muías  restantes ; 
y  presentando  una  cuenta  de  55  ^  bol.  94  es.  por  pastaje 
de  vacas  y  muías,  contramandó  á  Mallea  por  su  pago  y  por 
ól  del  pasto  que   siguieran   consumiendo  las    cuatro  muías. 

Mallea  replicó  que  la  cuenta  era  inexacta,  pues  se  habla 
convenido  pagar  8  reales  por  mes  por  cada  muía  desde 
Abril  á  Setiembre  inclusive,  y  4  reales  por  los  seis  meses 
restantes^  y  Pérez  cargaba  mucho  mas ;  que  desconocia  las 
partidas  relativas  al  mulo  tordillo,  porqué  Pérez  se  había 
servido  de  él  y  lo  habia  marcado  con  su  marca ;  que  nada 
debia  por  las  vacas,  por  haber  pagado  el  talaje  al  retirar- 
las ;  y  que  no  debia  cantidad  alguna  por  cuenta  de  Don 
Clemente  Luna,  por  cuyo  encargo  sostenia  Pérez  que  Mallea 
habia   puesto  animales  á  pasto. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba   sobre  la    culpabilidad  de  Pe- 

4 

rez  en  la  pérdida  de  las  muías,  el  convenio  en  el  precio  del 
pastaje,  el  precio  justo  del  pasto  en  la  época  espresada  en 
la  cuenta,  yerra  y  quemadura  del  mulo  tordillo,  débito  del 
pastaje  de  las  vacas,  y  débito  ¡por  cuenta  de  Don  Clemente 
Luna. 

Producidas  las  pruebas  de  que  se  hace  mérito  en  la  sen- 
tencia,   se  dictó  este 


Fallo  del    Juez  Seeeional. 


San  Juan,  Abril  ti  áe  1809. 

Vistos ;   estos  autos  seguidos  enire   D.  Celso  Mallea,    na- 
tural y  vecino    de  esla  Provincia  y  el    chileno   D.   Santiago 
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Pérez,  por  la  devolución  de  seis  muías  puesla  á  pastaje  por 
el  primero  en  la  finca  del  segundo ;  con  lo  alegado  y  pro* 
bado  en  autos  y  considerando  por  su  mérito. 

1^  Que  Mal  lea  demanda  á  Pérez  por  ^et^  mulos  puestas 
á  pastaje,  y  que  avalúa  en  cieti  pesos  cada  [wia,  esponiendo 
que  dos  de  ellas  fueran  robadas  de  los  patreros  de  Pérez, 
sin  darle  el  aviso  inmediato  como  es  de  práctica  y  costum- 
bre para  eximirse  de  la  responsabilidad  del  pago  de  su  valor^ 
depositando  antes  treinta  pesos  por  el  valor  del  pastaje, 
ante  el  Juez  de  Paz  del  Departamento  del   «Pósito». 

^  Que  Pérez  contestando  á  la  demanda,  presenta  una 
cuenta  de  pastaje  de  seis  muías  y  tres  vacas,  que  deducien- 
do diez  pesos  que  tenian  recibidos,  asciende  á  55  pesos,  94 
cts.^  y  en  cuanto  á  las  muías,  contesta  que  fueron  robadas 
en  la  noche  de  3  de  Mayo  y  al  siguiente  mandó  avisarle 
por  conducto  de  D.  Apolinario  Rodríguez,  haciendo  campear 
dichas  muías  por  tres  dias  con  5  peones  pagados  por  él. 

3®  Que  el  actor  Mallea,  desconoce  la  cuenta  de  pastaje  de 
Pérez,  por  cuanto  pone  á  razón  de  i2  reales  y  2  pesos 
mensuales  el  pastaje  de  los  meses  de  Abril  hasta  Agosto, 
cuando  es  notorio  y  de  práctica  que  no  vale  mas  de  un  peso 
en  este  tiempo  ;  negando  ademas  el  hecho  del  encargo  en 
que  se  funda  la  partida  de  i2  reales  por  pastaje  de  cuenta 
de  Clemente  Luna,  y  que  en  cuanto  al  pastaje  de  las  vacas, 
ha  abonado  su  valor  á  Pérez. 

ifi  Que  establecidos  así  los  hechos,  y  por  la  prueba  pro- 
ducida por  Pérez  resulta  jurídicamente  acreditado,  que  el  robo 
de  las  muías  tuvo  lugar  en  la  noche  del  3  de  Marzo, 
abriendo  los  ladrones  un  portillo  del  cerco  de  tapias  para 
verificarlo;  que  Pérez  mandó  aviso  oportuno  á  Mallea,  y 
mandó  buscar  las  muías  por  tres  ó  mas  dias  en  todas  direc- 
ciones ;  constando  además  que  tenia  un  encargado  de  cui- 
dar los  potreros  de  pasto  por  la  noche  —  cuyos  hechos  con 
arreglo  á  la  ley  común  que  rije  los  contratos  de  esta  clase 
exime  de  todo  punto  á  Pérez  de  responsabilidad  por  falta 
de  los  animales  robados. 
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5»  Que  también  está  probado  por  Pérez,  sin  que  exista 
nada  en  contrario  que  el  valor  del  pastaje  en  los  meses  de 
Abril  hasta  Agosto,  llega  hasta  20  reales  mensuales  por  ca- 
beza^  siendo  por  consiguiente  justas  y  equitativas  las  parti- 
das de  la  cuenta  de  Pérez  á  este  respecto. 

6^  Que  no  sucede  lo  mismo  con  relación  á  la  partida  por 
cuenta  de  Clemente  Luna,  por  no  estar  probado  el  encargo 
en  que  ella  se  funda. 

7»  Que  está  probado  el  hecho  de  haber  herrado  Pérez  el 
mulo  tordillo,  sirviéndose  de  él  para  buscar  las  muías  ro- 
badas por  no  haber  tenido  otros  animales  á  la  mano  en  los 
momentos  de  saber  el  robo,  lo  que  hace  á  Pérez  irrespon- 
sablp.  por  haber  tomado  una  medida  necesaria ;  y  en  cuanto 
á  la  yerra  del  mismo^  aparece  que  lo  hizo  de  buena  fé,  ea 
virtud  del  encargo  que  recibió  de  Mal  lea  de  venderlo,  verifi- 
cando él  mismo  la  compra  mediante  el  pago  del  precio  que 
le  remitió  y  le  fué  devuelto,  desistiendo  Mallea  de  la  venta. 

8°  Que  este  juicio  ha  debido  iniciarse  verbalmente  por  ser 
de  menor  cuantía,  aun  en  el  caso  no  acreditado  en  autos 
de  valer  cada  muía  reclamada  cien  pesos  bolivianos,  debiendo 
haberse  limitado  el  actor  .Mallea  al  cobro  de  las  ±  muías 
que  faltaban  recibiéndose  de  las  restantes. 

Omitendo  otras  consideraciones ;  fallo  definitivamente  esta 
causa  civil  y  declaro :  1^,  que  absuelvo  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  Mallea^  á  D.  Santiago  Pérez,  y  en  su  virtud 
irresponsable  del  valor  de  las  muías  robadas ;  2»,  que  Mallea 
está  obligado  á  pagar  á  Pérez  el  saldo  de  la  cuenta  presen- 
tada por  este  y  que  corre  á  f.  12,  con  supresión  de  la  par- 
tida de  4  peso  50  cent,  por  pastaje  á  cuenta  de  Clemente 
Luna,  y  á  mas  el  valor  del  pastaje  de  las  cuatro  muías  que 
existen  en  poder  de  Pérez,  desde  el  20  de  Agosto  del  año 
pasado  hasta  el  dia  de  su  entrega  á  razón  de  cuatro  reales 
mensuales  por  cabeza ;  3^,  que  Pérez  debe  entregar  las  4 
muías  que  tiene  de  Mallea  en  sus  pastos,  en  el  acto  de  la 
notificación  de  la  presente  sentencia,  siendo  de  cargo  de  este 
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Último   las  costas  de    este   asunto.    Hágase   saber  original  y 
repónganse   los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

§ 

Mallea  apeló  en  relación,   y  concedido  el  recurso  se  dictó 
el  siguiente 


Fallo   de  la   Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,   Julio  13  de  1869. 

Vistos :  no  siendo  apelable  el  auto  de  foja  setenta  y  seis 
vuelta^  por  ser  la  causa  de  menor  cuantía,  con  arreglo  al 
artículo  cuarto  de  la  ley  sobre  jurisdimientos  y  competencia 
de  los  Tribunales  Nacionales,  y  según  se  declara  en  el  auto 
apelado,  devuélvanse  satisfechas  que  sean  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos.  —  Benito  Car- 
rasco. 
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CALESA     Ii3ILIlL 


D.  Esteban  Spmetto    contra   la   Comisión   encargada   de 
la  obra  del   Templo    de   Monserrat^    por  cobro 

ejecutivos  de  pesos. 


Sumario.  —  1"  Un  edificio  destinado  para  servicio  público 
como  oficinas  del  Cúralo,  no  puede  tener  otro  destino,  ni 
ser  enagenado  para  atender  los  gastos  de  la  obra  del  Tempo 
adherente. 

.  S''  Hay  inhabilidad  del  titulo  para  ejecutarlo  con  el  objeto 
de  pagar  una  deuda  coutraida  para  dicha  obra,  á  la  que  no 
pertenece   ni  puede  aquel  pertenecer. 


Caso.  —  D.  Esteban  Spinetto  demandó  al  presidente  de  la 
Comisión  encargada  de  la  obra  del  Templo  de  Monserrat^ 
por  cobro  de  77,370  ^  m/c.  por  materiales  suministrados 
para  dicha  obra. 

Por  sentencia  confirmada  por  la  Suprema  Corte,  fué  con- 
denada la  obra  del  Templo  al  pago  de  la  citada  suma. 

Spinetto  pidió  la  ejecución  dé  la  sentencia,  y  se  intimó  al 
mencionado  presidente  el  pago  de  la  cantidad  en  cuestión. 

El  presidente  de  la  Comisión  espuso  que  no  fué  él  el 
condenado  á  pagar,  sino  la  obra  del  Templo;  que  por  con- 
siguiente la  intimación   del  pago  y  el  apercibimiento  debían 
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entenderse  con  esta ;  y  que  la  obra  no  tenia  fondos  con  que 
pagar,  existiendo  además  otros  acreedores  contra  aquella. 

Dado  vista  á  Spinetto,  este  pidió  se  embargaran  las  habi- 
taciones y  entrada  adherentes  al  templo^  que  no  estaban 
ocupadas  por  los  ornamentos  del  culto. 

Se  despachó  el  mandamiento»  y  hecha  la  citación  de  re- 
mate, el  presidente  de  la  Comisión  be  opuso  á  la  ejecución, 
diciendo  que  el  bien  embargado  pertenecia  al  Templo,  y  no 
podia  venderse,  ni  sacarse  del  destino  que  tenia,  para  ser 
ocupado  por  otros  compradores,  y  pidió  se  alzara  el  em- 
bargo. 

Spinetto  contestó  que  la  escepcion,  opuesta  no  estaba  entre 
las  establecidas  por  el  art.  270  de  la  ley  de  procedimien- 
tos, y  que  las  piezas  embargadas  no  estaban  destinadas  al 
culto,  sino  á  la  comodidad  del  párroco  presidente  de  la 
Comisión,  y  podian  ser  separadas  del  resto  de  la  obra  del 
templo  sin  afectar  al  culto  religioso,  teniendo  ellas  una  (en- 
trada independiente  de  la  Iglesia. 


FaUo  del    Jíueie    Seccional* 


Buenos  Aires,  Junio  9  de  1869. 

Y  vistos  estos  autos  relativos  á  la  escepcion  propuesta 
por  el  Presidente  de  la  Comisión  de  la  obra  del  Templo  de 
Monserrat,  contra  el  embargo  trabado  en  la  casa  contigua  y 
de  propiedad  del  mismo  templo,  resultando :  I»,  que  reque* 
rido  el  ejecutado  para  que  presente  bienes,  se  ha  negado  á  ha- 
cerlo diciendo  que  no  los  tenia  el  Templo;  2*>^  que  el  eje-^ 
cútante  denunció  entonces  la  casa  que  ocupa  actualmente 
el  Cura  y  Presidente  de  la  Comisión,  como  de  propiedad  del 
Templo;  S""  que  Obte  último  reconoce  esta  propiedad,  opo- 
niendo solamente  que  el  embargo  trabado  sobre  dicha  casa  es 
ineficaz  por  pertenecer  al  Templo  y  no  poder  pasar  á  roanos 
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de  tercero,  y  considerando :  lo,  que  la  escepcion  propuesta 
dirijidá  á  sustraer  los  bienes  del  embargo  no  es  fundada 
por  cuanto  dicha  casa  no  hace  parte  del  Templo  ni  sirve  di- 
rectamente para  el  servicio  del  culto,  único  caso  en  que 
seria  por  su  naturaleza  inalienable ;  y  2^,  que  tampoco  está 
comprendido  en  los  espresados  por  el  art.  260  de  la  ley  de 
procedimientos,  declarados  por  el  mismo  como  los  único, 
esceptuados.  Por  estos  fundamentos,  y  no  siendo  la  escep- 
cion de  las  comprendidas  en  el  art.  315  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos, llévese  adelante  el  apremio  procediéndose  á  la 
venta  de  los  bienes  embargados,  previos  los  requisitos  de 
derecho;  hágase  saber  y  repóngase  los  sellos. 

Andrés  Vgarriza. 
Apelada  la  sentencia  fué  revocada  por  el  sigiuente 


Fallo  de  1»  Suprem»  Corte. 


Buenos  Aires,  Julio  13  de  1869. 

Vistos :  considerando  que  el  titulo  con  que  se  inició  esta 
ejecución  es  la  sentencia  de  foja  setenta  y  seis  conffrmada  á 
foja  ochenta  y  cuatro  que  condena  á  la  obra  del  Templo 
de  Monserrat,  al  pago  de  la  cantidad  que  demanda  Don  Do- 
q^ingo  Spinetto  por  materiales  suministrados  á  dicha  obra : 
que  al  intimarse  el  auto  de  solvendo  al  Presbítero  Don  Ma- 
nuel Velarde  ha  sido  en  su  calidad  de  Presidente  de  la  Co- 
misión encargada  de  recolectar  fondos  y  emplearlos  en  la 
construcción  de  la  Iglesia  y  no  personalmente,  ni  menos 
como  cura  de  la  Parroquia  de  Monserrat ;  que  según  resulta 
de  autos  las  habitaciones  embargadas,  no  solo  se  encuentran 
adheridas  al  Templo,  sino  que  son  las  destinadas  para  ser- 
vicio público  como  oficinas  del  curato  y  en  las  que  debe. 
T.  vu.  Í3 
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permanecer  y  despachar  el  cora  todos  los  asuntos  que  cor- 
responden á  su  ministerio :  que  por  lo  tanto  ni  son  de  su 
propiedad  ni  tampoco  de  la  Comisión  de  la  obra  que  no 
puede  disponer  de  ellas  ni  enagenarlas  para  los  objetos  que 
le  corresponde  atender,  ni  tener  otro  destino  que  aquel  para 
que  ban  sido  construidas ;  que  habiéndose  manifestado  por 
el  ejecutado  en  los  escritos  de  foja  noventa  y  nueve  y  foja 
ciento  ocho^  estas  mismas  escepciones  que  constituyen  la 
inhabilidad  del  título  para  ejecutar  en  bienes  que  no  per- 
tenecen ni  pueden  pertenecer  á  la  obra  que  es  la  responsable 
al  pago,  no  puede  decirse  que  no  se  halla  comprendida  en 
el  artículo  doscientos  setenta  de  la  Ley  Nacional  de  procedi- 
mientos por  el  solo  hecho  de  no  haber  el  deudor  calíGcádola 
como  corresponde;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  ciento  y  diez  vuelta^  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse,  para  que  el  acree- 
dor si  viere  convenirle  denuncie  bienes  que  puedan  ser 
ejecutados. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  Ma- 
ríAn  del  Carril. —  Francisco  Delgado. — 
José  Barrob  Pazos.  — Benito  Carrasco. 
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CAUSA    IiJLJL. 


Doña  Manuela  Arenas  contra  D,  Fernando  Raffo  y  el  albacea 

de  la  testamentaria   de  D.  Juan  José  Arenas^ 

sobre  tercería  de  oposición. 


Sumario:  —  1®  Las  deudas  del  marido  gravan  los  bienes 
comunes  de  los  esposos. 

^^  Dichos  bienes  no  pueden  ser  heredados  sin  la  respon- 
sabilidad  de  aquellos. 

3^^  La  adjudicación  de  bienes  hecha  á  una  heredera  aules 
de  liquidar  la  testameqtaría  no  altera  la  condición  general 
de  los  mismos. 

i^  Embargado  uno  de  estos  para  el  pago  de  una  deuda 
testamentaria^  la  adjudicataria  no  puede  oponerse  al  em- 
bargo. 


Caso.  —  D.  Femando  Raffo,  ejecutando  la  testamentaría 
del  finado .  D.  Juan  José  Arenas,  por  cobro  de  pesos,  obtuvo 
que  se  embargase  una  hacienda  vacuna. 

D.  Fortunato  Méndez  en  representación  de  Doña  Manuela 
Arenas  hija  de  aquel,  se  opuso  al  embargo,  alegando  ser 
dicha  hacienda  de  propiedad  esclusiva  de  su  representada 
por  haberle  sido  adjudicada  como  parte  materna.' 

El  ejecutante  hizo  trabar    embargo  sobre   un  potrero,  y 
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Méndez  se  opuso   tambieo  á  este  por  la  misma  razón  y  pU 
(lió  se  alzara  eo  oportunidad. 

Conferlilo  traslado  se  suscitó  un  incidente  sobre  defecto 
en  el  moiio  de  proponer  la  demanda,  y  en  la  sustanciacion 
de  este  Doña  Manuela  Arenas  alegó  ser  heredera  universal 
del  finado  Arenas,  y  haberle  el  albacea  entregado  la  pose- 
sión de  algunos  bienes,  entre  ellos,  del  potrero,  en  parte 
de  su  haber;  y  que  el  embargo  debia  hacerse  en  los  bienes 
que  estaban  indivisos. 

Resuelto  el  incidente,  el  apoderado  del  albacea  contestó, 
que  fallecido  Arenas,  se  nombró  perito  y  juez  compromU 
sario  el  Dr.  D.  luán  Palma,  y  se  acordó  que  la  heredera 
Doña  Manuela  ocupara  algunos  bienes  que  se  le  adjudicarían 
en  su  haber;  y  que  el  apoderado  de  la  misma  se  posesionó 
de  todos  los  bienes  sin  haberse  formado  liquidación  alguna; 
por  lo  que  todos  los  bienes  estaban  aun  indivisos  de  dere- 
cho, y  nadie  podia  alegar  dominio    esclusivo  sobre  ellos. 

D.  Ciríaco  Giraldes,  apoderado  del  ejecutante,  confirmando 
lo  espuesto  por  el  ejecutado,  contestó  que  la  misma  oposi- 
tora ó  su  representante  ofrecieron  á  embargo  parte  de  la 
linca  para  pagar  la  deuda  de  su  finado  padre,  reconocien- 
do asi  el  dominio  de  este  sobre  la  cosa  embargada;  que 
además  la  opositora  era  heredera  universal  del  deudor  y  po- 
seía todos  sus  bienes,  por  lo  que  se  hallaba  en  la  obliga- 
ción de  satisfacer  sus  deudas ;  y  que  finalmente  podia  la 
misrna  presentar  otros  bienes  al  embargo,  si  quería  evitar 
la  venta  del    potrero. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  el  dominio  esclusivo  de 
Doña  Manuela  Arenas   en  la  especie  embargada. 

Para  este  efoclo  se  presentó  ol  testimonio  de  una  senten- 
cia de  22  de  Febrero  de  1864,  declarando  comunes  de  los 
cónyuges  Arenas,  los  bienes  inventariados;  él  de  un  con- 
venio hecho  en  16  de  Octubre  de  1866,  entre  el  albacea  de 
la  testamentaría  y  curador  de  los  menores  hijos  naturales  de 
D.  Juan  José  Arenas,  Doña  Manuela  Arenas,  y  D.  Amador 
Arenas  también  hijo  natural  de  aquel,  para  que  ^se  liquida* 
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ran  los  bienes  indivisos  del  finado  Arenas,  y  su  mujer  Doña 
Agustina  Gómez  madre  de  Doña  Manuela ;  en  dicho  conve- 
nio se  estipuló  que  Doña  Manuela  tomase  desde  luego  algu- 
nos bienes  previo  inventario  y  tasación  ;  la  declaración  de 
varios  testigos  y  de  las  partes^  de  tas  que  resultaba  esto 
mismo,  y  de  no  haberse  aun  liquidado  definitivamente  la 
testamentaría,  ni  distribuidos  entre  los  herederos  los  bienes 
fincados. 

Fallo  del    Jíueae   Serrional. 

Mendoza,  Febrero  22  de  1869. 

Vistos:  Don  Fernando  Raffo  representado  por  D.  Ciriaco 
Guiraldes  cobra  ejecutivamente  á  D.  Perichez  Ortiz,  como 
albacea  testamentario  del  finado  D.  Juan  José  Arenas  el  va- 
lor de  una  cuenta  reconocida.  D.  Fortunato  Méndez,  como 
apoderado  de  Doña  Manuela  Arenas  opuso  tercería,  fundado 
en  el  dominio  de  los  bienes  embargados,  los  cuales,  según 
el  escrito  de  f.  1^,  consistían  en  una  hacienda  (ganado  vacu- 
no) que  reemplazó  por  un  potrero  que  dice  ser  de  la  esclu- 
siva  propiedad  de  su  instiiuyente,  porque  se  le  ha  dado  en 
adjudicación  de  la  parte  materna ;  y  que  no  correspondiendo 
el  potrero  ni  el  ganado  á  los  bienes  de  D.  Juan  José  Arenas, 
pide  se  mande  alzar  el  embargo,  y  que  este  se  trave  en 
bienes  conocidos  del  Sr.  Arenas.  Por  el  escrito  de  f.  12,  se 
agrega  además  que  Doña  Manuela  Arenas  es  heredera  uni- 
versal del  ante  dicho  Arenas,  que  está  en  posesión  de  los 
bienes  que  el  albacea  le  ha  dado  en  parte  de  su  haber  he- 
reditario, que  entre  ellos  se  halla  el  potrero  embargado,  y 
que  se  repita  contra  los  bienes  de  Arenas  que  aun  no  están 
divididos  ni  entregados  á  los  participes  de  ellos ,  que  por 
declaración  judicial,  los  bienes  que  quedaron  por  falleci- 
miento del  mencionado  Arenas  eran  comunes  á  ambos  con- 
sortes por  mitad,  y  que,  como  á  única  heredera  de  su  ma- 
dre,  le  pertenece  la  mitad  de  ellos. 
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DoD  Tiburcío  Peñailillo  en  nombre  del  albacea  de  Arenas 
y  D.  Ciríaco  Guiraldes  en  representación  de  D.  Fernando  Raffu, 
piden  no  se  haga  lugar  á  la  tercería  deducida  y  ^  condene 
en  costas  al  opositor. 

El  primero  dice  que  tan  pronto  como  falleció  Don  Juan 
José  Arenas,  el  albacea  procedió  al  nombramiento  de  períio 
y  juez  compromisario  que  recayó  en  D.  Juan  Palma,  y  acor- 
dó que  la  heredera  Doña  Manuela  ocupase  algunos  bienes 
que  se  le  adjudicarían  en  su  haber ;  que  el  Sr.  Méndez  en 
nombre  de  Doña  Manuela  sorprendió  al  Sr.  Juez  de  1^  Ins- 
tancia, y  sin  citación  ni  audiencia  del  albacea  se  apoderó  de 
todos  los  bienes  testamentarios,  recojiendo  y  enajenando  los 
ganados  de  las  estancias  del  finado  sin  cuenta  ni  razón,  co- 
locándose por  ese  hecho  en  disfrute  de  todo  el  caudal,  sin 
que  se  haya  efectuado  liquidación  ni  formádóse  las  corres- 
pondientes hijuelas ;  por  lo  cual  mal  puede  argüir  propiedad 
esclusiva  á  una  parte  de  esos  intereses,  y  que  lejos  de  tener 
que  reclamar  derechos  por  el  haber  materno,  tendrá  que 
devolver  lo  que  ha  tomado  indebidamente.  . 

Guiraldes  dice  que  el  art.  301  de  la  ley  de  procedimientos 
dispone  que  la  tercería  deducida  debe  fundarse  precisamente 
en  el  dominio  de  los  bienes  embargados,  y  que  como  por 
las  sentencias  de  f.  7  vuelta,  que  los  bienes  de  la  sociedad 
conyugal  del  finado  D.  Juan  José  Arenas  y  su  esposa  se  de- 
clararon comunes  de  los  dos  cónyuges,  es  claro  que  Dona 
Manuela,  como  heredera  de  su  finada  madre,  no  tiene  do- 
minio absoluto  sobre  esos  bienes  hasta  que,  hecha  la  divi- 
sión, no  se  le  adjudique  lo  que  le  corresponde.  Que  el 
embargo  solo  ha  recaido  en  parte  de  la  finca,  y  que  se  ha 
hecho  porque  la  misma  Doña  Manuela  ó  su  apoderado  ge- 
neral la  presentó  para  el  pago  de  la  deuda  de  su  padre,  así 
es  que  ella  misma  reconoció  que  su  finado  padre  tenia  do- 
minio en  esa  finca,  lo  que  también  reconoce  en  sus  escritos 
al  decir  que  todavía  no  se  ha  hecho  la  división  de  bienes, 
operación  única  que  vendría  á  darle  el  dominio  al  potrero 
si  es  que  á  ella  se  le  adjudicase.    Que  Doña  Manuela  señal 
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bienes  de  fácil  realización  de  los  qae  se  ha  apoderado  y  el 
asanto  estaría  concluido,  porque  él  no  puede  denunciar 
otros^  desde  que  hoy  todo  lo  posee  ella,  como  única  here- 
dera de  SQ  padre,  lo  que  la  constituyo  por  la  ley  en  isl 
deber  de  pagar  las  deudas  de  éste,  como  sí  fuesen  propias, 
desde  que  sin  beneficio  de  inventarío  se  ha  apoderado  de 
los  bienes  del   padre. 

Para  la  prueba  se  fijó  como  único  punto  el  siguiente :  que 
la  especie  embargada  pertenece  en  esclusivo  dominio  se  Doña 
Manuela  Arenas ;  y  se  ha  presentado  á  este  fin  la  resolución 
que  corre  en  testimonio  á  f.  7,  por  la  que  se  declaran  bie- 
nes comunes  á  los  cónyuges  los  inventariados^  y  la  de 
f.  48  que  lo  es  de  un  convenio  entre  Don  Feríeles  Ortiz, 
albacea,  tutor  y  curador  de  dos  menores  hijos  naturales  de 
D.  Juan  José  Arenas.  D.  Pedro  María  Figneroa  en  represen- 
tación de  Doña  Manuela  Arenas  y  D.  Amador  Arenas,  hijo 
natural  también  de  dicho  D.  Juan  José  Arenas,  como  interesa- 
dos en  los  bienes  de  la  testamentaría  de  este,  los  que  están 
sin  partirse  con  los  de  su  finada  esposa  Doña  Agustina  Gó- 
mez madre  de  Doña  Manuela;  y  convienen  en  nombrar  pe- 
rito que  concluya  el  inventarío,  y  liquide  y  parta  el  caudal 
que  corresponde  á  ambas  testamentarías,  y  que  desde  luego 
lomaría  Figueroa;  para  su  representada,  el  fundo  del  Ro- 
deo-del-medio  y  el  de  la  Villa  de  la  Paz,  como  en  parte 
de  su  haber  y  por  el  valor  en  que  están  tasados  por 
el  perito  D.  Domingo  Moyano,  lo  mismo  que  las  demás  exis- 
tencias anexas  á  las  fincas  espresadas,  incluso  las  ovejas  y 
demás  animales  que  también  se  encuentren  en  dichas  pro- 
piedades, los  que  serán  tomados  por  Doña  Manuela,  previo 
el  inventario  y  tasación  que  de  ellos  se  hará.  La  fecha  de 
este  convenio  es  de  l&de  Octubre  de  186G.  —  Resulta  esto 
mismo  de  la  prueba  testimonial  y  de  posiciones  absueltas  por 
el  albacea,  y  además^  por  la  declaración  de  D.  Simón  Lu- 
gones,  Tristan  Arias,  Ángel  Guevara  y  Santos  Ponce,  que 
la  madre  de  Doña  Manuela  compró  la  mencionada  finca .  — 
Resulta  asi  misnio  que  los  bienes  del  finado  D.  Juan  José  Are- 
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ñas  no  han  sido  liquidados  ni  distribuidos  entre  los  herede- 
deros,  ni  aun  se  ha  concluido  el  inventario. 

Y  considerando:  !<>,  que  según  el  convenio  de  f.  48,  al 
ntismo  tiempo  que  se  acordó  entregar  á  Doña  Manuela  Are- 
nas en  parte  de  su  haber  la  finca  del  Rodeo-del-medio,  á 
que  corresponde  el  terreno  embargado,  se  nombró  un  perito 
que  concluyera  el  inventario  y  tasación,  y  liquidase  y  par- 
tiese el  caudal  correspondiente  á  las  testamentarías  de  su 
padre  D.  Juan  José  Arenas  y  de  su  madre  Doña  Agustina 
Gómez ;  2^,  que  esto  y  las  resoluciones  de  f.  7,  que  antes 
habian  declarado  ya  comunes  á  ambos  cónyuges  los  bienes 
inventariados,  junto  con  la  petición  de  f.  i%  en  que  la  parte 
opositoria  indica  que  se  repita  contra  los  bienes  del  finado 
Arenas  que  aun  no  están  divididos  ni  entregados  á  los  par- 
ticipes en  ellos,  y  la  prueba  rendida  por  el  albacea,  demues- 
tra que,  no  está  concluida  la  liquidación  y  adjudicación  de 
los  bienes  que  se  han  declarado  comunes,  y  que  por  consi- 
guiente ninguno  de  los  participos  puede  decirse  propietario 
esclusivo  de  los  que  se  le  hayan  entregado  por  cuenta  de  su 
haber,  porque  esta  entrega  es  provisoria  mientras  no  quede 
debidamente  aprobada  la  distribución  de  los  bienes;  3»,  que 
aun  sin  esto  no  habiéndose  hecho  objeción  alguna  á  la  deuda 
que  se  cobra  y  diciéndose  por  parte  de  la  opositora 
que  ella  es  heredera  universal  del  finado  Arenas,  debe  por 
lo  mismo  pagar  las  deudas  de  la  testamentaría  de  su  institu- 
yente ;  4^,  y  finalmente  que  por  parte  del  ejecutante  se  pide 
también  que  se  señale  bienes  de  íácil  realización  en  lugar  de 
los  embargados: — en  conformidad  á  lo  dispuesto  por  el  art. 
201  de  la  ley  de  procedimientos,  declaro  no  haber  lugar  á 
alzarse  el  embargo;  mas  con  atención  á  que  tanto  el  ejecu- 
tante como  el  tercero  convienen  eh  pedir  que  se  subrogue 
la  especie  embargada  con  otros  bienes  de  fácil  realización, 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artículos  257  y  303  de 
la  misma  ley,  señalo  á  la  parte  de  Doña  Manuela  Arenas  el 
término  de  veinte  y  cuatro  horas  para  que  haga  la  designa- 
ción de  otros,   y  aceptada  esta  por  el   ejecutante^  se  proce- 
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derá  con  respecto  á  elios   confoYme  á  derecho.    Las  costas 
serán  pagadas  por  la  parle  opositora. — Repónganse  los»  sellos. 

Fran  klin   Vülanueva . 
Apelada  esta  sentencia,    fué  confirmada  por  el  signiente 


Fallo    de  la  Suprema  Cortei 


Buenos  Aires,  Julio  45  de  1869. 

Vistos  y  considerando :  Primero^  que  de  los  testimonios 
presentados  á  foja  siete  por  Doña  Manuela  Arenas,  resulta 
que  todos  los  bienes  que  quedaron  por  muerte  de  su  pa- 
dre eran  comunes  á  este^  y  su  esposa,  y  ni»  particulares  de 
nno  y  otro;  Segundo^  que  la  deuda  que  se  ejecuta  por 
Don  Fernando  Raffo  es  deuda  testamentaria  á  la  que  por 
consiguiente  eran  responsables  los  bienes  que  dejó  el  finado 
Arenas.  Tercero^  que  estos  no  han  podido  ser  heredados 
sin  esa  responsabilidad;  pues  no  podian  ser  de  propiedad, 
de  los  finados  padres  de  Doña  Manuela  sino  los  que  que- 
daban después  de  pagadas  las  deudas;  Cuarto,  que  la  ad« 
judicacion  á  esta  heredera,  si  se  hubiese  hecho  antes  de 
liquidar  la  testamentaria,  no  alteraba  la  condición  de  esos 
bienes;  pues  este  hecho,  en  que  los  acreedores  no  tienen 
parte^  iio  puede  despojarlos  de  sus  derechos  sin  su  con- 
sentimiento ;  por  estos  fundamentos,  y  los  concordantes  del 
auto  apelado  de  foja  sesenta  y  una^  se  confirma  este  con 
costas,  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos^  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado. — José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 
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CAUilA    MaJLJLI, 


D.  Mariano  Armaza  contra  D.   Antonio    Caballero  y  Hnos.^ 

sobre  prisión  arbitraria. 


Sumario:  —  1®  Es  de  la  competencia  de  los  tribunales 
nacionales  el  conocimienlo  de  toda  causa  civil  entre  un  ar- 
gentino y  un  estrangero,  aunque  se  haya  pedido  por  una  de 
las  partes,  pero  no  obtenido  aun,  la  declaración  en  quiebra 
de  la  otra. 

2o  La  liiispendencia  exis\e  solo  en  el  caso  en  que  se  in- 
tente traer  ante  un  tribunal  un  asunto  ya  pendiente  ante 
otro  competente. 

Caso:  —En  20  de  Enero  de  1869  se  presentó  ante  el  Juez 
de  Sección  de  Córdoba  el  ciudadano  boliviano  D.  Mariano 
Armaza^  diciendo  que  D.  Mariano  N.  Echenique  en  representa- 
ción de  D.  Antonio  Caballero  y  Hnos.,  babia  pedido  ver- 
balmenle  á  un  Juez  de  Paz,  incompetente  para  el  caso,  la 
prisión  del  solicitante  por  una  suma  que  decia  adeudarse 
á  sus  representados ;  que  el  Juez  de  Paz  sin  mas  trámite 
babia  ordenado  su  prisión,  para  librarse  de  la  que  babia 
tenido  el  solicitante  que  otorgar  fianza  de  no  ausentarse  de 
la  ciudad. 

Y  pidió  se  ordenase  la  cancelación  de  la  fianza,  conde* 
nándose  en  costas  á  quien  correspondia. 
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Se  pidió  informe  al  Juez  de  Paz  y  á  la  Policía,  y  resultó 
exacta  la  relación  de  Armaza,  diciendo  el  Juez  de  Paz,  que 
el  Dr.  Echenique  alegaba  tener  motivos  para  creer  que 
Armaza  iba  á  ausentarse  durante  la  clausura  de  los  tribu- 
nales competentes,  y  que  se  dictó  la  orden  de  detención 
bajo  la  responsabilidad  de  Echeniqne  hasta  ocurrir  al  Tri- 
bunal competente. 

EY  Juez  de  Sección  en  vista  *de  no  haberse  presentado 
demanda  alguna  contra  Armaza,  mandó  cancelar  la  flanza 
dejando  sin  efecto  la  orden  de  prisión  relativa. 

Después  de  esto,  Armaza  demandó  á  D.  Mariano  Echeni- 
que en  representación  de  Caballero  y  Hnos.,para  que  le 
indemnizaran  los  perjuicios  sufridos  por  la  prisión  injusta- 
mente ordenada  bajo  la  responsabilidad  de  los  demandados, 
estimándolos  en  la  suma  de  2,000  ^  bol. 

Conferido  traslado,  Echenique  opuso  articulo  de  incompe- 
tencia y  litispendencia. 

Alegó  que  habia  pedido  al  Tribunal  de  Comereio  la  de- 
claración de  quiebra  de  Armaza,  y  por  consiguiente  la  res- 
ponsabilidad que  tuviese  por  la  prisión  de  aquel,  debia  sei* 
juzgada  por  el  juez,  á  quien  correspondía  esclusivamente  co- 
nocer de  la  quiebra  y  hus  incidentes. 

Que  habia  probado  ante  el  Juez  de  Comercio  que  Armaza 
era  corredor,  y  que  su  quiebra  era  fraudalente,  por  lo  que 
la  prisión  de  él  era  legal,  como  la  de  un  ladrón,  del  cual 
puede  pedirse  siempre,  aunque  no  haya  juez  competente. 

Conferido  traslado,  Armaza  contestó  que  la  simple  de- 
manda para  hacerle  declarar  en  quiebra  no  importaba  un 
juicio  de  concurso,  ni  quitaba  al  Juez  de  Sección  la  compe- 
tencia para  conocer  en  una  causa  civil  entre  un  estrangero 
y  un  argentino  ;  y  que  no  existia  litispendencia,  porque  la 
demanda  sobre  quiebra  era  distinta  de  la  presente. 
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Fall»   del   Suem  Secetonal. 


Córdoba,  Hayo  !<>  de  1869. 

Vistas  las  escepciones  de  incompetencia    y  Utispendencia^ 
alegadas  por  los  señores  Antonio  Caballero  y  Hnos.,  para  no 
contestar  á   la  demanda  sobre  prisión  arbitraria  qae  contra 
ellos  interpone   D.  Mariano  Armaza :  Resulta  que  la  primera 
de  estas  escepciones  se  funda  en   que  cualquiera  que  fuese 
la  responsabilidad  que  resultase  para  los  Sres.   Antonio  Ca- 
ballero y  Hnos.^   de  haber  solicitado  de  una  autoridad  incom- 
petente la  prisión  del  Sr.  Armaza  mientras  ocurrían  al  Juzgado 
de   Comercio  ante   quien  se   proponian  demandar  ejecutiva- 
mente á  este  último,   dicha   responsabilidad  solo  puede  ser 
fijada   por  el   Juez  de  Comercio,  cuando   llegue  la  opurtuni- 
dad,  porque  según  el  artículo  1554  del  Código,  ella  es  una 
consecuencia  ó  incidente  del  juicio  principal  sobre  decíais- 
cion  de   quiebra,   en  el   cual  este  Juzgado  Nacional    es  in- 
competente.  Que  la  liíispendencia   se  tunda  en  que  ya  está 
iniciado  el  juicio  de  quiebra  ante  el  Juez   de   Comercio  de 
esta   ciudad.    Y  considerando  que  por  el   artículo  12  de  la 
ley  de  14  de   Setiembre    de  1863  es  de  la  competencia  es- 
elusiva  de  los  Juzgados  Nacionales  el   conocimiento  de  toda 
causa  civil   entre   un  argentino  y   un  estrangero :  Que  á  este 
género  pertenece   la  acción    ejecutiva  que  Caballero    Hnos., 
pretendían   deducir    contra    Armaza,  y    por  consiguiente  era 
ante  este  juzgado  que   debiera  jestionarse,   asi  como   solici- 
tarse cualquiera   medida   preventiva   de    seguridad    contra   e| 
deudor,   mucho  mas^    cuando  se  encontraba  funcionando  en 
la  época  en  que  ella  fué  á  pedirse  de  una  autoridad  de  todo 
punto  incompetente  por  razón   de  estar   cerrado    el  Juzgado 
de  Comercio :   que  la  nnsma  acción  ejecutiva  han  intentado 
Caballero  Hnos.  ante  este  juzgado   luego  de   abierto^    aun- 
que en  seguida,  mudando  de  acción,    hayan  solicitado  ante 
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el  mismo  la  declaratoria  de  quiebra  de  Armaza,  con  monvo 
de  saber  que  este  había  ocurrido  al  Juzgado  Nacional;  co- 
mo consta  de  aquellos  autos  que  se  han  tenido  á  la  vista. 
Que  aun  pendiente  el  juicio  sobre  declaratoria  de  quiebra, 
el  Juzgado  Nacional  es  competente  para  conocer  de  la  ac- 
ción civil  que  Armaza  tiene  interpuesta  contra  Caba- 
llero Hnos.,  mientras  no  se  decida  por  sentencia  su  estado 
de  falencia;  pues  lo  contrario  seria  dejar  ilusorio  el  privilegio 
que  hasta  cierto  punto  la  ley  ha  creado  en  favor  del  es- 
trangero  en  concederle  fuero  personal  para  ocurrir  á  la  Jus- 
ticia Federal  en  las  causas  civiles  que  se  le  susciten  por 
un  argentino  ;  —  Por  estas  consideraciones  tallo  :  que  este 
Juzgado  Nacional  es  competente  para  conocer  del  presóte 
asunto. 

Y  considerando  respecto  de  la  lüispendencia,  que  ella  pro^ 
cedería  únicamente  en  el  caso  que  se  intentase  traer  ante 
este  Tribunal  Nacional  un  asunto  ya  pendiente  ante  otro 
competente,  lo  que  no  ha  sucedido,  pues  la  demanda  in- 
terpuesta por  Armaza  ante  este  tribunal  no  lo  ha  sido 
antes,  ni  hasta  ahora  ante  ningún  otro;  no  cabiendo  tampoco 
alegar  que  el  juicio  universal  de  concurso  de  acreedores, 
que  seria  la  consecuencia  de  la  declaración  de  quiebra  que 
se  solicita  contra  Armaza  ante  el  Juzgado  de  Comercio, 
debe  atraer  á  sí  el  interpuesto  ante  este  tribunal,  porque  tal 
juicio  no  existe  todavía,  puesto  que  no  se  ha  pronunciado 
aun  la  sentencia  de  declaración  del  estado  de  Armaza ;  y 
tal  sentencia  cuando  se  pronuncie,  puede  no  ser  declarato- 
ria de  quiebra: — Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  tam- 
poco, con  costas  á  la  escepcion  alegada  de  litispendeneia, 
debiendo  evacuarse  el  traslado  pendiente  de  la  demanda, 
con  reposición  del  papel  sellado  correspondiente. 

Saturnino  M.  Laspiur. 

Apelada  esta  sentencia  por  la  parle  de  Caballero^  fué  cou* 
firmada  por  el  siguiente 
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Fftll»  de    1»  Supreitta  C^rta. 


Buenos  Aires,  Julio  17  de  1869. 

Vistos,  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veintiocho,  y  satisfechas  estas  ;  repues- 
tos los  sellos^  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Saltador 
Haría  del  Carril  —  Francisco  Del- 
gado—  José  Barros  Pazos  — Benito 
Carrasco. 
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CAUSA     Ii3K^UI. 


D.  Pedro  Duché  contra  D,  Julio  Doazan  Cótisul  de  Francia 

y  Presidente  honorario  de  la  Sociedad  tiOrphéon 

Frangaisi^y   'por  cobro  ^ de  pesos. 


Sumario. — Siendo  inexacto  el  fundamento  sobre  el  cual 
se  basa  únicamente  el  recurso  de  apelación  de  ana  senten- 
cía,  debe  esta  ser  confirmada. 


Caso.  —  D.  Pedro  Duché  demandó  al  Cónsul  de  Francia 
D.  Julio  Doazan^  como  presideute  de  la  Sociedad  aOrphéon 
Franjáis»,  pidiendo  el  pago  de  alquileres  del  local  ocupado 
por  la  Sociedad  á  razón  de  i  ^OOO  ^  mensuales  desde  28  de 
Mayo,  de  862  ^  por  un  sillón  de  escritorio  y  nna  alfombra 
vendida  á  la  misma,  y  de  1 ,100  ^  por  alquiler  de  sillas. 

Agregó  que  el  Sr.  Doazan  á  mas  de  ser  presidente  de  la 
Sociedad  deudora,  babia  garantido  la  deuda. 

El  Sr.  Doazan  contestó  que  él  era  simplemente  socio  y 
presidente  honorario  de  la  Sociedad  por  ser  Gdnsul  de  Fran- 
cia, y  no  era  el  representante  de  la  misma;  y  que  era  ine- 
xacto que  hubiese  garantido  la  deuda. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  los  dos  pantos  si- 
guientes: 
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1^  Si  el  Cónsul  de  Francia  D.  Julio  Doazan  era  solamente 
socio  y  presidente  honorario  de  la  asociación  cOrphéon». 

2^  Si  se  constituyó  particularmente  fiador  de  la  deuda  de- 
mandada. 

Respecto  al  primer  punto  se  presentaron  los  estatutos  de 
la  Sociedad,  y  se  absolvieron  posiciones,  cuya  referencia  se 
hace  en  el  fallo  del  Juez  de  Sección. 

Resperto  al  segundo  se  produjo  prueba  de  testigos,  y  al- 
gunas actas  levantadas  ante  el  Juzgado  de  Paz  de  la  Cate- 
dral al  Norte,  de  las  que  no  resultó  justificada  la  existencia 
de  la  fianza  personal  del  Cónsul. 

Dichas  actas  se  levantaron  á  consecuencia  de  demanda 
interpuesta  ante  el  Juzgado  de  Paz,  y  llevada  por  apelación 
ante  el  de  1^  Instancia  de  la  Provincia,  quien  mandó  el 
embargo  de  los  muebles  de  la  Sociedad ;  y  se  declaró  in- 
competente á  consecuencia  de  haber  el  Cónsul  de  Francia 
reclamado  el  fuero  Nacional. 


Fftll»  del  Juez  Seeeiomil. 


Buenos  Aires,  Junio  22  de  1869. 

Y  vistos :  estos  autos,  seguidos  entre  D.  Pedro  Duchó  y 
el  Sr.  Cónsul  de  Francia  D.  Julio  Doazan,  demandando  el 
primero  el  pago  de  alquileres  y  una  cuenta  par  arrenda*- 
miento  de  muebles  al  cOrphóon  Franjáis  i»,  contra  el  se- 
gundo como  presidente  de  la  asociación,   y  resultando : 

lo  Que  demandado  el  Cónsul  de  Francia  como  presidente 
de  la  asociación  y  por  haberse  constituido  particularmente 
fiador  de  la  deuda  que  se  persigue,  ha  espucsto  en  su  es- 
crito de  f.  24,  como  escepciones  á  ¡a  demanda,  que  es  sola- 
mente presidente  y  socio  honorario  del  «Orphéon  Franjáis», 
y  que  no  se  habia  constituido  fiador  de  la  deuda. 

S""  Que  de  las  declaraciones  de  D.  Julio  Nuñez  á  f.  68,  y 
Tomás  Mota  á  f.  75,  esplicatorias  del  acta  de  f.  5,  que  por 
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Otra  parte  no  ha  sido  suscrita  por  el  Sr.  Doazan,  resulla 
que  este  último  no  se  constituyó  fisnlor  por  la  deuda,  que 
hoy  reclama  Diichá,  y  que  si  promciió  pagar  los  alquilt^es 
vencidos  hasta  esa  fecha,  fué  bajo  la  precisa  condición  de 
que  siguiera  la  asociación  cOrpháon  Franjáis»  ocupando  el 
mismo  local,  lo  que  quedó  últimamente  sin  efecto;  y  consi- 
derando :  1^,  que  no  obstante  esto  último  el  art.  5^  de  los 
estatutos  del  «Orphéon  Franjáis»,  que  se  han  agregado  á 
los  autos,  confiere  la  dirección  de  la  administración  al 
Consejo^  que  estatuye,  presidida  por  el  Cónsul  de  Francia, 
como  presidente  nato  de  la  asociación.  2<>  Que  el  art.  H  de 
los  mismos,  al  disponer  que  el  diroctor  sea  el  agente  activo 
de  la  sociedad  en  lo  relativo  á  la  administración,  ha  cons- 
tituido á  este  último  un  mero  agente,  dependiente  del 
Consejo,  que  es  el  que  tiene  la  representación  de  los  aso- 
ciados, lo  que  se  comprueba  además  al  final  de  dicho  articulo. 

3^  Que  no  pudiendo  ser  aplicables  al  «Orphéon  Franjáis» 
las  reglas  del  Código  de  Comercio  con  relación  á  las  so- 
ciedades, por  cuanto  los  asociados  no  proponiéndose  la 
prosecución  de  una  operación  lucrativa,  no  constituyen  una 
sociedad  en  el  sentido  jurídico    de  esta    palabra. 

4^  Que  las  obligaciones  del  Cónsul  de  Francia  se  deri- 
van, en  este  caso,  del  mandato  de  los  asociados. 

b°  Que  en  este  concepto  el  art.  5""  citado  encargando  la 
adnHnistracion  al  Consejo,  y  haciendo  presidente  de  él  al 
Cónsul  de  Francia,  le  ha  dado  á  este  último  la  represen- 
tación esterior  de  los  negocios  con  terceros. 

6^  Que  los  contratos  de  donde  deriva  el  crédito  que  re- 
clama Duché  siendo  de  alquileres  del  local  que  ocupa  el 
cOrphéon  Fran^aisD  y  arrendamiento  y  compra  de  muebles 
para  el  mismo  establecimiento,  no  solo  no  exceden  de  los 
justos  límites  de  una  administración  prudente  y  regular, 
sino,  por  el  contrario,  son  los  actos  que  esencialmente 
pretende  esta. 

1^  Que  el  Cónsul  de  Francia  ha  aceptado  la  representa- 
ción y  administración  del  «Orpbéon  Franjáis». 

T.  VIL  24^ 
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1^  Porque  en  todo  el  proceso  no  ha  negado  su  calidad 
de  presidente,  limitándose  á  decir  que  lo  era  solamente 
honorario,  que  está  contradicho  por  los  estatutos,  que  ha 
acompañado. 

2^  Porque  lo  ha  reconocido  absolviendo  á  f.  77,  la  pri- 
mera posición  del  pliego  de  f.  74,  y  3^  porque  de  su 
propia  confesión  á  f.  77  y  del  anto  de  f.  5  consta  que  él 
se  presentó  al  juicio  y  aun  cuando  fuese  particularmente  su 
intervención,  suponía  inmiscuirse  en  la  administración. 

8^  Que  como  tal  administrador  y  representante  de  la  aso- 
ciación ha  podido  ser  demandado  por  ios  asuntos  que  es- 
taban á  su  cargo. 

9^  Resultando  además  por  otra  parte  comprobado  la  de- 
manda que  reclama  Duché,  por  el  consentimiento  de  partes. 
Por  estos  fundamentos,  fallo,  que  debo  condenar  y  condeno 
al  Cónsul  de  Francia  como  representante  de  la  sociedad 
cOrphéon  Franjáis)  y  en  su  calidad  de  tal,  al  pago  de  los 
alquileres  y  valor  de  muebles  qne  reclama  el  Sr.  Duché, 
cuyo  importe  será  previamente  liquidado  por  el  actuario  y 
proveyendo  al  escrito  de  f.  66,  en  su  primer  otrosi  en  vista 
de  los  derechos  que  le  corresponden  á  Duché  como  pro- 
pietario, manténgase  el  embargo  confirmado  á  f.  18  del  es- 
pediente agregado,  procédase  á  la  venta  en  remate  por  el 
roariíllero  D.  Ignacio  Fonticelli,  hágase  saber  y  repónganse 
'os  sellos. 

Andrés  Vgarriza. 

El  apoderado  del  Sr.  Doazan  apeló  en  relación  de  la  sen- 
tencia, fundándose  en  que  la  demanda  habia  sido  llevada 
ante  los  tribunales  nacionales,  como  asunto  particular  del 
Cónsul,  y  la  sentencia  habia  condenado  al  Sr.  Doazan  en  su 
carácter  oficial ;  y  que  á  no  ser  esto  desdoroso  para  el  car- 
go que  ejf^rcia  aquel  no  habria  reclamado,  puesto  que  la 
responsabilidad  de  Ja  deuda  recala  sobre  la  Sociadad  <0r- 
phéon  fraudáis.:» 
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Fallo  de  I»  Suprema  Certe. 


Buenos  Aires,  Julio  22  de  1869. 

Vistos^  7  coDsiderando  que  del  tenor  espreso  del  auto  de 
foja  noventa  y  tres  vuelta,  resulta  que  no  se  ha  condenado 
al  Cónsul  de  Francia,  en  su  carácter  de  tal,  siná  como 
presidente  de  la  Sociedad  cOrphéon  Fran^aiss,  y  siendo 
el  supuesto  contrario  el  único  fundamento  del  recurso  intelr- 
puesto,  se  confirma  con  costas  dicho  auto  apelado ;  y  satis- 
fechas aquellas  y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse* 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos.  —  Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA    IilLlLIll 


D.  Rafael  Chindiilla  contra  D.  Antonio  Bosini, 
sobre  patente  de  invención. 


Sumario.  —  í^  A  los  autores  de  un  descubrimiento  6  in- 
vento en  todos  los  géneros  de  industria,  se  concede  el  de- 
recho de  su  esplolacion  esclusiva,  obteniendo  patente  en  la 
forma  legal. 

^  La  nulidad  de  la  patente  que  la  ley  declara  para  los 
inventos  esplotados  antes  de  su  fecha,  se  refiere  á  los  intro- 
ducidos del  estrangero^  no  á  los  hallados  en  el  país. 

3^  Para  imponer  pena  al  fraude  contra  los  privilegios  de 
invención,  la  ley  requiere  que  el  invento  sea  patentado. 

4®  Antes  de  espedida  la  patente,  la  esplotacion  del  invento 
por  otros  no  es  sujeta  á  pena. 


Caso.  «-En  8  de  Enero  de  i869  D.  Rafael  Chinchilla  obtu- 
vo uita  patente  de  invención  para  la  construcción  de  un  apa- 
rato llamado  tKerosifUoi»  consistente  en  un  capirote  giratorio 
colocado  en  la  parle  superior  de  los  faroles  p^ra  kerosene, 
con  el  objeto  de  impedir  que  el  aire  apague  la  luz. 

En  uso  de  la  acción  conferida  por  el  art.  57,  de  la  ley 
de  Patentes  de  il  de  Octubre  de  1864,  D.  Rafael  Chinchilla 
demandó  á  D.  Antonio  Bosinif  y  alegando  que  este    estaba 
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construyendo  sin  su  consentimiento  unos  faroles  con  el»  mis- 
mo aparato,  ocultando  la  falsificación  con  alterar  la  parte 
esterior  del  capirote,  pidió  se  le  aplicase  el  máximum  de 
la  pena  establecida  por  el  art.  53  de  dicha  ley,  se  le  condena, 
se  á  perder  los  faroles  construidos,  y  á  pagarle  la  suma  de 
50,000  ^  por  daños  y  perjuicios. 

Acompañó  á  la  demanda  la  patente  de  invención,  un  fa- 
rol de  su  construcción,  y  otro  construido  por  Bosini,  que 
el  demandante  le  compró. 

Bosini  contestó  á  la  demanda  diciendo  que  él  habia  cons- 
truido los  faroles  en  cuestión  antes  que  Chinchilla  obtuviera 
el  privilegio,  y  que  con  anterioridad  también  habia  aplicado 
ese  mismo  sistema  á  los  baños  de  chiminea  en  la  quinta 
del  Sr.  Matti  en  Belgrano. 

Que  por  consiguiente  la  patente  del  Sr.  Chinchilla  debia 
sor  declarada  nula  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes, 
rechazándose  su  demanda  con  costas. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  los   siguientes  puntos. 

1®  Si  el  sistema  empleado  en  los  faroles  construidos  por 
Bosini  era  el  mismo  empleado  por  Chinchilla. 

2o  Si  la  patente  se  referia  á  los  de  la  clase  que  Chin- 
chilla  habia  presentado. 

3<>  Si  Bosini  habia  construido  faroles  bajo  el  sistema  del 
presentado  como  construido  por  él,  antes  que  Chinchilla  ob- 
tuviera la  patente. 

Relativamente  al  primer  punto  los  testigos  declararon  que 
habia  diferencia  en  la  construcción  del  capirote. 

Respecto  al  segundo  contestaron  afirmativamente. 

Y  respecto  al  tercero,  declararon  que  Bosini  habia  cons- 
truido los  faroles  en  cuestión  desde  Diciembre  de  1868. 

F«ll»  del   Juez  Seeeional. 

Buenos  Aires,  Junio  7  de  1869. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Rarael  Chinchilla 
contra  D.  Antonio  Bosini,  sobre  la  construcción  de  faroles 
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con  «apirote  jiratorio,  que  sostiene  el  primero  haber  cons- 
truido Bosini,  en  contravención  al  privilegio,  que  le  acuer- 
da la  patente  de  invención  espedida  á  su  favor,  y  conside- 
rando ;  i"",  que  según  resulta  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  Miguel  Desplets  f.  31,  Jorje  Buttini  f.  32,  Eugenio 
Picard  f.  33,  Juan  M.  Bausse  f.  34,  y  Benito  Spinedi  f.  35* 
á  mediado  del  mes  de  Diciembre  del  año  ppo,,  Bosini  te- 
nia en  construcción  los  faroles  que  se  acusan ;  2%  qne  la 
patente  presentada  por  Chinchilla  es  espedida  con  fecha  8 
de  Enero  del  cotriente  año,  lo  que  comprueba  que  cuando  se 
obtuvo  esta,  ya  se  esplotaba  en  el  país  el  sistema  que  reclama 
Chinchilla  como  de  su  invención,  y  que  además  habia  sido 
aplicada  ya  á  la  construcción  de  faroles ;  por  estos  fundamen- 
tos, de  conformidad  á  los  artículos  23  y  46  de  la  ley  de 
Patentes  de  1864,  declaro  nula  la  presentada  por  Chinchilla 
y  á  Bosini  en  pleno  derecho  para  continuar  en  la  esplota- 
cion  de  los  faroles  en  cuestión,  .  con  especial  condenación 
en  costas  al  primero,  de  acuerdo  al  articulo  51  de  la  ley 
citada.    Hágase  saber. 

Andrés  Ugarriza. 

Chinchilla  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 

En  segunda  instancia-  presentó  algunos  documentos  pedidos 
en  la  primera,   pero  que  no   habia   podido  conseguir  antes. 

Consistian  estos,  1^  en  la  copia  del  informe  del  Ingeniero 
D.  Pompeyo  Moneta,  Gefe  de  la  oficina  Topográfica  de  obras 
públicas  de  25  de  Noviembre  de  1868,  diciendo,  que  el 
aparato  de  Chinchilla,  por  sí  ya  conocido,  conseguia  el  ob- 
jeto de  no  hacer  apagar  la  luz  á  pesar  del  viento,  }  que 
por  la  poca  importancia  de  su  aplicación  podía  concedérsele 
la  patente  por  5  años. 

2o  En  la  copia  del  informe  de  D.  Carlos  Tassier  de  5  de 
Diciembre  de  1868  describiendo  el  aparato,  y  conviniendo 
en  que  el  viento  no  podía  apagar  la  luz  encendida  en  esos 
faroles. 
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S^  En  la  copia  del  informe  del  Sr.  D.  Daniel  Maxwel 
diciendo,  qae  se  habia  c(»locado  el  farol  en  lugar  elevado 
y  día  de  viento,  y  la  luz  no   se  habia  apagado. 

4^  En  la  copia  del  decreto  de  Diciembre  7  de  1868  con- 
cediendo la  patente  por  diez  años. 

59  En  una  declaración  del  Sub-secreiario  del  Ministerio 
del  Interior  informando  que,  por  haberse  cambiado  la  re- 
dacción de  las  patentes  impresas,  no  pudo  espedirse  la  de 
Chinchilla  antes  del  8  de  Enero  de  1869. 

6^  En  un  certificado  de  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires, 
diciendo  que  Chinchilla  presentó  en  Setiembre  de  1868  los 
faroles  indicados^  haciéndose  espeñencia  de  ellos  en  las 
calles,  decidiéndose  la  Municipalidad  á  sustituir  el  alumbrado 
de  aceite  con  él  de  kerosene. 

Espresando  agravios  dijo  que  por  las  piezas  acompaifadas 
resultaba  falso  el  hecho  espuesto  en  el  seguudo  conside- 
rando de  la  sentencia  apelada ;  y  que  según  la  prueba  pro- 
ducida por  Bosini,  este  no  habia  construido  los  faroles, 
sino  en  Diciembre  de  1868,  sin  duda,  por  haber  visto  los 
colocados  en  las  calles  por  vía  de  ensayo  en  el  mes  de 
Setiembre. 

Bosini  contestó  que  la  patente  fué  obtenida  por  Chinchilla 
en  Enero  de  1869,  y  que  antes  de  esa  fecha  él  tenia 
construidos    los  faroles  b|ijo  el  mismo  sistema. 

Que  las  piezas  acompañadas  en  2^  instancia  no  eran  aten- 
dibles, porque  no  se  habia  jurado  haberlas  podido  obtener 
recien,  ni  se  habían  podido  durante  el   tt^rmino    probatorio. 

Que  el  sistema  de  faroles  con  capirote  giratorio  hacia 
mas  de  20  años  que  era  conocido  en  Francia,  y  que  la 
patente  de  Chinchilla  atacaba  directamente  derechos  adqui- 
ridos y  la  libre  industria. 
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FaII»   de  1»  gwpuMia  Caerte 


Buenos  Aires^   Julio  22  de  1869. 

Vistos,  7  considerando ;  Primero,  qoe  por  el  aiticolo 
diez  de  la  ley  de  once  de^Oclubre  de  mil  ochocíenios 
sesenta  y  cuatro,  se  concede  á  los  autores  de  on  descabri- 
miento  ó  invento  en  todos  los  géneros  de  industria,  el 
derecho  de  su  esplotacíon  esclusiva,  con  tal  que  hayan  ob- 
tenido patente  espedida *en  la  forma  que  la  misma  ley  de- 
termina ;  Segundo^  que  el  artículo  cuarenta  y  s«;is  cuando 
declara  nula  la  patente  dada  por  un  invento  que  era  es- 
plotado  antes  de  su  fecha,  se  reGere  á  los  inventos  intro- 
ducidos del  esirangero,  no  á  los  que  han  sido  hallados  en 
el  país ;  Tercero^  que  de  esta  última  especie  es  el  que  se 
ha  patentado  en  favor  del  demandante,  Don  Rafael  Chin- 
chilla, sin  que  se  haya  ofrecido  prueba  contra  esta  clasifi- 
cación ;  Cuarto^  que  el  argumento  que  se  pretende  deducir 
al  hecho  de  haber  construido  el  demandado  Bosini  faroles 
por  el  mismo  sistema  antes  de  la  techa  de  la  patente,  no 
es  concluyente ;  pues  de  la  confrontación  de  la  prueba  que 
este  ha  producido,  y  de  los  certificados  que  Chinchilla  ha 
acompañado  con  su  espresion  de'  agravios,  resulta  que  esa 
construcción  es  posterior  á  la  exhibición  que  el  segundo 
hizo  de  sus  modelos  ante  la  Municipalidad,  á  la  colocación 
de  estos  en  una  de  las  calles  de  la  ciudad  para  esperimen- 
tar  sus  ventajas,  y  aun  á  la  solicitud  de  patente  de  inven- 
ción que  él  mismo  presentó  á  la  oficina  del  ramo  ;  infirién- 
dose de  estos  antecedentes  que  Bosini  se  propuso  esplotar  el 
invento  que  vio  aplicar  á  Chinchilla,  ya  supiese  ó  no  que 
este  era  su  autor;  Quinto^  que  los  dichos  certificados  apa* 
recen  pedidos  durante  el  término  de  prueba  concedida  á  las 
partes  en  primera  instancia,  y  presentados  con  la  formalidad 
requerida,  por  el  artículo  doscientos  diez  y  nueve    de   la  ley 
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de  procedimientos,  tan  luego  como  pudo  obtenerlos  Chin- 
chilla ;  y  que  por  consiguiente  deben  serle  admitidos,  y  hacen 
plena  prueba  pues  emanan  de  autoridades  constituidas;  Sesto^ 
que  de  todo  lo  dicho  resulta  que  no  se  ha  demostrado  que 
Chinchilla  haya  obtenido  el  privilegio  alegando  falsos  hechos, 
y  que  sea  nula  la  patente  que  le  sirve  dé  título ;  Sétimo, 
pero  considerando  por  otra  parte,  que  según  el  artículo  pri- 
mero anles  citado  de  la  ley  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cuatro,  el  privilegio  de  esplotacion  de  uo  invento 
es  una  concesión  que  se  hace  por  medio  de  la  patente,  y 
que  por  esta  razou  el  artículo  cincuenta  y  tres  para  impo- 
ner pena  al  fraude  requiere  que  el  invento  sea  patentado ; 
que  la  patente  con  que  Chinchilla  sostiene  su  demanda  hace 
correr  el  término  del  privilegio  espresamente  desde  su  fecha, 
es  decir,  desde  el  ocho  de  Enero  del  presente  año,  y  que 
la  construcción  de  faroles  por  Bosini,  que  ha  dado  lugar 
á  este  pleito,  fué  hecha  en  Diciembre  del  anterior,  cuando 
no  existia  la  patente  y  la  esplotacion  era  libre  ;  por  estos 
fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y 
nueve,  y  absolviéndose  á  Don  Antonio  Bosini  de  la  demanda, 
se  declara,  que  desde  el  ocho  de  Znero  del  corriente  año 
corresponde  á  Don  Rafael  Chinchilla  el  privilegio  de  esplo- 
tacion de  los  faroles  á  que  se  refiere  la  patente  que  ha 
presenlado,  y  que  Bosini  debe  abstenerse  en  adelante  de 
la  construcción  y  esplotacion  de  otros  por  el  sistema  de  los 
que  han  dado  ocasión  al  presente  pleito  ;  devuélvanse  satis- 
fechas qne   sean   las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. —  Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Delga 
DO.— José  Barros  Pazos. — Benito  Car- 
rasco . 
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CAUSA    JLlLlLIir. 


/).  Augusto  de  la  Riestra  y  C^  con  D.  Guillermo  MaUi^ 

sobre  recurso  de  queja. 


Sumario. — El  auto  confirmando  ó  revocando  las  provi- 
dencias interlocutorias  de  que  se  ha  pedido  reposición  es 
inapelable. 


Caso.  —  En  el  juicio  arbitral  seguido  entre  D.  Augusto 
Riestra  y  C^  y  D.  Guillermo  Matti,  sobre  un  choque  ocur- 
rido entre  los  vapores  cParaná»  y  «Gelly  y  Obés>,  los  Sres. 
D.  Augusto  de  la  Riestra  y  C%  se  negaron  á  firmar  la  no- 
tificación del  auto  con  que  se  les  hacia  saber  el  laudo, 
alegando  que  no  eran  parte  en  el  juicio,  y  que  solo  por  un 
error  hablan  intervenido  en  él^  no  siendo  ellos  los  propie- 
tarios del  «Gelly  y  Obes.» 

Presentado  un  escrito  sobre  ese  tenor,  y  no  deduciéndose 
por  él  recurso  alguno^  el  juez  lo  mandó  agregar. 

En  seguida  la  parte  de  Matti  pidió  la  regulación  de  ho- 
norarios de  su  abogado  y  procurador,  antes  de  despachar 
ejecución,  y  á  fin  de  incluir  en  esta  su  importe,  por  haber 
sido  condenada  en  costas  la  contraria. 

Regulados  los  honorarios,  Riestra  y  C^  reclamaron  de  la 
regulación,  y  citados  á  juicio  verbal,  manifestaron  que  no 
siendo  parte  en  el  juicio,  no  podian  concurrir. 
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El  juez  no  hizo  lugar  á.su  pretensión^  y  ellos  pidieron 
reposición,   que  previa  audiencia  de  Matti,  fué  negada. 

Apelaron  del  auto  negando  la  reposición,  j  se  les  negó 
la  apelación  con  arreglo  á  lo  prescripto  en  el  art.  205  de 
la  ley  de  procedimientos. 

Interpusieron  el  recurso  de  queja. 


Fallo  de    I»  Suprema   Corte. 


Buenos  Aires,  Julio  27  de  1869. 

Vistos:  devuélvanse  al   Juez  de   Sección    para   que   lleve 
adelante  sus  procedimientos. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvaüor 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 
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CÜlIJSA    lilLlLW. 


Criminal,  contra  Aurelio  Zalazar^  por  sedición^  rebelión 

y  homicidio. 


Sumario.  —  í^  El  hecho  de  sublevar  y  disolver  un  con- 
tingente del  Ejército  Nacional,   es  un  acto  de  sedición. 

^  El  levantar  fuerzas  para  apoyar  el  derrocamiento  de  un 
Gobierno  de  Provincia,  entregándolas  después  á  un  jefe  re- 
belde á  la  Nación,  es  un  hecho  que  constituye  el  delito  de 
rebelión. 

3*"  Los  delitos  comunes  cometidos  con  motivo  de  la  rebe- 
lión, son  castigados  con  la  mayor  pena  que  les  corresponda 
por  las  leyes  respectivas. 

4®  La  confesión  judicial  de  haber  ordenado  asesinatos, 
confirmada  con  la  declaración  dé  tres  testigos,  de  los  cuales 
el  uno  afirma  haber  visto  el  lugar  del  asesinato  y  oído  á 
la  tropa  que  el  confesante  mandó  matar,  y  los  otros  dos 
que  estuvieron  con  el  confesante  cuando  dio  la  orden,  hace 
plena  prueba  sobre  e^  delito  de  homicidio. 

5"^  La  circunstancia  de  haber  formado  parte  del  ejército 
rebelde,  no  es  causa  bastante  para  anular  la  declaración 
de  un  testigo  sobre  el  hecho  de  un  homicidio  perpetrado 
durante   ella,    y  en  el   que  el  testigo  no  tomó  parte. 

6""  El  delito  de  homicidio  voluntario,  perpetrado  con  mo- 
tivo de  la  rebelión,  es  castigado  con  la  pena  ordinaria  de 
muerte. 
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Caso. — Aurelio  Zalazar  fué  acusado  por  el  Procurador 
Fiscal  de  la  Sección  de  la  Rioja,  por  jos  delitos  de  rebelión, 
sedición,  homicidio  y  traición  á  la  Patria^  y  pidió  contra 
él  la  pena  ordinaria  de  muerte,  fundando  en  los  hechos 
que  se  detallan  en  el  siguiente 


FaUo  del  Jíues  do  Seedon. 


Rioja,  Abril  14  de  1869. 

Vista  esta  causa  criminal  seguida  contra  Aurelio  Zalazar 
por  atribuírsele  los  delitos  de  traición  á  la  Patria,  sedición 
y  rebelión,  de  la  que  resultan  los  siguientes  hechos: 

A  últimos  del  mes  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
cinco  estalló  en  los  Llanos,  jurisdicción  de  esta  Provincia, 
una  sublevación  con  el  propósito  ostensible  de  derrocar  el 
Gobierno  de  la  Provincia  y  disolver  el  contingente  de  Guar- 
dias Nacionales  que  la  misma  enviaba  por  orden  del  Go- 
bierno Nacional  para  la  guerra  con  el  Paraguay. 

Esta  sublevación  fué  encabezada  por  el  procesado  Aurelio 
Zalazar  quien  disolvió  el  contingente  que  se  hallaba  fraccio- 
nado en  dos  puntos.  Gatuna  y  Posta  de  Herrera;  según 
aparece  de  las  declaraciones  corrientes  de  fojas  4  á  7  de 
Juan  Carisso,  de  fojas  7  á  9  de  Pascual  Lara,  de  fojas  49  á 
50  de  Aguslin  Barrionuevo,  documentos  de  fojas  2  y  9,  no- 
ta del  Gobierno  de  f.  3  vuelta,  y  la  serie  de  documentos 
que  corren  desde  fojas  18  hasta  47  y  desde  68  hasta  78, 
que  son  órdenes  impartidas,  partes  y  solicitudes  que  se  le 
dirigían  como  á  tal  jefe,  parles  oficiales  de  fojas  80  y  81^ 
y  por  fin  su  propia  declaración  de  f.  82  en  que  revela  el 
plan  que  se  propuso  llevar  á  efecto,  que  fué  derrotar  el 
Gobierno  de  la  Provincia  y  desolver  el  contingente  que  mar- 
chaba al  Paraguay;  plan  que  por  su  parte  ejecutó  en  lo 
que  á  él  correspondía,   que  fué  tomar  el   espresado  contin-i 
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gente  con  la  gente  que  reunió  al  efecto,  atacando  á  la 
fracción  que  se-  bailaba  en  Gatuna  al  mando  del  Comandante 
Yera,  y  después  la  otra  en  la  posta  de  Herrera  (Hedionda) 
á  las  órdenes  del  Comandante  Linares,  consiguiendo  disol- 
verlas, teniendo  además  y  después  de  esto  varios  combates 
con  las  fuerzas  basta  que  fué  becbo  prisionero  en  el  lugar 
de   Lasquino. 

Durante  el  tiempo  que  Zalazar  andubo  á  la  cabeza  de  los 
sublevados  se  cometieron  por  estos,  asesinatos,  robos  y  vio- 
laciones en  la  Cruz  del  Eje,  Provincia  de  Córdoba,  y  en  los 
Llanos  de  esta ;  apareciendo  de  la  declaración  de  dicbo  Za- 
lazar que  él  mismo  dio  orden  para  la  muerte  de  dos  hom- 
bres, Pedro  el  Tuerto  y  Juan  el  Manco. 

Procesado  por  estos  delitos  y  estado  ya  la  causa  eu  es- 
tado de  sentencia,  Zalazar  se  fugó  de  la  cárcel  el  7  de 
Enero  de  1867  en  altas  boras  de  la  nocbe;  apareciendo  en 
esta  ciudad  en  el  mes  siguiente  con  fuerza  armada  de  los 
Llanos  y  en  apoyo  de  la  revolución  que  estalló  el  dia  2 
del  mismo  y  derrocó  el  Gobierno  legal. 

Después  de  esto  Zalazar  se  fué  otra  vez  á  los  Llanos  á 
reunir  mas  fuerzas  para  apoyar  á  Felipe  Várela  que  vino 
desde  Cbile  y  se  puso  al  frente  de  las  fuerzas  de  Guardias 
Nacionales  de  esta  Provincia,  movilizadas  por  los  revolucio- 
narios y  en  abierta  rebelión  contra  el  Gobierno  de  la  Repú- 
blica. 

No  babiendo  asistido  al  combate  de  Vargas  por  bailarse  i 
la  sazón  en  los  Llanos,  como  queda  dicbo,  Zalazar  volvió  á 
esta  ciudad  tan  luego  como  el  Ejército  del  Norte,  al  mando 
del  General  Taboada,  después  de  vencer  á  Várela  en  el  es- 
presado combate,  evacuó  la  Provincia,  consiguiendo  Zalazar 
hacer  fugar  el  Gobernador  y  posesionarse  de  aquella. 

Durante  su  permanencia  en  esta  ciudad,  Zalazar  exigió  y 
sacó  contribuciones  de  efectos  de  tienda  de  varias  casas  de 
negocio. 

La  ocupación  de  la  ciudad  por  Zalazar  al  mando  de  fuer- 
zas de  los  Llanos,  facilitó  el  regreso  de  Várela  á  la  misma; 
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qae  no  tardó  en  efectuarlo,  permaneciendo  en  ella  y  en  la 
Provincia  hasta  que  nuevamente  invadida  esta  por  el  General 
Tabeada,  hizo  su  retirada  hacia  las  provincias  del  Norte. 

Zalazar  acompañó  á  Várela  en  toda  esa  larga  campaña  de 
devastación  que  terminó  con  la  huida  de  este  á  Bolivia,  y 
en  la  que  se  dieron  los  combates  de  la  Cuesta  de  Chilecito, 
de  los  Molinos,  Cachi,  y  el  último  en  las  calles  de  la  ciu- 
dad de  Salta. 

Habiendo  vuelto  Zalazar  de  Bolivia  en  Enero  de  1868, 
vino  á  esta  Provincia  y  estuvo  escondido  hasta  que,  cansado 
(son  sub  propias  palabras)  de  las  persecuciones  del  Gobierno 
Provincial,  él  y  otros  jefes  mas,  sin  ánimo  de  hostilizar  al 
Gobierno  Nacional,  resolvieron  sublevarse  contra  aquel^  der* 
rocarlo  y  crear  otro  que  los  garantiera.  Al  efecto  reunió 
fuerza  en  los  Llanos  y  vino  á  esta  ciudad,  le  puso  sitio  y  la 
rindió  sometiéndose  luego  al  Comisionado  General  D.  Octa* 
viano  Navarro,  que  llegó  con  sus  fuerzas  después  de  ren- 
dida la*  plaza,  habiendo  sido  posteriormente  capturado  y 
puesto  á  disposición  de  ese  Juzgado  en  veinte  y  siete  de 
Enero  del  presente  año. 

Resultando  que  el  procesdo  Zalazar  es  acusado  del  crimen 
de  traición  á  la  Patria,  ó  por  lo  menos  de  sedición  armada, 
cuya  acusación  se  funda  en  el  hecho  probado  de  haber  di- 
suelto el  contingente  que  por  orden  del  Gobierno  de  la 
República  marchaba  de  esta  Provincia  á  incorporarse  al 
Ejército  Nacional,  en  operaciones  contra  el  Paraguay,  siendo 
Zalazar  el  jefe  de  las  fuerzas  sublevadas  que  produjeron  ese 
hecho,  calidad  plenamente  probado  en  autos  por  las  decla- 
raciones y  documentos  ya  citados  y  por  la  misma  confesión 
del  reo  que  al  facérsele  cargos  por  haber  ordenado  las 
muertes  de  Pedro  el  Tuerto  y  de  Juan  el  Manco,  dice :  que 
la  ordenó  en  atención  á  que  no  figuraba  otra  autoridad  en 
sus  fuerzas  que  la  de  él. 

Resulta  que  el  Procurador  Fiscal  ad  hoc  pide  contra  él 
la  pena  ordinaria  de  muerte,  ya  se  considere  el  crimen 
que  se  persigue  como  traición  á  la  Patria,  ya  se  le  califiqué 
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de  sedición ;  fundándose  en  que,  en  el  primer  caso,  Zalazar 
como  jefe  superior  quedaría  sugeio  á  la  pena  establecida 
por  la  ley  de  ii  de  Setiembre  de  1863^  cuyo  artículo  ^ 
dice :  f  Los  autores  ó  cabezas  principales  de  la  traición.... 
serán  castigados  con  la  pena  ordinaria  de  muerte^  j»  y 
en  el  2^  caso,  estableciendo  la  misma  ley  en  su  art.  24 
que  los  delitos  particulares  ejecutados  en  la  sedición  ó  con 
motivo  de  ella,  sean  castigados  con  la  pena  mayor  que  cor- 
responde á  esos  delitos,  merece  la  misma  pena  ordinaria 
de  muerte,  por  cuanto,  dice,  ha  cometido  durante  la  sedi- 
ción ó  con  motivo  de  ella  delitos  que  la  ley'  castiga  con 
esa  pena,  tales  son  los  asesinatos  ejecutados  por  sus  fuerzas 
en  la  Cruz  del  Eje  en  las  personas  de  León  Juárez,  Luis 
Paz,  Ramón  Olmos,  José  Chaves,  Esteban  Saber,  y  Mariano 
Mal  donado ;  habiendo  esas  mismas  fuerzas  cometido  viola- 
laciones,  robos  y  salteos,  según  todo  consta  de  las  declara- 
ciones corrientes  desde  fojas  115  hasta  117;  cuyos  crímenes, 
sin  embargo  de  no  constar  de  autos  que  fueron  ejepulados 
por  el  procesado  ó  por  su  orden,  consta  al  menos  por  la 
declaración  del  testigo  Domingo  Olmos  corrientes  á  f.  115, 
que  ellos  fueron  el  resultado  de  órdenes  generales  que  tenia 
impartidas  entre  los  individuos  de  su  tropa  respecto  de  los 
estremos  á  que  debían  recurrir  en  caso  de  resistencia  por 
algunos  de  los  moradores  del  aquel  lugar ;  pues  el  espre- 
sado testigo  en  el  lugar  citado  dice :  que  en  el  reclamo 
que  se  hizo  sobre  el  saqueo  y  muerte  de  D  Estevan  Saber 
por  su  yerno  D.  Nolasco  López,  Zalazar  le  contestó:  que 
tenia  dada  orden  que  al  que  se  resiste  lo  maten.  —  A  lo 
que  se  agrega,  que  siendo  Zalazar  el  jefe  de  esas  fuerzas, 
y  no  habiendo  contenido  esos  excesos,  se  ha  hecho  respon- 
sable de  ellos. 

Resultando  además  que  se  le  acusa  de  los  asesinatos  per- 
petrados en  las  personas  de  Ramón  Ibañes,  Pedro  el  Tuerto, 
Juan  el  Manco  y  el  sargento  de  línea  Quiroga,  muertos  por 
su  orden,  cuyos  fundamentos  son,  respecto  al  asesinato  de 
Ibañes :   1*  La  declaracioü  de  Dionisio  Quiroga  que  á  f.  139 
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dice:    cqoe  eitando  en   la   capilla  de  San  Isidro  vio  que 
llegó  Carlos  Ortiz  comandando  como  cinco  ó  seis  hombres, 
y  que  por  las  prendas  que  traían  y  el  modo  como  llegaron, 
juzgó  que  lo  habían  muerto  á  Ramón  Ibañes,  y  que  vulgar* 
mente  se  .dijo  entre  la  tropa  que  Zalazar    había  mandado  á 
dicho  Ortiz  que  fuese  á  asesinar  á  IbañeSy  y  que  probable- 
mente ya  lo  habían  muerto,  por  cuanto  el  espresado  Ortiz 
le  traía  varías  prendas  como   ser   el  caballo  y  montura,  y 
finalmente  que  al  otro  día  le  dijo  el  mismo  Ortiz  que  él  lo 
asesinó  porque  le  ordenaron   lo  hiciese,  no  diciendo  quien 
lo  mandó,  pero  que  á  los  dos  días  de  esto,  estando  en  (ion- 
versación  el  declarante  con  Aurelio  Zalazar,  se  le  descubrió 
diciendo,  que  él  fué  quien  mandó  á  que  lo  asesinasen ;  2<> 
La  declaración  de  Roque  Vargas  á  f.  141  vuelta  que  dice: 
c  que  sabia  por  haber  venido  por  su  casa  la  Comisión  man- 
dada por  Zalazar  encabezada  por   Carlos  Ortiz,    ayudante,  y 
Pedro  Flores  del  mismo  grado,  y  estos  dijeron  en  casa  del 
declarante    que    venían   mandados    por    Zalazar    á  matar   á 
Ramón  Ibañes,  como  sucedió  en  el   mismo  día  que  le  pa-* 
rece  fué  el  2  de  Noviembre ;  3^  La  declaración  de  Juan  Vi- 
cente Mercado  que  á    f.  142   dice  :  cque  había  oído  decir 
que  habia  venido  una  comisión  encabezada  por  Carlos  Ortiz 
á  asesinarlo  á  Ramón  Ibañes  y  lo  asesinaron  por  orden  de 
Zalazar»;  4<>  La  declaración  de  Manuel  Falcon  que  á  f.  142 
vuelta  dice :  cque  á  Ramón  Ibañes  lo  sepultó   el   declarante 
en  el  templo  de   San    Isidro    el   día  3  de    Noviembre  del 
año  pasado,  y  que  generalmente  oyó  decir  que  Aurelio  Za- 
lazar lo  mandó  asesinar  con    una  comisión    encabezada  por 
Carlos  Ortiz»;  5^  Finalmente,  la  declaración  de  Julián  Bar- 
rionuevo  que  á  f.  143  dice :  cque  con  respecto  á  Ibañes  oyó 
decir  por  varias  voces  que  lo  asesinaron  en  las  minas,  pero 
que  no  supo  por  qué   órden^    solo   si  oyó    decir    que  la 
gente  de  Zalazar  fué  la  que  lo  asesinó».  Este  testigo  como 
los  anteriores  declaran  de  público  y  notorio,  de  pública  voz  y 
fama.   Respecto  del  asesinato  del  Sargento  Quiroga  se  fun« 
da  el  Fiscal  eo  U  declaracioQ  de  José  Pió  Sánchez  que  á 
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f.  138  dice:  cque  sabia  y  le  constaba  por  liaber  leido  la 
orden  dada  por  el  reo  Zalazar  á  Carmen  Guevara  para  qne 
fusilase  al  Sargento  de  línea  Qairoga :  esto  sabia  el  decla- 
rante por  haber  ido  preso  junto  con  Quiroga  y  D¿  Abe* 
lardo  OcampO)  y  como  ninguno  de  ellos  sabia  leer,  le  hi- 
cieron leer  al  declarante  la  drden,  y  en  su  presencia  lo 
fusilaron  á  dicho  Quiroga  en  la  plaza  de  San  Antonio.» 

Respecto  del  asesinato  d^  Pedro  el  Tuerto  se  funda  el 
Procurador  Fiscal  en  la  declaración  de  Juan  Escudero  que 
á  f.'140  dice:  cque  sabia  y  le  constaba  que  la  comisión 
que  asesinó  á  Pedro  el  Tuerto  salió  con  orden  de  Zalazar, 
esto  lo  sabia  el  declarante  por  haber  estado  con  Zalazar, 
y  que  la  comisión  que  salió  en  alcance  de  Pedro  era  coman- 
dada por  Carmen  Guevara,  y  lo  alcazaron  en  Ulapes,  y 
de  Ulapes  al  Norte,  distancia  de  una  legua,  lo  mataron  ei 
dia  22  de  Agosk*;  y  en  la  declaración  de  Juan  Manuel 
Guzman  que  en  la  declaraciop  de  í.  140  dice :  cque  sabe 
y  le  consta  que  la  comisión  que  asesinó  á  Pedro  el  Tuerto 
salió  de  Catuna  con  orden  de  Zalazar  de  darle  alcance  á 
dicho  Pedro  que  se  volvió  al  Sud,  y  que  dicha  comisión 
iba  mandada  por  Carmen  Guevara,  y  que  en  Ulapes  lo  al- 
cazaron y  lo  hicieron  contramarchar  y  á  la  legua  lo  asesi- 
naron, y  que  esto  sucedió  el  22  de  Agosto  del  año  pasado, 
y  que  esto  lo  sabia  evidentemente  por  haber  estado  ^on 
Zalazar  el  declarante,  y  que  de  otros  asesinatos  no  sabia 
por  haberse  á  los  pocos  dias  desertados  junto  con  Juan  Es- 
cudero de  las  filas  de  Zalazar. j» 

Respecto  del  asesinato  de  Juan  el  Manco  se  funda  el 
Fiscal  en  la  declaración  de  José  Pió  Sánchez  que  á  f.  138 
dice :  cque  á  más  sabia  que  estando  toda  la  montonera  reu- 
nida eñ  el  Pozo  Cercado,  oyó  decir  á  la  tropa  de  monto- 
neros el  declarante,  que  lo  habían  muerto  á  Juan  el  Manco 
por  orden  de  Zalazar  á  poco  distancia  de  aquel  lugar,  y 
que  viniendo  de  marcha  la  montonera  para  el  Norte,  le 
mostraron  al  declarante  donde  lo  habían  degollado  i  dicho 
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Juan;   fundándose  además  en  la  confesión .  del  reo  respecto 
de  este  asesinato  y  del  anterior.» 

Resultando  igualmente,  que  se  le  acusa  al  reo  Zalazar 
del  crimen  de  rebelión  contra  el  Gobierno  de  la  Repú* 
blica,  fundándose  para  ello  en  las  declaraciones  del  Ser  cuer- 
tos  de  autos  que  corren  desde  foja  2  hasta  f.  12  y  en  la 
misma  declaración  del  reo  de  tojas  12  á  15,  de  los  que 
aparece  que  Zalazar  se  fugó  de  la  cárcel  estando  procesado 
por  los  delitos  referidos,  que  vino  á  esta  ciudad  con  fuerza 
armada  é  hizo  todo  lo  que  al   principio    queda  relacionado. 

Y  considerando : 

1^  Que  la  traición  á  la  patria,  según  la  define  la  Consti- 
tución en  su  art.  103,  consiste  únicamente  en  tomar  las 
armas  contra  ella,  ó  en  unirse  á  sus  enemigos,  prestándo- 
les ayuda  y  socorro;  2<>  Que  aunque  el  inciso  5^  del  art.  1^ 
de  la  ley  penal  de  14  de  Setiembre  de  1863,  dicercSe 
traiciona  á  la  Patria  Jmpidiendo  que  las  tropas  Nacionales 
reciban  en  tiempo  de  guerra  los  auxilios  y  noticias  indi* 
cadas  por  los  incisos  2^  y  3^,  es  decir,  caudales,  armas, 
embarcaciones  ú  oíros  medios  directos  para  hostilizar;  tal 
disposición  debe  entenderse  que  se  refiere  al  caso  en  que, 
el  que  tales  actos  ejecuta  se  halla  dentro  de  los  términos 
establecidos  por  aquella  definición,  es  decir,  en  armas  con- 
tra la  Nación  ó  unido  á  sus  enemigos ;  porque  la  ley  de 
14  de  setiembre,  siendo  reglamentaria  de  aquel  artículo  de 
la  Constitución,  no  puede  ni  amplear  ni  restringir  el  prin- 
cipio en  él  establecido,  limitándose  únicamente  á  determi- 
nar la  forma  y  modo  de  su  ejecución ;  3^  Que  sin  em- 
bargo de  que  Zalazar  por  el  hecho  de  haber  disuelto  el 
contingente  impidió  que  el  Ejército  de  la  República  reci- 
biera entonces  el  auxilio  que  él  importaba,  no  constando 
de  autos  ninguna  de  las  condiciones  exigidas  para  la  trai- 
ción á  la  patria,  pues  no  aparece  que  tomara  las  armas  con- 
tra el  pueblo  Argentino,  ni  mucho  menos  que  lo  hiciera 
de  acuerdo  ni  en  unión  con  los  enemigos;  no  puede  por 
consiguiente  calificarse  ese  delito  de  traición  á  la  patria.    A 
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lo  que  se  agrega,  que  la   interpretación    de    ese    articulo 
debe  ser  restrictiva,   tanto   porque  el  pensamiento  de    ios 
legisladores    revelado  en  su   espíritu  ha    sido   ese,    cuanto 
porque    la   historia  nos  enseña   que  tan  teo  delito  ha  ser- 
vido de  arma  poderosa  á  las   pasiones   políticas  para  herir 
injustamente  el  adversario.  (Story,  Coment.  solv'e  la  Consti- 
tución de  los  Estados  Unidos,  Cap.  XLIV);  4^  Que  el  he- 
cho de  la  sublevación  y  disolución  del  contingente    ejecu- 
tado por  Zalazar,  siendo  él  el    cabezilla    principal,  si  bien 
no  puede  calificarse  como  traición  á  la  patria,  importando 
él  un  alzamiento  para  impedir  la  ejecución  y  cumplimiento 
de   una   providencia    administrativa   del   Ejecutivo   Nacional 
en  conformidad  de  una  ley  del  Congreso,  es   por  lo  tanto 
un  acto  de  sedición  previsto   por  el  art.  20  de  la  ley  de 
14  de  Setiembre  ya  citada ;   5p  Que  respecto  de  los  delitos 
particulares,  si  bien  los  asesinatos,  robos  y  violaciones  co- 
metidas en  la  Cruz  del  Eje  por  las  fuerzas  de  Zalazar,  se- 
gún consta  de  autos  en  el  lugar  citado,   no  han  sido  eje- 
cutados por  él  perdbnalmente  6  por  su  órden^  arrojan  sia 
embargo  sobre    él    mismo  una  grave    responsabilidad    por 
cuanto  ha   sido  el  Gefe  y  autor  principal   de  la  revuelta ; 
&>  Que  no  aparece  plenamente  probado  que  los  asesinatos 
de  Ramón  Ibañes  y  el    Sargento    Quiroga   hayan  sido  eje- 
cutados por  orden  de  Zalazar,    pues  las    declaraciones   de 
los  testigos  del  sumario  que  atribuyen   esas  muertes  á  Za- 
lazar^ respecto  del  primero,  son  puramente  de  oidas,  y  res- 
pecto del  segundo  no  hay  sino  un    testigo  que  dice  haber 
leido   la  orden   de  Zalazar  y  presenciado  la  muerte,  según 
queda  arriba  relacionado.  (Ley  28,  tic.  16,  Part.  3,  Goyena, 
tomo  5^  libro  4^  tit.  22,  sec.  6^  páj.  628,  n^  536,  y  ley 
32,  tít.  16^  Part.  3);  7»  Que  respecto  de  las  muertes  de  Pedro 
el  Tuerto  y  Juan  el  Manco  existen  la  confesión  del  reo  que 
afirma  fueron  ordenadas  por  él,  y  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  Juan  Escudero  á  f.  140,  de  Juan  Manuel  Guzman  á 
f.  140  vuelta,  y  de  José    Pió    Sánchez  á   f.  138,    que  en 
corroboración  de    aquella   dicen    los  dos    primeros^  dando 
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ambos  por  un    hecho  indultable  el  asesinato :  que  la  comí* 
sion   que  mató  á   Pedro  el  tuerto,  les  constaba   por  haber 
estado  con  Zalazar,   llevó  orden  para  ello  del  mismo ;  y  el 
tercero  que   oyó  á  la  tropa  de    montoneros,  que  Zalazar  lo 
hizo  matar  á  Juan  el  Manco  y  vio  el  lugar  en  que  lo  ma- 
taron que  fué  cerca  del  Pozo  Cercado ;    S^  Que    la    confe- 
sión del  reo  Zalazar  respecto  de  estas  muertes  hace  prueba 
completa  por  cuanto  reúne  las    condiciones  legales  que    la 
elevan  á  ese  grado  (Leyes  2,  4  y  5^  tít.  13,  Part.  3);  pues 
el   confesante  es  mayor  de    edad,  no    ha    sido  atormentado 
para  arrancársela^    no  la  ha  hecho   por  error,  pues  dá   la 
razón  que  tuvo  para  ordenar  esas    muertes    al   ratificar  su 
declaración  con  ella,  es  también  capaz  de  hacer  lo  confe- 
sado^ ha  confesado  delante   de  Juez  competente,  y  por  fin, 
ha  recaído  su  confesión    en  un  delito  cuya  existencia  está 
comprobada    por    las   declaraciones    ya  citadas,   que  no  ha 
contradicho   el  reo,  y  por  la  circunstancia  de    no    haberse 
producido  prueba  en  contra,  ni  durante   los  catorce  meses 
ó  mas  que  duró  esta  primera  causa,   ni  ahora  que   después 
de  dos   años  se    ha   mandado    acumular   con  la  segunda ; 
pues  le   habría  sido  fácil  al    reo    saber  que  esos  hombres 
que  son  ciertos  y  determinados^  viven,  si  realmente  no  es- 
tuvieran muertos,  á  lo  que  se  agrega  que  Zalazar,  tanto  en 
su  declaración  como  en   su  confesión,  da  por  un  hecho  in- 
dudable la  muerte  de  los  mismos;  declaraciones  y  circuns- 
tancias que  importa  la  dCinostracion  del  cuerpo  del  delito  y 
que  bastan  para  que  se  aplique  al  reo  confeso  la  pena  seña- 
lada. (Goyena,  tom.    5,    tít.  4,   lib.  18^   sec.  5,    páj.   589. 
Tejedor,  derecho  criminal,  tom.  2,  páj.  Í46,  que  hablando 
de   los  requisitos  para  que  la  confesión  haga    prueba  com- 
pleta dice :  6^  Que  conste  el  cuerpo  del  delito  ó   que  por 
lo  menos  haya,  según  los  autores,    un  concurso    de   indi- 
cios y  circunstancias  que  lo  hagan    verosímil  y  formen    la 
convicción  del  Juez,   Ley  5,  tít.  13,  Part.  3,   cuya  glosa  9 
dice  :  Et  quid  si  ñeque  áppareat   vivus  nec  moWutw?   Vide- 
tur  quod  non  noceat  confessio. — Quod   limita  misi  compitens 
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esset  aliqnis  assesinus  malea  condüiones^  et  famm^  exercens 

latrocinia  propeliílus  maris Secundo  limita nisi  con- 

fessio  referatur  ad  c^rtiim  hominem  occisum^  de  cujus  vita^ 
si  vivat^  facile  potest  liquere^  el  confitenti;  el  ejus  amicis  de- 
fensio  reservan  :  mantune  perjudicaret  confessio. — Curia  Feli- 
pica,  P.  3,  §§   i3,   D''i4);  9»  Que    además,  los    testigos 
espresados  están  contestes  con   Zalazar  respecto   de  los   lu- 
gares en    que  se   ejecutaron  esas    muertes,    Ulapes  y  Pozo 
Cercado,  cuya  circunstancia  agregada  á  las  otras  da  mayor 
fuerza  al  considefando  anterior;  1(^  Que   sin   embargo  de 
que .  los  testigos  Juan   Escudero  y  Juan  Manuel  Guzman  han 
andado  en  la  montonera    con  Zalazar,  no    puede   esa   cir- 
cunstancia invalidar  sus    declaraciones,  pues  deponen  sobre 
un  asesinato    en    que  no   aparecen    complicados    ni    como 
meros  ejecutores;  á   lo  que  se  agrega,  que  corroboran  un 
hecho  confesado  paladinamente    por  el  reo,  desapareciendo 
por  lo  tanto  la  razón  de  la  ley  21,  tít.  16,  Part.  3,  que 
invalida  la  declaración  de  los  cómplices;   debiendo   decirse 
otro  tanto  de  la  declaración  de  José  Pió  Sánchez    que  fué 
arrestado  ó  preso  por   Zalazar,    pues  deponiendo   sobre  un 
hecho  confesado  por  el  reo,  la   muerte  de  Juan  el  Manco, 
desaparece  la   presunción  de  deponer  por   odio  6  por  ven- 
ganza; 11^  Que  además,   consta   de  los    autos  acumulados 
que  posteriormente  á  estos    crímenes^  Zalazar,    después  de 
haberse  fugado  de  la  cárcel,  pública  de  esta  ciudad,  ha   le- 
vantado fuerzas  en  los  Llanos  y  venido  en  apoyo  de  la  re- 
volución del  2  de  Febrero    de  1867    que    derrocó  las  au- 
toridades legales  de  esta  Provincia,    entregándola   con  todos 
sus  elementos  á  T'elipe  Várela,  rebelado  contra  el  Gobierno 
de  la  República;  12^  Que  dicho  reo  Zalazar  ha  servido  á  las 
órdenes  de  Várela  y  prestádole  como  eaudillejo  de  los  Llanos, 
toda  la  ayuda  que  ha  podido,  tanto  con  su   persona,  como 
con  su  influencia;  13^  Que  sirviendo    en    dichas    filas  ha 
sacado  contribuciones  y  asistido  á  combates   en  que   se  ba 
derramado  sangre,  siendo  uno  de  los  mas  constantes  en  se- 
guir á  Várela  en  sus    escursiones  vandálicas,  pues  de    las 
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declaraciones  del  sumario  y  de  la  suya  propia,  consta  que 
le  acompañó  hasta  en  Bolivia.  Y  omitiendo  otras  conside- 
raciones en  hecho  y  en  derecho  que  de  los  autos  surjen, 
declaro :  que  el  procesado  Aurelio  Za lazar  es  reo  de  los 
crímenes  de  rebelión  con  las  circunstancias  agravantes  de 
haber  sacado  contribuciones  de  efectos  de  tienda  y  asistido 
á  combates  con  las  fuerzas  fieles  al  Gobierno^  de  sedición 
con  las  circunstancias  también  agravantes  de  haber  disuelto 
el  contingente  que  iba  al  Paraguay,  de  haber  sido  el  ca- 
beza principal  de  ella  y  dado  varios  combates,  y,  por  fin, 
de  homicidio  perpetrado  durante  la  sedición  en  las  perso- 
nas de  Pedro  el  Tuerto  y  Juan  el  Manco ;  y  definitiva- 
mente juzgando ;  fallo :  que  debo  condenar,  como  en  efecto 
condeno  al  reo  Aurelio  Zalazar  á  la  pena  ordinaria  de 
muerte,  de  conformidad  al  art.  24  de  la  ley  penal  de  14 
de  Setiembre  de  1863,  y  leyes  1»,  lít.  21,  lib.  12.,  No- 
vísima Recopilación,  y  2,  tít.  8,  Párt.  1,  con  mas  el  pago 
de  las  costas  procesales.  Hágase  saber. 

Arsenio  Granillo. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  detensor  fué  confirmada  por  este 

Fallo    de  Im  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julia  27  de  1869. 

Vistos :  Por  los  fundamentos  relativos  á  los  delitos  comu- 
nes cometidos  con  ocasión  de  la  rebelión  por  el  procesado, 
de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Señor  Pro- 
curador General,  y  sin  tomar  en  consideración  el  cargo  por  el 
delito  de  traición  á  la  patria^  que  no  se  ha  discutido  en  esta 
Instancia ;  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  cuarenta  y 
ocho  vuelta,  y  á  los  efectos  consiguientes,  remítase  el  proceso 
original  al  Poder  Ejecutivo,  con  el  correspondiente  oficio. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.—José  Barros  Pazos.— Benitq 
Carrasco. 
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CAUSA   IaILJLW. 


El  Ministerio  fiscal  contra  D.  Hilarión  Martínez  y  B.  Ru- 
fino Castro  BoedOf  sobre  cumplimiento  de  una  fianza 

carcelera  y  jadicalum  solví. 


Sumario.  — 1<>  Los  reos  de  delitos  que  no  son  castigados 
con  pena  corporal,  tienen  derecho  á  ser  puestos  en  libertad 
bajo  fianza. 

2®  Cuando  la  pena  es  pecunaria,  y  el  procesado  no  tiene 
bienes  para  cumplirla,  debe  precederse  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  por  el  art.  92  de  la  ley  nacional  penal. 

S^  El  fiador  carcelero,  no  está  obligado  á  pagar  la  pena, 
sino  cuando  no  se  presenta  el  reo  á  requisición    del  juez. 

4o  La  obligación  de  pagar  juzgado  y  sentenciado  en  las 
fianzas  carceleras  se  pone  como  pena  de  no  cumplir  la 
obligación  de  presentar   al  fiado  en  la  cárcel. 

^^  Cumpliéndose  esta  obligación  el  fiador  tiene  derecho 
á  pedir  se  cancele  la  fianza. 

&"  La  pena  se  impone  para  cumplirse  después  de  sen- 
tenciada la  causa. 

7«  Si  en  la  sentencia  no  se  ha  especificado  que  debe  con« 
tarse  el  tiempo  de  prisión  sufrida  durante  la  tramitación  de 
la  causa,  no  puede  pedirse   después  de  ella  el  descuento 
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de  dicho  tiempo,   y  su    imputación  en  él  de  prisión   á  su- 
frirse por  la  falta  de  pago  de  la  multa  impuesta. 


Caso.  —  D.  Rnñno  Castro  Boedo  fué  condenado  por  el 
delito  de  rebelión  á  sufrir  la  pena  de  cuatro  años  de  des- 
tierro, y  á  pagar  1,000  ^  fuertes  de  mulla  con  las  costas 
del  proceso. 

Durante  la  tramitación  de  la  causa  fué  excarcelado  bajo  la 
fianza  carcelera  y  judicatura  solvi  que  prestó  Don  Hilarión 
Martínez. 

Llr^gado  el  caso  de  cumplir  la  sentencia  condenatoria, 
Martinez  presentó  á  la  cárcel  al  condenado,  y  pidió  la  can- 
celación de  la  fianza. 

Dado  vista  al  procurador  fiscal,  no  solo  se  opuso  este  á 
la  petición  de  Martinez,  sino  que  entabló  contra  el  mismo 
una  acción  ejecutiva  en  base  de  la  escritura  de  fianza  pi- 
diendo se  intimase  á  Martinez  el  pago  de  la  multa  íntegra, 
por  cuanto  Castro  Boedo  manifestaba  no   poderla  pagar. 

Martinez  contestó  que  la  fianza  quedaba  sin  efecto  desde 
que  él  presentaba  al  reo  á  la  cárcel ;  que  la  fianza  fué 
dada  para  que  Castro  Boedo  saliera  de  la  cárcel ;  y  que  la 
condición  de  pagar  juagado  y  sentenciado  se  agregó  para  el 
caso  en  que  no  se  pudiera  presentar  al  fiado,  y  quedase 
asi  ilusoria  la  sentencia ;  que  si  aquel  no  podia  satisfacer 
la  multa,  estaba  en  la  obligación  de  sufrir  dos  años  de 
prisión,  según  lo  establece  la  ley  nacional  penal  en  su  art. 
92,  por  toda  multa  que  excede  la  suma  de  700  ^  fuertes. 

Castro  Boedo  alegó  que  estaba  pronto  á  descontar  la 
multa  con  la  prisión,  siempre  que  se  declarase  que  tenia 
cumplido  con  exceso  el  tiempo  de  prisión  señalado  por  el 
art.  92,  contándolo  desde  11  de  Abril  de  1867  basta  la 
fecha  actual   (Mayo  de  1869). 

T.  vu.  26 


370  FALLOS   DE   LA   SUPREMA   CORTE 


Fallo    del  Juez     Seeeloiial. 


San  Juan,  Mayo  19  de  1869. 

Vistos  y  consideraiido  :  1<^,  que  la  acción  ejecutiva  dedu- 
cida por  el  Procurador  Fiscal  Nacional  contra  D.  Hilarión 
Martinez,  como  fiador  del  reo  Rufino  Castro,  se  funda  «en  la 
escritura  pública  de  fianza  otorgada  por  aquel  á  favor  de 
este,  que  corre  en  copia  á  f....  y  de  la  que  aparece  que  la 
obligación  del  fiador,  á  mas  de  la  cárcel  segura  comprende 
lo  juzgado  y  sentenciado^  y  suj  litándose  á  las  resultas  del  jui- 
cio ;  2^,  que  en  este  concepto  el  fiador  no  queda  libre  de  la 
obligación  que  ha  contraído  con  el  solo  hecho  de  presentar 
al  reo,  cuando,  como  sucede  en  este  caso,  es  condenado  á 
sufrir  una  pena  corporal  y  pecuniaria  juntamente,  y  está 
insolvente  respecto  á  la  última ;  3^,  que  el  art.  92  de  la 
ley  penal  invocada  por  el  fiador  Martinez,  no  puede  aplicarse 
al  presente  caso,  pues  esa  disposición  supone  la  insolvencia 
del  reo,  de  manera  que  sea  imposible  el  cobro  de  la  pena 
pecuniaria  por  no  estar  asegurada  con  fianza,  hipoteca,  pren- 
da ú  otra  caución  eficaz,  no  pudiendo  reputarse  compur- 
gada esta  con  la  prisión  sufrida  por  el  reo  durante  el  juicio, 
por  cuanto  la  sentencia  condenatoria  nada  determina  al  res- 
pecto^ como  era  necesario  para  tenerla  en  cuenta;  A^,  que 
las  leyes  17  y  18  del  título  12,  Part.  5*  citadas  por  el  fia- 
dor se  refiere  á  la  fianza  simple  de  cárcel  segura^  sin  com- 
prender lo  juzgado  y  sentenciado,  lo  que  no  sucede  en  el 
presente  caso  en  que  esta  obligación  es  espresa  y  terminante 
en  la  escritura  citada,  y  el  fiador  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  la  ley  2^,  tít.  B"",  libro  S"*,  R.  G.  es  obligado  á 
todo  aquello  que  quiso  obligarse ,  sin  que  pueda  escasarlo 
escepcion  alguna  de  las  que  se  espresan  en  dicha  ley;  5^« 
que  de  conformidad  á  la  misma  ley,  los  autores  de  derecho, 
(^ntre  estos  Escriche,    palabra  fianza   <(  de  resultas »    Febrero 
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Novísimo,  libro  ^^,  lít.  4%  cap.  i8,  par.  7®,  establecen  uni- 
formes la  doctrina  de  que  el  fiador  carcelero  y  de  juzgado 
y  sentenciado^  debe  pagar  por  el  reo  las  penas  pecuniarias 
que  á  este  se  le  impongan  cuando  haya  de  ejecutarse,  no 
pudiendo  oponerse  otra  escepcion  por  la  de  excusión  con- 
tra el  reo  ó  deudor  principal. 

Y  omitiendo  otras  consideraciones  — 

Fallo  y  declaro :  que  la  acción  ejecutiva  deducida  por  el 

fiscal  contra  D.  Hilarión  Martinez,  por  la  cantidad  de  1,000  ^ 

fuertes  á  que  /ué   condenado   el   reo  Rufino    Castro,   en  su 

carácter  de  fiador  —  es  lejílima  y  justa —  En  su  consecuencia 

dé  y  pague  dentro   de  tercei'o  dia  la  cantidad  espresada,  bajo 

apercibimiento  de  ejecución  y  embargo,    con  costas.    Hágase 

saber  original. 

Natanael  Morcillo. 

Martinez  y  Castro  Boedo  apelaron  en  relación  de  la  sen- 
tencia, y  esta  fué  revocada   por  el  siguiente 

Fallo   de    la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires^  Julio  31  de  1869. 

Vistos;  considerando  que  atenta  la  prescripcion^-áeh^artí- 
culo  diez  y  ocho  de  la  Constitución  Nacional,  los  reos  de 
delitos  que  no  son  castigados  con  pena  corporal,  tienen  de- 
recho á  que  se  les  ponga  en  libertad  bajo  de  fianza,  por- 
que de  otro  modo  se  aumentarla  su  sufrimiento  mas  allá 
de  lo  necesario  para  la  seguridad  de  que  se  cumpla  la  pena 
establecida  por  la  ley :  que  cuando  esta  es  pecuniaria  y  el 
procesado  no  tiene  bienes  para  cumplirla  debe  precederse 
como  se  prescribe  en  el  artículo  noventa  y  dos  de  la  ley 
Nacional  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
tres,  sin  distinguirse  el  caso  de  haber  estado  en  libertad 
bajo  fianza  ó  nó,  pues  que  el  fiador  que  se  obliga  á  conser- 
var el  preso  á  disposición  del  juez  y  presentarlo  en  la  cárcel 
cuando  se  le  ordene,  no  puede  pagar  la  pena  sino  cuando 


372        FALLOS  OB  LA  SUPUbMA  CORTE 

no  cumple  con  este  deber,  porque  de  otro  modo  sería  ilu- 
sorio el  derecho  de  librarse  de  la  cárcel  por  medio  de 
fianza  carcelera,  por  la  dificultad  de  encontrar  quien  á  pesar 
de  la  presencia  del  reo  se  sometiera  voluntariamente  á  so- 
portar la  pena ;  que  esta  inteligencia  es  la  que  constante- 
mente se  ha  dado  en  la  práctica  de  los  tribunales  de  la 
República^  fundada  en  las  leyes  veinticuatro,  título  diez  y 
ocho^  partida  tercera,  y  diez  y  seis,  titulo  primero,  partida 
sétima,  poniéndose  en  las  escrituras  de  fianza  carcelera  la 
obligación  de  pagar  juzgado  y  sentenciado  c^mo  pena  de  no 
cumplir  la  obligación  de  presentar  al  fiado  en  la  cárcel ; 
que  este  es  un  punto  resuelto  por  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  en  veintinueve  de  Octubro  de  mil  ochocientos  se- 
senta V  ocho  en  un  caso  del  Juez  de   Sección  de  esta  Pro- 

■r 

vincia ;  que  en  el  presente  el  fiador  ha  presentado  al  reo  en 
la  cárcel  y  por  consiguiente  ha  cumplido  con  las  obligacio- 
nes que  se  impuso,  para  que  el  juez  proceda  como  si  no 
hubiera  accedido  á  la  soltura  del  procesado :  considerando 
en  cuanto  á  la  petición  de  Don  Rufino  Castro  Roedo,  para 
que  se  le  cuente  el  tiempo  de  prisión  sufrida,  durante  la 
tramitación  de  la  causa,  en  descargo  de  la  pena  pecuniaria; 
que  la  sentencia  no  establece  que  así  se  baga  y  como  dice 
el  auto  apelado  es  necesario  esta  circunstancia,  por  cuanto 
la  pena  se  impone  para  cumplirse  y  ejecutarse  después  de 
sentenciada  la  causa  definitivamente,  siendo  en  esa  ocasión 
en  que  debe  apreciarse  si  se  ha  de  contar  ó  no  el  tiempo 
de  prisión  mientras  se  ha  seguido  la  causa ;  por  estos  fun- 
damentos se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  veintidós  vuelta, 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase 
para  que  se  proceda  con  arreglo  al  artículo  noventa  y  dos 
de  la  ley  penal  citada. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril. —  Francisco  Delgado. — 
José  Barros  Pazos.  — Benito  Carrasco. 
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CAITSA     Ii^XX. 


D.  Luis  Resoagli  contra  la  Provincia  de  Corrientes  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario. --i^  Las  Provincias  tienen  derecho  á  rejirse 
por  sus  propias  instituciones,  y  conservan  su  soberanía  en 
todo  lo  relativo    á  los   poderes  no  delegados   á  la  Nación. 

2^  A  ellas  corresponde  darse  leyes  y  ordenanzas  de  im- 
puestos locales,  de  policía^  hijiene,  y  todas  las  conducentes 
á  su  bienestar  y  prosperidad^  sin  mas  limiíacion  que  las 
enumeradas  en  el  art.  108  de  la   Constitución  Nacional. 

3^  La  justicia  Nacional  es  imcompetente  para  juzgar  de 
la  validez  de  las  leyes  provinciales,  y  de  los  procedimien- 
tos de  los  funcionarios  encargados  de  su  cumplimiento. 

4^  Se  escepiúa  el  caso  en  que  una  disposición  consti- 
tucional autorize  espresamente  el  conocimiento,  ó  se  trate 
de  uua  violación  de  los  preceptos  de  la  Constitución  Na- 
cional,  de  las  leyes  y  tratados  sancionados  por  el  Congreso. 

5^  El  fuero  creado  para  las  causas  entre  uua  Provincia 
y  un  ciudadano  estranjero,  se  reGeren  á  las  que  versen  so- 
bre acciones  civiles,  no  á  las  que  se  promueven  para  cor- 
rejir  la  infracción  de  leyes  dictadas  por  una  Provincia  en 
materia  de  su  esclusiva  competencia^  ni  á  las  acciones  que 
se  intenten   contra  las  sentencias  que  en  ellas  recaigan. 

6^   La  ley  provincial   de  Corrientes    de  27    de    Abril   de 
1868,  prohibiendo  la  introducción  de  ganado,  sin  guía,  para 
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el  coDsamo  de  la  población,  es  ona  ley  de  policía,  de  com- 
petencia paramente  local. 

7^  La  nulidad  de  dicha  ley,  así  como  de  los  procedi- 
mientos para  aplicarla,  no  puede  resultar  siuó  de  la  inter- 
pretación de  la  Constitución  provincial,  y  la  Suprema  Corte 
no  es  competente  para  juzgarla. 

8^  El  decreto  mandando  acreditar,  antes  de  tramitarse 
la  demanda,  que  el  caso  corresponde  á  la  justicia  Nacio- 
nal, importa  solo  el  cumplimiento  de  lo  prescripto  por  el 
art.  2  de  la  ley   de  Procedimientos. 

9^  La  subsiguiente  tramitación  de  la  demanda  no  resuelve 
definitivamente  el  punto  sobre  la  competencia  de  juris- 
dicción. 


Caso.  —  La  Lejislatura  de  Corrientes  sancionó  en  25  de 
A)>ril  de  1868,  una  ley  promulgada  el  27  del  mismo,  orde- 
nando que  las  tropas  de  ganado  que  se  formasen  para  venderse, 
debían  abonar  un  derecho  por  las  guías,  y  que  las  cabe- 
zas no  comprendidas  en  estas   caerían  en  comiso. 

En  20  de  Enero  de  1869  el  P.  E.  de  la  Provincia,  en 
uso  de  las  facultades  acordadas  por  el  ari.  65,  inciso  3  de 
la  Constitución  Provincial,  espidió  un  decreto  reglamcnlario 
de  dicha  ley,  relativo  al  lugar  donde  debia  espedirse  la 
guía,  autoridad  á  quien  debia  presentarse,  prohibición  de 
comprar  de  quien  no  tuviese  guía,  embargo  de  las  cabe- 
zas de  ganado  no  comprendidas  en  la  guía  dando  cuenta 
al  juez  de  Paz,  tiempo  y  forma  en  que  este  debia  resol- 
ver sobre  el  comiso,  tiempo  y  forma  de  la  apelación  de  su 
resolución  para  ante  el  P.  E.,  reserva  de  derechos  para 
ocurrir  á  los  Tribunales  de  justicia,  casos  en  que  resulta- 
ren animales  robados  y  enmiendas  ó  raspaduras  en  las  guías. 
En  29  del  mismo  mes,  D.  Luis  Resuagli  se  apersonó  ';il 
Gefe  de  Policía  de  Corrientes,  y  esponiendo  que  su  capataz 
traía  una  tropa  de  ganado  sin  guía,  pidió  se  le  admitiese 
esa  manifestación    con  el  detalle   de  las  cabezas    compren- 
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didas  en  la  tropa^  y  se  le  aceptase  el  abono  de  los  dere- 
chos á  pagarse. 

El  Gefe  de  Policía  hizo  comparecer  al  Comisario  de  la 
Tablada,  y  ésle  manifebló  haber  ya  embargado  la  tropa  por 
falta  de  guía. 

Se  pasaron  los  antecedentes  al  Colector  de  Hacienda,  á 
quien  Resoagli  opuso  falta  de  jurisdicción  para  resolver,  y 
se  dictó  la  siguiente: 

nesoluclon. 

Y  vistos:  estos  autos  seguidos  entre  el  Comisario  Mu- 
nicipal D.  Carlos  Gauna,  encargado  de  revisar  las  tropas  de 
ganado  que  entran  en  los  corrales  para  el  comiso^^y  D. 
Luis  Resoagli,  acusando  aquel  á  este  Sr.  de  haber  intro- 
ducido el  29  del  mes  próxiuio  pasado,  doscientas  seis  ca- 
bezas, sin  la  competente  guia,  y  resultando  por  lo  espuesto 
por  el  apoderado  de  dicho  Sr.  Resoagli  D.  Ramón  Lusbin,  no 
ser  bastante  para  salvarle  de  los  efectos  del  arl.  2°  de  la 
ley  de  25  de  Abril  de  1868:  —  1°,  Porque  si  bien  es  po- 
silile  que  el  encargado  de  traer  la  tropa  de  ganado  no  se 
hubiese  munido  de  la  guia  en  el  Deparlamento  donde  la 
formó,  por  ignorancia,  esto  no  puede  aceptarse  como  justa 
escusacion,  porque  al  hacerlo  se  autorizaría  á  todos  los  que 
en  igual  caso  se  escusasen  con  el  mismo  pretesto,  de  lo  que 
resultaría  nulificada  ó  burlada  la  ley  constantemente; — 2°, 
Que  aun  cuando  D.  Luis  Resoagli  se  presentó  al  Departa- 
mento de  Policía  manifestando  haberle  llegado  la  tropa  sin 
guía  y  que  iba  á  hacerlo  conocer  de  la  autoridad,  dispuesto 
á  abonar  el  derecho  correspondiente,  nianifeslando  clara- 
uienié  por  este  proceder  que  este  señor,  no  tuvo  intención 
de  defraudar  al  fisco  de  sus  derechos,  pero  la  ley  no  con- 
dena por  la  intención,  sino  por  la  infracción  de  su  mandato; 
mas  según  el  acta  de  la  misma  fecha  levantada  acto  con- 
tinuo por  el  Gefe  de  Policía,  el  Comisario  Gauna  dice  que 
habia  embargado    la  tropa  en   referencia,    por  haber  venido 
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sin  guía,  hasta  dar  cuenta  á  la  autoridad;  —  3<*,  Qoe  por  cierto 
que  sea  lo  que  espone  y  promete  probar  de  que  otros  mu- 
chos han  introducido  tropas  sin  la  correspoudiente  guía  y 
que  habiendo  abonado  el  derecho  en  esta,  no  han  recibido 
mas  pena,  tampoco  puede  aceptarse,  comcf  suficiente  des- 
cargo porque  la  omisión  de  uno  ó  mas  empleados  en  el 
cumplimiento  de  su  deber,  no  pueden  jamas  desvirtuar  los 
efectos  de  la  ley :  —  4'',  Que  el  alegato  que  hace,  fundado 
en  el  Decreto  Reglamentario  de  20  de  Enero^  es  posterior 
á  la  salida  de  la  tropa  en  referencia,  nada  tiene  él  que  ver 
en  el  caso  de  que  se  trata,  porque  la  ley  está  reglamentada 
por  sí,  en  esa  parte,  y  se  ha  llevado  á  efecto  en  toda  la 
Provincia,  desde  su  promulgación,  como  demuestran  las  guías 
espedidas  en  todas  las  Receptorías  de  la  Provincia  en  los 
tiempos  en  que  ha  habido  regularidad  desde  la  revolución 
del  27  de  Mayo. 

Por  estas  consideraciones,  y  en  uso  de  la  facultad  que  me 
confiere  la  autoridad,  no  como  juez  especial  como  lo  cree 
el  apoderado  del  Sr.  Rcsoagli  en  la  parte  primera  de  su 
alegato,  sino  como  juez  para  todos  los  casos  de  igual  .na- 
turaleza: Declaro  con  arreglo  al  art.  S""  de  la  ley  de  23  lie 
Abril  de  1868,  caidas  en  comiso  las.  206  cabezas  de  gana- 
do vacuno  introducidas  en  este  mercado  el  29  del  mes 
ppdo.  Enero,  por  D.  Luis  Resoagli,  adjudicando  según  el 
referido  art.  2^  una  cuarta  parle  de  su  valor  al  Comisario 
D.  Carlos  Gauna  que  embargó  la  tropa  y  las  tres  cuartas 
partes  restantes  á  Rentas  Generales,  aceptándose  el  precio  á 
que  hubiesen  sido  vendidas,  de  que  dará  cuenta  el  Comisario 
Gauna.  Notifíquese  á  las  parles  interesadas  y  elévese  á  sus 
efectos,  al  conocimiento  del  Exmo.  Gobierno.  Así  lo  pro- 
nuncio, mando  y  firmo  en  Corrientes  en  la  Colecturía  Ge- 
neral á  8  de  Febrero  de  1869,  reponiendo  los  sellos  la 
parte  condenada. 

José  M^  Aguilar. 
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Resoaglí  reclamó  al  P.  E.,   y  este,  oido  al   fiscal  quien 
opinó  no  deberse  comisar  la  baciendaf  dictó  la  siguiente 


Resolución 

Corrientes,  Hayo  9  de  1869. 

Vistos :  resulta  de  estos  autos  lo  siguiente :  que  Don  Luis 
Resoagli  pide  la  revocación  de  la  resolución  de  fs.  3  vuelta, 
6,  7  Y  8  dictada  por  el  Colector  General  fundándose:  1° 
En  que  la  falta  de  la  guia  es  debida  á  su  capataz,  que 
por  ignorancia  no  la  sacó :  2^  En  que  no  ha  habido  por 
8u  parte  el  propósito  de  defraudar  la  renta,  como  lo  com- 
prueba el  hecho  de  haberse  presentado  espontáneamente  á 
manifestar  que  la  hacienda  venia  sin  guía,  á  pedirle  abonar 
el  derecho  correspondiente :  3^  Eq  que  es  excesivamente  dura 
y  aun  inconslüttcional  esa  ley:  1^,  porque  el  comiso  que 
impone  puede  importar  en  muchos  casos  una  confiscación  de 
bienes  condenada  por  la  Constitución  Nacional ;  y  2^,  porque 
el  derecho  que  establece  sobre  cada  cabeza  de  ganado  im- 
porta un  derecho  aduanero  sobre  su  exportación :  i^  En 
que  la  ley  no  dice  que  la  guia  deba  sacarse  en  el  Depar- 
tamento en  que  se  forma  la  tropa,  y  por  consiguiente  que 
puede  pedirse  en  el  lugar  en  que  vaya  á  venderse:  5^  En 
que  la  contra-prueba  de  este  último  fundamento  es  el  de- 
creto mismo  del  Gobierno  que  reglamentando  la  ley  ha  te- 
nido necesidad  de  establecer  que  la  guia  debe  espedirse  por 
el  Juez  de  Paz  del  Deparlamento  :  6^  Y  últimamente  en 
que  la  ley  no  ha  sido  observada  en  la  Provincia. 

El  Fiscal  ad  hoc  pide  igualmente  la  revocación  de  la  re- 
solución referida,  fundándose  en  varias  consideraciones  de 
las  cuales  las  únicas  dignas  de  atención  son  las  siguientes : 
1^  Que  la  ley  es  inconstitucional  por  haber  sido  dictada 
fuera  del  tiempo  que  promedia  entre  los  meses  de  Julio  y 
Octubre,  en  cuyo  plazo  deben  sancionarse  indefectiblemente 
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las  leyes  de  impuesto  según  el  art.  35  de  la  Constitución 
de  la  Provincia ;  2^  Que  lo  es  también  porque  como  se 
desprende  de  ese  art.,  las  leyes  de  este  carácter  deben  espe- 
dirse dos  meses  antes  de  principiarse  el  nuevo  año  econó- 
mico en  que  deben  tener  vigencia,  y  la  referida  ley  de  47 
de  Abril  fué  puesta  en  ejercicio  inmediatamente  después  de 
sancionada ;  3^  Que  los  abusos  contra  ella  han  sido  intro- 
ducido por  las  mismas  autoridades  con  el  hecho  de  tolerar- 
las ;  y  4^  Y  finalmente,  que  es  necesario  ajustarse  á  esta 
máxima :  mas  quiero  seguir  al  pueblo  en  sus  errores  qm  con- 
trariarlo en  sus  convicciones. 

Y  considerando :  !<>  Que  el  art.  2^  de  la  ley,  declara  que 
toda  hacienda  que  venga  fuera  de  guía,  es  decir,  sin  ella 
cae  en  comiso :  2^  Que  la  ignorancia  del  capataz,  que  Re- 
soaglí  alega,  no  es  una  escepcion  admisible,  porque  todos 
los  habitantes  del  país  tienen  el  deber  de  conocer  las  leyes 
vigentes  en  ¿1,  y  especialmente  las  que  se  refieren  al  tráfico 
ó  ramo  de  comercio  á  que  cada  uno  se  dedica,  y  porque 
en  todo  caso  debe  imputarse  á  si  mismo  los  perjuicios  que 
le  resulten  de  haber  elegido  por  su  mandatario  á  un  igno- 
rante de  las  leyes :  que  en  materia  de  comiso  no  se  atiende 
á  la  buena  ó  mala  intención  con  que  se  infringen  las  dispo- 
siciones que  lo  imponen,  sino  que  su  sola  infracción  real 
independientemente  del  dolo,  ignorancia  ó  olvido  es  bastante 
para  declarar  el  comiso  siempre  que,  como  sucede  en  el 
presente  caso,  la  infracción  tiende  directa  ó  indirectamente 
á  la  defraudación  de  la  renta ;  pues  de  otro  modo,  si  se 
aceptase  la  escepcion  de  ausencia  d^  mala  intención  en  la 
falla,  el  comiso  impuesto  por  la  ley  para  evitar  ó  prevenir 
la  defraudación  de  la  renta,  que  es  público  y  notorio  se 
hace  en  gran  escala,  no  tendría  lugar  en  ningún  caso,  por- 
que quedaria  eludido  con  la  sola  alegación  de  no  haberse 
tenido  mala  intención,  cuya  prueba  en  contrario  es  imposi- 
ble ;  4^  Que  la  circunstancia  de  haberse  presentado  el  mis- 
mo Resoagli  á  manifestar  que  la  hacienda  venia  sin  guía  no 
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es  una  praeba  de  su  inocencia,  sin  que  esto  importe  afir- 
mar lo  coolrario^  porque  puede  esplícarse  perféciamente  por 
el  hecho  de  que,  apercibido  por  el  decreto  de  20  de  Enero 
ppdo.,  que  el  Gobierno  se  ocupaba  de  corregir  y  castigar 
los  abusos  frecuentes  que  se  sucedian  al  respecto  con  de- 
fraudación de  la  renta,  compareció  á  denunciar  la  falta  de 
la  guía  para  crearse  un  hecho  que  lo  pusiera  á  salvo  de  la 
pena  en  que  habia  incurrido  por  violación  de  la  ley,  y  por- 
que la  declaración  del  Comisario  Gauna  f.  2  vuelta,  contra- 
dice esa  espontaneidad:  5<^  Que  no  es  exacto  que  la  ley  de  27 
de  Abril  de  1868  no  hubiese  sido  promulgada,  pues  se  pu- 
blicó por  la  prensa,  y  es  el  mejor  y  verdadepo  medio  de 
promulgación  de  las  leyes:  6^  Que  aun  cuando  fuese  excesi- 
vamente dura  como  la  califica  Resoagli,  no  obstante  que  no 
lo  es,  debe  ser  respetada  y  cumplida,  porque  la  severidad 
de  la  pena  que  la  ley  impone  no  es  ni  puede  ser  jamas  un 
motivo  que  autorice  la  violación :  1^  Que  no  es  inconstitu- 
cional, como  Resoagli  y  el  Fiscal  ad  hoc  aseveran  serla  por 
las  razones  siguientes:  1^,  porque  una  sencilla  confusión  de 
materias  muy  distintas  ha  podido  conducir  al  primero  á  iden- 
tificar líL  confiscación  general  de  bienes,  que  es  lo  que  ha 
suprimido  la  Coustitúcion  de  la  República,  derogando  á  este 
respecto  las  leyes  comunes  que  la  imponían  como  pena  por 
ciertos  delitos,  con  la  confiscación  parcial  ó  el  comiso  de  los 
objetos  con  los  cuales  se  ha  tratado  de  defraudar  la  renta 
pública,  pues  este  comiso  en  su  carácter  de  parcial  y  limi- 
tado á  los  artículos  que  adeudan  derechos  fiscales  que  se 
tratan  de  eludir  no  está  condenado  por  la  Constitución  Ge- 
neral, ni  se  opone  á  su  espíritu,  de  lo  cual  es  una  prueba 
irrecusable,  el  hecho  de  que  el  Congreso  de  la  República 
en  sus  leyes  y  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  que  es  el  in- 
térprete final  de  la  Constitución,  lo  ha  aplicado  en  los  casos 
prácticos  llevados  á  su  decisión,  sin  que  á  ellos  ni  á  nadie 
se  le  hubiese  ocurrido  objetarlo  de  inconstitucional ;  y  que 
si  en  casos  especulativos^  ó  muy  aislados,  que  no  es  el 
presente,   el  comiso  pudiera  importar  en  sus  electos    tanto 
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como  una  confiscación  general  por  el  hecho  de  que  el  pena- 
do no  tuviese  mas  bienes  que  los  comisados,  seria  como 
resultado  de  la  condición  escepcional  del  individuo  y  no  por 
la  naturaleza  de  la  pena:  2^,  que  el  impuesto  de  un  real 
por  cada  cabeza  de  ganado  que  la  ley  impone  ni  hace  adua- 
nar la  hacienda,  ni .  es  un  derecho  por  su  esportacion,  sino 
un  impuesto  legítimo  sobre  materia  legítimamente  imponible 
que  la  ley  grava  en  el  momento  que  ha  creido  mas  oportu- 
no, aquel  en  que  se  forma  la  tropa  para  ser  vendida  ;  y 
aun  cuando  asi  no  tuera,  no  puede  decirse  en  el  presente 
caso  que  era  un  derecho  de  esportacion,  porque  Resoagli 
confiesa  que*  los  animales  que  hacen  la  materia  de  este  es- 
pediente fueron  traidos-para  el  consumo  de  esta  plaza,  como 
ha  sucedido,  y  en  tal  caso  el  impuesto  es  perfectamente 
constitucional,  porque  cae  sobre  una  materia  imponible  por 
la  provincia  que  no  ha  salido  de  su  territorio,  sino  por  el 
contrario  consumídose  en  él :  3^,  qué  es  un  verdadero  error 
de  derecho  constitucional  afirmar,  como  lo  hace  el  fiscal  ad 
hoc,  que  las  leyes  de  impuesto  solo  pueden  sancionarse  en 
los  meses  de  Julio  á  Octubre  inclusive,  pues  al  prescribir 
el  art.  35  de  la  Constitución  que  en  ellos  deben  sancionarse 
indefectiblemente  no  hace  otra  cosa  sihó  fijar  en  términos 
enérgicos  el  deber  insalvable  que  impone  á  la  Cámara  Legis- 
lativa de  ocuparse  de  las  leyes  de  impuesto  en  sus  sesiones 
ordinarias^  sin  prohibirle  que  en  las  estraordínarias  ó  pro- 
rogadas  pueda  ocuparse  de  asuntos  de  ¡igual  carácter,  pues 
si  tal  hubiese  sido  la  intención  de  la  Constitución  habria 
dicho  únicamente  en  los  meses  de  Julio  á  Octubre  podrá 
sancionarse  las  leyes  de  impuesto^  ó  usado  de  otra  frase 
semejante :  4^,  que  la  verdad  de  esta  doctrina  se  desprende 
clarísimamente  de  los  artículos  35  y  65,  inciso  8^,  de  la 
Constitución  que  atribuyen  á  la  Cámara  y  al  P.  E.  la  facul- 
tad de  prorogar  sus  sesiones  ordinarias,  ó  de  convocarla 
estraordinariamente  por  grave  interés  de  orden  ó  de  progreso, 
sin  esceptuar  ninguna  clase  de  negocios,  y  sin  someter  á 
la  revisión  de  ningún  otro  poder  el  juicio  que  la  Cámara  y 
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el  P.  E.  formen  sobre  la  gravedad  de  los  asuntos,  que  haya 
decidido  la  próroga  ó  convocación  eslraordinaria ;  y  es  íuera 
de  duda  que  nada  es  de  mas  grave  interés  para  el  país  que 
sancionar  las  leyes  de  impuesto  que  proporcionen  al  Gobier- 
no recursos  para  llenar  sus  deberes  y  remuevan  los  obstá- 
culos que  su  falta  trae  á  la   marcha  regular  de  la  adminis- 
tración;   5^,  que  la  Legislatura  de   1868   prorogó    legítima- 
mente sus  sesiones  ordinarias   con  arreglo  á  la  tacultad  que 
le  confiere  el  art.  65  de  la  Constitución,    señalando    entre 
otros  asuntos  que   debían  tratarse    en  la  próroga,  las  leyes 
de  impuesto,  según  nota  auténtica  de  la  Cámara  que  original 
existe  en  la  Secretaría  de  Gobierno ;  de  donde  resulta  que 
la  ley  de  27  de  Abril  del  año  ppdo.  es  perfectamente  cons- 
titucional :    8^  Que  también  es  un   error  afirmar   que  toda 
ley  de  impuesto  debe  indefectiblemente  dictarse  por  lo  me- 
nos dos  meses  antes  de  principiado  el  nuevo    año  en  que 
van  á  regir,  porque  acaba  de  verse  por  el  considerando  an- 
terior que  puede  sancionarse  mucho  menos  antes  y  aun  eii 
el  año    mismo  en  que    debe    tener  vigencia   según  sea  el 
tiempo  de  la  convocatoria  estraordinaria  ó  la  duración  de  las 
sesiones  prorogadas :    9^  Que   aun  cuando  asi   no  fuera,  la 
aplicación  que  de    la  ley  de  27  de  Abril    se  hace  al  caso 
presente,  es  no  solo  después  de  dos  meses  de   su  sanción  y 
promulgación,    sino  de  mucho  mas :  10  Que  la  ley  establece 
claramente  que  las  guías  deben  hacerse  en  el  Departamento 
en  que  se  hace  la  tropa,  pues  en  el  art.  A^  prescribe  que 
se  harán   c  por  duplicado,  una  de  ellas  para  el  conductor  de 
€  la  tropa  y  la  otra  quedará  en  los  Juzgados  respectivos  i^.... 
Lo  cual  manifiesta  evidentemente  que  deben  sacarse    en  el 
Departamento  en  que  se  hace  la  tropa ;   y  no  podia  ser  de 
otro  modo  sin  esponer  la  renta  á  una  completa   defrauda- 
ción, porque  una  tropa  de  dos  mil   cabezas,    por   ejemplo, 
vendría  vendiéndose  por  los  puntos  de  tránsito  y  pedirse   la 
guia   por  100  cabezas  con  los  que  se  habia  llegado,  defrau- 
dando  los  derechos  fiscales  sobre  mil  novecientos:   11  Que 
el  decreto  de  Enero  último  no  ha  tenido  por  objeto  llenar 
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un  vacío  de  la  ley,  que  no  existe  al  respecto,  declarando 
que  la  guía  debe  espedirse  per  el  Ju^z  de  Paz  del  Departa- 
mento en  su  carácter  de  Receptor  de  rentas,  sino  fijar  á  qué 
jueces  se  referia,  si  á  los  de  Paz  ó  á  los  Pedáneos,  en  sus 
palabras,  en  los  juzgados  respectivos :  12  Que  es  incierto  que 
no  haya  sido  observada  en  la  Provincia,  y  menos  aun  es  una 
razón  para  que  se  continué  consintiendo  sus  violaciones  el 
que  las  autoridades  subalternas  la  hayan  consentido,  pues  al 
contrarío,  ella  es  un  motivo  mas  para  castigar  á  sus  infrac- 
tores con  la  inflexible  severidad  de  la  ley  á  fín  de  poner 
término,  de  correjir  el  escándalo  á  que  sube  la  gran  de- 
fraudación que  se  hace  en  la  renta  pública  ;  i3  Que  aun 
que  no  son  de  carácter  jurídico  las  palabras,  mas  quiero  se- 
guir al  pueblo  en  stts  errm^es  que  contrariarlo  en  sus  con- 
vicciones^ á  que  el  Fiscal  ad  hoc  llama  máxima,  el  Gobierno 
siente  necesidad  de  rechazar  terminantemente  ese  principio 
inmoral  que  busca  la  popularidad  en  la  adulación  al  pueblo 
con  el  sacrificio  de  la  ley  y  de  la  dignidad  personal ;  por 
estos  fundamentos,  se  confirma  la  resolución  del  Colector 
General,  de  fojas  tres  vuelta,  seis,  siete  y  ocho. — Hágase 
saber  y  reponiéndose  los  sellos,   devuélvase  á    sus   efectos. 

GüASTAViNO. — Juün  /.   Camelúw, 

Ante  mí 

Benito  Sánchez 

Escribano   Público  Int.  de  Gobierno. 

Resoagli  apeló  para  ante  la  Suprema  Corte,  protestando 
que  iba  á  denoandar  á  la  Provincia  de  Corrientes  por  el 
valor  del  ganado  comisado  y  por  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios. 

El  P.  E.  concedió  el  recurso   en   15  de  Marzo  de  1869. 

En  21  de  Abril  del  mismo  año  Resoagli  demandó  ante 
la  Suprema  Corte,  á  la  Provincia  mencionada  por  el  valor 
.de  la  hacienda  confiscada  y  dañ(ts  y  perjuirios. 
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Alegó  que  por  la  Constitución  Provincial  solo  el  Poder 
Judicial  de  la  Provincia  podia  conocer  en  los  casos  conten* 
ciosos. 

Que  la  contienda  entre  el  fisco  y  un  particular  sobre  una 
obligación  cualquiera  era  un  acto  contencioso. 

Que  aunque  se  llaooara  contencioso-administrativo^  la  Cons* 
titucion  al  negar  al  P.  E.  facultades  judiciales  no  distinguía 
los  actos  puramente  contenciosos  de  los  contencioso-admi-* 
nistrativos. 

Que  la  ley  de  27  de  Abril  de  1868,  no  designó  jueces 
para  conocer  de  los  hechos  relativos  y  aplicar  la  pena,  que- 
dando por  consiguiente  los  Tribunales  creados  por  la  Cons* 
titucion  encargados  al  efecto. 

Que  el  decretó  de  20  de  Enero  de  1869,  creando  jueces 
para  el  caso  era  inconstitucional,  i^,  porque  creaba  juris- 
dicciones fuera  de  las  establecidas  por  la  Constitución,  2°, 
porque  se  arrogaba  atribuciones  legislativas,  y  3^,  porque 
daba  á  otros  las  facultades  de  que  la  ley  no  babia  despojado 
á  los  tribunales  ordinarios. 

Que  ni  el  mismo  decreto  fué  observado,  pues  él  que  co* 
noció  en  1^  Instancia  fué  el  Colector  General,  y  no  el  Juez 
de  Paz. 

Que  siendo  el  Colector  General  un  dependiente  del  P.  E., 
este  habia  juzgado  el  caso  en  1^  y  2^  instancia. 

Que  constaba  además  que  la  tropa  confiscada  habia  calido 
de  Santo  Tomé  el  17  de  Enero  de  1869,  y  habiéndosele 
aplicado  lo  dispuesto  por  el  decreto  de  20  del  mismo  se  le 
había  dado  efecto  retroactivo. 

Que  por  todo  esto  era  nula  la  resolución  del  P.  E. 

Que  era  también  injusta,  porque  fué  Resoagli  quien  pri- 
mero avisó  de  la  salida  de  la  tropa  sin  guía^  y  el  P.  E. 
no  poniendo  en  duda  la  inocencia  de  aquel,  le  aplicó  la 
doctrina  de  la  Suprema  Corte  en  los  casos  de  infracción  de 
las  leyes  de  aduana,  que  eran  de  todo  punto  distintos  del 
présenle. 
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Se  mandó  acreditar  que  el  caso  correspondía  á  la  Justicia 
Federal,  y  justiPicádose  por  Resoagli  que  era  esirangero,  se 
confirió  traslado  de  la  demanda. 

El  representante  de  la  Provincia  contestó  la  demanda,  opo- 
niendo en  la  contestación  la  falta  de  jurisdicción  de  la  Su- 
prema Corte  para  conocer  en  el  caso. 

Alegó  que  por  la  Constitución  Nacional^  las  Provincias 
tenian  el  derecho  de  darse  sus  instituciones  locales,  y  dic- 
tar su  constitución  que  asegure  la  administración  de  justicia 
y  régimen   municipal,  art.  ^^  y  104. 

Que  )a  Provincia  de  Corrientes  ejerció  una  atribución 
propia  al  dictar  la  ley  de  Abril  de  1868,  y  las  infracciones 
de  la  misma  quedaron  sujetas  esclusivamente  á  los  tribunales 
provinciales. 

Que  los  procedimientos  de  los  mismos  en  la  aplicación 
de  la  ley  no  podian  venir  por  recurso  alguno  ante  la  Su- 
prema Corte,  porque  los  gobernadores,  empleados  y  jueces 
provinciales  no  son  demandables  ante  la  justicia  federal  por 
sus  actos  oficiales,  mientras  estos  no  afectan  las  leyes,  de- 
cretos y  actos  de  las  autoridades  nacionales. 

Que  la  Corte  no  era  competente  para  conocer  en  las  de- 
mandas contra  las  Provincias  en  los  casos  derivados  de 
leyes  ó  títulos  provinciales  que  no  afectan  intereses  nacio- 
nales^ como  sucedia  en  el   presente  caso. 

Entrando  al  fondo  del  asunto  sostuvo  que  si  el  P.  E.  de 
Corrientes  hubiese  invadido  los  poderes  legislativos,  supri- 
mido jurisdicciones  y  levantado  arbitrariamente  otros,  to- 
caría al  P.  Legislativo  y  al  Judicial  defender  sus  atribucio- 
nes agredidas,  pues  esto,  después  de  la  reforma  de  1860 
quedó  sujeto  en  las  Provincias  á  los  Poderes  creados  por 
sus  propias  Constituciones. 

Pero  que  el  P.  E.  de  Corrientes  no  habia  cometido  esas 
infracciones,  porque  la  Constitución  no  le  prohibe  intervenir 
en  los  asuntos  contenciosos  ó  administrativos. 

Que  además  la  presente  cuestión  no  era  contencioso-admi- 
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nistraiiva,  pues  el  hecho  que  originaba  la  (^.emanda  no  reunia 
las  tres  condiciones  esenciales  que  caracterizan  lo  con- 
tencioso-administrativo,  á  saber,  la  existencia  de  acto  ó 
hecho  particular  de  la  administración,  de  un  reclamo  contra 
él  mismo,  fundado  sobre  un  derecho  adquirido  y  de  un  interés 
del  orden  administrativo  ligado  al  reclamo. 

Que  en  efecto  se  trataba  de  la  aplicación  de  una  ley 
constitucional,  de  un  decreto  que  la  reglamentó  protegiendo 
los  intereses  colectivos  de  la  sociedad,  y  de  un  acto  que 
no  era  particular  contra  Resoagli,  ni  atacaba  derechos  ad- 
quiridos por  él. 

Que  aun  suponiendo  que  el  caso  fuese  contencioso-ad- 
ministrativo,  este  surgiría  del  no-acatamiento  de  <a  resolu- 
ción administrativa  del  Colector,  y  entonces  el  juez  compe- 
tente para  conocer  en  él  era  el  Gobernador  de  Corrientes, 
en  virtud  del  decreto  de  20  de  Enero. 

Que  ese  decreto  era  completamente  constitucional,  por- 
que la  ley  de  Abril  no  designó  jueces^  y  por  eso  corres- 
pondía al  P.  E.  el  designarlos  reglamentando  la  ley,  y  no 
alterando  el  espíritu,  ni  la  letra  de  la  misma. 

Que  si  se  alegaba  que  por  el  silencio  de  la  ley,  los  jue- 
ces debian  ser  los  que  ya  estaban  constituidos,  el  decreto 
de  20  de  Enero  no  hizo  mas  que  conGrmarlos ;  porque  en 
las  causas  contenciosas  de  hacienda^  por  el  art.  74  de  la 
Ordenanza  de  Intendentes,  de  1782,  los  jueces  de  1»  instan- 
cia en  las  provincias  eran  los  intendentes,  los  de  2«  eran  las 
juntas  superiores  de  Hacienda,  y  de  las  resoluciones  de 
estas  solo  habia  apelación  al  monarca^  y,  en  su  lugar,  al 
Consejo  de  Indias,  según  la  real  orden  de  1791. 

Que  cambiado  nuestro  orden  de  cosas,  la  jurisdicción  de 
hacienda  quedó  en  los  Goberaadore^  de  Provincia,  y  las 
facultades  del  Consejo  de  Indias  recayeron  en  las  Cámaras 
ó  Tribunales  Superiores. 

Que  de  acuerdo  con  estas  disposiciones,  por  el  decreto  de 
20  de  Enero  los  que  resuelven  administrativamente  son  los 
T.  vil  27. 
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Jueces  de  Paz,  agentes  del  P.  E.;  de  aquellos  se   ocurre 
al  Gobierno,  y  de  su  resolución  á  los  Tribunales  de  Justicia. 

Que  por  consiguiente  la  resolución  del  P.  C.  de  Corrientes 
no  era  nula. 

Que  tampoco  era  injusta,  como  lo  probaban  sus  conside- 
randos. 

Que  no  era  exacto  que  Resoagli  dio  el  primer  aviso  de 
]a  llegada  de  la  tropa  sin  guía,  pues  de  la  declaración  del 
Comisario  que  Resoagli  presentaba  como  prueba  del  hecho, 
resultaba  que  el  Comisario  habia  embargado  ya  la  tropa,  y 
fué  entonces  que  Resoagli  ocurrió  á  la  Policía. 

Que  los  Jueces  de  Paz  en  Corrientes  son  receptores  de 
rentas  provinciales^  y  por  eso  eran  llamados  por  el  decreto 
de  Enero  á  intervenir  en  dichos  asuntos;  y  que  descubierta 
la  infracción  en  Corrientes  donde  estaba  el  Colector  Gene 
ral,  era  este  quien  debia  conocer  del  asunto,  y  no  el  Juez 
de  Paz  del  lugar,  de  donde  habia  procedido  la  tropa. 

Que  respecto  á  la  retroactividad  de  la  ley,  la  |qüe  fuá  apli- 
cada al  caso  de  Resoagli  fué  la  de  Abril  de  1868,  promul- 
gada en  el  mismo  mes,  y  no  el  decreto  de  20  de  Enero  de 
1869  que  no  modificó  aquella,  y  que  acompañaba  una  rela- 
ción de  lo  producido  por  derechos  de  guías  de  hacienda  des- 
de Mayo  de  1868  hasta  Febrero  de  1869,  para  probar  que 
la  ley  de  Abril  habia  estado  siempre  en  vigencia. 


Fallo   de    la   Suprema  Corte» 


Buenos  Aires,  Julio  31  de  18G0. 

Vistos  y  considerando  : — Primero,  que  la  Constitución  Fede- 
ral de  la  República  se  adoptó  para  su  gobierno  como  Nación, 
no  para  el  gobierno  particular  de  las  Provin(;ias,  las  cuales, 
según  la  declaración  del  artículo  ciento  cinco,  tienen  dere- 
chos á  rejirse  por  sus  propias  instituciones,   y  clejir  por  sí 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  387 

mismas  sus  Gobernadores,  Legisladores  y  demás  empleados ; 
es  decir :  que  conservan  sn  soberanía  absoluta  en  todo  lo  re- 
lativo á  los  poderes  no  delegados  á  la  Nación,  como  lo  reco- 
noce el  artículo  ciento  cuatro ;  — 'Segundo,  que  de  este  prin- 
cipio fundamental  se  deduce,  que  á  ella  corresponde  esclusi- 
vamente  darse  leyes  y  ordenanzas  de   impuestos  locales,  de 
policía,  higiene,  y  en  general^  todas  las  que  juzguen  conducen- 
tes á  su  bienestar  y  prosperidad,  sin  mas  limitación,  que  las 
enumeradas  en  el  articulo  ciento  y  ocho  de  la  misma  Consti- 
tución ;  —  Tercero^  que,  por  consiguiente,  la  jurisdicción  na- 
cional es  incompetente  para  juzgar  de  la  validez  de  las  leyes 
provinciales,   y  de  los  actos  y  procedimientos    de  los  fun- 
cionarios encargados  de  su  cumplimiento,   á  menos  que  una 
disposición  constitucional    espresamente  autorizo  el   conoci- 
miento, ó  se  trate  de  una  violación  de  los  preceptos  de  este 
código,    ó  de  las  leyes  y  tratados  públicos  sancionados  por 
el  Congreso  Nacional ;  —  Cuarto,  que  el  fuero  creado  por  el 
artículo    cien   de  la   Constitución    Federal   para  las    causas 
entre  una  Provincia  y  un  ciudadano  estrangero,   se  refiere  á 
aquellas  que  versan  sobre  acciones  civiles,  según  se  declara 
en  los  ariículob  primero  y  segundo  de  la  ley  sobre  compe- 
tencia de  los  Tribunales  de  la  Nación ;  esto  es,   sobre  de- 
rechos nacidos  de  estipulación  ó  contrato,  no  á  las  causas 
que  se  promueven  para  correjir  con  penas  la  infracción  de 
las  leyes  locales  que  ha  dictado  una  Provincia  en   materia 
de  su  esclusiva  competencia,  ni    á  las  acciones  que  se  in- 
tenten contra   las  sentencias  que  en  ellas  recaigan,   de  las 
cuales  no  podría  conocerse  sin  someter  á  juicio   los  proce- 
dimientos de  autoridades  independientes   de  los  poderes  de 
la  Nación,  y  que  no   les  deben  cuenta    del  uso  que  hacen 
de  sus  atribuciones  peculiares ;  —  Quinto^  que  el  recurso  in- 
terpuesto, en  los  autos  agregados,  de  la  resolución  del  P07 
der  Ejecutivo   de  la  Provincia  de  Corrientes,   y  la  demanda 
entablada  en  los  presentes  contra  la  misma  Provincia  por  Don 
Luis  Resoagli,  tienen  por    objeto  la  revocación   de  una  pena 
que  le  ha  sido  impuesta,  aplicándole  una  ley  local  que  prohibe 
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la  introducción  de  ganado,  sin  guía,  para  el  consumo  de  la 
población ;  —  Sesto,  que,  ya  se  considere  esa  ley  como  de 
impuestos,  que  es  la  denominación  que  se  le  dá,  ya  como 
de  policía  que  es  el  carácter  que  prevalece  en  ella ;  pues 
tiene  por  principal  objeto  allí,  como  en  las  otras  Provincias, 
en  que  la  guía  es  obligatoria,  prevenir  el  abijeato  en  la 
Campaña,  el  caso  es  de  naturaleza  criminal,  rejido  por  las 
leyes,  y  sujeto  á  la  jurisdicción  local  de  la  Provincia ;  — 
Sétimo,  que  aunque  se  alega  la  nulidad  deja  ley  por  no 
haberse  dictado  en  el  período  designado  para  las  de  su  ramo 
por  la  Constitución  Provincial,  y  por  haberse  aplicado  en 
el  año  siguiente  al  de  su  sanción^  en  el  cual  se  sostiene 
que  hahia  dejado  de  estar  en  vijencia;  y  se  objete  el  mis- 
mo vicio  de  nulidad  al  juicio  por  carecer  de  jurisdicción 
competente,  tanto  el  Colector  de  Rentas  que  conoció  en 
primera  instancia,  como  el  Poder  Ejecutivo  que  resolvió  la 
apelación,  el  inérito  de  estos  fundamentos  debe  resultar  de 
la,  interpretación  que  se  dé  á  la  Constitución  Provincial,  y 
no  de  la  aplicación  que  se  haga  de  la  Constitución  y  leyes 
nacionales  que  no  han  reglamentado  los  procedimientos  de 
las  legislaturas,  ni  la  competencia  de  las  autoridades  locales ; 
—  Octavo,  que  no  es  exacto  que  por  esta  ley  se  haya  creado 
un  derecho  de  esportacion  atribuido  por  la  Constitución  ge- 
neral al  Gobierno  Nacional,  pues  á  mas  de  ser  la  guía,  como 
se  ha  observado,  una  medida  de  policía  que  puede  gravarse 
con  un  impuesto  para  costear  los  gastos  que  ocasiona  á  la 
administración,  el  ganado  no  es  en  las  Provincias  un  artí- 
culo de  esportacion,  sino  de  consumo,  aunque  no  esté  pro- 
hibida su  venta  para  conducirlo  á  las  Repúblicas  limítroíes; 
y  últimamente  que  la  pena  impuesta  á  Resoagli  ha  sido 
motivada  por  la  introducción  de  una  tropa  en  los  corrales 
donde  se  depositan  las  reses  para  el  consumo  de  la  ciudad 
de  Corrientes; — Noveno,  y  que,  por  consiguiente,  prescin- 
diendo de  la  irregularidad  de  haberse  traido  por  demanda  la 
causa  que  debió  venir  por  el  recurso  interpuesto  ante  el  Poder 
Ejecutivo  de  Corrientes,  y  otorgado  por   esta  autoridad,   la 
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Suprema  Corte  no  es  competenle  para  juzgarla  por  las  ra- 
zones espueslas :  —  Décitno^  que  el  decreto  de  toja  treinta 
y  tres  vuelta  en  que  se  mandó  acreditar,  antes  de  trami- 
tarse la  demanda,  que  el  caso  correspondía  á  la  justicia  na- 
cional, adoptándose  una  cspresion  consagrada  por  el  articulo 
segundo  de  la  ley  do  procedimientos,  no  importa  otra  cosa 
que  exijir  el  cumplimiento  del  requisito  que  en  él  se  pres- 
cribe para  los  casos  en  que  una  Provincia  es  demandada ; 
es  decir:  que  el  demandante  pruebe  que  es  estrangero  ó 
vecino  de  otra  Provincia,  sin  que  se  pueda  deducir  que  la 
tramitación  de  pa  demanda  resolvió  deflnitivamente  el  punto 
sobre  la  competencia  de  jurisdicción,  cuando  aun  no  se  cono- 
cía la  naturaleza  de  la  causa,  ni  se  habia  dado  audiencia  á 
la  parte  demandada ;  por  estos  fundamentos,  se  declara : 
que  la  Suprema  Corte  no  es  competente  para  conocer  y  re- 
solver sobre  la  acción  de  la  demanda  de  foja  veinte  y  cuatro, 
con  costas ;  y  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos,  archí- 
vense^ devolviéndose  los  agregados. 

Francisco  de  las  Cahheras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 
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eAWñJk    tJkJLJLM. 


Dan  Anianio  de  Oro  contra   Don   Jadnio  Lárligay 

sobre   pago   indebido. 


Sumario.  —  i^  Acq>tada  uoa  letra,  el  aceptante  do  paede 
desTÍrtnar  su  obligación  con  escepcion  algnna  fuera  de  la 
de  falsedad. 

2^  La  aceptación  becba  sin  tener  prorision  de  fondos  dá 
acción  contra  el  girante,  no  contra  el  tomador. 

3^  Las  escepciones  opuestas  y  desechadas  en  el  juicio 
ejecutivo^  no  pueden  servir  de  base  al  reclamo  en  el  ordinario, 
sino  solo  en  el  caso  de  ser  legítimas  y  haber  sido  dese- 
chadas por  falta  de  prueba. 


Caso.  —  D.  Jacinto  Lártiga  ejecutó  á  D.  Antonio  de  Oro, 
Vice-CóDsul  de  la  República  Oriental  en  San  Juan,  por  el 
pago  de  unas  letras  giradas  por  D.  Ignacio  Rickard  y 
aceptadas  por  Oro. 

El  ejecutado  opuso  la  escepcion  de  haber  aceptado  las 
letras  como  apoderado  de  Rickard,  y  que  este  habia  hecho 
cesión  de  bienes,  por  lo  que  habia  inhabilidad  del  titulo,  y 
novación. 

Estas  escepciones  fueron  consideradas  ilegales,  y  Oro  fué 
condenado  á  pagar  el  importe  de  las  letras,  por  fallo  de  la 
Suprema  Corte  de  21  de  Enero  de  1868. 
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Cumplida  la  sentencia,  Oro  entabló  juicio  ordinario  para 
la  restitución  de  la  suma  pagada,  como  pago  indebido. 

Alegó  que  el  único  deudor  de  las  letras  giradas  por  Ric- 
kard  era  esta,  porque  el  demandante  las  aceptó  en  calidad 
de  cajero  del  librador;  y  que  habiendo  Rickard  hecho  ce- 
sión de  bienes,  puso  en  la  lista  de  los  acreedores  el  nom- 
bre de  los  tomadores,  por  haber  él  girado  contra  sí  mismo. 

Conferido  traslado,  Lártiga  contestó  que  Oro  era  también 
deudor  solidario  de  las  letras,  y  por  eso  no  se  le  admi- 
tieron esas  mismas  escepciones  en  el  juicio  ejecutivo. 

Que  dichas  escepciones  no  se  podian  oponer  en  un  juicio 
ordinario^  porque  después  de  aceptadas  y  pagadas  las  letras, 
no  se  pueda  contra  ellas  intentar  acción  alguna  que  no  se 
funde  sobre  su  falsedad,  con  arreglo  al  art.  824  del  Código 
de  Comercio. 

Que  la  aceptación  de  Oro  fué  simple,  y  no  por  poder, 
que  no  tenia,  de  Rickard. 

Que  la  anotación  de  los  tomadores  entre  los  acreedores 
de  Rickard  practicada  por  este  no  podia  perjudicar  el  derecho 
de  aquellos. 

Y  que  el  pago  hecho  en  virtud  de  sentencia  no  podia 
llamarse  indebido. 

Falle  del  Juez  Seccional. 


San  Juan,  Mayo  3  de  1869. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  á  instancia  de  D.  Vicente  Diaz 
Cruz,  como  apoderado  de  D.  Antonio  de  Oro,  Cónsul  de  la 
República  del  Uruguay^  contra  D.  Jacinto  Lártiga,  por  pago 
indebido  del  valor  de  unas  letras  giradas  por  D.  Francisco 
Ignacio  Rickard,  aceptadas^  por  Oro,  y  pagpdaí^  por  el  mismo 
en  virtud  de  sentencia  judicial  en  1^  y  2^  Instancia  del  juicio 
promovido  por  Lártiga,  con  lo  alegado  por  ambas  partes  y 
considerando : 
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\^  Que  el  representante  de  Oro,  pide  la  devoluciOD  del 
valor  de  las  letras  pagadas  en  virtud  de  su  aceptación,  como 
pago  indebido,  por  cuanto  habiendo  sido  vencido  en  el  juicio 
ejecutivo,  le  queda  espedilo  el  ordinario,  para  librarse  de 
la  responsabilidad  de  aquel  valor^  haciendo  constar  que  aceptó 
las  letras,  á  nombre  y  por  encargo  del  girante  Rickard  de 
quien  era  cajero  y  dependiente,  siendo  este  el  único  respon- 
sable de  las  letras  giradas  contra  sí  mismo. 

2<>  Que  el  demandado,  contestando,  dice  que  Oro  no  tiene 
acción  contra  él  por  pago  indebido^  desde  que  este  se  ha 
veriBcado  en  virtud  de  sentencia  judicial,  confirmada  en  últi- 
ma instancia,  siendo  inadmisible  con  arreglo  al  Código  de 
Comercio,  toda  escepcion  en  cuanto  al  pago  de  una  letra  de 
cambio  aceptada,  que  no  sea  la  de  falsedad. 

3°  Que  tratándose  de  las  obligaciones  y  derechos  que  trae 
consigo  el  giro,  endoce  y  aceptación  de  una  letra  de  cambio, 
deben  regir  las  prescripciones  del  Código  de  Comercio,  ya 
sea  en  juicio  ejecutivo,  ú  ordinario,  pues  este  Código  deter- 
minando las  obligaciones  y  derechos,  es  el  único  que  acuer- 
da las  acciones  y  escepciones  legitimas  que  pueden  deducirse 
en  juicio. 

4^  Que  estando  á  las  disposiciones  relativas  al  caso^  es 
decir,  cuando  se  ha  aceptado  una  letra,  el  art.  824  del  Có- 
digo, establece  contra  el  aceptante  una  obligación  perfecta, 
que  no  puede  desvirtuarla  con  escepcion  alguna,  fuera  de 
la  de  falsedad. 

5^  Que  los  hechos  alegados  por  el  actor,  servirían  para 
hacer  constar  que  el  aceptante  no  tenia  provisión  de  fondos 
del  girante,  al  tiempo  de  la  aceptación,  en  cuyo  caso,  aun 
suponiendo  la  falencia  del  girante^  la  acción  de  aquel  solo 
puede  dirigirse  contra  esle^  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  los 
artículos  822  y  826  del  mismo  Código,  no  habiendo  una  sola 
disposición  qu.e  acuerda  esta  acción  contra  el  tomador  de  la 
letra. 

&>  Que  para  admitir  la  acción  en  juicio  ordinario  después 
de  vencido  en  el  ejecutivo,    habria  sido  necesario,  que   las 
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escepciones  alegadas  en  este,  hubieran  sido  legíiimas  y  de- 
sechadas solo  por  "falta  de  prueba,  lo  que  no  ha  sucedido. 
Por  estas  consideraciones '  y  otras  que  se  omiten  — 
Fallo,  definitivamente  juzgando  y  declaro :  que  D.  Antonio 
de  Oro,  no  tiene  acción  contra  1).  Jacinto  Lártiga  por  paga 
indebida  de  las  letras  giradas  por  Rickard,  endozadas  á  Lár- 
tiga y  aceptadas  y  pagadas  por  Oro,  y  en  su  consecuencia 
absuelvo  de  la  demanda  al  reo  con  el  cargo  de  costas  al 
actor.  Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

Esta  sentencia  fué  confirmada  en  grado  de  apelación,  por 
el  siguiente 


Falle  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1869. 
Vistos:  Se  confirma  por  sus  fundamentos,  y  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  treinta  y  siete ;  y  satisfechas  aque- 
llas y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  al  Juez  de  Sección^ 
á  quien  se  previene  mande  reparar  las  faltas  [en  la  reposi- 
ción de  sellos,  de  que  se  dá  cuenta  en  el  precedente  certi- 
ficado de  la  Secretaría. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
M.  DEL  Carril.— FRANasco  Delgado. 
— ^JosÉ  Barros  Pazos.  —  Benito  Car- 
rasco. 
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CArsA     limiLllII 


El  Dr.  D.    Juan  C.    Gómez   contra  los  acreedores  del  vapor 
tZenobiaií^  sobre  pago  preferente  de  honorarios  y  costas. 


Sumario. — 1<^  Las  costas  causadas  por  el  deudor  en  el 
juicio  ejecutivo,  no  tienen  prefación  en  ningún  caso,  sobre 
lo  que  corresponde  al  acreedor. 

^  Lo  mismo  debe  decirse  por  idéntica  razón  respecto  del 
juicio  ordinario. 

S^  En  el  caso  de  Pietranera  y  Casares  no  fué  objetado  el 
pago  de  honorarios  y  costas  hechas  en  la  defensa  del  deudor, 
y  los  ejecutantes  del  vapor  cGran  Chaco»  se  hallaban  ya 
reintegrados  de  sus  créditos. 


Caso. — El  Dr  D.  Juan  C.  Gómez,  abogado  y  apoderado 
de  los  Síndicos  del  concurso  Casa  en  los  varios  asuntos  re- 
lativos al  vapor  cZenobia»,  que  fué  vendido  para  pagar  á  va- 
rios acreedores  que  lo  ejecutaban,  dedujo  tercería  coadyu- 
vante á  la  ejecución,  para  ser  reintegrado  de  las  costas  de- 
sembolsadas y  sus  honorarios  con  el  precio  del  vapor  con  la 
preferencia  debida  á  su  crédito  privilegiado. 

Conferido  traslado,  los  Sres.  Folmar  y  C^  y  el  capitán 
Freeman,  contestaron  que  el  Dr.  Gómez  babia  sido  abogado 
del  ejecutado,  y  por  el  art.  299  de  la  ley  de  procedimientos 
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las  costas  causadas  para  la  defensa  del  deudor  en  el  juicio 
ejecutivo  no  tienen  en  ningún  caso  preferencia. 


Fallo  del  Jues  Seccional. 


Buenos  Aires,  Junio  30  de  1869. 

Vistos :  la  tercería  de  oposición  deducida  por  el  Dr,  D.  Juan 
C.  Gómez  como  abogado  del  concurso  de  Casa  y  C^,  para  que 
con  el  precio  del  vapor  «Zenobia»  perteneciente  á  dicho 
concurso  se  le  abonen  sus  honorarios ;  vista  la  contestación 
de  Folmar  y  C^,  oponiéndose  á  lo  pedido  por  el  Dr.  Gómez, 
considerando :  1^  Qne  se  trata  de  un  juicio  ejecutivo  sonido 
por  Folmar  y  C^  y  otros  contra  el  concurso  de  Casa  y  C^ ; 
2^  Que  según  el  art.  299  de  la  ley  de  procedimientos,  las 
costas  causadas  por  el  deudor  en  el  juicio  ejecutivo  no  tienen 
prelacion  en  ningún  caso  y  el  Dr.  D.  Juan  Carlos  Gómez, 
defensor  del  concurso,  no  cobra  otra  cosa  que  las  costas 
causadas  por  ta  defenja  del  deudor;  3^  Que  aun  dado  el 
caso  de  ser  un  juicio  ordinario  en  el  que  ha  intervenido  el 
Dr.  Gómez,  debe  entenderse  que  por  identidad  de  razón, 
tampoco  deben  pagarse  las  costas  causadas  por  la  defensa  del 
deudor,  sin  que  el  acreedor  esté  integramente  reembolsado 
de  su  crédito. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  con  costas  á  la  terce- 
ría promovida  por  el  Dr.  D.  Juan  Carlos  Gómez.  Repónganse 
los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

El  Dr.  Gómez  apeló,  y  en  el  informe,  ante  la  Suprema 
Corte  en  el  dia  de  la  vista  de  la  causa,  alegó  que  en  el 
caso  de  Pietranera  y  Casares  igual  al  presente,  se  hablan 
mandado  pagar  los  honorarios  del  apelante  con  el  precio  de 
venta  del  vapor   «Gran  Chaco». 
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Fallo  de  la  fi^uprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1869. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  y  considerando  además  que 
no  es  aplicable  á  este  caso  lo  resuelto  en  el  de  Pietranera  y 
Casares,  por  la  venta  del  vapor  «Gran  Chaco»  que  ha  citado 
el  apelante  en  su  informe  in  voce,  por  cuanto  en  este  se 
conGrmó  por  sus  fundamentos  la  sentencia  del  Juez  de  Sec* 
cion  siendo  él  referente  á  los  honorarios,  «que  nada  se  ha- 
bía objetado  al  cobro  de  ellos>,  lo  que  no  constituye  una 
resolución  sobre  un  punto  discutido :  y  también  porque  en 
este  ({aso  se  hallaban  los  ejecutantes  del  vapor,  reintegrados 
de  sus  créditos  y  solo  se  trataba  de  la  adjudicación  del  so- 
brante del  precio  en  que  se  vendió  para  el  pago  de  otros 
acreedores :  se  conflrma  el  auto  apelado  de  foja  catorce  vuel- 
ta, y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Francisco  ub  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado. — José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 
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CAUSA    liimMII. 


"Contienda   de    competencia  entre  el   Juez   Nacional  y  él  de 

Comercio  de  Córdoba,  en  el  juicio  iniciado  por  Anlofiio 

Caballero  y  Hno.    contra  D,   Mariano  Armaza, 

sobre  declaración  de  quiebra. 


Sumario.  —  1^  El  Juez  de  Comercio  es  incompetente  para 
conocer  en  el  juicio  que  un  argentino  intenta  contra  un  es- 
trangero  para  hacerle  declarar  en  quiebra,  8i  este  reclama 
la  jurisdicción  nacional  para  juzgar  sobre  la  deuda  que  de- 
manda el  actor. 

2^  Mucho  mas  cuando  no  concurren  los  requisitos  esen- 
ciales para  hacer  la  declaración  de  quiebra. 

3o  Para  ello  es  necesario  que  el  demandado  sea  comer- 
ciante^ sea  deudor  reconocido,  y  no  pague  por  insolvencia. 

4^  No  es  comerciante  quien  no  está  inscripto  en  la  matrí- 
cula de  comercio. 

5""  No  es  deudor  reconocido  quien  no  confiesa  deber,  ni 
ha  sido  condenado  á  pagar  por  una  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada. 

6^  No  puede  decirse  que  no  paga,  aquel  que  no  se  sabe 
si  debe :  ni  puede  decirse  que  no  paga  por  insolvencia, 
aquel  que  no  paga  por  tener  escepciones,  ó  por  no  querer 
cumplir  con  sus  compromisos. 
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70  Basta  tener  un  solo  acreedor  para  poder  ser  declarado 
en  quiebra. 


Caso. — Los  Sres.  Antonio  Caballero  y  Hno.  se  presentaron 
ante  el  Juez  de  Comercio  de  Córdoba  pidiendo  que  D.  Ma- 
riano Armaza  reconociera  una  deuda  de  775^  bol.,  que  ale- 
gaban tener  contra  él. 

Se  ordenó  el  reconocimiento,  y  Armaza  declinó  de  la  juris- 
dicción provincial  por  ser  boliviano,  y  argentinos  los  deman- 
dantes. 

Se  recibió  á  prueba  el  artículo,  y  durante  el  término  pro- 
batorio, los  demandantes  pidieron  se  declarara  á  Armaza  en 
estado  de  quiebra. 

Se  ordenó  el  reconocimiento  de  la  deuda  de  Armaza,  y  la 
justificación  de  ser  este  comerciante. 

Dos  testigos  declararon  que  Armaza  ejercía  la  profesión  de 
corredor  de  cambio  y  comisionista. 

Armaza  pidió  revocatoria  del  auto  ordenando  el  reconoci- 
miento, y  alegó  que  la  existencia  de  la  deuda  debia  venti- 
arse  ante  la  justicia  nacional,  como  lo  habia  sostenido  antes. 

El  Juez  de  Comercio  resolvió  que  siendo  sumarísimo  el 
juicio  de  quiebra  en  el  que  la  parte  no  tiene  derecho  á  ser 
citado,  ni  eido  sino  dentro  de  los  ocbos  dias  después  de  la 
declaratoria  de  quiebra,  debia  Armaza  comparecer  á  practicar 
el  reconocimiento  ordenado. 

Este  entabló  entonces  contienda  de  competencia  ante  el 
Juez  Seccional,  pidiéndole  avocara  á  si  el  conocimiento  de 
la  cansa  y  ordenara  la  inhibición  al  de  Comercio  para  seguir 
conociendo  en  ella. 

El  Juez  de  Sección  libró  oficio  solicitando  la  inhibición 
en  el  conocimiento  de  la  causa  y  la  remisión  de  autos. 

El  Juez  de  Comercio  contestó  preguntando  si  era  en  el 
juicio  universal  de  quiebca,  en  que  él  de  Sección  se  atribula 
jurisdicción. 

Este  replicó    pidiendo  informe    sobre  si  Caballero  y  Hno. 
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cobraron  ejecutivameote  á  D.  Mariano  Armaza  cantidad  de 
pesos,  solicitando  un  reconocimiento;  si  Armaza  se  negó  á 
practicar  el  [reconocimiento  declinando  de  jurisdicción  para 
ante  el  Juez  Nacional;  si  aceptada  la  declinatoria,  se  abrió 
á  prueba  el  artículo ;  si  estando  pendiente  este  juicio.  Caba- 
llero y  Hno.  enlabiaron  una  nueva  acción  pretendiendo  que 
se  declarara  en  estado  de  quiebra  á  Armaza  y  repitiendo  la 
solicitud  respecto  del  reconocimiento  ;  si  Armaza  pidió  revo- 
catoria por  estar  pendiente  el  artículo  de  declinatoria,  cuya 
resolución  era  la  base  de  todo  otro  proveido  posterior^  y  que 
no  ser  comerciante  ni  corredor  inscripto ;  y  si  el  Juez  de 
Comercio  no  hizo  lugar  con  costas  á  la  revocatoria. 

El  Juez  de  Comercio   contestó,  que  en  í^  de  Febrero  de 
1869  Caballero  y  Hno.    sin  acompañar  documento  alguno  pi- 
dieron que  Armaza    reconociera  la  verdad  de  un  saldo  que 
les  adeudaba,    procedente  de  una  letra  de  cambio ;    que  los 
interesados  comparecieron  al  juicio  de  conciliación,  y  convi- 
nieron que  Armaza  buscarla  una  garantía  dentro  de  seis  dias ; 
que  en  15  del  mismo  mes,  Armaza   se  presentó  al  juzgado^ 
limitándose   á  esponer   que  no   había   encontrado    quien  le 
diera  fianza,  y  que  declinaba  de  jurisdicción  por  ser  estran- 
gero ;   que  Caballero  y  Hno.  contestaron  que  al  pedir  el  re- 
conocimiento mencionado  su  objeto  era  obtener  la  declarato- 
ria de  quiebra  del  deudor;   que  en  17  de  Febrero,  no  juz- 
gando suficiente  la   esposicion  de  Caballero  para   considerar 
entablado  el  juicio  de  quiebra,  el  Tribunal  recibió  á  prueba 
el   incidente   sobre  declinatoria  de  jurisdicción ;    que  en  la 
estación  de  prueba.  Caballero  y  Hno.  pidieron  directamente 
la  declaratoriar de  quiebra;  que  para  acreditar  la  calidad  de 
acreedores  en  los  demandantes,  y  de  comerciante*  en  el  deu- 
dor,   se   mandó  practicar  el    reconocimiento  de  la  deuda,  y 
una  información  de   testigos ;  que  Armaza  pidió  revocatoria, 
por  las  razones  espuestas  en  el   oficio  del  Juez  de  Sección, 
del  auto  ordenando  el  reconocimiento,  y  el  Tribunal  no  hizo 
lugar  á   ella ;   y  que    del   registro  público    de  Comercio  no 
constaba  la  inscripción  de  Armaza  como   comerciante,   pero 
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que  r(^sultaba  serlo  de  la  información  de  testigos   ordenada 
por  el  Tribunal. 


Auto  del  Juez  Seecional. 


Córdoba,  Marzo  19  de  1869. 

En  vista  del  informe  precedente  contéstese  que  este  Juz- 
gado no. promueve  competencia  en  el  juicio  universal  de 
concurso  ái  acreedores,  que  como  se  vé  no  euste,  sino  en 
el  juicio  sobre  declaración  de  quiebra,  que  es  previo  y  dis^ 
tinto  de  aquel ;  pues  el  inciso  i^,  del  articulo  12,  de  la 
ley  sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales,  solo 
exime  del  conocimiento  de  estos,  los  juicios  universales,  del 
concurso  de  acreedores  y  partición  de  herencia,  mientras  que 
hace  de  su  jurisdicción  privativa,  escluyendo  á  los  Juzgados 
de  Provincia,  todos  los  demás  juicios  civiles  entre  un  ar- 
gentino y  un  estrangero;  y  el  juicio  sobre  declaratoria  de 
quiebra  no  es  universal,  puesto  que  puede  promoverse  á 
instancia  y  contienda   un  solo  acreedor. 

Laspiur. 
Comunicado  este  decreto  se  dictó  la  siguiente 


Sentencia  del  Jíues  de  Comercio* 

Córdoba,  Abril  21  de  1869. 

Vistos  los  autos  seguidos  con  motivo  de  la  cuestión  sobre 
competencie  de  jurisdicción,  que  á  petición  de  parte,  ha  pro- 
movido al  Sr.  Juez  Nacional  de  esta  Sección,  para  conocer 
en  el  juicio  sobre  declaratoria  de  quiebra  que  la  casa  cAn- 
lonio  Caballera  y  C*>,  ha  iniciado  ante  este  Juzgado  contra 
D.   Mariano  Armaza ;  y  considerando : 
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1^  Que  el  art.  12,  inc.  1^,  de  la  ley  sancionada  por  el 
Congreso,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Juzgados 
Kacionaleá,  ha  reservado  á  los  Juzgados  de  Provincia  el  co- 
nocimiento de  todos  los  juicios  universales  de  concurso  de 
acreedores  y  partición  de  herencia,  cualquiera  que  iuese  la 
nacionalidad  de  los  directamente  intersados  en  ellos. 

2^  Que  consistiendo  la  quiebra  en  la  cesación  que  un  co- 
merciante hace  de  sus  pagos,  la  sentencia  que  declara  su 
existencia  constituye  al  fallido  en  un  estado  de  liquidación, 
estado  general  é  indivisible  que  abraza  la  universalidad  en 
todos  sus  bienes  y  deudas,  sin  distinguir  los  que  sean  ó  no 
de  carácter  comercial. 

3^.  Que  la  declaración  judicial  de  la  quiebra  declara  tam- 
bién al  fallido  inhibido  de  la  administración  de  todos  sus 
bienes,  suspendido  del  ejercicio  de  las  acciones  individuales 
contra  él,  hace  exigibles  *lodas^  SuS  deudas  pasivas,  suspende 
el  curso  de  los  intereses,  fija  los  derechos  de  los  acreedores 
en  la  situación  en  que  se  encuentran,  y  reúne  por  fin,  todos 
los  derechos  é  intereses  en  una  persona  moral  ó  jurídica  que 
crea,  llamándola  la  masa,  y  á  quien  confia  la  administración 
y  distribución  de  los  bienes  en  el  interés  común  de  todos. — 
Huebra,  Trat.  de  Inib.,  pág.  26,  N^  14  y  siguientes. 

4<^  Que  á  mas  de  esto,  según  el  art.  1536  del  Código  Na- 
cional de  Comercio,  la  declaración  de  quiebra  atrae  á  la  juris- 
dicción mercantil  el  conocimiento  de  todos  los  negocios 
judiciales  pendientes  del  quebrado^  y  todos  sus  créditos  ci- 
viles activos  y  pasivos. 

5^  Que  sin  violentar  entonces,  el  testo  espreso  de  la  ley 
y  los  principios  todos  de  una  jurisprudencia  uniforme  y  cons- 
tante, no  puede  ponerse  en  duda  que  el  juicio  declarativo 
de  la  quiebra  sea  un  juicio  universal  que  compromete  y 
abraza  la  universalidad  de  todos  los  bienes,  derechos  y  obli- 
gaciones del  fallido ;  sin  que  pueda  tampoco  sostenerse  que 
pierda  su  carácter  de  tal  porque  él  puede  ser  promovido  á 
instancia  y  existiendo  un  solo  acreedor,  pues  á  ser  esto  así, 
vendría  á  establecerse  que  el  juicio  de  partición  de  herencia 
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no  era  tampoco  universal,  puesto  que  puede  iniciarse  á  pe- 
tición y  no  habiendo  mas  que  un  solo  heredero.  —  Ley  9, 
lít.  15,  Parí.  3». 

&  Que,  siendo,  por  otra  parte,  la  declaración  de  quiebra 
el  principio  y  base  de  todo  el  procedimiento,  el  juez  com- 
petente para  declarar  lo  primero,  tiene  forzosamente  que 
serlo  para  lo  segundo,  según  el  principio :  —  que  el  juez  de 
lo  principal   debe  serlo  en  sus  incidentes. 

7^  Que  esta  consideración  es  tanto  mas  atendible,  cuanto 
que  el  art.  i  549  del  Código  de  Comercio  preceptúa,  que  el 
auto  declaratorio  de  la  quiebra  contenga  la  designación  del 
Juez  Comisario,  el  nombramiento  de  Síndicos,  el  arresto  del 
fallido,  la  ocupación  judicial  de  todas  sus  pertenencias,  la 
orden  para  retenerse  su  correspondencia,  y  finalmente  h 
fijación  de  un  término  para  que  dentro  de  él  deban  los  acree- 
dores presentar  á  los  síndicos  los  títulos  justificativos  de  sus 
fjespectivos  créditos ;  de  todo  lo  que  se  deduce,  que  la  de- 
claración judi€ial  de  la  quiebra  es  forzosamente  la  qtre  for- 
ma el  concurso  general  de  acreedores. 

8°  Que,  á  parte  de  lo  espuesto,  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia Nacional  ha  declarado  en  la  causa  del  General  D.  Pedro 
Ferré  con  la  Provincia  de  Corrientes,  sobre  declinatoria  de  ju- 
risdicción c  que  la  que  ejercen  los  Tribunales  Provinciales  es 
c  ordinaria  y  se  estiende  á  todos  los  casos  que  no  se  hallan 
c  comprendido  en  la  que  ha  sido  delegada  al  Poder  Judicial 
c  de  la  Nación  ;  y  por  consiguiente  que  para  separar  del  co- 
cr  nocimiento  de  aquellos  una  cansa,  y  someterla  al  fuero 
«  escepcional  de  los  Tribunales  Federales,  es  condición  in- 
«  dispensable  que  la  competencia  de  estos  se  halle  cumpli- 
«  damente  acreditada,  pues  un  error  darla  ocasión  á  una 
«  usurpación  de  atribuciones,  y  á  un  procedimiento  insana- 
cc  blemente  nulo ;  siendo  esta  la  razón  del  art.  2^^,  de  la  ley 
d  14  de  Setiembre  de  1863,  que  impone  á  todo  demahdante 
t  el  deber  de  justificar  previamente  con  documentos  ó  infor- 
(  maciones  que  el  caso  entra  en  la  jurisdtccwn  nacional.  > 

^  Qoe  D.  Mariano  Armara  ni  presentarse  ante  el  Justado 
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Nacional  de  Sección,  pidiendo,  que  en  virtud  de  su  calidad, 
de  estrangero,  promovía  á  este  Juzgado  la  competencia  para 
conocer  en  el  juicio  de  quiebra  que  contra  él  habia  iniciado 
la  casa  de  Antonio  Caballero  y  C^,  no  ha  presentado  prueba 
alguna  que  justifique  su  nacionalidad;  ni  remitido  tampoco 
al  Juzgado  Nacional  documentó  ó  información  alguna  que 
acredite  que  el  caso  entra  en  su  jurisdicción  —  Art.  46  de  la 
ley  de  14  de  Setiembre  de  1863^  sobre  procedimientos. 

Forestas  y  otras  consideraciones  que  se  omiten,  declaro: 
que  dicho  juicio  está  comprendido  por  su  naturaleza,  en  la 
escepcion  primera  del  artículo  doce  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales ;  y  que  por  consiguiente  su  conoci- 
miento corresponde  al  Juzgado  de  Comercio,  como  único 
competente  para  conocer  en  todo  juicio  de  quiebra^  no  ha- 
ciendo por  lo  tanto  lugar  á  la  inhibición  pedida  por  el  Sr. 
Juez  Nacional  de  esta  Sección.  En  su  consecuencia,  comu- 
niqúese esta  resolución,  acompañáudose  al  oQcio  testimonio 
de  ella,  y  de  lo  espuesto  por  la  casa  de  <r  Antonio  Caballero 
y  C*  >  en  su  anterior  escrito,  y  hágase  saber. 

Clodomiro  Oliva. 

Ante  mf 

Andrés  Canelas^ 
Escribano  de  Comercio. 

Recibido  el  oficio  comunicando  la  sentencia  anterior,  se 
dictó  el  siguiente 


F»llo  del   Jlues   Seedon»!. 


Córduba^  Moyo  28  de  1869. 

Vistos  estos  autos,  asi  como  los  obrados  ante  el  Juzgado 
de  Comercio  de  esta  Provincia ;  Resulta,  l^  Que  el  otíi^en 
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de  la  presente  competencia  ha  sido  una  acción  civil  iniciada 
anie  dicho  Juzgado  de  Comercio  por  D.  Amonio  Caballero  Hno. 
contra  D.  Mariano  Armaza,  estrangero,  solicitando  se  mande 
comparecer  á  este  último  para  que  bajo  juramento  declarp.  si 
reconoce  deberles  una  cantidad  de  setecientos  y  pico  de  pe- 
sos, con  el  objeto  de  preparar  la  víii  eyeculiva ;  incurrión- 
dose  desde  luego  en  la  impropiedad  de  iniciar  una  accicm 
civil  por  la  absolución  de  posiciones,  que  solo  puede  pedirse 
litigando^  es  decir,  después  que  la  demanda  ha  sido  enta- 
blada y  contestada;  y  acción  sobre  todo,  que  fué  á  entablarse 
alli  por  eludir  la  jurisdicción  de  la  Justicia  Nacional  ante 
la  cual  Armaza  se  habia  ya  presentado  demandando  á  Caba< 
Ilero  Hno.  por  la  prisión  vejatoria  á  que  decia  lo  habia  so- 
metido por  medio  de  un  Juez  de  Paz  incompetente^  sin  que 
hubiera  precedido  juicio,  sentencia,  ni  aun  citación. 

2^  Que  con  motivo  de  dicha  acción,  el  Juzgado  de  Co* 
mercio  citó  á  D.  Mariano  Armaza  al  juicio  previo  de  conci- 
liación, que  la  ley  provincial  tiene  establecido  antes  de  ini- 
ciarse lodo  pleito,  y  no  habiendo  tenido  éxito  la  conciliación, 
Armaza,  sin  que  la  demanda  estuviese  entablada,  declinó  de 
jurisdicción  para  ante  el  Juzgado  Nacional,  invocando  sa 
carácter  de  estrangero^  y  fundándose  en  que  solo  se  trataba 
de  una  acción  civil,  cuyo  conocimiento  privativamente  com- 
petía á  la  Justicia  Nacional. 

30  Que  el  Juzgado  de  Comercio  de  tal  manera  halló  pro- 
cedente la  declinatoria  interpuesta,  que  la  aceptó  abriéndola 
inmediatamente  á  prueba  para  inhibirse,  era  de  creer,  si  re- 
sultase probada;  reconociéndose  de  este  modo  incompetente, 
si  en  efecto  Armaza  era  estrangero,  como  lo  es^  y  lo  tiene 
legal  mente  acreditado  ante  este  Tribunal  por  medio  de  la 
patente  consular. 

4^  Que  estando  Armaza  produciendo  la  prueba  de  la  es- 
cepcion  alegada  y  convencido  sin  duda  Caballero  de  que  iba 
á  producirla  completa,  y  que  el  Juez  de  Comercio  por  tanto 
se  declararia  incompetente  según  su  propio  decreto  con  el 
cual  se  habia  conformado  Caballero,  dejó  este  á  un  lado  lit 
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acción  civil  iniciada,  y  exabrupto  pidió  se  declarase  á  Annaza 
en  quiebra,  confiando  por  este  arbitrio  volver  competeute  al 
Juez  de  Comercio  que  lo  es  en  los  juicios  universales  de 
concurso  de  acreedores,  sin  embargo  que  Armaza  protestaba 
no  tener  un  solo  acreedor  en  esta  Provincia  ni  en  otra  pane 
y  que  además  estaba  pronto  á  pagar  á  Caballero  esa  suma 
en  el  acto  que  un  Juez  competente  se  la  mandase  pagar ;  y 
sin  que  Caballero  tampoco  hubiese  podido  nombrar  á  otro 
acreedor  que  tuviese  Armaza  ni  presentado  ejecuciones  pen- 
dientes que  acreditasen  su  mal  estado ;  viniendo  de  esta  ma- 
nera la  nueva  acción  de  quiebra  intentada  á  ser  un  notorio 
estratagema  para  eludir  la  jurisdicción  de  la  Justicia  Nacional, 

5^  Que  iio  obstante  todo  esto;  y  contra  lo  que  era  de 
esperarse  el  Sr.  Juez  de  Comercio  aceptó  esta  nueva  acción, 
dejando  á  un  lado  la  anterior  que  se  encontraba  en  la  esta- 
ción de  prueba,  y  dándose  ya  por  competente,  decretó  que 
Armaza  compareciese  á  reconocer  bajo  juramento  lo  que 
Caballero  solicitaba  cuando  este  mismo  proveido  habia  oriji- 
nádo  antes  la  declinatoria  de  Armaza,  aceptada  por  el  Sr. 
Juez^  por  la  propia  parte  contraria  y  que  estaba  abierta  á 
prueba. 

6°  Que  Armaza  no  conociendo  la  nueva  acción  de  quiebra 
de  Caballero  y  atribuyendo  por  esto  á  un  error  ó  distracción 
del  Sr.  Juez  de  Comercio,  begun  lo  esponia,  un  proveido 
tan  improcedente  con  lo  actuado,  pidió  su  revocatoria  por 
contrario  imperio,  protestando  una  vez.  mas  no  se  entendiese 
por  esto  que  le  prorogaba  jurisdicción  alguna  en  la  causa. 

7^  Que  el  Sr.  Juoz  de  Comercio,  á  pesar  de  estos  antece- 
dentes desechó  con  costas  la  solicitud  de  Armaza,  fundán- 
dose en  que  el  art.  1551  del  Código  de  Comercio  prohibe 
que  al  declarado  quebrado  se  le  oiga,  ni  cite,  hasta  los  ocho 
dias  después  de  la  declaración  de  quiebra ;  apareciendo  asi 
prejuzgar  en  la  causa,  puesto  que  daba  ya  por  quebrado  á 
quien  no  habia  sido  todavía  declarado  tal  por  sentencia  (art. 
1521),  á  quien  se  podía  oir  aun,  citándolo  al  efecto  (art. 
1525),  y  á  quien  de  ninguna  manera  se  podia  declarar  que- 
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hrado  (arts.  1532,  39,  1511  y  1512),  pues  Armaza  no  está 
inscripto  en  la  matrícula  según  el  informe  del  Sr.  Juez  de 
Comercio,  y  por  lo  tanto  no  es  comerciante ;  y  solo  los  co- 
merciantes inscriptos,  es  decir  los  comerciantes  según  la  ley, 
pueden  ser  declarados  en  quiebra,  por  ser  ellos  los^  únicos 
sujetos  á  la  jurisdicción  mercantil  en  sus  obligaciones  activas 
y  pasivas  (art.  32) ;  y  porque  el  que  no  fuere  comerciante, 
puede  hallarse  insolvente  pero  nunca  ser  declarado  quebrado 
(art.  1512). 

8^  Que  sintiéndose  agraviado  en  sus  derechos  y  pre- 
rogativas  como  ciudadano  esirangero,  Armaza,  con  esta 
nueva  acción  d  nuevo  juicio  de  declaración  de  quiebra  que 
se  intentaba  por  Caballero  y  que  se  admitió  por  el  Juez  des- 
pués de  los  antecedentes  que  quedan  relacionados,  ocurrió 
directamente  al  Juzgado  Nacional  de  Sección,  como  Tribunal 
de  su  filero  personal  pidiéndole,  previa  relación  minuciosa 
de  los  hechds,  que  se  avocare  el  conocimiento  de  la  causa 
y  dirijiese  al  de  Comercio  la  correspondiente  inhibitoria  para 
que  se  abstuviese  de  seguir  conociendo. 

9^^  Que  habiéndolo  asi  proveido  este  juzgado  por  encontrar 
que  era'  procedente  con  la  escepcion  contenida  en-  el  inciso 
4^,  del  art.  12,  de  la  ley  nacional  sobre  jurisdicción,  y  sus- 
tanciada como  corresponde  la  cuestión  de  competencia,  el 
Juzgado  de  Comercio  insiste  en  creer  que  á  él  esclusiva- 
mente  pertenece  el  conocimiento  de  este  asunto,  é  incita  al 
de  Sección  para  que  si  no  lo  dejase  en  libertad  de  seguir 
conociendo,  remita  sus  autos  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
Nacional,  para  que  defina  dicha  cuestión,  en  cuya  virtud  asi 
resuelve  hacerlo  este  Tribunal,  por  reputarse  competente  en 
la  causa  según  los  resultantes  que  quedan  espuestos  y  los 
fundamentos  siguientes. 

Considerando  :  i^  Que  por  el  art.  12  de  la  ley  nacional 
sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales,  es  de  la 
competencia  esclusiva  de  estos  el  conocimiento  y  decisión 
de  toda  causa  civil  entre  un  argentino  y  un  estrangero,  de 
cuya  naturaleza  es  la  presente  sin  que  en  ella  milite  ia  es- 
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eepcioB  contenida  en  el  primer  inciso  del  mencionado  arti- 
culo, como  lo  sostiene  el  Sr.  Jaez  de  Comercio  porque  este 
caso  no  es  de  concurso  de  acreedores,  puesto  que  no  hay 
roas  que  un  solo  acreedor,  el  cual  no  puede  por  si  solo 
hacer  juicio  de  concurso ;  pues  como  lo  establece  Caravan- 
tes,  en  su  tratado  de  Procedimientos  Judiciales  en  materia 
civil,  tomo  3^,  tít.  6^,  sec.  2^....,  c  para  que  haya  concurso 
(  es  necesario  que  reclamen  al  mismo  tiempo  varios  acreedor 
€  res  el  pago  de  sus  créditos,  y  que  no  sean  bastantes  para 
(  satisfacerlos  cumplidamente  los  bienes  del  deudor,  pu£s  si 
c  solo  reclamase  un  acreedor  no  fuibria  concurrencia  al  con- 
i[  curso  ó  sí  aunque  reclamasen  varios  hubiese  bienes  para 
€  pagar  á  todos  no  habria  necesidad  de  promover  el  juicio 

<  de  concurso,  sino  uno  ó  varios  juicios  particulares. 

<  Asi  pues,  conforme  á  esta  doctrina  prescribe  la  ley.... 
i  que  la  formación  del  concurso  necesario  de  acreedores  solo 

<  podrá  decretarse  á  instancia  de  parte  legitima^  esto  es,  de 
c  alguno  de  los  acreedores,  para  lo  cual  presentará  pedi- 
«  mentó,  con  el  título  q^oe  justifique  su  crédito  y  con  tal 
t  que  se  acrediten  los  dos  estremos  siguientes,  sin  que  baste 
c  justificar  uno  solo. 

c  1^  Que  haya  dos  ó  mas  ejecuciones  pendientes  contra  un 
c  mismo  deudor,  pues  si  bien  que  antiguamente  se  requerian 
«  tres,  la  nueva  ley  las  ha  limitado  á  dos  porque  estas  has- 
c  tan  para  que  haya  concurso  ó  concurrencia  de  acreedores ; 

<  cuando  :  hubiese  una  sola,  se  requería  un  juicio  ejecutivo, 
«  ú  ordinario  respecto  de  esta  según  fuere  la  naturaleza  del 
€  crédito.  > 

Considerando :  2^  Que  aun  suponiendo  que  el  juicio  pre- 
vio de  declaración  de  quiebra^  sea  el  mismo  que  el  de  con- 
curso de  acreedores,  lo  que  no  es  exacto,  pues  el  primero 
es  referente  á  la  declaración  del  estado  de  un  comerciante, 
y  el  segundo  á  las  consect^encias,  resultantes  de  este  estado, 
el  Juez  de  Comercio,  aun  en  esta  hipótesis,  seria  incompe- 
tente para  conocer  del  caso  en  cuestión,  por  cuanto  Armaza 
no  es  comerciante,  y  el  que  no  lo  es  no  puede  ser  declarado 
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en  quiebra  (ari.  1512  del  Código).  Siendo  de  advertir  qué, 
aunque  el  Código  de  Comercio  hace  á  la  sentencia  de  decla- 
ración de  quiebra  la  base  del  juicio  de  concurso  de  acre- 
edores, esto  no  importa,  decir  que  un  juicio  sea  sinónimo 
del  otro,  sino  que  el  Código  hace  de  la  jurisdicción  del 
mismo  Tribunal  de  Comercio  uno  y  otro  juicio,  cuando  se 
trata  de  comerciantes,  porque  no  podia  tener  en  cuenta  |la 
escepcion  que  mas  tarde  iba  á  introducir  la  ley  de  justicia 
federal  concediendo  al  comerciante  estrangero^  un  fuero 
personal  y  pri\ilegiado  respecto  de  los  demás  comerciantes. 
3"  Que  es  incompetente  el  Tribunal  de  Comercio,  porque 
según  el  art.  32  del  Código,  «  para  que  las  operaciones, 
«  actos  y  obligaciones  activas  y  pasivas  (como  son  siempre 
c  las  que  dan  lugar  á  una  declaración  de  quiebra)  de  la 
c  persona  que  ejerce  el  comercio,  sean  determinadas  y  pro- 
€  tegidas  por  la  ley  comercial,  es  necesario  que  la  persona 
«  que  quiera  ser  comerciante,  se  matricule  en  el  Tribunal 
«  de  Comercio  de  su  domicilio ;  i>  llevando  la  ley  su  insisten- 
cia siempre,  hasta  exigir  esta  inscripción,  cuando  no  hubiese 
Tribunal  Mercantil,  ante  el  Juzgado  de  Paz  respectivo,  y  re- 
sultando del  informe  del  Sr.  Juez  de  Comercio,  que  Armaza 
no  está  inscripto  en  parte  alguna,  sus  obligaciones  no  pue- 
den ser  determinadas  por  la  ley  del  comercio  y  en  conse- 
cuencia el  Tribunal  no  puede  hacer  un  juicio  de  quiebra  de 
lo  que  por  su  naturaleza  no  lo  es.  Porque  no  puede  ponerse 
en  duda  que,  para  que  la  ley  repute  comerciante  á  un  indi- 
viduo, es  indispensable  que  reúna  las  condiciones  de  ca- 
pacidad legal,  inscripción  en  la  matrícula  y  profesión  habi- 
tual del  comercio,  art.  1^  del  Código,  sin  que  haya  en  que 
fundar  la  errónea  teoría  de  que  baste  el  ejercicio  habitual 
del  comercio,  prescindiendo  de  las  otras  condiciones,  igual- 
mente exigidas  por  el  Código.  —  Escriche,  comentando  el 
art.  io  del  código  español  de  Fernando  VII,  que  es  el  mismo 
art.  1^  del  nuestro,  trae  estas  palabras :  « Para  ser  tenido  por 
comerciante,  no  basta  ejercer  el  comercio,  sino  que  es  pre- 
ciso además,  estar  inscripto  en  la  matrícula  de  comerciantes  ; 
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ni  tampoco  es  suOciente  hacer  oaa  ú  otra  operación  comer- 
cial sino  que  se  requiere  el  estar  ocupado  habilaalmente  en 
el  tráflco  mercantil.  » — En  efecto,  tan  arbitrario  seria  que 
se  diga  que  para  constituir  á  ^una  persona  comerciante  se- 
gún la  ley,  basta  la  profesión  habitual,  como  si  se  dijese 
que  basta  la  capacidad,  ó  la  inscripción  en  la  matrícula  cuan- 
do la  ley  exijiendo  las  tres  no  ha  hecho  distinción  de  nin- 
guna de  ellas,  ni  menos  estatuido  que  basta  una  menos- 
preciando las  demás. 

¥  Porque  según  el  art.  5«,  los  que  se  dedican  al  comer- 
cio solo  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción,  reglamentos  y 
legislación  comercial,  una  vez  que  tengan  la  calidad  de  co- 
merciantes según  la  ley ;  c  es  decir,  cuando  están  inscriptos 
en  la  matricula  y  tienen  las  demás  condiciones  requeridas 
en  el  art.  i®.  Pues  cuando  el  art.  2^  del  Código  estatuye 
que  se  llama  en  general  comerciante,  toda  persona  que 
hace  profesión  de  la  compra  y  venta  de  mercaderías,  no 
puede  racionalmente  suponerse  que  quiera  decir  que  basta 
esta  sola  circunstancia,  que  es  una  de  las  tres  requeridas  en 
el  art.  i"",  porque  esto  seria  sostener  con  infracción  de  las 
reglas  de  buena  interpretación,  que  entre  el  articulo  primero 
y  segundo  existe  la  mas  chocante  contradicción  que  el  uno 
derroga  absolutamente  al  otro,  coando  por  el  contrario  lo 
esplíca  y  complementa  según  el  sentido  de  todos  los  demás 
artículos  relativos  del  Código.  En  efecto,  el  art.  segundo  no 
hace  mas  que  determinar  en  qué  consiste  el  ejercicio  del 
comercio.  Y  la  verdad  de  esta  demostración  se  fortifica  aun 
mas^  teniendo  en  cuenta  que  el  art.  39  no  supone  el  ejer- 
cicio habitual  del  comercio  sino  desde  la  fecha  de  la  inscrip- 
ción. De  manera  que  para  la  ley,  Armaza  no  ha  tenido  hasta 
hoy  por  ejercicio  habitual,  el  comercio,  desde  que  nunca 
se  ha  inscripto  en  la  matrícula  viuiendo  á  faltar  así  aun  esta 
condición  que  para  el  Sr.  Juez  de  Comercio  es  la  única 
necesaria  para  que  Armaza  pueda   ser  declarado  en  quiebra. 

Considerando  por  último,  que  en  toda  causa  civil  entre  un 
argentino  y  un  estrangero   la  regla  general  es  la  jurisdicción 


410  FALLOS  DB  LA  SUPREMA  CORTE 

de  la  Justicia  Nacional,  por  la  calidad  de  las  personas,  6  mas 
bien  por  el  fuero  personal  privilejiado  del  estranjero^  y  la 
escepcion  la  de  la  jusiicia  provincial  de  los  casos  determi- 
nados por  la  ley,  y  no  procediendo  en  el  presente,  por  todo 
lo  que  queda  espuesto,  la  escepcion  alegada  por  el  Sr.  Juez 
de  Comercio  para  considerarse  competente^  resulta  por  e! 
mismo  hecho  viva  y  subsistente  la  regla  general,  es  decir  : 
la  jurisdicción  de  la  Justicia  Nacional. — Forestes  fundamen- 
tos, fallo:  que  debo  insistir  en  la  inhibitoria  propuesta  al 
juzgado  de  Comercio  de  la  Provincia,  y  en  su  consecuen- 
cia se  le  comunique  por  medio  de  oficio,  para  que  remita 
á  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  los  autos  ante  el 
incoados,  verificándose  igual  remeza  de  los  formados  en  este, 
para  la  decisión  de  la  competencia,  previa  citación  de  D. 
Mariano  Armaza  para  que  comparezca  ante  dicho  Tribunal 
si  creyese  convenirle.  Repóngase  el  papel  sellado  correspon- 
diente. 

Saturnino  M,  Laspiur.. 

En  consecuencia  de  las  anteriores  resoluciones,  se  remitie- 
ron los  autos,  y  se  decidió  la  competencia  á  favor  del  Juez 
de  Sección  por  el  siguiente 


Fallo   de    I»  Suprenuí  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  5  áe  1869. 

Vista:  La.  presente  cuestión  de  competencia  entre  el  Juez 
de  Comercio  de  la  Provincia  de  Córdova,  y  el  Juez  de  Sec- 
ción de  la  misma  ;  y  considerando :  Primero^  que  aunqne 
C8  cierto  lo  que  aquel  alega  para  sostener  su  jurisdicción,  que 
puede  un  individuo  ser  declarado  en  estado  de  quiebra  sin 
embargo  de  no  tener  sino  un  solo  acreedor;  pues  así  lo 
dispone  espresamente  el  artículo  mil  quinientos  veinte  y  seis 
del  Código  de  Comercio,  esta  disposición  no  aatoríza  su  re- 
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sistencia  á  inhibirse  de  continuar  conociendo  de  la  deman- 
da promovida  por  los  señores  Antonio  Caballero  y  Hermano 
contra  Don  Mariano  Armaza ;  porque  para  ser  declarado  en 
estado  de  quiebra  es  absolutamente  indispensable  que  el  deu- 
dor sea  comerciante,  según  el  articulo  mil  quinientos  y  doce 
del  mismo  Código,  y  el  Juez  de  Sección  ha  demostrado 
que  Armaza  no  es  comerciante  en  el  sentido  legal,  por  fal- 
tarle el  requisito  de  la  inscripción  en  la  matricula,  que  exije 
para  ese  efecto  el  artículo  primero ;  Segundo^  que  ademas 
de  esta  calidad  del  deudor,  debian  concurrir  otras  condicio-* 
nes  para  lejitimar  el  juicio  sobre  declaración  de  quiebra,  de 
las  cuales  ha  prescindido  el  Juez  de  Comercio,  pues,  en 
pirmer  lugar,  era  menester  que  él  fuese  competente  para  co- 
nocer de  la  acción  del  acreedor  que  la  provoca,  porque 
todo  procedimiento  sin  jurisdicción  es  nulo ;  en  segunda  lu- 
gar, el  acreedor  debió  acompañar  á  su  solicitud  una  constan- 
cia fehaciente  de  la  deuda;  porque  no  se  puede  decir  que 
no  paga  aquel  que  no  se  sabe  sí  debe ;  y  últimamente,  debia 
constar  que  no  se  pagaba  por  insolvencia,  no  porque  el 
deudor  creyese  que  tenia  escepciones  que  oponer  a  sus 
acreedores,  ó  simplemente  porque  no  quería  cumplir  sus  com- 
promisos ;  Tercero^  que  la  prueba  de  los  dos  últimos  requi- 
sitos en  el  presente  caso  solo  podia  resultar  de  la  confesión 
del  deudor,  ó  de  un  auto  condenatorio  seguido  de  excusión^ 
en  sus  bienes ;  Cuarto^  que  el  Juez  de  Comercio  quedó  in- 
competente desde  que  Armaza,  alegando  su  calidad  de  es- 
trangero  que  habla  justificado  ante  el  Juez  de  Sección,  de- 
clinó su  jurisdicción ;  y  que  el  espediente  que  ha  remitido 
demuestra  que  no  se  trabó  contestación  ante  él  sobre  la 
deuda,  pues  sus  actuaciones  terminan  con  el  decreto  en 
que  ordenó  la  comparescencia  de  Armaza  para  declarar  si 
era  deudor  en  eiecto;  de  manera  que,  ni  es  cierto  que 
existia  juicio  de  concurso  pendiente  del  conocimiento  del 
Juez  de  Comercio,  ni  podia  iniciarse  ante  él  lejitimamente ; 
por  estos  fundamentos  concordantes  con  los  del  auto  pro- 
nunciado por  el  Juez  de  Sección  á  foja  venticuatro  vuelta  de 
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los  obrados  por  él,  se  declara :  que  á  este  Juzgado  corres- 
ponde el  conocimiento  de  la  demanda  sobre  cobro  de  pesos 
que  hacen  los  señores  Antonio  Caballero  y  Hermano  á  Don 
Mariano  Armaza,  y  qu^  el  de  Comercio  debe  abstenerse  de 
continuar  sus  procedimientos ;  en  su  consecuencia,  hágasele 
saber  esta  resolución  por  Secretaria,  y  remítanse  al  primero 
los  dos  espedientes  sobre  la  cuestión  de  competencia. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril. —  Francisco  Delgado. — 
José  Barros  Pazos.  —Benito  Carrasco. 


CAVñX    MaTL1LJL1\.      ^ 


D,  Juan   TalloUy  maquinista  del  vapor  €  Audarahi  >    contra 
el  propietario  f).  Rodrigo  Carlos  da   Cámara^ 

por  cobro  de  salarios. 


Sumario.  —  Reconociendo  el  dueño  de  un  buque  los  ser- 
vicios cuyo  valor  cobre  un  maquinistas,  este  puede  pedir  el 
arraigo  del  juicio. 
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C(iso.  —  Don  Juan  Tallón,  maquinista  del  vapor  argentino 
«Audarahi»,  demandó  ante  el  Juez  Nacional  de  Buenos  Aires 
al  capitán  y  propietario  Don  Rodrigo  Carlos  da  Cámara  por 
384  ¿í  y  72  es.  fuertes,  provenientes  de  sueldos  del  demandan- 
te y  personal   de  la  tripulación. 

El  capitán  reconociendo  el  hecho  de  haberse  devengado 
los  sueldos,  contrademandó  al  ma']uinista  por  daños  causados 
al  buque  por  impericia  y  malicia. 

Encontrándose  la  causa  en  est«ido  de  prueba.  Tallón  soli- 
citó para  afianzar  sus  derechos,  el  embargo  del  vapor,  fun- 
dado en  que  podia  salir  del  puerto  de  un  momento  á  otro, 
ó  ser  trasmitido  á  terceros. 


FrIIo  del  Jíuez  de  Seecion. 


Buenos  Aires,  Junio  21  de  1869. 

Intimase  como  se  pide,  pudiendo  salvarse  el  embargo,  pre- 
sentando Ganza  de  juzgado  y  sentenciado. 

Zavulela, 

El  capitán  apeló,  y  la  Suprema  Corte  conGrmó  esta  sen- 
tencia con  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  7  de  1869. 

Vistos :  Estando  reconocidos  por  el  demandado  los  serví* 
cios,  cuyo  precio  se  le  cobran,  coií  arreglo  al  inciso  tercero 
del  artículo  cincuenta  y  cinco  de  la  ley  de  procedimientos^ 
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se  conGrma  con  costas,  el  aaio  apcla(]o  de  foja  setenta  y 
cinoo  vuelta;  y  satisfechaH  aquellas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras, — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
GADO. — José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 


CAVSil     lilLlLlLT. 


Don  Francisco  Cheppis  contra  D,  Segundino  Furque^ 
por  cobijo  de  pesos  y  rescisión  de  contrato. 


Sumario.  -^  1»  No  probándose  el  hecho  sobre  el  cual  se 
funda  la  demanda,  no  debe  hacerse  lugar  á  ella. 

2*"  Un  contrato  no  condenado  por  las  leyes,  debe  cum- 
plirse. 

3^  No  puede  rescindirse  un  contrato  bajo  el  pretesto  de 
dolo,  violencia  ó  lesión,  si  no  se  prueba  que  esta  fué  come- 
tida por  quien  contrató. 
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Caso.  — En  1867  los  rebeldes  de  San  Juan,  arrebataron 
á  D.  Segundino  Furque,  argentino,  una  cantidad  de  bueyes 
y  muías. 

No  pudiendo  rescatarlos  de  por  sí,  convino  con  D.  Fran- 
cisco Cheppis,  suizo,  en  que  los  recaudaría  á  su  costa,  que- 
dándose con  la  mitad  de  lo  que  recaudase. 

Gheppis  recuperó  71  bueyes,  y  obtuvo  mediante  la  suma 
de  213^  bol.,  un  salvo  coaducto  para  llevar  los  bueyes  á 
Chile. 

Pretendía  Cheppis,  que  Furque  sustrajo  de  poder  del  cui- 
dador del  ganado  el  salvo  conducto,  se  llevó  36  bueyes  de 
los  mejores,  y  con  el  salvo  conduelo  llevó  el  ganado  á  Chile 
vendiéndolo  á  precios  fabulosos. 

Que  por  la  pérdida  del  salvo  conducto  no  pudo  llevar  sus 
bueyes  á  Chile,  y  mientras  practicaba  las  diligeificias  para  con- 
seguir otro,  le  quitaron  9  muías,  10  caballos  y  los  35  bue- 
yes, de  los  que  pudo  recuperar  34. 

Y  que  obtenido  otro  salvo  conducto,  se  dirigió  á  Chile, 
pero  no  pudo  pasar^  por  estar  ocupado  por  las  fuerzas  de 
Várela  el  punto  de  la  Iglesia ;  y  tuvo  que  volver  á  San 
Juan,  donde  fué  encarcelado. 

Fundado  en  estos  hechos  demandó  á  Furqne ;  i^  por  la 
suma  de  350  f  bol.  por  mayor  valor  de  los  35  bueyes  que 
recibió,  y  ^  ^  bol.  por  la  mitad  del  que  no  recibió ;  2^,  por 
la  de  213^  bol.  valor  del  salvo  conducto  sustraído  por  Fur- 
que ;  S^',  por  335  ^  bol.  por  9  muías  y  10  caballos  que 
le  fueron  quitados   por    las  fuerzas  rebeldes;  y  4^^   por  los 

demás  perjuicios  que  le  causó  la  sustracción  del  salvo  con- 
ducto. ,*^ 

Conferido  traslado,    Furqlíe   contestó,  que   los  71   bueyes 

recuperados  eran  todos  iguales ;  que  después  de  algunos  días 

que  estaban  estos  en   la  Gnca  de  Astorga,   Furque  invitó  á 

Cheppis  á  hacer  el  aparte ;  que  este  le  dijo  de  precederle, 

Furque  fué  en  compañía  de  Don  Juan  Manuel  Balmaceda  ; 

que  le  aguardó  basta  la  una  de  la  larde,  y  no  viniendo  aquol, 

¿izo  el  aparte» 
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Que  no  sustrajo  el  salvo  conducto  en  cuestión,  ni  tenia 
necesidad  de  él,  porque  lo  único  que  tenia  eran  los  36  bue- 
yes, que  al  dia  siguiente  del  aparte  vendió  á  Don  Felipe 
Lpguizamon  por  24  ^  bol.  cada  uno. 

Al  mismo  tiempo  contrademandó  á  Cheppis  diciendo  que 
el  contrato  hecho  con  él  fué  celebrado  bajo  la  presión  de 
la  violencia,  pues  él  estaba  oculto  por  temor  de  los  rebel- 
des, y  que  Cheppis  lo  celebré  después  de  haberse  as|gurado 
que  le  iban  á  devolver  el  ganado,  como  propiedad  estran- 
gera. 

Alegó  que  con  arreglo  á  las  leyes  55,  tít.  5'>,  P.  5^;  15, 
tít.  2^  P.  4» ;  7,  tít.  33,  P.  1^ ;  57,  tít,  5°,  P.  5» ;  y  2, 
tít.  1»,  lib.  10,  N.  R.  debia  rescindirse  el  contrato,  y  restituir 
los  35  bueyes  recibidos,  salvo  su  derecho  á  cobrar  lo  que 
justificase  haber  gastado  en  la  recaudación  de  los  bueyes. 

Cheppis  negó  la  existencia  del  dolo,  violencia  y  lesión, 
sosteniendo  que  el  contrato  fué  espontáneo,  y  ejecutado  por 
el  mismo  Furque.. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba. 

Dentro  del  término  probatorio  se  acreditó  que  el  aparte 
fué  hecho  por  Furque  en  ausencia  de  Cheppis,  pero  ha  • 
hiendo   sido  citado  este  para  hacerlo. 

Los  testigos  presenciales  del  aparte  declararon  que  los  36 
bueyes  tomados  por  Furque  eran  de  igual  clase  y  condición 
que  los  demás,  solo  ei  testigo  Victorio  Zamora  dijo  que  los 
tomados  por  Furque  eran  mejores  en  cuanto  á  la  gordura. 

^*o  se  probó  la  su^raccion  del  salvo  condueto  por  parle 
de  Furque. 

Se  justificó  que  este  al  dia  siguiente  del  aparte  vendió 
los  86  bueyes  tomados  en  24  ^  DoL  cada  uno  á  Don  Felipe 
Leguizamon. 

No  se  probó  que  Cheppis  hubiese  ejercido  presión  ó  dolo 
para  celebrar  el  contrato. 
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Fallo  del  Jues  Secclonia. 


San  Juan,  Abril  20  de  1869. 

Vistos  estos  autos,  entre  Don  Francisco  Cheppis  y  Don 
Lorenzo  Furque,  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
originados  por  la  lalta  de  cumplimiento  de  un  contrato ;  con 
lo  alegado  y  probado  por  las  partes,  y  considerando : 

l^  Que  consta  de  autos,  que  á  consecuencia  de  haberse 
tomado  por  las  fuerzas  rebeldes  que  dominaron  esta  Provincia 
desde  Enero  del  año  sesenta  y  siete^  una  cantidad  de  hacien- 
da vacuna  de  propiedad  de  Furque,  en  cuatro  del  mes  de 
Febrero,  celebró  con  Cheppis  el  contrato  que  firmado  por 
ambos*  corre  á  f.  70,  y  en  virtud  del  que  este  último  se 
comprometió  á  recaudar  la  hacienda  tomada  de  poder  de  los 
rebeldes,  haciendo  para  ello  todas  las  diligencias  necesarias 
y  á  su  sola  costa,  recibiendo  por  vía  de  remuneración  la 
mitad  de  lo  que  se  recaudase. 

2o  Que  la  demanda  de  Cheppis  contra  Furque  consiste : 
1°,  que  habiendo  recaudado  71  cabezas^  aquel  (Furque) 
apartó  36,  eligiendo  lo  mejor,  por  lo  que  le  cobra  el  mayor 
valor  de  estas  que  estima  en  diez  pesos  por  cabeza,  y  20 
pesos  mas  en  que  estima  el  de  la  mitad  de  una  que  le  cor- 
responde; 2<^,  el  pago  de  213  pesos  que  le  costó  á  Cheppis 
obtener  de  los  rebeldes  una  guía  ó  salvo  conducto  para 
dichos  animales,  y  que  fué  sustraído  por  Furque ;  3»,  el  pa- 
go de  335  pesos  en  que  valora  nueve  muías  y  6  caballos 
que  le  quitó  una  comisión  militar,  sacándolos  de  la  finca  en 
que  los  tenia  á  pasto,  por  la  falta  de  salvo  conducto;  4^  y 
último,  e)  pago  de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  la 
misma  falta  de  la  guia,  que  le  privó  marchase  á  Chile  oportu- 
namente con  la  hacienda,  no  pudiendo  hacerlo  después  por 
la  nueva   ocupación  de  Jachal  por  el  rebelde  Felipe  Várela, 
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quien  le  qnitó  parte  de  ella,  y  sufriendo  después  una  pri- 
sión por  culpa  de  Furque. 

3^  Que  contestando  esle  la  demanda,  niega  el  hecho  de 
la  sustracción  de  la  guia,  diciendo  que  Cheppis  se  la  fa- 
cilitó para  garantir  la  hacienda,  recaudada^  dejándola  en 
poder  del  capataz  ó  peón  que  la  cuidaba;  niega  también 
que  hiciera  el  aparte  de  la  hacienda  que  le  correspondía 
sin  consentimiento  de  Cheppis,  quien  si  bien  no  se  halló 
presente  fué  por  su  propia  voluntad,  oslando  convenidos  en 
el  dia  y  hora  en  que  debia  tener  lugar,  y  que  este  aparte 
se  hizo  sin  elejir  lo  mejor,  pues  que  la  hacienda  era 
igual  en  su  clase  y  condición. — Además  el  demandado  re- 
conviene al  actor  pidiendo  la  recision  del  contrato,  por  ha- 
berlo celebrado  á  solicitud  de  Cheppis;  violentado  por  la 
circunstancia,  en  momentos  de  terror  y  cuando  el  se  en- 
contraba oculto  y  perseguido  por  los  rebeldes,  per  cuya 
razón  no  lo  celebró  libre  y  espontáneamente  y  adolece,  de 
nulidad  de  acuerdo  con  las  leyes  que  cita,  agregando  ade- 
mas que  tienen  derecho  á  la  rescisión  por  lesión  enorme. 

3^  Que  establecido  así  el  juicio,  resulta  de  los  hechos 
confesados  y  prueba  producida  por  los  partes:  que  temien- 
do Furque  perder  toda  la  hacienda  tomada  por  los  rebel- 
des, buscó  á  Cheppis  para  que  hiciera  las  deligencias  de 
salvarla  ofreciéndole  la  mitad  de  lo  qne  recaudase  y  este 
aceptó  mediante  el  contrato  que  corre  en  autos  ya  citado, 
y  habiendo  obtenido  por  influencias  estrañas  la  devolución 
de  Ti  cabezas,  consiguiendo  á  mas  del  gefe  rebelde  salvo 
conducto  para  garantir  esa  hacienda  y  lo  demás  que  tenia 
en  pastos  en  la  finca  de  Astorga  donde  llevó  la  recauda- 
dai  Que  convenidos  ambos  en  el  dia  y  hora  de  la  salida 
de  esta  ciudad  á  la  finca  mencionada  para  hacer  el  repar- 
to con  arreglo  al  convenio,  estando  con  los  caballos  ensi- 
llados, y  esperando  á  Furque  que  habia  salido  á  una  ocur- 
rencia del  momento,  este  volvió  cuando  Cheppis  habia  sa- 
lido á  su  vez  á  otra  y  aquel  dispuso  salir  con  los  que  de- 
bian  acompañarlos  suponiendo    que  Cheppis  vendría   luego 
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y  los  alcanzaría,  lo  que  no  sucedió.  Que  estando  Furque 
en  la  finca,  y  viendo  que  aquel  no  venia,  procedió  al 
aparte  tomando  para  si  36  animales  de  igual  clase,  y  con- 
dición de  los  demás,  según  lo  declaran  uniformemente  los 
testigos  presenciales  á  escepcion  de  Yictorio  Zamora  que 
dice  fueron  los  tomados  por  Furque  mejores  en  cuanto  á 
su  gordura,  lo  que  está  contradicho  por  los  demás.  Que 
luego  de  recibirlos  y  trasportarlos  á  otro  punto,^  Furque 
vendió  su  hacienda  á  razón  de  S4  pesoíi  cada  una  á  D. 
Felipe  Leguizamon,  calculándose  que  el  justo  precio  en 
otras  circunstancias  era  el   de  40  pesos. 

4^  Que  en  cuanto  al  1*"^  punto  de  la  demanda  de  Chep- 
pis,  carece,  según  el  mérito  de  autos,  de  todo  fundamen* 
to,  desde  que  no  aparece  diferencia  en  el  valor  de  los 
animales  que  Furque  tomó  para  sí,  salvo  la  parte  del  valor 
de  la  mitad  de  uno  que  resulta  de  mas,  y  que  correspon- 
de á  Cheppis,  según  el  contrato;  respecto  del  2°,  3^  y  4° 
capítulo  de  la  misma  demanda,  es  injusta  por  cuanto  no 
hay  en  los  autos  un  solo  hecho  que  haga  responsable  á 
Furque  de  la  falta  del  salvo  conducto  que  sirve  á  fundarla, 
mucho  menos,  cuando  consta  que  luego  de  recibir  este  su 
parte  de  hacienda  la  vendió,  siéndole  de  todo  punto  inútil 
aquel  resguardo. 

5^  Que  la  reconvención  del  demandado  pidiendo  la  res- 
cisión del  contrato  es  también  injusta  é  infundada,  por 
cuanto  fué  celebrado  á  solicitud  de  este^  y  con  el  fin  de 
no  perderlo  todo,  constando  que  Cheppis  cumplió  con  su 
compromiso  de  hacer  todas  las  diligencias  posibles,  para 
obtener  el  rescate  de  la  hacienda,  sufriendo  gastos  y  ha- 
ciendo desembolsos  de  dinero  á  este  objeto,  siendo  por  lo 
mismo  de  todo  punto  inconducentes  é  inesplicables  las  le- 
yes de  partida  qué  cita  aquel  y  que  se  refieren  á  los  con- 
ratos  celebrados  por  fiterza  y  miedo  grave^  que  no  han  te- 
nido lugar  en  esle  caso;  á  lo  que  se  agrega  que  Furqne, 
dándose  por  recibido  de  su  parte  de  hacienda  recaudaba, 
ha  reconocido  implícitamente  la  obligación  que  contrató  en 
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virtud  del  convenio,  no  pudiendo  por  lo  mismo  alegar  fal- 
ta de  cumplimiento  conforme  á  sus  términos  por  parte  de 
Cheppis  después  de  consumado. 

Y  omitiendo  otras  consideraciones :  Fallo  deBnitivameate  : 
primero,  absolviendo  á  Furque  de  la  demanda  interpuesta 
por  Cheppis,  con  escepcion  del  valor  de  veinte  pesos  en 
que  se  estima  el  valor  de  la  mitad  del  vacuno  que  recibió 
de  mas,  y  que  debe  abonar  con  el  interés  corriente  desde 
el  dia  que  recibió  la  hacienda  hasta  su  pago;  segundo, 
absolviendo  á  Cheppis  de  la  reconvención  del  demandado, 
por  la  rescisión  del  contrato  de  f.  70,  que  se  declara  vá- 
lido y  subsistente.  Hágase  saber  original,  debiendo  cada 
parte  abonar  sus  costas. 

Natamtel  Morcillo. 

Apelada  la  sentencia  por  las  dos  partes,  fué  confirmada 
por  el  siguiente 


Vallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires ,  Agosto  7  de  1869. 
Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  noventa  y  tres  vuelta;  y  satisfechas  las  costas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse  al  Juez  de  Sección^  á  quien  se  pre- 
viene que  mande  reparar  las  faltas  que  se  notan  en  el  pre- 
cedente certificado,  cometidas  en  la  reposición  de  sellos  de 
la  primera  instancia. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril. —  Francisco  Delgado.— 
José  Barros  Pazos.  — Benito  Carrasco. 
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€AUSA      liX^^XVI. 


Criminalj  contra  Eustaquio    Huidobro^  por  soltura    de 

unos  presos. 


Sumario. — El  hecho  de  arrebalar  presos  sujetos  á  la 
jurisdicción  federal,  puede  peuarse  con  dos  años  de  traba- 
jos forzados  ó  una  multa  de  mil  pesos  fuertes. 


Cuso. — Por  comisión  del  Juez  Federal  de  Salta,  el  de 
Paz  del  Departamento  de  Metan  remitió  presos  á  la  Capi- 
tal á  los  individuos  Gregorio  López  y  Cirilo  Naranjo  que 
se  habian  negado  concurrir  á  prestar  una  declaración. 

En  el  camino  esos  presos  fueron  quitados  á  las  guar- 
dias que  los  conducian  por  una  cuadrilla  encabezada  por 
Eustaquio  Hgidobro. 

Levantado  el  sumario  correspondiente  en  los  términos 
que  espresa  la  sentencia  del  Juez  de  Seecioa,  el  Procu- 
rador Fiscal,  acusando,  pidió  se  condenase  á  Huidobro 
á  dos  años  de  trabajos  forzados,  ó  una  multa  equivalente, 
según  el  art.  39,  tít.  7^  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863. 
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Vallo  del  Jíues  de  Seeclon. 


Salta,  Noviembre  3  de  1868. 

Yislos^  resalta:  que,  librada  comisión  por  este  Juzgado  al 
Juez  de  Paz  de  Metan  para  la  remisión,  en  calidad  de 
presos  por  yia  de  compulsión^  de  seis  testigos  nombrados, 
que  rehusaban  comparecer  á  declarar  ante  el  suscrito  en 
UQa  causa  sobre  rebelión  contra  la  Autoridad  NacionaU  se- 
guida en  esta  jurisdicción  contra  varios  individuos;  y  que 
cumplida  la  comisión  respecto  de  dos  de  esos  testigos  des- 
obedientes, que  fueron  Gregorio  López  y  Cirilo  Naranjo, 
arrebataron  á  estos  del  poder  de  los  empleados  que  los 
condaciau,  que  fueron  el  oficial  Escolástico  Chaves  y 
tres  individuos  mas  de  tropa,  y  los  pusieron  en  inmediata 
libertad,  en  el  camino  de  Metan  á  esta  ciudad,  Eustaquio 
Huidobro  teniente  á  la  sazón  de  este  Departamento,  y 
Gregorio  Osares,  sin  que  los  asaltantes  tuvieran  necesidad 
de  usar  contra  los  asaltados  de  las  armas  que  llevaban 
consigo,  ni  de  otra  violencia  á  pesar  de  haber  manifesta- 
do con  los  hechos  referidos  y  con  palabras  categóricas  es- 
tar á  ello  dispuestos,  porque  los  asaltados  turbados  y  ater- 
rados, no  opusieron  resistencia  alguna;  habiendo  acompa- 
ñado al  hecho  de  la  soltara  el  de  un  mensage  de  Huido- 
bro dirigido  al  Juez  de  Paz,  haciendo  alarde  de  aquel  he- 
cho, provocándole  á  que  le  bascara  y  protestándole  que,  si 
no  era  buscado,  él  le  bascaría;  verificándose  al  dia  siguien- 
te que,  no  habiendo  buscado  el  Juez  á  Huidobro,  este 
asaltó  á  mano  armada  la  casa  de  aquel,  llevando  en  su 
compañía  á  los  dos  presos  soltados  y  á  su  cómplice  en  la 
soltura,  trabándose  un  combate  entre  los  asaltantes  y  los 
asaltados,  que  fueron  el  Juez  y  otros  individuos  que.  le 
acompañaban,  del    que  resultó  la   fuga  de   aquellos,    que- 
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dando  muerto  el  preso  Gregorio  López  y  el  cómplice  Gre- 
gorio Osares,  y  heridos  el  Juez,  el  padre  y  un  cuñado 
del  mismo,  habiendo  muerto  este  cuñado  á  los  dos  ó 
tres  dias  de  resultas  de  la  herida;  habiéndose  perpetrado 
otros  atropellos  en  el  acto  del  asalto;  habiendo  sido  Hui- 
dobro  uno  de  los  que  fugaron;  y  habiéndose  obtenido  pos- 
teriormente su  aprehensión  y  someiimíento  á  esta  Jurisdic- 
ción; á  cuya*  disposición  permanece  hasta  hoy  en  calidad 
de  preso  y  procesado:  Que,  durante  la  instrucción  del 
sumario,  el  Juez  Provincial  del  Crimen  promovió  á  este 
Juzgado  cuestión  de  competencia  pretendiendo  avocarse  to- 
do el  conocimiento  de  los  hechos  referidos;  y  que  habien* 
do  contestado  el  suscrito  sosteniendo  su  jurisdicción  res- 
pecto del  hecho  de  la  soltura,  y  reconociendo  la  del  Juez 
Provincial  respecto  de  él,  del  asalto  á  la  casa  del  Juez, 
esa  resolución,  consentida  espresamente^  produjo  cosa  juz- 
gada, resultando  de  ahí,  para  este  juzgado,  que  desde  en- 
tonces su  acción  debia  concretarse  á  aquel  hecho,  de  él 
que  ya  no  quedaba  mas  persona  procesable  que  Huidobro^ 
pues  su  único  'cómplice  en  él,  Gregorio  Osares,  habia 
muerto,  como  queda  mencionado;  Que  desde  ese  momen- 
to seguida  así  la  causa,  es  decir,  concretada  á  Huidobro  y 
al  delito  de  soltura,  reconociéndose  autor  de  esta,  el  pro- 
cesado ha  pretendido  escusarse  en  su  confesión  alegando 
varias  cosas  contradiciorías,  aunque  en  cierto  modo  conci- 
liables entre  sí,  atendiendo  á  lo  que  en  ese  acto  dice  á 
fojas  cuarenta  y  dos,  con  estas  testuales  palabras:  «Que, 
aunque  reconoce  que  él  no  tenia  completa  seguridad  sobre 
el  no-pedido  [hecho  por  este  Juzgado]  de  esos  dos  presos, 
corriendo  voluntariamente  el  riesgo  que  se  le  indica  [de 
que  realmente  hubiese  sido  cierto  el  pedido]  se  inclinó 
mas  bien  en  la  duda,  á  creer  el  no-pedido ;  »  Que  pro- 
ducida la  acusación,  el  Fiscal  haciéndose  cargo  en  ella,  de 
lo  éspuesto  por  el  procesado  en  su  declaración  de  fojas 
veinte  y  cinco,  lo  dá  por  autor  de  la  soltura,  á  sabien- 
das de  que  era    un   alentado  contra  la  Justicia  Nacional,  y 
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con  las  circunstancias  agravantes  de  haber  estado  armado, 
y  de  haber  proferido  amenazas  al  perpetrar  el  acto;  pi- 
diendo, en  consecuencia,  é  invocando  para  ello  el  artícu- 
lo treinta  y  nueve,  título  séptimo  de  la  ley  penal,  de  ca- 
torce de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  la 
pena  de  dos  años  de  trabajos  forzados,  ó  una  multa  equi- 
valente: Que,  contestando  la  acusación  el  defensor  del 
procesado,  dice:  —  que  su  defendido  debe  ser  absuelto  del 
todo,  6  cuando  menos,  declararse  que  ha  compurgado  ya 
su  falta,  si  alguna  se  encuentra,  con  la  prisión  sufrida, 
fundándose  para  ello  en  que,  desde  que  el  oQcial  Chaves, 
y  los  otros  tres  conductores  de  los  presos,  los  entregaron 
sin  tener  obligación  de  obedecer  á  la  intimación  de  Hui- 
dobro  renunciando  á  la  ventaja,  que  por  su  superioridad 
hubieran  obtenido  en  caso  de  un  encuentro  hostil,  ellos 
se  hicieron  voluntariamente  únicos  autores  y  responsables 
del  hecho:  Y  considerado:  Que,  estando  dispuesto  por  el 
art.  39  citado,  que  dos  que  sustrajeren  de  las  manos  ó 
poder  de  un  oficial  de  justicia,  ó  de  otro  empleado  públi- 
co, el  que  se  halle  legalmente  preso,  serán  castigados  con 
la  pena  de  trabajos  forzados,  por  uno  á  tres  años,  ó  con 
una  multa  de  quinientos  á  mil  quinientos  pesos,  ó  con 
una  y  otra  juntamente,»  tal  sustracción  viene  á  ser  un 
delito  definido  y  penado  por  la  ley  nacional :  que  por  con- 
siguiente estando  convicto,  y  confeso  Huidobro  de  haber 
sustraido  del  poder  de  los  empleados  públicos  menciona- 
dos &,  los  dos  presos  López  y  Naranjo,  legalmente  presos, 
pues  que  lo  fueron  por  orden  y  con  comisión  escrita  de 
este  Juzgado,  que  procedía  con  perfecta  jurisdicción,  para 
ello,  como  aparece  de  los  últimos  testimonios  agregados, 
resulta  que  ha  cometido  ese  delito  definido  y  penado  por 
la  lei;  que,  teniendo  varios  grados  la  pena  establecida,  y 
pasando,  por  lo  mismo,  á  apreciar  la  que  corresponde  al 
caso  presente^  aparece  que  el  temperamento  adoptado  por 
el  Fiscal,  de  pedir  una  pena  que  no  es  ni  la  menor  nt 
la  mayor,  es  arreglado,     porque,  no   habiéndose   perpetra- 
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do  violencia  alguna  de  hecho,  al    ejecutar   la*  soltura,  pero 
sí,  habiendo  acompañado  á  ésta  las  amenazas  hechas  á  las 
custodias  y  las   mandadas  hacer  al   Juez,    con  la   jactancia 
de  haber  cometido  el  delito,  y  con  la  yiolacion  del  deber 
especial  de  ayudar  á  la  justicia,   que  tenia  el    perpetrador 
como  autoridad  militar  del  Departamento  que   era  según  su 
aserción,  el  caso  aparece  colocado   entre  los  mas  sencillos 
y  los  mas  graves,  mereciendo    por  lo  mismo,  una  pena  in- 
termediaria á  esos  estremos,   que    es  la   que  ha   pedido    el 
Fiscal:    Que  la  escusa  alegada  por  el  procesado,  de  haber 
ignorado  absolutamente  la*  ccnnision   conCerida  al  Juez^  ó  de 
haber  dudado  de  ella,  en  caso   de  noticia,  es  inadmisible, 
pues  que,  como  se  le    ha  dicho  en   su   confesión,   en   esa 
duda,  él  arrastró  voluntariamente,   á  sabiendas  y  sometién- 
dose á  las   consecuencias  legales,  el  cruzar  las  órdenes  de 
cualquier  Juez  ó  autoridad,  .y  por  consiguiente  las  de  este 
Juzgado;  lo  que  también  es  aplicable  al  caso  de  completa  igno- 
rancia de  la  comisión,  pues  que  esa  misma  ignorancia  de- 
bió conducir  al  pro(!esado  á  la  duda   acabada  de   apreciar: 
Que  tajipoco  es  admisible   la  escusacion  alegada  por  el  de- 
fensor,   que  viene  á  significar  :   que  porque   las    custodias 
cometieron  un  delito,  no  resistiendo  á  los  asaltantes,  estos 
quedaron  enteramente  irresponsables  del  asalto;   no  es   ad- 
misible porque,  siendo  cierto  el    delito   de-  la    no-resisten- 
cia, lo  único  que  de  ahí  resultaría   seria  que  en  la  soltu- 
ra de  los  presos  se  cometieron    dos   del¡U)s,  uno    el    del 
asalto,  y  el  otro,  el  de   la   no  resistencia,  respondiendo  de 
aquel  Huidobro,   porque  hoy  es  su  único  autor  sobreviviente 
y  de  este,  las  custodias,  por  la    misma  razón:  — Por  estas 
y  otras  consideraciones,  definitivamente    juzgando,    de  con- 
formidad al  art.  citado  de   la  referida  ley  penal,  se  resuel- 
ve: declarando,   que  Eustaquio  Huidobro  es  autor  de  la  sol- 
tura de  Gregorio  López  y   Cirilo  Naranjo,    legalmente  pre- 
sos por  orden  de  este  Juzgado^    habiendo    reunido  al   acto 
las  circunstancias    agravantes   mencionadas,    é   imponiéndo- 
sele como  á  tal  suslractor,   la  pena  de  dos  años  de  traba- 
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jos  forzados,  á  designación  del  Poder  Ejecativo,  á  quien  se 
oficiará  al  efecto,  ó  la  de  un  mil  pesos  fuertes  de  multa 
en  favor  del  Fisco  Nacional;  debiendo  deducirse  de  este 
tiempo  la  mitad  de  él  de  prisión,  que  haya  padecido  y  pa- 
deciere por  razón  del  juicio,  sea  en  el  caso  de  haberse  de 
cumplir  la  pena  de  servicios,  ó  sea  en  el  de  oblarse  la 
multa,  para  deducirse  proporcionadamente  de  ella  la  parte 
correspondiente  á  la  mitad  del  tiempo  de  prisión  sufrida; 
con  costas;  y  teniendo  noticia  de  que  en  la  jurisdicción  pro* 
vincial  todavía  no  ha  sido  sentenciado  Huidobro,  ni  aun  en 
primera  instancia,  en  oportunidad,  para  que  pueda  conciiiar- 
se  la  pena  impuesta  en  esta  Jurisdicción  con  la  que  haya 
de  imponerse  en  la  otra,  precaviendo  colisiones  en  su  cum- 
plimiento, oficíese  á  dicha  jurisdicción  provincial,  comuni- 
cando la  pena  impuesta  en  esta. 

Apolonio  Ormaechea. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  defensor  fué  confirmada 
por  el   siguieute 

Fallo  de    la  Suprema  Corte. 

« 

Buenos  Aires,  Agosto  10  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo 
espuesto  y  pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  se  con- 
firme la  sentencia  apelada  de  foja  sesenta  y  cuatro,  debien- 
do observarse  las  reglas  adoptadas  por  la  jurisprudencia  en 
el  caso  previsto  por  el  Juez  de  Sección^  de  imponérsele 
otra  pena  por  la  jurisdicción  provincial,  en  la  causa  de 
que  conoce  por  crímenes  comunes  que  se  imputan  al  pro< 
cesado,  y  devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
M.  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.  —  Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA     Ii^X^XVII. 


El  capitán  Freeman  contra  Ferrcira^  ¿avalle  y  Compañía^ 

sobre  personería. 


Sumario.  —  1^  Asumiendo  la  parte  su  personería  en  un 
pleito,  cesa  la  del  que  lo  representa. 

2^  Vendido  un  buque^  cesa  la  personería  legal  que  te- 
nia el  Capitán  para  representarlo. 


Caso. — Sentenciado  por  el  Juez  de  la  Sección  de  Bue- 
nos Aires,  un  pleito  seguido  por  Ferreira,  Lavalle  y  C^, 
contra  los  propietarios  del  vapor  norte-americano  « Zeno- 
bia», Don  Domingo  Ghiraldo  por  el  Capitán  Freeman  que 
era  acreedor  y  habia  sido  encargado  á  nombre  del  buque 
de  producir  la  prueba  de  i^  instancia,  apeló  de  la  senten- 
cia del  Juez  que  condenaba  al  concurso  de  Casa  y  C^, 
dueños  del  buque  á  pagar  á  Ferreira,  Lavalle  y  C^  diez  y 
seis  mil   patacones.  ' 

Be  la  espresion  de  agravios  se  corrió  traslado  á  Don  An- 

■ 

tonio  D^dero^  apoderado  de  Ferreira,  Lavalle  y  C^  quien, 
negando  la  personería  á  Ghiraldo,  pidió  se  librase  exhorto 
al  Juez  de  Comercio  de  Montevideo  para  que  ordenase  al 
Sindico  definitivo  de  Casa  y  C^  se  presentase  á  estar  á  de- 
recho en  esta  causa. 
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B  DEero  apoderaMlo  del    eoncaiso  te  pieseató  j  cspiesa- 
meóte  te  eonfonnd  con  la  teotenda   del  Jocí  de  SecdoE. 


Boenos  Aires,  Agosto  10  de  1869. 

Vistos: — G>D8Ídenndo  qfle  la  personería  del  capitán  Fre- 
eman  en  esta  cansa  no  tiene  otro  caiicter  qne  el  de  repre- 
sentante del  dueño  del  fapor  c Zenobia,»  por  haberlo  auto- 
rizado el  apoderado  del  concorso   de  Casi    y  Compañía,  j 
Folmar  y  Compañía  qne   se  disputaban    entimces    la    pro- 
piedad   de  dicbo    vapor,  como  consta    de  los   escritos   de 
foja  sesenta  y  seis  y  foja  sesenta  y  ocho,  y  del  auto  de  foja 
setenta   Toella ;    qne  habiéndose    terminado   esta    cuestión, 
quedando   establecido   que  el  concorso    era  el    propietario, 
por    resoluciones  judiciales  y  procedimientos    subsiguientes 
de  las  partes,  solo  podía  continuar  el  Capitán  representando 
á  este:  que  por  el  documento  de  foja  tresdentos   dncuenta 
y  siete  y  el  escrito   de  foja    trescientos  cincuenta  y  nueve, 
aparece   que  el   poderdante   revoca  el    poder     conferido    i 
Freeman:  que   desde  que  el  dueño  del  vapor  en  cuya  re- 
presentación ha  gestionado    hasta  ahora  el   Capitán,  asome 
su  personería  en   el  juicio,    debe    cesar  la  del  que  lo  re- 
presenta:   Considerando    ademas    que    se    ha    vendido    el 
vapor   por  lo  qne  ha  dejado    de  ser  Freeman  Capitán    de 
é\,    no  quedándole  por   eonsigniente   ningún   carácter  para 
intervenir  en    esta    cuestión,    en   que    ya    no  se  trata  de 
responsabilizar  el  casco  del    buque  sino   su  precio    qne  se 
encuentra   depositado;    se  declara    que    cesa  la    personería 
que]lhasta  ahora  ha  ejercido  el  Capitán  Freeman  ó  su  re- 
presentante, y  resultando  que  el  nuevo  apoderado  del  con- 
corso de  Casa  y  Compañía  en  cuyo  nombre  se  interpuso  el 
recurso  de  apelación,  desiste  de    continuarlo    conformándose 
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espresamente  con  la  sentencia  de  foja  doscientos  cuarenta  y 
seis  vuelta,  se  ha  por  desistido  de  dicho  recurso^  y  satisfe- 
chas las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las]  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos,  —  Benito 
Carrasco. 


CAVSA     IilLlLlLirilI 


Criminal^   contra    D.  Manuel    Ignacio  Rodríguez^    por 

ddiÍQ  de  rebelión. 


*  Sumario,  —  1^  El  haber  ejercido  el  cargo  de  comandan- 
te de  guardias  nacionales  en  virtud  de  nombramiento  he- 
cho por  el  Gefe  de  las  fuerzas  en  rebelión  contra  el  Go- 
bierno Nacional;  y  el  haber  ordenado  y  ejecutado  en  tal 
carácter  reclutamiento  y  contribuciones  forzosas  para  el  sos* 
ten  de  la  rebelión,  constituye  el  delito  de  rebelión  previs- 
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to  y  penado  por  los  artículos    14  y  16  de  la  ley  nacional 
penal. 

^  La  circunstancia  de  haber  desempeñado  dicho  cargo 
por  corto  tiempo  disminuye  la  gravedad  del  delito,  y  no 
permite  aplicar  la  mayor  pena  de  la  ley. 

Caso. — D.  Manuel  Ignacio  Rodríguez  fuá  acusado  ante  el 
Juez  Federal  de  San  Juan  por  haber  aceptado  voluntariamente 
el  puesto  de  comandante  de  la  Guardia  Nacional  de  Angaco 
para  hacer  requisiciones  militares  entre  los  vecinos,  y  exijir  con- 
tribuciones de  animales  para  el  sosten  de  las  fuerzas  rebeldes. 

El  procurador  fiscal  dijo  que  del  sumario  resultaba  que 
Rodríguez  habia  asolado  literalmente  las  propiedades  parti- 
culares de  aquel  departamento,  llegando  sus  escesos  hasta 
el  punto  que  los  mismos  rebeldes  le  separaron  de  su 
puesto. 

Que  siempre  que  habia  habido  conmociones  políticas,  ha- 
bia formado  entre  las  filas  rebeldes,  habiendo  sido  un  ver- 
dadero azote  para  la  propiedad  de  los  vecinos. 

Pidió  se  le  condenase  á  la  pena  de  6  años  de  destierro, 
y  3000  ^  fuertes  de  multa. 

El  defensor  de  Rodríguez  contestó  que  este  aceptó  el 
puesto  mencionado  para  vigilar  el  distrito  y  no  para  dar* 
incremento  á  la  rebelión;  que  habia  salvado  muchas  pro- 
piedades, inclusive  las  de  Sanches  y  Albarracin,  y  que  sirvió 
dicho  puesto  bajo  el  peso  de  la  fuerza  que  los  rebeldes 
Mendocinos  hacían  sobre  todos  los  ciudadanos  de  San  Juan, 
advirtiendo   que  su  servicio  duró  pocos  dias. 

Probado  el  hecho  que  fundaba  la  acusación,  y  no  la  es- 
cepcion  de   fuerza,  se  dictó  el  siguiente: 

Fallo  del  Jíues    Seccional. 

San  Juan,  Mayo  5  de  1869. 

Vista  la  presente  causa  criminal  seguida  contra  Manuel 
Ignacio  Rodríguez  por   delito  de  rebelión,  con   lo  espues- 
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10  y  pedido  por  el  Procurador  Fiscal,  alegado  por  el  de- 
fensor del  procesado  y  considerando  por  su  mérito.  1^ 
Que  está  suficientemente  acreditado  en  el  sumario,  por  de- 
claraciones de  testigos  y  la  confesión  misma  del  reo,  que 
este  sirvió  á  los  rebeldes  que  invadieron  la  Provincia  el  5 
de  Enero  de  1867,  desempeñando  el  cargo  de  comandan- 
te de  Guardias  Nacionales  en  el  departamento  de  Angaco,. 
recibiendo  su  nombramiento  del  gefe  rebelde,  y  ordenando 
en  este  carácter  reclutamientos  forzosos,  exaciones  y  vio- 
lencias contra  los  vecinos  del  mismo  departamento,  figu- 
rando entre  ellos,  con  especialidad  Don  Domingo  de  Oro, 
y  los  Correas,  cuyas  casas  y  fincas  fueron  ocupadas^  des- 
truidas y  saqueadas  por  partidas  armadas  de  Rodríguez,  que 
se  apoderaban  de  las  haciendas  para  el  sosten  de  la  re- 
belión. 

2^  Que  el  procesado  en  sus  descargos  en  la  confesión 
no  alega  ningún  hecho  que  pueda  escusarlo  de  la  res- 
ponsabilidad penal  en  que  ha  incurrido,  y  si  bien  lo  hizo 
el  defensor  en  su  defensa,  deduciendo  la  escepcion  de  fuer- 
za ó  violencia,  no  se  ha  probado  en  el  tiempo  competen'*' 
te,  como  pudo  y  debió  hacerlo,  para  desvanecer  la  nota  de 
voluntario  que  resulta  justificada  en  el  sumario. 

3°  Que  en  este  concepto,  y  apareciendo  del  proceso, 
que  el  reo  sirvió  á  la  rebelión  ejerciendo  un  mando  su- 
balterno, y  que  está  comprobado  en  autos  la  reincidencia 
del  mismo  en  este  delito,  el  Fiscal  pide  la  mayor  pena 
designada  por  el  art.  16  de  la  ley  penal  de  14  de  Setiem- 
bre de  1863. 

4^  Que  la  circunstancia  de  haber  servido  el  reo  un  corto 
tiempo  en  el  cargo  que  desempeñaba,  por  haber  sido  desti- 
tuido por  los  rebeldes,  si  bien  es  independiente  por  su 
voluntad,  disminuye  un  tanto  la  gravedad  del  delito  y  se- 
ria por  lo  mismo  injusto  aplicarle  la  mayor  pena  de  la 
Ley. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten:  fallo 
definitivamente  juzgando   y  declaro:    Que  el  procesado  Ma- 
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nuel  Ignacio  Rodríguez  es  reo  responsable  del  delito  de 
rebelión,  y  en  cumplimiento  del  art.  Í6  de  la  ley  citada, 
lo  condeno  á  ia  pena  de  ctialro  años  de  destierro  y  á  una 
multa  de  mil  pesos  fuertes  en  favor  del  Tesoro  Nacional, 
con  las  responsabilidades  civiles  del  caso  y  todas  las  cos- 
tas del  proceso.  Hágase  saber  original  y  repónganse  los 
sellos. 

m 

Natanael  Morcillo. 

Esta  sentencia  á  petición  del  Sr.  Procurador  General  fué 
confirmada  en  grado  de  apelación  por  el   siguiente 


Fallo  de   la   Suprema  C^orie. 


Buenos  Aires,  Agosto  14  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo 
pedido  por  el  Señor  Procurador  General^  se  confirma  la 
sentencia  apelada  de  foja  cuarenta  y  tres,  y  previo  el  oficio 
correspondiente  al  Pbder   Ejecutivo,  devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.—  José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 
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CAUSA     EXJLJLIX. 


Criminal  contra  José  Fonseca    por  delito  de  rebelión. 


Sumario.  —  La  larga  prisión  sufrida  por  las  demoras  en  el 
proceso,  indepeDdientQmente  de  la  voluntad  del  procesado,  y 
el  empleo  del  mismo  en  trabajos  públicos  durante  aquella, 
es  justa  causa  para  dar  por  compurgada  la  pena,  si  esta  re- 
sulta DO  ser  mayor  que  el  tiempo  de  prisión  sufrida  con  Jas 
circunstancias  enunciadas. 


Caso.  — José  Fonseca  fué  acusado  como  reo  de  rebelión 
por  haber  pertenecido  á  las  fuerzas  de  Felipe  Várela  en  clase 
de  Sargento  de  un  cuerpo  de  infantería,  y  haber  hecho  la 
campaña  que  terminó  con  la  batalla  de  Vargas  en  la  que  se 
halló  el  acusado. 

El  proceso  fué  seguido  ante  el  Juez  del  Crimen  de  San 
Juan,  quien  sin  tomar  la  confesión  al  procesado,  lo  pasó  al 
de  Sección.  ' 

El  Procurador  fiscal  pidió  contra  aquel  la  pena  de  cuatro 
años  de  ser«ncio  militar  en  la  frontera. 

El  defensor  de  Fonseca  contestó  que  éste  habia  sido  obli- 
gado á  servir,  y  que,  siendo  estrangero,  no  tenia  obligación 
de  reconocer  sino  las  autoridades  que  mandaban  de  hecho ; 
por  lo  que  no  tuvo  la  intención  de  cometer  el  delito  de  re- 

T.  vil  30 
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belion  á  un  Gobierno,  del  cual  no  sabia  ei  la  autoridad  que 
le  obligó  á  servir,  dimanaba  ó  no. 

El  Juez  de  Sección  con  aulo  de  13  de  Mayo  de  1868,  en 
alencion  á  no  haber  sido  tomada  la  confesión  al  reo,  y  á  no 
podérsele  tomar  por  haberse  fugado  del  Lazareto  donde  habia 
ido  por  enfermo,  repuso  la  causa  al  estado  de  sumario,  y  or- 
denó quedara  así  mientras  no  se  ejecutara  la  prisión  del 
mismo. 

Poco  después  Fonseca  fué  capturado  en  Mendoza,  y  remi- 
tido al  Juez  de  Sección  de  San  Juan. 

Se  le  tomó  la  confesión,  en  la  que  declaró  el  reo  que 
mientras  se  le  procesaba  habia  sido  empleado  en  trabajos  pú- 
blicos, alegando  en  su  descargo  las  escepciones  opuestas  á  la 
acusación  por  su  defensor. 

Se  puso  el  espediente  en  la  oficina. 

El  fiscal  reprodujo  su  acusación,  y  el  defensor  su  defensa. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  y  concluido  el  término  probato- 
rio sin  que  dentro  de  él  se  ratificaran  los  testigos  del  suma- 
río,  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Jíuea  Secrtonal. 


San  Joan,  Abril  13  de  1869. 

Vista:  la  presente  causa  criminal  contra  el  ciudadano  chileno 
José  Fonseca  por  el  delito  de  rebelión ;  con  lo  espuesto  por 
el  Fiscal,  alegado  por  el  Defensor  del  procesado  y  considerando 
por  su  mérito  : 

Q.ie  de  las  declaraciones  del  sumario  y  de  la  misma  con- 
fesión del  reo  resulta  jurídicamente  comprobado  el  hecho 
de  haber  formado  en  las  ülas  de  los  rebeldes  contra  la  Na- 
ción, en  Jachal,  departamento,  de  esta  Provincia  por  el  jefe  ó 
cabecilla  de  la  rebelión  Felipe  Várela,  á  fines  del  ano  1866, 
figurando  en  la  clase  de  Sargento  de  un  cuerpo  de  infantería,. 
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Que  la  única  excepción  opuesta  por  el  reo  y  su  defensor, 
de  haber  sido  forzado  al  servicio  de  los  rebeldes,  no  consta 
del  sumario  ni  ha  sido  acreditada  en  tiempo  como  debió  y 
pudo  hacerse,  apareciendo  por  el  contrario  que  el  procesado 
se  presentó  voluntario  al  servicio  de  Várela  según  lo  decla- 
ran los  testigos  del  sumario,  Sánchez,  Guevara  y  Agudo;  á 
lo  que  se  agrega  el  hecho  eonfesado  de  la  prisión  ordenada 
por  su  cuenta  del  Sanjuanino  que  lo  insultó,  para  que  fuera 
castigado;  como  también,  de  haber  tratado  de  ocultar  su 
criminalidad  en  la  declaración  prestada  ante  el  Juez  Nacional 
de  Mendoza  después  de  su  fuga  de  la  cárcel  de  esta  ciudad, 
como  puede  verse  á  f.  32  vuelta,  y  estos  indicios  que  agre- 
gados á  lo  que  consta  del  sumario,  dan  la  suGciente  eviden- 
cia de  la  culpabilidad  volunlaria. 

Que  en  este  concepto,  el  Fiscal  colocando  al  reo  en  el 
rol  de  mero  ejecutor  ha  pedido  la  pena  de  4  años  de  ser- 
vicios militares;  la  mayor  del  artículo  i6  de  la  Ley  penal  de 
J4  de  Setiembre  de  1863,  y  no  habiendo  circunstancias  que 
agraven  ó  atenúen  la  criminalidad  del  reo,  como  sucede  en 
este  caso,  debe  graduarse  la  pena  con  arreglo  al  espíritu  de 
la  misma  Ley. 

Por  estas  consideraciones  fallo  deflnitivamenle  juzgando 
y  declaro  que  el  reo  José  Fonseca,  es  responsable  del  de- 
lito de  rebelión  contra  la  Nación,  y  de  acuerdo  con  el  artí- 
culo de  la  Ley  citada,  lo  condeno  á  la  pena  de  tres  años 
de  servicio  en  las  fronteras  ó  á  pagar  una  mulla  en  favor  del 
Tesoro  Nacional  de  ctuiiro  cientos' cuarenta  pesos  fuertes  con 
las  responsabilidades  inherentes,  y  el  pago  de  todas  las  cos- 
tas del  proceso. 

Notiilquese  original. 

batanad  Morcillo. 

El  defensor  de  Fonseca  apeló,  y  concedida  la  apelación, 
alegó  ante  la  Suprema  Corte  que  los  testigos  del  sumario  no 
noerecian  fé  por  no  haberse  ratiflcado   en  el  plenario,  según 
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la  prescripción  de  la  ley  15,  tít.  7,  lib.  2,  R.  C,  y  del  art. 
558  de  la  ley  de  procedimientos. 

Que  separada  la  prueba  de  testigos,  no  quedaba  sino  la 
confehion,  que  siendo  caliGcada,  no  podia  servir  de  base 
para  condenar  á  Fonseca. 

Que  para  cometer  el  delito  de  rebelión  no  bastaba  el  alza- 
miento contra  el  Gobierno  Nacional,  sinii  que  era  necesario 
que  este  tuviera  alguno  de  los  objetos  determinados  por  la 
ley. 

Que  aunque  por  la  sentencia  apelada  se  habia  dado  como 
probado  el  alzamiento  y  su  objeto,  existia  una  proclama  del 
P.  E.  N«  que  mandaba  tener  á  los  montoneros  como  reos  de 
delito  de  policía. 

Que  suponiendo  á  Fonseca  reo  de  rebelión,  no  se  le  podia 
condenar  al  servicio  de  frontera,  porque  se  le  baria  perder 
así  su  nacionalidad  chilena,   cuya  pena  no  impone  la  ley. 

Que  además  la  causa  babia  durado  dos  años  por  error  del 
Juez,  y  que  durante  ese  tiempo  Fonseca  habia  sufrido  pri- 
sión con  grillos  y  trabajos  públicos  con  grillete,  siendo  esas 
penas  mayores  de  la  que  impouia  la  sentencia  apelada. 

Que  por  consiguiente  debia  darse  por  compurgada  la  pena. 

Conferido  vista,  el  Sr.  Procurador  General  reconociendo  la 
tacha  opuesta  á  los  testigos,  contestó  que  la  confesión  de 
Fonseca  constituía  plena  prueba  de  su  delito. 

Que  'el  reo  no  habia  declarado  que  se  le  obligó  á  servir, 
sino  que  no  se  desertó  por  temor  de  que  le  fusilaran. 

Que  la  confesión  es  un  gánero  *de  prueba  que,  como  todos 
los  de  su  clase  debe  ser  apreciada  por  el  criterio  judicial, 
buscando  en  ella  la  verdad. 

Que  todos  los  antecedentes  de  Fonseca  demostraban  haber 
servido  de  su  espontánea  voluntad  á  los  rebeldes,  como  lo 
probaba  por  otra  parte  el  grado  de  Sargento  primero,  que 
no  se  le  hubiera  dado  si  hubiera  servido  de  mala  voluntad 
y  arrastrado  por  la  fuerza. 
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FaUo  de  to  Saprem»  Corto. 


Buenos  Aires,  Agosto  14  de  1869. 

Vistos :  de  coDrormidad  con  lo  espnesto  por  el  Señor  Wo- 
curador  General  y  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada 
en  cuanto  á  la  criminalidad  del  procesado;  pero  conside- 
rando que  esta  causa  se  ka  demorado  en*  su  tramitación 
cerca  de  dos  años :  que  durante  este  tiempo  ha  estado  en 
prisión  con  excepción  de  pocos  meses :  que  no  ha  sido  por 
culpa  del  reo  que  se  hubiera  anulado  el  proceso,  ni  que 
se  pasara  de  un  Juez  á  otro  para  ser  juzgado :  Consi- 
derando también  que  según  lo  ha  declarado  el  preso  sin  que 
haya  sido  contradicho  ha  estado  empleado  en  trabajos  públi- 
cos mientras  se  procesaba :  y  finalmente  que  la  pena  que  cor- 
rresponde  aplicarse  según  lo  pide  el  Señor  Procurador  Gene- 
ral é  impone  el  Juez  de  Sección,  no  es  mayor  que  el  tiempo 
de  prisión  sufrida  con  las  circunstancias  enunciadas :  se  re- 
Toca  la  citada  sentencia  de  foja  cincuenta  y  ocho  vuelta  en 
cuanto  á  la  pena,  y  se  declara  suficientemente  compurga- 
do el  delito  con  la  prisión  sufrida^  pago  de  costas  é  indem- 
nizaciones á  que  hubiere  lugar,  devolviéndose  la  causa  para 
que  se  ponga  en  libertad  al  procesado. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
M.  DEL  Carril.— Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.  —  Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA   ILC. 


Criminal  contra, D.  Pedro  José  Muñozy  por  delito  de  rebelión. 


Sumario. — i^'  El  ejercicio  del  cargo  de  escribano  durante  la 
rebelión,  otorgando  escrituras  de  venta,  trabando  embargos  y 
autorizando  remates  de  bienes  robados  por  orden  de  los  re- 
beldes, no  importa  complicidad  en  la  rebelión,  l^  si  el  nomr 
bramiento  de  escribano  no  se  hizo  y  aceptó  con  el  preciso 
objeto  de  solemnizar  aquellos  actos ;  2^  si  dicho  nombra- 
.miento  no  fué  admitido  solo  para  servir  á  los  rebeldes;  3^ 
si  existen  presunciones  de  que,  aun  así^  fué  aceptado  por  te- 
mor de  aquellos. 

2^  La  intervención  de  tal  escribano  en  los  actos  mencio- 
nados no  podia  legitimarlos,  y  por  lo  tanto  no  podia  perju- 
dicar á  los  despojados. 


Caso.  —  D.  Pedro  José  Mqñoz  fué  procesado  por  el  Juez 
Seccional  de  San  Juan  por  haber  ejercido  el  oficio  d^  escri- 
bano público  en  el  pueblo  de  Jachal  en  virtud  de  nombra- 
miento del  rebelde  Felipe  Várela  y  durante  la  rebelión  de 
este,  y  haber  autorizado  como  tal  los  embargos  y  remates  de 
los  bienes  que  los  revolucionarios  hablan  quitado  á  los  ve- 
cinos en  esa  época. 
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El  Procurador  Fiscal  le  acusó  como  reo  de  rebelión  coa 
arrt'glo  al  art.  14  de  la  ley  nacional  penal,  y  de  falsedad  con 
arreglo  á   la  L.  1,  til.  7,  P.  7. 

Alegó  que  Muñoz  á  sabiendas  de  ser  Várela  un  gefe  de  la 
revolución  contra  el  Gobierno  Nacional,  había  aceptado  de  ¿1 
el  nombramiento  de  escribano,  y  que  en  ejercicio  de  este 
puesto  habia  autorizado  los  robos  que  cometian  los  rebeldes 
para  sustentan  su  causa,  legitiiiiándolos  así  aparentemente,  é 
impidiendo  que  las  autoridades  Chilenas  quitasen  los  ganados 
robados  á  los  que  los  llevaban  á  Chile. 

Que  con  eso  ayudaba  á  la  rebelión  proporcionándole  re- 
cursos. 

Que  además  cometia  Muñoz  delito  de  falsedad  por  existir 
en  sus  actos  la  alteración  de  la  verdad,  la  intención  de  da- 
ñar y  la  posibilidad  del  perjuicio. 

Contestó  Muñoz  que  no  habia  cometido  delito  de  falsedad, 
porque  no  habia  engañado  á  nadie,  ni  alterado  la  verdad  en 
los  actos  que  autorizó. 

Que  el  ejercicio  del  cargo  de  escribano  sin  serlo  legítima- 
mente no  importaba  tampoco  falsedad,  como  no  importaba 
complicidad  en  la  rebelión. 

Que  en  todo  caso  nunca  habia  tenido  intención  de  dañar, 
y  ejerció  el  cargo  mencionado,  no  por  servir  á  la  rebelión, 
sino  porque  se  le  obligó  á  ello  por  el  terror  con  que  los  re- 
beldes imponian  los  empleos. 

Que  en  efecto  habia  autorizado  otras  escrituras,  y  protegi- 
do personas  y  familias  perseguidas  ocultándolas  en  su  casa. 

Abierta  la  causa  á  prueba,  y  producida  esta  se  dictó  el  si- 
guiente 

Fallo  del  Jíues  8eeeloii»l. 

San  Juan,  Abril  21  de  1869. 

Vista :  esta  causa  criminal  seguida  contra  Pedro  José  Mu- 
ñoz por  delito  de  rebelión ;  con  lo  espuesto  por  el  Procura- 
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dor  Fiscal,  alegado  por  erderensor  del  reo  y  considerando 
por  8u  mérito : 

i^  Qae  está  jurídicamente  acreditado  en  aotos  qoe  el  pro- 
cesado aceptó  o]  cargo  de  Escribano  público  de  la  Villa  de 
Jachal,  por  nombramiento  hecho  por  el  Gefe  rebelde  Felipe 
Várela,  en  el  mes  de  Enero  del  67,  en  que  invadió  y  se  apo- 
deró de  aquel  punto^  funcionando  en  este  carácter  todo  el 
tiempo  que  dominó  la  rebelión  en  esta  Provincia,  é  intervi- 
niendo como  tal  en  la  confiscación,  remate  y  enagenacion  de 
los  bienes  de  los  particulares  que  se  practicaban  por  orden 
de  aquel  cabecilla^  como  consta  de  las  diligencias  originales 
que  corren  en  autos  desde  f.  15  hasta  56^  que  han  sido  reco- 
nocidas por  el  reo. 

i^  Que  el  Fiscal  acusa  al  procesado^  á  mas  de  su  partici- 
pación con  los  rebeldes  en  el  ejercicio  de  su  empico,  del 
crimen  de  falsedad  por  el  otorgamiento  de  escrituras  de  ven- 
ta fraudulentas  de  las  haciendas  tomadas  á  los  vecinos,  he- 
chas á  nombre  de  Felipe  Várela  para  asegurar  mas  el  éxito 
del  saqueo  contra  las  reclamaciones  de  sus  dueños,  pidiendo 
en  consecuencia  la  pena  de  cinco  años  de  presidio  que  im- 
pone la  Ley  6%  tít.  7,  P.  7». 

3»  Qoe  en  cuanto  al  delito  de  rebelión  no  cabe  duda  que 
el  reo  es  responsable  en  la  condición  de  mero  ejecutor,  por 
cuanto  ejerciendo  sus  funciones  de  Escribano  Público  me- 
diante el  nombramiento  hecho  por  el  rebelde  Felipe  Várela  é 
interviniendo  en  el  remate  de  venta  de  los  bienes  sustraídos 
á  los  particulares,  á  favor  de  aquel,  con  el  conocimiento 
pleno  de  que  dicbos  bienes  eran  arrebatados  por  la  fuerza, 
ayudó  al  fomento  de  la  rebelión  prestando  su  concurso  á  sa- 
biendas para  mantenerla,  auxiliarla  y  proporcionarle  ios  roe- 
dios  y  recursos  necesarios  á  su  objeto;  no  pudieodo  escn- 
sarse  el  procesado  con  la  excepción  de  fuerza  ó  violencia^ 
que  no  está  probada,  como  debiera  hacerlo  para  eximirse  de 
toda  responsabilidad,  por  cuanto  los  testigos  que  contestan 
afirmativamente  á  la  quinta  pregunta  del  interrogatorio  de 
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t  96,  no  determinan  ningún  hecho  ó  acto  que  importe  fuer  • 
za  ó  violencia  pontra  el  reo^  quien  en  su  declaración  y  con- 
fesión con  cargos,  dice  que  aceptó  y  ejerció  el  cargo  des- 
pués de  su  primera  y  única  renuncia  con  el  fin  de  servir  y 
salvar  en  lo  que  le  fuera  posible  á  los  vecinos  de  Jachal  y 
los  males  y  perjuicios  de  los  rebeldes,  y  no  por  actos  de 
violencia  que  no  espresa. 

4fi  Que  en  cuanto  al  delito  de  falsedad  á  que  se  reBere  el 
Fiscal,  nó  existe  en  este  caso^  desde  que  por  regla  general 
el  nombramiento  ilegal  y  arbitrario  hecho  por  quien  no  tenia 
autoridad  para  conferirlo,  no  trae  consigo  los  deberes  y  res- 
ponsabilidades inherentes  al  cargo,  y  en  este  sentido  Muñoz 
no  es  responsable  de  la  falsedad  que  solo  puede  cometerse 
por  un  funcionario  de  origen  legitimo ;  á  lo  que  se  agrega 
que  los  actos  ejercidos  por  el  reo  en  su  carácter  de  actua- 
rio publico  y  que  corren  en  autos,  no  resultan  fraudulentos 
ni  simulados,  por  cuanto  en  lab  diligencias  de  remate  y  escri- 
turas de  venta  consta  el  origen  y  procedencia  de  los  objetos 
rematados  ó  vendidos,  siendo  Muñoz  de  todo  punto  inculpa- 
ble* del  mal  éxito  de  las  reclamaciones  de  los  dueños  ante 
los  Jueces  de  Chile,  á  mérito  de  la  exhibición  de  dichas 
escrituras. 

5«  Que  los  servicios  prestados  por  el  reo  en  pro  de  algunas 
familias  perseguidas  por  los  rebeldes,  que  constan  de  autos, 
pueden  servir  como  circunstancia  atenuante  para  la  aplicación 
de  la  pena  de  que  se  ha  hecho  responsable. 

Omitiendo  otras  consideraciones :  fallo  definitivamente  juz- 
gando y  declaro  que  el  procesado  Pedro  José  Muñoz  es  reo 
responsable  del  delito  de  rebelión  en  la  condición  de  mero 
ejecutor,  y  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  diez 
y  siete  de  la  Ley  penal  de  14  de  Setiembre  de  1863,  lo  con- 
deno al  pago  de  una  multa  de  300  pesos  fuertes  á  favor  del 
Tesoro  Nacional,  ó  á  sufrir  dos  años  de  servicio  militar  en 
las  Fronteras,  con  las  responsabilidades  civiles  del  caso  y 
cargo  de  todas  las  costas  del  proceso.  Hágase  saber  original, 
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admitiéndose  la  excarcelación  solicitada  previo  otorgamiento 
de  la  escritura  de  fianza,  hasta  la  ejecución  de  la  sentencia, 
y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

Apelada  esta  sentencia  fué  revocada  por  el  siguiente 


Fallo  de  la   Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  17  de  1869. 

Vistos:  resultando  del  proceso,  que  el  ünico  cargo  que 
se  hace  al  acusado,  Pedro  José  Muñoz,  consiste  en  el  he- 
cho de  haber  ejercido  el  oficio  de  escribano  en  el  pueblo 
de  Jachal  durante  la  rebelión  de  Felipe  Várela,  otorgando 
escrituras  de  venta  de  las  haciendas  robadas  á  los  vecinos, 
trabando  embargos,  y  autorizando  remates  ordenados  por 
este  y  otros  Jefes  rebeldes ;  y  considerando :  Primero^  que  no 
consta  que  el  nombramiento  de  escribano  se  hubiera  hecho 
con  el  preciso  objeto  de  solemnizar  aquellos  actos,  y  menos  que 
Muñoz  hubiera  tenido  noticia  de  ese  propósito  cuando  lo  acep- 
tó, pues  las  ventas  y  embargos  fueron  posteriores,  y  es  pre- 
sumible que  no  se  hubiera  previsto  por  ios  que  eran  testigos 
de  los  procederes  arbitrarios  y  violentos  de  los  rebeldes,  que 
hablan  de  pretender  dar  á  sus  depredaciones  una  forma  legal 
aparente,  ineficaz  para  validar  sus  contratos  con  los  recepta- 
dores :  SegundOy  que  el  documento  de  foja  una,  estendido  en 
favor  de  D.  Juan  Monardes  sobre  venta  que  le  hizo  su  her- 
mano D.  José  de  una  propiedad  raiz,  y  la  protesta  de  tojas 
treinta  y  una  de  D^  Carmen  Sánchez  contra  el  despojo  orde- 
nado por  el  rebelde  Ventura  Lloverás  que  habia  usurpado  la 
autoridad  judicial  del  Departamento  de  Jachal,  prueban  qne 
Muñoz,  autorizante  de  esos  actos,  no  habia  admitido  el  nom- 
bramiento de  escribano  precisamente  para  servir  á  los  rebel- 
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des,  y  que  la  protección  que  dio  á  personas  y  familias  per- 
seguidas por  ellos,  ocultándolas  en  su  casa,  da  alguna  vero* 
similitud  á  la  presunción  de  que  aun  así  dio  su  aceptación 
por  temor  de  verse  comprometido  con  un  caudillo  cruel  y 
caprichoso,  como  lo  alega  en  su  descargo :  Tercero  que  mu- 
cho mas  fundado  era  ese  temor  para  escosarse  de  intervenir 
como  escribano,  después  de  ejercer  ol  cargo,  cuando  los  re- 
beldes lo  ordenaban,  sin  que  pueda  establecerse  que  con  esta 
intervención  perjudicó  á  los  despojados ;  porque,  sí,  como  se 
alega,  los  Jueces  del  Huasco  y  Carrizal  fundaban  su  denega- 
ción de  justicia  á  los  propietarios  que  reclamaban  la  restitu- 
ción de  los  ganados  que  les  habian  robado,  en  el  hecho  de 
haber  sido  las  ventas  autorizadas  por  escribano  público,  es- 
ponian  una  razón  falsa  é  ilejitima,  pues  en  aquellas  localidades 
era  fácil  probar  que  Várela  no  era  sino  un  rebelde,  que  no 
podia  nombrar  escribanos  públicos,  y  menos  vender  válida- 
mente los  ganados  que  arrebataba  á  los  ciudadanos  de  esta 
República,  siendo  así  que  allí  mismo  había  recolectado  ar- 
mas públicamente,  habia  reclutado  soldados  para  la  invasión, 
con  noticia  y  ayuda  de  las  autoridades  y  de  la  población,  y  ha- 
bia vendido  anticipadamente  y  á  vil  precio  el  producto  de 
sus  robos,  como  aparece  del  sumario,  debiendo  suponerse 
que  los  mismos  Jueces  habrían  amparado  á  los  receptado- 
res, aunque  no  hubieran  presentado  los  documentos  interve- 
nidos por  Muñoz ;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  ciento  veinte  y  siete,  y  devuélvase 
la  causa  para  que  se  ponga  en  libertad  al  procesado,  á  quien 
se  absuelve  de  la  acusación. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M.  del  Carril.— Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos.-- Benito  Car- 
rasco. 
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VAJDBA  X€l 


Criminal  contra  D.  Benigno  Zdada  por  delito  de  rebelión. 


Sumario.  —  El  ejercicio  de  un  empleo  civil,  conferido  por 
los  rebeldes  no  importa  complicidad  en  la  rebelión,  probán- 
dose que  el  nombrado  la  combalíó  siempre  hostilizándola  en 
el  desempeño  de  dicho  empleo. 


Caso.  —  El  procurador  fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan 
acusó  á  D.  Tristan  Etchegaray  y  á  D.  Benigno  Zelada  como 
cómplices  en  la  rebelión  de  las  Provincias  de  Cuyo  contra 
el  Gobierno  Nacional. 

Dijo  que  estaba  comprobado  en  el  sumario  que  D.  Tristan 
Etchegaray,  y  después  de  él,  D.  Benigno  Zelada,  habian  acep- 
tado y  ejercido  el  empleo  de  Administrador  de  rentas  por  nom- 
bramiento de  los  rebeldes^  á  sabiendas   de  ser  este  ilegal. 

Que  Zelada  se  hallaba  complicado  además  en  el  conato  de 
sedición  local,  precursor  del  movimiento  revolucionario  que 
estalló  en  Mendoza  el  9  de  Noviembre  de  1866. 

Que  el  mismo  Zelada  fué  Comandante  de  un  destacamento 
de  fuerzas  militares  en  el  departamento  de  Angaco. 

Que  estos  hechos  constituían  á  los  acusados  como  reos  del 
delito  de  rebelión ;  y  snjetos  á  la  pena  de  10  años  de  estra- 
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fiamiento  y  6,000  pesos  fuertes  de  multa  con  arreglo  al   art. 
15  de  la  ley  nacional  penal. 

En  11  de  Marzo  de  1868  falleció  el  acusado  Etchegaray,  y 
la  causa  siguió   solo  contra  D.  Benigno  Zelada. 

Este  contestó  que  su  empleo  de  Comandante  de  milicias 
de  Angaco,  lejos  de  ser  un  crimen,  fué  un  hecho  meritorio 
para  él,  porque  valido  de  ese  puesto  pudo  impedir  el  saqueo 
de  esa  localidad,  como  lo  hizo,  oponiéndose  con  la  fuerza 
á  los  rebeldes  vencedores  que  intentaron   llevarlo  á  cabo. 

Que  jamás  fué  partidario  de  la  revolución,  pues  no  solo 
impidió  que  el  contingente  de  que  disponia  se  uniese  á  ella, 
sino  que  combatió  la  rebelión  esponiendo  su  vida,  y  fué  uno 
de  los  ciudadanos  que  cayó  prisionero  de  los  rebeldes  ven- 
cedores, después  de  haber  hecho  fuego  sobre  ellos  en  uno 
de  los  cantones  de  la  plaza. 

Que  si  aceptó  el  empleo  de  administrador  de  rentas  fué 
por  el  terror. 

Que  en  efecto  cuando  el  gefe  de  la  rebelión  le  impuso  la 
aceptación  del  puesto,  le  puso  por  delante  como  ejemplo  en 
caso  de  negativa,  la  persona  engrillada  y  ultrajada  de  su  an- 
ciano tio  D.  Tristan  Etchegaray,  quien  se  hallaba  en  ese  es- 
tado por  no  haber  querido  continuar  en  el  empleo^  en  que 
le  precedió. 

Que  aceptado  así  el  puesto  se  valió  de  él  para  salvar  los 
capitales  en  dinero  que  existian  en  la  aduana,  y  eludir,  co« 
mo  eludió,  las  órdenes  terminantes  del  gefe  de  la  revolución, 
para  hacer  entregas  de  especies  y  dinero  ;  y  pudo  entregar 
al  administrador  de  rentas  Sr.  Gil  sumas  de  dinero,  letras  y 
mercaderías  en   depósito. 

Que  respecto  á  la  sedición  local  de  1866,  no  habia  tenido 
parte  alguna  en  ella,  y  en  todo  caso  no  era  eso  del  resorte 
de  los  Tribunales  federales. 

Que  por  consiguiente  debia  ser  absuelto  de  cargo  y  pena. 


Ai6  FALLOS   DE  LA  SUPREIIA  CORTB 


WwMm  del  Jívcb  8ccci«a»l. 


San  Joan,  Abril  12  de  1869. 

Vista :  esta  causa  criminat  contra  D.  Manuel  Benigno  Zela- 
da  por  delito  de  rebelión :  con  lo  deducido  por  el  Fiscal, 
alegado  por  el  reo ;  mérito  de  las  pruebas  producidas,  y  lo 
constante  en  autos,  y  considerando  : 

1<^  Que  resultando  de  las  declaraciones  del  sumario  y  de  la 
confesión  misma  del  procesado,  que  durante  el  imperio  de 
la  rebelión  en  esta  Provincia,  encabezada  por  el  cabecilla 
Juan  de  Dios  Videla  desde  el  5  de  Enero  del  año  1869,  aquel 
sirvió  á  los  rebeldes  en  clase  de  Comandante  del  Departa- 
mento de  Angaco  Norte,  con  fuerza  armada,  equipada  y  man- 
tenida al  servicio  de  los  rebeldes,  y  posteriormente  aceptado 
el  cargo  de  Administrador  de  la  Aduana  Nacional,  por  nom- 
bramiento del  gcfe  rebelde  ya  citado,  y  cumpliendo  en  este 
carácter  órdenes  del  mismo  para  distraer  en  servicio  de  la 
rebelión  los  fondos  Nacionales  de  esta  oficina,  el  Fiscal  acu* 
sa  al  reo  de  partícipe  de  esta,  y  colocándolo  en  la  categoría 
de  los  promotores  de  que  habla  el  art.  15  de  la  ley  penal 
de  14  de  Setiembre  del  año  1863,  pide  contra  él  la  pena  de 
diez  años  de  esirañamiento,  y  á  mas,  una  multa  de  6000  pe^ 
sos  fuertes. 

2^  Que  el  reo  en  sus  descargos,  confesando  los  hechos 
que  fundan  la  acusación,  dice :  que  aceptó  y  ejerció  el  em- 
pleo de  Comandante  de  Angaco  Norte,  para  salvar,  como  lo 
hizo,  al  vecindario,  de  las  depradaciones  de  los  rebeldes, 
evitando  sus  exacciones  y  violencias,  sobre  lo  que  ha  pro- 
ducido una  prueba  cumplida  en  el  tiempo  competente  del  jui- 
cio, según  consta  de  las  declaraciones  de  los  mismos  vecinos 
del  lugar  que  corren  en  autos;  que  el  empleo  de  adminis- 
trador de  la  Aduana  Nacional,  aceptó  de  miedo^  por  el  peli- 
gro que  corría  su  vida  si  lo  rehusaba  como  acababa  de  so-- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  Ail 

ceder  con  su  antecesor  el  finado  D.  Trislan  Etchegaray,  que 
á  la  sazón  de  su  nombramiento  se  encontraba  preso  y  en-  * 
grillado ;  pero  que  á  pesar  de  todo  ha  resistido  el  cumpli- 
miento de  órdenes  terminantes  del  gere  rebelde,  relativas  á  los 
fondos  nacionales,  que  no  se  han  disiraido  para  los  fines  de 
la  rebelión.  La  prueba  producida  por  el  reo  sobre  estos  pun- 
tos está  limitada  al  hecho  de  la  prisión  de  Etcbegaray  y  á  su 
resistencia  para  cumplir  órdenes  de  Várela,  que  dejó  de  obe- 
decer salvando  los  caudales  públicos  de  ser  destinados  en  fa- 
vor de  los  rebeldes. 

30  Que  en  cuanto  al  ejercicio  de  su  empleo  de  Comandan- 
te, habiendo  justificado  plenamente  como  queda  dicho,  que 
su  desempeño  ha  sido  únicamente  en  favor  del  vecindario 
conservando  el  orden  y  sin  prestar  servicio  alguno  á  los  rebel- 
des, no  puede  atribuirse  al  reo  participación  en  la  rebelión, 
por  el  solo  hecho  de  haber  aceptado  su  nombramiento  del 
gefe  constituido  en  rebelión,  pues  la  sola  aceptación  no  im* 
porta  haberles  prestado  apoyo,  si  este  no  se  ha  manifestado 
con  hechos.  El  hecho  de  haber  aconsejado  al  Comandante 
accidental  D.  Pedro  Quirogá  que ,  cumpliera  con  las  órdenes 
del  Gobierno  rebelde  de  Bernardo  Molina  de  remitir  un  con- 
tingente armado  en  apoyo  de  este,  si  bien  pudiera  reputarse 
punible,  á  primera  vista,  las  circunstancias  de  no  ejercer  el 
procesado  la  Comandancia,  cuando  tuvo  lugar^  y  de  no  ser 
oficioso  el  consejo,  sino  á  consulta  de  Quiroga,  según  apare- 
ce de  la  confesión  del  reo,  á  que  debe  atenerse  por  falta  de 
prueba  en  contrario,  desvirtúan  completamente  su  criminali- 
dad ó  cuando  menos  la  atenúan  al  grado  de  no  poderse  apli* 
car  pena  por  ella. 

40  Que  no  sucede  lo  mismo  respecto  del  ejercicio  del  em- 
pleo de  admnistrador  de  Aduana  Nacional,  pues  la  fuerza  y 
y  miedo  grave  con  que  el  procesado  trata  de  oscusar  su  acep- 
tación, no  consta  ni  se  ha  probado  por  él  en  el  tiempo  com- 
petente. Lo  único  que  sobre  este  punto  consta  de  autos  es 
la  prisión  que  sufrió  su  antecesor  D.  Tristan  Etchegaray,  lo 
que  en  ningún  sentido  podía  constituir  una  causa  Justa  y  le* 
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gítima  desde  qué,  el  peligro  de  una  prisión  no  basta  según 
la  ley,  á  escusar  la  perpetración  de  un  delito.  A  esto  se  agre- 
ga que  el  reo  en  su  confesión,  defensa  y  prueba  ha  sosteni- 
do y  aun  acreditado  que  en  su  carácter  de  Administrador  ha 
resistido  con  resultado  el  cumplimiento  de  órdenes  del  gefe 
rebelde,  lo  que  demuestra  á  todas  luces  que  habiendo  cum- 
plido otras  que  importaban  participación  ó  complicidad  en  el 
delito  de  aquel,  lo  ha  hecho  libre  y  voluntariamente,  sin  ser 
impulsado  á  ello  por  miedo  grave  ni  peligro  alguno  respecto 
de  su  persona. 

5^  Que  consta  de  los  autos  que  el  procesado  cumpliendo 
órdenes  del  gefe  rebelde  ha  entregado  fondos  Nacionales  para 
el  servicio  de  la  rebelión,  pues  el  informe  del  Administrador 
de  Rentas  D.  Anacleto  Gil  que  corre  á  f.  138  que  se  espre- 
sa en  este  sentido,  es  conflrmatorio  del  estado  general  de  f. 
24,  reconocido  y  confesado  por  el  reo,  y  en  el  que,  aparece 
una  partida  de  dinero  entregada  al  Gefe  de  Estado  Mayor  de 
los  rebeldes  D.  Manuel  José  Olascoaga.  Estos  hechos  pues, 
constituyen  al  procesado  reo  de  rebelión  en  la  condición  de 
mero  ejecutor,  y  como  tal  reo  responsable  á  la  pena  de  la  ley 
y  á  la  devolución  de  todas  las  sumas  de  dinero  de  la  Caja 
Nacional  distraidas  indebidamente,  comprendiéndose  en  ellas 
los  sueldos  percibidos  por  los  empleados  de  la  oficina  nom- 
brados por  el  geíe  rebelde,  confesado  por  el  ree  y  que  cons- 
tan en  los  estados  de  í.  23,  24  y  25  reconocidos  por  este. 
Sin  embargo,  el  Fiscal  ha  reservado  las  acciones  que  le  cor- 
responden sobre  esta  responsabilidad,  y  el  Juez  debe  limi- 
tarse á  declararla  en  estos  casos. 

6^^  Que  en  cuanto  á  la  pena  solicitada  por  el  Procurador 
Fiscal,  dando  al  procesado  el  rol  de  promotor,  es  insosteni- 
ble, pues  que  los  actos  punibles  del  reo  distrayendo  caudales 
públicos  para  él  servicio  de  la  rebelión,  en  virtud  de  órdenes 
del  gefe  rebelde,  por  el  tiempo  en  que  sucedieron  y  por  la 
naturaleza  misma  de  estos  actos  no  lo  colocan  al  reo  en  el 
caso  de  haber  inducido  y  determinado  á  los  rebeldes  como 
erradamente  piensa  el  Fiscal.  Son  actos  punibles  porque  foe« 
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ron  yolontarios,  y  como  se  perpetraron  cumpliendo  disposi- 
ciones y  órdenes  de  estos,  queda  constituido  su  autor  en  al 
condición  de  mero  ejecutor  y  debe  ser  castigado  como  lal. 

1^  Que  la  conducta  observada  por  el  procesado  en  el  tiem- 
po que  desempeñó  los  cargos  de  Comandante  y  Administrador 
de  Rentas,  salvando  en  el  primero  las  propiedades  de  algu- 
nos vecinos  del  departamento  de  la  rapacidad  de  los  rebel- 
des; y  en  el  segundo,  administrando  los  dineros  públicos  con 
pureza  y  buen  orden  sin  otra  escepcion  que  los  actos  puni- 
bles ya  mencionados^  y  salvando  algunas  cantidades  de  caer 
en  manos  del  gefe  rebelde,  por  su  resistencia,  atenúan  la 
responsabilidad  del  reo,  debiendo  por  lo  tanto  aplicársele  la 
menor  pena  de  la  ley. 

Por  e^tas  y  otras  consideraciones :  Fallo  definitivamente 
juzgando  y  declaro  que  el  procesado  Manuel  Benigno  Zelada 
es  reo  responsable  del  delito  de  rebelión  y  con  arreglo  al 
art.  17  de  la  ley  penal  de  14  de  Setiembre  del  63,  lo  con- 
deno á  pagar  una  multa  de  300  pesos  fuertes  á  favor  del  Te- 
soro Nacional,  ó  en  su  delecto  á  dos  años  de  servicio  mili- 
tar en  las  fronteras,  con  la  responsabilidad  civil  en  favor  del 
mismo,  por  las  cantidades  indebidamente  distraídas,  y  cargo 
de  todas  las  Costas  del  proceso. — Hágase  saber  original. 

Natanael  Morciüo, 

Zelada  apeló,  y  ante  la  Suprema  Corte  alegó  que  las  cir- 
cunstancias que  habian  sido  consideradas  como  un  descargo 
respecto  del  ejercicio  del  puesto  de  Comandante  de  milicias, 
debian  serlo  también  respecto  al  de  la  Administración  de  Ren- 
tas, porque  no  se  podia  suponer  que  aceptase  este  empleo 
con  el  propósito  de  servir  á  los  lebeldes. 

Que  dicho  empleo  le  fué  impuesto  por  la  violencia,  como 
se  habia  demostrado  en  primera  instancia,  y  una  vez  obliga- 
do á  aceptarlo  trató  de  salvar  lo  que  podia  de  las  manos  de 
los  rebeides. 

Que  al  eludir  las  órdenes  de  pago  del  gefé  de  la  revolu- 
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cioD,  no  obró  negando  directamente  las  entregas,  coiho  mpo- 
ne  el  Juez  de  Sección,  para  demostrar  que  no  hubo  violencia, 
sino  que  lo  hizo  por  medio  de  subterfugios^  que  ál  mismo 
tiempo  que  le  abrían  el  camino  para  conservar  los  fondos  á 
la  Nación,  no  le  hicieran  aparecer  enemigo  de  los  rebeldes, 
lo  que  le  habría  costado  la  vida,  sin  utilidad  de  la  Nación. 

El  señor  Procurador  General  contestó  que  Zelada  defendió 
la  plaza  de  San  Juan  contra  las  fuerzas  sublevadas  que  entra- 
ron en  ella,  y  que  esto  probaba  que  no  era  partidario  de  la 
rebelión. 

Que  nombrado  Comandante  de  Angaco,  no  prestó  auxilio 
alguno  á  ella,  y  lejos  de  eso  persiguió  á  todas  las  partidas  de 
rebeldes  que  entraban  á  robar  en  el  Departamento  y  aun  fuera 
de  él,  salvando  los  ganados  de  muchos  vecinos,  y  mante- 
niendo el  orden  en  todo  el  distrito. 

Que  nombrado  después  Administrador  de  Aduana,  manifes- 
tó el  desagrado  con  el  cual  entraba  á  ejercer  este  empleó,  y 
en  él  resistió  varias  veces  cumplir  las  órdenes  que  se  le  da- 
ban para  entregar  fondos  á  los  rebeldes. 

Que  asimismo,  restablecida  la  autoridad  legal,  entregó  ál 
Administrador  los  foudos  que  tenia  reservados,  y  Jas  merca- 
derías depositadas,  habiendo  llevado  en  perfecto  orden  los  li- 
bros de  contabilidad. 

Que  estos  hechos  plenamente  probados  en  autos  justifica- 
ban qne  Zelada  no  fué  agente,  ni  odmplice  de  la  rebeliota,  y 
por  tanto  no  podía  con  justicia  seguirse  contra  él  la  aousa* 
cion  entablada. 


Valla  de  la  Aupi^ema  C)aMe. 


Buenos  Aires,  Agosto  19  de  1869. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espueslo  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
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foja  ciento  cincuenta   y  tres  vuelta  y  se  absuelve  de  toda  cul 
pa  y  cargo  al  acusado,  Don  Manuel  Benigno  Zelada,  á  quien 
se  mandará  poner  en  libertad  por  el  Juez  de  Sección,  ácuyo 
efecto  devuélvase  el  proceso. 

Francisco  de  las  Carreras— Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril  —  Francisco  Delgado  — 
José  Barros  Pasos— Benito  Carrasco. 


CAVBA    S.CII. 


Crímiml  coutra  Bailón  Flores   (a)  Romera  por  delito  de 

rebelión  y  abijeato. 


Sumario. — 1^  Las  declaraciones  tomadas  por  Juez  incom- 
petente y  no  ratificadas  ante  él  de  la  causa  no  hacen  fé. 

2®  En  materia  criminal,  cuando  la  confesión  calificada  no  se 
encuentra  contradicha  por  indicios  desfavorables  al  confesante, 
se  admiten  como  suficiente  prueba  de  la  calificación  los  in- 
dicios que.  la  favorecen. 
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Caso.— Bailón  Flores  (a)  Romera,  después  de  la  invasión 
de  los  rebeldes  en  la  Provincia  de  San  Juan  el  5  de  Enero  de 
1867,  se  incorporó  en  clase  de  alférez  á  la  gente  mandada  por 
el  gefe  rebelde  D.  Ramón  Flores. 

Por  este  hecho  y  porque  se  decia  que  habia  cometido  robo 
de  animales  en  el  Departamento-  de  Angaco,  fué  procesado 
por  el  juez  del  Crimen  de  San  Jdan,  ante  quien  se  tomaron 
las  declaraciones  de  los  testigos. 

Concluido  el  sumario,  se  pasó  la  causa  al  Juez  de  Sección, 
quien,  tomada  al  procesado  la  confesión,  confirió  vista  al  pro- 
curador fiscal. 

Este  acusó  á  Flores  como  reo  de  rebelión  y  de  hurto  cali* 
ficado,  y  pidió  contra  él  la  pena  de  seis  años  de  presidio  con 
arregló  al  artículo  14  de  la  ley  Nacional  penal,  y  á  la  ley 
8,  tít.  11,  lib.  8,  R.  C. 

Se  fundó  en  que  Flores  habia  confesado  haber  servido  en 
clase  de  alférez  á  los  rebeldes,  aunque  alegaba  haber  sido  vio- 
lentado á  ello,  pero  sin  que  existiese  prueba  de  la  violencia; 
y  que  varios  testigos  deponian  sobre  los  robos  cometidos  por 
el  acusado  á  mano  armada. 

El  defensor  del  reo  negó  la  existencia  del  hurto,  diciendo 
que  los  testigos  que  declararon  sobre  él  eran  enemigos  de 
su  defendido^  y  no  hablan  declarado  ante  el  juez  de  la 
causa. 

Y  respecto  del  delito  de  rebelión,  confirmando  el  descar- 
go hecho  en  la  confesión,  dijo  que  Flores  nb  era  respon- 
sable del  citado  delito,  porque  habia  sido  obligado  por  la 
violencia  á  servir  en  las  filas  de  los  rebeldes,  y  á  consecuen- 
cia del  bando  publicado  por  el  gefe  de  las  fuerzas  invaso- 
ras,  amenazando  con  la  pena  capital  á  los  que  rehusaran  en- 
rolarse^ en  aquellas. 

El  Juez  de  Sección  abrió  la  causa  á  prueba,  pero  no  se 
produjo  ninguna,  ni  se  ratificaron  los  testigos  que  declan- 
ron  ante  el  Juez  del  Crimen. 
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Fallo  del  Jíues  Scccioniil. 


San  Juan,  Abril  22  de  1869. 

Vista  esta  causa  criminal  contra  Bailón  Flores,  por  delito 
de  rebelión  y  hurto  de  caballos,  con  lo  espuesto  por  el  Fis- 
cal, alegado  por  el  defensor  del  reo  y  considerando  por  su 
mérito: 

1»  Que  por  las  declaraciones  del  sumario  y  confesión  del 
procesado  consta  legal  y  jurídicamente  el  hecho  de  haber 
formado  en  las  filas  de  los  rebeldes,  luego  de  la  invasión 
de  estos  el  5  de  Enero  del  año  67,  sirviendo  en  clase  de 
Alférez  en  la  gente  que  comandaba  el  gefe  rebelde  Ramor 
Flores. 

2^  Que  asimismo,  resulta  de  las  mismas  declaraciones 
que  al  siguiente  dia  de  la  invasión,  el  reo  acompañado  de 
5  individuos  armados  pasó  á  la  finca  ó  casa  de  D/Rude« 
cindo  Lucero,  arrebatándole  dos.  caballos  y  una  yegua  de 
su  propiedad, .  obteniendo  este  la  devolución  de  la  yegua 
en  la  noche  de  ese  dia  por  empeño  de  D.  Ramón  Vargas 
con  el  procesado  que  la  tomó  ensillada,  y  este  en  su  des- 
cargo dice  que  ocupado  de  peón  en  casa  de  Vargas  fué 
tomado  en  la  calle  (en  Angaco)  por  una  partida  de  los 
rebeldes,  haciéndole  incorporar  á  éstos  por  la  iuerza  y 
aun  dándole  de  palos,  siendo  en  seguida  mandado  con  los 
que  fueron  á  casa  de  Lucero  en  clase  de  soldado — lo  ^ue 
no  se  ha  justificado  en  el  tiempo  competente  para  exi- 
mirse del  cargo  que  resulta  de  las  declaraciones  de  Ru- 
decindo  Lucero  y  Pedro  Alfonso  que  presenciaron  el  h«5- 
cho. 

^0  Que  consta  también  de  las  declaraciones  de  José  Tor- 
res,  Pedro  Juan  Gonzales  y  Pepa  (Josefa)  Velazquez,  que 
el  procesado  á  la  cabeza  de   la  misma  partida  armada  se 
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introdujo  por  los  fondos  de  la  finca  de  D.  Domingo  Cano, 
al  cargo  entonces,  del  segundo  y  sustrajo  una  muía  del 
primero,  y  un  caballo  de  la  última,  habiéndose  convenido 
con  aquellos,  después  de  aprehendido  por  Torres  que  les 
daría  otros  animales  por  los  tomados,  ó  les  abonaría  su  va- 
lor, sin  haberse  realizado  el  convenio  por  falta  del  reo. 
Sobre  este  hecho  negado  absolutamente  por  el  procesado, 
afirmando  que  no  ha  ido  jamás  á  la  finca  de  Cano,  debe 
reputarse  convicto,  por  cuanto  la  declaración  de  González 
está  corroborada  por  la  de  los  dueños  de  los  animales  ro- 
bados, y  dan  suficiente  luz  y  evidencia  legal  del  hecho. 

40  Que  el  Procurador  Fiscal,  acusando  á  Flores  como 
reo  de  los  delitos  de  rebelión  y  hurto  calificado  pide  con- 
tra este  la  pena  de  6  años  de  presidio  con  arreglo  á  la 
ley  8,  tít.  11^  lib.  8,  R.  C.  que  en  lo^  casos  que  no  sean 
muy  graves  aconseja  la  conmutación  de  la  pena  capital  im- 
puesta por  la  pragmática  de  1734,  en  servicio  de  gale- 
ras la  cual  es  justa  y  arreglada  al  mérito  de  los  autos, 
por  cuanto  no  consta  que  el  procesado  haya  sido  reinci- 
dente en  este  delito. 

Omitiendo  otras  consideraciones,  fallo  definitivamente  juz* 
gando  y  declaro:  que  el  procesado  Bailón  Flores  es  reo 
responsable  de  los  delitos  de  rebelión  y  abíjeato  cometi- 
dos con  armas,  y  de  conformidad  á  la  ley  penal  de  14 
de  Setiembre  del  año  63  en  su  artículo  14  y  de  las  leyes 
citadas,  lo  condeno  á  la  pena  de  seis  años  de  presidio,  á 
la  indemnización  de  los  objetos  robados  y  pago  de  todas 
las  costas  del  proceso.    Hágase  saber  original  y  repónganse 

los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

El  defensor  de  Flores  apeló  y  ante  la  suprema  Corte 
alegó  que  respecto  á  los  robos  no  existia  prueba  alguna 
fehaciente  en  autos,  y  que  respecto  al  delito  de  rebelión 
existia  solo  su  confesión,  en  la  que  sin  embargo  esplicaba 
su  eonducta  de  un  modo  satisfactorio,  espresando   que  <  ha* 
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bia  sido  incorporado  por  la  fuerza  en  las  filas  de  los  re- 
beldeSt  de  las  que  se  escapó,  habiéndosele  tomado  otra 
vez  y  amenazado  de  muerte  si  no  seguía  al  servicio  entre 
los  soldados  de  D.   Ramón  Flores. 

El  Sr.  Procurador  General  contestó  que  los  testigos  del 
sumario  no  eran  atendibles  por  no  haberse  ratificado  ante 
el  Juez  de  Sección;  que  juzgando  la  causa  por  la  confe- 
sión del  acusado,  creia  que  si  la  primera  vez  que  le  to- 
nraron  los  rebeldes  fué  obligado  por  la  fuerza  á  seguirles, 
no  sucedió  lo  mismo  en  la  segunda,  en  que  fué  por  su 
voluntad  con  el  grado  de  porta,  separándose  de  los  rebel- 
des solo  después   de  la  derrota  de  San  Ignacio. 

Que  por  consiguiente,  debía  considerársele  como  agente 
de  la  rebelión  en  la  clase  de  mero  ejecutor,  sin  hacerle 
cargo  alguno  por  abijeato,  y  debia  modificarse  la  senten- 
cia apelada  condenando  á  Flores  á  dos  años  de  servicio 
militar  en  la  frontera. 


Fallo  de  I»  Suprema  Corte. 


Buenos(  Aires,  Agosto  19  de  1869. 

«    ■ 

Vistos,  y  considerando:  Primero,  que  no  habiéndose  ratifica- 
do ante  el  Juez  de  Sección  los  testigos  que  declararon  ame 
el  provincial  del  crimen,  no  puede  deducirse  de  estos  tes- 
timonios ningún  cargo  contra  el  procesado,  como  en  ca- 
sos análogos  lo  ha  declarado  la  Suprema  Corte,  y  lo  esta- 
blece en  el  presente  el  Sr.  Procurador  General:  Segundo^  que 
siendo  esto  así  no  queda  otra  prueba  de  la  culpabilidad  que 
se  le  imputa  en  la  acusación,  que  su  propia  confesión  de 
haber  formado  en  las  filas  de  los  rebeldes  que  obedecían 
á  Felipe  Várela,  escusándose  al  mismo  tiempo  con  las  es- 
cepciones  de  violencia  y  miedo  grave:  Tercero  que  es  doctrina 
admitida  en  materia  criminal,  que  cuando  la  confesión   ca- 


I 
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lificada  no  se  encuentra  contradicha  por  indicios  desfavo- 
rables al  que  la  hace,  se  admitan  á  este  como  suficiente 
prueba  de  la  calificación  los  indicios  que  le  favorecen: 
CiLatro^  que  este  es  el  caso  del  procesado  á  quien  no  se 
niega  que  antes  de  que  la  rebelión  se  posesionase  de  la 
Provincia  de  San  Juan,  vivia  honradamente  del  producto  de 
su  trabajo  personal;  y  que  después  de  este  acontecimiento 
se  halló  en  la  ciudad  cuando  se  publicó  la  proclamación 
que  amenazaba  con  la  liltima  pena  á  los  que  no  tomasen 
las  armas  en  su  servicio,  siendo  notorio  que  se  llevó  á 
efecto  esta  orden  incorporando  ai  ejército  rebelde  forzada- 
mente á  los  que  no  se  ofrecian  voluntariamente  á  seguir- 
lo; hachos  que  hacen  verosímil  la  violencia  y  el  miedo 
con  que  se  escepciona  el  procesado,  quien  ademas  tiene 
en  su  favor  los  servicios  que  prestó  a!  Gobierno  legal  des- 
pués que  se  separó  de  los  rebeldes  hasta  que  fué  licencia- 
do; por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
de  foja  treinta  y  nueve  vuelta  y  se  le  absuelve  de  toda 
culpa  y  cargo,  devolviéndose  la  causa  para  que  se  mande 
ponerlo  en  libertad. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.  —  Benito  Car* 

RASGO. 


I « 
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CAUSA   S.CIII.  (1) 


El  capitán  D.  Ángel  Zavalia  con  el  SíMntendenie  de  PoUda 
de  Córdoba  D.  José  M.  Aldao^  sobre  prisüm  de  un  Comi- 
sionado Nacional  é  indemnización  de  daños  y  ponidos. 


Sumario. —  U  La  prisión  de  un  Comisionado  Nacional  or- 
denada por  haber  este  cumplido  so  comisión,  es  un  acto  Me 
sedición  penado  por  una  ley  nacional. 

2»  Todas  las  acciones  civiles  y  criminales  nacidas  de  ese 
acto,  son  de  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales. 

8^  Los  Jueces  Nacionales  no  pueden  careoer.  de  jurisdicción 
para  amparar  á  los  agentes  del  Presidente  de  la  República, 
en  el  desempeño  de  sus  comisiones.    . 


Caso.  —  El  Tenienie  Coronel  de  la  Nación  D.  N.  Ayala, 
ordenó  al  Capitán  de  línea  D.  Ángel  Zavalia  que  prendiera  i 
un  desertor  llamado  Ventura  Reinoso^  que  se  hallaba  en  la 
ciudad  de  Córdoba. 

El  Capiftin  Zavalia  fué  y  cumplió  la  orden. 

El  Subintendente  de  Policía  de  Córdoba  D.  José  M.  Aldao 


(1)  Esta  causa  corresponde  al  afto  de  1868,  y  por  una  equivo- 
cación no  se  publicó  entonces. 
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dtó  al  Capitán  Za?a1ia  y  le  intimi  que  repnaiera  en  libertad 
á  Reinoso. 

El  Capitán  Za?alia  rebasó  obedecer  la  intimación,  y  el  Sub- 
intendente de  Policía  desarmó  y  puso  preso  á  aquel,  quedando 
en  la  cárcel  como  mes  y  medio. 

En  Tirtud  de  los  hechos  referidos  el  capitán  Za^alia  deman- 
dó i  D.  José  María  Aldao  ante  el  Juez  Seccional  de  Córdoba, 
para  que  fuera  condenado  á  indemnizarle  los  daños  y  perjui- 
cios por  la  injusta  prisión  que  le  habia  hecho  sufrir  y  que 
estimaba  en  4,000  ^  fuertes. 

Alegó  que  por  el  art.  2*  de  la  ley  sobre  competencia  de 
los  tribunales  nacionales,  cuando  una  autoridad  provincial 
pone  preso  i  un  individuo  que  obra  en  comisión  del  Gobier- 
no Nacional,  los  jaeces  federales  pueden  mandar  poner  al 
preso  en  libertad,  si  la  prisión  se  ordaia  por  persona  no 
autorizada  por  la  ley. 

Que  esta  disposición  acuerda  una  prerogativa  á  los  que 
obran  en  comisión  de  Gobierno  Nacional,  y  cuando  ella  es 
violada  en  la  persona  del  comisionado,  este  tiene  derecho  á 
exigir  no  solo  la  libertad,  sino  también  la  indemnización  de 
los  perjuicios  que  sufre. 

Que  ese  derecho  está  autorizado  por  el  art.  91  de  la  ley 
nacional  penal. 

Qae  el  caso  era  de  la  competencia  federal  por  razón  de 
la  materia,  pues,  poniéndose  en  tela  de  juicio  la  constítu- 
cionalidad  de  su  prisión,  surgia  el  conflicto  entre  la  orden 
de  una  autoridad  de  Estado  con  una  ley  del  Congreso  y  en 
la  prerogativa  que  esta  acuerda  al  comisionado  por  una  au- 
toridad nacional ;  y  este  conflicto  solo  podía  ser  decidido  por 
los  tribunales  de  la  Nación. 

Conferido  traslado,  Aldao  después  de  haber  reconocido  el 
hecho  de  la  prisión,  y  espaesto  las  razones  de  su  procedi- 
miento, negó  al  Juzgado  de  Sección  la  competencia  para 
conocer  en  esta  cansa,  por  tratarse  en  ella  de  la  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios,  que  era  una  acción  personal,  y 
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que  debía  ser  juzgada  por  el  fuero  de  las  personas,  desapa* 
reciendo  él  de  la  causa. 


Fallo   del  Suem  Seccional. 


Córdoba,  Diciembre  5  de  1867. 

No  compitiendo  á  este  Juzgado  el  conocimiento  de  la  pre- 
sente demanda  por  daños  y  perjuicios,  por  ser  entre  perso- 
nas vecinas  de  una  misma  Provincia;  y  aunque  ella  deriva  de 
la  prisión  en  que  el  demandante  fué  constituido  por  el  deman- 
dado, y  que  este  Juzgado  á  requisición  de  parte  declaró  or- 
denada por  autoridad  incompetente  mandando  poner  al  preso 
inmediatamente  en  libertad,  de  conformidad  con  la  disposi- 
ción contenida  en  el  art.  20  de  la  ley  sobre  competencia  y 
jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales,  como  este  articule 
solo  establece,  inspirado  en  el  mandamiento  del  habeos  corpas 
norte-americano  y  en  el  interdicto  Romano  de  homine  libero 
exhíbendOy  la  facultad  en  el  juez  de  reponer  instantáneamente 
en  el  ejercicio  de  su  libertad  privada  á  los  individuos  presos 
por  persona  ó  autoridad  que  no  esté  facultada  por  la  ley, 
sin  que  esto  importe  radicar  jurisdicción ;  el  que  obtuviese 
un  mandamiento  de  libertad  en  los  casos  del  art.  20,  antes 
citado,  si  trata  de  perseguir  el  delito  de  violencia  contra  su 
persona  ó  de  cobrar  daños  y  perjaicios,  debe  ocurrir  enton- 
ces y  en  virtud  del  mandamiento  de  libertad,  al  Juez  com- 
petente por  razón  del  lugar  donde  se  cometió  el  hecho,  ó 
de  la  persona  que  lo  ejecutó:  por  estas  consideraciones 
ocurra  el'  demandado  donde  corresponda. 

5.  Jf.  Laspiur.   , 

Zavalia  apeló,  diciendo  que  apnqne  la  jurisdicción  de  que 
se  trata  no  está  acordada  por  ley   espresa,  ella  naee  de  las 
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faeoltades  que  el  Gobierno  General  debe  tener  pan  cumplir 
loa  deberea  que  le  ha  impueato  la  voluntad  del  pueblo  y  ga- 
rantir laa  prerogatívaa  acordadaa  por  la  ley. 

Que  8i  laa  atríbucionea  del  Poder  Judicial  hablan  de  limi- 
tarse á  la  simple  libertad  del  empleado  Nacional,  aerian  iln- 
aorioa  los  propósitos  y  objetos  del  recurso  Aafteú»  carpus 
creado  por  la  ley. 

Que  la  jurisdicción  nacional  en  este  caso  es  una  facultad 
que  se  deriva  por  implicación,  como  dicen  los  estadiataa 
norte-americanos,  de  los  poderes  que  el  Gobierno  debe  tener 
para  que  sea  útil  su  existencia,  y  eficaz  su  acción. 

Que  la  acción  del  Gobierno  General  seria  á  cada  pasó 
anulada,  si  hubiese  de  ocurrirse  á  los  Tribunales  de  catorce 
Estados  independientes  en  demanda  de  satisfacción  por  las 
infracciones  del  art.  20  de  la  ley  sobre  competencia  que  es 
nacional,  y  que  tiene  por  principal  objeto  hacer  espedita  la 
acción  del  Gobierno  Nacional,  y  que  es  la  única  que  acuer- 
da el  privilegio  de  su  testo. 

Que  la  sanción  que  puede  tener  el  art.  20  es  la  satisfacción 
por  sus  infractores,  de  los  perjuicios,  y  no  podia  creerse 
que  la  ley  hubiese  acordado  el  privilegio  á  los  empleados 
nacionales,  y  negado  á  sus  tribunales  la  facultad  de  hacer 
caer  su  sanción  sobre  los  infractores  de  aquel. 

La  Suprema  Corte  dio  vista  al  señor  Procurador  General, 
quien  contestó  que  la  prisión  del  capitán  Zavalia  fué  un 
acto  de  verdadera  sedición  reprobado  y  penado  por  la  ley 
del  Congreso  de  14  de  Setiembre  de  1863  en  su  art.  20, 
inciso  2<* ;  que  todas  las  acciones  que  nacian  de  aquel  acto 
de  prisión,  crijninalea  ó  civiles,  eran  regidos  por  la  ley  del 
Congreso  que  lo  condenaba,  y  (entraban  en  la  competencia 
del  Juzgado  de  Sección  en  virtud  del  art.  2^,  inciso  1*,  de 
la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Na- 
cionales. 

Que  no  podia  concebirse  que  los  Jueces  Nacionales  care- 
cieren de  jurisdicción  para  amparar  i  los  agentes  del  Presi- 
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denle  de  la  República  en  el  desempeño  de  ana  comiaionea, 
poea  quedaría  desarmado  el  Poder  Nacional  para  el  cum- 
plimiento de  sus  airibuciones  consiiiucionales. 

Que  por  estaa  razones  debía  declararse  competente  al  Juzga- 
do de  Sección  para  conocer  en  la  demanda  del  Capitán  Za- 
valia. 


Vullo  de   1»  ñupvmmm  €>owim. 


Buenos  Aires,  Agosto  25  de  1868. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
catorce ;  }  satisfechas  las  costaa  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse al  Juzgado  de  Sección  para  que  conozca  y  resuel- 
va lo  que  fuere  de  derecho. 

Francisco  de  us  Carreras. — Salvador 
M.  DEL  Carril.  —  Francisco  Delgado. 
—-José  Barros  Pazos.— -Josa  B.  6o- 

*  • 

R0STU6A. 
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CAUSA  JLCín^'. 


Capüan  del  buque  inglés  ^Island  Maidí 
y  &  por  cobro  de  estadios. 


Sumario. — ^La  Soprema  Cdrte  carece  de  jarísdiceion  por 
apeladon  en  las  causas  de  menor  caantía. 


Caso. — ^D.  Hignel  Carlett,  capitán  del  boqne  inglés  tls- 
land  Haid»  demandó  ante  el  Jaez  Federal  de  Buenos  Ai- 
res, á  los  Señores  Dogoid  7  C^  por  la  soma  de  176  ^  fts. 
40  cts.  con  intereses  y  costas,  por  9  dias  de  estadías  en 
nn  cargamento  de  carbón  de  piedra,  acompañando  i  la  de- 
manda nn  conocimiento  en  idioma  inglés  sin  firma  alguna. 


■Mío  drt  JFveB  d«  8ceei— « 


Con  arreglo    al   articulo  1211    del  Cddigo  de  Comercio, 

acompañe  esta  parte  un  ejemplar  del  conocimiento  original, 

y  se  proveerá. 

Zavaleta. 

El  demandante  espuso  que  el  ejemplar  que  eiije  el  Có- 
digo era  el  acompañado;  y  que  en  Inglaterra  era  práctica 


que  el  ejemplar  retenido  por  el  capitán,  fuese  solo  firipado 
por  él,  y  el  de  los  cargadores  por  el  capitán.    Pidió  revo- 
cación ó  apelación  en  su  subsidio. 
Concedida  la  apelación  se   dictó  este — 


FaUo  de  1»  ñwpr^wam  Cówim. 


Buenos  Aires,  Agosto  21  de  1869. 

Vistos:  Siendo  esta  cansa  de  menor  cuantía,  con  arreglo 
al  artículo  cuatro  de  la  ley  sobre  competencia  y  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales  Nacionales,  devuélvase. 

FrAIIGISCO   PX  lAS  CaRRERAS.-'-SílLYADOR 

M.  peí.  Carril. — Francisgo  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasgo. 
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*     I    . 


CAUSA    ILDWW, 


Dan  GuiUeriiío  de  Oro  contra  Poto  y  Fernandez, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1*  El  aso  y  práctica  mercanliles  de  una  plaza 
solo  se  aplica  á  la  ioterpretacion  de  los  cooiratos  eo  casos 
de  igaal  naturaleza. 

2<^  Tanto  mas  rigorosa  debe  ser  -la  observancia  de  esta 
regla,  cnanto  mas  se  desvie  de  la  inteligencia  usual  en  los 
casos  particulares,  del  sentido  propio  y  natural  de  las  pala- 
bras que  empleen  los  contratantes. 

3»  No  infiere  agravios  una  sentencia-  qua  no  [manda  dar 
lo  que  la  parte  no  pidió,  y  que  el  Juez  no  podia  ordenar  de 
oficio. 

4^  En  un  contrato  de  venta  mercantil,   el  vendedor  solo 

puede  reclamar  los  perjuicios  que   sean   una  consecuencia 

directa  é  inmediata  de  la  retención  del  precio. 

5<»  El  litigante  temerario  debe  ser  condenado  en  las  costas 
del  juicio. 


Caso. — Don  Guillermo  de  Oro,  argentino,  demandó  ante  el 
Juez  de  Sección  en  San  Juan  {á  los  señores  Pozo  y  Fernan- 
dez para  que  fuesen  condenados  á  firmar  un  pagaré  por 
36,433  pesos  papel  de  Buenos  Aires  y  las  costas  del  juicio, 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  465 

por  anas  mercaderías  que  Íes  habia  vendido  con  un  38% 
sobre  costo  de  factura,  y  en  un  otrosí  espresó  que,  debien* 
do  partir  inmediatamente  para  el  litoral,  pedia  los  indem- 
nizaran los  ^¿perjnicios  consiguientes,  si  los  demandados  con 
su  negativa  lo  obligaban  á  demorarse. 

Pozo  y  Fernandez  contestaron  que  el  negocio  se  habia  he- 
cho con  un  38%  sobre  los  pesos  fuertes,  ó  sea  138  ^  bol. 
por  cada  100  fts. ;  j  que  no  habría  podido  ser  de  otro  modo, 
porque  las  mercaderías  eran  restos  de  una  factura  llevada  de 
Buenos  Aires,  que  habia  sida  desflorada  por  el  demandante, 
á  lo  que  se  agregaba  que  el  uso  corriente  de  la  plaza  era, 
cuando  se  vendia  con  un  tanto  por  ciento  sobre  factura,  en- 
tendido el  pago  en  boliviano,  que  era  la  única  moneda  cor- 
riente en  San  Juan. 

Pidió  se  rechazara  la  demanda  con  costas. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  los  términos  del  contrato 
de  compra  venta,  respecto  de  la  cláusula  del  38  %  sobre  el 
precio  de  factura,  y  con  la  producida  por  ambas  partes  se 
dictó  este 


l*allo  del  JneB  de  Becelon. 


San  Juan,  Hayo  11  de  1869. 

Vistos  estos  autos  entre  Don  Guillermo  de  Oro  y  los  Srs. 
Pozo  y  Fernandez  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de 
venta  de  artículos  de  comercio,  por  lo  alegado  y  probado  por 
las  partes,  resulta  de  los  autos    (o  siguiente: 

En  virtud  de  venta  hecha  por  Oro  á  Pozo  y  Fernandez 
de  una  factura  de  mercaderías,  tomadas  por  aquel  en  la  plaza  de 
Buenos  Aires,  fijando  por  (precio,  un  treinta  y  ocho  por 
ciento  mas  sobre  el  de  factura,  y  pagadero  á  plazos,  el  ven- 
dedor Oro  reclama  de  los  compradores  se  le  otorguen  los 
documentos  ó  pagarés  correspondientes  con  arreglo  al  con- 
trato y  para  su  resguardo,  agregando  que  estos  se  resisten  á 
X,  Yu  32 
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hacerlo  después  de  haberse  recibido  de  las  mercaderías,  por 
cuanto  euiieuden,  que,  el  treinta  y  ocho  por  ciento  sobre  facr- 
turaj  insoria  que,  reducido  el  papel  moneda  de  Buenos  Ai- 
res con  que  figura  ésta  á  pesos  fuertes^  por  cada  cien  pesos 
de  esta  moneda^  deben  ciento  treinta  y  ocho  pesos  bolivianos^ 
pretencion  que  no  puede  admitir  por  ser  contra  el  sentido 
literal  del  convenio. 

Por  su  parte  los  compradores  Pozo  y  Fernandez,  contes- 
tando la  demanda,  dicen  que  ellos  han  estado  y  están  pron- 
tos á  firmar  en  favor  de  Oro  lob  pagarés  con  arreglo  al 
contrato,  pero  que  este  exige  el  treinta  y  ocho  por  ciento 
sobre  principal^  reduciendo  los  precios  de  factura  á  boliviano 
sin  entrar  en  cuenta  la  diterencia  de  moneda,  contra  la  con- 
venida en  el  contrato,  y  el  uso  y  costumbre  de  esta  plaza, 
que  en  las  ventas  al  tanto  por  cielito  sobre  principales,  com- 
prende las  costas  de  conducción,  derechos  aduaneros,  y  dt- 
ferencia  de  moneda.  Que  esta  práctica  establecida  entre  co- 
merciantes cuando  las  facturas  proceden  de  Chile  y  llevan 
los  precios  de  la  moneda  de  esta  República,  debe  entenderse 
observada  también  en  este  caso,  pues  la  factura  covnprada 
con  precios  de  Buenos  Aires  necesita  convertirse  á  la  mone- 
da Nacional  del  peso  fuerte  para  abonarse  en  boliviano  con 
el  tanto  por  ciento  convenido,  y  que  para  entenderse  que 
debía  reducirse  á  Boliviano ,  habría  sido  necesario  fijar  en  el 
contrato  de  compra  el  precio  de  la  onza  de-  oro,  en  esta 
moneda,  lo  que  no  se  ha  hecho.  Agregan  los  mismos  que 
solo  en  este  sentido  pudieron  ellos  comprar  restos  de  una 
factura  que  puesta  ya  en  venta  por  Oro  habia  sido  deflorada. 

Abierta  la  causa  á  prueba  sobre  los  términos  del  contrato 
de  venta,  por  la  confesión  de  las  partes,  y  la  producida  por 
ambos  resulta  suficientemente  acreditado  que  la  venta  se  ce- 
lebró por  el  precio  de  factura  ó  de  principal  con  un  treinta 
^  ocho  por  ciento  de  aumento,  sin  determinar  la  manera  de 
reducción  para  el  pago  ni  menos  la  diferencia  de  moneda. 

Queda  pues  reducida  la  cuestión  á  saber  si  la  cláusula  del 
contrato  de  venta  de  las  mercaderías  que  son  materia  de  eate 
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juicio  que  d¡c(\  c  al  precio  de  un  treinta  y  ocho  por  ciento 
sobre  factura  ó  principal^  debe  entenderse  que  el  aumento 
es  en  la  misma  moneda  de  la  factura,  6  su  equivalente,  ó  si 
reducida  á  pe^os  fuertes^  debe  entenderse  comprendida  la 
diferencia  de  esta  moneda  con  la  boliviana  corriente  en  el 
lugar  del  contrato. » 

Los  testigos  de  Pozo  y  Fernandez  contestando  á  la  sesta 
pregunta  del  interrogatorio,  declaran  unifórmente  que  es  de 
uso  y  costumbre  en  esta  plaza  hacer  las  compras  en  el 
sentido  de  la  úllima  inieligencia,  pero  se  reGeren  á  las  com- 
pras de  facturas  en  moneda  chilena,  como  lo  espresa  el 
ejemplo  puesto  en  la  misma  pregunta,  porque  el  comercio 
de  esta  plaza  con  Chile  es  mas  activo  y  constante  que  con  la 
de  Buenos  Aires. — Ahora  bien,-  siendo  la  factura  en  cuestión 
en  papel  moneda  de  Buenos  Aires,  no  puede  pues  invocarse 
la  costumbre  de  lo  que  sucede  con  la  de  Chile,  por  ser  un 
caso  diferente. 

Exigir  la  diferencia  de  moneda  entre  el  peso  boliviano  y 
el  fuerte,  es  exigir  diferencia  de  una  moneda  que  no  ha 
figurado  en  ningún  sentido  en  el  contrato  de  venta,  siendo 
la  factura  en  papel  moneda,  y  debiendo  hacerse  el  pago  del 
precio  en  boliviano,  y  el  peso  fuerte  traido  por  Pozo  y  Fer- 
nandez para  hacer  la  diferencia  no  tiene  razón  de  ser,  ni  vale 
el  argumento  de  que  no  se  ha  determinado  en  el  contrato 
el  precio  de  la  onza  para  convertir  el  papel  en  boliviano, 
porque  á  falta  de  convenio  especial,  debe  hacerse  con  arre- 
glo al  corriente  en  plaza  en  el  tiempo  y  lugar  del  contrato. 

A  osto  se  agrega  que  para  la  verdadera  inteligencia  de 
una  cláusula,  en  un  contrato,  entre  comerciantes,  debemos 
sugetarnos  á  la  intención  de  las  partes  ó  á  la  naturaleza  de 
los  contratos  y  á  las  reglas  de  equidad,  incisos  1^,  3^  y  5^, 
del  art.  296  del  Código  de  Comercio. 

La  compra  venta  entre  comerciantes  supone  alguna  ganan- 
cia para  el  que  vende  y  el  que  compra,  porque  este  contrato 
por  su  naturaleza,  tiene  por  objeto  el  lucro,  y  si  se  enten* 
diera  la  venta  en  cuestión  en  el  sentido  que  pretendeq  Pozo 
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y  Fernandez,  resultaría  pérdida  para  el  vendedor  Oro,  paes 
tomado  los  términos  medios  sobre  los  costos  de  fletes,  di- 
ferencias de  moneda,  é  intereses  por  el  tiempo  que  dure  el 
viaje  de  Buenos  Aires  hasta  esta  plaza,  los  artículos  de  co- 
mercio tendrían  cuando  menos  el  recargo  de  un  cuarenta  por 
ciento.  Por  el  contrario  no  tomando  en  cuenta  la  diferencia 
de  la  moneda  como  lo  pretende  Oro,  ha;  una  ganancia  á  su 
favor,  de  un  veinte  y  cinco  ó  veinte  y  seis  p3r  ciento,  que  es 
moderada  y  equitativa  en  el  comercio  en  general,  y  permite 
algún  lucro  al  comprador  en  su  venta  al  menudeo. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten,  fallo,  de- 
finitivamente juzgando  y  declaro :  que  él  treinta  y  ocho  por 
ciento  sobre  factura^  ó  principales  con  que  Don  Guillermo 
de  Oro  vendió  las  mercaderías  corrientes  á  fojas  i^  y  2^  de 
los  autos  á  los  señores  Pozo  y  Fernandez  debe  entenderse 
reduciendo  el  papel  moneda  á  boliviana,  tomando  por  base 
la  onza  de  oro  al  precio  corriente  de  la  misma  en  esta  plaza 
á  la  fecha  del  vencimiento  del  plazo,  de  conformidad  á  los 
artículos  citados  del  Código  de  Comercio.  Hágase  saber  ori- 
ginal y  cada  parte  pague  sus  costas. 

Natanael  Morcilla. 

Esta  sentencia  fué  apelada  por  las  dos  partes : 

Oro  pidió  su  confirmación,  debiendo  agregarse  las  siguien- 
tes condenaciones  por  daños  y  peijuicios : 

1^  Los  intereses  desde  el  dia  en  que  debieron  vencer  los 
pagares  porque  en  ningún  caso  ha  habido  razón  para  la  de- 
tención del  capital  de  que  habian  usufructuado  los  deman- 
dados. 

2^  Los  gastos  de  viaje  á  Buenos  Aires  para  ocurrir  á  estar 
á  derecho  en  este  pleito. 

3»  Todas  las  costas  del  juicio  por  haber  litigado  con  te- 
nierída<l   los  señores  Pozo  y  Fernandez. 

Pozo  y  Fernandez  pidieron  se  revocara  la  sentencia  en  to- 
das sus  partes^  por  haber  sido  el  contrato  á  razón  de  138  ^ 
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bolivianos  por  t^ada  i(M  fuertes  conforme  al  uso  y  práctica 
en  San  Juan  en  los  casos  análogos,  como  resultaba  de  la 
prueba  producida  en  1^  instancia  respecto  á  varias  compras 
de  facturas  introducidas  de  Chile  á  la  Provincia  de  San  Juan. 


Fallo  lie  1»  Suprema  f^orte. 


Buenos  Aires,  Agosto  26  de  1869. 

Vistos,  y  considerando  respecto  de  los  agravios  en  que 
fundan  su  apelación  los  señores  Poxo  y  Fernandez :  Primero^ 
que,  según  el  inciso  sesto  del  articulo  doscientos  noventa  y 
seis  del  Gctdigo  de  Comercio,  el  uso  y  práctica  de  una  plaza 
solo  se  aplica  á  la  iiiterpreíacion  de  los  contratos  en  casos  de 
igual  fiaturaleza ;  y  que  tanto  mas  rigorosa  debe  ser  la  ob- 
servancia de  esta  regla,  cuanto  mas  se  desvie  la  inteligencia 
usual,  en  los  casos  particulares,  del  sentido  propio  y  natural 
de  las  palabras  que  han  empleado  los  contratantes,  como  su- 
cedería sí,  en  las  compras  dé  facturas  introducidas  de  la  Repú- 
blica de  Chile  á  la  Provincia  de  San  Juan,  el  tanto  por  ciento 
sobre  su  costo,  sin  referencia  á  usos,  se  calculase  de  la  manera 
que  aseveran  los  apelantes;  Segundo^  que  es  á  ellos  á  quienes 
les  correspondía  la  prueba,  que  no  han  producido,  de  que 
la  misma  interpretación  dá  el  uso  general  de  aquella  plaza  á 
igual  estipulación  sobre  facturas  llevadas  de  esta,  donde  la 
moneda  corriente  es  distinta,  como  son  distintos  los  fletes  y 
demás  gastos  que  recargan  su  costo  primitivo ;  Tercero^  que 
las  demás  circunstancias  que  se  alegan  para  rebajar  el  precio 
de  la  venta,  no  pteden  oscurecer  el  sentido  claro  y  preciso 
de  la  estipulación  confesada  á  foja  veinte,  ni  modiGcar  las 
obligaciones  que  por  ella,  los  compradores  voluntariamente 
se  impusieron.  —  Considerando  respecto  de  la  apelación  in- 
terpuesta del  mismo  auto  definitivo  pur  Don  Guillermo  de  Oro; 
Primero^  que  este  no  pidió  al  Juez  de  Sección  que  mandara 
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abonarle  intereses,  ni  mas  indemnización  de  perjaicios  qne 
•  ios  qne  pudieron  resoltarle,  si  se  le  impidiese  un  viaje  que 
proyeetaba  para  el  litoral,  lo  que  no  tuvo  lugar,  y  que  no 
ha  recibido  agravio  porque  no  se  le  mandó  dar  lo  que  no 
solicitó,  y  el  Juez  no  podia  ordenar  de  oficio;  Segwido^ 
pero  que  resultando  de  la  cuenta  de  foja  primera,  no  contra- 
dicha, que  el  plazo  de  los  pagarés  que  debían  otorgarle  los 
compradores  venció  después  de  la  demanda,  el  último  de  AWíI, 
y  no  constando  que  est(»s  hayan  hecho  pago  ó  consignación 
del  precio ;  con  arreglo  al  articulo  doscientos  veinte  y  cuatro 
de  la  ley  de  procedimientos,  se  le  deben  los  intereses  mora- 
torios  que  pide  en  esta  segunda  instancia  desde  el  dia  en  que 
se  notificó  á  Pozo  y  Fernandez  el  auto  apelado ;  Tercero,  que 
no  puede  atribuir  del  mismo  modo  á  sus  contrarios  la  oca- 
sión del  viaje  que  dice  haber  hecho  para  estar  á  derecho 
en  esta  instancia,  tanto  porque  al  principio  del  pleito,  la 
tenia  proyectado,  y  pedia  indemnización  sí  se  le  impedia, 
cuanto  porque  él  es  apelante,  y  por  consiguiente  causante 
también  de  la  instancia,  y  últimamente  porque  no  era  necesa- 
rio para  proseguirla,  pudiendo  haberlo  hecho  por  apoderado; 
Cuarto,  que  los  demás  perjuicios  que  alega,  no  son  una 
consecuencia  directa  é  inmediata  de  la  retención  del  precio, 
ni  nacidos  de  causas  posteriores  al  auto  apelado,  como  era  me- 
nester para  que  pudiera  invocar  el  articulo  citado  de  la  ley  de 
procedimientos ;  Quinto^  que  respecto  de  las  costas  que  tam- 
bién pide,  es  justo  se  le  abonen  las  de  la  primera  instancia  ; 
pues  habiendo  reducido  su  demanda  á  que  se  le  otorgasen 
los  pagaros  y  se  le  pagasen  las  costas  en  la  forma  convenida, 
hubo  temeridad  en  resistirla,  y  debió  aplicarse  á  los  deman- 
dados la  pena  de  los  que  litigan  sin  derecho  aparente ;  por 
estos  fundamentos  y  los  del  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y 
dos,  se  confirma  este,  declarándose  además,  que  los  señores 
Pozo  y  Fernandez,  deben  abonar  á  Don  Guillermo  de  Oro,  las 
costas  de '  la  primera  instancia  y  el  interés  corriente  en  la 
Provincia  de  San  Juan  desde  el  dia  en  que  se  les  noiific<5 
dicho  auto  basta  aquel  en  que  verificaren  el  pago ;  y  satisfe- 
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chas  las  costas  de  la   présenle  y  repuestos   los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M.  DEL  Carril. —Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 


CAVflA   ILCW. 


Dan  Matías  Silva  contra  Don  Rafael  Cárdenas^ 
sobre  construcción  de  obras. 


Sumario.  —  i^  Dos  á  mas  testigos  contestes  y  refiriéndose 
en  sus  dichos  ó  hechos  personales^  establecen  plena  prueba 
sobre  los  puntos  que  declaran. 

2^  La  revocación  de  poder  hecha  á  un  testigo  contrario 
no  es  tacha  legal  contra  este. 

3""  Debe  preferirse  la  declaración  de  los  testigos  que  con- 
testan directamente  sobre  la  existencia  de  un  hecho  positivo, 
á  la  de  aquellos  que  la  niegan. 

4o  La  ley  9^  tít.  15,  lib  4P^  R.  C.  en  las  palabras  €y  otros 
o/iciales  mecánicos  >  no  se  refiere  á  las  constructores  que  to- 
man una  obra  por  un  tanto. 
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5»  Estas  se  asemejan  mas  á  los  empresarios,  que  á  los 
simples  albauiles. 


Caso.  —  D.  Matías  Silva,  oríentaU  y  D.  Rafael  Cárdenas, 
argentino,  celebraron  en  18  de  Setiembre  de  1863  un  con- 
trato de  obras,  por  el  cual  Silva  se  obligó  á  construir  una 
casa  en  la  calle  del  Perú  núm.  494,  para  D.  Rafael  Cárde- 
nas, con  arreglo  al  plano  entregado  por  este,  debiendo  ser  dos 
piezas  y  un  zaguán  en  el  medio  de  ellas  en  todo  el  frente 
de  la  calle,  dos  otras  piezas  en  seguida  de  las  primeras.  Se 
estipuló  la  calidad  de  las  maderas,  mezclas  A",  se  couvino 
en  que  debian  hacerse  los  reboques  por  dentro  y  fuera,  pin- 
tarse las  puertas  y  ventanas,  blanquearse  todo  dentro  y  fuera 
con  dos  manos  de  pintura ,   todo  por  55,000  ^  m/c. 

En  21  de  Enero  de  1869  Silva  alegando  que  por  orden 
de  Cárdenas  habia  hecho  algunas  obras,  fuera  de  lo  estipu- 
lado, á  saber,  los  adornos  del  frente  de  la  casa,  las  balus- 
tradas  y  barandas  del  mismo,  las  molduras  del  zaguán  y  del 
patio,  y  una  mano  de  pintura  que  se  habia  dado  demás  á 
todas  las  puertas  de  la  casa :  y  que  Cárdenas  no  le  queria 
pagar  mas  que  la  euma  de  55,000  ^  mencionada ;  demandó  á 
este  para  que  fuera  condenado  á  pagarle  el  valor  de  las  citadas 
obras  según  la  tasación  que  se  verificaría  por  peritos  con 
intereses  y  costas. 

Conferido  traslado,  Cárdenas  contestó  que  él  habia  contra- 
tado solo  las  obras  de  que  trataba  el  convenio,  y  no  recor- 
daba si  las  mencionadas  por  Silva  estaban  ó  no  en  el  plano 
que  estaba  en  poder  de  Silva. 

Que  adr'inás  hacia  cinco  años  que  Silva  le  habia  entregado 
concluida  la  casa,  y  por  la  ley  9,  tít.  15,  lib.  A^,  R.  C.  las 
deudas  procedentes  de  obras  mecánicas  quedaban  prescríptas 
con  el  lapso  de  tres  años. 

Por  lo  que  debía  rechazarse  la  demanda  con  cosías. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  los  siguientes  puntos: 
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1<'  Si  se  habían  hecho  realmente  las  obras  que  se  decian 
ejecutadas  fuera  del  convenio. 

i<^  Si  fueran  hechas  por  encargo  de  Cárdenas. 

El  primer  punto  fué  probado  por  la  confesión  de  Cárde- 
nas, quien  declaró  ignorar  solo  si  se  dio  la  otra  mano  de 
pintura,  por  un  testigo  (Gerónimo  Canessa)  que  declaró  lo 
mismo,  y  por  tres  testigos  (Vicente  Lores,  Estevan  Faccio  y 
Dionisio  Rivero)  que  declararon  ser  ciertas  todas  las  obras 
mencionadas  por  Silva. 

El  segunde  punto  iué  probado  por  la  declaración  de  los 
testigos  (Canessa  y  Faccio). 

El  demandado  probó  por  la  declaración  de  tres  testigos 
(Felipe  Berger,  Mariano  Rocamora  y  Zoilo  Aldecoa)  que  las 
obras  ejecutadas  por  Silva  fueron  convenidas  por  la  suma 
de  55,000^;  y  que  en  !<>  de  Enero  de  1865  estaba  conclui- 
das de  todo  punto. 

Silva  tachó  al  testigo  Berger  por  ser  primo  hermano  polí- 
tico de  Cárdenas,  y  á  aquel  y  Rocamora  por  falsedad  en  su 
dicho,  porque  no  tenian  conocimiento  alguno  del  asunto. 

Los  testigos  Martin  Ramos  y  Toribio  Espinosa  declararon 
que  habian  oido  á  la  señora  de  Bt^rger  que  era  pariente  de 
Cárdenas ;  y  que  Rocamora  les  habia  dicho  que  habia  de- 
clarado á  instancia  de  Cárdenas. 

El  demandado  tachó  al  testigo  Faccio-  por  hallarse  en  pleito 
con  él,  y  al  testigo  Lores  por  haber  sido  su  apoderado  y 
haberle  revocado  el  poder. 


Falle  del  Jura  Beccieiuil. 


Buenos  Aires,  Junio  15  de  1869. 

> 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Matías  Silva  y  D. 
Rafael  Cárdenas,  demandando  el  primero  por  el  valor  de  las 
obras  espresadas  en  su  escrito  de  f.  15,  las  que  dice  haber 
ejecutado  fuera  de  lo  cofhrenido   en  el  contrato  de  f.  1*,  y 
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por  encargo  de  Cárdenas,  y  negando  este  esta  áliima  circunstan- 
cia oponiendo  además  la  prescripción  por  el  transcurso  de  roas 
de  tres  años  desde  que  quedaron  terminados  todos  los  tra- 
bajos, y  considerando :  I"*  Que  se  haya  reconocido  por  Cár- 
denas á  f.  28  absolviendo  la  primera  posición  del  pliego 
de  f.  27,  que  Silva  trabajó  en  el  frente  de  la  casa  calle  de 
Perú  ndm.  494  algunos  adornos,  los  que  consisten  en  los 
espresados  en  el  escrito  de  f.  15;  ^^  Que  del  contrató  de 
f  1^  se  desprende  que  Silva  estaba  solamente  obligado  A 
hacer  el  frente  liso  :  pues  espresándose  en  él  algunos  detalles 
sobre  la  solidez  y  buena  calidad  del  edificio,  se  guarda  silen- 
cio sobre  los  adornos  del  frente ;  3^  Que  existiendo  por  esta 
circunstancia,  un  principio  de  prueba  por  escrito,  pues  no 
es  presumible  que  Silva  ejecutase,  por  su  propia  voluntad  y 
sin  retribución  alguna,  una  obra  mas  costosa  que  á  la  que 
estaba  obligado  por  su  contrato,  viene  en  seguida  la  prueba 
testimonial  dada  por  Silva  á  establecer  plenamente  la  exis- 
tencia del  contrato,  que  había  manifestado  en  su  demanda; 
4^  Que  en  cuanto  á  esta  última  D.  Vicente  Lores  á  f.  28 
vuelta,  Gerónimo  Canessa  f.  80,  y  Estevan  Faccio  f.  30,  de- 
clarando contestes  sobre  las  preguntas  del  interrogatorio  de 
f.  25,  y  refiriéndose  en  las  razones  de  sus  dichos  ó  hechos 
propios  y  personales  de  los  declarantes,  establecen  plena 
prueba  sobre  los  puntos  que  declaran ;  5^  Que  de  estas  de- 
claraciones resulta  que  Cárdenas  encargó  á  Silva  que  ejecu- 
tase un  frente  mas  adornado  que  el  que  habian  convenido 
antes,  y  que  se  comprometió  á  pagar  el  valor  de  él ;  &>  Que 
en  cuanto  á  la  mano  de  pintura  de  más,  que  reclama  Silva, 
las  declaraciones  de  los  testigos  Lores,  Faccio  y  Rivero  á 
f.  32,  están  también  conformes  en  que  fué  encomendada  por 
Cárdenas ;  7^  Que  las  tachas  opuestas  por  este  último  á  los 
testigos  Lores  y  Faccio,  al  primero  por  estar  en  pleito  coq 
éU  y  al  segundo  por  haberle  revocado  un  poder  que  le  dio 
en  un  pleito  ante  los  Tribunales  de  la  Provincia  en  un  asunto 
de  arrendamientos,  no  han  sido  justificadas  y  la  segunda  no 
es  ul  tacha  aun  cuando  fuese  pAbada ;  8°  Que  aunque  no 
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lo  han  sido  tampoco  las  que  Silva  opuso  á  los  testigos  Felipe 
Berger  y  Mariano  Rocamora,  presentados  por  Cárdenas,  por 
cuanto  de  las  declaraciones  de  foja  36  vuelta  no  re- 
sulta el  grado  de  parentesco  del  primero  y  en  cuanto  al 
segundo  no  es  verdadera  tacha  la  que  se  le  ha  opu- 
esto^ las  declaraciones  de  testigos  no  son  conducentes  á 
probar  sus  escepciones;  9^  Que  en  cuanto  á  estos  Don 
Felipe  Berger  á  f.  i%  Mariano  Rocamora  á  f .  43  vuelta,  y 
Zoilo  Aldecoa  á  f.  42  vuelta,  contestando  á  la  segunda  pre- 
gunta del  interrogatorio  de  f.  41,  se  refieren  á  lo  convenido 
en  el  contrato  y  no  á  las  obras  ejecutadas  fuera  de  él,  siendo 
la  del  primero  mas  bien  contra  producentem;  10  Que  aun  sin 
esta  circunstancia,  recayendo  la  prueba  de  CSrdenas,  sobre  la 
negación  de  un  hecho,  debe  preferirse  la  declaración  de  los 
testigos  de  Silva,  que  contestan  directamente  sobre  la  exis- 
tencia de  un  hecho  pcisitivo;  11  Que  á  pesar  de  haber  pro- 
bado por  las  declaraciones  de  los  testigos  referidos  contes- 
tando á  la  tercera  pregunta  del  interrogatorio  que  la  obra 
quedó  terminada  en  Enero  del  año  65,  no  es  conducente  esta 
prueba  para  fundar  la  escepcion  de  prescripción  por  cuanto 
no  puede  decirse  que  el  caso  presente  se  encuentra  compren- 
dido en  la  ley  9,  tít.  15,  lib.  4'',  R.  C. — Pos  estos  funda- 
mentos^ fallo,  que  debo  declarar  que  Don  Matias  Silva  ha 
probado  plenamente  su  acción  y  en  su  consecuencia  condeno 
á  Don  Rafael  Cárdenas,  á  pagar  el  valor  á  justa  tasación  de 
las  obras  espresadas  en  el  escrito  de  f.  15,  para  cuyo  efecto 
serán  previamente  tazadas  por  peritos,  sin  especial  condena- 
ción en  costas  y  hágase  saber,  reponiéndose  los  seUos. 

9 

Andrés  Ugarriza. 
'  Apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente 
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WmUm  «e  1»  SiqpMHUí    Cmwim. 


Buenos  Aires^  Agosto  28  de  i  869. 

Vistos :  y  consideraodo,  que  la  ley  novena,  «títalo  qnince. 
Libro  caarto  de  la  Recopilación  en  las  palabras  y  otros  ofi- 
ciales mecánicos^  no  puede  referirse  á  los  constructores  que 
toman  una  obra  por  un  tanto,  pagando  los  jornales  y  los 
materiales  empleados  en  ella ;  los  que  se  acercan  mas  á  los 
empresarios  que  á  los  simples  albañiles;  por  estos  y  por 
sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de 
füja  sesenta  y  cinco ;  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los 
sellos,   devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salavdor 
M^  DEL  Carril.— Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos. — BEiirro  Car- 
rasco. 


CAUSA    TLCWl, 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección   de    Santa   Fé   contra 
Don  Ensebio  Gomez^   sobre  declaración  de  quien  sea 

el  editor  de  un  diario. 


Sumario. —  1^  Las  diligencias  preparatorias  de  una  deman- 
da solo  pueden  ser  ordenadas  por  el  juez  que  sea  compe- 
tente para  conocer  de  esta. 
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2°  El  que  pide  diligencias  preparatorias  debe  espresar  cla- 
ramente cnáles  son  las  acciones  que  se  propone  deducir, 
para  que  el  juez  pueda  estimar  si  el  caso  cae  6  no  bajo  su 
jurisdicción. 

S^'  La  observancia  de  este  requisito  es  todavía  mas  indis- 
pensable cuando  la  solicitud  se  dirige  á  un  Juez  >*acional 
cuya  jurisdicción  es  limitada  á  negocios  especiales  y  es  im- 
prorogable,  aun  por  voluntad  de  las  partes. 

4^  Antes  de  entablarse  demanda,  no  puede  ordenarse  que 
una  persona  declare  sobre  hechos  de  un  tercero* 

59  La  Ley  de  Procedimientos  se  pone  en  el  caso  de  ha- 
berse entablado  demanda  cuando  señala  el  término  de  nueve 
dias  para  deducir  la  escepcion  de  incompetencia. 

6^  Esto  no  importa  prohibir  la  declinatoria  si  el  juez,  sin 
precedente  demanda  y  sin  jurisdicción,  iniciase  procedi- 
mientos que  agraviasen  á  una  persona* 


Caso. — En  Julio  de  1869,  el  Procurador  Fiscal  déla  Sec- 
ción de  Santa  Fé,  en  cumplimiento  de  órdenes  que  decia  ha- 
ber recibido  del  P.  E.  N.,  pidió  al  Juez  de  aquella  Sección 
se  hiciera  comparecer  á  D.  Ensebio  Gómez,  propietario  y  re- 
dactor del  periódico.  cEl  Federalista»  y  declarase  bajo  jura- 
mento quien  era  su  editor  responsable,  pues  tenia  acciones 
que  deducir  contra  él. 

El  Juez  proveyó  de  conformidad,  y  al  ser  notificado  Gómez 
se  negó  á  prestar  juramento^  de  cuya  diligencia  se  dio  vista 
al  Procurador  Fiscal,  que,  insistiendo  en  su  petición,  dijo 
que  en  caso  negativo  el  Juzgado  debia  apremiarlo  con  los 
medios  que  la  ley  habia  puesto  en  sus  manos. 

Se  ordenó  á  Gómez  que  compareciera  el  dia  señalado,  bajo 
apercibimiento  de  lo  que  hubiese  lugar. 

En  este  estado^  Gómez  se  presentó  y  promovió  articulo  de 
incompetencia^  diciendo  que  la  Constitución  Nacional  y  las 
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leyes  qoe  reglan  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales, 
les  han  negado  el  conocimiento  de  la  causas  que  se  relacionan 
con  la  libre  emisión  del  pensamiento ;  y  que  aunque  esto  no 
fuera  así,  en  este  caso  la  causa  correspondería  originariamente 
á  la  Suprema  Corte«  por  versar  entre  el  Gobierno  Nacional 
y  un  particular. 

Corrido  traslado  de  la  declinatoria,  el  Procurodor  Fiscal 
pidió  se  rechazara  con  costas,  y  se  ordenase  á  Gómez  cum- 
pliese en  el  dia  lo  ordenado  anteriormente,  bajo  el  apercibi- 
miento de  derecho. 

Que  la  declinatoria  como  cualquiera  otra  escepcion  dilatoria^ 
debía  oponerse  dentro  de  los  nueve  dias  después  de  notificada 
la  demanda,  y  no  antes  ni  después. 

Que  mientras  no  se  entable  demanda  no  hay  acción  dedu- 
cida, y  no  pueden  oponerse  escepciones^  porque  falta  la 
causa  que  las  debe  motivar. 

Que  en  el  caso  presente,  el  Procurador  Fiscal  no  habia 
interpuesto  todavía  la  demanda;  y  solo  hábia  pedido  una  di- 
ligencia preliminar,  con  el  objeto  de  establecer  la  personali- 
dad legal  del  demandado,  para  lo  que  estaba  autorizado  por 
el  art.  55 'de  la  ley  de  Procedimientos. 

Que  no  hay  artículo  alguno  de  la  Constitución  ni  de  la  ley 
Nacional  que  establezca  lo  que  sostenía  Gómez. 

Que  indudablemente  toda  persona  tiene  el  derecho  de  emitir 
libremente  su  pensamiento  por  la  prensa,  mientras  no  dañe 
un  derecho  de  tercero  ni  cometa  un  delito ;  pero  que  ese 
derecho  no  puede  eximir  jamas  de  la  responsabilidad  que 
sus  actos  le  produjeran. 

Que  el  caso  no  era  de  esclusiva  competencia  de  la  Suprema 
Corte  porque  no  se  trataba  de  asuntos  concernientes  á  emba- 
jadores, ministros  6  cónsules  estrangcros,  sino  de  sobre  quién 
era  el  editor  del  periódico  para  ejercitar  las  acciones  á  que 
bahía  lugar. 
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Fall»  tfel  Jíuem  de  Seceion. 


-   Rosario,  Julio  i6  de  i 869. 

Y  vistos :  siendo  de  incuestionable  certitumbre  los  fun- 
damentos aducidos  por  el  Procurador  Fiscal  en  el  escrito  que 
precede,  no  ha  lugar^  con  costas,  á  la  declinatoria  deducida 
por  D.  Eusebio  Gómez ;  quien  deberá  comparecer  en  la  au- 
diencia de  boy,  á  las  dos  de  la  tarde,  á  cumplir  lo  ordenado 
por  el  Juzgado  en  su  providencia  de  diez  del  corriente :  bajo 
apercibimiento. 

Gómez  apeló  de  esta  resolución,  y  habiéndosele  negado  el 
recurso  ocurrió  en  qaeja  ante  la  Suprema  Corte,  y  con  el 
informe  del  Juez  Seccional  se  dictó  este 


Fallo  de  1»  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  31- de  4869. 

Vistos,  y  considerando :  Primero^  que  las  diligencias  pre- 
paratorias deben  hacer  parte  del  juicio  que  se  intenta  pro- 
mover; y  por  esta  razón  solo  pueden  ser  ordenadas  por  el  Juez 
que  sea  competente  para  conocer  de  la  demanda ;  Segundo^ 
que  siendo  esto  asi,  él  que  pide  esas  diligencias  debe  espre- 
sar claramente  cuales  son  las  acciones  que  se  propone  dedu- 
cir, para  que  el  Juez,  antes  de  poner  en  ejercicio  su  juris- 
dicción, pueda  estimar  si  el  caso  cae  ó  no  bajo  de  ella ; 
Tercero,  que  la  observancia  de  este  requisito  se  hace  ma^ 
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indispensable  cuando  la  soliciiud  se  dirige  á  un  Juez  Nació* 
nal,  porque  la  jurisdicción  de  estos  e«  limitada  á  negocios 
de  una  naturaleza  especial,  y  es  improrrogable  aun  por  la 
voluntad  de  las  partes,  según  se  declara  en  el  artículo  pri- 
mero de  la  ley  de  procedimientos;  Cuarto^  que  el  Procura- 
dor Fiscal  de  la  Nación,  al  pedir  una  declaración  á  Don  En- 
sebio Gómez,  dice  en  términos  generales  que  tiene  que 
deducir  acciones  contra  el  edictor  del  c  Federalista  >,  sin 
especiflcarlas ;  jr  aunque  posteriormente  contestando  á  la  ar- 
ticulación sobre  incompetencia  promovida  por  Gómez,  entra 
en  consideraciones  sobre  la  responsabilidad  de  los  editores 
de  diarios,  no  dice  con  precisión  si  se  propone  acusar  un 
abuso  de  la  libertad  de  imprenta,  ó  promover  otro  género  de 
juicio,  y  no  puede  saberse  si  la  justicia  federal  es  compe- 
tente para  conocer  del  caso;  Quinto^  que  ademas,  la  pregunta 
que  se  hace  á  Gómez:  c  diga  ¿quién  es  el  editor  responsable  del 
«Federalista?»,  no  vá  únicamente  dirigida  á  establecer  su 
personalidad  legal,  como  lo  dice  el  Procurador  Fiscal  á  foja 
cinco  vuelta ;  pues,  si  no  fuese  aquel  el  editor  responsable, 
se  vena  obligado  á  declarar  sobre  hechos  de  un  tercero,  lo 
que  no  puede  ordenarse  antes  de  la  demanda,  según  el  arti- 
culo cincuenta  y  seis  de  la  ley  de  procedimientos ;  Sesto^  que 
el  artículo  setenta  y  dos  de  esta  ley,  se  pone  en  el  caso  de 
haberse  entablado  la  demanda,  cuando  señala  el  término  de 
nueve  dias,  después  de  ella,  para  deducir  la  escepcion  de 
incompetencia,  á  fin  de  que  la  tramitación,  del  juicio  pueda 
proseguirse  sin  embarazo  hasta  su  terminación ;  pero  que  esto 
no  importa  prohibir  la  declinatoria,  si  el  juez,  sin  precedente 
demanda,  y  sin  jurisdicción,  iniciase  procedimientos  que  agra- 
viasen á  una  persona ;  Sétimo^  que  Gómez,  interpretando  las 
diligencias  pedidas  por  el  Procurador  Fiscal,  y  ordenadas 
por  el  juez,  como  una  preparación  para  un  juicio,  ajeno  de 
la  jurisdicción  federal,  interpuso  el  artículo  de  incompeten- 
cia ;  y  este  ha  sido  restuelto  sin  la  instrucción  conveniente, 
por  ho  haberse  ordenado  al  Ministerio  Fiscal,  que  precisase 
la  naturaleza  del  juicio  que  intentaba  promover ;    por  estos 
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fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  siete  vuelta, 
y,  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse 
para  que  se  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Francisco  de  las  Carreras.— Saltador 
M.  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
—Jóse  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 


T.  vu  33 


De  las  Cansas  j  laterías  qae  se  conlieoe  eo  el  Sétimo  Tomo 


AÑO  t»e9. 


CAUSA  I. 

D.  Adolfo  Señorans  con  D.  Pascual  Rosas  y  el  Fisco  Nacio- 
nal, sobre  nulidad  de  procedimientos  en  un  juicio  de  expropia- 
ción. 

Sumario. — i^  Nadie  puede  ser  declarado  parte  en  un  juicio, 
mientras  no  se  presente  titulo  bastante  que  justifique  la  perso- 
nería. 

ip  Concluido  un  juicio  de  expropiación,  et  Fisco  deja  de 
ser  parte  en  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  mejor  derecho 
al  precio  del  bien  expropiado. 

3°  Este  último  juicio  no  puede  seguirse  ante  los  Tribunales 
Nacionales,  si  no  se  justifica  previamente  alguna  de  las  causa- 
les que  surten  fuero  nacional 9 

CAUSA  U. 

Corti,  Riva  y  C*  contra  Enrique  Hall  y  C*,  por  cobro  de  pesos. 

5timario.— No  negándose  que  un  asunto  es  emergencia  de 
otro,  cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  tribunales  de  Pro- 
Tincia,  debe  aquel  también  ser  juxgado  por  estos.  • 13 

Causa  m. 

El  GouTento  de  Santo  Domingo  de  Mendoza  contra  D.  Gabriel 
Fornes,  sobre  pago  de  censo. 

Sumario.— 1"^  Para  que  los  tribunales  de  la  Nacton  puedan 
tomar  conocimiento  de  una  demanda,  debe  previamente  pro- 
iMrse  que  el  caso  cae  bigo  su  jurisdicción. 


así  fallos  de  u  suprema  corte 

8<^  La  falta  de  ese  requisito  previo^  vicia  de  nulidad  los 
procedimientos  ulteriores 15 

CAUSA  IV. 

D.  Lorenzo  Jordana  con  D.  Francisco  Saenz  Valiente,  por 
cobro  de  pesos. 

Sutnario. — No  mejorándose  el  recurso  de  apelación  en  el 
término  del  emplazamiento,  se  declarará  este  desierto,  á  la 
primera  rebeldía  acusada i7 

CAUSA  V. 

Criminali  contra  Apolinario  López,  por  rebelión. 

SwfMrio, — En  una  causa  criminal,  no  mejorándose  el  recur- 
so de  apelación  en  el  término  del  emplazamiento,  se  declarará 
este  desierto^  á  la  primera  rebeldía  acusada 48 

CAUSA  VL 

El  Dr.  D.  José  F.  López  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia 
de  Santa  Fé,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario, — i®  Los  honorarios  que  puede  mandar  regular  un 
Juez,  son  los  que  se  devengan  en  un  juicio  ante  él,  por  defen- 
sas hechas  como  abogado. 

i^  Para  qi^e  un  contrato  hecho  por  un  Gobernador  de  Pro- 
vincia obligue  á'esta,  es  necesario  que  sea  hecho  Constitu- 
cionalmente  y  con  arreglo  á  las  leyes,  porque  el  Poder  Ejecuti- 
vo no  puede  disponer  del  Tesoro  Público  sino  con  arreglo  aellas.     i9 

CAUSA  vn. 

Criminal,  contra  D.  Zenon  Moyano,  por  delito  de  rebelión. 

Sumario. —  i^  Haber  sido  sargento  y  alférez  de  los  rebeldes 
y  desempeñado  una  comisión  de  arrebatar  anímirles  en  servicio 
de  aquellos,  importa  delito  de  rebelión  en  clase  de  mero  eje- 
cutor. 

2o  El  no  haber  abusado  de  dicha  comisión  en  su  provecho, 
y  haber  sufrido  prisión  por  largo  tiempo,  dá  logar  á  una  dismi- 
nución, de  pena % 21 
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CAUSA  Vffl. 

Stephens  y  Kay  coa  D.  Leopoldo  Arteaga  sobre  moratorias. 
Sumario. — ^No  espresando  agravios  el  apelante  en  el  término 
de  la  ley,  á  la  primera  rebeldía  se  declara  desierto  el  recurso. .     34 

CAUSA  n. 

D.  Nicolás  Videla  contra  D.  Casimiro  Solanet,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario. — 1®  En  las  causas  mercantiles  de  mayor  cuantía, 
debe  ser  rechaxada  toda  demanda  que  no  se  funde  en  un  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito. 

2o  En  estas  causas,  manifestando  el  demandante  que  carece 
de  resguardo  por  escrito,  es  inútil  producir  prueba. 

3»  La  providencia  de  autoSy  dictada  por  el  Juez  después  de 
la  contestación  de  la  demanda^  puede  ser  para  defíniliva  ó  para 
poner  la  causa  á  prueba 35 

CAUSA  X. 

D.  Manuel  Rodríguez  contra  D.  Francisco  Aharez  y  D*  Maria 
A.  de  Donovan,  sobre  tercería  de  oposición. 

Sumario. — l^.En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  la 
prevención  en  el  conocimiento  de  la  causa  tomada  por  el  Juez 
de  Provincia,  le  dá  ana  competencia  esclusiva  en  ella. 

2«  El  embargo  decretado  por  |el  Juzgado  Nacional  sobre  una 
cosa,  objeto  del  pleito  sorpetido  á  la  jurisdiccioa  del  Juez  de 
Provincia,  y  que  este  ha  puesto  á  su  orden  para  responder  del 
resultado  del  juicio,  no  tiene  valor  legal. 

3^  Los  derechos  preferentes  que  se  invoquen  sobre  aquella, 
deben  ser  ventilados  ante  el  Juez  de  Provincia 38 

CAUSA  XI. 

Criminal,  contra  Juan  Pescara^  por  complicidad  en  la  rebe- 
lión. 

é         •  I 

Stimario.— 1®  Una  insubordinación  militar  de  uñ.  oficial  de 
guardia  nacional  sin  el  ánimo  de  favorecer  la  rebelión,  no  basta 
para  constituir  á  ser  autor,   cómplice  de  ese  delito. 

2»  El  servicio  de  patrullas  prestado  durante  la  rebelión,  sin 
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ofender  la  propiedad,  ni  las  personas  de  los  Tecinos,  no  es  on 
delito < 42 


CAUSA  xn. 

D.  Femando  Plaza  contra  D.  David  Snasnabar^  sobre  resci- 
sión de  un  contrato  é  indemnización  de  perjuicios. 

Sumario.^i^  Todo  contrato  comercial,  aanque  se  celebre 
entre  personas  no  comerciantes,  debe  ser  regido  por  el  Código 
de  Comercio. 

V  En  los  contratos  comerciales  de  maiior  cuantía^  la  pmeba 
testimonial  solo  se  admite  existiendo  principio  de  prueba  por 
escrito. 

3*  No  son  un  principio  de  pmeba  por  escrito^  las  anota- 
ciones de  los  libros  informales  de  quien  la  alega. 

i^  La  Tentad  sabida  de  los  casos  judiciales,  de  cualquiera 
naturaleza  que  sean,  es  la  que  resulta  de  las  proebas  auto- 
rizadas por  la  ley 47 

CAUSA  xm. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa  Fé  con  D.  Juan 
Berúabé  Molina,  sobre  expropiación  de  un  campo* 

Sumario.^i^  Consentido  en  primera  instancia  el  auto  en  que 
se  apraeba  el  nombramiento  de  peritos  tasadores,  no  puede 
en  la  segunda,  tacharse  la  pericia;  so  protesto  de  que  uno  de 
los  nombrados  no  era  competente. 

9f»  En  las  expropiaciones  autorizadas  por  la  ley  de  13  de 
Setiembre  de  1866,  debe  abonarse,  á  mas  del  valor  del  cam- 
po, el  de  las  casas  de  material  que  tenga,  á  justa  tasación.    51 

CAUSA  XIV. 

Contra  D.  Juan  Bernabé  Molina,  por  folta  de  respeto  á  la. 
dignidad  de  la  Suprema  Corte. 

Stimarío.^l^  El  hecho  de  romper  la  parte  la  cédula  en  que 
el  ugier  va  á  notificarle  una  prorideocia,  importa  una  falta 
de  respeto  k  la  dignidad  del  Tribunal. 

if^  Esta  (alta  puede  ser  penada  con  cincuenta  pesos  fliertes 
de  multa,  6  prisión  de  ocho  dias  58 
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CAUSA  XV. 

D.  Daniel  V.  y  Correas,  reclamando  de  un  decreto  espedido 
por  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Mendoza. 

Sumario. — Los  Tribunales  nacionales  son  incompetentes  para 
conocer  de  los  abasos  que  las  autoridades  provinciales  pufisdan 
cometer  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  coando  esos  abusos 
atañen  solo  i  los  individuos  ó  á  los  intereses  locales.  ••..••••     59 

CAUSA  XVI. 

D.  Damián  Cuyas  con  D.  Francisco  Elias,  sobre  devolución 
de  prenda. 

Stimario.— No  se  puede  dar  curso  á  la  demanda,  si  gestio- 
nándose  un  derecho  que  no  sea  propio,  no  se  acompañan 
los  documeatos  que  acrediten  la  personalidad  del  demandante.    6S 

CAUSA  xvn. 

D.  Goillermo  Cano  contra  D.  C&rlos  Heinze,  sobre  campli-« 
miento  de  un  contrato  de  arrendamiento. 

Sumario. — En  un  contrato  de  arrendamiento,  faltando  el  ar- 
rendatario á  las  obligaciones  que  se  impuso,  el  arrendador  tie- 
ne derecho  á  ei^irle  indemnización  de  daños  y  peijuieios 64 

CAUSA  xvin. 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juzgado  Nacional  de  la 
Sección  de  Entre  Rios  y  el  Juez  de  i^  Instancia  de  Nogoyá. 

Sumario.'--i^  Las  cuestiones  He  competencia  pueden  propo- 
nerse ocurriendo  al  juez  que  se  cree  competente  y  pidiéndole 
que  dirija  oñcio  al  que  se  estima  no  serlo,  para  que  se  inhiba 
y  remita  el  espediente. 

if^  En  los  pleitos  en  que  un  estraiyero  es  demandado  por  un 
ciudadano  argentino,  la  competencia  de  la  jurisdicción  nacio- 
nal depende  de  la  contestación  á  la  demanda. 

S""  Negindose  el  estrangere  á  contestar  la  demanda  ante  el 
Juei  de  Sección,  la  resistencia  de  este  á  inhibirse  €ñ  el  oono- 
cimiento  de  la  causa  es  infundada 69 

CAUSA  XIX. 

Contra  D.  Bernabé  Molina,  sobre  pago  de  una  multa. 
Sumario. — Los  desacatos  á  los  Tribunales  no  se  escusan  ale- 
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gando  acaloramientos  producidos  por  el  desconocimiento  de  lo 
que  las  partes  creen  on  derecho 76 

CAUSA   XX. 

D.  Osear  Visqaez  contra  D.  Nicolás  Faentes,  por  cobro  de 
fletes. 

Sumario.^Ea  caso  de  atería  parcial  de  la  carga,  el  con- 
ductor debe  abonar  el  valor  en  que  se  estime  el  deterioro. ...     77 

CAUSA  XXI. 

El  Fisco  Nacional  contra  Ortiz,  Rams  y  &,  sobre  cobro  de 
paga  indebida. 

Sumario. —  1^  No  existe  paga  indebida  en  un  préstamo  en 
el  cual  tos  prestamistas  entreganm  y  los  prestatarios  devolTie- 
ron  la  caolidad  y  calidad  de  dinero  con?enído  en  el  contra to, 
aunque  la  cantidad  y  calidad  del  dinero  devuelto  sea  superior  á 
la  del  entregado. 

i^  Mucho  mas  cuando  no  está  plenamente  probado  que  la  cali- 
dad del  dinero  entregado  fuere  diferente  de  la  del  devuelto. 

^  En  caso  de  ambigüedad  los  hechos  subsiguientes  al  con- 
trato son  la  mejor  esplicacion  de  la  intención  de  las  partes  al 
tiempo  de  celebrarlo. 

4o  Las  condiciones  onerosas  de  un  contrato  de  préstamo  no 
justifican  la  acción  de  paga  indebida 81 

CAUSA  XXII. 

D.  Pedro  Duché  contra  el  Cónsul  Francés  D.  Julio  Doazan, 
por  cobro  de  pesos. 

Sumario.'-V  Los  Jueces  de  Sección  son  competentes  para 
conocer  de  las  causas  que  versan  sobre  negocios  particulares 
de  los  Cónsules. 

i^  La  ley  nacional  de  16  de  Octubre  de  1862  ha  sido  re*, 
formada  por  la  de  14  de  Setiembre  de  1863|  sobre  jurisdic- 
ción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales.  • 91 

CAUSA  xxra. 

EIDr.  D.  José  Francisco  López  contra  el  Gobierno  de  Santa- 
Fé|  por  cobro  de  pesos.    Recurso  de  revisión. 
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Sumario.—Í^  El  recurso  de  revisión  solo  puede  admitirse 
en  los  casos  determinados  en  el  titulo  XXIII  de  la  ley  de  Pro- 
cedimientos. 

2o  No  están  comprendidos  en  ese  tUulo  los  documentos  de 
fecha  anterior  que  se  han  dado  al  público  impresos  ni  los 
inconducentes  á  la  cuestión.  •   93 

CAUSA  XXIV. 

Juan  Morris  é  hijo  contra  D.  Leopoldo  Arteaga,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.^tÁ  abono  de  las  deudas  contraidas  en  favor  de  un 
buque  está  á  cargo  de  su  propietario • . ..    96 

CAUSA   XXV. 

El  Capitán  D.  Augusto  Führing  del  bergantín  Alemán  cHinis- 
ter  Wrndhorst»  contra  D.  Ángel  Texo,  por  cobro  de  falso  flete. 

Sumario. — Los  contratos  de  fletamento»  conteniendo  obliga- 
ciones reciprocas,  no  producen  acción  ejecutiva  si  antes  no 
se  ha  demostrado  el  cumplimiento  de  las  del  demandante .  ¿ .    99 

CAUSA  XXVI. 

D.  Pedro  Correa  con  D  José  Manuel  Moreno,  sobre  compe- 
tencia. 

Sumario.^i^  La  competencia  de  la  Justicia  Nacional  no  se 
rije  perlas  leyes  del  derecho  común,  sino  por  las  prescrip- 
ciones de  la  Constitución  y  leyes  nacionales.    . 

2o  Según  las  mismas  los  Tribunales  de  la  Nación  son  com- 
petentes para  conocer  de  los  casos,  en  que  los  interesados  son 
vecinos  de  distintas  Provincias. 

3o  Un  individuo*  no  puede  ser  vecino  de  dos  provincias  á  la 
vei. 

4^  La  vecindad  supone  la  residencia  con  ánimo  de  permane- 
cer. 

5o  En  el  art.  i1  de  la  ley  sobre  competencia  de  tos  tribu- 
nales nacionales  se  enumeran  las  circunstancias  de  que  debe 
hallarse  acompañada  la  residencia  para  inferir  de  ellas  'el  áni- 
mo de  permanecer. 

&>  La  residencia  con  su  familia  y  el  establecikniento  de  sus 
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principales  n^odos  en  un  lagar,  demuestra  ioimo  de  perma- 
necer y  constituye  Teciadad  de  dícbo  lugar..,.. 101 

CAUSA  xxvn. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa  Fé  contra  el  Dr. 
D.  Manuel  Quintana,  sobre  espropiacion. 

Sumario,  ^i»  En  los  juicios  de  espropiacion,  el  Juez  com- 
petente es  el  del  lugar  en  que  está  el  fundo  que  debe  espro- 
piarse,  aunque  el  propietario  tenga  su  domicilio  en  otra  juris- 
dicción. 

ii^  Eq  estos  juicios  el  procedimiento  que  marca  la  ley  es  su- 
mario    105 

CAUSA  xxvm. 

Ferreirá,  Lavalle  y  C*,  con  el  Dr.  D.  Juan  Carlos  Gomei 
representante  del  Concurso  Casa  y  Cs  sobre  cobro  de  hono- 
rarios. 

Sumario.^í^  Las  sumas  realizadas  en  el  juicio  ejecutivo  uo 
pueden  aplicarse  á  otros  objetos,  que  i  la  reintegración  del 
acreedor  ej(»cutante.  . 

Í9  Se  esceptua  el  caso  de  las  costas  del  mismo  juicio,  y  de 
otro  crédito  declarado  preferente  por  ejecutoría 107 

CAUSA  XXIX. 

Ferreira^  LaYalle  y  G*,  contra  los  propietarios  del  vapor 
cZenobia»,  sobre  ^daños  y  perjuicios  y  cobro  de  pesos. 

Sumario. — V  La  sentencia  definitiva  debe  notificarse  i  los 
que  han  litigado  en  primera  instancia. 

2«  Se  entiende  que  ha  litigado  en  primera  instancia  él  que 
ha  contestado  la  demanda,  ha  producido  prueba»  y  al^do,.de 
conformidad  de  los  demás  interesados 109 

CAUSA  XXX. 

D.  Domingo  Spinetto  cohtra  la  Comisión  de  la  obra  del  Tem- 
plo de  Honserrat  de  Buenos  Aires,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — 1<*  El  cambio  de  los  miembros  directores  de  una 
corporación,  no  estingue  las  obligaciones  de  esta. 

t^  El  hecho  de  entregarse  ai  acreedor  un  recibo  para  que 
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lo  firme,  conteniendo  una  cantidad  Hqaida,  importa  el  reconoci- 
miento de  una  deada  por  esa  cantidad^  aun  cuando  el  pago  se 
ofrezca  bajo  condición H2 

CAUSA  XXXI. 

D.  Federico  Palacios  contra  A.  Geretti  y  C*,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.— i^  El  mandato  para  endosar  una  letra  puede  vi- 
udamente otorgarse  por  cartas. 

V  La  declaración  de  un  endosante  de  pertenecerle  la  letra 
endosada  es  de  ningún  valor  para  anular  la  trasmisión  de  su 
propiedad  becha  al  endosatorio. 

3<>  La  simulación  ó  fraude  empleado  entre  un  endosante  y 
endosatorio  no  perjudica  al  endosatorio  posterior,  si  no  se 
prueba  que  este  participó  ó  tuvo  conocimiento  de  la  mala  fé  de 
aquellos. 

4^  La  érden  judicial  de  retener  una  letra  que  haya  sido 
endosada  antes  de  dicha  orden,  no  puede  impedir  su  cobro,  á 
menos  que  no  se  prueba  la  antidata  del  endoso  para  eludirla.  116 

CAUSA   XXXII. 

D.  José  Somariva  contra  Ladvocat  y  &,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — í^  Carece  de  personería  para  demandar  el  tene- 
dor de  un  conocimiento  que  no  está  endosado  á  su  favor. 

2o  La  personería  no  se  legaliza  presentando,  después  de  ne- 
gada por  el  demandado,  un  nuevo  conocimiento  con  el  endoso 
sin  fecha  y  sin  el  juramento  de  ley • •..  127 

CAUSA  xxxm. 

D.  Gaspar  Palacios  y  otros  con  Isla  y  C*,  por  cobro  de  sala- 
rios de  salvamento,  sueldo  de  marineros  y  profisiones. 

Sumario. — !<>  Debe  ser  considerada  temeraria  la  resistencia 
del  demandado,  cuando  el  crédito  que  se  cobre  es  legítimo, 
y  no  le  ha  sido,  ni  debido  ser  desconocido. 

2o  En  ese  caso  debe  ser  condenado  en  las  costas  del  juicio.  130 

CAUSA    XXXV. 

D.  Francisco  Arigós  contra  D.  Francisco  Villanueva,  por  co- 
bro ejecutivo  de  pesos. 
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Sumario. — i»  El  traslado  sin  perjuicio  es  ajeno  de  la  tra- 
mitación que  la  ley  de  procedimientos  han  dado  al  juicio  eje- 

CUtÍYO. 

2*^  El  demandante  que  se  conforma  con  esa  tramitadon, 
viene  á  reconocer  que  el  documento  presentado  por  él,  no 
reviste  el  carácter  de  plena  prueba,  que  se  requiere  para  des- 
pachar el  auto  de  solvendo. 

3«  En  ése  caso  no  puede  oponerse  á  que  el  Juez  se  procure 
los  conocimientos  que  repute  convenientes  para  resolver  la  causa.  138 

CAUSA  XXXVl. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Luis  contra  D. 
Dalmiro  Hernández  Jefe  del  Batallón  cSan  Luist,  por  defrau- 
dación de  dineros  nacionales. 

Sumario. — i^  Los  Jueces  de  Sección  son  incompetentes  para 
conocer  de  los  delitos  de  defraudación  de  rentas  públicas 
cometido  por  militares  en  actual  servicio. 

S")  El  juzgamiento  de  estos  delitos  corresponde  á  un  Con- 
sejo de  guerra » 14Q 

CAUSA  xxxvn. 

Criminal,  contra  D.  José  Marfa  Hoyos,   por  rebelión. 
•  Sumario. — i<>  Si  un  procesado  por  haber  ejercido  el  empleo 
de  administrador  de  Aduana,  nombrado  por  los  rebeldes,  de- 
muestra que  lo  ejerció  por  fuerza,  no  puede  obligársele  á  rein- 
tegrar los  dineros  que  entregó  á  sus  superiores. 

i'*  El  Juez  Nacional  no  puede  en  ningún  caso  proceder  de 
oficio. 

3<>  Es  proceder  de  oficio  imponer  al  acusado  una  pena  que 
no  se  ha  pedido  en  la  acusación 143 

CAUSA  xxxvin. 

La  Empresa  c Plaza  de  Toros»  quejándose  de  un  decreto  espe- 
dido por  el  Gobierno  de  Buenos  Aires. 

Sumario.— 1<>  La  Policía  de  la  Provincia  está  á  cargo  de  los 
Gobiernos  locales,  y  se  entiende  incluido  en  los  poderes  que  se 
han  reservado,  el  de  proveer  lo  conveniente  á  la  seguridad,  sa- 
lubridad y  moralidad  de  sus  vecinos. 
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Í9  Mo  se  ha  garanlido  por  el  art.  14  de  la  Conslitudon  Na- 
cional  á  los  habilantes  de  la  República,  el  derecho  absoluto 
de  ejercer  su  industria  6  profesión,  sino  con  sujeción  á  las  le- 
yes que  reglamenten  su  ejercicio. 

3»  La  Justicia  Nacional  es  incompetente  para  obligar  á  una 
Provincia  que  ha  prohibido  las  corridas  de  toros,  á  soportar  la 
construcción  de  una  plaza  para  dar  al  pueblo  ese  espectáculo ....  150 

CAUSA  XXXVHL 

Criminal,  contra  D.  Francisco  Domingo  Aguilar^  por  viola- 
don  de  tratados  internacionales. 

Sumario. — Tomar  un  dinero  á  un  chileno  con  el  objeto  de 
impedir  la  consumación  de  un  delito,  y  no  imponer  contribu- 
ción y  requisición  militar,  no  importa  la  violación  del  articulo 
5«  del  Tratado  con  Chile 154 

CAUSA  XXXIX. 

D.  José  Cándido  Gómez  con  D.  Pedro  E.  Punes^  por  in- 
demnización de  perjuicios,  recursos  de  queja  de  ambas  partes. 

Sumario. — 1^  Por  regla  general,  todo  incidente  paraliza^  en 
cuanto  á  los  términos,  el  curso  de  la  causa  principal. 

2o  Los  diez  dias  que  marca  el  articulo  96  de  la  ley  de  Pro- 
dimientos  para  pedir  el  término  estraordinario  de  prueba  se 
refieren  á  la  que  haya  de  producirse  fuera  de  la  República.. ..   160 

CAUSA  XL. 

D.  Pablo  Frugoni  contra  Lumb  Hnos.,  por  cobro  de  hono* 
rarios. 

Sumario. — 1^  Las  costas  que  óríjina  la  producción  de  do- 
cumentos en  juicio  están  á  cargo  de  quien  los  presente  mien- 
tras no  se  resuelva  por  definitiva  quien  debe  pagar  las  de  toda 
la  causa. 

i^  El  que  presenta  documentos  en  idioma  estrangero  tiene 
derecho  á  proponer  el  traductor  que  los  vierta  al  idioma  na* 
cional. 

3^  En  las  cueslionefl  judiciales  en  que  los  consignatarios  de 
un  buque  litigan  con  el  capitán,  no  están  obligados  á  pagar 
las  costas  que  éste  orijine,  si  no  han  sido  espresamente  con- 
denados en  ellas •«..•• 684 
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CAUSA  XU. 

D.  Manuel  Valle  coDtra  Caostatt  hermaDos,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario. — 1"  Eq  el  contrato  de  fletamento,  el  fletante  no 
puede  exijir  el  cumpUoiíento  de  las  obligaciones  coutraidas  por 
el  fletador,  sin  haber  previamente  cumplido  las  que  contrajo 
por  su  parte. 

2*  Es  obligación  del  fletante  entregar  toda  la  carga  fletada. 

^  No  justífic&ndose  la  entrega  de  toda  la  carga,  no  hay 
contra  el  fletador  una  obligación  exijíble  y  líquida  que  traiga 
aparejada  ejecución 167 

CAUSA   XLU. 

El  Capitán  D.  Andrés  Dassori,  contra  Rubio  j  Foley,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario. ^l^*  La  providencia  de  traslado  sin  peijuicio  en 
una  demanda  ejecutiva,  equivale  á  denegar  el  auto  de  solvenJo. 

2^  De  la  denegación  del  auto  de  solvendo  puede  apelarse 
para  ante  la  Suprema  Corte 170 

CAUSA  XLm. 

D.  Félix  Dttíourg  contra  D.  Ángel  Texo,  por  cobro  ejecutivo 
de  pesos. 

Sumario.— -Para  que  un  documento  tenga  aparejada  ejecu- 
ción, la  obligación  debe  contenerse  en  él  de  tal  manera  que 
resulte  plenamente  probada  por  su  simple  inspección 172 

CAUSA  XUV. 

£1  Capitán  James  Cunningham  contra  Laforgue  y  C%  por 
cobro  de  sueldos. 

Sumario.^L%  acción  de  un  capitán  de  buque  para  reclamar 
sus  sueldos,  se  prescribe  por  un  año •  • ,  •  1 76 

CAUSA  XLV. 

D.  Manuel  G.  Ceballos,  propietario  del  bergantín  cRio  Ne- 
gro t  contra  D.  Augusto  Hilberg,  por  cobro  de  fletes. 

Sumario. — El  conocimiento  de'  mercaderías  embargadas  en 
un  buque  no  trae,  aparcada  ejjscucion  contra  el  cargador^  si  el 
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eapitan  no  justifica  haber  entregado  toda  la  carga  &  su  consigna- 
tario   180 

CAUSA  XLVI. 

D.  Eujenio  Bastos  contra  D.  Claudio  Manterola,  sobre  recu- 
sación. 

Sumario. — 1<>  El  examen  qae  se  hace  de  un  título  ejecutivo 
para  despachar  ejecución,  y  las  razones  que  el  Juez  espone  para 
ello,  no  importan  un  prejuzgamiento  sobre  la  inhabilidad  de 
ese  titulo  mucho  mas  si  esta  no  ha  sido  opuesta  aun. 

2o  La  recusación  de  un  Juez  queda  sin  efecto  por  el  cambio 
de  personal  en  el  Juzgado 18S 

CAUSA  XLVn. 

D.  Rufino  Guido  contra  el  Fisco  Nacional,  sobre  costas  y 
honorarios. 

Sumario. — i®  La  tramitación  establecida  por  las  causas  de 
espropiacion  es  sumaria  y  verbal,  y  no  es  necesaria  en  ella  la 
interreocion  de  abogados,  siéndolo  la  de  peritos. 

2«  Las  costas  que  se  declaran  á  cargo  de  la  Nación  en  el 
caso  del  articulo  18  de  la  ley  de  la  materia,  son  las  relativas 
á  los  trámites  necesarios,  esto  es,  alas  costas  de  actuación  y 
honorario  de  los  peritos 187 

CAUSA  XLVIIL 

Los  consignatarios  del  bergantín  «Bath»  con  D.  Joaquin  Fer- 
rer,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — 1^  El  reconocimiento  de  una  póliza  que  no  im- 
porta el  de  una  deuda  contra  el  absolvente,  no  produce  acción 
ejecutiva. 

2*^  Ei  cargador  que  reconoce  la  póliza  de  fietamento  en  la 
que  se  designa  otra  persona,  como  la  obligada  á  pagar  el  flete, 
no  se  reconoce  deudor  de  este 189 

CAUSA  XLIX. 

D.  Carlos  León  y  D.  Desiderio  Bravo  contra  el  Escribano  de 
Sección  de  San  Juan,  sobre  pago  de  costas. 
StimarJo.— 1<»  Las  leyes  preexistentes  i  la  de  procedimientoi 
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nacionales  son  supletorias  á  la  misma  en  lo  que  no  se  opongan 
á  sus  disposiciones, 
¿o  La  ley  30,  tit.  20,  lib.  12,  R.  C.  se  halla  en  este  caso. 

CAUSA  L. 

D.  Norberto  Correa  contra  el  Fisco  Nacional,  sobre  costas  y 
honorarios. 

Sumario* — i^  La  tramitación  establecida  para  las  causas  de 
espropíacion  es  sumaria  y  Yerbal,  y  no  es  necesaria  en  ella  la 
intervención  de  abogados,  siéndolo  la  de  peritos. 

V  Las  costas  que  se  declaran  á  cargo  de  la  Nación  en  el 
caso  del  articulo  18  de  la  ley  de  la  materia^  son  las  relativas 
&  los  trámites  necesarioSi  esto  es,  k  las  costas  de  actuación*  y 
honorario  de  peritos. 193 

CAUSA  LI. 

El  Fisco  Nacional  contra  Tietjen,  Claussen  y  C*,  sobre  co- 
miso. 

Sumario.^V  Se  considera  fraudulento  el  hecho  por  el  que 
resulta  que  el  Fisco  cobre  menos  dé  lo  que  le  corresponde  por 
la  ley. 

2^  Pero  ese  hecho  debe  i^er  de  la  persona  &  quien  se  im- 
ponga la  pena  y  no  de  un  tercero. 

3o  Nadie  puede  suponerse  responsable  por  actos  en  que  na 
ha  tenido  participación. 

4»  Los  comerciantes  tienen  d  derecho  y  no  la  obligación 
de  revisar  las  liquidaciones  de  la  Aduana,  antes  de  pagar  su 
importe. 

&>  Un  error  en  una  cuenta  no  liberta  de  obligaciones  lejitimas.  196 

CAUSA  LIL 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Pedro  Natta,  por  cobro  de  pesos. 
Sumario.—i^  La  citación  de  remate  es  uno  de  los  trámites 
esenciales  del  juicio  ejecutivo. 
2»  Su  falta  vicia  de  nulidad  los  procedimientos  ulteriores.  ••  291 

CAUSA  Lin. 

Competencia  entre  el  Juec  Nacional  de  Salta  y  el  General  en 
Jefe  del  Ejército  del  Norte  D.  Ignacio  Ritas. 


t 
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Sumario, — i<>  El  conocimiento  de  las  causas  sobre  crímenes 
que  ofendan  la  soberanía  y  seguridad  de  la  Nación,  no  corres- 
ponde á  los  Consejos  de  Guerra  sino  á  los  Jueces  de  Sección. 

2®  Rebelarse  contra  el  Gobierno  General  es  un  delito  con  • 
tra  la  seguridad  de  la  Nación 205 

CAUSA  LIV. 

D.  Ricardo  Lambardo  contra  D.  Juan  Leon^  sobre  averias 
terrestres. 

Sam/ino.— En  las  averias  terrestres,  cuando  en  la  parte 
esterna  de  los  bultos  se  ven  señales  de  averias,  el  reclamo 
debe  hacerse  en  el  acto  de  recibirlos^  y  no  después  de  puesto 

el  conforme  á  la  carta  de  porte 218 

CAUSA  LV. 

Los  herederos  de  D.  Ramón  Godoy  contra  D.  Juan  Antonio 
Pando,  sobre  nulidad  de  contratos. 

Sumario.--i°  No  es  prueba  de  la  demencia  de  un  contra- 
tante en  el  tiempo  del  contrato,  el  testimonio  de  personas 
que  le  declaran,  fiy^dando  su  juicio  sobre  hechos  transitorios,  y 
que  pueden  tener  otra  esplicaciun  que  la  demencia,  y  sin  ase- 
verar que  esta  era  habitual,  ó  existia  en  el  tiempo  del  contrato. 

2*  Los  testigos  de  referencia  á  personas  que  no  nombran, 
ó  que  no  dan  razón  de  su  credulidad  no  merecen  fé. 

3o  La  espresion  de  loco  empleada  después  del  contrato  por 
uno  de  los  contratantes  para  calificar  al  otro,  y  que  se  ha  es- 
plictdo  en  el  sentido  de  calificarle  como  estravagante,  no  es 
prueba  que  este  estuviera  loco  en  el  tiempo  del  contrato. 

4*  Sí  contra  esas  presunciones  existe  el  testimonio  de  diez 
testigos  sobre  la  cordura  del  presunto  loco,  el  valor  dado  á 
las  opiniones  del  mismo  por  los  que  sostienen  la  demencia, 
las  obligaciones  contraidas  por  aquel  y  tenidas  por  válidas,  el 
no  haberse  pedido  nombramiento  de  curador,  el  haber  &ido  el 
escribano  otorgante  de  una  de  su:i  obligaciones  uno  de  los  in- 
teresados en  sostener  la  locura,  el  haberse  presentado  aquel 
en  juicio  sin  curador  y  aceptado  por  el  juez  y  sus  acreedores 
la  cesión  de  sus  bienes^  la  positiva  declaración  de  la  esposa 
sobre  su  cordura  en  el  tiempo  del  contrato,  y  el  silencio  de 
otro  de  los  interesados  que  siendo  acreedor  aceptó  la  cesión ;  de- 
be decidirse  que  no  exista  la  demencia  en  el  tiempo  del  contrato. 
T.  vu  34 
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&»  La  cesión  yotuntaria  de  todos  sus  bienes  hecha  por  per- 
sona hábil,  y  aceptada  por  los  acreedores,  transfiere  á  estos 
la  propiedad  de  aquellos. 

6»  Subsistiendo  en  su  fuerza  la  cesión,  los  herederos  del 
fallido  no  tienen  acción  para  pedir  la  nulidad  ó  rescisión  de 
los  contratos  celebrados  por  aquel  antes  de  la  cesión,  ni  de 
las  transacciones  que  los  acreedores  cesionarios  hayan  cele^ 
brado  después,  ni  aun  bajo  el  protesto  de  haber  existido  dolo 
y  lesión  en  el  contrato. 

1^  No  se  puede  anular  ó  rescindir  un  contrato  por  dolo  ó 
lesión,  cuando  respecto  del  dolo  el  presunto  engañado,  su  he- 
redero, y  los  cesionarios  de  todos  sus  bienes  confiesan  es- 
pllcita  ó  implícitamente  no  haber  existido  el  engaño,  y  los 
antecedentes  sobre  los  que  se  trata  fundar  su  prueba,  no  han 
sido  probados,  ó  se  ha  probado  lo  contrario,  ó  no  importan 
la  deducción  precisa  y  necodaria  del  engaño ;  y  respecto  á  la 
lesión  no  existen,  ni  se  ha  probado  existir  los  términos  há- 
biles para  calcularla. 

8*  La  intelijencia  y  el  trabajo  es  una  riqueza  que  puede 
ser  puesta  como  capital  social. 

9®  La  igualdad  en  el  reparto  de  las  ganancias  y  pérdidas 
no  es  exigida  por  la  ley,  sino  cuando  los  socios  se  han  li- 
brado al  juicio  de  un  tercero,  ó  nada  se  ha  estipulado ....  221 

CAUSA  LVL 

D.  Marciano  Molina  y  C*  contra  B.  D.  Marton^  por  devolu- 
ción de  importe  de  fletes. 

Sumario, — i^  Es  un  principio  de  derecho  internacioniil  que  los 
Tribunales  de  un  Estado  solo  ejercen  jurisdicción  rectamente 
sobre  las  personas  y  cosas  que  se  encuentran  en  su  territorio. 

V  Este  principio  comprende  tauto  el  conocimiento  de  las 
contestaciones  sobre  el  derecho  á  los  bienes»  como  las  pro- 
YÍdeñcías  conservaiorias  para  asegurar  el  resultado  de  juicios 
que  deban  promoverse  ante  Tribunales  e^trangerus 267 

CAUSA   LVU. 

D.  Enrique  Sinclair  é  hijo  por  la  sociedad  de  Prácticos  Le- 
manes contra  D.  Enrique  Park,  D. '  Carlos  Ninxhurker  y  D. 
Samuel  A.  Hartridge,  por  falta  de  cumplimiento  á  un  contrato 
¿Q  sociedad. 
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Stimarto.— Para  que  un  contrato  de  sociedad  se  haga  obli* 
gatorio  á  los  socios  entre  si  en  lo  futuro,  es  necesario  que 
sea  registrado , 269 

CAUSA  LVIII. 

D.  José  Lavarello  con  D.  Tomás  Pietranera  ;  D.  Anjel 
Basso,  sobre  embargo  de  un  buque. 

Stimarto—l^»  En  las  venias  judiciales,  se  estingue  toda  res- 
ponsabilidad del  buque  en  favor  de  los  acreedores. 

2<*  Ningún  buque  puede  ser  detenido  ni  embargado  sino  en 
virtud  de  un  crédito  privilegiado. 

30  El  gerente  nombrado  en  un  contrato  de  sociedad,  es  el 
administrador  legal  de  los  bienes  sociales. 

40  Los  artículos  479  y  1530  del  Cédigo  de  Comercio  son 
consecuencia  inmediata  del  principio  de  derecho  que  las  ac- 
ciones y  derechos  de  una  sociedad  son  distintas  de  los  dere- 
chos y  acciones  personales  de  los  socios 274 

CAUSA  LIX. 

El  albacea  de  la  testamentaria  de  D.  José  Lebrero  contra 
D.  Vicente  Diaz,  Cruz,   por  cobro  de  pesos. 

iSumarío.— La  escepcion  de  depósito  hecha  por  un  tercero 
no  es  procedente  ante  una  carta  reconocida  en  juicio  en  que  se 
declara  estar  á  disposición  del  demandante  la  suma  reclamada.  279 

CAUSA  LX. 

D.  Avelino  Gómez  contra  D.  Mariano  Baudrix,  sobre  ejecu- 
cucion  de  sentencia  dictada  eu  país  estrangero. 

£timarto.—i"  Las  sentencias  pronunciadas  en  un  país  es- 
trangero, no  tienen  por  derecho  estricto  autoridad  obligatoria 
en  otro  Estado. 

2o  Las  naciones  civilizadas  y  amigas  han  consentido  la  eje* 
cucion  de  ellas  con  ma^  ó  menos  requisitos. 

3*  Estos  son,  ó  el  principio  de  reciprocidad,  ó  un  examen 
del  cual  resulte  que  no  hay  en  ellas  una  evidente  injusticia, 
un  ataque  á  la  Soberanía  del  Estado,  ó  &  los  principios  de 
derecho;  ó  que  sean  definitivas,  dictadas  en  último  resorte, 
con  la  audiencia  legal  de  las  partes,  por  tribunales  compe- 
teutesy  y  habiéndose  dejado  abiertos  todos  los  recursos  legales. 

I""  En  Inglaterra  y  eo  Estados  Uoidos  no  se  exije  la  reci« 
procidadi 
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5*  Ea  Francia  donde  no  se  acuerda  la  ejecución  de  las 
sentencias  eslranjeras,  se  han  celebrado  tratados  internacio- 
nales para  acordarla,  reconociendo  la  conveniencia  de  ello. 

6*  En  la  República  no  existe  ley  alguna  que  la  prohiba. 

7<>  El  art.  7^  de  la  Constitución  es  la  reproducción  literal 
del  art.  if>  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos. 

8o  Ese  articulo  no  ha  obstado  á  la  ejecución  de  las  sen- 
tencias estrangeras;  él  ha  sido  entendido  tener  por  objeto 
acordar  á  las  sentencias  de  un  Estado  lleno  y  entero  efecto  eo 
los  demás  de  la  Union  ;  y  debe  presumirse  que  con  la  misma 
jurisprudencia  haya  sido  introducido  en  nuestra   Constitución. 

9''  Siendo  uniforme  en  todas  las  naciones  la  jurispruden- 
cia respecto  de  la  ejecución  de  la  Isentencias  estranjeras,  no 
es  posible  prescindir  de  ella  sin  contradecir  los  intereses  de 
buena  relación  y  armonía   de  las  naciones  entre  sí. 

40.  Esto,  el  respeto  debido  á  sus  actos  solemnes,  el  mal 
proveniente  de  la  perpetuidad  de  los  pleiios,  la  presunción 
resultante  en  favor  del  que  ha  obienido  una  sentencia  favo- 
rable, inducen  ¿  conceder  prima  facie  el  carácter  de  prueba 
completa  á  las  sentencias  estrangeras.  * 

11.  El  demandado  tiene  derecho  á  mostrar  la  evidente  in- 
justicia y  nulidad  de  ellas,  por  ser  contra  ley  espresa,  ó  por 
no  habérsele  dado  audiencia  ni  permitido  los  medios  de  de- 
fensa, ó  por  incompetencia  de  los  Tribunales. 

CAUSA  LXI. 

D.  Pablo  Halbach  contra  Crovetto  hermanos,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario, — í^  En  la  prueba  testimonial  la  lista  de  testigos 
debe  ser  presentada  cuando  menos  tres  dias  antes  del  dia  en 
que  deben  ser  examinados. 

2o  la  lista  de  testigos  presentada  con  dos  dias  de  anticipa- 
ción al  del  vencimiento  del  término  de  prueba,  no  puede  ser 
aceptada 295 

CAUSA   LXII. 

D.  Claudio  Mflnterola  con  D.  Eujenio  Bustos  sobre  cancela- 
ción de  una  escritura. 

Sumario. — Una.escritura  de  obligación,  cuyo  monto  ha  sido 
compensado,  debe  ser  cancelada ••••••••  297 
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CAUSA  LXIII. 

D.  Lisandro  Lloverás  contra  D.  Elíseo  Schironi,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario, — No  mejorándose  el  recurso  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado 300 

CAUSA    LXIY. 

Criminal,  contra  D.  Bernardo  Segundo  Cabot,  por  coopera- 
ción á  la  fuga  de  un  preso,  y  evasión  de  la  cárcel. 

Samario, — i^  La  justicia  para  no  ser  cruel  debe  ser  acom- 
pañada de  la  equidad. 

2<)  Repugna  imponer  pena  á  un  joven  por  haber,  en  casa 
de  sus  padres  y  verosímilmente  por  orden  de  estos,  facilitado 
la  fuga  de  un  pariente  suyo,  cuando  se  ha  sobreseído  en  la 
causa  contra  los  autores  de  la  evasión. 

3»  La  confesión  del  delito  hecha  con  el  fin  evidente  de  sal- 
var á  sus  padres  presos,  disminuye  de  su  fuerza  probatoria. 

4^  Ninguna  ley  autoriza,  y  la  jurísprudencie  reprueba  como 
inmoral  é  inhumano,  el  interrogar  á  los  esposos,  al  uno  con- 
tra el  otro,  á  los  padres  contra  sns  hijos,  y  á  los  hijos  contra 
sus  padres  y  hermanos. 

5®  La  apelación  no  puede  entenderse  interpuesta  con  otro 
objeto  que  con'  él  de  que  sea  reparado  el  gravamen  inferido 

por  la  sentencia  apelada 301 

CAUSA   LXVC 

D.  Trifon  Romero  y  Quiroga  Huos.  contra  D.  Desiderio  Bravo 
y  D.  Carlos  León,  sobre  cumplimiento  de  sentencia. 

Sumario. — 1^  Los  intereses  á  estilo  de  comercio  que  de- 
ben pagarse  como  indemnización  de  daños  y  perjuicios^  son  los 
corrientes  en  la  plaza,  y  no  los  que  cobran  los  bancos. 

2o  Los  intereses  á  abonarse  hasta  la  verificación  del  pago, 
se  entienden  hasta  que  el  acreedor  se  haya  recibido  del  capital. 

3^*  El  condenado  en  costas  debe  abonar  el  honorario  ajustado 
entre  la  contraparte  y  su  abogado,  no  existiendo  en  el  ajuste 
fraude,  falsedad  ú  otro  vicio.  ' 

i^  No  existiendo  en  la  2*  instancia  la  condenación  en  cos- 
tas que  ha  existido  en  la  primera,  cada  parte  paga  en  aquella 
las  que  hubiese  causado • 307 
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CAUSA  LXVI. 

Criminal,  contra  D.  Marco  A.  Lloreras  y  D.  Ambrosio  Caisedo, 
por  cooperación  á  la  fuga  dé  presos. 

Sumario. — 1^  La  seatencia  condenatoria  dictada  en  virtud  de 
una  confesión  y  declaraciones  de  testigos  prestadas  ante  juez 
incompetente,  es  nula. 

ip  Es  razón  de  sobreseimiento  en  una  causa  criminal  la  pri* 
8Íon  y  molestias  sufridas  en  la  tramitación  de  nn  proceso  nulo, 
y  la  levedad  de  la  pena,  que  de  ese   mismo  proceso  puede 
inducirse  merezcan   los  procesados,  y  que   pide  el  Ministerio 
público  contra  ellos 312 

CAUSA  LXVII. 

D.  FSibiaa  Araya,  contra  D.  Felipe  Pescara,  sobre  ejecución 
de  un  contrato  de  arriendo. 

Sumario. — 1®  Un  contrato  de  arrendamiento  no  es  ejecutivo 
para  pedir  la  tenencia  de  la  cosa  arrendada. 

2<>  Para  que  la  acción  revista  el  carácter  de  ejecutiva,  es 
necesario  que  se  trate  del  cobro  de  una  cantidad  de  moneda. 

3^  Los  arrendatarios  no  poseen,  y  solo  adquieren  la  tenencia 
de  la  cosa  con  el  uso. 

i^  Las  acciones  para  las  cuales  las  leyes  no  han  creado  un 
juicio  escepcional  deben  sustanciarse  porla  via  ordinaria.  ...  310 

CAUSA  LXVin. 

D.  Celso  Mallea  contra  D.  Santiago  Pérez,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario. — Las  sentencias  dictadas  en  causas  de  menor  cuan- 
tía no  son  apelables 322 

CAUSA  LXIX. 

D.  Estedan  Spinetto  contra  la  Comisión  encargada  de  la  obra 
del  Templo  de  Monsérrat,   por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  1»  Uní    edificio  destinado   para  servicio    público  * 
como  oficinas  del  Ctirato,  no  puede  tener  otro  destino,  ni  ser 
enagenado  para  atender  los  gastos  de  la  obra  del  Templo  ad- 
herente. 

2o  Hay  inhabilidad  del  título  para  ejecutarlo  con  el  objeto 
de  pagar  una  deuda  contraida  para  dicha  obra,  á  la  que  no 
pertenece  ai  puede  aquel  pertenecer.  < 327 
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CAUSA  LXX. 

Doña  Manuela  Arenas  contra  D.  Fernando  RaíTo  y  el  albacea  de  la 
testamentaria  deD.  .luán  José  Arenas,  sobre  tercería  de  oposición. 

Sumario. — 1<*  Las  deudas  del  marido  gravan  los  bienes  co- 
munes de  los  esposos. 

i^  Dichos  bienes  no  pueden  ser  heredados  sin  la  responsa- 
bilidad de  aquellos. 

3°  La  adjudicación  de  bienes  hecha  á  una  heredera  antes 
de  liquidar  la  testamentaria  no  altera  la  condición  general  de 
los  mismos. 

4°  Embargado  uno  de  estos  para  el  pago  de  una  deuda  testa- 
mentaria, la  adjudicataria  no  puede  oponerse  al  embargo  ....  331 

CAUSA  LXXL 

D.  Mariano  Armaza  contra  D.  Antonio  Caballero  y  Hnos., 
sobre  prisión  arbitraria. 

Sumario, — \^  Es  de  la  competencia  de  los  tribunales  na- 
cionales el  conocimiento  de  toda  causa  civil  entre  un  argentino 
y  un  estrangero,  aunque  se  haya  pedido  por  una  de  las  partes, 
pero  no  obtenido  aun  ía  declaración  en  quiebra  de  la  otra. 

i^  La  litispendencia  existe  solo  en  el  caso  en  que  se  intente 
traer    ante  un    tribunal  un  asunto    ya  pendiente  ante    otro 

competente 338 

CAUSA  LXXIl. 

D.  Pedro  Duché  contra  D.  Julio  Doazan  Cónsul  de  Francia 
y  Presidente  honorario  de  la  Sociedad  cOrphéon  Franjáis), 
por  cobro  de  pesos. 

Sumario. ^Siendo  inexacto  el  fundamento  sobre  el  cual  se 
basa  únicamente    el  recurso  de  apelación    de  una   sentencia, 

debe  esta  ser  confirmada 343 

CAUSA  LXXIIL 

D.  Rafael  Chinchilla  contra  D.  Antonio  Bosini,  sobre  pa- 
tente de  invención. 

Sumario.— i""  A  los  autores  de  un  descubrimiento  6  invento 
en  todos  los  géneros  de  industria,  se  concede  el  derecho 
de'su  esplotacion  esclusiva,  obteniendo  patente  en  la  forma  legal. 

i^  La  nulidad  de  patente  que  la  ley  declara  para  los  in- 
ventos esplotados  antes  de  su  fecha,  se  refiere  á  los  introdu* 
údos  del  estrangero,  no  á  los  hallados  en  el  país. 
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3^  ParN  imponer  pena  al  fraude  contra  los  pr¡YÍlegíos  de 
inYencion,  la  ley  requiere  que  el  invento  sea  patentado. 

4^  Antes  de  espedidla  la  patente,  la  esplotacion  del  invento 
por  otros  no  es  sujeta  á  pena 348 

m 

CAUSA    LXXIV. 

D.  Augusto  de  la  Riestra  y  C*  conD.  Guillermo  Hatti,  sobre 
recurso  de  queja. 

Sumario. — El  auto  confirmando  ó  revocando  las  providencias 
intorlocutorias  de  que  se  ha  pedido  reposición  es  inapelable  •  .  .  354 

CAUSA  LXXV, 

Criminal,  contra  Aurelio  Zalazar,  por  sedición,  rebelión  y 
homicidio. 

Sumario. — 1^  El  hecho  de  sublevar  y  disolver  un  contin- 
gente del  Ejército  Nacional,  es  un  acto  de  sedición. 

S«  El  levantar  fuerzas  para  apoyar  el  derrocamiento  de  un 
Gobierno  de  Provincia,  entregándolas  después  á  un  jefe  re- 
belde á  la  Nación,  es  un  hecho  que  constituye  el  delito  de 
rebelión, 

3o  Los  delitos  comunes  cometidos  con  motivo  de  la  rebe- 
lión, son  castigados  con  la  mayor  pena  que  les  corresponda 
por  las  ley  os  respectivas. 

4*  La  confesión  judicial  de  haber  ordenado  asesinatos,  con- 
firmada con  la  declaración  de  tres  testigos,  de  los  cuales  el 
uno  afirma  haber  visto  el  lugar  del  asesinato  y  oído  á  la  tropa 
que  el  confesante  mandó  matar,  y  los  otros  dos  que  estuvie- 
ron con  el  confesante  cuando  dio  la  orden,  hace  plena  prueba 
sobre  el  delito  de  homicidio. 

5o  La  circunstancia  de  hacer  formado  parte  del  ejército  re- 
belde, no  es  causa  bastante  para  anular  la  declaración  de  un 
testigo  sobre  el  hecho  de  un  homicidio  perpetrado  durante  ella, 
y  en  el  que  el  testigo  no  tomó  parte. 

6o  El  delito  de  homicidio  voluntario,  perpetrado  con  motivo 
de  la  rebelión,  es  castigado  con  la  pena  ordinaria  de  muerte.  356 

CAUSA  LXXV. 

El  Ministerio  fiscal  contra  D.  Hilarión  Martínez  y  D.  Rufino 
Castro  Boedo,  sobre  cumplimiento  de  una  fianza  carcelera  y 
judicatum  solvi. 
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Sutnario.^i^  Los  reos  de  delitos  que  no  son  castigados  con  pe- 
na corporal,  tienen  derecho  á  ser  puestos  en  libertad  bajo  fianza. 

2o  Cuando  la  pena  es  pecunaria,  y  el  procesado  no  tiene 
bienes  para  cumplirla,  debe  procederse  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  el  art.  92  de  la  ley  nacional   penal. 

3<>  El  fiador  carcelero,  no  está  obligado  á  pagar  la  pena, 
sino  cuando  no  se  presenta   el  reo  á  requisición  del  juez .  , 

4^  La  obligación  de  pa°:ar  juzgado  y  sentenciado  en  las  fian- 
zas carceleras  se  pone  como  pena  de  no  cumplir  la  obliga- 
ción de  presentar  al  fiado  en  la  cárcel. 

5*^  Cumpliéndose  esta  obligación  el  fiador  tiene  derecho  i 
pediiC  se  cancele  la  fianza. 

6<*  La  pena  se  impone  para  cumplirse  después  de  senten- 
ciada la  causa.  -    * 

7»  Si  en  la  sentencia  no  se  ha  especificado  que  debe  can- 
tarse el  éiempo  de  prisión  sufrida  durante  la  tramitación  de 
la  causa,  no  puede  pedirse,  después  de  ella  el  descuento  de 
dicho  tiempo,  y  su  imputación  en  él  de  prisión  á  sufrirse 
por  la  falta  de  pago  de  la  multa  impuesta 368 

CAUSA  LXXX. 

D.  Luis  Resoagli  contra  la  Provincia  de  Corrientes,  por  co- 
bro de  pesos.. 

Sutnario. — !<>  Las  Provincias  tienen  derecho  á  rejirse  por  sus 
propias  instituciones,  y  conservan  su  soberanía  en  todo  lo  re- 
lativo á  ios  poderes  no  delegados  á  la  Nación. 

Í9  A  ellas  corresponde  darse  leyes  y  ordenanzas  de  impues- 
tos locales,  de  policía,  hijiene,  y  todas  las  conducentes  á  su 
bienestar  y  prosperidad,  sin  mas  limitación  que  las  enumeradas 
en  el  art.  108  de  la  Constitución  Nacional. 

3°  La  justicia  Nacional  es  incompeleute  para  juzgar  de  la 
validez  de  las  leyes  provinriales,  y  de  los  prccedimientos  de 
los  funcionarios  encargados  de  su  cumplimiento. 

4o  Se  esceptúa  el  caso  en  que  unatlisposicion  constitucional 
autorizo  espresamente  el  conocimiento,  ó  se  trate  de  una  vio- 
lación de  los  preceptos  de  la  Constitución  Nacional,  de  las 
leyes  y  tratados  sancionados  por  el  Congreso. 

b^  El  fuero  creado  para  las  causas  entre  una  Provincia  y  un 
ciudadano  estrangero,  se  refieren  á  las  que  verseo  sobre  ac- 
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dones  cifiles,  no  á  las  qae  se  promueven  para  correjir  la 
infracción  de  leyes  dictadas  por  una  Provincia  en  materia  de 
su  esclusiva  competencia,  ni  á  las  acciones  que  se  intenten 
contra  las  sentencias  que  en  ella  recaigan. 

6»  La  ley  provincial  de  Corrientes  de  27  de  Abril  de  1868, 
probibiemlo  la  introducción  de  ganado,  sin  guía,  para  el  con- 
sumo de  la  población,  es  una  ley  de  policía,  de  competencia 
puramente  local. 

7»  La  nulidad  de  dicha  ley,  así  como  de  los  procedimientos 
para  aplicarla,  no  puede  resultar  sino  de  la  interpretación  de 
la  Constitución  provincial,  y  la  Suprema  Corte  no  es  compe- 
tente para  juzgarla. 

8o  El  decreto  mandando  acreditar,  antes  de  tramitarse  la 
demanda,  que  el  ciso  corresponde  á  la  Justicia  Nacional,  im- 
porta solo  el  cumplimieuto  de  lo  prescripto  por  el  art.  2  de 
la  ley  de  Procedimientos. 

9^  La  subsiguiente  tramitación  de  la  demanda  no  resuelve  de- 
finitivamente el  punto  sobre  la  competencia  de  jurisdicción. .  . .   373 

CAUSA  LXXXI. 

D.  Antonio  de  Oro  contra  D.  Jacinto  Lártiga,  sobre  pago 
indebido. 

Sumario.— 1®  Aceptada  una  letra,  el  aceptante, no  puede 
desvirtuar  su  obligación  con  escepcion  alguna  fuera  de  la  de 
falsedad. 

2o  La  aceptación  hecha  sin  tener  provisión  de  fondos  dá 
acción  contra  el  girante,  no  contra  el  tomador. 

3o  Las  escepciones  opuestas  y  desechadas  en  el  juicio  ejecu- 
tivo, no  pueden  servir  de  base  al  reclamo  en  el  ordinario, 
sino  solo  en  el  caso  de  ser  legitimas  y  haber  sido  desecha- 
das por  falta  de  prueba. 390 

CAUSA  LXXXIL 

El  Dr.  D.  Juan  C.  Comez  contra  los  acreedores  del  vapor 
cZenobia»,  sobre  pago  preferente  de  honorarios  y  costas. 

Sumario. — 1^  Las  costas  causadas  por  el  deudor  en  el  juicio 
ejecutivo,  no  tienen  prelacion  en  ningún  caso,  sobre  lo  que 
corresponde  al  acreedor. 

2*^  Lo  mismo  debe  decirse  que  idéntca  razón  respecto  del 
juicio  ordinario. 
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3o  En  el  caso  de  Pietranera  y  Casares  no  faé  objetado  el 
pago  de  honorarios  y  costas  hechas  en  la  defensa  del  deodor, 
y  los  ejecutantes  del  vapor  «Gran  Chaco»  se  hallaban  ya  rein- 
tegrados de  sus  créditos 39i 

CAUSA   LXXXIII. 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  Nacional  y  él  de 
Comercio  de  Córdoba,  en  el  juicio  iniciado  por  Antonio  Caba- 
llero y  Hno,  contra  D.  Mariano  Armaza,  sobre  declaración  de 
quiebra. 

Sumario. — l^  El  Juez  de  Comercio  es  incompetente  para 
conocer  en  el  juicio  que  un  argentino  intenta  contra  un  es- 
trangero  para  hacerle  declarar  en  quiebra,  si  este  reclama 
la  jurisdicción  nacional  para  juzgar  sobre  la  deuda  que  de- 
manda el  actor. 

29  Mucho  mas  cuando  no  concurren  los  requisitos  esenciales 
para  hacerla  declaración  de  quiebra.' 

3^  Para  ello  es  necesario  que  el  demandado  sea  comerciante, 
sea  deudor  reconocido,  y  no  pague  por  insolvencia . 

4»  No  es  comerciante  quien  no  está  inscripto  en  la  matricula 
de  comercio. 

5<>  No  es  deudor  reconocido  quien  no  conñesa  deber,  ni  ha 
sido  condenado  á  pagar  por  unii  sentencia  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada. 

6^  No  puede  decirse  que  no  paga,  aquel  que  no  se  sabe  si 
debe :  ni  puede  decirse  que  no  paga  por  insolvencia,  aquel 
que  no  paga  por  tener  escepciones,  ó  por  no  querer  cumplir 
con  sus  compromisos. 

7o  Basta  tener  un  solo  acreedor  para  poder  ser  declarado 
en  quiebra 397 

CAUSA   LXXXIV, 
D.  Juan  Tallón,  maquinista  del  vapor  cAudarahl»  contra  el 
propietario  D.  Rodrigo  Carlos  de  Cámara,  por  cobro  de  salario. 
Sumario. — Reconociendo  el  dueño  de  un  buque  los  servi- 
cios   cuyo  valor  oohre   un   maquinista,  este   puede  pedir    el 

arraigo  del  juicio 412 

CAUSA    LXXXV. 
D.  Francisco  Cheppis  contra  D.  Segundiho  Furque  por  co- 
bro de  pesos  y  rescisión  de  contrato. 


508  FALLOS   bE  LA   SUPREMA  CORTE 

Sumario. ^i^  No  probándose  el  hecho  sobre  el  cual  se  fua- 
da  la  demanda,  no  debe  hacerse  lugar  á  ella 

2®  Un    contrato  no  condenado  por  las  leyes,  debe  cumplirse. 

3^  No  puede  rescindirse  un  contrato  bajo  el  pretesto  de  dolo, 
violencia  ó  lesión,  si  no  se  prueba  que  esta  fué  cometida 
por  quien  contrató 44  4 

CAUSA  LXXXVL 

Criminal,  contra  Eustaquio  Huidobro,  por  soltura  de  unos 
presos. 

Sumario, — El  hecho  de  arrebatar  presos  sujetos  &  la  juris- 
dicción federal,  paede  penarse  con  dos  años  de  trabajos  for- 
zados ó  una  multa  de  mil  pesos  fuertes 421 

CAUSA   LXXXVII. 

El  Capitán  Freeman  contra  Ferreira,  Lavalle  y  Compañía, 
sobre  personería. 

Sumario.^V  Asumiendo  la  parte  su  personería  en  un  pleito, 
cesa  la  del  que  lo  representa. 

2^  Vendido  un  buque,  cesa  la  personería  legal  que  tenia  el 
Capitán  para  representarlo 427 

CAUSA  Lxxxvm. 

Criminal,  contra  D.  Manuel  Ignacio  Rodríguez,  por  delito  de 
rebelión". 

Sumario. — i»  El  haber  ejercido  el  cargo  de  comandante  de 
guardias  nacionales  en  virtud  de  nombramiento  hscho  por  el 
Gefe  de  Us  fuerzas  en  rebelión  contra  el  G'ibierno  NactonaJ ; 
y  el  hiber  ordenado  y  ejecutado  en  tal  carácter  reclutamiento 
y  contribuciones  forzosas  para  el  sosten  de  la  rebelión,  cons- 
tituye el  delito  de  rebelión  previsto  y  penado  por  los  artículos 
14  y  16  de  la  ley  nacional    penal. 

2^  La  circunstancia  de  haber  desempeñado  dicho  cargo  por 
corto  tiempo  disminuye  la  graveded  del  delito,  y  no  permite 
aplicar  la  mayor  pena  de  la  ley 429 

CAUSA   LXXXIX. 

Criminal,  contra  José  Fonseca,   por  delito  de  rebelión. 

5timarto.— La  Inrga  prisión  sufrida  por  las  demoras  en  el 
proceso,  independientemente  de  la  voluntad  del  procesado,  y 
el  empleo  del  mismo    en   trabajos   públicos  durante  aquella, 
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es  justa  causa  para  dar  por  compurgada  la  pena,  si  esta  re- 
sulta no  ser  mayor  que  el  tiempo  de  prisión  sufrida  con  las    ' 
circunstancias  enunciadas 433 

^  CAUSA    XC. 

II  Criminal^  contra  D.  Pedro  José  Muñoz,  por  delito  de  rebelión. 

Sumario. — 1^  El  ejercicio  del  cargo  de  escribano  durante 
la  rebelión,  otorgando  escrituras  de  venia,  trabando  embargos 
y  autorizando  remates  de  bienes  robados  por  orden  de  los 
rebeldes,  no  importa  complicidad  en  la  rebelión,  1^  si  el  nom- 
bramiento de  escribano  no  se  hizo  y  aceptó  con  el  preciso 
objeto  de  solemnizar  aquellos  actos;  2<>  si  dicho  nombramien- 

{  to  no   fué  admitido    solo  para   servir    á  los    rebeldes ;   3»   si 

exi.sten  presunciones  de  que,  aun  asi,  fué  aceptado  por  temor 
de  aquellos. 

2°  La  intervención  de  tal  escribano  en  los  autos  menciona- 
dos no  podia  legitimarlos^  y  por  lo  tanto  n)  podia  perjudicar 
á  los  despojados 438 

CAUSA   XCI. 

Criminal,  contra  D.  Benigno  Zelada,  por  delito  de  rebelión. 

Sumario. — El  ejercicio  de  un  empleo  civil^  conferido  por  los 
rebeldes  no  importa  complicidad  en  la  rebelión,  probándose 
que  el  nombrado  la  combatió  Siempre  hostilizándola  en  el 
desempeño  de  dicho  empleo 444 

CAUSA    XCII. 

(Jlriminal,  contra  Bailón  Flores  (a)  Romera,  por  delito  de. re- 
belión y  abijeato. 

Sumario. — i^  Las  declaraciones  tomadas  por  Juez  incompe- 
tente y  no  ratificadas  anle  él  de  la  causa  no  hacen   fé. 

2<>  En  materia  criminal,  cuando  la  coiifesion  calificada  no  se 
encuentra  contradicha  por  indicios  desf:<vorable3  al  confesante, 
se  admiten  como  suOcienie  prueba  de  la  calificación  los  indi- 
cios que  la  favorecen 451 

CAUSA  XCIIL  (O 

El  capitán  D.  Ángel  Zavalia  con  el  Sub-intendente  de  Policía 
de  Córdoba  Ü.  José  M.  Alduo,  sobre  prisión  de  un  Comisionado 
Nacional  é  indemnización  de  daños  y  peguicioSi 
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Sumario,'— i^  La  prisión  de  un  Comisionado  Nacional  or- 
denada por  haber  este  cumplido  su  comisión,  es  un  acto  de 
sedición  penado   por  una  ley  nacional. 

i^  Todas  las  acciones  civiles  y  criminales  nacidas  de  ese  acto, 
son  de  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales. 

3<>  Los  Jueces  Nacionales  no  pueden  carecer  de  jurisdicción 
para  amparar  á  los  agentes  del  Presidente  de  la  Repjjjíblica,  en 
el  desempeño  de  sus  comisiones., 457 

CAUSA  XCIII'^i*. 

El  Capitán  del  buque  inglés  clsland  Ifaidt  contra  Duguid  y  C*^ 
por  cobro  de  estadías. 

Saifiarto.— La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  por  ape- 
lación en  las  causas  de  menor  cuantía 462 

CAUSA  XCIV. 

D.  Guillermo  de  Oro  contra  Pozo  y  Fernandei^  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.— 'l^  El  uso  y  pr&ctica  mercantiles  de  una  plaza  solo 
se  aplica  á  la  interpretación  de  los  contratos  en  casos  de  igual 
naturaleza. 

2<>  Tanto  mas  rigorosa  debe  ser  la  observancia  de  esta  regla, 
cuanto  mas  se  desvie  de  la  inteligencia  usual  en  los  casos 
particulares,  del  sentido  propio  y  natural  de  las  palabras  que 
empleen  los  contratantes. 

3^  No  infiere  agravios  una  sentencia  que  no  manda^  dar  lo 
que  la  parte  no  pidió,  y  que  el  Juez  no  podia  ordenar  de  oficio. 

4,0  En  un  contrato  de  venta  mercantil,  el  vendedor  solo 
puede  reclamar  los  perjuicios  que  sean  una  consecuencia  di- 
recta é  inmediata  de  la  retención  del  precio. 

5»  El  litigante  temerario  debe  ser  condenado  en  las  costas 
del  juicio 464 

CAUSA   XCV. 

D.  Hatias  Silva  contra  D.  Rafael  Cárdenas,  sobre  construc- 
ción de  obras. 

Sumario. — 1<>  Dos  ó  mas  féstigos  contestes  y  refiriéndose  en 
sus  dichos  ó  hechos  personales,  establecen  plena  prueba  sobro 
los  pantos  que  declaraut 
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Í9  La  revocación  de  poder  hecha  á  an  testigo  contrario  no 
es  tacha  legal  eontra  esle. 

3°  Debe  preferirse  la  declaración  de  los  testigos  que  con- 
testan directamente  sobre  la  exi^ítencia  de  un  hecho  positivo,  á 
la  de  aquellos  que  la  niegan. 

4**  La  ley  9,  tit.  15,  libro  i^,  R.  C.  en  las  palabras  cy  otros 
oficiales  mecátncosj^  no  He  refiere  h  los  constructores  qu% to- 
man una  obra  por  un  tanto. 

&>  Estas  se  asemejan  mas  á  los  empresarios  que  á  los  sim- 
ples albañiles i71 

CAUSA  XC\L 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa  Fé  contra  D. 
Eusebio  Gómez,  sobre  declaracion.de  quien  sea  el  editor  de  un 
diario. 

Sumario.^l^  Las  diligencias  preparatorias  de  uoa  demanda 
solo  pueden  ser  ordenadas  por  el  juez  que  sea  competente  para 
conocer  de  esta. 

2<>  El  que  pide  diligencias  preparatorias  deba  espresar  cla- 
ramente cuáles  son  las  acciones  que  se  propone  deducir,  para 
que  el  juez  pueda  estimar  si  el  caso  cae  ó  no  bajo  su  jurisdic- 
ción. 

3°  La  observancia  de  este  requisito  es  'todavía  mas  indispen- 
sable cuando  la  solicitud  se  dirige,  á  un  Juez  Nacional  cuya 
jurisdicción  es  limitada  á  negocios  especiales  «y  es  improroga- 
ble,  aun  pof  voluntad  de  las  partes. 

4<*  Antes  de  enlabiarse   demanda,  no  puede  ordenarse  que 
una  persona  declare  sobre  hechos  de  un  tercero. 
'  5°  La  Ley  de  ProceJimienlds  se  pone  en  el  caso  de  haberse 
entablado  demanda  cuando  señala    el   (érmioo  de  nueve  dias 
para  deducir  la   e.'cepcion   de  incompetencia. 

6^  Esto  no  importa  prohibir  la  declinatoria  si  el  juez,  sin 
precedente  demanda  y  sin  jurisdicción,  iniciase  procedimientos 
que  agraviaren  á  una  persona 47& 

\ 
FIN  DEL  TOMO  S£lIMO 
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